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1.- Asistencias y ausencias. 


Asisten los señores Representantes: Pablo Ab- 
dala, Washington Abdala, Andrés Abt, Álvaro Alonso, 
José Amorín Batlle, Beatriz Argimón, Roque Arregui, 
Miguel Asqueta Sóñora, Alfredo Asti, Gloria Benítez, 
Juan José Bentancor, Bertil R. Bentos, Gustavo Ber- 
nini, Daniel Bianchi, Eleonora Bianchi, José Luis Bla- 
sina, Sergio Botana, Juan José Bruno, Irene Caballe- 
ro, Diego Cánepa, Rodolfo Caram, Germán Cardoso, 
José Carlos Cardoso, Julio Cardozo Ferreira, Federi- 
co Casaretto, Alberto Casas, Nora Castro, Hebert 
Clavijo, Alba M. Cocco Soto, Roberto Conde, Beatriz 
Costa, Mauricio Cusano, Silvana Charlone, Álvaro 
Delgado, David Doti Genta, Carlos Enciso Christian- 
sen, Gustavo A. Espinosa, Sandra Etcheverry, 
Eduardo Fernández, Luis A. Galbarini, Luis Gallo 
Cantera, Luis José Gallo Imperiale, Carlos Gamou, 
Jorge Gandini (1), Javier García, Daniel García Pin- 
tos, Nora Gauthier, Carlos González Álvarez, Óscar 
Groba, Diego Guadalupe, Gustavo Guarino, Tabaré 
Hackenbruch Legnani, Uberfil Hernández, Doreen Ja- 
vier Ibarra, Pablo Iturralde Viñas, Luis Alberto Lacalle 
Pou, Álvaro F. Lorenzo, Guido Machado, Daniel Ma- 
ñana, Rubén Martínez Huelmo, Carlos Maseda, Car- 
los Mazzulo, Remo Monzeglio, Eloísa Moreira, Gon- 
zalo Mujica, Pablo Naya, Gonzalo Novales, Jorge 
Orrico, Edgardo Ortuño, Ivonne Passada, Daniela 
Payssé, Daniel Peña Fernández, Adriana Peña Her- 
nández, Alberto Perdomo Gamarra, Darío Pérez Brito, 
Esteban Pérez, Pablo Pérez González, Enrique Pin- 
tado, Iván Posada, Roque Ramos, Juan A. Roballo, 
Edgardo Rodríguez, Nelson Rodríguez Servetto, 
Gustavo Rombys, Jorge Romero Cabrera, Javier Sal- 
samendi, Dardo Sánchez Cal, Víctor Semproni, Raúl 
Servetto, Carlos Signorelli, Pedro Soust, Héctor Ta- 
jam, Hermes Toledo Antúnez, Mónica Travieso, Car- 
los Varela Nestier, Álvaro Vega Llanes, Homero Viera 
y Horacio Yanes. 


Con licencia: Pablo Álvarez López, Manuel María 
Barreiro, Gustavo Borsari Brenna, Eduardo Brenta, 
Richard Charamelo, Juan José Domínguez, Rodrigo 
Goñi Romero, Fernando Longo Fonsalías, José Car- 
los Mahía, Jorge Patrone, Aníbal Pereyra, Jorge Po- 
zzi, Juan C. Souza y Jaime Mario Trobo. 


Faltan con aviso: Julio César Fernández. 

Sin aviso: Paola Pamparatto. 

Actúa en el Senado: Luis Rosadilla. 
Observaciones: 


(1) Ala hora 14:59 comenzó licencia, ingresando en 
su lugar la Sra. Irene Caballero. 


2.- Asuntos entrados. 


"Pliego N* 269 
COMUNICACIONES GENERALES 


La Junta Departamental de Artigas remite copia 
del texto de las siguientes exposiciones, realizadas 
por dos señores Ediles: 


e sobre expresiones vertidas en ocasión del VI| Fo- 
ro Corredor Bioceánico Central, celebrado en la 
ciudad de Asunción, República del Paraguay. 

C/8/005 


- A la Comisión de Asuntos Internacionales 


e relacionada con la necesidad de crear un servicio 
de garantía de alquileres para personas que no 
se encuentran amparadas por el sistema de la 
Contaduría General de la Nación. C/9/005 


- A la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente”. 


3.- Exposiciones escritas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Perdomo Gamarra).- Está 
abierto el acto. 


(Es la hora 14 y 21) 
——Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Luis da Roza solicita se 
cursen las siguientes exposiciones escritas: 


e ala Junta Departamental y a la Intendencia Mu- 
nicipal de Canelones, y por su intermedio a la 
Dirección de Obras y a la Junta Local de Barros 
Blancos; a los medios de prensa acreditados 
ante el Parlamento y a los medios de difusión de 
dicho departamento, sobre la importancia de al- 
gunas obras desarrolladas por el citado Gobier- 
no Departamental en la referida localidad. 

C/22/005 


e al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
y por su intermedio al Instituto Nacional de Car- 
nes; a la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to; al Centro de Vendedores de Carne; a las 
Juntas Departamentales de Montevideo y Ca- 
nelones; a los medios de prensa acreditados 
ante el Parlamento y a los medios de difusión 
del departamento de Canelones, relacionada 
con presuntas irregularidades en la comerciali- 
zación de carne al consumidor final.  C/22/005 
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El señor Representante Carlos Enciso Chris- 
tiansen solicita se curse una exposición escrita al Mi- 
nisterio de Salud Pública, y por su intermedio a la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado y 
al Centro Departamental de Salud de Florida; a la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la 
Cámara de Representantes; a la Cámara de Senado- 
res, con destino a la Comisión de Salud Pública; a la 
Junta Departamental y a la Intendencia Municipal de 
Florida, con destino a las Juntas Locales de ese de- 
partamento; y a los medios de prensa de Florida, 
acerca de la situación de la policlínica de Villa 25 de 
Agosto, del citado departamento. C/22/005 


El señor Representante Dardo Sánchez Cal soli- 
cita se curse una exposición escrita al Ministerio de 
Salud Pública, y por su intermedio a la Administración 
de los Servicios de Salud del Estado, al Hospital de 
Treinta y Tres y al Hospital de Ojos; a la Junta De- 
partamental y a la Intendencia Municipal del citado 
departamento; a los medios de comunicación, al Club 
de Leones, al Rotary Club, al Centro Comercial e In- 
dustrial, a la Asociación de Jubilados y Pensionistas y 
a la Asociación de Usuarios de Servicios de Salud de 
Treinta Tres; a la Fundación Oftalmológica del Uru- 
guay; a la Federación Médica del Interior; a los docto- 
res Fernando de Santiago y Alejandro Silveira y a la 
señora Eloísa Barrera, referente a la disposición de 
un lugar físico en el Hospital de Treinta y Tres para la 
instalación de una policlínica oftalmológica. C/22/005 


El señor Representante Julio Cardozo Ferreira 
solicita se curse una exposición escrita al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, sobre la necesidad 
de construir un refugio peatonal a la altura del kiló- 
metro 407 de la Ruta Nacional N* 5, próximo al paraje 
La Calzada, departamento de Tacuarembó. C/22/005 


El señor Representante Bertil R. Bentos solicita 
se curse una exposición escrita a los Ministerios de 
Educación y Cultura y de Industria, Energía y Minería; 
a la Junta Departamental de Paysandú y al Canal 3 
de televisión del citado departamento, relacionada 
con la celebración del 40% aniversario de la creación 
del referido canal de televisión. C/22/005 


El señor Representante José Carlos Cardoso so- 
licita se curse una exposición escrita al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas; a la Junta Departa- 
mental y a la Intendencia Municipal de Rocha, y por 
su intermedio a las Juntas Locales de Cebollatí, Las- 
cano, San Luis, 18 de Julio y Chuy, acerca de la ne- 
cesidad de realizar obras de mantenimiento vial en 
los tramos de las Rutas Nacionales Nos. 15 y 19, en 
el departamento de Rocha. C/22/005". 


——Se votarán oportunamente. 


4.- Inasistencias anteriores. 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión, en 
régimen de Comisión General, realizada el día 23 de 
junio de 2008: 


Con aviso: Manuel María Barreiro, Daniel Bianchi, 
Germán Cardoso, Luis García Da Rosa, Rodrigo Goñi 
Romero, Carlos Mazzulo, Dardo Sánchez Cal y Car- 
los Signorelli. 


Sin aviso: Alma Gallup. 
Inasistencias a las Comisiones 


Representantes que no concurrieron a las Comisio- 
nes citadas: 


Martes 24 de junio 

SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL 
Con aviso: Dardo Sánchez Cal. 

Miércoles 25 de junio 

ASUNTOS INTERNACIONALES 


Con aviso: Daniel Peña Fernández; Washington Ab- 
dala. 


ASUNTOS INTERNOS 
Con aviso: Nora Gauthier. 


CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, LEGISLACIÓN GENE- 
RAL Y ADMINISTRACIÓN 


Con aviso: Hugo Arambillete. 
DERECHOS HUMANOS 
Con aviso: Beatriz Argimón. 
EDUCACIÓN Y CULTURA 


Con aviso: Federico Casaretto; Manuel María Barrei- 
ro. 


LEGISLACIÓN DEL TRABAJO 

Con aviso: Tabaré Hackenbruch Legnani. 
PRESUPUESTOS integrada con la de HACIENDA 
Con aviso: José Amorín. 

Jueves 26 de junio 

PRESUPUESTOS integrada con la de HACIENDA 


Con aviso: José Amorín". 
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Viernes 27 de junio 

DERECHOS HUMANOS 

Con aviso: Gonzalo Novales 

PRESUPUESTOS integrada con la de HACIENDA 


Con aviso: Carlos González Álvarez; Guido Machado; 
José Amorín; José Carlos Cardoso; Silvana Charlone. 


Lunes 30 de junio 
PRESUPUESTOS, integrada con la de HACIENDA 


Con aviso: José Carlos Cardoso". 


5.- Exposiciones escritas. 


——Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones es- 
critas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
——Cuarenta en cuarenta y tres: AFIRMATIVA, 
(Texto de las exposiciones escritas:) 


1) Exposición del señor Representante Luis da Ro- 
za a la Junta Departamental y a la Intendencia 
Municipal de Canelones, y por su intermedio a la 
Dirección de Obras y a la Junta Local de Barros 
Blancos; a los medios de prensa acreditados 
ante el Parlamento y a los medios de difusión de 
dicho departamento, sobre la importancia de al- 
gunas obras desarrolladas por el citado Gobier- 
no Departamental en la referida localidad. 


“Montevideo, 23 de junio de 2008. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Alberto Perdomo 
Gamarra. Amparados en las facultades que nos con- 
fiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de 
Representantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita a la Intendencia Municipal de Ca- 
nelones y, por su intermedio, a la Dirección General 
de Obras y a la Junta Local de Barros Blancos; a la 
Junta Departamental de Canelones; a la Asociación 
de Cronistas Parlamentarios y, por su intermedio, a 
los medios de prensa acreditados en el Parlamento 
Nacional, y a los medios de comunicación del depar- 
tamento de Canelones. En esta oportunidad, quere- 
mos referirnos al departamento de Canelones y, en 
particular, a la ciudad de Barros Blancos. Somos 
parte de este Gobierno y comprendemos las dificulta- 
des con las que nos hemos encontrado, las que son 
de toda índole, imposibles de imaginar. De igual ma- 
nera, nos referiremos a una parte que compone el 
ABC del Programa de Gestión. Nuestro Intendente 


Municipal, doctor Marcos Carámbula, ha llevado 
adelante un departamento en crisis y en especial para 
nuestra ciudad, recuperando gran parte de las calles 
que estaban intransitables y con el lanzamiento, el 
próximo 8 de julio, del Centro Cultural que se deno- 
minará 'Salvador Allende'. Esos hechos señalan una 
buena gestión en curso y generan expectativas de 
seguir mejorando. Si a todo esto le sumamos la recu- 
peración del nombre de la ciudad, nos encontramos 
que han pasado cosas que, por más de 30 años, no 
se han visto. Quienes nacimos, crecimos y vivimos en 
Barros Blancos nos sentimos orgullosos de ello, pero 
no podemos por eso dejar de lado las situaciones que 
se generan en el diario vivir de nuestro pueblo. En 
particular, nos referiremos a la calle Lorenzo Ventura 
y a los accesos a los centros de estudios, los que ca- 
recen de una iluminación acorde para brindar, sobre 
todo, seguridad en la circulación de peatones y de 
vehículos. Se han registrado varios accidentes por 
este y por otros motivos, por lo que entendemos que 
es de vital importancia solicitar a la Intendencia Muni- 
cipal de Canelones, especial atención a esta proble- 
mática. Saludamos al señor Presidente muy atenta- 
mente. LUIS DA ROZA, Representante por Canelo- 
nes”. 


2) Exposición del señor Representante Luis da Ro- 
za al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca, y por su intermedio al Instituto Nacional de 
Carnes; a la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto; al Centro de Vendedores de Carne; a 
las Juntas Departamentales de Montevideo y 
Canelones; a los medios de prensa acreditados 
ante el Parlamento y a los medios de difusión 
del departamento de Canelones, relacionada 
con presuntas irregularidades en la comerciali- 
zación de carne al consumidor final. 


“Montevideo, 23 de junio de 2008. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Alberto Perdomo 
Gamarra. Amparado en las facultades que me confie- 
re el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de 
Representantes, solicito que se curse la presente ex- 
posición escrita al Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca; a la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto; a la Junta Departamental de Montevideo; a la 
Junta Departamental de Canelones; al Instituto Na- 
cional de Carnes; a la Unión de Vendedores de Car- 
ne; a la Asociación de Cronistas Parlamentarios y, por 
su intermedio, a los medios de prensa acreditados en 
el Parlamento Nacional; a los medios de comunica- 
ción del departamento de Canelones. En esta oportu- 
nidad, voy a referirme a una temática en la que este 
Gobierno ha realizado mucho esfuerzo y también 
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aquellos empresarios honestos que, con buena inten- 
ción y colaborando para tratar de mejorar la coyuntura 
actual, intentan que los ciudadanos que en este país 
no logran satisfacer parte de su calidad de vida, ten- 
gan a su alcance un producto de primera necesidad, 
como la carne, a un precio accesible. Esos ciudada- 
nos hoy se ven perjudicados, por más esfuerzo que 
se hayan hecho para lograr ese cometido, y todo, de- 
bido a un inescrupuloso y deshonesto procedimiento 
de algunos expendedores de carne y de otros pro- 
ductos del ramo. El domingo 22 de junio de 2008, 
concurrí, como es habitual, a un lugar donde se ven- 
dían esos productos y me encontré con una muy de- 
sagradable sorpresa, si bien el precio era el acordado 
con el Gobierno para la venta al público, no lo era su 
calidad. Al observar los productos y, en especial, los 
cortes con la tarifa acordada, veo una canallesca y 
deshonesta práctica en la venta, tomando como 
ejemplo de esa situación, el corte aguja de primera. 
Éste estaba compuesto por el hueso y el 50% de la 
pulpa y, a su lado, otro corte, que correspondía al 
50% de la carne faltante, a un precio de $ 98 como 
pulpa sin hueso. No es un hecho menor ni aislado, 
porque también se da en otros productos, como el 
pollo que incluye los menudos, que valen el 50% del 
precio de éste, al que lo cobran al valor del kilo. Po- 
dría seguir aportando otros ejemplos, pero mi inten- 
ción es que las autoridades, los involucrados y la ciu- 
dadanía en su conjunto, tomen nota de esas situacio- 
nes. También es de vital importancia que el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través de la Di- 
rección correspondiente, efectúe planes de control de 
la calidad de los productos, además de su costo, para 
evitar ese tipo de vivezas, deshonestas, en perjuicio 
de todos. Saludo al señor Presidente muy atentamen- 
te. LUIS DA ROZA, Representante por Canelones”. 


3) Exposición del señor Representante Carlos En- 
ciso Christiansen al Ministerio de Salud Pública, 
y por su intermedio a la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado y al Centro De- 
partamental de Salud de Florida; a la Comisión 
de Salud Pública y Asistencia Social de la Cá- 
mara de Representantes; a la Cámara de Sena- 
dores, con destino a la Comisión de Salud Pú- 
blica; a la Junta Departamental y a la Intenden- 
cia Municipal de Florida, con destino a las Jun- 
tas Locales de ese departamento; y a los me- 
dios de prensa de Florida, acerca de la situación 
de la policlínica de Villa 25 de Agosto, del citado 
departamento. 


“Montevideo, 24 de junio de 2008. Señor Presidente de 
la Cámara de Representantes, Alberto Perdomo Ga- 


marra. Amparados en las facultades que nos confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente exposi- 
ción escrita al Ministerio de Salud Pública y, por su inter- 
medio, a la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado y al Centro Departamental de Salud de Florida; a 
la Junta Departamental de Florida; a la Intendencia Muni- 
cipal de Florida, con destino a las Juntas Locales; a la 
Cámara de Senadores, con destino a la Comisión de 
Salud Pública; a la Comisión de Salud Pública y Asisten- 
cia Social de esta Cámara, y a los medios de comunica- 
ción del departamento de Florida, referida a la situación 
que atraviesa la Policlínica de Salud Pública de villa 25 de 
Agosto, del departamento de Florida. En dicha localidad 
habitan, aproximadamente, 3.000 ciudadanos, quienes 
requieren los servicios médicos de la policlínica allí exis- 
tente, pero las carencias que presenta son importantes: 
faltan medicamentos y no hay servicio de ambulancia. En 
el pasado, 25 de Agosto contaba con servicio de ambu- 
lancia y de chofer. Hoy en día, el lugar más cercano que 
cuenta con ambulancia es la Colonia de Asistencia Psi- 
quiátrica Doctor Santín Carlos Rossi, en el departamento 
de San José, pero la flota se encuentra en mal estado. 
Asimismo, queremos agregar que el chofer que estaba 
asignado a la Policlínica de 25 de Agosto, fue trasladado 
al Hospital de Florida. Por lo expuesto, solicitamos a las 
autoridades destinatarias de esta exposición escrita que 
tengan en cuenta las necesidades de atención médica 
que requieren los vecinos de villa 25 de Agosto y los re- 
clamos formulados para gestionar una solución inmediata 
a esta problemática. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. CARLOS ENCISO CHRISTIANSEN, Re- 
presentante por Florida”. 


4) Exposición del señor Representante Dardo Sán- 
chez Cal al Ministerio de Salud Pública, y por su 
intermedio a la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado, al Hospital de Treinta y Tres y 
al Hospital de Ojos; a la Junta Departamental y a 
la Intendencia Municipal del citado departamento; 
a los medios de comunicación, al Club de Leo- 
nes, al Rotary Club, al Centro Comercial e Indus- 
trial, a la Asociación de Jubilados y Pensionistas 
y a la Asociación de Usuarios de Servicios de 
Salud de Treinta Tres; a la Fundación Oftalmoló- 
gica del Uruguay; a la Federación Médica del In- 
terior; a los doctores Fernando De Santiago y 
Alejandro Silveira y a la señora Eloísa Barrera, 
referente a la disposición de un lugar físico en el 
Hospital de Treinta y Tres para la instalación de 
una policlínica oftalmológica. 


“Montevideo, 26 de junio de 2008. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Alberto Perdomo 
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Gamarra. Amparados en las facultades que nos con- 
fiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de 
Representantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita al Ministerio de Salud Pública y, 
por su intermedio, a la Administración de los Servicios 
de Salud del Estado, al Hospital de Ojos Saint Bois y 
al Hospital de Treinta y Tres; a la Intendencia Munici- 
pal y a la Junta Departamental de Treinta y Tres; a la 
Federación Médica del Interior; al Club de Leones de 
Treinta y Tres; al Rotary Club de Treinta y Tres; al 
Centro Comercial e Industrial de Treinta y Tres; a la 
Fundación Oftalmológica del Uruguay; al doctor Fer- 
nando De Santiago; al doctor Alejandro Silveira; a la 
señora Eloísa Barreda; a los medios de comunicación 
de Treinta y Tres; a la Asociación de Jubilados y Pen- 
sionistas de Treinta y Tres, y a la Asociación de 
Usuarios del Sistema de Salud y, por su intermedio, a 
su filial en el departamento de Treinta y Tres. En el 
Hospital Departamental de Treinta y Tres, se efectúan 
operaciones oftalmológicas a cargo del doctor Fer- 
nando De Santiago, quien las realiza en forma hono- 
raria y solidaria. El mencionado profesional pone a 
disposición de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado, instrumental y material de su pro- 
piedad (un microscopio que cuesta US$ 20.000 y 
cuatro cajas de cirugía por un valor de US$ 16.000). 
Sin dicha colaboración desinteresada, del doctor Fer- 
nando De Santiago, no hay operación ocular posible 
en el departamento de Treinta y Tres. Señalamos, 
además, que el postoperatorio oftalmológico de los 
usuarios de Salud Pública-ASSE (Treinta y Tres) los 
atienden los doctores Fernando De Santiago y Ale- 
jandro Silveira, en su clínica particular, también de 
forma gratuita. Cabe destacar, que el doctor Fernan- 
do De Santiago cedió al Hospital Departamental de 
Treinta y Tres, conjuntamente con la Fundación Of- 
talmológica del Uruguay y el Club de Leones, instru- 
mental y material para la instalación de una policlínica 
oftalmológica en el referido centro. Ese material se 
encuentra en el despacho del señor Director del men- 
cionado Hospital, y consta de 56 artículos, aproxima- 
damente, perteneciente a las instituciones menciona- 
das y al doctor De Santiago y cuatro artículos al Mi- 
nisterio de Salud Pública. Señalamos que el doctor 
Fernando De Santiago es un profesional de primerí- 
simo nivel en la especialidad oftalmológica uruguaya, 
y para el departamento de Treinta y Tres y departa- 
mentos vecinos, es absolutamente necesario que 
continúe realizando las operaciones de referencia, 
como así también que tenga en el Hospital una poli- 
clínica oftalmológica adecuada. Por lo expuesto, soli- 
citamos a las autoridades competentes de Salud Pú- 
blica que procedan a encontrar un lugar físico en el 


Hospital de Treinta y Tres, para que comience a fun- 
cionar la policlínica oftalmológica referida. Saludamos 
al señor Presidente muy atentamente. DARDO SÁN- 
CHEZ CAL, Representante por Treinta y Tres”. 


5) Exposición del señor Representante Julio Car- 
dozo Ferreira al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, sobre la necesidad de construir 
un refugio peatonal a la altura del kilómetro 407 
de la Ruta Nacional N* 5, próximo al paraje La 
Calzada, departamento de Tacuarembó. 


“Montevideo, 1* de julio de 2008. Señor Presidente de 
la Cámara de Representantes, Alberto Perdomo Ga- 
marra. Amparados en las facultades que nos confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Re- 
presentantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Elevamos a consideración de las autorida- 
des nacionales un planteo efectuado por vecinos de 
los alrededores del paraje La Calzada, situado en el 
kilómetro 407 de la Ruta Nacional N* 5 Brigadier Ge- 
neral Fructuoso Rivera. Allí se ubica la entrada a un 
camino por el que se llega a las localidades de Paso 
del Cerro y Laureles. En dicha zona se evidencia la 
necesidad de construir un refugio peatonal, ya que el 
que había se encuentra destruido, por lo que quienes 
deben esperar el transporte al borde de la ruta sufren 
las inclemencias del tiempo. El justificado reclamo de 
los vecinos se acentúa debido a que la llegada del in- 
vierno castiga, principalmente, a quienes menos tie- 
nen y deben recurrir a las líneas del transporte inter- 
departamental, por carecer de vehículo propio, de- 
biendo esperar largas horas a la intemperie. Apela- 
mos a la sensibilidad de las autoridades nacionales 
para solucionar un problema que no requiere de 
grandes erogaciones por parte del Estado. Una rápida 
solución a esa problemática representará una mejor 
calidad de vida de los usuarios de ese servicio. Salu- 
damos al señor Presidente muy atentamente. JULIO 
CARDOZO FERREIRA, Representante por Tacua- 
rembó”. 


6) Exposición del señor Representante Bertil R. 
Bentos a los Ministerios de Educación y Cultura 
y de Industria, Energía y Minería; a la Junta De- 
partamental de Paysandú y al Canal 3 de televi- 
sión del citado departamento, relacionada con la 
celebración del 40% aniversario de la creación 
del referido canal de televisión. 


“Montevideo, 1* de julio de 2008. Señor Presidente de 
la Cámara de Representantes, Alberto Perdomo Ga- 
marra. Amparados en las facultades que nos confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Re- 
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presentantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería; al Ministerio de Educación y Cultura; a la 
Junta Departamental de Paysandú y a Canal 3 Tvrío 
de Paysandú. El pasado 19 de junio, se cumplieron 
40 años del nacimiento del Canal 3, hoy denominado 
Tvrío Canal 3, de la ciudad capital del departamento 
de Paysandú. La consolidación de ese medio de co- 
municación lo ubica como líder en la generación y 
transmisión de contenidos educativos y culturales. 
Calidad, riqueza de su programación y empeño de 
sus trabajadores en las diferentes áreas, ponen de 
relieve lo que se puede hacer por Paysandú, traba- 
jando mancomunadamente y en equipo. Canal 3 es el 
medio de mayor penetración en la sociedad sanduce- 
ra, con su producción de programas locales de amplia 
diversidad temática, llega a cada televidente con un 
producto finamente elaborado. Es, actualmente, una 
televisora abierta, cuya potencia de emisión transmite 
una señal de 70 kilómetros de radio, posibilitando, 
que un número cercano a las 300.000 personas reci- 
ban diariamente la programación. El Canal ha sido a 
lo largo de estos 40 años, un férreo defensor de los 
sanduceros, acompañando cada una de las manifes- 
taciones políticas, sociales, culturales y deportivas, 
comprometido con todos los estamentos que compo- 
nen la sociedad sanducera. Ha sido protagonista de 
innumerables jornadas solidarias de apoyo a institu- 
ciones de bien público, siendo pilar fundamental de 
muchos logros. Queríamos trasmitir estas líneas y no 
dejar pasar por alto en este Parlamento el reconoci- 
miento al Canal de los sanduceros, a Río de los Pája- 
ros Televisión, como se le decía desde sus primeros 
días de creación. Por este medio enviamos nuestro 
saludo a sus responsables, al personal, que pone to- 
do su profesionalismo al servicio de la audiencia para 
llegar cada día al hogar de los sanduceros y fuera del 
departamento, con un trabajo finamente elaborado en 
lo periodístico y en lo técnico. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. BERTIL R. BENTOS, 
Representante por Paysandú”. 


7) Exposición del señor Representante José Carlos 
Cardoso al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; a la Junta Departamental y a la Inten- 
dencia Municipal de Rocha, y por su intermedio 
a las Juntas Locales de Cebollatí, Lascano, San 
Luis, 18 de Julio y Chuy, acerca de la necesidad 
de realizar obras de mantenimiento vial en los 
tramos de las Rutas Nacionales Nos. 15 y 19, en 
el departamento de Rocha. 


“Montevideo, 1* de julio de 2008. Señor Presidente de 
la Cámara de Representantes, Alberto Perdomo Ga- 


marra. Amparados en las facultades que nos confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Re- 
presentantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; a la Junta Departamental de Rocha, y a la 
Intendencia Municipal de Rocha, con destino a las 
Juntas Locales de Cebollatí, de Lascano, de San 
Luis, de 18 de Julio y de Chuy. La vida cotidiana del 
norte del departamento de Rocha gira, fundamental- 
mente, en torno a la producción arrocera, agropecua- 
ria y al intercambio comercial de la frontera. En con- 
secuencia, la Ruta Nacional N* 15 Dr. Javier Barrios 
Amorín y la Ruta Nacional N* 19 Coronel Lorenzo 
Latorre -que son la vía de salida de la producción- 
sufren un permanente desgaste al estar sometidas al 
intenso tránsito de vehículos pesados. El mal estado 
de dichas vías además de ocasionar altos costos de 
mantenimiento de los vehículos, sumado a la defi- 
ciente señalización hacen riesgosa la circulación mo- 
tivando, en no pocas ocasiones, la ocurrencia de ac- 
cidentes. El reclamo permanente de los productores y 
de los habitantes de la zona, así como la constatación 
que hemos hecho en nuestras giras habituales, de- 
terminó que uno de nuestros primeros planteos hicie- 
ra referencia a la necesidad de que el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas incluyera, entre sus prio- 
ridades, las obras de acondicionamiento de las referi- 
das vías de circulación. Así se lo hicimos saber al se- 
ñor Presidente de la República, a través de un docu- 
mento que le entregáramos cuando el Consejo de Mi- 
nistros sesionó en Santa Teresa, conteniendo las 
prioridades para el departamento de Rocha. Han 
transcurrido más de tres años de la gestion y a pesar 
de los resultados favorables de la economía, éstos no 
se traducen en inversión de largo aliento para la in- 
fraestructura de esas rutas. Si bien se reparó la Ruta 
Nacional N* 15 y se están realizando obras en la Ruta 
Nacional N% 19 -en el tramo comprendido entre el 
empalme con la Ruta Nacional N* 15 y el pueblo San 
Luis- el tipo de material empleado bitumen no tiene 
la resistencia adecuada para soportar el tránsito pe- 
sado que circula por las mismas. El mantenimiento 
que esas rutas demandarán, terminará resultando 
más costoso que una solución definitiva, tanto en 
términos económicos como en riesgos para las vidas 
de quienes las transitan. En tanto, sigue sin atenderse 
la situación de la Ruta Nacional N* 15 en el tramo 
comprendido entre el empalme con la Ruta Nacional 
N9 19 y Cebollatí que, a esta altura, es prácticamente 
intransitable. En el desarrollo productivo de una re- 
gión, tan importante como el impulso del sector priva- 
do, es la intervención del Estado generando la in- 
fraestructura necesaria para que dicho desarrollo sea 
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viable. Sin su concurrencia, el potencial productivo y 
la inversión se ven limitados. Es allí, cuando la pre- 
sencia del Estado haciendo obra- termina generando 
un círculo virtuoso. El esfuerzo contributivo de la ciu- 
dadanía se legitima cuando tiene como contrapartida 
respuestas ágiles y oportunas por parte del Estado. 
Por tanto encontramos razonable reclamar para las 
Rutas Nacionales N* 15 y N* 19 una solución similar a 
la que se hiciera en la década de los 90, cuando la 
pavimentación con carpeta asfáltica del tramo de la 
Ruta Nacional N* 19 comprendido entre San Luis y 
Chuy, resolvió definitivamente el problema. Saluda- 
mos al señor Presidente muy atentamente. JOSÉ 
CARLOS CARDOSO, Representante por Rocha". 


MEDIA HORA PREVIA 


6.- Conveniencia de derogar el decreto 
que establece la unificación de las 
conmemoraciones oficiales de las fe- 
chas patrias el 19 de junio de cada 
año. 


——Se entra a la media hora previa. 
Tiene la palabra el señor Diputado Javier García. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Señor Presidente: 
en diciembre de 2006, el Consejo de Ministros dictó 
una resolución que en buena medida ha tomado 
efecto el año pasado y que hace muy pocos días fue 
recordada. Me refiero a la resolución que en uno de 
sus aspectos establece la unificación de las conme- 
moraciones oficiales de las fechas patrias el 19 de ju- 
nio. Esta resolución del Consejo de Ministros de 2006 
establece, en el aspecto preciso al que me quiero re- 
ferir, que en forma oficial solo se conmemorarán las 
fechas patrias en la del natalicio de Artigas. Esto tomó 
efecto el año pasado y motivó algún hecho para nada 
ponderable o que valga la pena recordar con especial 
agrado. Por ejemplo, el año pasado, en la fecha de la 
Jura de la Constitución, el 18 de julio, salvo la señora 
Ministra del Interior, que hizo uso de la palabra ante 
algunos vecinos que se habían arrimado a la plaza 
Matriz, el Gobierno no acompañó este día tan singular 
en nuestra historia. 


A partir de esta resolución del Consejo de Minis- 
tros, las fechas 19 de abril, 18 de mayo, 18 de julio y 
25 de agosto -no el 19 de junio, que se conmemora 
oficialmente- pasan a tener una doble condición: no 
solo no se conmemoran oficialmente sino que, al 
mismo tiempo, pierden participación en el recuerdo 


popular. Por ejemplo, el 19 de abril de este año -que 
coincidió con un fin de semana- prácticamente pasó 
inadvertido, y es una fecha que nos recuerda la Cru- 
zada Libertadora, algo esencial en nuestro proceso li- 
bertador como nación independiente. Todo el proceso 
independentista del país y todo el proceso libertador 
pasa inadvertido del recuerdo oficial, por disposición 
de esta resolución del Poder Ejecutivo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Hernández) 


——Esto sería inimaginable en cualquier otro país. Va- 
ya uno a pensar que, por ejemplo, Francia no recuer- 
de su Toma de la Bastilla o Argentina su Revolución 
de Mayo; si vale la expresión, son parte de la cédula 
de identidad de los países. 


Siempre digo que cuando en una familia con va- 
rios integrantes, alguno de ellos cumple años, no es 
necesario hacer una fiesta pero sí por lo menos salu- 
dar al que cumple ese día; es un signo mínimo de 
pertenencia a una colectividad, en este caso a la fa- 
miliar, que es una colectividad chica de una comuni- 
dad más grande, que es la sociedad. Las fechas pa- 
trias son nuestros cumpleaños como sociedad. 


Teniendo en cuenta lo que se dijo en cuanto a lo 
negativo que era la unificación de las conmemoracio- 
nes oficiales -ya no digo la designación de feriados, 
porque continúan como feriados; el tema es que 
ahora son solo días rojos en los almanaques, que no 
merecen recordación oficial-, creo que es necesario 
derogar este decreto. Este tiene aspectos a los que no 
me voy a referir en este instante porque participan de 
otra temática; es necesario derogarlo por lo que sig- 
nifica la unificación de las conmemoraciones oficiales 
en una sola fecha. Además, creo que corresponde 
volver a la situación previa a este decreto, para que el 
país y el Gobierno oficialmente conmemoren sus fe- 
chas patrias, es decir, las que hacen a su gesta de in- 
dependencia y a su gesta libertadora. Como decía, en 
buena medida, esto es parte de nuestra identidad 
como nación, y por lo tanto no corresponde que sean 
borradas por obra y gracia de un acto administrativo. 


En las próximas horas vamos a presentar un pro- 
yecto de ley para que nuevamente en nuestro calen- 
dario vuelvan a regir las conmemoraciones oficiales de 
nuestras fechas patrias, que hacen al recuerdo de 
nuestra independencia y de nuestra gesta como país y 
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nación independiente, es decir: 19 de abril, 18 de ma- 
yo, 19 de junio, 18 de julio y 25 de agosto. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¡Apoyado! 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Señor Presidente: 
solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Presidencia de la República, al Consejo 
de Ministros, a las diecinueve Juntas Departamentales 
y a todas las |Intendencias del país. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESI DENTE (Hernández).- Se va a votar 
el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y cuatro en treinta y cinco: AFIRMATIVA. 


7.- Necesidad de eliminar el principio de 
solidaridad tributaria de los escriba- 
nos en la liquidación del Impuesto a 
las Trasmisiones Patrimoniales. 


Tiene la palabra el señor Diputado Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Señor Presidente: es sabido por 
este Cuerpo que nuestro Partido no acompañó con su 
voto la ley que consagró la reforma tributaria. Tam- 
bién es sabido que hemos presentado diversos cam- 
bios que hacen al fondo de esa reforma. No quiero 
referirme a ello hoy porque hace a la concepción polí- 
tica del actual Gobierno, que tiene las mayorías para 
consagrarla. Sin embargo, en esa ley de reforma tri- 
butaria hay aspectos que, aun respetando la filosofía 
de la mayoría, afectan a determinados sectores que 
debemos detenernos a considerar. 


Creo que se están generando situaciones compli- 
cadas para algunos sectores que, por mandato de 
esta ley de reforma tributaria, son actores activos. 
Particularmente, me refiero a los profesionales escri- 
banos, quienes, a través del texto de esta ley y parti- 
cularmente de sus decretos reglamentarios, resultaron 
responsables solidarios de los impuestos que deben 
tributar sus clientes. Esto ha generado una serie im- 
portante de consecuencias, como no podía ser de otra 
manera. 


El texto complejo de la reforma, pero sobre todo 
el texto complejo de algunos decretos, así lo han ge- 
nerado. En particular, quiero referirme al artículo 
1” del Decreto N2 515. Si uno lo lee con atención y lo 
relee con más atención, seguramente no podrá en- 


tenderlo; de él se desprenden varias interpretaciones 
posibles. Sin embargo, la Dirección Nacional de Ca- 
tastro obliga a que el Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales sea liquidado de determinada manera y 
no establece cuál es su monto. El error en la liquida- 
ción de ese Impuesto puede, al menos, generar res- 
ponsabilidad patrimonial de los escribanos actuantes. 


Esto ha generado una enorme inseguridad entre 
estos profesionales que deben actuar supliendo al 
Estado y sin reglas claras. Asimismo, ha producido di- 
versas incertidumbres, y sobre todo un descontento 
generalizado entre profesionales que se han caracteri- 
zado en nuestro país por su seriedad, tanto personal 
como profesional, y el de la Asociación que los agru- 
pa. 


Desde ya debemos pensar en una modificación 
legal en cuanto a esa responsabilidad, a ese principio 
de solidaridad tributaria que se consagra, y quizás 
deberíamos sustituirlo por el de subsidiariedad, es de- 
cir, que sean responsables subsidiarios. Serán solo 
responsables subsidiarios siempre y cuando se haya 
actuado con intencionalidad o con dolo. De lo contra- 
rio, estaríamos generando una situación fundamen- 
talmente injusta. La Administración, que ha emitido 
una serie de resoluciones -en algunos casos contraria 
a los decretos que ella misma ha dictado, a veces lle- 
nando vacíos legales que terminan legislando desde la 
resolución-, terminará sancionando en el patrimonio 
de los escribanos sus propias omisiones y delegando 
algunas funciones de control que debe hacer el Esta- 
do. Ni los propios contadores públicos son responsa- 
bles solidarios por la declaración de tributos o por los 
tributos que aportan sus clientes. Sin embargo, por 
este mecanismo hemos terminado haciendo respon- 
sables a los escribanos, que tienen una delegación de 
la fe pública del Estado pero no son recaudadores ni 
agentes de retención, como les atribuye la ley. Hemos 
terminado generando un problema para terceros, que 
no eluden responsabilidades, pero tampoco es justo 
que asuman otras que no les corresponde. 


En los próximos días presentaremos un proyecto 
de ley para tratar de corregir esta situación. Espera- 
mos que la Cámara lo considere con atención y pueda 
resolver este cúmulo de incertezas, de inseguridades 
y descontentos en que se ha sumido a una institución 
y a unos particulares que no merecen tales conse- 
cuencias. 
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Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Asesoría Macroeconómica y Fi- 
nanciera del Ministerio de Economía y Finanzas, a la 
Dirección General Impositiva y a la Asociación de Es- 
cribanos del Uruguay. 


SEÑOR PRESI DENTE (Hernández).- Se va a votar 
el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y cuatro en treinta y cinco: AFIRMATIVA. 


8.- Insuficiente intervención del Estado 
en los medios de comunicación ma- 
siva en relación con la lucha contra la 
propagación del VIH sida. 


Tiene la palabra el señor Diputado Martínez 
Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor Presidente: 
sabido es que Uruguay gasta aproximadamente 
US$ 8:000.000 por año en la lucha contra la propaga- 
ción del VIH sida. 


En 1993 se creó la Comisión Nacional de Lucha 
contra el Sida, a la que la actual Administración ha 
dado mayor protagonismo para que junto al Ministerio 
de Salud Pública generen políticas públicas, lo que nos 
parece altamente positivo. 


Nos preocupa constatar el aumento de este fla- 
gelo entre la población vulnerable, pese a que en ge- 
neral su incidencia ronda el 0,45% del total de nues- 
tra población. 


Dimos nuestro respaldo para que las autoridades 
del Ministerio de Salud Pública concurrieran a la 
Asamblea Mundial sobre Sida, e inclusive buscaran 
reforzar la lucha con un mayor flujo de asistencia fi- 
nanciera internacional, lo que tenemos entendido que 
se ha logrado. Sin embargo, creo que está faltando 
una firme presencia del tema en los medios de comu- 
nicación electrónicos -hoy no existe-, y que esa 
eventual presencia se transforme en una campaña 
permanente y sostenida, que profundice la informa- 
ción y prevenga sobre el VIH sida, llamando a una 
práctica de sexualidad responsable. 


Sin mengua de todo lo que la autoridad sanitaria 
viene haciendo en la materia y que se puede consta- 
tar en el propio portal del Ministerio de Salud Pública 
-lo que compartimos-, entendemos que la ausencia 
total en los medios masivos de comunicación no es un 


buen camino. Tanto es así que lo único que al res- 
pecto se ve en televisión es la competencia comercial 
de tal o cual marca de preservativos, desde donde se 
sugiere su uso preventivo. Obviamente, ello se ajusta 
a derecho y vale, pero entendemos que es el Estado 
quien debe abordar esta responsabilidad en las ondas 
de televisión, en la publicidad estática, en las paradas 
de transporte colectivo, en los espectáculos musica- 
les, deportivos, etcétera, y así marcar su presencia 
orientadora en la lucha contra el citado flagelo. 


En consecuencia, sin dejar de reconocer la Ím- 
proba tarea que desarrolla el Ministerio, señalamos la 
necesidad de concentrar esfuerzos en una política 
comunicacional que abunde en información, como 
modo de disuadir sobre el tema y de arribar a una sa- 
na convicción social. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR PRESI DENTE (Hernández).- Se va a votar 
el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Veintinueve en treinta y dos: AFIRMATIVA. 


9.- Rechazo a la Directiva del Retorno 
Voluntario, aprobada por la Unión Eu- 
ropea. 


Tiene la palabra el señor Diputado Roballo. 


SEÑOR ROBALLO.- Señor Presidente: apenas un 
mes después de suscrita la declaración final de la V 
Cumbre Presidencial de los J efes de Estado de Améri- 
ca Latina y El Caribe con los de la Unión Europea, en 
Lima, Perú, en mayo de 2008, los pueblos y gobiernos 
latinoamericanos recibimos de la Unión Europea la 
llamada Directiva del Retorno Voluntario. 


La agenda de la V Cumbre de Lima fijó como uno 
de sus ejes el tema de la inclusión social y la lucha 
contra la pobreza. Su declaración final -y cito textual- 
mente- recordó: "Los sólidos lazos históricos y cultu- 
rales que siempre han existido entre los países lati- 
noamericanos y caribeños con las naciones de la 
Unión Europea, basados en el impacto positivo de los 
flujos de migración en ambas direcciones”. Afirmó 
que: "reconocemos que la pobreza es una de las cau- 
sas básicas de la migración". Y sostuvo: "Considera- 
mos que es fundamental asegurar el goce y la protec- 
ción efectiva de los derechos humanos para todos los 
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migrantes". A su vez, resaltó "la importante contribu- 
ción económica, social y cultural de los migrantes a 
las sociedades receptoras”. Subrayó: "la importancia 
de luchar contra el racismo, la discriminación, la xe- 
nofobia y otras formas de intolerancia" para cerrar 
luego con "un llamado a nuestras regiones para de- 
sarrollar aún más un diálogo comprensivo y estructu- 
rado sobre la migración. Este diálogo también abor- 
dará los temas de la migración regular e irregular, así 
como los vínculos entre migración y desarrollo, de 
conformidad con el marco legal de los países". 


Esta Directiva de Retorno Voluntario contempla la 
retención por un lapso de dieciocho meses de todo 
inmigrante en situación irregular y la repatriación de 
los extranjeros menores -sin su grupo familiar- a su 
país de origen bajo la tutoría de personas ajenas a su 
entorno. 


Esta normativa, que vulnera y menoscaba los 
derechos humanos de miles de personas que ingre- 
saron a países de la Unión Europea en busca de una 
nueva oportunidad, ha elevado las voces de protesta 
de las organizaciones no gubernamentales, intelec- 
tuales, defensores de derechos humanos y los voceros 
de gobiernos latinoamericanos. Entre ellas, hemos es- 
cuchado en las últimas horas especialmente la de 
nuestro Presidente de la República. La norma sigue su 
marcha y los países europeos tienen un plazo de dos 
años para ajustar sus legislaciones en función de lo 
establecido en la Directiva. 


Esta política de inmigración común cuya aplica- 
ción está prevista para el 2010, persigue, según nota 
de prensa del Parlamento Europeo, promover el re- 
torno voluntario, en un plazo de siete a treinta días 
luego de recibida la orden de retorno, de todo aquel 
indocumentado que permanezca en cualquier país de 
la Unión Europea; de lo contrario será objeto de san- 
ciones que van desde la privación de libertad hasta la 
expulsión. 


En los casos de expulsión se plantea la orden de 
reingreso, que establece la prohibición de ingreso a 
cualquier país de la Unión Europea por un plazo no 
menor a cinco años, o una prohibición de reentrada 
en aquellos casos en que el inmigrante haya tenido 
que ser deportado. 


Pueden explicarse las razones por las cuales la 
Unión Europea ha llegado a tomar esta determina- 


ción, pero es indudable que no se ha considerado la 
situación de las personas. 


Sin duda, hay una contracción económica que 
está afectando a todos los países desarrollados. Des- 
pués de un largo período de bonanza, estos países 
enfrentan un descenso de sus economías. Sumemos a 
esto el ingreso a la Unión Europea de los países de 
Europa central. Todo esto influye en el trazado de es- 
trategias del llamado Primer Mundo, aunque, al decir 
de Mounier, es comprensible pero inaceptable. 


¿Dónde quedaron las buenas intenciones de la 
Cumbre de Lima? Hombres y mujeres latinoamerica- 
nos, africanos, asiáticos tienen hoy la sensación de 
miles de ojos puestos sobre ellos. Temen que la poli- 
cía los detenga. La posibilidad de quedar sin trabajo 
-ese trabajo eventual y mal pago- es ahora más evi- 
dente. Los hijos de los inmigrantes están faltando a la 
escuela. Estos y muchos otros son los efectos inme- 
diatos que ha tenido la Directiva de Retorno Volunta- 
rio, aunque se diga que empezará a aplicarse dentro 
de dos años. 


El Senado uruguayo votó una declaración en 
contra de esta Directiva, aun antes de la votación en 
la Eurocámara que insta a los Parlamentos y gobier- 
nos latinoamericanos a "sumarse" a ese rechazo y a 
"tomar las medidas correspondientes desde el punto 
de vista del Derecho Internacional". 


La declaración es bastante importante, y me re- 
mito a sus consideraciones. El viernes pasado, el Par- 
lamento del MERCOSUR rechazó esta ley que impone 
trabas a la inmigración, calificándola como equivocada 
y estéril, y consideró que representa una mancha para 
la imagen de la Unión Europea en el mundo. 


La Cumbre de Presidentes del MERCOSUR segu- 
ramente también hará oír su voz. Ya se han expresa- 
do los Presidentes en forma individual, incluyendo a 
nuestro Presidente Tabaré Vázquez. 


Para terminar, voy a citar de nuevo a Mounier, 
quien decía: "Nunca me llevará a alegrarme de aque- 
llo que puede dividir el mundo y la esperanza de los 
pobres. Esto no es una política, ya lo sé. Pero es un 
cuadro previo a toda política, y una razón suficiente 
para rechazar ciertas políticas". 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Relaciones Exteriores 
y a la Presidencia de la República. 
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SEÑOR PRESI DENTE (Hernández).- Se va a votar 
el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y siete en treinta y ocho: AFIRMATIVA. 


10.- Necesidad de desarrollo de la avia- 
ción civil en el Uruguay. 


Tiene la palabra el señor Diputado Yanes. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: hoy queremos 
compartir con la Cámara algunas ideas con respecto a 
la aviación civil en nuestro país. 


Esta actividad, que abrazamos en nuestra ju- 
ventud, la debimos abandonar, entre otras cosas, por 
su poco desarrollo en el Uruguay. 


La aviación siempre ha tenido mucho romanti- 
cismo, ya que el soñar con volar generaba un alto ni- 
vel de utopía. Hoy, la aviación ya no es una actividad 
de soñadores. El mundo se mueve por la modernidad 
de sus medios de comunicación y de transporte. 
Nuestro país ha encarado la reestructura de AFE, el 
desarrollo de una política de puertos y de la actividad 
marítima como hacía mucho tiempo no se realizaba. 
Según nuestra visión, llegó la hora de la aviación, que 
no es solo PLUNA. La aviación civil comprende a las 
grandes empresas de transporte de pasajeros y de 
cargas y también a los aviones de menor porte, los 
deportivos, que permiten la recreación. Para que un 
avión vuele se necesita un importante apoyo en tierra, 
y para garantizar la seguridad en vuelo, el manteni- 
miento es fundamental. Nuestro país invierte miles de 
dólares en preparación de pilotos y técnicos en avia- 
ción; sin embargo, terminan trabajando en cualquier 
parte del mundo en los cargos más variados, pero le- 
jos de quien los preparó. 


Creemos que la aviación civil debería estar en 
manos de civiles, no por un simplista sentimiento an- 
timilitarista, que no tengo, ya que me formé en la Es- 
cuela Técnica de Aeronáutica y soy técnico gracias a 
eso, sino porque el tema debe ser manejado en códi- 
gos civiles y comerciales, que un militar no necesa- 
riamente maneja. Tenemos que impulsar la formación 
de aeroclubes y respaldar los que existen; ese es uno 
de los caminos. Creemos que se podrían instalar cen- 
tros de mantenimiento de aeronaves en lugares es- 
tratégicos de nuestro país -obviamente, también en el 
interior- para atender el mercado argentino y brasile- 


ño, aunque en la aviación la distancia no es obstáculo 
para el mantenimiento. También habría que desarro- 
llar las escuelas de pilotos, ya que el prestigio de 
nuestros profesionales del aire, civiles y militares, ha 
generado un estatus de nuestros formadores que ha- 
ce que Uruguay reciba solicitudes de todo el mundo 
para hacer cursos de piloto civil. 


En concreto, creemos que nuestro país tiene un 
potencial muy importante para desarrollar la aviación 
civil: mantenimiento, escuelas de pilotos y técnicos, 
instalación de empresas internacionales que deben 
apoyatura a las aeronaves vendidas en la región, 
transporte, fumigadores, fotografías aéreas, etcétera. 
Existen centenas de profesionales y técnicos distribui- 
dos por el mundo que fueron formados en nuestro 
país y que desean volver a la patria. 


¿Qué pasos se pueden dar? En primer lugar, 
asumir sin prejuicio que podemos desarrollar una 
aviación nacional, aunque seamos un país chico. 


En segundo término, es posible convocar a todos 
los interesados a encarar una política aeronáutica 
compartida por la mayor cantidad de actores posible. 


En tercer lugar, se deben identificar las áreas que 
sean rentables para sostener la actividad, por ejem- 
plo, el estímulo a la formación de profesionales y téc- 
nicos, con la posibilidad de vender estos cursos al 
exterior y convocar a empresas internacionales de 
mantenimiento a nuestro país, con el apoyo necesario 
del Estado para su instalación. 


En cuarto término, es conveniente racionalizar los 
servicios que hoy tenemos, tratando de sumar los 
esfuerzos de nuestra Fuerza Aérea, la Aviación Naval, 
la UTU y privados que estén interesados en desarro- 
llar esta actividad. 


Concretamente, la aviación civil tiene que estar 
en manos de civiles y hay que desarrollarla, con la 
interrelación necesaria con la aviación militar, para 
optimizar recursos y generar una sinergia imprescin- 
dible para dar sostenibilidad a la actividad. 


Hace algunos siglos, el desarrollo de los puertos 
era la base del futuro de un país; hoy por hoy, en 
esta época de las comunicaciones, creemos que la 
aviación y los aeropuertos son la base del desarrollo. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Directiva de la Asociación de 
Funcionarios Controladores Aéreos, a la Asociación de 
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Funcionarios de Aviación Civil, a la Asociación |Interna- 
cional de Líneas Aéreas, al Ministerio de Defensa Na- 
cional, al Comando General de la Fuerza Aérea, al 
Comando General de la Armada, al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, al Ministerio de Turismo 
y Deporte, al Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría, a la OPP, a PLUNA S.A., a PLUNA del Estado, a 
Aeromás, a la Cámara de Comercio Aeronáutica y a la 
Cámara de Industria Aeronáutica del Uruguay. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESI DENTE (Hernández).- Se va a votar 
el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y ocho en treinta y nueve: AFIRMATIVA. 


11.- Propuesta de que se incluya la edu- 
cación para el tránsito en la enseñan- 
za formal del país. 


Tiene la palabra el señor Diputado Caram. 


SEÑOR CARAM.- Señor Presidente: hoy queremos 
hacer referencia a un tema que nos preocupa mucho: 
los accidentes de tránsito. 


Hace poco, presentamos un proyecto de ley en 
este Parlamento por el que se declara obligatoria la 
educación para el tránsito en la enseñanza media. En 
virtud de ello, nos hemos ido preocupando más por 
este problema, que es la tercera causa de muerte en 
nuestro país e implica la reparación a las víctimas, la 
atención médica, a través de una inversión de dinero 
del Estado que es muy superior al tratamiento de mu- 
chas enfermedades infectocontagiosas, enfermedades 
agudas y crónicas. Todos los días vemos y escucha- 
mos en los medios de comunicación noticias sobre ac- 
cidentes de tránsito en nuestras rutas, en las capitales 
del interior y en Montevideo, con víctimas, algunas 
fatales, con heridos leves o graves. En definitiva, se 
llevan a un número muy importante, principalmente 
de jóvenes de nuestro país. Basta estar atento a lo 
que sucede en el tránsito alrededor del Palacio Legis- 
lativo para tener una idea cabal de la cantidad de ac- 
cidentes, ya que diariamente observamos más de 
uno. 


Los accidentes de tránsito son la primera causa 
de muerte de los menores de treinta y cinco años; la 
mayoría de ellos son jóvenes de entre catorce y dieci- 
nueve años, y ni hablemos cuando se junta el pro- 


blema del tránsito con el del alcoholismo, tabaquismo 
y drogadicción. Esa trilogía, vinculada a aquellos que 
conducen, es generadora de situaciones catastróficas, 
que victimizan a muchas familias que se desintegran, 
se descomponen porque falta uno o varios de sus in- 
tegrantes. 


Es de lamentar esta situación, por lo que algo te- 
nemos que hacer. Se ha recrudecido el marco legal, 
normativo, que penaliza a los que ocasionan acciden- 
tes de tránsito, tratando de prevenir. Hay una serie de 
campañas, que se hacen generalmente en convenio 
con las Intendencias o con organismos del Estado, 
para tratar de informar, de educar, inclusive realizan- 
do jornadas en los centros educativos para prevenir 
los accidentes de tránsito. En definitiva, se trata de 
educar. Los resultados tampoco son alentadores, ya 
que siguen aumentando los accidentes de tránsito, así 
como las víctimas, y cada vez son más violentos. 


Creemos que hay que agregar otras cuestiones a 
esta batería de mecanismos de prevención, y la edu- 
cación es uno de ellos. Nos inspiramos en países veci- 
nos, como Argentina y Brasil, que han endurecido 
fuertemente los castigos para aquellos que ocasionan 
accidentes de tránsito, porque infringen las normas; 
pero tampoco ha sido suficiente para disminuir la 
cantidad de víctimas y de accidentes. Hay que agre- 
gar otras cosas, y nosotros estamos convencidos 
-reiteramos- de que la educación es una de ellas. Es- 
tamos convencidos de que la educación para el trán- 
sito debe ser una asignatura del ciclo de la educación 
media, con evaluación formal y metodológica dentro 
del sistema educativo uruguayo. Entendemos que to- 
dos se deben educar para el tránsito: todos quienes 
conducen un vehículo de cualquier índole, pero tam- 
bién aquellos que no conducen, que son los peatones. 
Aquellos que sacan libreta para conducir algún vehí- 
culo reciben una preparación mínima, elemental, pero 
los peatones, los que nunca van a conducir, los que 
no sacan libreta, no reciben ningún tipo de educación, 
y tienen que ser educados, deben haber aprendido 
algo para conducirse en el tránsito como peatones. 


Hay exitosas campañas de educación que co- 
mienzan en los jardines de infantes de nuestro país, 
como son la prevención de la salud bucal, del taba- 
quismo, de la droga, de las enfermedades infecto- 
contagiosas, la educación para una vida y una ali- 
mentación saludables. Ya hay resultados visibles, re- 
sultados contundentes y palpables que dicen que esas 
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campañas educativas han sido exitosas. Nosotros es- 
tamos convencidos de que para el tránsito también se 
debe implementar un sistema educativo que sea ca- 
paz de formar a todos para tratar de prevenir los ac- 
cidentes y de disminuir el número de víctimas lo más 
drásticamente posible. 


Solicito que la versión taquigráfica de nuestras 
palabras se envíe a la Presidencia de la República, al 
Ministerio de Educación y Cultura y a todas las Juntas 
Departamentales de nuestro país. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESI DENTE (Hernández).- Se va a votar 
el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Cuarenta y tres en cuarenta y cinco: AFIRMATI- 
VA. 


Ha finalizado la media hora previa. 


12.- Aplazamientos. 


Se entra al orden del día. 


En mérito a que no han llegado a la Mesa las 
respectivas listas de candidatos, si no hay objeciones 
correspondería aplazar la consideración de los asuntos 
que figuran en primer y segundo término del orden 
del día y que refieren a la elección de miembros de la 
Comisión Permanente y de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo para el Cuarto Período de la XLVI 
Legislatura. 


13.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes resoluciones: 


Del señor Representante Jorge Gandini, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 1* de ju- 
lio de 2008, convocándose a la suplente corres- 
pondiente siguiente, señora | rene Caballero. 


Del señor Representante Tabaré Hacken- 
bruch, por motivos personales, inciso tercero del 


artículo primero de la Ley N” 17.827, por el pe- 
ríodo comprendido entre los días 2 y 16 de julio 
de 2008, convocándose al suplente correspon- 
diente siguiente, señor J ulio Musetti. 


Del señor Representante Tabaré Hacken- 
bruch, en virtud de obligaciones notorias inhe- 
rentes a su representación política, literal D) del 
artículo único de la Ley N* 17.827, para integrar 
la delegación invitada por el Gobierno del Estado 
de Israel para visitar ese país, por el período 
comprendido entre los días 20 y 28 de julio de 
2008, y por motivos personales, inciso tercero del 
artículo primero de la Ley N” 17.827, por el pe- 
ríodo comprendido entre el 29 de julio y 4 de 
agosto de 2008, convocándose al suplente si- 
guiente, señor Heber Duque. 


En virtud de haber sido convocado a la Cá- 
mara de Senadores el señor Representante Pablo 
Iturralde, se convoca por el período comprendido 
entre los días 2 y 10 de julio de 2008, al suplente 
siguiente, señor Alfredo Cabrera". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y dos en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 
TIVA. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en las 
fechas indicadas. 


(ANTECEDENTES:) 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo a lo dispuesto por el art. 1% de la Ley 
N9 17.827, solicito se me conceda el uso de licencia 
por motivos personales por el día 1” de julio de 2008. 
Sin otro particular, saluda a usted con la seguri- 
dad de su consideración más distinguida, 
JORGE GANDINI 
Representante por Montevideo". 
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"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no he de aceptar la convocatoria de la cual 
he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada por el 
señor Representante Jorge Gandini. 

Sin otro particular, saluda a usted con la seguri- 
dad de su consideración más distinguida, 

Álvaro Viviano”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Jorge Gandini. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 1* de julio de 2008. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convocatoria de 
que ha sido objeto el suplente correspondiente si- 
guiente, señor Álvaro Viviano. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 1” de julio de 2008, al señor Representante por 
el departamento de Montevideo, Jorge Gandini. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha pre- 
sentado el suplente correspondiente siguiente, señor 
Álvaro Viviano. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 1” de ju- 
lio de 2008, a la suplente correspondiente siguiente 
de la Hoja de Votación N” 2004 del Lema Partido Na- 
cional, señora Irene Caballero. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Al amparo de lo previsto por Ley N* 17.827, ar- 
tículo único, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside se sirva concederme el uso de licencia por 
razones personales desde el 2 de julio al 16 de julio 
inclusive. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 

TABARÉ HACKENBRUCH LEGNANI 
Representante por Canelones”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que por esta 
única vez no he de aceptar la convocatoria a integrar 
el Cuerpo de la cual he sido objeto. 

Sin otro particular, lo saluda atentamente, 

Hebert Duque”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Canelones, Tabaré Hackenbruch. 


CONSIDERANDO: l) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 2 y 
16 de julio de 2008. 


11) Que por esta única vez no acepta la convocato- 
ria de que ha sido objeto el suplente siguiente, señor 
Heber Duque. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 2 y 16 de julio 
de 2008, al señor Representante por el departamento 
de Canelones, Tabaré Hackenbruch. 
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2) Acéptase, por esta única vez la denegatoria 
presentada por el suplente siguiente, señor Heber 
Duque. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
ción N* 2005 del Lema Partido Colorado, señor Julio 
Musetti. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Al amparo de lo previsto por Ley N* 17.827, ar- 
tículo único, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside se sirva concederme el uso de licencia por 
"ausencia en virtud de obligaciones notorias, cuyo 
cumplimiento sea de interés público, inherentes a su 
investidura académica o representación política den- 
tro o fuera del país", desde el día 20 de julio al 28 de 
julio inclusive a los efectos de participar en la delega- 
ción invitada por el gobierno de Israel a visitar ese 
país, de acuerdo a la nota adjunta. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 

TABARÉ HACKENBRUCH LEGNANI 
Representante por Canelones”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Al amparo de lo previsto por la Ley N* 17.827, ar- 
tículo único, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside se sirva concederme el uso de licencia por 
razones personales desde el 29 del julio al 4 de 
agosto inclusive. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 

TABARÉ HACKENBRUCH LEGNANI 
Representante por Canelones”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: Las solicitudes de licencia en virtud de 
obligaciones notorias inherentes a su representación 
política, para integrar la delegación invitada por el 


Estado de Israel para visitar ese país, y por motivos 
personales del señor Representante por el departa- 
mento de Canelones, Tabaré Hackenbruch. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia en virtud de obligaciones notorias inherentes a 
su representación política, para integrar la referida 
delegación, por el período comprendido entre los días 
20 y 28 de julio de 2008, y por motivos personales el 
período comprendido entre los días 29 de julio y 4 de 
agosto del corriente año. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004, en el literal D) y en el inciso tercero 
del artículo primero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia en virtud de obligaciones 
notorias inherentes a su representación política, al 
señor Representante por el departamento de Canelo- 
nes, Tabaré Hackenbruch, para integrar la delegación 
invitada por el Estado de Israel para visitar ese país, 
por el período comprendido entre los días 20 y 28 de 
julio de 2008, y por motivos personales por el período 
comprendido entre los días 29 de julio y 4 de agosto 
del corriente año. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la referida 
representación, por los mencionados lapsos, al suplente 
correspondiente siguiente de la Hoja de Votación N* 2005 
del Lema Partido Colorado, señor Heber Duque. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito licencia en mi cargo de 
Representante Nacional, entre los días 2 y 10 de julio 
inclusive del corriente mes de julio, por haber sido 
convocado por el Senado. 

Por tal motivo, solicito se convoque a mi suplente 
respectivo. 

Sin otro particular, lo saluda muy atentamente; 

PABLO ITURRALDE VIÑAS 
Representante por Montevideo". 
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"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente, comunico que no podré 
aceptar la convocatoria que se me hiciera para inte- 
grar la Cámara que usted preside entre los días 2 y 
10 inclusive del corriente, por motivos personales. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te, 


Carmen Sánchez”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: |) Que el señor Representante por el de- 
partamento de Montevideo, Pablo Iturralde, se incor- 
porará a la Cámara de Senadores por el período 
comprendido entre los días 2 y 10 de julio de 2008. 


11) Que por esta única vez no acepta la convocato- 
ria de que ha sido objeto la suplente siguiente, señora 
Carmen Sánchez. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, y en el artículo 4% de la 
Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Acéptase por esta única vez, la renuncia pre- 
sentada por la suplente siguiente, señora Carmen 
Sánchez. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
presentación por el departamento de Montevideo, por 
el período comprendido entre los días 2 y 10 de julio 
de 2008, al suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N” 2004, del Lema Partido Nacional, 
señor Alfredo Cabrera. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 
VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER". 


14.- Alteración del orden del día. 


——Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por los señores Diputados Roballo, Hackenbruch Leg- 
nani y Cardozo Ferreira. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que el punto que figura en 
sexto lugar del orden del día se trate en tercer 
lugar". 


——Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cinco: AFIRMATI- 
VA. 


15.- Operación "Haití 2008" y Ejercicio 
Combinado "Panamax 2008". (Se au- 
toriza la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulantes del Buque ROU 
04 "General Artigas" y el contingente 
de relevo de la MINUSTAH). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto que figuraba en sexto tér- 
mino del orden del día y que pasó a ser tercero: 
"Operación 'Haití 2008' y Ejercicio Combinado 'Pana- 
max 2008". (Se autoriza la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulantes del Buque ROU 04 'General Arti- 
gas' y el contingente de relevo de la MINUSTAH)". 


(ANTECEDENTES:) 
Rep. N* 1275 


“PODER EJECUTIVO 

Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 2 de junio de 2008. 
Señor Presidente de la Asamblea General. 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


El Poder Ejecutivo cumple en remitir el presente 
proyecto de ley, a efectos que ese Cuerpo conceda la 
autorización establecida en el numeral 12) del ar- 
tículo 85 de la Constitución de la República, a fin de 
que la Plana Mayor y Tripulantes del ROU 04 "Gene- 
ral Artigas", participen en la Operación "Haití 2008" 
(consistente en el traslado de personal y material de 
la Compañía H-6 que efectuará el relevo de la Mi- 
nustah en la República de Haitf) y en el ejercicio "Pa- 
namax 2008", en la República de Panamá, Puerto de 
Colón, entre los días 12 de julio y 28 de setiembre de 
2008. 


La Operación "Haití 2008", se encuentra previsto 
para el próximo mes de setiembre el relevo de la 
Compañía H-6, según el Mandato de la Organización 
de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) y con- 
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tando nuestra Armada Nacional con el ROU 04 "Ge- 
neral Artigas", con amplia capacidad de transporte pa- 
ra el personal seleccionado y los materiales logísticos 
necesarios para soportar dicha misión, se hace nece- 
sario la zarpada de esta Unidad naval el 16 de julio de 
2008, a efectos de cumplir los plazos establecidos por 
la Organización de las Naciones Unidas. 


La opción de utilizar al buque como medio de 
transporte favorece el traslado de material hacia y 
desde el área de operaciones, a la vez que permite 
utilizar el tiempo de dicho traslado en adiestrar al per- 
sonal a ser desplegado, habida cuenta de las amplias 
capacidades de este buque. 


También debe señalarse el aporte profesional a la 
tripulación del buque que con los días de mar que 
conlleva esta operación, refuerzan su alistamiento 
operativo. 


Lo extenso de la navegación, más de 60 días y la 
coexistencia en espacios reducidos de un importante 
número de personas que van y que vuelven de una 
Misión de Paz hace recomendable que el ROU 04 
"General Artigas", realice escalas técnicas en los 
puertos de Fortaleza y Cartagena de Indias en su tra- 
yecto hacia la República de Haití y los puertos de La 
Cruz y Salvador al retorno. 


En esta oportunidad se ha sumado el apoyo que 
puede recibir el ROU 04 en la ciudad de Cartagena 
de Indias, República de Colombia. En efecto, en dicha 
ciudad la Armada Colombiana posee un buque ge- 
melo de nuestro ROU 04 y un muy importante astille- 
ro, habiendo ofrecido las autoridades del citado asti- 
llero y de la Armada su apoyo para la estadía de 
nuestro buque y la posibilidad de encarar trabajos 
menores. 


Es por todo esto que la participación de la Armada 
Nacional en la citada Operación se presenta como 
una misión estratégicamente importante y logística- 
mente factible dado su costeo por parte de las Nacio- 
nes Unidas. 


Asimismo, coincide la fecha de relevo del Mandato 
de Naciones Unidas para Haití (MINUSTAH) con la 
Operación PANAMAX 2008 a realizarse entre el 11 y 
el 22 de agosto de 2008, en la República de Panamá, 
puerto de Colón. 


El Ejercicio "Panamax 2008" es un ejercicio com- 
binado con la participación de la coalición de Nacio- 
nes responsables o con intereses en el Canal de Pa- 
namá, considerándose éste como la infraestructura 
más crucial del flujo de comercio marítimo de occi- 
dente. Desde el año 2003, que se realizó el primer 


ejercicio "Panamax", con 3 países participantes, éste 
ha adquirido mayor énfasis, lo que se ve reflejado en el 
incremento anual de los países participantes, llegando 
el año próximo pasado a 31 países. Este ejercicio in- 
cluye objetivos estratégicos para la protección de los 
intereses marítimos regionales, siendo uno de ellos 
asegurar la libre navegación por el citado canal, el 
mismo es de carácter multinacional destacándose la 
adquisición de capacidades operacionales y eficacia 
táctica de fuerzas operando en forma combinada, lo- 
grando a su vez el incremento de la interoperabilidad 
entre Naciones con intereses comunes en la región. 


Desde el año 2005 Uruguay, a través de la Arma- 
da Nacional, ha participado en este ejercicio, en dos 
de ellos aportando personal, pero no medios y en la 
última edición (2007) incluyendo medios (ROU 04 
"General Artigas”). En efecto, el ROU 04 actuó como 
buque de Comando y Control del anillo interior del 
Grupo de Tarea del Atlántico (PANAMAX 2007), sir- 
viendo como base y apoyo a la República de Pana- 
má, país anfitrión de este evento internacional y a su 
vez obteniendo logros y reconocimientos importantes 
de los organizadores. 


Por los fundamentos expuestos, se solicita la 
atención de ese Cuerpo al proyecto de ley que se 
acompaña, cuya aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de 
la Asamblea General, atentamente. 


TABARÉ VÁZQUEZ, JOSÉ BAYARDI, 
DAISY TOURNÉ, GONZALO FER- 
NÁNDEZ. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Autorízase la salida del país de 
la Plana Mayor y Tripulantes del ROU 04 "General 
Artigas" y el contingente de relevo de la MINUSTAH, 
a los efectos de realizar la Operación "Haití 2008" 
(traslado del personal y material de la Compañía H-6, 
que efectuará el relevo de la MINUSTAH en la Repú- 
blica de Haití, Puerto Príncipe) y participar en el Ejer- 
cicio combinado "Panamax 2008" en la República de 
Panamá, realizando escalas técnicas en puertos de la 
República Federativa del Brasil (Fortaleza y Salva- 
dor), República de Colombia (Puerto de Cartagena de 
Indias), República Bolivariana de Venezuela (Puerto 
de la Cruz) y República de Panamá (Puerto de Colón) 
entre los días 12 de julio de 2008 y 28 de setiembre 
de 2008. 


Montevideo, 2 de junio de 2008. 


JOSÉ BAYARDI, DAISY TOURNÉ, 
GONZALO FERNÁNDEZ. 
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CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Autorízase la salida del país de 
la Plana Mayor y Tripulantes del ROU 04 "General 
Artigas" y el contingente de relevo de la MINUSTAH, 
a los efectos de realizar la Operación "Haití 2008" 
(traslado del personal y material de la Compañía H-6, 
que efectuará el relevo de la MINUSTAH en la Repú- 
blica de Haití, Puerto Príncipe) y participar en el Ejer- 
cicio combinado "Panamax 2008" en la República de 
Panamá, realizando escalas técnicas en puertos de la 
República Federativa del Brasil (Fortaleza y Salva- 
dor), República de Colombia (Puerto de Cartagena de 
Indias), República Bolivariana de Venezuela (Puerto 
de la Cruz) y República de Panamá (Puerto de Colón) 
entre los días 12 de julio de 2008 y 28 de setiembre 
de 2008. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 11 de junio de 2008. 


RODOLFO NIN NOVOA, Presidente, 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI. 
Secretario”. 


Anexo l al 
Rep. N* 1275 
"CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Defensa Nacional 


INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión de Defensa Nacional ha analizado el 
proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo y 
aprobado por la Cámara de Senadores, por el cual se 
autoriza la salida del país de la Plana Mayor y Tripu- 
lantes del buque ROU 04 “General Artigas” y el con- 
tingente de relevo de la MINUSTAH. 


En lo que significa el relevo de la compañía H6 de 
nuestro contingente en MINUSTAH, creemos oportu- 
na la solicitud formulada por el Poder Ejecutivo para 
que el mismo se haga con el buque ROU 04 “General 
Artigas”, que por este mismo proyecto de ley se le 
autorizará su participación en una maniobra combina- 
da en la República de Panamá. 


Como señalamos en este mismo proyecto, se pide 
autorización, de acuerdo a las normas constituciona- 
les, para que el buque mencionado participe en el 
Ejercicio Combinado “PANAMAX 2008”. 


En esta oportunidad, en este Ejercicio Combinado 
participarán diecinueve países, habiéndose transfor- 
mado esta operación en una de las más importantes 
desde el punto de vista profesional en las que partici- 
pa nuestra Armada Nacional. 


Las posibilidades profesionales que ofrece la par- 
ticipación en este Ejercicio Combinado multinacional, 
que tiene como objetivo estratégico, la defensa de 
intereses marítimos regionales, recomienda la partici- 
pación de nuestra Armada. Es, asimismo, coincidente 
con políticas de Estado que es necesario profundizar. 


Recomendamos al Cuerpo se apruebe este pro- 
yecto de ley con las características y las fechas de 
zarpada y retorno establecidas en el mismo. 


Sala de la Comisión, 17 de junio de 2008. 


JAVIER GARCÍA, Miembro Informante, 
BEATRIZ COSTA, DANIEL GARCÍA 
PINTOS, PEDRO SOUST”. 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Javier García. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Señor Presidente: 
de acuerdo con lo que establece la Constitución de la 
República, vamos a tratar la autorización para la sali- 
da del país de un buque de la Armada Nacional, el 
ROU 04 "General Artigas", que ya tiene aprobación 
del Senado y que ha sido analizado por la Comisión de 
Defensa Nacional de nuestra Cámara. 


El Poder Ejecutivo ha solicitado la autorización 
para que dicho buque cumpla dos misiones, teniendo 
como fecha de salida el 12 de julio y fecha de retorno 
el 28 de setiembre de 2008. La primera misión es ha- 
cer el relevo de parte del contingente del batallón 
Uruguay, que se encuentra cumpliendo funciones 
para Naciones Unidas en la MINUSTAH, en Haití, en 
este caso, la Compañía H-6, aprovechando... 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La Mesa soli- 
cita a los señores Diputados que pongan atención a lo 
que está manifestando el señor miembro informante. 


Puede continuar el señor Diputado García. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Señor Presidente: 
decía que, si el Cuerpo la aprueba, se va a autorizar la 
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salida de este buque para cumplir dos misiones. Una 
de ellas es el relevo de la Compañía H-6, que participa 
en la MINUSTAH, Haití. Este relevo coincide con la 
participación de este mismo buque en una operación 
combinada de la Armada uruguaya con Armadas de 
distintos países del continente americano y europeo, 
en lo que son las maniobras "Panamax", en este caso, 
en su versión 2008. 


Creo que el fundamento del relevo de la compa- 
ñía no merece mayor profundización. Lo que se está 
haciendo aquí es utilizar un recurso propio, como es el 
buque ROU 04 "General Artigas", que tiene capacidad 
para llevar adelante esta función, en lugar de contra- 
tar otro medio de transporte, en este caso, aéreo, 
para cumplir la misma misión. 


La segunda misión, que es el centro de esta soli- 
citud, es la participación en una maniobra combinada, 
la "Panamax 2008". Para la Armada Nacional es, qui- 
zás, desde el punto de vista profesional, la operación 
más importante que lleva adelante desde 2003 a la 
fecha. 


En la versión 2008 de esta maniobra participan 
diecinueve Armadas, del continente americano y tam- 
bién del europeo. Como centro fundamental de las 
maniobras que se van a desarrollar hay un objetivo, 
desde el punto de vista estratégico militar: ejercitarse, 
O prepararse para eventuales actos que atenten con- 
tra el tránsito por el canal de Panamá. 


Cuando nos visitó el señor Ministro de Defensa 
Nacional para fundamentar la posición del Poder Eje- 
cutivo, decíamos que lo que está haciendo este Poder 
es una buena medida, porque las Fuerzas Armadas se 
preparan para la eventualidad de actos terroristas, en 
este caso en el tránsito por el Canal de Panamá. Co- 
mo seguramente comprenderá el señor Presidente, 
estas maniobras tienen un interés estratégico abso- 
lutamente capital para la región, por lo que significa la 
unión de los dos océanos 


Sin duda, también tiene un interés importante 
desde el punto de vista estratégico para los Estados 
Unidos de América, y esto lo quiero dejar claro porque 
creo que un miembro informante debe suministrar to- 
da la información que tiene en su poder, a los efectos 
de que todos los miembros de la Cámara puedan vo- 
tar con el mayor conocimiento de causa. 


Si bien en el origen de esta maniobra Chile tuvo 
una participación muy activa -y aún la tiene-, en su 


organización ha participado y lo hace también muy 
activamente la Armada de los Estados Unidos de 
América. Tanto es así que el 40% de la financiación 
de esta maniobra, en lo que hace a los insumos de 
combustible, corresponde al Comando Sur de los Es- 
tados Unidos de América y, en buena medida, la par- 
ticipación de aquel país -esto motivó una pregunta de 
nuestra parte al señor Ministro de Defensa Nacional- 
se hace a través de los recursos de la restaurada |V 
Flota de los Estados Unidos de América. 


Hago este señalamiento expreso a los efectos de 
que todos los miembros de la Cámara puedan tener 
conocimiento de quiénes participan, cuáles son los 
objetivos estratégicos y cómo es la financiación de 
esta maniobra en la que actúa nuestra Armada. 


Para nuestra Armada, sin duda tiene capital im- 
portancia la participación en esta maniobra, por lo 
que significa en términos de despliegue profesional y 
por la posibilidad de navegar, que debe ser y es la vo- 
cación y el motivo fundamental de esta Arma de 
nuestras Fuerzas Armadas. Los recortes en materia de 
combustible y las pocas posibilidades que existen en 
este aspecto hacen que no sean muchas las oportuni- 
dades para que esta Arma cumpla con su misión fun- 
damental y con el adiestramiento necesario a tal fin. 


Por eso, la Comisión de Defensa Nacional valoró 
positivamente -como hizo otros años- la participación 
de la Armada Nacional en esta maniobra, con las dos 
misiones establecidas en el proyecto de ley que viene 
con media sanción del Senado, y recomienda al Cuer- 
po su aprobación. 


Es cuanto queríamos informar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discu- 
sión particular. 


(Se vota) 


——Cincuenta y cuatro en cincuenta y seis: AFIRMA- 
TIVA. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 
——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
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——Cincuenta y cinco en cincuenta y seis: AFIRMATI- 
VA. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GARCÍA (don J avier).- ¡Que se comunique 
de inmediato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Se va a vo- 
tar. 


(Se vota) 


——Cincuenta y cuatro en cincuenta y seis: AFIRMA- 
TIVA. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
aprobado por el Senado) 


16.- Supresión de sesiones ordinarias. 


——Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por la señora Diputada Travieso y los señores Diputa- 
dos Cardozo Ferreira, Roballo, Machado, Bernini y En- 
ciso Christiansen. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se dejen sin efecto las 
sesiones ordinarias de los días martes 8 y miér- 
coles 9 de julio". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y cuatro en cincuenta y cinco: AFIR- 
MATIVA. 


17.- Sesión especial. 


Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por la señora Diputada Travieso y los señores Diputa- 
dos Cardozo Ferreira, Roballo, Machado, Bernini y En- 
ciso Christiansen. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara se reúna en 
sesión especial el día 9 de julio, a partir de hora 
9 y 30, a los efectos de considerar el asunto que 
figura en la Carpeta N”* 2538/008 y sus Anexos: 
'Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal.- (Ejercicio 2007)"", 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cincuenta y cuatro en cincuenta y seis: AFIRMA- 


TIVA. 


18.- Modificación de la hora de comienzo 
de las sesiones ordinarias de los días 
15 y 16 de julio. 


Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por la señora Diputada Travieso y los señores Diputa- 
dos Cardozo Ferreira, Roballo, Machado, Bernini y En- 
ciso Christiansen. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se modifique el horario 
de comienzo y finalización de las sesiones ordi- 
narias de los días martes 15 y miércoles 16 de 
julio, que se iniciarán a la hora 16 y finalizarán a 
la hora 20". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 


TIVA. 


19.- Sesiones extraordinarias. 


Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por los señores Diputados Cardozo Ferreira, Roballo y 
Machado. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara se reúna en 
sesión extraordinaria el día martes 15 de julio, a 
la hora 15, a los efectos de rendir homenaje a la 
Asociación Nacional de Broadcasters del Uruguay 
-ANDEBU-, con motivo de cumplirse el 75? ani- 
versario de su creación". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 
TIVA. 
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Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por la señora Diputada Travieso y los señores Diputa- 
dos Cardozo Ferreira, Roballo, Machado, Bernini y En- 
ciso Christiansen. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara se reúna en 
sesión extraordinaria el día miércoles 16 de julio, 
a la hora 15, con la finalidad de tributar home- 
naje a los historiadores nacionales Lucía Sala de 
Tourón y Julio Rodríguez”. 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y dos en cincuenta y seis: AFIRMATI- 
VA. 


20.- Urgencias. 


Dese cuenta de una moción de urgencia presen- 
tada por los señores Diputados Cardozo Ferreira, Ro- 
ballo y Hackenbruch Legnani. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se declare urgente y 
se considere de inmediato la Carpeta 
N* 2614/008, 'Programa de Capacitación Perma- 
nente para una intervención asertiva en Violencia 
Familiar'. (Se dispone el auspicio de la Cámara de 
Representantes para el Cuarto Curso Interdisci- 
plinario a realizarse entre el 5 de julio y el 1? de 
noviembre de 2008)". 


——Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cinco: AFIRMATI- 
VA. 


21.- Programa de Capacitación Permanen- 
te para una intervención asertiva en 
Violencia Familiar. (Se dispone el 
auspicio de la Cámara de Represen- 
tantes para el Cuarto Curso Interdis- 
ciplinario a realizarse entre el 5 de ju- 
lio y el 1? de noviembre de 2008). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto relativo a: "Programa de 
Capacitación Permanente para una intervención aser- 


tiva en Violencia Familiar. (Se dispone el auspicio de 
la Cámara de Representantes para el Cuarto Curso 
Interdisciplinario a realizarse entre el 5 de julio y el 1? 
de noviembre de 2008)". 


(ANTECEDENTES:) 
Rep. N* 1276 
"PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo Único.- Dispónese el auspicio de la Cá- 
mara de Representantes, para el 4% Curso Interdisci- 
plinario del “Programa de Capacitación Permanente 
para una intervención asertiva en Violencia Familiar”, 
a realizarse entre el 5 de julio y el 1 de noviembre de 
2008, por el Centro Interdisciplinario “Caminos”. 


Montevideo, 4 de junio de 2008. 


GUSTAVO A. ESPINOSA, Represen- 
tante por Canelones, MARGARITA 
CATALOGNE, Representante por Ta- 
cuarembó, DANIELA PAYSSÉ, Re- 
presentante por Montevideo, LUIS 
BATALLA DUFRECHOU, Represen- 
tante por Salto, GONZALO NOVA- 
LES, Representante por Soriano, 
BEATRIZ ARGIMÓN, Representante 
por Montevideo. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El Centro Interdisciplinario “Caminos” es una ins- 
titución privada, sin fines de lucro, que comenzó a 
prestar servicios a la comunidad en el área de la vio- 
lencia familiar en marzo de 1999, El 29 de octubre de 
ese mismo año se constituyó en organización no gu- 
bernamental con el cometido, entre otros, de orientar, 
asesorar y asistir en los aspectos psicológicos, lega- 
les y sociales a mujeres víctimas de violencia familiar 
y a sus hijos e hijas menores, abordando esta pro- 
blemática con un enfoque interdisciplinario y desde 
una perspectiva de género. Obtuvo su personería ju- 
rídica el 4 de mayo de 2000 e integra la Red Urugua- 
ya contra la Violencia Doméstica y Sexual. 


Su programa de acción se asienta sobre cuatro 
pilares básicos: 


Capacitación: con la finalidad de contribuir a evi- 
tar la revictimización de las víctimas. 


Prevención: a través de la realización de activida- 
des en escuelas y liceos para docentes, alumnos y 
padres, así como en otros ámbitos comunitarios y en 
espacios radiales, televisivos e informáticos. 
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Asistencia: dirigida a mujeres que padecen vio- 
lencia en el ámbito familiar, la que se hace extensiva 
a sus hijos e hijas menores víctimas de violencia fa- 
miliar, que incluye el abuso sexual. 


Investigación: sobre diferentes aspectos de la 
problemática de la violencia intrafamiliar. 


Durante el año 2002, en el marco de la ejecución 
del Proyecto “Desarrollo de Actividades de Preven- 
ción y Asistencia en Violencia Intrafamiliar en el de- 
partamento de Montevideo”, que contó con el apoyo 
financiero de la Embajada de Canadá, el Centro In- 
terdisciplinario “Caminos” realizó tres cursos dirigidos 
a capacitar a profesionales de las Áreas Salud y So- 
cial: 1% “Capacitación en Violencia Familiar. Un enfo- 
que interdisciplinario”; 2%) “Sensibilización y Forma- 
ción en Violencia Familiar” y 3%) “La Violencia en el 
ámbito familiar”. 


Los objetivos del Programa de Capacitación Per- 
manente para una intervención asertiva en Violencia 
Familiar, son proporcionar capacitación específica a 
profesionales, docentes y estudiantes universitarios 
avanzados, para que si en el desempeño de sus acti- 
vidades se encuentran ante una víctima de violencia 
familiar, puedan identificarla y tratarla adecuadamente 
o bien hacer una correcta derivación, evitando la vic- 
timización secundaria. 


Proponemos que el Cuerpo auspicie el 4% Curso 
Interdisciplinario, dejando constancia que el mismo no 
representa ningún tipo de erogación para la Cámara 
de Representantes. 


Montevideo, 4 de junio de 2008. 


GUSTAVO A. ESPINOSA, Represen- 
tante por Canelones, MARGARITA 
CATALOGNE, Representante por Ta- 
cuarembó, DANIELA PAYSSÉ, Re- 
presentante por Montevideo, LUIS 
BATALLA DUFRECHOU, Represen- 
tante por Salto, GONZALO NOVA- 
LES, Representante por Soriano, 
BEATRIZ ARGIMÓN, Representante 
por Montevideo". 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión. 
SEÑORA COCCO SOTO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra la señora Diputada. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Señor Presidente: como 
no podía ser de otra manera, se aconseja a la Cámara 
de Representantes auspiciar este seminario taller que 
realiza la organización no gubernamental "Caminos". 


Todos los años, la Cámara auspicia este encuen- 
tro porque hace al trabajo por los derechos humanos 
de nuestros niños y de nuestras niñas en todo el país, 
derechos que son, lamentablemente, vulnerados en 
muchas ocasiones. Por tanto, expreso mi beneplácito 
por la posibilidad de que la Cámara vote el auspicio 
de este seminario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el proyecto de resolu- 
ción. 

(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cinco: AFIRMATI- 
VA. 


Ha quedado aprobado el proyecto de resolución. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por 
ser igual al presentado) 


22.- Razones que llevaron al Banco Cen- 
tral del Uruguay a revocar la resolu- 
ción por la que se inhabilitó al eco- 
nomista Luis Porto para el desarrollo 
de actividades en el sistema financie- 
ro. 


——Se pasa a considerar el asunto que figuraba en 
tercer término del orden del día y que pasó a ser 
cuarto: "Razones que llevaron al Banco Central del 
Uruguay a revocar la resolución por la que se inhabi- 
litó al economista Luis Porto para el desarrollo de ac- 
tividades en el sistema financiero". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N? 928 
"Montevideo, 21 de marzo de 2007. 


Señor Presidente de la Cámara de Representantes 
Presente 

Don Enrique Pintado 

De mi mayor consideración: 


Amparándome en los artículos 117 y 118 del Re- 
glamento de la Cámara de Representantes que Ud. 
tan dignamente preside, solicito la creación de una 
Comisión Preinvestigadora, para analizar el tenor de 
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las irregularidades que a continuación paso a detallar 
que considero ameritan la conformación de una Co- 
misión Investigadora a todos los efectos. 


Según ha trascendido a público conocimiento por 
un medio de prensa escrito que adjunto, el Banco 
Central del Uruguay en sesión en la que no estuvie- 
ron presentes ni su Presidente ni su Vicepresidente 
siendo sustituidos para la ocasión por dos Directores 
de otras empresas públicas, resolvió con el voto en 
contra del único miembro titular del Banco Central del 
Uruguay la revocación impuesta al economista Luis 
Porto de acuerdo al sumario llevado a cabo en su 


Las imputaciones que llevaron a la inhabilitación 
de esta persona por 5 años en el desarrollo de activi- 
dades en el sistema financiero sometidos al control 
del Banco Central del Uruguay, eran de extrema gra- 
vedad. 


Se desconoce las razones que llevaron a tal reso- 
lución así como los informes técnicos y el acta de Di- 
rectorio. 

Sin otro particular los saludo con mi más alta con- 
sideración y estima. 


GERMÁN CARDOSO, Representante 


oportunidad. 
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- Economía 


Sanción a asesor generó polémica 


BCU y Economía discreparon sobre levantar sanción 


El Banco Central y representantes del gobierno discreparon en qué 
resolución dar a la sanción que la anterior administración había 
impuesto al asesor oficial y hasta hace semanas director de la Unidad 
de Apoyo al Sector Privado, Luis Porto. 


El 12 de diciembre del año pasada el directorio del BCU resolvió 
revocar la sanción impuesta a Porto por su gestión en la desaparecida 
cooperativa Caycú durante la crisis financiera de 2002. 


Una investigación realizada por los servicios técnicos determinó que el 
anterior directorio del BCU aplicara en diciembre de 2002 a Porto la 
prohibición para ocupar cargos en el sistema financiero por cinco años. 
El economista presentó un pedido de revocación contra la sanción y 
solicitó que se encomendara a dos técnicos que no hubieran 
participado de la investigación original para que se pronunciarán sobre 
su reclamo. 


Cuando en diciembre se trató la resolución del caso del asesor se 
excusaron de participar el presidente del Banco Central, Walter 
Cancela, y el vicepresidente, César Failache, por su vinculación con 
Porto. El Poder Ejecutivo aceptó el pedido de Cancela y Failache y 
nombró para resolver sobre ese tema en el directorio al vicepresidente 
de Antel, Edgardo Carvalho, y al director de UTE, Gerardo Rey. 


En esa sesión el director titular del Banco Central, Alvaro Correa, votó 
negativamente la resolución de revocar la sanción y se pronunció a 
favor de levantar solamente la interdicción a Porto. Rey y Carvalho 
aprobaron revocar la sanción. 


Fuentes técnicas del Central y de la anterior administración consideran 
que hubo una decisión política de quitar la sanción y limpiar la foja de 
Porto antes que asumiera como cara visible de la Oficina de Apoyo al 
Sector Privado pocos días después, el 20 de diciembre. 


Los dictámenes independientes pedidos por el Banco Central 
expresaron que la resolución de la anterior administración contenía un 
vicio formal, dado que Porto no era parte del personal superior de 
Caycú sino su asesor. Fuentes que estuvieron involucradas en el 
sumario dijeron que en los interrogatorios a personal y jerarcas de la 
cooperativa, éstos sostuvieron que Porto participaba en los hechos 
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Anexo l al 
Rep. N* 928 


"Comisión Preinvestigadora sobre las razones 
que llevaron al Banco Central del Uruguay 

a revocar la Resolución que inhabilitó 

al economista Luis Porto para el desarrollo 

de actividades en el Sistema Financiero 


XLVla. LEGISLATURA 
Tercer Período 


ACTAN“1 


En Montevideo, siendo la hora catorce y veinte mi- 
nutos del día veintinueve de marzo del año dos mil 
siete, se reúne la Comisión Preinvestigadora para in- 
dagar sobre las razones que llevaron al Banco Cen- 
tral del Uruguay a revocar la Resolución que inhabilitó 
al economista Luis Porto para el desarrollo de activi- 
dades en el Sistema Financiero. 


ASISTEN: Los señores representantes miembros 
Jorge Orrico, Jorge Gandini y Juan Andrés Roballo. 


CONCURRE: El señor Representante mocionante, 
Germán Cardoso. 


MODERADOR: Señor Representante Jorge Orrico. 


ACTÚA EN SECRETARÍA: Señora Beatriz Méndez, 
Secretaria y señor Guillermo Geronés, Prosecretario. 


Abierto el acto, se procede por secretaría a dar 
cuenta y proceder a la distribución del Repartido 
NO 928, en el cual consta la denuncia presentada por 
el señor Representante Germán Cardoso. 


Seguidamente, el señor Representante mocionante 
procede a exponer sus denuncias, de acuerdo a lo 
establecido por el artículo 118 del Reglamento de la 
Cámara de Representantes. 


De lo actuado se toma versión taquigráfica, sin corre- 
gir, que consta de siete folios los que debidamente 
rubricados pasan a formar parte de la presente acta. 


Los señores Representantes del Frente Amplio am- 
pliarán en el Plenario su opinión al respecto. 


La Comisión entiende que, los documentos presenta- 
dos por el señor Representante Germán Cardoso, 
más la ampliación por él realizada en la Comisión, 
que consta en la versión taquigráfica, avalan la de- 
nuncia. 


Se pone a votación, aconsejar al Cuerpo la creación 
de la Comisión Investigadora. 


Se vota tres votos en tres. Unanimidad. 


Se acuerda por unanimidad elevar al Plenario un in- 
forme y proyecto de resolución aconsejando la desig- 
nación de una Comisión Investigadora. 


A la hora quince y quince minutos se da por finalizada 
la reunión. 


Para constancia se labra la presente que firman los 
señores representantes miembros, conjuntamente 
con el señor Legislador denunciante y la señora Se- 
cretaria. 


JORGE ORRICO, JORGE GANDINI, 
JUAN ANDRÉS ROBALLO, GERMÁN 
CARDOSO, BEATRIZ MÉNDEZ, Se- 
cretaria”. 


“Comisión Preinvestigadora sobre las razones 
que llevaron al Banco Central del Uruguay a 
revocar la Resolución que  inhabilitó al 
economista Luis Porto para el desarrollo de 
actividades en el Sistema Financiero 


Versión taquigráfica 
N* 944 de 2007 

Reunión realizada el día 29 de marzo de 2007 
Preside: Señor Representante Jorge Orrico. 


Miembros: Señores Representantes Jorge Gan- 
dini y Juan Andrés Roballo. 


Denunciante: 
so. 


Señor Representante Germán Cardo- 


SEÑOR ORRICO.- Está abierta la reunión. 


Buenas tardes y bienvenidos a este grupo de 
trabajo. 


Hemos sido designados por nuestra Cámara a 
los efectos de determinar -según lo establece el Re- 
glamento- si hay mérito o no para la creación de la 
Comisión Investigadora que fuera solicitada en la nota 
que aparece en el Repartido N”* 928, de marzo de 
2007, referido a algunos sucesos acaecidos en el 
Banco Central del Uruguay. 


Lo que corresponde en esta etapa es escuchar 
al miembro denunciante de la Cámara que solicitó 
esta investigación. En consecuencia, damos la pala- 
bra al Diputado Germán Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Creo que 
leer el repartido sería redundante porque todos lo te- 
nemos y sabemos cuáles son las causas a priori que 
han motivado que me amparara en los artículos 117 y 
118 del Reglamento para solicitar la creación de esta 
Comisión preinvestigadora. Vayamos al tema de fon- 
do que entiendo que hoy nos debe convocar. 
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Todos sabemos la terrible crisis financiero eco- 
nómica que sacudió al sistema financiero del Uruguay 
en el año 2002 y, a partir de él, a nuestra sociedad 
entera. En aquella crisis, por acción del Banco Central 
son suspendidas las actividades del Banco de Crédi- 
to, del Banco la Caja Obrera, del Banco Comercial y 
de la Cooperativa Caycú, que es el tema que hoy nos 
convoca. Luego de los diferentes diligenciamientos y 
sumarios y, en definitiva, cumplido el debido proceso, 
el Banco Central del Uruguay toma decisiones san- 
cionatorias en los casos de las diferentes instituciones 
suspendidas, aplicando sanciones a los hermanos 
Rohm y a los hermanos Peirano. En el caso de la Co- 
operativa Caycú, el Directorio del Banco Central, con 
fecha 21 de 2004, resuelve, por graves irregularida- 
des, inhabilitar por el término de tres años a los seño- 
res Miguel Arrillaga, Daniel Prieu, Juan Antonio Graña 
para desempeñar los cargos de Representante, Di- 
rector, Gerente, Administrador, Mandatario, Síndico y 
Fiscal de empresas de intermediación financiera. Con 
la misma fecha, el Directorio del Banco Central del 
Uruguay resuelve, por graves irregularidades, inhabi- 
litar por el término de cuatro años a los señores Os- 
valdo Piñeiro, Ricardo Medeglia, para desempeñar los 
cargos de Representante, Director, Gerente, Admi- 
nistrador, Mandatario, Síndico y Fiscal de empresas 
de intermediación financiera. Con la misma fecha el 
Directorio del Banco Central del Uruguay resuelve, 
por graves irregularidades, inhabilitar por el término 
de cinco años al señor Luis Porto para desempeñar 
los cargos de Representante, Director, Gerente, Ad- 
ministrador, Mandatario, Síndico y Fiscal de empre- 
sas de intermediación financiera. 


Evidentemente, son varias las personas san- 
cionadas, medido el grado de gravedad, a juicio de 
los informes jurídicos del Banco Central, en la partici- 
pación y producción de la crisis financiera de las dife- 
rentes entidades, en este caso la Cooperativa Caycú, 
responsabilidad directa de todas las personas aquí 
nombradas. De esta manera, comienzan a correr los 
plazos que en el caso de la sanción más grave, im- 
puesta al economista Luis Porto, hacen que la sus- 
pención e inhabilitación recaiga hasta octubre de 
2009. 


A fines del año pasado, en una sesión un tanto 
confusa, poco clara a nuestro modo de ver, con la au- 
sencia y licencia del Presidente y Vicepresidente del 
actual Directorio del Banco Central, y con la presencia 
única como Director genuino de la institución del Di- 
rector Correa, el Poder Ejecutivo envía a un Director 
de la UTE y a un Director de ANTEL para que formen 
parte del Directorio del Banco Central del Uruguay y 


dar trámite a una sesión puntual. Según la informa- 
ción que tenemos, en esa sesión se considera el le- 
vantamiento de la sanción que recae sobre el econo- 
mista Luis Porto, lo que obtiene el voto favorable del 
Director de la UTE y del Director de ANTEL, actuando 
en el Directorio del Banco Central del Uruguay por 
esa sesión -amparados en el derecho que les atribuye 
el Poder Ejecutivo-, y el voto en contra del único Di- 
rector genuino, Luis Correa. 


Creemos que es un hecho muy grave el tema 
en cuestión. Aquí todos debemos recordar los tristes 
episodios que debió asumir la sociedad del Uruguay 
en la crisis financiera del año 2002 y todo lo que de- 
bieron vivir los ahorristas, quienes naturalmente se 
vieron perjudicados y dañados. Lo que a priori llama 
poderosamente la atención son diversos aspectos. 


Primero: que se excusen de actuar en este ca- 
so el Presidente y el Vicepresidente del Banco Cen- 
tral, considerando que era un asunto de extrema gra- 
vedad y al ser un tema evidentemente de corte neto 
de decisión interna del Banco Central del Uruguay, lo 
que necesariamente implica tener un profundo cono- 
cimiento de la causa. 


Segundo: que el único miembro permanente 
del Banco Central del Uruguay de este Gobierno haya 
votado en contra de levantar la sanción que recae so- 
bre el economista Porto. 


Tercero: que todas estas personas sanciona- 
das -que son varias, puntualmente por el caso Cay- 
cú-, hayan recibido sanciones de menor entidad que 
la del economista Porto. Vale señalar y destacar 
-como aquí hemos leído- que de todos los sanciona- 
dos, al economista es a quien se le ha aplicado la 
sanción más severa en el período de tiempo de inha- 
bilitación: cinco años. Entonces, a todas las personas 
que fueron sancionadas -que, evidentemente, el Ban- 
co Central llega a la conclusión de que tuvieron res- 
ponsabilidad en el desfinanciamiento de la Cooperati- 
va pero, evidentemente, menor responsabilidad que 
la del economista Porto- no se trata, ni se reconside- 
ra, ni se les levanta la sanción. A la única persona a 
la que se le levanta estrictamente la sanción es al 
economista Porto en esa sesión de Directorio. A partir 
de allí, llama más aún poderosamente la atención que 
al economista Porto se lo nombre por parte del Minis- 
tro de Economía y Finanzas, contador Astori, como el 
nuevo Director de la Unidad de Apoyo al Desarrollo y 
la Inversión Privada -así fue presentado en conferen- 
cias de prensa frente a los diferentes medios-, creada 
en el Ministerio de Economía y Finanzas a esos 
efectos. 
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En suma: creo que los hechos son de una noto- 
ria gravedad, que se ha articulado la conformación de 
un Directorio ad hoc del Banco Central del Uruguay 
para el tratamiento de una situación muy grave, de- 
terminada, que ha sido el levantamiento de la sanción 
del economista Porto, para luego terminar nombrán- 
dolo al frente de una Unidad que se ha creado como 
novedad en la última Rendición de Cuentas. Eviden- 
temente, va a tener a su cargo el tratamiento de te- 
mas muy sensibles e importantes, nada más ni nada 
menos que el tratamiento de los temas del desarrollo 
de la inversión privada que lleguen al Uruguay. Entre 
las facultades en esta Unidad de Apoyo, el econo- 
mista Porto va a tener la discrecionalidad de resolver 
a qué proyectos de inversión privada el Poder Ejecu- 
tivo subsidia y a qué proyectos de inversión privada el 
Poder Ejecutivo no subsidia. Evidentemente, no creo 
que sea la persona -por los antecedentes que recaen 
sobre él- que reúna las condiciones para estar al 
frente de esta Unidad. Por ende, queremos investigar 
y saber cuáles fueron las razones por las cuales no 
actuaron el Presidente y el Vicepresidente del Banco 
Central. Creemos que es indispensable la opinión 
puntual del Presidente y del Vicepresidente genuinos 
del Banco Central con respecto al levantamiento de 
esta sanción. También queremos saber qué opinan 
sobre la sanción que le había impuesto el Directorio 
anterior al economista Porto. Por otra parte, natural- 
mente queremos saber cuáles fueron las razones y 
los fundamentos que llevaron al Director de UTE y al 
Director de ANTEL, actuando “ad hoc” al frente del Di- 
rectorio del Banco Central del Uruguay, a levantar la 
sanción que recaía sobre el economista Luis Porto. 


SEÑOR ROBALLO.- Teniendo en cuenta que 
es un procedimiento habitual previo a la solicitud de 
Comisiones Preinvestigadoras y luego Investigadoras, 
y como se ha hecho referencia al conocimiento que 
se ha tomado de estos hechos que se están plan- 
teando en esta reunión, nos gustaría saber si hubo 
acceso a un expediente, si son versiones de prensa o 
si hay un pedido de informes. Nosotros no tenemos 
conocimiento de eso y quisiéramos saber al respecto, 
porque la ley y también el Reglamento de la Cámara 
exigen evaluar la seriedad, por ejemplo, del origen de 
las denuncias. Entonces, quisiéramos saber cuáles 
son los fundamentos de estas apreciaciones. 


SEÑOR CARDOSO.- Me parece que es llover 
sobre mojado. Los fundamentos de las apreciaciones 
ya los hemos detallado uno a uno hace un momento. 


Es de público conocimiento, a través de la in- 
formación de prensa publicada en el diario “El País”, y 
en el semanario “Búsqueda” la semana pasada, todo 


el proceso de irregularidades que ha tenido este caso 
que, reitero, ha sido puesto en conocimiento público. 
En todo caso, si el señor Diputado, en uso de sus 
plenas facultades, quiere cotejar todo lo que acaba- 
mos de denunciar, lo puede hacer; pida los informes 
al Banco Central del Uruguay, pida las actas. Yo es- 
toy denunciando y el señor Diputado debe evaluar el 
tenor de la denuncia. Y para que el señor Diputado 
coteje el tenor de la denuncia que estoy presentando, 
en todo su derecho puede recurrir a los procedimien- 
tos a los que el Reglamento le permite acceder. 


SEÑOR ROBALLO.- Simplemente, nos intere- 
saba saber -se ha expresado aquí que fue por versio- 
nes periodísticas- el origen de estas denuncias; si hu- 
biéramos querido cotejar estas informaciones lo ha- 
bríamos hecho antes, a través de algún pedido de 
informes o de algún mecanismo de ese tipo, pero no 
somos nosotros los denunciantes, por eso le solicité 
al señor Diputado Cardoso esa información. Por su- 
puesto que es algo que nos interesa; en el trámite y 
en la consideraciones propias de esta Comisión va- 
mos a evaluar los diferentes aspectos. No soy el le- 
gislador denunciante, por lo que las dudas me las 
quería sacar no sobre el fondo del asunto sino, en 
este caso, refiriéndome a la intervención anterior, so- 
bre el origen del conocimiento de estas cuestiones. 


SEÑOR CARDOSO.- Quiero ratificar que el 
origen es lo ya conocido por los medios de prensa 
escritos y ratificar la absoluta existencia de los hechos 
denunciados, que pueden cotejarse directamente re- 
curriendo a las actas del Directorio del Banco Central 
del Uruguay y pidiendo los informes sumariales que 
llegaron a determinar las inhabilitaciones que han 
caído sobre el economista Porto y las demás perso- 
nas mencionadas por los servicios jurídicos del Banco 
Central del Uruguay. 


SEÑOR GANDIN!I.- El tema reviste, por lo me- 
nos, una situación curiosa que amerita averiguar, in- 
vestigar. Es llamativo que quien ha resultado sancio- 
nado de manera más severa por el Banco Central del 
Uruguay -según se ha podido saber; quiero decir que 
sobre este tema supe en su momento, no ahora, que 
los informes jurídicos del Banco Central del Uruguay 
fueron contundentes, unánimes y severos- reciba 
ahora un levantamiento de esa sanción e inmediata- 
mente sea nombrado, con una responsabilidad enor- 
me, en una dependencia estatal de reciente creación. 
Averiguar exactamente qué pasó es tarea del Parla- 
mento y no necesariamente -este es un tema que 
siempre debe estar presente- significa condenar de 
antemano. Investigar es una labor que nos corres- 
ponde y a veces hasta ayuda a despejar las sospe- 
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chas que pueden empañar la gestión del propio Esta- 
do. Hay que hacerlo con cuidado -este no ha sido 
siempre el modo que utilizó el Parlamento desde sus 
comisiones investigadoras- de no ensuciar la imagen 
de personas que merecen, a priori -como todos-, el 
máximo de nuestros respetos, pero hay que tratar de 
despejar sombras que pueden echarse sobre la Ad- 
ministración. Y, particularmente, cuando estamos ha- 
blando de una gestión que involucra, al final de todo, 
al señor Ministro de Economía y Finanzas, porque 
hoy esa persona ha sido nombrada, con su confianza, 
para estar al frente de una dependencia que recibe al 
inversor extranjero, es decir que tiene como cometido 
especial atrapar la mayor cantidad de intereses exte- 
riores para que se queden en este país y no vayan a 
otros. Sabemos que en el mundo hay dinero sufi- 
ciente y deseos de constituir negocios, pero los paí- 
ses compiten por estos. No sería bueno dejar latente 
una sospecha de esta naturaleza. 


Me gustaría conocer de primera mano los in- 
formes jurídicos y los fundamentos que llevaron al Di- 
rectorio anterior a aplicar una sanción realmente se- 
vera al señor Luis Porto y saber cuáles son los infor- 
mes jurídicos con que contaron aquellos que no son 
Directores del sistema financiero, para cambiar su 
decisión. Porque es llamativo también que se hayan 
excusado dos de los Directores del Banco Central del 
Uruguay que se entienden especializados en el tema, 
pero que hayan sido sustituidos para esa ocasión por 
el Poder Ejecutivo, no por otros Directores conocedo- 
res del sistema financiero sino por Directores de con- 
fianza política del Poder Ejecutivo que se desempe- 
ñan en áreas que no pertenecen al sector financiero, 
cuando las sanciones emergentes están todas vincu- 
ladas a la posterior gestión en el sistema financiero. 


Quiero decir esto con el absoluto conocimiento 
de que la Justicia archivó la denuncia penal. Aquí no 
estamos hablando de delitos, ni podrá surgir de la 
Comisión Investigadora una consecuencia penal, por- 
que aparentemente -me sigo moviendo por lo que co- 
nozco de la prensa- la Justicia ya se ha expedido, por 
lo menos, acerca de una denuncia original. Si surgen 
otras, es otro tema. 


Aquí estamos hablando de que el Parlamento 
conozca, y parece que esa es una tarea inherente a 
nuestra función. Los hechos ameritan que despeje- 
mos sospechas, con absoluta seriedad y responsabi- 
lidad -como creo que lo planteado el miembro denun- 
ciante-; esta solicitud de crear una Comisión Investi- 
gadora no ha estado rodeada de ningún show, ni cir- 
co, ni espectáculo mediático; es una denuncia auste- 
ra, seria, bien planteada, que surge de lo que la pren- 


sa pone en conocimiento de la gente, lo que luego 
genera que la ciudadanía nos pregunte “Ustedes, so- 
bre esto que se denuncia, ¿qué hacen?” Bueno, los 
que nos toca hacer es tomar lo que la voz de la gente 
expresa a través de los medios de comunicación e in- 
vestigar. Este no es el único método; cierto que no lo 
es, pero es el que está planteando y siendo planteado 
por un legislador en el uso de sus facultades y de las 
potestades reglamentarias, nosotros entendemos que 
hay elementos suficientes como para que se constitu- 
ya una Comisión Investigadora, comparezcan ante 
ella las autoridades que han estado vinculadas al te- 
ma y que la Comisión, además, pueda contar con los 
documentos que fueron avalando cada una de las de- 
cisiones. Reitero, a mí lo que más me interesa saber 
es con qué documentos contaron un Director de AN- 
TEL y un Director de UTE para opinar diferente a lo 
que opinaron otros Directores del sistema financiero, 
particularmente del Banco Central del Uruguay, un 
tiempo antes, para levantar la sanción a esta persona 
y no a otras que han sido sancionadas. 


Precisamente, el único que es Director del 
Banco Central del Uruguay votó en contra. Entonces, 
¡hay que levantar la opinión del Banco Central un Di- 
rector de UTE y un Director de ANTEL! Tiene que ser 
contundente y sólida, sobre todo para haber conven- 
cido al Ministro de Economía y Finanzas, quien inme- 
diatamente lo mune de la confianza requerida para 
ocupar determinado cargo. Creo que ese es suficiente 
elemento para que el sistema sea creíble y trasmita 
que es capaz de sanearse y de revisarse a sí mismo 
cuando hay sombras sobre las decisiones que en te- 
mas tan delicados se toman, y particularmente cuan- 
do rozan al señor Ministro de Economía y Finanzas, 
que todos sabemos que en la situación en que está el 
Uruguay es una de las personalidades más relevan- 
tes y sobre la que debe caer mayor confianza del 
sistema. Lo digo desde la oposición, en tanto quere- 
mos que al país le vaya bien. Por supuesto que el se- 
ñor Ministro es una figura con la que se podrá coinci- 
dir o discrepar, pero sin duda está rodeada de una 
confianza que no puede quedar en duda, ni bajo sos- 
pecha. En esa medida, nos parece obvio que el Par- 
lamento haga lugar a esta solicitud. 


Era cuanto quería decir. 


SEÑOR ORRICO.- Voy a dejar algunas cons- 
tancias que al Frente Amplio le parecen muy impor- 
tantes. 


En primer lugar, quiero decir -el señor Diputado 
Gandini me ahorró hacer esta mención- que el expe- 
diente penal fue archivado por falta de mérito. Inde- 
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pendientemente de que tal vez diga “archivado sin 
perjuicio...”-que es lo que en general se hace, porque 
pueden aparecer nuevos elementos y los Jueces 
siempre se cubren con eso-, el expediente está archi- 
vado. Por lo tanto, desde el punto de vista penal, en 
lo que hay hasta ahora, esto está resuelto. 


En segundo término, no se trata de una deci- 
sión graciosa que dispuso: “Estos dos no opinan; van 
a Opinar estos otros dos”. Creo que por delicadeza, 
dada su amistad con el involucrado, dos Directores 
del Banco Central decidieron no opinar, precisamen- 
te, para dar garantías al procedimiento. 


En tercer lugar, tampoco se trata de que se 
elevó una nota y dijeron: “Vamos a reunirnos en una 
sesión de Directorio; vamos a sacar la suspensión a 
este muchacho”. No; hubo un recurso de revocación. 
El procedimiento administrativo admite una primera 
instancia, en la cual se dicta una determinada resolu- 
ción. Si el individuo se siente perjudicado por ella, 
puede utilizar el recurso de revocación y algún otro 
que la vía administrativa admite como cuestión nor- 
mal. De manera que desde el punto de vista jurídico 
esto está correcto. 


Defiendo a muerte lo que dijo el señor Diputado 
Gandini. El Parlamento está para investigar y para 
controlar; esto está muy bien. No obstante, voy a de- 
cir algunas cosas. 


Considero que cuando alguien pide una Comi- 
sión Investigadora lo primero que tiene que hacer es 
investigar. En este caso, no se hizo. Lo primero que 
debe hacer quien va a pedir una Comisión Investiga- 
dora es hacer los pedidos de informes correspon- 
dientes, para dar seriedad a la denuncia que se hace. 
No es diciendo: “Yo agrego una hoja de 'El País digi- 
tal'", en la que se hace una denuncia; se debe hacer 
un pedido de informes. Si no lo contestan o si lo con- 
testan y la respuesta no es satisfactoria -u otras hi- 
pótesis que pueda haber-, se pide una Comisión In- 
vestigadora, pero siempre se hace con documentos 
oficiales a la vista. Me parece que no está bien pedir 
una Comisión Investigadora a partir de datos perio- 
dísticos. 


Ahora bien, nosotros -me refiero a la bancada 
del Frente Amplio- hemos considerado este tema y 
hemos decidido que para este caso -aun cuando no 
nos gustan las cosas así; nos parece que hay que 
trabajar un poquito más para crear comisiones inves- 
tigadoras-, como el Gobierno no tiene absolutamente 
nada que ocultar, vamos a votar la creación de una 
Comisión Investigadora. Lo vamos a hacer, pero ad- 
vertimos que pretendemos que se trabaje un poco 


más cuando se pida la creación de comisiones inves- 
tigadoras. Primero se tienen que hacer los pedidos de 
informes y evaluar las situaciones. Luego, cuando se 
obtiene todo ese material, o no se obtiene -porque no 
se quiere dar; puedo pedir una Comisión Investigado- 
ra porque me contestaron un pedido de informes y lo 
que dice me suena a zafarrancho o porque no me lo 
contestaron-, se pide que se cree una Comisión In- 
vestigadora. 


Además, creo no ser adivino si digo que cons- 
tituida la Comisión Investigadora lo primero que tiene 
que hacer son pedidos de informes. Deberá pedir a la 
Suprema Corte de Justicia si hay antecedentes y al 
Banco Central que envíe el expediente administrativo. 
A su vez, ese expediente administrativo va a venir 
con los informes jurídicos, a los que hace referencia 
el señor Diputado Gandini. Después vendrán los dos 
fallos: uno a favor y, otro, en contra; no depende del 
punto de vista desde el que se mire esto de “a favor o 
en contra”. 


De manera que esta es nuestra posición. Ad- 
vertimos que queremos que cuando se pida la crea- 
ción de una Comisión Investigadora primero se tra- 
baje. Creo que en este caso, no sé si por inexperien- 
cia o por apuro, se actuó muy precipitadamente. Pue- 
de pasar que la respuesta a los pedidos de informes 
satisfaga plenamente. Si fuera así, creamos una Co- 
misión Investigadora para algo que se solucionaba 
con un pedido de informes. 


Creo que un arma muy importante que tiene el 
Parlamento -no cada uno de los legisladores- es la 
creación de comisiones investigadoras. He integrado 
más de una y sé que son muy importantes. Está en lo 
correcto de lo que tiene que ser el relacionamiento 
entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento, pero cuando 
se pide una Comisión Investigadora hay que dar un 
poco más de elementos que los que se han dado 
aquí. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Voy a cla- 
rificar un poco lo que aquí se ha expresado. 


En cuanto a seriedad no le doy la derecha a 
nadie; que quede claro. 


Con respecto a que haya parlamentarios quie- 
ran discrepar, que lo hagan; es su derecho. Ahora, 
marcar el modo de trabajo de unos y de otros, no. Es 
la gente la que lo marca, votando; que también quede 
claro. 


Cuando nos presentamos al amparo de dos ar- 
tículos reglamentarios, procedimos de la forma co- 
rrecta y adecuada. Por algo la denuncia fue recibida 
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por la Secretaría de la Cámara. Si no se cumpliera 
con la formalidad y con los elementos que el Regla- 
mento establece para la conformación de una Comi- 
sión Preinvestigadora, la Presidencia y la Secretaría 
de la Cámara deberían haber rechazado la solicitud. 


(Interrupción del señor Representante Orrico) 
——SÍ señor, así está establecido en el Reglamento. 


En cuanto a pedir los antecedentes a la Su- 
prema Corte de Justicia, si el señor Diputado los quie- 
re pedir, que los pida, pero no es lo que estamos soli- 
citando. 


Con respecto a si los hechos son supuestos o 
no, vamos a no engañarnos: son de pública notorie- 
dad y todos sabemos que existieron. Inclusive, sabe- 
mos a qué sector político responde cada uno de los 
Directores que fueron convocados a actuar “ad hoc” 
en esa sesión de Directorio del Banco Central. Todos 
sabemos quiénes son y a qué sector político respon- 
den; seguramente el señor Diputado lo sabe mejor 
que ninguno. 


En lo que tiene que ver con actuar con seriedad 
y con demasiada celeridad, creo que la crítica es de 
recibo. También deberíamos analizar si no habrá ac- 
tuado con poca seriedad el señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas al nombrar a una persona con profu- 
sos antecedentes en el sistema financiero de Uruguay 
al frente de una oficina de tanta responsabilidad y si 
tal vez no habrá actuado con demasiada agilidad el 
Gobierno y el Ministerio de Economía y Finanzas, que 
inmediatamente de levantada la sanción -vaya a sa- 
ber por qué y con qué celeridad- lo nombró al frente 
de esta unidad. 


Es cuanto tenía que decir. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero aclarar que desde el 
punto de vista jurídico, cuando una persona presenta 
un recurso de revocación y este es aceptado, no hay 
ningún inconveniente para que sea nombrado en 
cualquier cargo, porque no tiene ningún antecedente. 
Entonces, retiremos el término “antecedente”, porque 
tiene un preciso concepto en el derecho administrati- 
vo y en el derecho penal. Acá no hay antecedentes 
de ningún tipo que inhiban a nadie para nada. Se 
puede estar en desacuerdo con el fallo -eso está 
dentro de la pluralidad de opiniones que podamos te- 
ner-, pero jurídicamente no utilicemos el término “an- 
tecedente”, porque no es lo que corresponde a esta 
situación. 


SEÑOR ROBALLO.- Todos vamos adelantan- 
do nuestras posiciones. El señor Diputado Orrico ya 
adelantó cuál iba a ser la posición de los integrantes 


de la Comisión que representan al Frente Amplio: 
apoyar la creación de esta Comisión Investigadora. 
Sin perjuicio de esto, quiero referirme al instrumento 
parlamentario que constituyen las comisiones investi- 
gadoras. 


Antes que nada, quiero que quede constancia 
de que mis expresiones no intentan calificar ni desca- 
lificar al denunciante; espero que el señor Diputado 
así lo entienda. Creo que como legislador tengo la 
obligación de dejar algunas constancias sobre los 
procedimientos y las exigencias que establecen las 
normativas vigentes. En mi caso, puedo afirmar con 
toda tranquilidad que estas constancias son objetivas 
y no tienen que ver con los órganos ni con las perso- 
nas involucradas, y mucho menos con el legislador 
denunciante. 


Me afilio totalmente a lo expresado por el señor 
Diputado Orrico. Asimismo, reitero lo que expresé en 
su momento. Entiendo que de acuerdo con la norma- 
tiva vigente -Ley N* 16.698, Reglamento de la Cáma- 
ra- se establecen determinados requisitos que, a pri- 
mera vista, no se estarían dando. Sin perjuicio de 
eso, en atención al estado público que ha tomado el 
tema, en atención a la importancia de los organismos 
involucrados y, especialmente, en atención a la trans- 
parencia y a la cristalinidad que siempre se quiere 
imprimir en este tipo de procedimientos, dejando 
constancia de lo que recién dijimos, vamos a habilitar 
con nuestro voto la formación de la Comisión Investi- 
gadora. 


SEÑOR ORRICO.- Se pone a consideración si 
se va a recomendar a la Cámara la formación de una 
Comisión Investigadora, de acuerdo con lo que ex- 
presara ante esta Comisión el señor Diputado Ger- 
mán Cardoso. 


(Se vota) 


——Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimi- 
dad. 


Se suspende la toma de versión taquigráfica. 


Comisión Preinvestigadora sobre las razones que 
llevaron al Banco Central del Uruguay a revocar la 
Resolución que inhabilitó al economista Luis 
Porto para el desarrollo de actividades en el 
Sistema Financiero 

INFORME 


Señores Representantes: 


La Comisión Preinvestigadora conformada a los 
efectos de analizar las denuncias relativas al levan- 
tamiento de la inhabilitación por parte del Banco Cen- 
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tral del Uruguay (BCU), al economista Luis Porto, pa- 
ra desarrollar actividades en el Sistema Financiero 
que dicha Institución controla, ha concluido en que 
hay mérito para la conformación de una Comisión In- 
vestigadora al respecto, en base a lo expuesto en 
Sala por el denunciante señor Representante Germán 
Cardoso, sin perjuicio de las opiniones vertidas por 
los miembros del Frente Amplio, que constan en la 
versión taquigráfica. 


En la sesión del plenario en que se considere el 
tema, los miembros de esta Comisión formularán 
aquellas otras consideraciones personales que crean 
pertinentes y no estén contenidas en la Resolución. 


Sala de la Comisión, 29 de marzo de 2007. 


JORGE ORRICO, JORGE GANDINI, 
JUAN ANDRÉS ROBALLO. 


Comisión Preinvestigadora sobre las razones que 
llevaron al Banco Central del Uruguay a revocar la 
Resolución que inhabilitó al economista Luis Por- 
to para el desarrollo de actividades en el Sistema 
Financiero 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


La Cámara de Representantes resuelve: Dar lugar 
a la formación de una Comisión Investigadora para 
conocer las razones que llevaron al Banco Central del 
Uruguay, a revocar la Resolución por la que se inha- 
bilitó al economista Luis Porto, para el desarrollo de 
actividades en el Sistema Financiero. 


Sala de la Comisión, 29 de marzo de 2007. 


JORGE ORRICO, JORGE GANDINI, 
JUAN ANDRÉS ROBALLO”. 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión. 
SEÑOR ORRI CO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRI CO.- Señor Presidente: empezando por 
el final, voy a decir que esta Comisión Investigadora 
terminó su trabajo el 1” de octubre de 2007, cuando 
por cinco votos en ocho legisladores presentes resol- 
vió que de la investigación practicada surgían explica- 
ciones convincentes en cuanto a la juridicidad y apego 
a la ética de las resoluciones tomadas por el Banco 
Central del Uruguay, razones a que refiere el título de 
la Comisión Investigadora. Y digo esto porque, forma- 


lilada esta votación, se me nombró como miembro 
informante por la mayoría. El informe, previa consulta 
con los compañeros de Comisión, fue elaborado el 8 
de octubre de 2007. Vale decir que los miembros de 
esta Comisión por la mayoría cumplieron con su obli- 
gación de elevar el informe correspondiente. Como 
fue votado por la Cámara que este asunto fuera 
puesto en el orden del día por una cuestión regla- 
mentaria que no entiendo demasiado, y no sé por qué 
razón el informe en mayoría no está repartido, quiero 
que conste que está hecho desde el 8 de octubre del 
año pasado. 


Debo decir, además -disculpen la expresión-, que 
me dio mucho trabajo, porque hubo que analizar más 
de dos mil fojas y todas las declaraciones que se hi- 
cieron. Entonces, me parece que alguien tendría que 
revisar esta cuestión reglamentaria, porque no quiero 
quedar a la altura de los que no presentaron nada. Yo 
presenté el informe; lo presentamos todos nosotros, y 
acá se da la extraña paradoja de que está el informe 
de los Representantes de los investigados pero el in- 
forme de los investigadores, o por lo menos de los 
que pidieron esta investigación, no aparece. 


Ahora paso a los antecedentes. El 21 de marzo 
de 2007, el señor Representante Germán Cardoso, in- 
vocando los artículos 117 y 118 del Reglamento de la 
Cámara de Representantes, solicitaba la creación de 
una Comisión Investigadora para determinar las razo- 
nes que llevaron al Banco Central a aceptar un recur- 
so de revocación a una sanción interpuesta al econo- 
mista Luis Porto. El señor Diputado Pintado, en ese 
momento Presidente de la Cámara, creó una Comisión 
Preinvestigadora, como corresponde, integrada por 
los señores Representantes Jorge Gandini, Juan An- 
drés Roballo y quien habla. 


En la Comisión Preinvestigadora nos llamó po- 
derosamente la atención que toda la exposición del 
denunciante se basara en un recorte de prensa. Con- 
cretamente, el documento que se agregó a la denun- 
cia fue una fotocopia de "El País" digital. Nos llamó la 
atención -hablo en plural, no para refugiarme en algo 
sino para incluir a quienes integrábamos la Preinvesti- 
gadora por el Frente Amplio, el señor Diputado Roba- 
llo y quien habla- que no hubiera una mínima activi- 
dad previa de investigación de parte de quien estaba 
solicitando la Comisión Investigadora, quien podría 
haber elevado, por ejemplo, un pedido de informes. 
Pero no se hizo. 
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El señor Diputado Roballo dijo: "[...] nos gustaría 
saber si hubo acceso a un expediente, si son versio- 
nes de prensa o si hay un pedido de informes". Más 
adelante expresó: "[...] la ley y también el Regla- 
mento de la Cámara exigen evaluar la seriedad, por 
ejemplo, del origen de las denuncias". 


El denunciante dijo: "Es de público conocimiento, 
a través de la información de prensa publicada en el 
diario 'El País', y en el semanario 'Búsqueda"" [...] Más 
adelante expresó: "[...] pida los informes al Banco 
Central del Uruguay, pida las actas". Es decir que se 
estuvo ante la extraña paradoja de que alguien que 
denuncia supuestas irregularidades en actos de admi- 
nistración, exige a los representantes políticos de los 
administradores a investigar que realicen la búsqueda 
de documentación que dé crédito a su denuncia. Vale 
decir: "Yo denuncio pero la información me la traés 
vos". 


Tanto es así que una vez designada, la Comisión 
Investigadora lo primero que tuvo que hacer fue un 
pedido de informes al Banco Central para que enviara 
todos los antecedentes, a efectos de contar con do- 
cumentación oficial que estableciera qué había pasado 
respecto a aquello que se pretendía investigar. 


La empresa CAYCU actuaba en el sistema finan- 
ciero nacional y en el último cuarto de la década del 
noventa empezó a tener dificultades que motivaron, 
primero, el monitoreo permanente del Banco Central 
y, luego, directamente su intervención, que culminó 
cuando la cooperativa no pudo resistir la crisis de 
2002 y definitivamente cayó. A raíz de la caída de 
CAYCU, el Banco Central del Uruguay ordenó investi- 
gar posibles irregularidades. Eso figura en la Resolu- 
ción N2 487/2002 del BCU; fueron nombrados como 
investigadores el contador José Sánchez, hasta ese 
momento interventor de CAYCU, el doctor Gabriel Be- 
rretta, hasta ese momento abogado asesor de la in- 
tervención de CAYCU, y el contador Roberto Veas, 
funcionario de la Superintendencia de Instituciones de 
Intermediación Financiera del Banco Central del Uru- 


guay. 


Quiere decir que empezamos mal de entrada, 
señor Presidente. El contador José Sánchez, que era 
interventor de CAYCU fue quien llevó adelante la in- 
vestigación administrativa, recomendó la confección 
de un sumario -con características que luego vere- 
mos- y el que, a su vez, lo instruyó. Es decir que hay 
una inadmisible conjunción de cargos; estaba implica- 


do en esta situación y, en todo caso, era parte del 
problema porque él era el interventor. Entonces, ¿có- 
mo puede ser que el interventor sea, a su vez, quien 
investigue las posibles irregularidades y hasta las ór- 
denes que él daba? Naturalmente, esto no era dema- 
siado bien visto según lo que debe ser un mínimo de 
aplicación de los principios de justicia. Las pruebas de 
la implicancia del contador Sánchez en toda la etapa 
previa a la caída de CAYCU surgen con claridad del 
expediente penal. 


Y voy a decir algo más: por lo menos hasta ayer 
nadie había ido a ver el expediente penal, porque 
parece que acá teníamos interés en buscar alguna co- 
sa inculpatoria, pero no todo lo que era exculpatorio. 
Es sabido que la Fiscal pidió el archivo del expediente 
penal porque no hay delito alguno. Eso también lo 
veremos. 


En el expediente penal -Penal 18, ficha 2- 
65594/04, fojas 26 y vuelta- el testigo Luis Alberto 
Blanco Rodríguez, preguntado sobre la actividad de la 
Consultora 3E, que era la empresa de Porto que ase- 
soraba a CAYCU, dice: "Elaboró un plan de recupera- 
ción patrimonial en donde estaba incluido: la reduc- 
ción de importantes cargos gerenciales, la compra de 
la base de datos y diversos planes comerciales que 
fueron puestos a conocimiento del Banco Central, el 
cual las aprobó". En cuanto a las frecuencias de las 
reuniones con el Banco Central del Uruguay para mo- 
nitorear la situación de CAYCU, dijo: "Las reuniones 
eran semanales". 


El testigo Miguel Abelardo Arrillaga -fojas 34 y 
vuelta del mismo expediente penal- dijo: "El Banco 
Central tenía una auditoría dentro de la cooperativa. 
Iba mensualmente y, últimamente, iba semanalmen- 
te", 


El testigo Miguel Ángel Muro -fojas 38-, cuando 
se le preguntó si el Banco Central estaba al tanto de 
lo que sucedió en la cooperativa, respondió: "Total- 
mente. Estaba en conocimiento de todo. Es más, se 
reunía semanalmente con las autoridades de la coo- 
perativa". 


El testigo Osvaldo Rodrigo Piñeyro -fojas 48-, 
referido al plan de reestructura de la cooperativa, dijo 
que: "fue aprobado en su totalidad por el Consejo 
Directivo y elevado y aprobado por el Banco Central". 
Sobre la intensidad de los controles dijo el mismo tes- 
tigo: "Era prácticamente permanente la presencia de 
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inspectores del Banco Central en los locales de la co- 
operativa". 


El testigo Juan Antonio Graña -fojas 55-, cuando 
se le preguntó si el Banco Central ejerció controles 
sobre la cooperativa respondió: "Sí, constantemente. 
Desde unos años estaba una persona del Banco Cen- 
tral dentro de la cooperativa [...] uno era el contador 
Errazola y últimamente el contador Sánchez que ter- 
minó siendo el interventor [...] El Consejo Directivo 
estaba constantemente citando al Banco Central para 
valorar con ellos cómo marchaba la cosa". 


Además, el testigo Roberto Edison Barreto dijo: 
"El Banco Central se había instalado prácticamente en 
CAYCU", 


Es bueno tener en cuenta que dentro del volumi- 
noso expediente hay un informe del doctor Durán 
Martínez, en otra etapa del proceso, que viene a 
cuento porque es muy claro que el contador Sánchez 
no era una persona ajena a los hechos que habían 
pasado y, sin embargo, era el interventor y quien hizo 
la investigación administrativa. 


El doctor Durán Martínez, que fue consultado por 
el Banco Central del Uruguay, entre otras cosas, pre- 
cisamente acerca de la intervención del contador Sán- 
chez, dijo: "[...] en verdad, no aparece acertado que 
el Cr. José Sánchez, si fue integrante del equipo ins- 
pectivo del Banco Central del Uruguay en CAYCU (...) 
interventor, coinstructor de la investigación adminis- 
trativa, haya sido además sumariante en el sumario 
seguido al Ec. Porto. Tampoco parece acertado que el 
Dr. Berretta, si fue asesor de la intervención, coins- 
tructor de la investigación administrativa, haya sido 
además asesor jurídico del sumariante en la instruc- 
ción del sumario seguido al Ec. Porto. Y no aparece 
acertado, porque en esas circunstancias es muy fácil 
caer en prejuzgamiento (...) al haber sido designado 
para el sumario al Ec. Porto y al haber actuado en el 
mismo en las calidades indicadas, no cabe sino con- 
cluir que lo expresado en la investigación administra- 
tiva (...) significó un prejuzgamiento". Esto lo dijo el 
doctor Durán Martínez cuando el Banco Central del 
Uruguay, ante defensas esgrimidas por el economista 
Porto, le planteó una consulta. 


Ahora bien: todo esto que estamos diciendo 
también fue expresado cuando se hizo la denuncia 
ante el Juzgado Penal, y voy a hacer una pequeñísima 
historia. Se hace la investigación administrativa, se 


hace el sumario y se envían todos los antecedentes a 
la Justicia Penal. Toma el asunto el Juzgado Penal de 
18” Turno, como ya he dicho. Allí, la señora Fiscal se 
expresa sobre lo que le presentaron, toda la prueba; 
este voluminoso expediente que tenemos en nuestro 
poder, también lo llevaron al Juzgado, con todas las 
declaraciones de los testigos, toda la instrucción, en 
fin, toda la documentación existente. Y la señora Fis- 
cal, a foja 67 del expediente penal que ya he citado, 
dice: "Surge claramente acreditada, que toda la ope- 
rativa de la entidad denunciada, estuvo desde antigua 
data, siempre bajo el control, conocimiento y vigilan- 
cia de la órbita del Banco Central [...]". Voy a leerlo 
nuevamente: "[...] estuvo desde antigua data, siem- 
pre bajo el control, conocimiento y vigilancia de la ór- 
bita del Banco Central [...]". Y fíjense lo que dice a 
continuación: "[...] y que las conductas ahora denun- 
ciadas como delictivas fueron, desde siempre, conoci- 
das y consentidas por quienes tenían a su cargo la 
Superintendencia consultiva y correctiva de las mis- 
mas y que dicha circunstancia y las demás emergen- 
cias de autos no le permiten alcanzar la categoriza- 
ción y el estatus penal que el denunciante procura 
imponerle”. 


¿Qué está diciendo la señora Fiscal? "Señores del 
Banco Central:" -que no son entidades abstractas; 
tienen nombre y apellido, y yo he dicho algunos- 
"ustedes me vienen a denunciar ahora como presun- 
tos delitos cosas que ustedes recomendaron, cosas 
que ustedes aprobaron, cosas que ustedes consintie- 
ron. ¿Cómo pueden ustedes venir a decirme ahora 
que esto es un delito?". Eso es lo que les dijo la se- 
ñora Fiscal, y por eso mandó decir: "No hay ningún 
lugar a ninguna formación de nada aquí. Esto va al 
archivo". 


Yo, que tengo muchos años de abogado -muchos 
más de los que quisiera, tal vez-, no recuerdo en mi 
vida profesional una vista fiscal tan exculpatoria como 
esta; no la recuerdo. Porque lo que les está diciendo 
es terrible. Al denunciante, poco menos que le está 
diciendo: "Si ustedes consideran que esto es delito, 
entonces, habría que investigarlos a ustedes, porque 
las órdenes son de ustedes. Así que esto no tiene ló- 
gica alguna". 


Decíamos que esta gente fue designada para la 
investigación administrativa, y acá es bueno saber cu- 
ál es el concepto de investigación administrativa: es 
algo parecido al presumario penal y se determina si 
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puede haber lugar a una investigación posterior, que 
se llama sumario, que ya es una etapa en la que se 
presentan pruebas y todo lo demás. Por lo tanto, una 
investigación administrativa tiene que culminar esta- 
bleciendo si hay lugar o no al sumario, diciendo, por 
ejemplo: "Habría ciertas conductas que habría que in- 
vestigar; tenemos que avanzar en esto". En lo que de 
ninguna manera puede concluir una investigación 
administrativa -porque escapa totalmente a su con- 
cepto- es en establecer, por ejemplo: "Acá, los culpa- 
bles son estos y pasó tal cosa". 


Entonces, ¿cómo es esto? En la investigación 
administrativa se califica como gerente al economista 
Porto, cosa que es muy grave, porque si Porto es ge- 
rente puede ser alcanzado por las normas de contra- 
lor del Banco Central del Uruguay; en cambio, si no es 
gerente sino un asesor, no es alcanzado por dichas 
normas. Pero eso, en todo caso, es una cuestión a in- 
vestigar. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Ha finalizado 
el tiempo de que disponía el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- ¿No dispongo de media hora? 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- No, señor Di- 
putado; solo disponía de quince minutos porque el 
informe no fue repartido. 


SEÑOR GALLO CANTERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GALLO CANTERA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: como decía, se 
lo califica como gerente y como responsable de gra- 
ves irregularidades. Ya he expresado la importancia 
de que fuera o no gerente. 


El Banco Central del Uruguay, por resolución del 
21 de octubre de 2004, luego de agotado el sumario, 
resuelve: "Inhabilitar por el término de 5 años al Ec. 
Luis Porto para cumplir funciones y/o desempeñar los 
cargos de representante, director, gerente [...]", et- 
cétera. Esta es la sanción, que luego va a ser objeto 
del recurso de reposición. 


De acuerdo con lo que he venido exponiendo, la 
cooperativa CAYCU estaba intervenida por el Banco 
Central del Uruguay, que monitoreaba su acción, al 
punto de proponer o consentir todas las decisiones 
que se tomaran hasta la crisis final, cuestión esta 
claramente advertida por la señora representante del 
Ministerio Público y Fiscal al señalar, a fojas 66 y 67: 
"[...] que según denuncia el Banco Central del Uru- 
guay al Juzgado Penal 'Se habría comprobado que 
desde el año 1990 a la fecha, la Cooperativa habría 
incurrido en la aplicación de prácticas contables vio- 
latorias de las normas bancocentralistas'". Esta es la 
denuncia que hicieron. Y continúa: "Pero del análisis 
de las actuaciones surge que, como dice la señora 
Fiscal, 'las conductas ahora denunciadas como delicti- 
vas fueron desde siempre conocidas y consentidas por 
quienes tenían a su cargo la Superintendencia consul- 
tiva y correctiva de las mismas (...)"". Es como si el 
Banco Central del Uruguay, en vez de denunciarse a sí 
mismo, hubiese optado por elegir a un cabeza de tur- 
co a quien adjudicarle todas las responsabilidades. 


Contra esto se interpone recurso de revocación, 
pero hay otras cosas que pasaron en el expediente 
que son muy graves también, como la resolución san- 
cionatoria del 21 de octubre de 2004. Pero mucho 
antes de eso, ya "Búsqueda" informaba que el eco- 
nomista Porto iba a ser sancionado, cuestión que el 4 
y el 6 de diciembre de 2003 recogieron "El País" y 
"Crónicas". Hubo filtración a la prensa de una docu- 
mentación reservada que manejaban muy pocos fun- 
cionarios. Me pregunto hasta qué punto alguien pue- 
de seguir cuando sucede una cuestión de esta natu- 
raleza, pero ese es un tema a discutir. Lo importante 
y lo objetivo es que hubo filtración a la prensa. La fil- 
tración se produjo antes de que se terminara la in- 
vestigación administrativa, cuando ni siquiera se había 
dado traslado al economista Porto de la información. 
O sea que alguien llamó a la prensa para decir: "A 
este señor lo vamos a sancionar", cuando nadie le 
había advertido siquiera qué era lo que estaba ahí 
dentro; ni siquiera le habían dado traslado para que 
dijera su verdad. 


Frente a esta situación, hubo una recusación a 
los funcionarios que podían estar al tanto de esta si- 
tuación, que no eran muchos, muy poquitos. En la re- 
cusación el economista Luis Porto expresó: "[...] por 
exclusiva virtud de la segunda filtración a la prensa de 
aspectos de procedimiento que debían ser reservados, 
el señor Juan José Ramos se comunicó conmigo (...) y 
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me señaló que el sr. Barrán, desde hace más de un 
año, viene difundiendo mi calidad de infractor o de 
autor de irregularidades en CAYCU". Esto figura a fo- 
jas 345 del expediente 2002/2260 del Banco Central 
del Uruguay. A fojas 46 del mencionado expediente, 
en su declaración testimonial Juan José Ramos con- 
firma esta versión; así lo hace, también, la testigo 
Laura Yañes. 


Vale decir que hay dos testigos que están en los 
autos en toda la instrucción, que dicen: "Es cierto; 
estaban diciendo que a este hombre lo iban a matar". 
Eso está declarado, figura en las actas y en los pro- 
pios documentos que recibimos. 


En síntesis: con respecto a quienes hicieron la in- 
vestigación administrativa, quienes recomendaron el 
sumario y quienes recomiendan las sanciones, caben 
tremendas irregularidades. Primero: fundados motivos 
de sospecha en cuanto a la ecuanimidad e imparciali- 
dad de funcionarios del Banco Central actuantes. Se- 
gundo: filtraciones a la prensa, además, ¡qué casuali- 
dad! en momentos en que el economista Porto había 
salido a la prensa a ser muy crítico con la actuación 
del Banco Central durante la crisis. Tercero: los inves- 
tigadores eran quienes habían dado las órdenes o ha- 
bían consentido las decisiones de los investigadores. 
Quiere decir que eran parte del problema; los investi- 
gadores también eran responsables y le metieron toda 
la responsabilidad a otro. 


Por eso, recuerdo al inmortal Hamlet, cuando en 
su Acto |, escena IV, el personaje Marcelo dice: "Algo 
huele a podrido en Dinamarca". Esta frase de Marcelo, 
de Hamlet, fue luego adaptada por un gran director 
teatral uruguayo. 


(Suena timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede conti- 
nuar el señor Diputado Gallo Cantera. 


SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite otra interrupción? 
SEÑOR GALLO CANTERA.- Sí, señor Diputado 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Alberto Restuccia adoptó esta 
frase de Shakespeare para decir, a fines de la década 
de los sesenta -miren qué preclaro-: "Algo huele a 
podrido en este país". Dejo a los señores Diputados y 
señoras Diputadas establecer dónde más huele a po- 
drido. 


El recurso de revocación fue interpuesto por el 
economista Porto a fojas 417 y siguientes contra la 
decisión sancionatoria del Banco Central. También se 
había presentado una recusación contra los funciona- 
rios actuantes. 


El Informe del Gerente de la Asesoría Jurídico 
Notarial del Banco Central, doctor Heber Bagnoli 
D'Imperio, a fojas 500 y 501, en la parte que nos in- 
teresa dice: "Nos encontramos en otra etapa del pro- 
cedimiento," -ya había habido una sanción, hay un re- 
curso de revocación interpuesto, y se ha dicho que los 
que han actuado no pueden hacerlo más- "que supo- 
ne un análisis de nuevas probanzas, y que en función 
de las mismas podrá revisarse o no todas las actua- 
ciones. En función de lo expresado, frente a este nue- 
vo planteo del Ec. Porto de recusación de funcionarios 
del Instituto, el suscrito estima que puede resultar 
aconsejable, a fin de dotar de las máximas garantías 
al procedimiento, que el Directorio de la Institución, 
basado en los Principios Generales de Derecho Admi- 
nistrativo (...) disponga que tanto las nuevas proban- 
zas como el procedimiento recursivo instaurado, sean 
analizados e informados por nuevos técnicos (Aboga- 
dos y Contador o Economista) que designe al efecto, 
pertenecientes o no al Banco". 


La única discrepancia que tengo con este informe 
es que, en realidad, no resultaba aconsejable sino im- 
prescindible, porque como surgía claramente de lo di- 
cho por el asesor Durán Martínez, del Banco Central, 
no era ajustado a derecho que estos señores intervi- 
nieran en esta etapa del proceso. Entonces, no es que 
fuera aconsejable; era imprescindible. 


El Banco Central se expide a fojas 502 y, dado 
que se está consustanciando el recurso de revocación, 
establece que: "(...) se entiende conveniente (...) no 
intervengan los funcionarios que actuaron durante la 
primera etapa del procedimiento sumarial". Entonces, 
en mérito a eso, el 12 de octubre de 2005 el Banco 
Central del Uruguay resolvió que el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas propusiera a los profesionales que 
estimara convenientes para realizar los análisis e in- 
formes jurídicos y contables que correspondiera. 


El 24 de octubre de 2005 el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas propone al doctor J avier Gomensoro y 
al contador Ernesto D'Argenio, quienes son designa- 
dos por el Directorio del Banco Central del Uruguay el 
26 de octubre. 
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Aquí llegamos al meollo del problema: ¿cuáles 
son las razones que llevaron al Banco Central a tomar 
esta resolución? En primer lugar, en ese momento ya 
había cambiado el Gobierno y dos de los tres inte- 
grantes del Directorio del Banco Central eran el eco- 
nomista Walter Cancela y el economista César Faila- 
che. Ambos dicen que no van a participar en la deci- 
sión. Cuando se les pregunta por qué, uno no tiene 
más remedio que llegar a la conclusión de que no 
participaron en la decisión porque son hombres ho- 
nestos y absolutamente apegados a la ética. Por eso 
no participan; porque no les gustan las roscas, señor 
Presidente. 


Cuando en la sesión de la Comisión Investigadora 
del 6 de setiembre de 2007 se les preguntó por qué 
se habían excusado, el economista Cancela dijo: 
"Efectivamente, conozco al economista Porto desde 
hace más de veinte años. Trabajamos juntos en varias 
oportunidades en diferentes cuestiones y, previo a mi 
ingreso como Presidente del Banco Central, trabajaba 
con él en el Instituto de Economía de la Facultad de 
Ciencias Económicas [...]". "Desde el año 2001 -y en 
el 2002, que fue la crisis del sistema financiero-, hasta 
mi ingreso al cargo de Presidente del Banco Central 
del Uruguay tuve una relación muy estrecha con Por- 
to, en el sentido de que participamos prácticamente 
en forma diaria en la consideración de la situación fi- 
nanciera del país, en el análisis de las posibles alter- 
nativas y en las negociaciones que se producían entre 
el sindicato, el Gobierno de la época y los distintos 
actores involucrados [...]". "Todo ese proceso de ins- 
trucción administrativa -sumario, publicación en la 
prensa del sumario, etcétera, y resolución de sanción 
al economista Porto-, lo conocía desde el primer mo- 
mento en la versión Porto. Entonces, a mí me resulta- 
ba absolutamente incómodo resolver sobre un recurso 
contra una resolución cuyo proceso fui viendo contado 
por el imputado y recurrente, con el cual, además, 
tengo una amistad de muchos años". "[...] poca tran- 
quilidad de espíritu podía tener yo al resolver sobre un 
recurso en el que venía, objetiva o subjetivamente, 
prejuzgando". 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede conti- 
nuar el señor Diputado Gallo Cantera, a quien le res- 
tan cuatro minutos. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Me permite una nueva interrup- 
ción? 


SEÑOR GALLO CANTERA.- Sí, señor Diputado 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- Quiere decir que el economista 
Cancela nos dice: "Yo ya conocía esta situación en la 
versión que me había dado Porto. Durante mucho 
tiempo estuvimos hablando de esto. En consecuencia, 
yo no puedo actuar; no tengo tranquilidad de espíritu 
para decidir". Es lo que dice alguien que está en total 
acuerdo con la ética. 


El economista César Failache, que también se 
excusó, expresó: "Con Porto fuimos compañeros de 
Facultad; estuvimos estudiando juntos un año en el 
exterior y soy amigo de su familia, o sea que hay un 
vínculo de afecto hacia él y a su entorno, lo que me 
condujo a adoptar la posición de no participar, preci- 
samente para dar más transparencia a todo el proce- 
so [...]". 


El 7 de agosto, el Presidente de la República, 
actuando en Consejo de Ministros, resuelve integrar al 
Banco Central al Vicepresidente del Directorio de la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones, doc- 
tor Edgardo Carvalho Silveira, y al Director de la Ad- 
ministración Nacional de Usinas y Transmisiones 
Eléctricas, señor Gerardo Rey. 


Entonces, lo primero que se preguntó en Comi- 
sión fue por qué se eligió a estos señores y no a algún 
Director del Banco de la República o del Banco de Se- 
guros. Según figura en la versión taquigráfica de la 
sesión de la Comisión Investigadora del 6 de setiem- 
bre de 2007, el Presidente del Banco Central contestó 
-figura en la página 22-: "Una vez se me consultó 
para integrar otro Directorio de una institución finan- 
ciera del Estado -si no recuerdo mal, el Banco de la 
República- que necesitaba operar con cinco Directores 
en aquel momento; se me consultó si el señor Vice- 
presidente del Banco Central podía integrarlo. Mi res- 
puesta fue que ni el señor Vicepresidente, ni yo po- 
díamos integrar el Directorio del Banco de la Repúbli- 
ca, como tampoco ningún integrante del Banco de la 
República, del Banco Hipotecario o del Banco de Se- 
guros pueden integrar el del Banco Central, en tanto 
este es regulador del sistema financiero y esas institu- 
ciones están bajo su regulación, regulación por la cual 
el Banco Central tiene hasta potestades sancionato- 
rias". 
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Es decir que no existía la posibilidad de nombrar 
a un Director de alguna otra entidad bancaria. Había 
que nombrar a alguien que no fuera controlado por el 
Banco Central para que fallara respecto a algo sobre 
ese Banco. 


Finalmente, el doctor Javier Gomensoro y el 
contador Ernesto D'Argenio elevan su informe. En ese 
informe, el doctor Javier Gomensoro dice algo que es 
muy claro y que debimos haber tenido en cuenta mu- 
cho antes, pero el afán persecutorio llevó a esto. Dice 
que el economista Porto no podía ser alcanzado por la 
potestad sancionatoria del Banco Central por la senci- 
lla razón de que era un asesor y no un empleado del 
Banco y, en consecuencia, no estaba sujeto a esa 
potestad sancionatoria. Él asesoraba de afuera, se re- 
unía, pero no cobraba aguinaldo, licencia ni nada de 
eso. 


También dice: "Luis Porto actuó en carácter de 
Director de una consultora que integraba conjunta- 
mente con otros profesionales y que ofreció sus servi- 
cios externos a CAYCU, los facturó a través de la em- 
presa y realizó el trabajo para el que fue contratado, 
con la actuación de los jerarcas y subordinados de la 
cooperativa actuando en todo momento y con la in- 
tervención y supervisión permanente de la Superin- 
tendencia de Instituciones Financieras del Banco 
Central". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Ha finalizado 
el tiempo de que disponía el señor Diputado Gallo 
Cantera. 


SEÑORA MOREI RA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra la señora Diputada. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente... 
SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑORA MOREI RA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: continúo. 


Concluye el doctor Javier Gomensoro: "Se trata 
de la contratación de profesionales a través de una 
consultora con funciones de muchísima relevancia 
[...], pero sin abdicar de las atribuciones de resolución 
del Consejo Directivo y sin incorporación a los cuadros 
funcionales [...] con la permanencia además del per- 


sonal gerencial propio de la cooperativa". No sustituyó 
a ningún jerarca; era asesor. "Vale decir, el Ec. Luis 
Porto era un asesor externo de CAYCU, no un inte- 
grante de sus cuadros funcionales y, en consecuencia, 
el BCU no tenía potestad sancionatoria ninguna sobre 
su persona". 


Al respecto, quiero detenerme en lo siguiente. 
"1?.- El Ec. Luis Porto no tenía firma autorizada para 
representar a la empresa.- 2”.- El Ec. Luis Porto no 
autorizaba créditos, sino que estos eran autorizados 
por un Comité especial o, en algunos casos, por per- 
sonal de menor jerarquía funcional.- 3*.- El Ec. Luis 
Porto no cobraba salarios, ni aguinaldos, ni salario va- 
cacional ni ninguna remuneración de naturaleza la- 
boral. 4” Lo que se pagaba a la 'Consultora 3E' -de la 
que formaba parte Porto- eran honorarios, todo bajo 
el control y asentimiento del Banco Central del Uru- 
guay (incluido el Cdor. José Sánchez). Sostener en 
este punto otra cosa sería tanto como afirmar [...]". 


(Murmullos) 


——Me gustaría saber la razón de las carcajadas. Se- 
ría bueno que nos contaran a todos, como decían las 
maestras, y así no me distraigo. 


Continúo: "Sostener en este punto otra cosa se- 
ría tanto como afirmar que ante las narices del Banco 
Central del Uruguay (o sus funcionarios actuantes) 
una relación laboral se disfrazaba de contrato de 
arrendamiento de servicio. No es concebible tamaño 
travestismo jurídico”. 


Efectivamente, no era concebible tamaño traves- 
tismo jurídico si el Banco Central quería pasar en 
aquella época como una institución seria. Porque si se 
dice que el economista Porto era un empleado de 
CAYCU, se está diciendo: "Nos comimos un señor que, 
en realidad, era empleado, pero como no cobraba 
aguinaldo, salario vacacional ni horas extra, pensamos 
que era otra cosa". 


En general, por muy mal manejadas que estén, 
las instituciones no hacen estos disparates. Entonces 
voy a creer, en bien del Banco Central del Uruguay de 
la época, que ellos no se comieron esta pastilla, como 
le gusta decir a Yanuzzi. "Porque si no estuviéramos 
ante un contrato de arrendamiento de servicios sino 
laboral, entonces los funcionarios bancocentralistas 
actuantes habrían cometido o un error inexcusable al 
confundir la naturaleza jurídica de los contratos, o 
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estarían en una relación inaceptable de complicidad 
con la situación". 


En síntesis, CAYCU estaba intervenida. Hay un 
señor que no cobra aguinaldo, no cobra extra ni sala- 
rio vacacional. Entonces, sus conocimientos son tan 
escasos que no puede estar ahí o, realmente, la de- 
jaron pasar. Esto no fue objeto de la investigación, 
pero aquí queda porque es muy claro. En definitiva, el 
economista Luis Porto actuó en carácter de Director 
de una consultora, y de ninguna manera era emplea- 
do de CAYCU., 


El Banco Central del Uruguay entendió además 
que, independientemente de esta situación, la con- 
ducta del economista Luis Porto no era determinante 
del destino final de CAYCU. Por lo tanto, no fue de- 
terminante en la quiebra de la empresa. 


Así, a fojas 557 se expresa que "ni la actuación 
de la 'Consultora 3E' a la que pertenecía el Econo- 
mista Porto, ni la compra de la base de datos [...] 
constituyen irregularidades cuya gravedad deba ser 
sancionada". 


Es especialmente notable observar cómo los ra- 
zonamientos del Directorio del Banco Central del Uru- 
guay para llegar a estas conclusiones son los mismos 
que hace la señora Fiscal ante el Juzgado Penal para 
decir que el economista Porto no puede ser objeto de 
ninguna sanción penal porque no se ha cometido de- 
lito alguno. 


En conclusión, esta mayoría del Frente Amplio 
que integró la Comisión entregó el informe que he te- 
nido que expresar oralmente por razones reglamenta- 
rias que, reitero, no entiendo muy bien. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Ha finalizado 
su tiempo. 


Puede continuar la señora Diputada Moreira. 
SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite otra interrupción? 
SEÑORA MOREI RA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: como decía- 
mos, aquí hay un informe en mayoría integrado 
oportunamente luego de un exhaustivo análisis de la 
profusa documentación proporcionada a la Comisión 
Investigadora. 


Entendemos que las resoluciones tomadas por el 
Banco Central del Uruguay están "en concordancia 
con el orden jurídico y los imperativos éticos existen- 
tes". "Las razones de su decisión se fundaron en: a) 
Falta de legitimación activa del Banco Central para 
imponer sanciones a una persona considerada asesor 
y no empleado de CAYCU.- b) Independientemente de 
lo expresado, los reproches que los funcionarios su- 
mariantes efectuaron sobre la conducta del Ec. Luis 
Porto no tuvieron papel decisivo en la quiebra de la 
empresa. Se trata de una conclusión absolutamente 
coincidente con las conclusiones a que se arribó en 
Sede Penal. Asimismo, han quedado suficientemente 
explicadas las razones que llevaron al Presidente y Vi- 
cepresidente del Banco Central del Uruguay a excu- 
sarse de actuar en el Recurso de Revocación inter- 
puesto". 


Acá se aplicó estrictamente la ley: cuando dos 
personas se excusan por razones valederas de fallar 
en un asunto determinado, se nombra a otros. Eso hi- 
zo el Presidente de la República, actuando en Consejo 
de Ministros y, por dos votos a uno, se aprobó esta 
resolución. En consecuencia, esto fue ajustado a de- 
recho y de conformidad con el orden jurídico vigente. 


En conclusión, la Cámara no puede hacer otra 
cosa que dar por suficientemente explicado esto y 
aprobar lo actuado por el Banco Central en la emer- 
gencia que hemos investigado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede conti- 
nuar la señora Diputada Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- He finalizado, señor Presiden- 
te. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Señor Presidente: es un 
tema complejo el que vamos a tratar hoy. El señor 
Diputado Orrico, actuando como miembro informante 
por la mayoría, ha realizado un informe muy estudia- 
do y serio, y en su calidad de legislador pero también 
de muy buen abogado, ha buscado los elementos fa- 
vorables para sacar adelante su posición en esta in- 
vestigación. 


En algunas cosas coincidimos. Hay algunos te- 
mas fundamentales en todo este expediente. Uno de 
ellos consiste en saber si el Banco Central tenía po- 
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testad sancionatoria al economista Porto, si el econo- 
mista Porto era asesor o se manejaba como gerente 
de CAYCU y si su actuación en CAYCU fue determi- 
nante en la situación que -al igual que la de cuatro 
bancos que cerraron- preocupó enormemente a la 
gente vinculada con esa cooperativa. Me parece que 
esos son los temas centrales. 


El otro tema sobre el que expondremos tiene que 
ver con la forma en que se manejó esto; cómo ma- 
nejó el Ministerio de Economía y Finanzas la situación 
del economista Porto; con quién la manejó; quiénes 
fueron llamados a sustituir a los Directores que se 
acusaron; cómo votó el único Director del Banco Cen- 
tral que no se excusó y dónde está, desde el día pos- 
terior a la resolución del Banco Central, el economista 
Porto. Aquí han sucedido hechos que no ocurren ha- 
bitualmente en la actividad política. Desde nuestro 
punto de vista, las instituciones han servido a un fin y 
eso también constituye un profundo error. 


Voy a hacer breves referencias a algunas actua- 
ciones de este expediente que contienen una cantidad 
importante de fojas. En primer lugar, me referiré a las 
opiniones del doctor Fernando Barrán, quien fuera 
Superintendente de Instituciones de Intermediación 
Financiera desde mayo de 2002 hasta octubre de 
2007 e hiciera declaraciones, obviamente como figura 
principalísima de la Comisión Investigadora. La inves- 
tigación administrativa y los sumarios realizados a to- 
do el personal superior de CAYCU fueron consecuen- 
cia de las irregularidades constatadas en la gestión de 
la cooperativa y se vinculan a la situación de insolven- 
cia que determinó su quiebra y liquidación. Hubo pro- 
cedimientos sujetos a derecho, con todas las garan- 
tías que corresponden a los sumariados, entre ellos, al 
economista Luis Porto, que fueron analizados por per- 
sonal técnico profesional de la Superintendencia de 
Instituciones de Intermediación Financiera y de la 
Asesoría Jurídica del Banco Central del Uruguay, me- 
diante procedimientos objetivos, ajustados a la nor- 
mativa y fundados en la legislación prudencial que 
protege al sistema financiero y al ahorro público de 
gestiones irregulares y prevé un elenco de sanciones 
a los responsables de ellas. Fueron culminados con 
sendas resoluciones del Directorio del Banco Central, 
por unanimidad de sus integrantes, y de acuerdo con 
los proyectos que le fueran elevados por los servicios 
técnicos mencionados acorde a derecho. Es decir, las 
sanciones -varias-, entre ellas al economista Luis 
Porto, fueron realizadas después de un análisis pro- 


fundo con informe de los servicios del Banco Central 
del Uruguay, que fueron seguidos en todos sus térmi- 
nos por todos los Directores de dicho Banco. De todas 
las sanciones que hubo en esta situación, el único ca- 
so de revocación fue el del economista Luis Porto. 
¿Qué nos llama la atención en toda esta actuación, 
que fue muy compleja, que empezó el Banco Central, 
que pasó al Ministerio de Economía y Finanzas, que 
fue resuelta por Directores que no eran del Banco 
Central, ni siquiera por Directores elegidos en algunos 
de los otros bancos oficiales? Fue resuelta favorable- 
mente por dos Directores elegidos por el Poder Ejecu- 
tivo de toda la gama de Directores que hay en las 
empresas públicas, ninguno de los cuales estaba vin- 
culado a la actividad bancaria. Podría haber sido un 
Director del Banco de Seguros del Estado, del Banco 
de la República, Directores de cualquier otro lugar 
donde hubiera actividad bancaria. Pero no; fueron 
Directores elegidos de otros entes públicos. 


Se aceptó por el Banco Central una prueba peri- 
cial solicitada por el economista Luis Porto en su su- 
mario, cuyo propósito era demostrar su gestión ge- 
rencial en CAYCU, y especialmente su probada parti- 
cipación en la compra de una base de datos para 
CAYCU, que es otro aspecto de extraordinaria profun- 
didad. CAYCU compra una base de datos, paga 
US$ 190.000 por ella y después termina siendo de 
dudoso resultado positivo. ¿Y quién era el dueño de la 
base de datos que compra CAYCU, aconsejado por el 
economista Porto? Era, por lo menos en una propor- 
ción, el economista Porto. Ante la pregunta de si su 
actuación constituía causa directa de la quiebra de la 
cooperativa, el Ministerio de Economía y Finanzas, en 
contra de lo que sostuvieron, sin diferencias, por una- 
nimidad, los servicios técnicos del Banco Central del 
Uruguay, dice que el economista Luis Porto no se de- 
sempeñaba a cargo de la Gerencia de CAYCU y que 
por tal motivo se debía revocar la sanción de suspen- 
sión por cinco años aplicada a él. Es decir, el Banco 
Central del Uruguay, que era el organismo que objeti- 
vamente debía juzgar estas situaciones, dijo que el 
economista Luis Porto era el Gerente de CAYCU. Fun- 
cionaba y trabajaba de hecho como Gerente de CAY- 
CU. Salen las actuaciones del Banco Central, pasan al 
Ministerio de Economía y Finanzas, que dice lo que 
recién nos señalaba el miembro informante en mayo- 
ría: que en realidad no desempeñaba ese cargo. Esta 
calificación fue efectuada por un técnico externo, 
¿contratado por quién? ¿Por el Banco Central del Uru- 
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guay, que es el que tiene facultades para ello? No, 
señor Presidente: contratado por el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas. Es el Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas que contrata al técnico que dice que en reali- 
dad el economista Porto no era Gerente General de 
CAYCU, sino que era un asesor externo. ¿Cómo ocu- 
rrió eso? Eso fue la consecuencia de que el Directorio 
del Banco Central del Uruguay, sin entender por qué, 
remitió el mentado sumario, con las sanciones ya re- 
sueltas, al Ministerio de Economía y Finanzas por es- 
timar que el economista Luis Porto recusaba todos los 
servicios técnicos y profesionales del Banco Central 
del Uruguay. Es decir, el economista Porto dice que 
no le sirve que lo juzgue el Banco Central del Uruguay 
y prefiere que lo haga alguien más. El Banco Central 
manifiesta que lo juzgue el Ministerio de Economía y 
Finanzas y este contrata a un asesor externo que dice 
que en realidad Porto no era Gerente. 


Señor Presidente: si usted tiene algún amigo de 
CAYCU o alguien tiene un amigo vinculado a la banca, 
pregunten qué hacía Porto en CAYCU. No va a haber 
uno que no le diga que no era el Gerente General de 
CAYCU. Desde mi punto de vista, el tema es absolu- 
tamente claro. 


(Interrupción del señor Representante Orrico.- 
Campana de orden) 


——Solicito al Señor Presidente que me ampare en el 
uso de la palabra. 


El señor Diputado Orrico va a tener oportunidad 
de hacer gala de su visión jurídica del mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Señor Dipu- 
tado: está amparado en el uso de la palabra. 


Puede continuar. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- El Presidente del Banco 
Central, el contador Cancela, y el Vicepresidente, eco- 
nomista Failache, se abstuvieron de votar la resolu- 
ción de reconsiderar el sumario del economista Luis 
Porto por las razones que explicó el señor Diputado 
Orrico. No procedió de igual modo el abogado infor- 
mante en el Ministerio de Economía y Finanzas, doctor 
Gomensoro, quien no resultó recusado, obviamente, 
por el sumariado Luis Porto, como sí recusó al resto 
de las personas. Es interesante decir que el doctor 
Gomensoro, que fue el nuevo informante en el suma- 
rio del economista Luis Porto -informe que leyó cla- 
ramente el Diputado Orrico- ingresó al Ministerio de 


Economía y Finanzas, ¿sabe cuándo, señor Presiden- 
te? En el año 2005. ¿Y sabe en qué calidad? En cali- 
dad de asesor del Ministro Astori. La objetividad del 
tema está clara: quien dice si Porto tenía o no culpa, 
si era o no Gerente, es una persona que ingresó al 
Ministerio de Economía y Finanzas contratada por el 
Ministro Astori como su asesor. ¿Es natural esto? ¿Es 
normal esto? ¿Es imparcial esto? Eso es lo que, ob- 
viamente, va a tener que resolver la Cámara en el día 
de hoy. 


A muy pocas horas de haber sido revocada la 
sanción del economista Porto por el nuevo Directorio 
del Banco Central, con dos Directores elegidos -repito: 
elegidos- del resto de los Directorios de entes autó- 
nomos que votaron a favor y con un Director del Ban- 
co Central que votó en contra del levantamiento de la 
sanción -esta sí no es unánime; es decir, el Director 
del Banco Central votó en contra y los dos Directores 
traídos de afuera más el abogado externo que ingresó 
al Ministerio durante el mandato del Ministro Astori 
dan razón al economista Porto-, el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas lo designa para ocupar un alto car- 
go de jerarquía y responsabilidad en el propio Minis- 
terio. Más allá del motivo formal aducido por los Di- 
rectores revocantes y exculpantes del economista Luis 
Porto en la resolución de referencia, desde nuestro 
punto de vista, en las sendas actuaciones de investi- 
gación sumarial efectuadas por los servicios técnicos 
del Banco Central ha quedado demostrado que la 
conducta profesional y personal del economista Luis 
Porto en sus responsabilidades al frente de CAYCU no 
se corresponden con la delicada e importante función 
que le cometiera el Ministro Astori, ni más ni menos 
que en materia de inversiones para nuestra República. 


Señor Presidente: veo que el tiempo se me está 
terminando. El debate sigue. Creo que hay elementos 
que demuestran que aquí hubo una clara maniobra de 
favoritismo  político-partidario que, desde nuestro 
punto de vista, desmerece el Estado de derecho y que 
es absolutamente negativa para el país. El manejo de 
la situación fue el siguiente: se saca a una persona 
que fue sancionada por el Banco Central de la órbita 
de este organismo; un abogado contratado por el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas para asesorar al Mi- 
nistro Astori da la razón al economista Porto; vuelve al 
Banco Central del Uruguay con un Directorio desinte- 
grado; se designan dos Directores elegidos del resto 
de la Administración Pública y ninguno con experien- 
cia bancaria ni Director de bancos oficiales; se vota en 
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contra del único Director del Banco Central; se revoca 
la sanción, y poquitas horas después se designa al 
economista Porto al frente de una oficina del Ministe- 
rio de Economía y Finanzas en la que se tratan las in- 
versiones del país. 


Esto es, por ahora, cuanto quería decir. 


SEÑOR ORRICO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: es cierto que 
Álvaro Correa, Director del Banco Central, no votó a 
favor del recurso de revocación. Pero eso es media 
verdad. Como sabe bien el señor Diputado Amorín 
Batlle -de quien aprecio mucho su calidad de buen 
abogado-, a veces hay que citar toda la verdad por- 
que, de lo contrario, es media mentira. Voy a citar un 
texto que figura en la página 34 de la versión taqui- 
gráfica de la sesión del día 6 de setiembre. Allí se dijo 
exactamente: "la proporcionalidad de las faltas come- 
tidas -a mi entender- con respecto a la sanción era en 
parte desmesurada" -él entendía que por lo menos la 
sanción era desmesurada- "y, por lo tanto, yo propuse 
en esa sesión que se diera por cumplida la falta". Vale 
decir que aun el que votó en contra modificaba la re- 
solución original, que era suspenderlo por cinco años. 
Entonces, si esta hubiera sido la votación de los tres o 
de dos de ellos, ya habría quedado habilitado para 
actuar. 


Además, si esto es como dice el señor Diputado 
Amorín Batlle, insisto en que se comieron un contrato 
de trabajo, lo que es muy grave, y asesoraron muy 
mal. Tal como se establece claramente en el expe- 
diente penal, que ningún señor miembro de la Comi- 
sión fue a ver -está ahí; yo lo pedí-, el Banco Central 
permanentemente dijo qué era lo que había que ha- 
cer y aprobó las medidas que se tomaban. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Señores Di- 
putados: la Mesa aclara que no se deberían atribuir 
intenciones a las palabras de los legisladores. Por lo 
tanto, se revisará la versión taquigráfica. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Señor Presidente: como 
la Cámara me conoce, no estoy acostumbrado a que 
se me diga que digo medias mentiras, dado que so- 
mos pocos y nos conocemos; yo acostumbro a decir 
lo que creo que es cierto, mi verdad, que no pretendo 
que sea la verdad absoluta. Reitero que el único Di- 
rector del Banco Central que estuvo involucrado votó 
en contra de la reconsideración del tema, más allá de 
las salvedades que hizo en la Comisión. 


Por otra parte, quiero dejar claro lo siguiente. 
Los contratos pueden decir muchas cosas, pero el te- 
ma es ver la realidad. Los contratos pueden decir que 
soy jardinero, pero si actúo como Gerente General, 
soy Gerente General. Si contrato empresas aunque 
sean mías, para ganar más dinero; si actúo y tengo 
todas las funciones de Gerente General, aunque el 
contrato establezca que no lo soy y se me pague por 
mes, aunque no perciba aguinaldo ni salario vacacio- 
nal, soy Gerente General. Es decir, el contrato no es 
la realidad del mundo. La realidad es la realidad. Eso 
fue lo que se estudió cuando se dijo que el señor 
Porto era en los hechos el Gerente General de CAYCU. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra la señora Diputada Charlone. 


SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: breve- 
mente voy a hacer uso de la palabra porque hago mías 
las expresiones del compañero Orrico. 


Realmente, este fue un tema tratado in extenso 
en la Comisión Investigadora; se estudiaron toneladas 
de expedientes y no me queda ninguna duda en 
cuanto a que el economista Luis Porto no contó con 
las garantías del debido proceso durante el procedi- 
miento que se siguió en el Banco Central. Prueba de 
ello fueron las filtraciones que se hicieron en la prensa 
mucho tiempo antes de que se tomaran las resolucio- 
nes del Banco Central acerca del tipo de sanción que 
se le iba a imponer al economista Luis Porto. 


Tampoco me queda ninguna duda 
-contrariamente a lo que se dijo en Sala- de que el 
economista Luis Porto no era un funcionario de CAY- 
CU y no estaba sujeto a los controles del Banco Cen- 
tral. No tenía firma autorizada; no tenía personal a su 
cargo; naturalmente, sí tenía la autoridad informal 
que suele tener un auditor, que es muy distinto a ser 
un Gerente, a tener autoridad formal o un contrato de 
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trabajo. Pero no voy a abundar en estas cuestiones. 
Simplemente, quiero hacer una reflexión política. 


Se nos dijo que la Cámara, seguramente, en el 
día de hoy se va a expedir sobre este tema. Sí, señor 
Presidente, la Cámara se va a expedir sobre este te- 
ma porque es de nuestro interés hacerlo. Estamos 
considerando un informe elevado al plenario por una 
Comisión Investigadora solicitada por la oposición, 
que insumió meses y meses de trabajo. Si en este 
momento la bancada de Gobierno se retirara de Sala, 
esta sesión quedaría sin quórum; y no es la primera 
vez que pasa. Si en este momento nos vamos de Sala, 
no hay veinticinco señores legisladores de la oposición 
sosteniendo el informe al plenario de una Comisión 
Investigadora que ellos solicitaron. Quería señalar 
esto porque no me parece serio, como tampoco me 
parece serio -y no recuerdo antecedentes en la mate- 
ria- que una Comisión Investigadora funcione durante 
meses y los señores Representantes de los partidos 
que la solicitaron no presenten un informe. El señor 
Diputado Orrico no contó con el tiempo que habría si- 
do reglamentario para realizar su exposición porque 
no se había entregado el informe en minoría, cuando 
él había entregado su informe en octubre de 2007. No 
se podía tratar el tema porque estábamos esperando 
el informe en minoría, pero este no llegó y no hubo 
repartidos. 


Quiero hacer una reflexión. Me parece que a la 
oposición siempre hay que darle todas las garantías, 
pero esta debe ser responsable. No es esta la primera 
vez que, en una sesión solicitada por la oposición, la 
bancada de Gobierno sostiene el quórum para que 
obtenga las informaciones y pueda hacer sus exposi- 
ciones. Esto pasó en la interpelación que se realizó a 
los señores Ministros de Economía y Finanzas y de 
Trabajo y Seguridad Social. En reiteradas oportunida- 
des no hubo veinticinco señores Diputados de la opo- 
sición para mantener el quórum, y nosotros estuvimos 
balanceando políticamente si nos quedábamos o nos 
íbamos. Esto no es serio. No parece serio llamar a 
Sala a un Ministro y después no estar presente para 
escuchar sus explicaciones. Esto pasó reiteradamente, 
y volvió a suceder hace unos pocos días cuando se 
llamó a Sala al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería, ingeniero Daniel Martínez, en régimen de 
Comisión General. En esa ocasión, al ver que los le- 
gisladores de la oposición no estaban en Sala para 
hacer quórum, decidimos retirarnos. Por tanto, el lla- 
mado a Sala quedó truncado por falta de quórum. 


Reitero, señor Presidente, que supuestamente se 
está dando un debate de un tema importante, que 
llevó meses de trabajo, y otra vez si nosotros nos va- 
mos de Sala, la Cámara queda sin quórum. 


Sinceramente, creo que esto no es oposición res- 
ponsable. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Señor Presi- 
dente: realmente, hay cosas que sorprenden. Des- 
pués de cuarenta años de ser oposición, quieren dar- 
nos una clase de oposición responsable. Aquí hay que 
escuchar cosas realmente fuertes. 


Creo que ha sido más que contundente el infor- 
me que presentó al plenario el compañero señor Di- 
putado Amorín Batlle con respecto a todo el proceso. 
No quiero ser reiterativo, por lo que solo voy a hacer 
algunas puntualizaciones de toda esta movida política 
-ya que no es otra cosa que eso- sobre el levanta- 
miento de la sanción impuesta por el Banco Central 
del Uruguay al economista Luis Porto. Se trata de una 
movida política propiciada por este Gobierno -que tie- 
ne la mayoría parlamentaria y el cien por ciento de la 
conformación de los Directores de los Entes Autonó- 
mos y Servicios Descentralizados- en favor de una 
sola persona. 


Todos recordamos con tristeza lo que sucedió en 
la crisis financiera que vivió Uruguay en el año 2002. 
A partir del feriado bancario, y por las diferentes ac- 
tuaciones que se instruyeron desde el Banco Central 
del Uruguay, se sancionó a varias instituciones ban- 
Carias, tales como el Banco de Montevideo, el Banco 
Comercial, el Banco La Caja Obrera y la cooperativa 
CAYCU. También debemos tener en cuenta lo que su- 
cedió con el Banco de Crédito. ¿Qué resultó de los 
diferentes procedimientos que llevó adelante el Banco 
Central del Uruguay? Los hermanos Rohm fueron pre- 
sos en Argentina -dentro de toda la situación de crisis 
financiera-, y los hermanos Peirano fueron presos en 
Uruguay; uno de ellos estaba prófugo en aquel enton- 
ces. Después se instruyeron diferentes sanciones mi- 
diendo el grado de responsabilidad e incidencia de las 
personas que estaban al frente de las diferentes ins- 
tituciones bancarias o de ahorro y crédito, como es el 
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caso de la pequeña cooperativa CAYCU. Digo "peque- 
ña" porque sus ahorristas no tenían un poder adquisi- 
tivo de miles o millones de dólares. Estamos hablando 
de una pequeñísima cooperativa con sucursales en 
dos departamentos del interior del país, y la gente 
que tenía sus pocos pesos o dólares depositados allí 
era de escasísimos recursos. 


Entonces, ¿cuál es la diferencia o qué es lo que 
hace distinto al economista Porto del resto de los san- 
cionados? Eso es de público conocimiento. De todas 
las personas sancionadas por lo actuado en la crisis 
financiera de 2002, el economista Luis Porto era el 
único que revestía públicamente su condición partida- 
ria de frenteamplista, con militancia marcada. Era la 
única persona en esa situación. 


Quiero hacer algunas puntualizaciones acerca de 
lo que se ha dicho sobre el origen de la Comisión |n- 
vestigadora. Parece que hoy el Gobierno se horroriza 
cuando la prensa se entera de algunas cosas. Parece 
que hay una traición a los valores de la historia de la 
República -según el Gobierno de hoy, por supuesto, 
de 2005 para acá-, que se hiere la más alta sensibili- 
dad institucional de los actores de la bancada de Go- 
bierno cuando trascienden cosas a través de la prensa 
antes de que haya un conocimiento realmente notifi- 
cado. Esto, sin duda, genera extrañeza. Pero eso 
siempre pasó. Señor Presidente y compañeros legisla- 
dores: eso siempre pasó y nunca les preocupó en lo 
más mínimo, pero hoy el tema es escándalo. ¡Claro! 
Hay un compañero involucrado y eso cambia diame- 
tralmente la situación de fondo. 


Hay algunas cosas que se han dicho y otras que 
se han obviado. Cuando se habló del accionar del 
economista Porto al frente de la cooperativa CAYCU, 
por falta de tiempo se omitieron algunos detalles que 
no son menores. Porto también era empresario. Tenía 
una empresa llamada Postal Express, cuya razón so- 
cial era Holcus S.A. Y el economista Porto, como pro- 
fesional de COFAC -su actuación no solo fue lamenta- 
ble en CAYCU, sino también en COFAC-, consiguió 
que esta cooperativa le diera a Postal Express la dis- 
tribución de su correspondencia: estados de cuentas 
de clientes, etcétera, etcétera. Quiero mencionar esto 
porque no es un tema menor. Lo que sucedió fue que 
el economista Porto aconsejó a COFAC que entregara 
a Postal Express -cuando esta cooperativa no sabía 
que dicha empresa era de Porto; o sea que Porto, 
como asesor de COFAC, aconsejó a esta cooperativa 


que le comprara a Porto- la distribución de los estados 
de cuenta de sus clientes, teniendo acceso directo a 
su base de datos. Esto lo dejo por allí anotado, por- 
que ya vamos a volver sobre el tema. 


Ahora voy a referirme a la actuación del econo- 
mista Porto en CAYCU. Esta cooperativa le encomen- 
dó la realización de un plan estratégico de negocios. 
Por ese trabajo se contrató a la Consultora 3E, tam- 
bién de Porto, y los directivos de la cooperativa CAY- 
CU tampoco lo sabían. Evidentemente, estamos ante 
un actuar bastante desprolijo, y tengo la más plena 
convicción de que la ética y la moral en el ejercicio de 
la función profesional deja bastante que desear. Aquí 
no hay ningún invento. Está todo en las actas, en las 
de las declaraciones al Poder Judicial, en las instruc- 
ciones del Banco Central, etcétera. 


El economista Porto, que no cobraba aguinaldo ni 
salario vacacional en CAYCU, le cobró a esta coopera- 
tiva US$ 15.000 por mes a través de la consultora 3E. 
Claro, CAYCU no sabía que 3E era de Porto. El pobre 
Porto se perdió el salario vacacional y el aguinaldo 
que le correspondía como Gerente General de CAYCU, 
pero su empresa de servicios 3E cobró US$ 15.000 
por mes a una cooperativa que estaba absolutamente 
fundida, con un patrimonio real de US$ 200.000 de li- 
quidez en ese momento. 


Estamos frente a una suma de hechos. Más allá 
del análisis del expediente, de las dos mil fojas, de la 
instrucción sumarial, de quién actuó, de que alguien 
conocía a otro y de que el otro era pariente del otro, 
estamos frente a un cúmulo de pruebas contundentes 
del accionar absolutamente desprolijo, no ético e in- 
moral del economista Luis Porto al frente del aseso- 
ramiento tanto de COFAC como de CAYCU, que es el 
caso que nos convoca. 


Porto no hizo otra cosa que engañar y traicionar 
a sus contratantes, tanto en CAYCU como en COFAC, 
No hizo otra cosa que eso porque nunca estuvo en 
conocimiento de ninguno de los dos máximos jerarcas 
de las instituciones que a quien contrataban era a 
Porto, inducidos y aconsejados por el propio Porto. 


Está claro que el nuevo Gobierno surgió legitima- 
do por el voto popular que le dio mayoría en ambas 
Cámaras, algo que en ninguna circunstancia vamos a 
desconocer. Sin embargo, se generó toda una gesta y 
una movida política a partir del cien por ciento del 
contralor del Banco Central y de la incidencia que tie- 
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ne el Partido de Gobierno en todo el aparato del Esta- 
do para levantar la sanción a una sola persona de to- 
das las sancionadas, que fueron decenas, por la crisis 
financiera de 2002. Aquí no hay dos lecturas para ha- 
cer, señor Presidente. Uruguay es un país pequeño. El 
hecho de que un profesional conozca a otro, que haya 
sido compañero del liceo o que se lo haya cruzado en 
algún club social en algún momento y hayan compar- 
tido actividades, es moneda común y corriente en la 
sociedad uruguaya. Si cada vez que se toman decisio- 
nes los jerarcas del Gobierno se van a excusar porque 
fueron compañeros de clase de uno o porque fueron 
compañeros de actividades deportivas de otro, creo 
que permanentemente estaríamos necesitando que el 
Poder Ejecutivo conformara Directorios de los dife- 
rentes Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
de manera ad hoc. Esto es lo que sucedió aquí, y no 
es casual. 


Aquí se excusaron de actuar el Presidente y el Vi- 
cepresidente del Banco Central porque el tema era in- 
cendiario. No hay dos lecturas. Como dijo el señor Di- 
putado Amorín Batlle -creo que es importante ratifi- 
carlo-, el único miembro genuino del Directorio del 
Banco Central -puesto por este Gobierno- que votó en 
contra de levantar la sanción al economista Luis Porto 
fue el Director Correa. La votación fue dos a uno. Los 
otros dos Directores, que no hicieron otra cosa que un 
mandado al Poder Ejecutivo, casualmente eran de 
ANTEL y de UTE. Si analizamos la filiación sectorial de 
estos dos Directores que levantaron la sanción al eco- 
nomista Luis Porto, uno es de Asamblea Uruguay y el 
otro del Nuevo Espacio. 


¿Cómo termina todo esto, señor Presidente? Po- 
cos días después esta persona, con un siniestro accio- 
nar en el asesoramiento a COFAC y CAYCU, es nom- 
brada por el señor Ministro de Economía y Finanzas 
para ocupar un cargo al frente de una unidad del Mi- 
nisterio donde, entre otras cosas, tiene como facultad 
privativa y propia decidir qué proyectos de inversión 
privada subsidiará el Poder Ejecutivo. La actuación 
estuvo permanentemente en las sombras. El econo- 
mista Porto asesoraba a las instituciones en las que se 
desempeñó diciendo: "Desarrollemos tal o cual plan; 
compremos bases de datos a tal o cual empresa", y 
las autoridades financieras a las que asesoraba nunca 
tuvieron el más mínimo conocimiento de que él esta- 
ba detrás de esas empresas. Entonces, ¿era el eco- 
nomista Porto la persona ideal para hacerse cargo de 


esta Dirección del Ministerio de Economía y Finanzas? 
Definitivamente creo que no. 


Aquí quedan dos cosas claras. Una es la absoluta 
convicción de que el Gobierno generó una movida po- 
lítica para levantar una sanción impuesta por el Di- 
rectorio del Banco Central del Uruguay a una sola per- 
sona, de todas las que fueron sancionadas en la crisis 
financiera de 2002, con el objetivo de nombrarla in- 
mediatamente -después de levantada la sanción- al 
frente de un importante cargo ejecutivo en el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas. El fin de la película -que 
hasta el levantamiento de la sanción no se conocía- es 
cotejado y se hace público una vez que este perso- 
naje, el economista Luis Porto, asume este cargo de 
particular confianza en el Poder Ejecutivo y allí se de- 
sempeña. 


Aquí se ha actuado con una enorme desproliji- 
dad; aquí ha habido un manejo político; aquí ha habi- 
do nepotismo; aquí ha habido ayuda desde el Estado, 
utilizando todo el aparato para apoyar a un correligio- 
nario, y se ha instrumentado una operación de salva- 
taje. Es absolutamente claro. Lamentablemente 
-también queremos expresarlo en el plenario-, no pu- 
dimos tener la comparecencia del señor Ministro de 
Economía y Finanzas, contador Astori, en la Comisión 
Investigadora porque la bancada de Gobierno se negó 
a que concurriera a explicar si estaba en pleno cono- 
cimiento de todo el accionar administrativo y de ase- 
soramiento del economista Porto, y si eso lo había te- 
nido en cuenta -en caso de que lo supiera- cuando 
tomó la decisión de nombrarlo al frente de esta nueva 
unidad del Ministerio. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR ASTI.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ASTI.- Señor Presidente: recientemente se 
dijo que en la actividad que desarrollaba el señor 
Porto -actualmente en el Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas- se podían otorgar de manera discrecional 
proyectos de inversión. Si cualquiera de los señores 
legisladores quiere entrar en la página web del Minis- 
terio de Economía y Finanzas, en particular en la Uni- 
dad de Promoción y Desarrollo de Inversiones, podrá 
ver el texto del decreto que reglamenta nuevamente 
la ley de inversiones y los puntajes que se otorgan a 
cada uno de los proyectos. Aquí no hay ninguna deci- 
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sión del señor Porto, ni de ningún otro integrante del 
Poder Ejecutivo para priorizar algún proyecto, como 
pudo haberse hecho en el pasado, y seguramente a 
eso se refería el señor Diputado. Ahora es absoluta- 
mente transparente cómo se otorgan las prioridades a 
los proyectos de inversión. Por suerte tenemos esa 
transparencia instaurada en este tema tan importante 
como es la inversión. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR ROBALLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ROBALLO.- Señor Presidente: en realidad, 
no iba a intervenir porque me pareció excelente el 
informe del señor Diputado Orrico y el agregado de la 
señora Diputada Charlone, pero es importante aclarar 
algunos puntos que se reiteran. 


En primer lugar, el economista Porto fue someti- 
do a varios procedimientos: el administrativo, el penal 
-ambos coincidieron en no adjudicar responsabilidad- 
y también el público, el escarnio público, la filtración 
de información a los medios de comunicación, que 
adelantaban las decisiones que iba a tomar el Direc- 
torio del Banco Central de la época. Todo esto se su- 
ma a algunas, por lo menos, desprolijidades llamati- 
vas -no ilegítimas, pero sí llamativas- como, por 
ejemplo, que quien luego realizó la investigación ad- 
ministrativa fue el instructor sumariante, que a su vez 
tenía responsabilidad, porque en su momento tam- 
bién controló de cerca permanentemente a la coope- 
rativa CAYCU en el devenir de su actividad financiera 
y comercial, es decir, fue la misma persona en todas 
esas instancias. 


Asimismo, se dejó de lado y no se permitió la so- 
licitud del economista Porto y de su defensa de reali- 
zar una especie de pericia o de informe vinculado con 
la famosa base de datos, que acreditara si efectiva- 
mente eso había sido un negocio ruinoso para la Coo- 
perativa. 


Se ha dicho en Sala que hubo un manejo del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas; sinceramente, de la 
lectura del expediente lo que surge es que todo se 
sustancia en el marco de las actuaciones del Banco 
Central del Uruguay y de su Directorio, y solo cuando 
se designa a los integrantes del Directorio para tomar 
la decisión, por la excusación de los Directores Can- 


cela y Failache, interviene el Poder Ejecutivo; obvia- 
mente, además de la comunicación al Ministerio de 
Economía y Finanzas -que existió- para que se desig- 
ne técnicos para informar el asunto de fondo. No fue 
por capricho, sino porque hay un instituto -el de la re- 
cusación- que había sido impetrado y, por lo tanto, 
debía procederse de esa manera. Asimismo, como de- 
claró el economista Cancela, se quería dotar de las 
mayores garantías y trasparencias, así como ahorrar 
costos al Estado. Estas fueron las razones. 


No obstante, nuevamente se hizo hincapié, a pe- 
sar de la claridad de lo que expresó el señor Diputado 
Orrico, en los motivos de las excusaciones del Presi- 
dente del Banco Central, Walter Cancela, y del Direc- 
tor Failache. Por eso, voy a robar unos minutos más al 
Cuerpo, citando lo que se declaró en la Comisión In- 
vestigadora. El economista Cancela decía: "Efectiva- 
mente, conozco al economista Porto desde hace más 
de veinte años." -veinte años, es decir, no es un ami- 
go de hace unos días- "Trabajamos juntos en varias 
oportunidades en diferentes cuestiones y, previo a mi 
ingreso como Presidente del Banco Central, trabajaba 
con él en el Instituto de Economía de la Facultad de 
Ciencias Económicas, donde yo era el Director y él 
integraba el Consejo del Instituto.- Desde el año 2001 
-y en el 2002, que fue la crisis del sistema financiero-, 
hasta mi ingreso al cargo de Presidente del Banco 
Central del Uruguay tuve una relación muy estrecha 
con Porto, en el sentido de que participamos prácti- 
camente en forma diaria en la consideración de la si- 
tuación financiera del país, en el análisis de las posi- 
bles alternativas y en las negociaciones que se produ- 
cían entre el sindicato, el Gobierno de la época y los 
distintos actores involucrados, tendientes a encontrar 
una salida [...] Teníamos una relación muy estrecha 
hasta que se produce la caída y la liquidación de la 
cooperativa CAYCU, que es cuando se comienza el 
procedimiento de investigación administrativa, suma- 
rio y posterior sanción al economista Porto.- Todo ese 
proceso de instrucción administrativa -sumario, publi- 
cación en la prensa del sumario, etcétera, y resolución 
de sanción al economista Porto-, lo conocía desde el 
primer momento en la versión Porto. Entonces, a mí 
me resultaba absolutamente incómodo resolver sobre 
un recurso contra una resolución cuyo proceso fui 
viendo contado por el imputado y recurrente, con el 
cual, además, tengo una amistad de muchos años”. 


Es decir, no solo existe una relación de amistad, 
sino también un conocimiento del fondo del asunto, 
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en base a la versión del imputado o de a quien se im- 
putaban esas faltas. Ese dato no es menor, porque 
coadyuva a esa excusación. 


"Las razones especialísimas de carácter personal" 
-continúa diciendo Cancela- "que en este caso yo in- 
voco son las de un conocimiento previo sesgado 
-porque en todos los casos tiene que ser sesgado- por 
la versión del recurrente. Entonces, poca tranquilidad 
de espíritu podía tener yo al resolver sobre un recurso 
en el que venía, objetiva o subjetivamente, prejuz- 
gando. Por esa razón entendí conveniente presentar 
mi excusación y solicitar al Poder Ejecutivo mi sustitu- 
ción [...]". 


César Failache expresa más o menos lo mismo, 
en términos parecidos. 


Paso a otro tema, que tiene que ver con la inte- 
gración del Directorio del Banco Central para tomar la 
decisión, porque inclusive se ha hecho referencia, de 
una manera indirecta, a la idoneidad de quienes inte- 
graban el Directorio en ese entonces o, por lo menos, 
se pone un signo de interrogación, un manto de duda, 
en el sentido de por qué no pertenecieron al sistema 
financiero, por ejemplo, por qué no se optó por un 
Director del Banco Hipotecario o del Banco de la Re- 
pública. 


Al respecto, el economista Walter Cancela, nue- 
vamente, con mucha claridad, expresó en la Comisión 
ante la pregunta del miembro denunciante: "Una vez 
se me consultó para integrar otro Directorio de una 
institución financiera del Estado -si no recuerdo mal, 
el Banco de la República- que necesitaba operar con 
cinco Directores en aquel momento; se me consultó si 
el señor Vicepresidente del Banco Central podía inte- 
grarlo. Mi respuesta fue que ni el señor Vicepresiden- 
te, ni yo podíamos integrar el Directorio del Banco de 
la República, como tampoco ningún integrante del 
Banco de la República, del Banco Hipotecario o del 
Banco de Seguros pueden integrar el del Banco Cen- 
tral, en tanto este es regulador del sistema financiero 
y esas instituciones están bajo su regulación, regula- 
ción por la cual el Banco Central tiene hasta potesta- 
des sancionatorias". Esto quiere decir que quien con- 
trola una institución financiera, no puede integrar el 
Directorio que eventualmente podrá ser controlado, 
porque iría a controlar sus propias decisiones, y vice- 
versa. Nos parece clara esta explicación. 


Asimismo, cuando se integró el Directorio, inclu- 
sive se acudió al Director de ANTEL, doctor Eduardo 
Carvalho, quien ya había actuado en el Directorio del 
Banco Central del Uruguay en más de una oportuni- 
dad, cuando se necesitó contar con tres Directores 
para tomar alguna resolución y el Directorio todavía 
no estaba constituido, antes de que lo integrara el 
Director Álvaro Correa. Además, todos conocemos la 
versación del Director Carvalho en estas cuestiones. 


Entonces, nos parece que están suficientemente 
despejadas estas dudas, y las explicaciones surgen 
claramente de todas las actuaciones y de la simple 
lectura de la versión taquigráfica de la Comisión |n- 
vestigadora. 


Por otro lado, si bien ya lo expresó claramente el 
señor Diputado Orrico, el Director Correa, en realidad, 
votó en contra del levantamiento total de la sanción, 
pero también a favor de que se levantara en el mo- 
mento en que se estaba tomando la decisión, porque 
entendía que había sido una sanción excesiva y que el 
imputado había sido sometido al escarnio público, y 
por esa razón califica la situación como "bastante la- 
mentable". Por lo tanto, no es que hubiera una con- 
tradicción en el Directorio y, con suspicacia, se quiere 
decir que dos Directores no intervinieron y que el ter- 
cero, que se quedó, votó en contra del levantamiento 
de la medida; en realidad, Correa votó a favor de dar 
por cumplida la sanción. 


Por otro lado, el levantamiento de la inhabilita- 
ción poco tiene que ver con la actividad del econo- 
mista Porto en el tiempo que duró esa inhabilitación, y 
poco tiene que ver también con el cargo que ocupó al 
frente de la oficina correspondiente en el Ministerio de 
Economía y Finanzas, porque no necesitaba estar ha- 
bilitado para ocupar esos puestos. No necesitaba es- 
tar habilitado; por lo tanto, mal puede decirse que se 
apuró o se forzó un procedimiento a los efectos de 
ocupar esos lugares. 


Además, todos estos elementos están corrobora- 
dos por la actuación penal. Inclusive, en lo que hace 
referencia a la famosa cartera de clientes, en el propio 
expediente penal, en la vista fiscal, la Fiscal cita tex- 
tualmente a uno de los testigos y expresa que el tema 
de la compra de la base de datos fue conversado, 
entre otros, con COFAC, y aprobada por el Banco 
Central. No olvidemos que todo el proceso en el que 
ahora se está haciendo hincapié y que tiene que ver 
con una supuesta actuación dudosa de Porto era mo- 
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nitoreado de cerca por el Banco Central, inclusive, por 
el contador Sánchez, que a la postre resultara ins- 
tructor sumariante y que también estuvo al frente de 
la investigación administrativa. Eso sí nos parece raro. 


Cuando comparece el economista Porto a la Co- 
misión con su asesor letrado, se hace referencia a un 
hecho interesante, que es el pedido de una auditoría 
a los efectos de determinar si efectivamente la com- 
pra de esa cartera de clientes había sido una manio- 
bra. Carvalho se refiere a su comparecencia e, inclusi- 
ve, Cita a funcionarios del Banco Central que despejan 
esa duda. El doctor Ochs expresaba: "La otra prueba, 
absolutamente relevante, era determinar qué influen- 
cia o qué repercusión había tenido para CAYCU la uti- 
lización efectiva de esa base de datos, es decir, qué 
rendimiento había tenido o había reportado. Como 
eso nunca se hizo durante el procedimiento y ahí está 
la rareza de ese asunto y por qué se acoge el recurso, 
desde mi punto de vista, el Directorio anterior resuel- 
ve acceder a esa prueba pericial, pedida y nunca ins- 
truida, y encomienda la tarea al contador Pignatta, re- 
conocido profesor Grado 5 de la Facultad de Ciencias 
Económicas". 


Continúa: "Ese informe es absolutamente con- 
tundente y demuestra a las claras que la base de da- 
tos no fue un 'bluff”, no fue chatarra, sino que fue un 
elemento que implicó un rendimiento económico fi- 
nanciero muy importante a CAYCU y eso fue recono- 
cido, además, por los técnicos del Banco Central du- 
rante los años 2000 y 2001. Es decir, la levantada que 
tuvo CAYCU por la implementación del plan que dise- 
ña la consultora 3E es reconocida expresamente por 
varias contadoras inspectoras del Banco Central". Allí 
refiere a las que él recuerda: Miriam Freyre y Graciela 
Velázquez específicamente. 


El otro punto que nos llama la atención, sobre 
todo que se exprese con mucha vehemencia, es la 
supuesta diferencia en el trato a Porto. En realidad, 
Porto no era empleado de la cooperativa y, por lo 
tanto... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Ha terminado 
el tiempo de que disponía el orador. 


SEÑOR PI NTADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ROBALLO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PI NTADO.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ROBALLO.- Señor Presidente: nos parece, 
por lo menos, una afirmación temeraria decir que se 
salvó al economista Porto por su filiación política. 
¿Cómo puede afirmarse que los demás integrantes no 
tenían filiación política o preferencia por el Frente 
Amplio? En todo caso, debería haberse investigado si 
los demás involucrados interpusieron recursos admi- 
nistrativos, como hizo el economista Porto, a los 
efectos de que se le levantaran las sanciones, al igual 
que al resto de los sancionados en esos años por ac- 
tuaciones en el sistema financiero. Ante una pregunta 
del Diputado que solicitó la creación de la Comisión 
Investigadora, el economista Cancela respondió que, 
efectivamente, por esos años se modificaron sancio- 
nes a personas que fueron sancionadas por actuacio- 
nes en aquel tiempo. 


Tendría más cosas para decir, pero no quiero 
agotar el tiempo del señor Diputado Pintado, así que 
le agradezco la interrupción y termino. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede conti- 
nuar el señor Diputado Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: quiero dejar 
algunas constancias, porque no es mi objetivo facilitar 
ningún acto que pueda interpretarse como una provo- 
cación. 


Aprendí que cuando se usan muchos adjetivos es 
porque la razón es escasa. Es una lección que apren- 
dí, y cuando creo tener la razón trato de no usar de- 
masiados adjetivos. 


Políticamente creo que fuimos demasiado gene- 
rosos, rayando con la irresponsabilidad institucional, 
al aceptar la formación de una Comisión Investigadora 
cuya única prueba era la fotocopia de un artículo pe- 
riodístico; esa fue casi la única prueba que se sus- 
tentó. Digo "casi" porque siempre admito la posibili- 
dad de que algo haya quedado en el olvido, y en el 
tiempo en que se trataron los hechos en la Comisión 
Investigadora pudo haberse perdido alguna docu- 
mentación fundamental que amerite estos juicios tan 
firmes que seguramente van a tener un correlato en 
otros espacios de la acción institucional del Uruguay. 
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Tampoco voy a hacer ninguna especulación de 
tipo político partidario -por Reglamento, no puedo 
atribuir intenciones- sobre qué motivó que se pre- 
sentara esa fotocopia de un artículo de prensa para 
facilitar la creación de una Comisión Investigadora, 
que votamos; pero no podíamos alargar esa situación 
cuando no había elementos suficientes, de acuerdo 
con lo que señalaron la señora Diputada Charlone y 
los señores Diputados Orrico y Roballo. 


Desde ese punto de vista, estamos tranquilos. 
Puedo entender que para algunos o algunas llame la 
atención el hecho de excusarse cuando hay que juz- 
gar a los amigos; lo puedo entender de aquellas per- 
sonas a la que nunca les llamó la atención, les inco- 
modó ni les violentó juzgar a los amigos, porque es 
parte de su práctica. No digo que esto sea malo en sí 
mismo; es otra práctica distinta. Cada uno asume las 
conductas y le extraña las que no comparte. A alguien 
que está acostumbrado a moverse en el mundo de los 
amigos le puede parecer normal que estas cosas su- 
cedan. Nosotros, con aciertos y errores -no somos 
infalibles-, no actuamos de esa forma y se nos tiene 
que dar por buenos. Si se está pensando que quienes 
se excusaron y dieron sus razones son unos mentiro- 
sos, hay que actuar en consecuencia. Si no se tiene 
prueba de que eso es mentira, por favor, que se dé 
por cierto lo que los protagonistas sostienen. 


Quiero dejar otra constancia porque asumo que 
esta situación se va a repetir hasta 2009. Siento que 
cuando se nos reclama que tenemos mayoría absoluta 
hay un implícito cuestionamiento al pueblo que tomó 
la decisión soberana de poner cincuenta y dos legisla- 
dores acá. No hay que enojarse con el pueblo; si es- 
tamos acá no fue porque le hayamos robado algo a 
alguien. La gente votó a todos los que estamos acá 
-algunos más, algunos menos, otros un poquito me- 
nos- y respaldó lo que respaldó. ¡Y yo no voy a asu- 
mir eso con culpa! Es más: voy a trabajar para que la 
mayoría sea más grande. Si lo logro o no, lo decidirá 
el pueblo, que es el soberano, pero sentir culpa en 
eso, no. En la pasada Legislatura esta bancada fue in- 
dividualmente considerada la mayoría. ¿Saben cuán- 
tas veces nos dieron corte en nombre del respeto de 
las minorías? Poquísimas, escasas, y Casi en temas sin 
trascendencia. Así que revisemos un poquito la histo- 
ria. En algunas oportunidades se nos decía: "Tienen 
razón, pero vamos a votar esto así y después man- 
damos el proyecto de ley complementario que corrige 
el artículo". Nosotros, que utilizamos ese procedi- 


miento, vamos a cambiar, vamos a tener una diferen- 
cia con la conducta del pasado porque, en nuestro ca- 
so, van a venir las correcciones; en el pasado, el 99% 
de las correcciones que se anunció que iban a venir, 
nunca vinieron. ¡Ni siquiera entraron al Parlamento!, 
porque podría haber ocurrido que quedaran en un 
cajón. 

Entonces éramos cuarenta Diputados, que no te- 
níamos arte ni parte, que no nos quejábamos de la 
democracia ni de los acuerdos políticos, porque el ne- 
gocio era entre dos, y esos dos votaban y la mayoría 
relativa pasaba a ser la minoría consuetudinaria de los 
últimos cinco años. Así que ¡por favor! ¿Con culpa por 
tener cincuenta y dos legisladores? ¡No! No lo vamos 
a asumir. Yo estoy muy contento, muy orgulloso de 
que el pueblo nos haya dado esa confianza. En el año 
2009 el pueblo decidirá qué es lo que pasa, si está 
conforme o no y en qué medida está conforme. 


El último punto tiene que ver con algunos recla- 
mos. Si los Entes están ocupados por técnicos y per- 
sonas capacitadas que son ciento por ciento de filia- 
ción frenteamplista no es solamente nuestra respon- 
sabilidad, porque ofrecimos esos cargos y hubo un 
Partido que, de entrada, nos dijo: "¡No! ¡Ni Ministe- 
rios, ni Entes, ni nada!" Con otro Partido tuvimos al- 
gunos matices de interpretación que lo llevaron a de- 
cir que tampoco iba a ocupar esos cargos. Estuvimos 
un tiempo largo dejándolos descubiertos a la espera 
de un acuerdo que, lamentablemente, no se produjo. 
Es más: con la ayuda del ex Senador Gonzalo Aguirre 
votamos -redactada por él- una interpretación de la 
Constitución de la República en el sentido de que se 
podían cubrir parcialmente los Entes Autónomos. Por 
lo tanto, no hay ninguna intención y no es una ven- 
ganza a tantos años de exclusión. Teniendo la repre- 
sentación ciudadana que teníamos no nos daban la 
chance de rechazar, porque no nos invitaban a inte- 
grar los Entes, salvo en el primer período de restaura- 
ción democrática -es justo decirlo-, pero después 
quedamos afuera. Siendo el partido individualmente 
mayoritario, a nosotros ni siquiera se nos convidó y a 
nadie se le ocurrió pensar que podíamos integrar al- 
gún Ente Autónomo. ¡Las reglas del juego democráti- 
co! Dejamos la constancia y seguimos trabajando 
-que es lo más recomendable- para persuadir al pue- 
blo de que nuestra propuesta era la mejor para con- 
ducir los destinos del país, así como nos lo confió la 
ciudadanía en el año 2004. 
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Por todas estas razones y con las constancias 
que acabamos de dejar, creo que es hora de terminar 
un tema que no tendría que haber empezado, por la 
liviandad con que fue planteado. Pero aun así lo hici- 
mos y con mucha generosidad trabajamos. Creo que 
es momento de poner un broche final a este asunto, 
porque, ¿sabe qué, señor Presidente? El economista 
Luis Porto, a quien conozco, no es un personaje. Es 
una persona de bien y no se puede estar manoseando 
a la gente -yo nunca lo hice- así porque sí. Entiendo la 
pasión política, pero la pasión política tiene un límite 
que es la dignidad de la gente. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La Mesa 
aclara que no se puede atribuir intenciones a lo ex- 
presado por cada uno de los legisladores. 


SEÑOR ORRICO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: en realidad, 
estoy actuando como miembro informante por la ma- 
yoría, por más que no haya sido distribuido el infor- 
me. 


Se preguntaba hace un rato por qué el econo- 
mista Porto había recibido un levantamiento de su 
sanción y por qué no los otros. Voy a decir que hay 
dos razones. 


Una de ellas, que ya fue expresada muy clara- 
mente, es que a juicio de los juzgadores y de estos 
informantes -inclusive, si se mira bien, a juicio de la 
vista fiscal- el economista Porto era un asesor de la 
cooperativa y no un empleado, por lo que no cabía 
que hubiera penalidades decretadas por el Banco 
Central del Uruguay. 


La segunda razón, que me parece tan importante 
como la anterior, es que hasta donde yo sé -hasta 
donde yo sé- no hubo recursos de revocación contra 
la sanción a los demás cooperativistas. Eso sí, clara- 
mente, estuviera mal o no la sanción -ese es otro te- 
ma-, podían ser sujeto pasivo, tenían la legitimación 
pasiva para ser condenados, sancionados por el Ban- 
co Central del Uruguay. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR SEMPRON! .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: simple- 
mente quiero señalar que, como integrante de esa 
Comisión Investigadora nombrada -traída de los pe- 
los, porque, la verdad, no había ninguna razón seria 
ni fundamento para instalarla- comparto de punta a 
punta el informe hecho por el señor Diputado Orrico, 
en base a lo que es nuestro juicio de valor sobre la 
definición y las conclusiones a que la Comisión arribó. 


La verdad es que el motivo de mi solicitud para 
hacer uso de la palabra, más que por esto -que está 
más que claro por el informe del señor Diputado Orri- 
co, pero aún más por todos los debates de la Comi- 
sión, y en el mismo sentido de lo que agregó recién el 
señor Diputado Pintado-, es para responder a lo que, 
a mi juicio, fue una alusión política a la fuerza que 
integramos, hecha por el señor Diputado Germán 
Cardoso. Lo nombro para que, si quiere, tenga la 
oportunidad de decir que fue aludido y de responder. 


A lo que dijo el señor Diputado Pintado, agrego 
que acá no estamos aferrados a ninguna mayoría si- 
no, simplemente, cumpliendo un mandato respetuoso, 
en función de la decisión del pueblo uruguayo. Ofre- 
cimos la oportunidad de integrar determinados orga- 
nismos que no se aceptó -no fue nuestra voluntad no 
haberlo hecho- y, por otra parte -aquí sí está lo que 
quiero agregar-, hay quienes, en la actividad política 
actual, siguen aferrados a mayorías que son legales 
pero ¡legítimas, como lo que ocurre en el Tribunal de 
Cuentas y en la Corte Electoral. Eso sí es aferrarse a 
mayorías, no lo que hacemos nosotros. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Señor Presi- 
dente: en realidad, ya son varias alusiones, pero ire- 
mos aclarando. 


Importante es la amnesia. Hoy hablaba de esa 
sobredosis de responsabilidad o de esa hiperadicción 
a la responsabilidad del Gobierno, cuando se hace 
referencia a la conformación de Comisiones |nvesti- 
gadoras, a la seriedad, a la oportunidad, en base a un 
recorte de prensa e informes. 
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Un repartido de setiembre de 2002 se titula "Di- 
versas actuaciones relacionadas con el sistema finan- 
ciero y bancario.- (Designación de una Comisión In- 
vestigadora)". El propiciante fue el señor Diputado 
Rossi, ese señor que hoy es Ministro de Transporte y 
que propicia puertos en mi departamento, sin infor- 
mes de Medio Ambiente, llevándose todo por delante, 
etcétera. Cuando se lo convoca a la Comisión Prein- 
vestigadora, el señor Moderador le pide que exponga: 
"Estando presentes todos los miembros de la Comi- 
sión Preinvestigadora, damos la bienvenida al señor 
Diputado Víctor Rossi, quien nos va a entregar la arti- 
culación de las denuncias que, a su criterio, ameritan 
la conformación de una Comisión Investigadora". Les 
voy a dar el número de repartido para que revisen o 
hagan un poco de razonamiento, en lo psicológico. 


El señor Diputado Rossi contesta: "En realidad, 
no lo traigo por escrito". Dijo en la Comisión |nvesti- 
gadora textualmente: "En realidad, no lo traigo por 
escrito. Si me permiten, voy a expresar unos breves 
comentariosl[...]". "Analizando artículos de prensa de 
fecha 25 de julio [...] en el diario 'El País' [...]", y 
arranca. 


Señor Presidente: por suerte hay actas y versio- 
nes taquigráficas en esta Casa. 


En cuanto a la integración de los Directorios de 
los Entes Autónomos, nadie desconoce y en ningún 
momento desconocí -y aclaré que en ningún mo- 
mento la iba a desconocer- la legítima mayoría que el 
pueblo uruguayo dio a la fuerza política que gobierna. 
Pero también está claro que en esos intentos por la 
conformación de los Directorios de los Entes Autóno- 
mos, el tema de desencuentro fue la conformación del 
Directorio del Banco de la República y del Consejo de 
la Enseñanza, porque el partido de Gobierno entendía 
que necesitaba cuatro votos en el Banco de la Repú- 
blica, puesto que había circunstancias especiales en 
las cuales se exigían cuatro votos de cinco. En su 
momento, ninguno entendió qué pasaba; hoy sí. 
Cuando el Directorio del Banco de la República ha le- 
vantado deudas excepcionalísimas al señor Vicepresi- 
dente, entendemos para qué se necesitaban los cua- 
tro votos en el Directorio. Llamemos a las cosas por 
su nombre. ¿Cuáles fueron las diferencias en la con- 
formación de los Directorios de los Entes Autónomos? 


En cuanto al levantamiento de la sanción, noso- 
tros describimos, paso a paso, la operatividad y la 
actuación del economista Porto. Las valoraciones per- 


sonales sobre si el economista Porto es buena o mala 
persona corren por cuenta de quien las haga; aquí 
analizamos estrictamente su desempeño profesional al 
frente del proceso de fundición de algunas institucio- 
nes en que actuó. No es nuevo de parte del Gobierno 
defender a capa y espada a amigos: vimos lo mismo 
en todo el proceso de investigación de la Dirección 
Nacional de Casinos. Fue exactamente la misma pelí- 
cula, y vemos que se repite, de manera casual, con 
los actores del mismo sector político. 


Muchas gracias. 


SEÑORA CHARLONE.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


(Murmullos) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra la señora Diputada, que está amparada por el 
Reglamento. 


SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: la verdad 
es que cuando no se tienen demasiados argumentos 
se entra en el enchastre generalizado, pero yo quiero 
hacer una aclaración porque, realmente, este tema 
me encanta. Lo relativo a la investigación de los he- 
chos ocurridos en el sistema financiero durante 2002 
es fascinante. Yo fui miembro informante por esta 
fuerza política en esa situación, porque efectivamente 
nosotros hicimos la denuncia. El entonces señor Di- 
putado Víctor Rossi presentó una denuncia y eleva- 
mos a esta Cámara un informe de setecientas fojas. 
La verdad es que no pude ver el informe del Partido 
Colorado sobre la denuncia que el Diputado Germán 
Cardoso presentó. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Diríjase a la 
Mesa, señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.- Disculpe, señor Presidente. 


Quiero decir también que esta Cámara, por ma- 
yoría, con votos del Partido Nacional, se expresó acer- 
ca de la responsabilidad que tuvo el Banco Central en 
la época, por lo menos en la situación del Banco Co- 
mercial. Quiero decir también que era muy difícil en- 
contrar pruebas escritas para fundar una denuncia. 
¿Sabe por qué, entre otras cosas? Porque la asistencia 
de US$ 480:000.000 que el señor Presidente Jorge 
Batlle dio a los bancos, al Banco Comercial, al Banco 
Montevideo y al Banco Caja Obrera, se hizo práctica- 
mente en secreto, no se pasó al Tribunal de Cuentas, 
que se enteró mucho después, porque no se sabía ni 
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por dónde estaban las resoluciones, y porque el con- 
trato que el señor Presidente de la República mandató 
firmar al entonces Ministro Bensión con los socios del 
Banco Comercial era secreto. Sabíamos que se había 
firmado un contrato, que era secreto y tampoco pasó 
por la intervención del Tribunal de Cuentas. ¿Sabe 
qué, señor Presidente? Nosotros nunca hemos habla- 
do hasta ahora de esto, porque sabemos que el país 
todavía está pleiteando en los organismos internacio- 
nales por este tema y hemos sido muy cuidadosos 
para no perjudicar la posición negociadora del país. 
Pero este tema está prácticamente cerrado y nos va a 
costar entre US$ 150:000.000 y US$ 180:000.000 de 
indemnización. 


Entonces, señor Presidente, cuando decimos res- 
ponsabilidad sabemos de qué estamos hablando. Co- 
mo decía, no vi informe del Partido Colorado o de 
otros partidos acerca de este tema tan lleno de adje- 
tivos y de enchastre. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ROBALLO.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Léase el ar- 
tículo 71 del Reglamento. 


(Se lee:) 


"Después que un orador haya terminado su 
discurso, aquel o aquellos a quienes hubiese alu- 
dido podrán, antes que el orador siguiente inicie 
el suyo, hacer rectificaciones o aclaraciones, o 
contestar alusiones, las que no podrán durar más 
de cinco minutos[...].- Se entenderá que corres- 
ponde la aclaración o rectificación, cuando se hi- 
cieren referencias equivocadas a las opiniones 
vertidas por el o los aludidos, y la contestación a 
una alusión únicamente cuando ésta tenga rela- 
ción directa con la persona del aludido o con sus 
actitudes políticas o su partido político[...]". 


——Por eso, el señor Diputado Roballo puede hacer 
uso de la palabra para contestar una alusión política. 


SEÑOR ROBALLO.- Señor Presidente: voy a decir 
nada más que una frase, porque la señora Diputada 
Charlone expresó cabalmente, y de forma muy ajus- 
tada a la verdad, lo que nosotros queríamos decir so- 
bre lo que pasó en aquel entonces, que parecería que 
no se conoce tanto. 


Inclusive, nos sorprende lo que se ha dicho y nos 
parece que el legislador preopinante es consciente de 
la fragilidad de su planteo, tanto que vino preparado y 
trajo una versión taquigráfica de una Comisión Prein- 
vestigadora de la Legislatura pasada, pero sobre un 
punto accesorio, no sobre el fondo del asunto. Parece 
que se la veía venir. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Pido la palabra 
para contestar una alusión política. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Abrimos una 
puerta a los efectos de la discusión, pero solicito a los 
señores Diputados que bajen la pelota al piso, de ma- 
nera de poder seguir discutiendo los temas. 


Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Señor Presi- 
dente: es correcto pero, en la medida en que se 
quieren refrescar algunas situaciones y se hacen alu- 
siones, me veo en la obligación de reflexionar un poco 
más. 


A mí se me cuestiona haber solicitado una Comi- 
sión Investigadora con recortes de prensa, más allá 
de la gravedad o no que después tuvo la denuncia -y 
vaya si quedó probado- sobre el accionar del econo- 
mista Porto en las diferentes entidades en que actuó. 
Hay verdades que duelen, pero el señor Diputado 
Rossi no llevó nada, dijo que no había traído docu- 
mentación cuando fue a solicitar la conformación de 
esta Comisión Investigadora que la señora Diputada 
Charlone tanto recuerda, porque tanto le gusta. Es 
verdad; yo también recuerdo a la señora Diputada 
Charlone, que llama a la responsabilidad, cuando ac- 
tuaba de porrista en este plenario, convocando a las 
barras en aquella sesión, para que se levantaran. 


(Interrupciones) 


——Es verdad, señor Presidente; también recuerdo 
eso. 


(Interrupciones.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La Presiden- 
cia solicita que las señoras Diputadas y los señores 
Diputados se dirijan a la Mesa para que prime el po- 
der de la persuasión de la palabra y no otras actitu- 
des. 


Puede continuar el señor Diputado Germán Car- 
doso. 
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SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Señor Presi- 
dente: parece que aquí algunos se sienten con el de- 
recho de decir cualquier cosa de cualquiera, pero se 
banca muy poco, muy poco. 


(Interrupciones) 


——En definitiva, nadie desconoce la complejidad de 
la crisis financiera del año 2002. Creo que hice refe- 
rencia a ella cuando comencé a hacer uso de la pala- 
bra. Pero por todo lo que aquí se ha dicho acerca de 
la complejidad de esa situación y las citaciones a to- 
das las instituciones bancarias, bueno, ¡precisamente 
es por eso que el Banco Central del Uruguay sancionó 
al economista Luis Porto, porque estuvo involucrado 
en el accionar de una de las instituciones que provocó 
todo ese desastre que acaba de reconocer la señora 
legisladora! Fue precisamente por ese accionar que se 
sancionó al economista Porto, como al Banco de Cré- 
dito, al Banco Comercial, al Banco de Montevideo. Eso 
está ajustado exactamente a la realidad. Y ese es el 
factor desencadenante de la Comisión Investigadora. 
A eso estamos haciendo referencia cuando hablamos 
de los diferentes hechos. ¿O es que acaso no actuó el 
economista Porto en medio de toda esa situación? 
Parece que se lo saca, que no tuvo nada que ver con 
la crisis financiera de 2002, no asesoró a ninguna 
compañía, no la condujo a la fundición, no cobró por 
el asesoramiento a empresas en las que se hacía 
contratar a sí mismo. ¡No, no hizo nada de eso! ¡Es 
buenísimo; tuvo una conducta ejemplar al frente de 
las diferentes instituciones! 


Creo que tratando de justificar lo injustificable 
sobre el accionar de CAYCU se hace referencia a otros 
temas que, lejos de salvar y de fundar la defensa, dan 
más argumentos con relación al accionar incorrecto, 
fuera de lugar, del economista Porto al frente de esa 
cooperativa. 


Muchas gracias. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Hay dos se- 
ñoras Diputadas anotadas, por su orden, la señora 
Diputada Cocco Soto y la señora Diputada Charlone, 
supongo que para contestar una alusión. 


Tiene la palabra, en primer lugar, la señora Di- 
putada Cocco Soto. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Señor Presidente: voy a 
hacer uso de la palabra, pero me parece de orden ce- 
derle el lugar la señora Diputada Charlone en primer 
término. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Entiendo el 
espíritu de la señora Diputada Cocco Soto, pero desde 
el punto de vista reglamentario corresponde que haga 
uso de la palabra en primer lugar, si gusta, hasta por 
cinco minutos. Luego daremos la palabra a la señora 
Diputada Charlone. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Señor Presidente: me 
siento moralmente obligada, como ser humano y co- 
mo Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos 
de esta Cámara, a hacer uso de la palabra porque una 
vez y otra también tenemos asistir a una discrimina- 
ción de género que es inaceptable. En lugar de esgri- 
mir argumentos sólidos y de presentar pruebas -no 
me quiero referir al tema de fondo sino a las expre- 
siones de un señor Diputado-, se han hecho manifes- 
taciones que encuentro totalmente fuera de lugar e 
insultantes hacia la señora Diputada y hacia todas las 
señoras legisladoras. 


Entonces, quería manifestar mi total rechazo a 
las expresiones que hemos escuchado y solicitar que 
se retiren de la versión taquigráfica. De no ser así, 
vamos a tomar el tema y lo plantearemos en la Comi- 
sión de Derechos Humanos, aunque en los últimos 
tiempos esa Comisión está siendo devaluada, lamen- 
tablemente, por algunos señores legisladores y algu- 
nas señoras legisladoras integrantes de este Cuerpo. 


Quiero dejar sentada mi protesta porque las ex- 
presiones del señor Diputado que me precedió en el 
uso de la palabra son inaceptables. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Para contes- 
tar una alusión, tiene la palabra la señora Diputada 
Charlone. 


SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: lo primero 
que quiero decir -como expresábamos, se entró en la 
lógica de los adjetivos- es que no veo ninguna con- 
notación negativa en ser porrista. Pero, bueno. 


También quiero aclarar que esta legisladora no 
tiene por costumbre arengar a la barra ni actuar como 
una porrista, levantando a las barras. Sí he tenido, en 
varias ocasiones, el enorme honor de escuchar el 
aplauso de la barra frente a mis palabras. Quizás haya 
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sido porque con lo que estaba diciendo en ese mo- 
mento uno estaba representando los derechos y los 
sentires de quienes estaban en la barra y de otros 
muchos ciudadanos. La alegría, a veces, va por ba- 
rrios. Yo deseo a otros colegas de la Cámara, porque 
es realmente un momento muy sentido para uno, que 
tengan igual suerte. 


Por lo demás, señor Presidente, en general yo no 
hago mucho caudal de las cuestiones de género, pero 
creo que la caballerosidad del Diputado preopinante 
ha quedado, bueno... a la vista. También ha quedado 
a la vista el respaldo que su bancada le ha dado, por- 
que si miramos hacia el sector del Partido Colorado 
advertiremos que, lamentablemente, el señor Diputa- 
do preopinante está en una terrible soledad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR NOVALES.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR NOVALES.- Señor Presidente: no quiero 
dejar pasar sin contestar la gravísima intervención 
que realizó la señora Diputada Cocco Soto, referente 
a la situación que se vive en la Comisión de Derechos 
Humanos. Al voleo, acusa a Diputadas y a Diputados 
integrantes de esa Comisión de no sé qué situaciones 
que se han transformado en difíciles. Yo, como inte- 
grante de la Comisión de Derechos Humanos, no pue- 
do aceptar un ataque indiscriminado a la Comisión 
que, precisamente, preside la señora Diputada Cocco 
Soto; lo rechazo en forma terminante. 


Gracias. 


23.- Prórroga del término de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Dese cuenta 
de una moción de orden presentada por los señores 
Diputados Cardozo Ferreira, Roballo y Hackenbruch 
Legnani. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se prorrogue la hora 
de finalización de la sesión". 


——Se va a votar. 


(Se vota) 


——Cuarenta y cinco en cuarenta y siete: AFIRMATI- 
VA. 


24.- Razones que llevaron al Banco Cen- 
tral del Uruguay a revocar la resolu- 
ción por la que se inhabilitó al eco- 
nomista Luis Porto para el desarrollo 
de actividades en el sistema financie- 
ro. 


Continúa la consideración del asunto en debate. 
SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra la señora Diputada. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Señor Presidente: 
creo que a lo largo de la tarde hemos hablado mucho, 
hemos planteado que el informe de la Comisión esta- 
ba, que no estaba, hemos hablado de otras Comisio- 
nes Investigadoras; y a mí también me gustaría re- 
cordar a los miembros de esta Cámara que el año pa- 
sado se solicitó la creación de una Comisión |nvesti- 
gadora que el partido de Gobierno no votó. Creo que 
lo importante es ver la perspectiva, y la perspectiva es 
que el Ministro de Economía y Finanzas quiere con- 
tratar a una persona que tiene una inhabilitación para 
actuar en los temas bancarios. Lo permitirá o no para 
el cargo que querían darle -no interesa- pero, quieran 
o no, esa persona estaba inhabilitada para actuar en 
asuntos bancarios. 


Ahora, yo no sé cuál es el gran tema de fondo. 
Primero, ha sido demostrado en la Comisión que los 
que tenían que declarar, lo hicieron; votaron para no 
levantar la sanción al economista Porto. El único 
realmente habilitado, a mi entender, fue el que siguió 
pensando exactamente lo mismo, continuó inhabili- 
tando a Porto y siguió manteniendo aquello que no 
quería el Ministro de Economía y Finanzas para al- 
guien que tenía muy cerca, que era que estuviera 
inhabilitado. 


Señor Presidente: yo entiendo al Ministro de 
Economía y Finanzas, entiendo a Astori, porque él si- 
gue una línea que marcó y sigue marcando. Lo dejó 
establecido en la interpelación que se le hizo, yo lo 
estaba escuchando claramente en la Sala del Senado 
cuando nos dijo: "Los amigos no se dejan por el ca- 
mino". Y eso es exactamente lo que hizo el señor Mi- 
nistro Astori con Porto: no lo dejó en el camino. No 
solamente no lo dejó en el camino, sino que armó un 
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circo para sacarle una inhabilitación que lo dejaba 
muy mal parado como su asesor. Estamos hablando 
de una persona que engañó a la empresa con la que 
estaba trabajando; que le vendió una base de datos y 
quedó demostrado en la Comisión que la empresa no 
sabía que era de su propiedad; que escondió datos 
importantes, que fundió una empresa, y si bien esta- 
ba en camino de fundirse, indudablemente, tuvo un 
mal proceder. 


Este es el economista Porto, señor Presidente; 
este es el asesor del Ministro. Y como indudablemente 
el Ministro Astori tiene la costumbre de no dejar a los 
amigos en el camino, se ha rodeado de gente como 
Bengoa, que está preso, como Porto, a quien capaz 
que no le pueden demostrar nada, porque ahora po- 
nemos como excusa que se supo antes. Y es cierto, 
está mal: durante un proceso judicial se violó el se- 
creto del sumario y no debería haber pasado; desgra- 
ciadamente sucedió, porque de eso se agarran mu- 
chos, inclusive Porto, para decir que es perseguido. 


Entonces, este es el tema de fondo, y no es nin- 
gún otro que no sea este. Fue lo que escuchamos en 
la Comisión y de ahí fue que extrajimos las conclusio- 
nes que sacamos. Lo demás es harina de otro costal. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Señor Presidente: la verdad 
que he estado pensando algunas cosas que quería 
trasladar de tal forma que se arme el menor lío posi- 
ble, que no es fácil, ¿no? 


Primero quiero decir que me da la impresión de 
que el Parlamento, a veces, empieza como en una 
sinfonía y termina como el cambalache: la biblia y el 
calefón, todo junto. Esa es la impresión que tuve esta 
tarde: empezamos bárbaro, pero terminamos en otra 
cosa. 


Me consuela que se haya prorrogado la hora, 
porque parece que al sistema político le resulta mucho 
más interesante discutir estos temas que el de la ley 
de pacientes y usuarios de los servicios de salud, que 
va a tener una mayor aplicación para la mayoría de la 
población. Se habla de este otro tema, que es abso- 
lutamente puntual y no cambia la realidad del país, 
pase lo que pase. 


Pero, en realidad, yo quería referirme a algunas 
cuestiones que me parece que son básicas del siste- 
ma político y que hacen a este asunto. Acepto que 
quienes están en la oposición puedan sospechar que 
nosotros hacemos el acomodo que se les ocurra. Pue- 
do aceptar que los compañeros que están en el 
Frente -yo no estaba antes en el Parlamento- pasen 
las cuentas que tengan que pasar y se acuerden des- 
de 1910 hasta 2002. No me importa, está bien, forma 
parte de lo que el sistema político parece aceptar co- 
mo una cuestión de lógica. 


Lo que me da cierta cosa -tal vez porque tengo 
una enseñanza de un barrio del interior- es hablar de 
los que no están. Pienso que cuando uno se refiere a 
una persona debe tener algún tipo de prueba. Esto no 
es un Juzgado; acá no venimos a juzgar personal- 
mente a nadie. Creo que aquí se dicen cosas de algu- 
na gente que si yo estuviera fuera de la Cámara y al- 
guien las estuviera diciendo de mí -no por nada en al- 
guna época venían armados-, estaría esperando que 
saliera para decirle: "A ver, ¿qué es lo que estás di- 
ciendo?". Porque atacar a alguien que no se puede 
defender me da la impresión que no es, desde el 
punto de vista del honor, lo mejor que uno puede ha- 
cer. 


Acá hay como una idea, o una teoría; y lo voy a 
decir para todos. No estoy diciendo que unos lo hagan 
y otros no; capaz que todos lo hacemos o en alguna 
circunstancia todos lo hemos hecho. Yo creo que uno 
puede discutir actitudes políticas, y está bien, porque 
las actitudes políticas son precisamente para eso. 
Ahora, no sé si a ustedes les ha pasado alguna vez, 
pero cuando alguien habla mal de uno, cuando al- 
guien habla mal a nivel personal o de nuestras capa- 
cidades y uno no tiene cómo defenderse, es muy feo, 
es muy embromado, porque uno no tiene cómo con- 
testar por el hecho de que no integra el Cuerpo en el 
que se están diciendo esas cosas. En este Parlamento 
lo he sentido varias veces. Por ejemplo, lo sentí en el 
caso de Bengoa. Es culpable, está preso; está todo 
bien. Ahora: preso y todo, tiene derecho a ser respe- 
tado. Y yo considero que cuando uno habla de alguien 
que no se puede defender se pierde el respeto a sí 
mismo y, además, no tiene respeto por los demás. 
Cuando ataco a alguien es fundamental que esa per- 
sona se pueda defender. Creo que esto hace al ma- 
nejo del poder. 
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Acá tenemos la idea de que podemos hablar de 
lo que se nos cante, desde las lanchas de guerra 
hasta la personalidad de Porto. Está todo bien: de to- 
do podemos decir algo. Ahora: a mí me parece que 
nosotros, haciendo un uso racional del poder, debe- 
ríamos moderarnos cuando decimos alguna cosa de 
alguien, sea quien sea, salvo que se trate de actitudes 
políticas; si es eso, está todo bien. Yo no conozco al 
economista Porto, como no conozco a casi nadie; co- 
nozco gente de Florida más que de acá. No sé si es 
buen contador o no; no tengo la más pálida idea. No 
me parece que uno pueda decir que es una persona 
siniestra. Es una falta de respeto a uno mismo, por- 
que me parece que la valentía está en atacar a quien 
se puede defender. Cuando uno le pega a los que 
están caídos, entra en una lógica de hechos que no 
me parece la más recomendable. Además, creo que 
desprestigiamos la institución que integramos, porque 
aquí hay que decir las cosas con fundamento. Yo 
puedo decir, con fundamento, que alguien se ha equi- 
vocado políticamente en determinadas cosas, pero 
acá, si seguimos media hora más, Porto fue el culpa- 
ble de la crisis de 2002, de la devaluación del dólar y 
de que a Azzini le haya ido mal en su reforma, porque 
venimos en una dinámica de echarle y echarle culpas. 


Acepto que la oposición diga que nosotros ac- 
tuamos como amigos y que salvamos a Porto porque 
estamos entreverados con él; eso lo acepto, porque 
está dentro de las reglas. Ahora, de ahí a entrar a 
acusar personalmente a Porto, creo que es un paso 
que no deberíamos dar. El día en que se pueda de- 
fender, o estando de frente, mirándolo a los ojos, le 
podré decir que es un sinvergúenza y todo lo demás. 
Ahora, si yo no lo estoy viendo y lo estoy diciendo 
acá, ese es un acto que me parece absolutamente re- 
probable y que desprestigia el sistema político. Aquí 
hay que tener la valentía de sostener lo que se opina 
en el lugar que corresponde, y no decirlo amparado 
en que aquí nadie va a entrar. 


Iba a preguntar si reglamentariamente eso esta- 
ba establecido, pero me imagino que aquí nadie se 
hace el haraquiri, y seguramente eso no debe estar 
establecido, aunque me parece que sería una buena 
conducta. Si en mi barrio se hacía eso, te reventaban 
la cara, porque estabas haciendo algo que, sobre to- 
do, era inmoral. Pero si uno iba y le decía las cosas de 
frente a alguien, lo aguantaban y no tenían ningún 
problema; uno podía decir lo que quería porque era 


su opinión. Si yo tengo razón, no tengo que ensuciar 
a nadie. Esa es la verdad. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra la señora Diputada. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Señor Presidente: un se- 
ñor Diputado integrante de la Comisión de Derechos 
Humanos se molestó por mis palabras, pero lo que ha 
sucedido en el seno de esa Comisión no es responsa- 
bilidad de sus integrantes. 


Simplemente quería hacer esta aclaración y luego 
conversaremos el tema en el seno de la Comisión. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR MACHADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR MACHADO.- Señor Presidente: al tema que 
nos ha ocupado gran parte de la tarde le asignamos 
mucha importancia. 


Aquí se ha mencionado la crisis del año 2002 y es 
verdad que quizás fue la más profunda crisis econó- 
mico-financiera que vivió nuestra nación. En ese mo- 
mento gobernaba nuestro Partido, el Partido Colora- 
do, y asumimos totalmente la responsabilidad. Tam- 
bién la asumió el pueblo uruguayo y por eso tuvimos 
una muy magra elección. Así es en política y así es en 
la democracia. También debemos decir que nuestro 
Partido tomó todas las medidas adecuadas para re- 
componer la situación económico-financiera del país, 
y el Frente Amplio, que ganó la elección por mayoría 
absoluta, recibió -como establece la Rendición de 
Cuentas firmada por el doctor Vázquez, por Astori, et- 
cétera- un país en franco crecimiento económico y 
con un manejo inmejorable de las finanzas públicas. 
Esa es la verdad. Nosotros cargamos con esa respon- 
sabilidad como Partido, como no puede ser de otra 
manera, y tuvimos nuestras consecuencias políticas. 


Pero no es a eso, esencialmente, a lo que me 
quiero referir. Quiero referirme a que de la situación 
que ha sido denunciada inicialmente por el señor Di- 
putado Germán Cardoso en el Parlamento y que luego 
tuvo consecuencias en la Comisión Preinvestigadora y 
en la Comisión Investigadora, que fueron analizadas 
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en profundidad, se saca como conclusión esencial que 
desde el Poder Ejecutivo se ha dado una mala señal a 
la nación. Se ha dado una muy mala señal, y aquella 
gente que fue penalizada y sancionada por el Banco 
Central por haber provocado tanto daño a tantos ciu- 
dadanos, y fundamentalmente a aquellos pequeños 
ahorristas que eran socios de cooperativas, ve con 
muy malos ojos este sobreseimiento de la causa del 
contador Porto, que realmente choca. 


Yo quisiera preguntar al fondo del corazón y de 
la conciencia de los legisladores del partido de Go- 
bierno si les parece lógico que el único integrante del 
Banco Central, la única persona con verdadera idonei- 
dad y conocimiento de causa, haya votado en contra 
de esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Diríjase a la 
Presidencia, señor Diputado. 


SEÑOR MACHADO.- Señor Presidente: si ese hu- 
biera sido un acto llevado adelante por algún inte- 
grante de mi Partido, sinceramente no me dejaría 
conforme. Aquí no se trata de defender a rajatabla y 
en cualquier condición las posiciones del Gobierno. 
Cuando nos equivocamos, nos equivocamos, y creo 
que aquí hubo una gran equivocación que le hace 
mucho daño al país, porque además mucha gente no 
sentirá que tiene las garantías suficientes en un tema 
tan importante como el de las inversiones, cuando 
este señor, a quien yo no tengo derecho de calificar 
pero que sin duda ha sido muy cuestionado, está al 
frente de un sector tan relevante para el Gobierno y el 
país. 


Quiero manifestar mi preocupación por la señal 
que se dio desde el Gobierno y el sentimiento que te- 
nemos nosotros, porque cuando se realizan denuncias 
de este tipo se procede con ánimo positivo para ayu- 
dar a corregir y enmendar los errores, y la responsa- 
bilidad de la gente que está en el Gobierno es la de 
aceptar estas posiciones con la gallardía y la "endu- 
rance" que requieren los momentos que han sido de- 
nunciados. 


Sabemos los resultados que esta votación tendrá 
en este pleno, pero nos vamos con un sabor amargo 
porque esperábamos otra actitud, fundamentalmente 
de la bancada de Gobierno. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Dese cuenta 
de una moción presentada por la señora Diputada 
Charlone y los señores Diputados Orrico, Yanes, Sem- 
proni y Roballo. 


(Se lee:) 


"Recibido el informe de la 'Comisión |nvesti- 
gadora de las razones que llevaron al Banco 
Central del Uruguay a revocar la resolución por la 
que se inhabilitó al economista Luis Porto para el 
desarrollo de actividades en el sistema financie- 
ro', la Cámara de Representantes declara que 
han quedado claras las motivaciones investiga- 
das, las que armonizan con el orden jurídico y las 
normas éticas exigibles". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y cinco en cincuenta y nueve: AFIRMA- 
TIVA. 


SEÑOR POSADA.- ¡Que se rectifique la votación! 
SEÑOR PRESI DENTE.- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y cuatro en cincuenta y nueve: AFIR- 
MATIVA. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: hemos votado 
afirmativamente por las razones fundamentales esta- 
blecidas en el informe, pero quiero destacar una en 
particular. 


Aquí se ha hablado de amistades, y parece que el 
economista Porto no solo las tiene donde se dijo sino 
también en el Poder Judicial. No se puede obviar ni 
tapar el hecho de que el Poder Judicial -esa es la ra- 
zón fundamental que a mí me tranquiliza- archivó el 
asunto porque no daba ni para una causa. 


Por todas las razones expuestas y el fundamento 
del señor Diputado Orrico que señalaba la investiga- 
ción administrativa y lo sucedido en el Poder Judicial 
-que no se puede obviar- he votado afirmativamente. 
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Confío en nuestro Poder Judicial; se puede dis- 
crepar con sus resoluciones pero me parece que en 
este asunto actuó, sin ningún lugar a dudas, con 
cristalinidad y muy lejos, por cierto, de ningún lazo de 
amistad con nadie. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra la señora Diputada. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Señor Presidente: 
quiero que conste en la versión taquigráfica que el 
Partido Nacional no acompañó la moción del Frente 
Amplio. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: he votado 
negativamente la moción aprobada por su referencia 
machacona a una conducta ética apropiada. 


Alguien o alguna situación puede no ser pasible 
de una imputación penal, pero ello no significa que no 
sea pasible de otro tipo de sanciones. Y esta es la 
sanción que se había impuesto al economista Porto. 


Lo que hubo fue una acción impropia, no de 
Porto sino de las autoridades del Banco Central, que 
en uso de discrecionalidad administrativa beneficiaron 
a un correligionario. Eso es éticamente cuestionable. 
¡Ni qué hablar de la pirueta de hacer rotar a los Di- 
rectores en función de que algunos se excusaron de 
participar en el Directorio del Banco Central! 


Estos temas rompen los ojos en cuanto a su 
cuestionamiento, son algo fácil de ver -inclusive, re- 
sulta burdo- y bien podrían haber dado lugar a la pre- 
sentación en esta Cámara de una moción 
-naturalmente, votada por la mayoría del Gobierno 
que convalida este acto de favoritismo político- menos 
melosa desde el punto de vista de su contenido ya 
que, inclusive, se habla de actitudes éticamente co- 
rrectas. 


Por último, quiero señalar que la última vez que 
alguna persona se refirió a ámbitos democráticos y 
plurales como este con el término "cambalache", fue 
en el año 1983; lo hizo el dictador Gregorio Álvarez 


refiriéndose al acto que tuvo lugar el último domingo 
de noviembre de ese año en el Obelisco. 


SEÑOR POSADA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.- Señor Presidente: hemos votado 
negativamente. 


Tenemos plena confianza en la persona que es- 
taba al frente de la Superintendencia de Instituciones 
Financieras, el economista Fernando Barrán, y de 
quien está ahora, el contador Jorge Ottavianelli. 


Creemos que los procedimientos llevados ade- 
lante por la Superintendencia de bancos fueron con- 
forme a derecho y que solo una decisión política pudo 
torcer lo que era, en definitiva, una sanción al econo- 
mista Porto, que correspondía por su actuación irre- 
gular al frente de la cooperativa CAYCU, 


SEÑOR MACHADO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR MACHADO.- Señor Presidente: por las razo- 
nes que hemos expuesto en Sala, el Partido Colorado 
ha votado negativamente esta moción. 


25.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Dese cuenta 
del informe de la Comisión de Asuntos Internos relati- 
vo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes resoluciones: 


Del señor Representante Juan José Bentan- 
cor, en virtud de obligaciones notorias inherentes 
a su representación política, literal D) del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, a efectos de parti- 
cipar del Foro "Políticas Laborales después del 
Neoliberalismo: Las Experiencias en el Cono Sur", 
a realizarse en la ciudad de Buenos Aires, Repú- 
blica Argentina, por el día 4 de julio de 2008, 
convocándose a la suplente siguiente, señora 
Eleonora Bianchi. 
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Del señor Representante Juan José Bentan- 
cor, por motivos personales, inciso tercero del ar- 
tículo primero de la Ley N” 17.827, por el período 
comprendido entre los días 7 y 11 de julio de 
2008, convocándose a la suplente siguiente, se- 
ñora Eleonora Bianchi. 


Del señor Representante Sergio Botana, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período com- 
prendido entre los días 8 y 11 de julio de 2008, 
convocándose al suplente siguiente, señor Arthur 
Souza. 


Del señor Representante Daniel Bianchi, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 2 de julio 
de 2008, convocándose al suplente siguiente, se- 
ñor José Di Paulo. 


Del señor Representante Víctor Semproni, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período com- 
prendido entre los días 9 y 11 de julio de 2008, 
convocándose al suplente siguiente, señor Pablo 
Naya. 


Del señor Representante Washington Abdala, 
por motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período com- 
prendido entre los días 8 y 12 de julio de 2008, 
convocándose al suplente siguiente, señor Al- 
berto Scavarelli. 


Del señor Representante Darío Pérez, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 7 de julio 
de 2008, convocándose a la suplente siguiente, 
señora María del Carmen Salazar. 


Visto la convocatoria de la señora Beatriz 
Costa en virtud de la incorporación del señor Luis 
Rosadilla a la Cámara de Senadores, por el pe- 
ríodo comprendido entre los días 15 de junio y 1* 
de julio de 2008, se deja constancia que la mis- 
ma debió realizarse por el período comprendido 
entre los días 15 y 27 de junio de 2008". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——Cuarenta y ocho en cuarenta y nueve: AFIRMATI- 
VA. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en las 
fechas indicadas. 


(ANTECEDENTES:) 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente me dirijo a usted a fin de que 
ponga a consideración del Cuerpo mi solicitud de li- 
cencia por el día 4 de julio del corriente, amparado en 
el literal D) de la Ley N* 17.827 por razones inheren- 
tes a mi condición como Representante Nacional, a 
los efectos de participar del foro laboral: “Políticas La- 
borales después del Neoliberalismo: las experiencias 
en el Cono Sur”, que se llevará a cabo en la ciudad 
de Buenos Aires, Argentina, a invitación de la Funda- 
ción Friedrich Ebert. 

Sin otro particular, saluda a usted atentamente, 

JUAN JOSÉ BENTANCOR 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Por la presente, comunico a usted mi renuncia 
por esta vez al cargo para el que he sido convocado. 
Sin otro particular, le saluda atentamente, 
Laura Fernández". 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Por la presente, comunico a usted mi renuncia 
por esta vez al cargo para el que he sido convocada. 
Sin otro particular, le saluda atentamente, 
Gabriel Weiss". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia en virtud de obliga- 
ciones notorias inherentes a su representación políti- 
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ca, del señor Representante por el departamento de 
Montevideo, Juan José Bentancor, para asistir al foro 
laboral: "Políticas Laborales Después del Neolibera- 
lismo: Las Experiencias en el Cono Sur", a desarro- 
llarse en la ciudad de Buenos Aires, República Ar- 
gentina. 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 4 de julio de 2008. 


11) Que, por esta vez, no aceptan la convocatoria 
los suplentes siguientes, señora Laura Fernández y 
señor Gabriel Weiss. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el literal D) del artículo primero 
de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia en virtud de obligaciones 
notorias inherentes a su representación política, al 
señor Representante por el departamento de Monte- 
video, Juan José Bentancor, por el día 4 de julio de 
2008, para asistir al foro laboral: "Políticas Laborales 
Después del Neoliberalismo: Las Experiencias en el 
Cono Sur", a desarrollarse en la ciudad de Buenos Ai- 
res, República Argentina. 


2) Acéptanse las negativas que presentan, por 
esta vez, los suplentes siguientes señora Laura Fer- 
nández y señor Gabriel Weiss. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el día 4 de julio de 2008, a 
la suplente correspondiente siguiente de la Hoja de 
Votación N* 77 del Lema Partido Encuentro Progre- 
sista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, señora Eleo- 
nora Bianchi. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito licencia a la Cámara por 
usted presidida por motivos personales por el período 
comprendido entre los días lunes 7 de julio de 2008 


hasta el viernes 11 de julio de 2008 inclusive, convo- 
cándose al suplente respectivo. 
Sin otro particular, saluda a usted atentamente, 
JUAN JOSÉ BENTANCOR 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Por la presente, comunico a usted mi renuncia 
por esta vez al cargo para el que he sido convocado. 
Sin otro particular, le saluda atentamente. 
Gabriel Weiss”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Por la presente, comunico a usted mi renuncia 
por esta vez al cargo para el que he sido convocada. 
Sin otro particular, le saluda atentamente, 
Laura Fernández". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Juan José Bentancor. 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 7 y 
11 de julio de 2008. 


11) Que, por esta vez, no aceptan la convocatoria 
los suplentes siguientes, señor Gabriel Weiss y seño- 
ra Laura Fernández. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada a su ar- 
tículo primero por la Ley N* 17.827 de 14 de setiem- 
bre de 2004 y el inciso tercero del artículo primero de 
la citada. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 7 y 11 de julio 
de 2008, al señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Juan José Bentancor. 
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2) Acéptanse las negativas que, por esta vez pre- 
sentan los suplentes siguientes, señor Gabriel Weiss 
y señora Laura Fernández. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencionado 
lapso, a la suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 77 del Lema Partido Encuentro 
Progresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, señora 
Eleonora Bianchi. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHER". 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside, se sir- 
va concederme el uso de licencia en el período com- 
prendido entre 8 y el 11 de julio del corriente, inclusi- 
ve, por motivos de tareas inherentes a mi cargo. 

Sin más, lo saluda atentamente, 

SERGIO BOTANA 
Representante por Cerro Largo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Cerro Largo, Sergio Botana. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 8 y 
11 de julio de 2008. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 8 y 11 de julio 
de 2008, al señor Representante por el departamento 
de Cerro Largo, Sergio Botana. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 


ción N% 2004 del Lema Partido Nacional, señor Arthur 
Souza. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted a efectos 
de solicitar licencia por motivos personales, al amparo 
de lo establecido en la Ley N* 17.827, convocando a 
mi suplente respectivo durante el día de mañana. 

Saluda a usted muy atentamente, 

DANIEL BIANCHI 
Representante por Colonia". 


"Colonia, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Habiendo sido convocada en mi calidad de su- 
plente del Diputado Daniel Bianchi, para integrar ese 
Cuerpo, comunico a usted que por esta única vez no 
acepto la referida convocatoria. 

Saluda a usted muy atentamente, 

Claudia Allietti”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Colonia, Daniel Bianchi. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 2 de julio de 2008. 


11) Que por esta única vez no acepta la convocato- 
ria de que ha sido objeto, la suplente siguiente, seño- 
ra Claudia Allietti. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 
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La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 2 de julio de 2008, al señor Representante por 
el departamento de Colonia, Daniel Bianchi. 


2) Acéptase, por esta única vez, la denegatoria pre- 
sentada por la suplente siguiente, señora Claudia Allietti. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la referida 
representación, por el día 2 de julio de 2008, al suplente 
correspondiente siguiente de la Hoja de Votación N* 2015 
del Lema Partido Colorado, señor José Di Paulo. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside, se sir- 
va concederme el uso de licencia entre el día 9 de ju- 
lio de 2008 y el día 11 de julio de 2008, por motivos 
personales. 

Sin más saludo atentamente, 

VÍCTOR SEMPRONI 
Representante por Canelones”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por medio de la presente comunico a usted que, 
por esta única vez, no he de aceptar la convocatoria 
de la cual he sido objeto, en virtud de la licencia soli- 
citada por el señor Representante. 

Sin más, saluda atentamente, 

Yamandú Orsi". 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente, comunico a usted que por esta 
única vez no he de aceptar la convocatoria de la cual 


he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada por el 
señor Representante. 
Sin más, saluda atentamente, 
Matías Carámbula". 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a la convocatoria que he recibido en 
virtud de la licencia solicitada por el señor Represen- 
tante titular, comunico a usted mi renuncia por esta 
única vez a ocupar la banca. 

Saludo a usted muy atentamente, 

Antonio Vadell". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Canelones, Víctor Semproni. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 9 y 
11 de julio de 2008. 


II) Que, por esta única vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto los suplentes siguien- 
tes, señores Yamandú Orsi, Matías Carámbula y An- 
tonio Vadell. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 9 y 11 de julio 
de 2008, al señor Representante por el departamento 
de Canelones, Víctor Semproni. 


2) Acéptanse las negativas presentadas, por 
esta única vez, por los suplentes siguientes, seño- 
res Yamandú Orsi, Matías Carámbula y Antonio 
Vadell. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
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ción N* 609 del Lema Encuentro Progresista - Frente 
Amplio - Nueva Mayoría, señor Pablo Naya. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


JULIO CARDOZO FERREIRA, NORA 
GAUTHIER". 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Al amparo de lo previsto por la Ley N* 17.827. 
solicito al Cuerpo que usted tan dignamente preside 
se sirva concederme el uso de licencia por razones 
personales desde el 8 de julio hasta el 12 de julio in- 
clusive. 

Sin otro particular, saludo atentamente, 

WASHINGTON ABDALA 
Representante por Montevideo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Washington Abdala. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 8 y 
12 de julio de 2008. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 8 y 12 de julio 
de 2008, al señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Washington Abdala. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
ción N* 2000, del Lema Partido Colorado, señor Al- 
berto Scavarelli. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside se sirva 
concederme el uso de licencia el día 7 de julio del co- 
rriente año, por motivos personales. 

Sin más, lo saluda atentamente, 

DARÍO PÉREZ 
Representante por Maldonado”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Maldonado, Darío Pérez. 


CONSIDERANDO: Que solicita licencia por el día 
7 de julio de 2008. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 7 de julio de 2008, al señor Representante por 
el departamento de Maldonado, Darío Pérez. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el día 7 de julio de 2008, al 
suplente correspondiente siguiente de la Hoja de Vo- 
tación N* 81370890 del Lema Partido Encuentro Pro- 
gresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, señora Ma- 
ría del Carmen Salazar. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 11 de junio de 2008. 
Señor Representante Nacional 
Luis Rosadilla. 


Por la presente convocamos a usted para inte- 
grar la Cámara de Senadores por el día de hoy con 
motivo de la licencia concedida al señor Senador 
Eleuterio Fernández Huidobro. Asimismo se lo convo- 
ca a partir del día 15 y hasta el 27 de junio inclusive, 
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en virtud de que el señor Senador José Mujica ocupa- 
rá la Presidencia del Senado. 
Saludo a usted muy atentamente. 


HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: |) La convocatoria a la Cámara de Repre- 
sentantes de la señora Beatriz Costa en virtud de la 
incorporación del señor Representante Luis Rosadilla 
a la Cámara de Senadores. 


II) Que la convocatoria se realizó por el período 
comprendido entre los días 15 de junio y 1* de julio de 
2008, cuando correspondía realizarse por el período 
comprendido entre los días 15 y 27 de junio de 2008. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


Modifícase la convocatoria realizada a la señora 
Beatriz Costa, suplente correspondiente de la Hoja de 
Votación N” 609 del Lema Partido Encuentro Progre- 
sista-Frente Amplio-Nueva Mayoría, por el departa- 
mento de Montevideo, en oportunidad de la incorpo- 
ración del señor Representante Luis Rosadilla a la 
Cámara de Senadores, debiendo entenderse por el 
período comprendido entre los días 15 y 27 de junio 
de 2008. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 
VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER". 


26.- Asuntos entrados fuera de hora. 


——Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por los señores Diputados Doti Genta, Botana y Cáne- 


pa. 
(Se lee:) 


"Mocionamos para que se dé cuenta de un 
asunto entrado fuera de hora". 


——Se va a votar. 


(Se vota) 


——Cuarenta y cinco en cuarenta y ocho: AFIRMATI- 
VA. 


Dese cuenta de un asunto entrado fuera de hora. 
(Se lee:) 


"Los señores Representantes Jaime Mario Tro- 
bo, Sergio Botana y David Doti Genta presentan con 
su correspondiente exposición de motivos, un pro- 
yecto de ley por el que se establece que los plazos 
para dar cumplimiento a la obligación de dotar de 
cinturones de seguridad a unidades de transporte de 
pasajeros serán establecidos por el Poder Ejecutivo. 

C/2657/008 


- A la Comisión de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Públicas. 


Varios señores Representantes presentan con su 
correspondiente exposición de motivos, un proyecto 
de ley por el que se sustituye el artículo 354 del Códi- 
go Penal. C/2658/008 


- A la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración". 


27.- Proyectos presentados. 


A) "DOTACIÓN DE CINTURONES DE SEGURI- 
DAD A UNIDADES DE TRANSPORTE DE PA- 
SAJEROS. (Se establece que los plazos para 
dar cumplimiento a dicha obligación serán esta- 
blecidos por el Poder Ejecutivo). 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Establécese que a los efectos del 
cumplimiento de la normativa sobre la obligación de 
dotar de cinturones de seguridad a unidades de 
transporte de pasajeros, los plazos para su cumpli- 
miento, serán establecidos por resolución del Poder 
Ejecutivo. 


Dicha decisión deberá considerar las adaptaciones 
necesarias para que la flota que presta los servicios 
ofrezca las condiciones de seguridad requeridas. 


Montevideo, 1* de julio de 2008. 


JAIME MARIO TROBO, Representante 
por Montevideo, SERGIO BOTANA, 
Representante por Cerro Largo, DA- 
VID DOT! GENTA, Representante por 
Paysandú. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley tiene por objeto con- 
templar una de las múltiples consecuencias que ha 
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ocasionado la aprobación de la Ley N* 18.191, refe- 
rente al “Tránsito y la Seguridad Vial en el Territorio 
Nacional”. 


En su artículo 31 literal D, dicha norma establece 
como obligatorio el uso del cinturón de seguridad por 
todos los ocupantes de vehículos de transporte es- 
colar, otorgándole a los transportistas el plazo de seis 
meses para adecuar sus vehículos. 


Razones técnicas, justificadas por la propia Uni- 
dad de Seguridad Vial (UNASEV) han impedido a los 
sujetos pasivos de esta obligación, que al momento 
del vencimiento del plazo, den cabal cumplimiento a 
la misma. 


Conscientes de las dificultades que atraviesa este 
sector, y teniendo presente que no le han sido brin- 
dadas las necesarias herramientas para la renovación 
de flota, las cuales sí le han sido otorgadas a otros 
sectores del transporte, como ser taxímetros y remi- 
ses, es que procuramos hallarle una solución a esta 
situación que se ha suscitado. 


Llama poderosamente la atención, que los vehí- 
culos de transporte escolar no hayan sido contempla- 
dos a la hora de otorgar las modalidades especiales 
para la renovación de flota, sobre todo si tenemos en 
cuenta que su tarea tiene como directos involucrados 
a las niñas y niños que a diario concurren a los cen- 
tros educativos. 


En tal sentido, entendemos necesario darle las he- 
rramientas al Poder Ejecutivo, para que éste, en vir- 
tud de lo señalado y en procura de la mejor solución 
para todas las partes, otorgue un nuevo plazo a los 
efectos de cumplir con la norma legal. 


Consideramos que de no adoptarse una medida 
de tales características, quienes se encuentran en la 
obligación jurídica de adecuar sus vehículos, no po- 
drán dar fiel cumplimiento al precepto básico que lle- 
va consigo la ley, es decir, la seguridad. 


De esta forma, el Poder Ejecutivo en ejercicio de 
una potestad que este proyecto de ley ofrece conce- 
derle, deberá establecer los plazos que deben cum- 
plirse en virtud de lo dispuesto por la ley y el cumpli- 
miento de todas las condiciones de carácter técnico 
que deberán tener los cinturones de seguridad, así 
como todo lo relativo a las adaptaciones que sean 
necesarias realizar. 


Montevideo, 1* de julio de 2008. 


JAIME MARIO TROBO, Representante 
por Montevideo, SERGIO BOTANA, 
Representante por Cerro Largo, DA- 


VID DOTI GENTA, Representante por 
Paysandú". 


B) DELITO DE USURPACIÓN. (Se sustituye el 
artículo 354 del Código Penal). 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Sustitúyese el artículo 354 del 
Código Penal, en su redacción dada por la Ley 
N9 18.116, por el siguiente texto: 


“ARTÍCULO 354 (Usurpación).- Será castigado 
con tres meses de prisión a tres años de peniten- 
ciaria: 

1. El que, con fines de apoderamiento o de ilí- 
cito aprovechamiento, ocupare en forma 
violenta o clandestina, parcial o totalmente 
el inmueble ajeno. 


2. El que, con fines de apoderamiento o de ilí- 
cito aprovechamiento, remueve o altere los 
mojones que determinan los límites de un 
inmueble. 


3. El que, con fines de apoderamiento o de ilí- 
cito aprovechamiento, desvíe el curso de las 
aguas públicas o privadas. 


Constituye una circunstancia agravante, el hecho 
de que la usurpación se cometa en inmuebles ubica- 
dos en zonas balnearias, delimitadas por los respecti- 
vos Gobiernos Departamentales. 


Este delito será perseguible de oficio, a instancia 
de parte, o por cualquier interesado. 


Montevideo, 1* de julio de 2008. 


DIEGO CÁNEPA, Representante por 
Montevideo, GUSTAVO  BERNINI, 
Representante por Montevideo, ED- 
GARDO ORTUÑO, Representante 
por Montevideo, JUAN ANDRÉS RO- 
BALLO, Representante por Montevi- 
deo, JAVIER SALSAMENDI, Repre- 
sentante por Montevideo. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El proyecto propone reintroducir los elementos 
subjetivos a la acción, que ya tenía el artículo 354 en 
su redacción original, requiriendo para la configura- 
ción del delito las notas de violencia y clandestinidad, 
manteniendo el agravante del delito cuando se co- 
mete en zonas balnearias de acuerdo a la última mo- 
dificación introducida en su redacción. 


La modificación que se introduce intenta no inter- 
ferir desde la tipificación del delito de usurpación con 
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institutos del derecho civil como lo son la Posesión y 
la Prescripción. 


A partir de la aprobación de la Ley N* 18.116 que 
modificó el artículo 354 del Código Penal, podría 
sostenerse que en nuestro ordenamiento jurídico ya 
no habría más posesión pacífica, requisito exigido por 
el artículo 649.3 del CC para obtener la posesión de 
un inmueble, uno de los elementos necesarios para 
obtener la prescripción treintenal. 


Es indudable que dicho extremo no fue voluntad 
del legislador al realizar la modificación planteada en 
la Ley N* 18.116, ya que el alcance de la modificación 
tenía como razón jurídica fortalecer la tutela jurídica 
de la propiedad siempre que ésta fuese ocupada 
contra la voluntad manifiesta de su verdadero dueño. 


A su vez no es posible que se mantenga una evi- 
dente contradicción entre la solución civil a la contro- 
versia entre quienes aducen tener derechos de pose- 
sión y quien detenta la nuda propiedad mediante la 
acción de reivindicación y la solución penal de casti- 
gar cualquier ocupación aun cuando fuese pacífica- 
mente aceptada. 


Se mantiene que el delito sea perseguible de ofi- 
cio, instancia de parte y se agrega de cualquier inte- 
resado, lo cual exige que el que realiza la denuncia 
del hecho pruebe alguna vinculación con el inmueble 
a cualquier título. 


Montevideo, 1* de julio de 2008. 


DIEGO CÁNEPA, Representante por 
Montevideo, GUSTAVO  BERNINI, 
Representante por Montevideo, ED- 
GARDO ORTUÑO, Representante 
por Montevideo, JUAN ANDRÉS RO- 
BALLO, Representante por Montevi- 
deo., JAVIER SALSAMENDI, Repre- 
sentante por Montevideo". 


28.- Pacientes y usuarios de los servicios 
de salud. (Se establecen sus dere- 
chos y obligaciones). 


——Se pasa a considerar el asunto que figuraba en 
cuarto término del orden día y que pasó a ser quinto: 
"Paciente y usuarios de los servicios de salud. (Se 
establecen sus derechos y obligaciones)". 


(ANTECEDENTES:) 


Rep. N* 851 
“CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
Título | 
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- La presente ley regula los derechos y 
obligaciones de los pacientes y usuarios de los servi- 
cios de salud con respecto a los trabajadores de la 
salud y a los servicios de atención de la salud. 


Artículo 2”.- Los pacientes y usuarios tienen dere- 
cho a recibir tratamiento igualitario y no podrán ser 
discriminados por ninguna razón ya sea de raza, 
edad, sexo, religión, nacionalidad de origen, impedi- 
mentos físicos, condición social, opción u orientación 
sexual, nivel cultural o capacidad económica. 


Título Il 
DE LAS DEFINICIONES 


Artículo 3".- Se considera servicio de salud a toda 
organización conformada por personas físicas o jurí- 
dicas, tales como instituciones, entidades, empresas, 
organismos públicos, privados -de carácter particular 
o colectivo- o de naturaleza mixta, que brinde presta- 
ciones vinculadas a la salud (incluyendo análisis o 
estudios sean de naturaleza preventiva, curativa, de 
rehabilitación o reparación). 


Artículo 4”.- Se entiende por trabajadores de la 
salud a toda persona que desempeñe funciones en el 
ámbito de un servicio de salud, de acuerdo a lo dis- 
puesto en el artículo 3% de la presente ley, que cum- 
pla una actividad permanente o temporal, aun no re- 
munerada. 


Artículo 5”.- Es usuario de un servicio de salud 
toda persona física que pueda adquirir o utilizar bie- 
nes o servicios de salud. 


Se entiende por paciente a toda persona que reci- 
be atención de la salud, o en su defecto sus familia- 
res, cuando su presencia y actos se vinculen a la 
atención de aquélla. 


En los casos de incapacidad o manifiesta imposi- 
bilidad de ejercer sus derechos y asumir sus obliga- 
ciones, le representará su cónyuge, el pariente más 
próximo o su representante legal. 
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Título I1l 
DE LOS DERECHOS 


Artículo 6*.- Toda persona tiene derecho a acce- 
der a una atención integral que comprenda todas 
aquellas acciones destinadas a la promoción, la pro- 
tección, recuperación y rehabilitación de la salud, de 
acuerdo a las definiciones que establezca el Ministe- 
rio de Salud Pública. 


Artículo 7*.- Todo paciente tiene derecho a una 
atención en salud de calidad, con trabajadores de 
salud debidamente capacitados y autorizados por las 
autoridades competentes, para el ejercicio de sus ta- 
reas o funciones. 


Todo paciente tiene el derecho a acceder a medi- 
camentos de calidad debidamente autorizados por el 
Ministerio de Salud Pública y a conocer los posibles 
efectos colaterales derivados de su utilización. 


Todo paciente tiene el derecho a que sus exáme- 
nes, diagnósticos y evaluaciones cuenten con el de- 
bido control de calidad. Asimismo tiene el derecho de 
acceso a los resultados cuando lo solicite. 


Artículo 8*.- El Estado por intermedio del Ministe- 
rio de Salud Pública será responsable de controlar la 
propaganda destinada a estimular tratamientos o 
consumo de medicamentos. La promoción engañosa 
se determinará de acuerdo a lo prescripto en la Ley 
N9 17.250, de 11 de agosto de 2000 y en particular en 
el capítulo IX de ese texto. 


Artículo 9*.- El Estado por intermedio del Ministe- 
rio de Salud Pública está obligado a informar públi- 
camente y en forma regular sobre las condiciones sa- 
nitarias en el territorio nacional. 


Artículo 10.- El Estado garantizará en todos los 
casos el acceso a medicamentos básicos. 


Todas las patologías ya sean agudas, crónicas, 
transmisibles o no, deben ser tratadas, sin ningún tipo 
de limitación, tanto en lo referente a la internación, 
obtención de medicamentos, modalidades asisten- 
ciales científicamente válidas, así como la rehabilita- 
ción y cuidados paliativos de las mismas. 


Los Servicios de Salud serán responsables de las 
omisiones en el cumplimiento de estas exigencias. 


Artículo 11.- Todo procedimiento de atención mé- 
dica será acordado entre el paciente -luego de recibir 
información adecuada, suficiente y continua- y el 
profesional de salud. La autorización del paciente a 
someterse a procedimientos diagnósticos o terapéuti- 
cos estará consignada en la historia clínica en forma 


expresa (consentimiento informado). Esta autoriza- 
ción puede ser revocada en cualquier momento. 


El paciente tiene derecho a negarse a recibir aten- 
ción médica y a que se le expliquen las consecuen- 
cias de la negativa para su salud. 


Cuando mediaren razones de urgencia o emer- 
gencia, o de notoria fuerza mayor que imposibiliten el 
acuerdo requerido, o cuando las circunstancias no 
permitan demora por existir riesgo grave para la salud 
del paciente, o cuando se esté frente a patologías que 
impliquen riesgo cierto para la sociedad que integra, 
se podrá llevar adelante los procedimientos, de todo 
lo cual se dejará precisa constancia en la historia clí- 
nica. 


En la atención de enfermos siquiátricos se aplica- 
rán los criterios dispuestos en la Ley N* 9.581, de 8 
de agosto de 1936. 


Artículo 12.- Todo procedimiento de investigación 
médica deberá ser expresamente autorizado por el 
paciente, en forma libre, luego de recibir toda la in- 
formación en forma clara sobre los objetivos y la me- 
todología de la misma y una vez que la Comisión de 
Ética de la institución de asistencia autorice el proto- 
colo respectivo. En todos los casos se deberá comu- 
nicar preceptivamente a la Comisión de Bioética y 
Calidad de Atención del Ministerio de Salud Pública. 
La información debe incluir el derecho a la revocación 
voluntaria del consentimiento, en cualquier etapa de 
la investigación. La Comisión se integrará por los 
profesionales cuya capacitación en la materia los 
constituya en referentes del tema a investigar. 


La situación en que la falta de institucionalización 
del profesional impida lo exigido en el párrafo anterior 
con respecto a la autorización por la Comisión de Éti- 
ca, se deberá obtener el consentimiento del Ministerio 
de Salud Pública. 


Artículo 13.- Toda persona tiene el derecho de 
elección del sistema asistencial más adecuado sin 
más limitaciones que las contenidas en el Sistema 
Nacional Integrado de Salud y el Seguro Nacional de 
Salud, a partir de su puesta en vigencia. 


Artículo 14.- La docencia de las diferentes activi- 
dades profesionales en el ámbito de la salud, podrá 
ser realizada en cualquier servicio de salud. 


Título IV 


DE LOS DERECHOS RELATIVOS A LA DIGNIDAD 
DE LA PERSONA 


Artículo 15. - Los servicios de salud, dependiendo 
de la complejidad del proceso asistencial, integrarán 
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una Comisión de Bioética que estará conformada por 
profesionales de la salud y por integrantes no médi- 
cos representativos de la sociedad civil. 


En todos los casos, al menos la mitad de sus inte- 
grantes serán de sexo femenino. 


Artículo 16.- Todo paciente tiene el derecho a 
disponer de su cuerpo con fines diagnósticos y tera- 
péuticos con excepción de las situaciones de emer- 
gencia imprevista, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley N* 14.005, de 17 de agosto de 1971 y sus modifi- 
cativas. 


Artículo 17.- Todo paciente tiene derecho a un 
trato respetuoso y digno por parte de los integrantes 
del sistema de atención de salud, que tome en cuenta 
su situación de dependencia. 


Este derecho incluye: 


a) Ser respetado en todas las instancias del pro- 
ceso de asistencia, en especial recibir un trato cortés 
y amable, ser conocido por su nombre, recibir una 
explicación de su situación clara y en tiempo, y ser 
atendido en los horarios de atención comprometidos. 


b) Procurar que en todos los procedimientos de 
asistencia médica se evite el dolor físico y emocional 
de la persona cualquiera sea su situación fisiológica O 
patológica. 


c) Estar acompañado por sus seres queridos o re- 
presentantes de su confesión en todo momento de 
peligro o proximidad de la muerte, en la medida que 
esta presencia no interfiera con los derechos de otros 
pacientes internados y de procedimientos médicos 
imprescindibles. 


d) Morir con dignidad, entendiendo dentro de este 
concepto el derecho a morir en forma natural, en paz, 
sin dolor, evitando en todos los casos anticipar la 
muerte por cualquier medio utilizado con ese fin (eu- 
tanasia) o prolongar artificialmente la vida del pa- 
ciente cuando no existan razonables expectativas de 
mejoría (futilidad terapéutica), con excepción de lo 
dispuesto en la Ley N* 14.005, de 17 de agosto de 
1971 y sus modificativas. 


e) Negarse a que su patología se utilice con fines 
docentes cuando esto conlleve pérdida en su intimi- 
dad, molestias físicas, acentuación del dolor o reitera- 
ción de procedimientos. En todas las situaciones que 
se requiera un paciente con fines docentes tendrá 
que existir consentimiento. Esta autorización podrá 
ser retirada en cualquier momento, sin expresión de 
causa. 


f) Que no se practiquen sobre su persona actos 
médicos contrarios a su integridad física o mental, di- 
rigidos a violar sus derechos como persona humana o 
que tengan como resultado tal violación. 


Título V 


DEL DERECHO AL CONOCIMIENTO DE SU SI- 
TUACIÓN DE SALUD 


Artículo 18. - Todo paciente tiene derecho a co- 
nocer todo lo relativo a su enfermedad. Esto com- 
prende el derecho a: 


a) Conocer la probable evolución de la enferme- 
dad de acuerdo a los resultados obtenidos en situa- 
ciones comparables en la institución prestadora del 
servicio de salud. 


b) Conocer en forma clara y periódica la evolución 
de su enfermedad que deberá ser hecha por escrito si 
así lo solicitase el paciente; así como el derecho a ser 
informado de otros recursos de acción médica no dis- 
ponibles en la institución pública o privada donde se 
realiza la atención de salud. 


En situaciones excepcionales y con el único obje- 
tivo del interés del paciente con consentimiento de los 
familiares se podrá establecer restricciones al dere- 
cho de conocer el curso de la enfermedad o cuando 
el paciente lo haya expresado previamente (“derecho 
a no saber”. 


Este derecho a no saber puede ser relevado 
cuando a juicio del médico la falta de conocimiento 
pueda constituir un riesgo para la persona o la socie- 
dad. 


c) Conocer quién o quiénes intervienen en el pro- 
ceso de asistencia de su enfermedad, con especifica- 
ción de nombre, cargo y función. 


d) Que se lleve un registro escrito o electrónico 
(historia clínica) completo donde figure la evolución 
de su estado de salud desde el nacimiento hasta la 
muerte. 


La historia clínica constituye un conjunto de docu- 
mentos, no sujetos a alteración ni destrucción, salvo 
lo establecido en la normativa vigente. 


El paciente tiene derecho a revisar su historia clí- 
nica y a obtener una copia de la misma a sus expen- 
sas, y en caso de indigencia le será proporcionada al 
paciente en forma gratuita. 


En caso de que el paciente cambie de institución o 
en cualquier otra situación se le entregará copia de la 
historia clínica, la que deberá tener todos los ele- 
mentos del original. 
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La historia clínica será reservada y solo podrán 
acceder a la misma los responsables de la atención 
médica y el personal administrativo vinculado con 
éstos, el paciente o en su caso la familia y el Ministe- 
rio de Salud Pública cuando lo considere pertinente. 


El revelar su contenido, sin que fuere necesario 
para el tratamiento o mediare orden judicial o confor- 
me a lo dispuesto en el artículo 19 de la presente ley, 
hará pasible del delito previsto en el artículo 302 del 
Código Penal. 


e) Que la familia directa -ante requerimiento ex- 
preso de la misma- conozca la situación de salud del 
enfermo y siempre que no medie la negativa expresa 
de éste. 


En caso de enfermedades consideradas estigma- 
tizantes en lo social, el médico deberá consultar con 
el paciente el alcance de esa comunicación. La res- 
ponsabilidad del profesional en caso de negativa por 
parte del enfermo quedará salvada asentando en la 
historia clínica esta decisión. 


f) Que, en situaciones donde la ciencia médica ha- 
ya agotado las posibilidades terapéuticas de mejoría 
o curación, estando tal situación claramente consig- 
nada en la historia clínica, constando a continuación 
la orden médica: “No Reanimar” impartida por el mé- 
dico tratante, decisión que será comunicada a la fami- 
lia directa del paciente. 


g) Conocer previamente, cuando corresponda, el 
costo que tendrá el servicio de salud prestado, sin 
que se produzcan modificaciones generadas durante 
el proceso de atención. En caso de que esto tenga 
posibilidad de ocurrir será previsto por las autoridades 
de la institución o los profesionales actuantes. 


h) Conocer sus derechos y obligaciones y las re- 
glamentaciones que rigen los mismos. 


Artículo 19.- Toda historia clínica, debidamente 
autenticada, en medio electrónico constituye docu- 
mentación auténtica y como tal, será válida y admisi- 
ble como medio probatorio. 


Se considerará autenticada toda historia clínica en 
medio electrónico cuyo contenido esté validado por 
una o más firmas electrónicas mediante claves u 
otras técnicas seguras, de acuerdo al estado de la 
tecnología informática. Se aplicará a lo dispuesto en 
los artículos 129 y 130 de la Ley N” 16.002, de 25 de 
noviembre de 1998, artículos 695 inciso 3” y 697 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996 y el artículo 25 
de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 20.- Es de responsabilidad de los Centros 
de Asistencia de la Salud dotar de seguridad a las 
historias clínicas electrónicas y determinar las formas 
y procedimientos de administración y custodia de las 
claves de acceso y demás técnicas que se usen. 


El Poder Ejecutivo podrá determinar criterios uni- 
formes mínimos obligatorios de las historias clínicas 
para todos los Centros de Atención de la Salud. 


Título VI 
DE LOS DERECHOS DE PRIVACIDAD 


Artículo 21.- El Centro de Atención en carácter de 
prestador de salud y en lo pertinente el profesional 
actuante deberá cumplir las obligaciones legales que 
le imponen denuncia obligatoria, así como las que 
determine el Ministerio de Salud Pública. 


Título VII 
DE LOS DEBERES DE LOS PACIENTES 


Artículo 22.- Toda persona tiene el deber de cui- 
dar de su salud, así como el de asistirse en caso de 
enfermedad (Art. 44 de la Constitución). Asimismo 
tiene la obligación de someterse a las medidas pre- 
ventivas O terapéuticas que se le impongan, cuando 
su estado de salud, a juicio del Ministerio de Salud 
Pública, pueda constituir un peligro público. (Art. 224 
del Código Penal). 


El paciente tiene la obligación de suministrar al 
equipo de salud actuante información cierta, precisa y 
completa de su proceso de enfermedad, así como de 
los hábitos de vida adoptados. 


Artículo 23.- El paciente es responsable de seguir 
el plan de tratamiento y controles establecidos por el 
equipo de salud. Tiene igualmente el deber de utilizar 
razonablemente los servicios de los Centros de Aten- 
ción a la salud, evitando un uso abusivo que desvir- 
túen su finalidad y distraigan recursos en forma inne- 
cesaria. 


Artículo 24.- El paciente o en su caso quien lo re- 
presenta es responsable de las consecuencias de sus 
acciones si rehusa algún procedimiento de carácter 
diagnóstico o terapéutico, así como si no sigue las di- 
rectivas médicas. 


El paciente puede abandonar el centro asistencial 
sin el alta correspondiente quedando consignado en 
la historia clínica esta decisión, siendo considerada tal 
situación como de “alta contra la voluntad médica”, 
quedando exonerada la institución y el equipo de sa- 
lud de todo tipo de responsabilidad. 
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Título VIII 
DE LAS INFRACCIONES A LA LEY 


Artículo 25.- Las infracciones a la presente ley 
determinarán la aplicación de las sanciones adminis- 
trativas previstas en la normativa vigente en las insti- 
tuciones o en el ámbito del Ministerio de Salud Públi- 
ca, sin perjuicio de otras acciones que se puedan de- 
rivar de su violación. 


Artículo 26.- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo anterior, los agrupamientos de trabajadores 
de la salud con personería jurídica, podrán juzgar la 
conducta profesional de sus afiliados de acuerdo a 
sus estatutos. 


Sala de Sesiones de la Cá- 
mara de Senadores, en Montevideo, a 14 de noviem- 
bre de 2006. 


ELEUTERIO FERNÁNDEZ HUIDOBRO, 
Presidente, HUGO RODRÍGUEZ Fl- 
LIPPINI, Secretario”. 


Anexo l al 
Rep. N* 851 


"CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social 


INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social 
de la Cámara de Representantes, tiene el honor de 
elevar a consideración del plenario de esta Cámara, 
el presente proyecto de ley referido a "Derechos y 
Obligaciones de pacientes y Usuarios de Servicios de 
Salud", abogando por su aprobación, de acuerdo a 
las siguientes consideraciones y fundamentos. 


Este proyecto de ley, que ya cuenta con media 
sanción de la Cámara de Senadores, complementan- 
do las leyes de creación del Sistema Nacional Inte- 
grado de Salud, de descentralización de ASSE y de 
creación del Fondo Nacional de Salud, ya votadas en 
este Parlamento, se alinea con el nuevo diseño en 
materia de políticas de salud que ya ha comenzado a 
funcionar en el país. En ese sentido, con la aproba- 
ción de este proyecto que ponemos a consideración 
del plenario, queremos darle rango de ley a los as- 
pectos vinculados a los derechos y obligaciones de 
pacientes y usuarios que acceden a los servicios de 
salud, considerando los mismos como una parte fun- 
damental de los Derechos Humanos, ya aceptado en 
todos los ámbitos jurídicos internacionales, en el Acta 


Consultiva de la OMS de 1946 y en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948. 


También a nivel nacional existen normas, como la 
que con rango constitucional establece el artículo 44 
de la Carta Magna, donde expresamente se mandata: 
"El Estado legislará en todas las cuestiones relacio- 
nadas con la salud e higiene públicas, procurando el 
perfeccionamiento físico, moral y social de todos los 
habitantes del país". A esto se agrega el aporte que 
existió detrás del Decreto del Poder Ejecutivo del 9 de 
junio de 1992, referido a las "Reglas de Conducta 
Médica", que comprende un agregado relativo a dere- 
chos de los pacientes, pero que alcanzan únicamente 
al ámbito de las instituciones del Ministerio de Salud 
Pública. Todo ello sin dejar de considerar los Códigos 
de Ética Médica que, tanto el Sindicato Médico del 
Uruguay como la Federación Médica del Interior, apli- 
can específicamente a sus socios gremiales. 


Ahora nos convocamos para dar aprobación a 
este cuerpo de normas, donde con rango de ley se 
legisla sobre una muy vasta casuística cotidiana, tan 
vasta como sensible e importante en lo que hace al 
aspecto emocional de cada ciudadano cuando requie- 
re y asiste a un servicio de salud. 


Como lo consignó el autor de este proyecto, el 
Senador Alberto Cid, concepto que avalamos en for- 
ma completa, el mismo representa una evolución en 
nuestro Derecho Positivo, "evolución positiva basada 
en que la condición del enfermo no solo no rebaja la 
dignidad de la persona, sino que, por el contrario, re- 
fuerza la condición de ser humano a la que añade en 
ese particular momento, la de ser un sujeto debilitado 
en general en su condición física y psíquica". 


"En momentos que el individuo pierde su equilibrio 
biológico e ingresa en el campo de la enfermedad, 
donde se hace muy vulnerable y se siente descon- 
certado al entrar en un ambiente nuevo al cual no 
está habituado —estamos habituados a transitar en 
salud y no en enfermedad- y donde se lo expone a 
algo desconocido en donde muchas veces los trámi- 
tes burocráticos enlentecen su asistencia médica, el 
hecho de generar reglas claras constituye un avance". 


Ahora se asiste a un proyecto de ley, que con una 
redacción ajustada en adecuada técnica legislativa, 
otorga rango de ley a muchos de estos preceptos, 
que hacen nada menos que a derechos y deberes de 
orden moral y deontológico. El proyecto nutre, enri- 
quece y define la delicada zona, donde siempre de- 
ben encontrarse la confianza del paciente y la con- 
ciencia del médico. 


Martes 1? de julio de 2008 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 73 


Pública y notoria es la crisis por la que transcurre 
desde hace ya un buen tiempo, la relación médico- 
paciente en el área Salud. Relacionamiento que ha 
sufrido un avance en su deterioro. El cuerpo de nor- 
mas que se sugiere aprobar, es una herramienta más, 
una muy sólida herramienta más, para el inicio de una 
reversión en esa línea de franco desgaste. 


Efectivamente, a todo el aludido nuevo marco 
normativo con el que cuenta el área de la salud, a sa- 
ber: Sistema Nacional Integrado de Salud —Ley 
N9 18.211 de 2 de diciembre de 2007-, Fondo Nacio- 
nal de Salud —Ley N* 18.131 de 18 de mayo de 2007, 
descentralización de ASSE —Ley N* 18.161 de 29 de 
julio de 2007-, se suma este cuerpo de normas que 
termina por ajustar y dejar asentada toda una cohe- 
rente concepción integrada de los servicios de salud 
con los que cuenta un colectivo social, coherente 
concepción a la altura de los valores en juego. 


Además incorpora con rango de ley los conceptos 
de calidad de la asistencia, imponiendo con ese rango 
la condición de que los procesos asistenciales, pro- 
cedimientos y resultados, tengan la condición de 
evaluables. 


Plantea además, la necesidad que cada Centro 
Asistencial cuente con una Comisión de Bioética, a 
los efectos de entender en temas tan sensibles e im- 
portantes como son el manejo de embriones huma- 
nos, la clonación humana, la referencia a protocolos 
de investigación de medicamentos con vidas huma- 
nas y a toda la casuística que, a diario y en forma co- 
tidiana, surge de la relación médico-paciente. 


Entrando en el análisis del articulado que compo- 
ne el proyecto cuya aprobación se aconseja, se dirá 
que el mismo consta de 26 artículos estructurado en 
VIII Capítulos. 


Como todo cuerpo de normas, tiene en su Capí- 
tulo | dos artículos que refieren a que los derechos de 
los pacientes, no sólo están vinculados con el equipo 
de salud actuante, sino también con los estableci- 
mientos de salud, declarando la igualdad y la prohibi- 
ción de discriminación alguna con los pacientes y 
usuarios. 


El Capítulo Il, en cinco artículos define lo que se 
entiende por servicios de salud, por trabajadores de la 
salud, por usuarios de la salud y por pacientes. 


El Capítulo lll, en nueve artículos aborda todo el 
Derecho Positivo de los pacientes y los usuarios, es- 
tando aquí el objeto medular del proyecto presentado. 
Queda asentado en buena técnica legislativa y en 
coherencia con el lineamiento principal del nuevo 


Sistema Nacional Integrado de Salud, que el principal 
derecho del cual se inicia, es el derecho de acceso a 
una atención integral. 


Luego se agregan los parámetros de calidad de la 
asistencia, imponiendo con rango de ley la condición 
de que los procesos asistenciales tengan la condición 
de evaluables. Y esas mismas metas están asociadas 
al deber de control por parte de la autoridad pública 
en la materia. 


En este capítulo está el artículo 8%, el que merece 
especial atención, pues la voluntad del legislador es 
regular la publicidad en el área salud, partiendo ello 
del entendido que sus operadores comerciales no tie- 
nen una libertad absoluta pues son de clara relevan- 
cia las razones de interés general, previniendo la de- 
nominada promoción engañosa, ya regulada por la 
Ley N* 17.250, en su Capítulo IX. 


El mismo destaque merece el artículo 11, donde 
se incorpora el trascendente concepto de consenti- 
miento informado del paciente, y ello para el procedi- 
miento de atención médica y de diagnósticos. El mis- 
mo encare se recoge para la investigación médica, 
incorporando para ello la participación de la Comisión 
de Bioética que cada prestador tendrá. Se incorpora 
el derecho que toda persona tiene a la elección del 
sistema asistencial más adecuado, sin más limitacio- 
nes que las contenidas en el Sistema Nacional Inte- 
grado de Salud y el Seguro Nacional de Salud. 


Por último en este Capítulo queda expresamente 
previsto y autorizada la práctica de docencia en todas 
las Instituciones médicas, norma que se alinea en la 
voluntad de no estigmatizar o afectar la docencia, en 
exclusividad a los servicios públicos. 


En el Capítulo IV está el tratamiento de la temática 
de la bioética referida a la dignidad de la persona en 
el funcionamiento de los servicios de salud, temática 
en la cual en este informe, ya se alertó sobre la tras- 
cendencia dada. 


Se destaca el artículo 17 donde se le da un ajus- 
tado texto al elenco de derechos que compondrían el 
concepto de "trato respetuoso y digno", estando allí 
desplegados en texto no taxativo, el derecho a una 
comunicación decente, al respeto de horarios, a evitar 
el dolor como meta, a la compañía de afecto y emo- 
ciones, a consentir la docencia en su patología o no, y 
por ultimo hacemos especial hincapié en el derecho 
reconocido con rango de ley, de morir con dignidad. 
Este último en el entendido de la muerte como proce- 
so y no como acto, donde confluyen sagrados valo- 
res, y en donde la medicina debe acompasar sus ser- 
vicios en ese delicado trance, con los derechos del 
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paciente, hoy en el Uruguay, recogidos en el Derecho 
Positivo vigente. 


En el siguiente Capítulo V, se aborda con la mis- 
ma técnica de texto, el elenco de derechos del pa- 
ciente que se desprenden del "Derecho al conoci- 
miento de su situación de salud". 


También se innova sobre el reconocimiento expre- 
so de un derecho subjetivo en ese sentido, y en el al- 
cance del mismo. Comprende al estado actual, a la 
probable evolución, a resultados comparables, a la 
existencia de otros recursos no disponibles, a contar 
con la identificación completa de facultativos y técni- 
cos actuantes, a la existencia con específicas condi- 
ciones técnicas y de confidencialidad de la historia 
clínica, a conocer el costo del servicio de salud, y el 
derecho a la más conocida "segunda consulta" 


Se reconoce el "derecho a no saber", siempre que 
el mismo como opción conste en la historia clínica, 
llegándose incluso a reconocer situaciones impregna- 
das de estigmatismo social, donde se opta por la de- 
cisión del paciente respecto a la información que tras- 
cienda hacia su familia. 


Por el artículo 19 se recoge la trascendencia que 
en la práctica ha ido recogiendo la historia clínica co- 
mo cuerpo documental y medio probatorio, previén- 
dose su igual consideración para el formato electróni- 
co. 


En los tres últimos Capítulos se recoge la denun- 
cia obligatoria de los prestadores de salud, la existen- 
cia también de deberes a cargo de los pacientes y 
usuarios, especificándose la necesidad de un uso 
responsable de lo colectivo y las consecuencias del 
apartamiento del tratamiento e incluso de la interna- 
ción. 


Se previó al final de este proyecto de ley, la previ- 
sión de infracciones y su censura o conminación, que 
será administrativa a cargo del Ministerio de Salud 
Publica, e incluso, de orden estatutario en el caso de 
miembros de colectividades de usuarios. 


Como análisis de cierre se volverá a señalar la 
trascendencia histórica del cuerpo de normas que se 
aconseja al plenario para su aprobación, en el cual se 
identifica con la otra normativa en la materia que se 
ha citado, la consagración de una nueva concepción 
en servicios de salud, entendido éstos como un sis- 
tema integral donde a la sociedad uruguaya toda le 
importa definir la búsqueda continua de su fortaleci- 
miento y mejora. 


Sala de la Comisión, 15 de abril de 2008. 


LUIS JOSÉ GALLO IMPERIALE, Miem- 
bro Informante, MIGUEL ASQUETA 
SÓÑORA, DARDO ÁNGEL SÁN- 
CHEZ CAL, ÁLVARO VEGA LLANES, 
con, salvedades que expondrá en 
Sala. 


PROYECTO DE LEY 
CAPÍTULO | 
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- La presente ley regula los derechos y 
obligaciones de los pacientes y usuarios de los servi- 
cios de salud con respecto a los trabajadores de la 
salud y a los servicios de atención de la salud. 


Artículo 2*.- Los pacientes y usuarios tienen dere- 
cho a recibir tratamiento igualitario y no podrán ser 
discriminados por ninguna razón ya sea de raza, 
edad, sexo, religión, nacionalidad, discapacidades, 
condición social, opción u orientación sexual, nivel 
cultural o capacidad económica. 


CAPÍTULO Il 
DE LAS DEFINICIONES 


Artículo 3".- Se considera servicio de salud a toda 
organización conformada por personas físicas o jurí- 
dicas, tales como instituciones, entidades, empresas, 
organismos públicos, privados -de carácter particular 
o colectivo- o de naturaleza mixta, que brinde presta- 
ciones vinculadas a la salud. 


Artículo 4*.- Se entiende por trabajadores de la 
salud a toda persona que desempeñe funciones en el 
ámbito de un servicio de salud, de acuerdo a lo dis- 
puesto en el artículo 3% de la presente ley, que cum- 
pla una actividad permanente o temporal, remunerada 
ono. 


Artículo 5”.- Es usuario de un servicio de salud 
toda persona física que adquiera el derecho a utilizar 
bienes o servicios de salud. 


Se entiende por paciente a toda persona que reci- 
be atención de la salud, o en su defecto sus familia- 
res, cuando su presencia y actos se vinculen a la 
atención de aquélla. 


En los casos de incapacidad o manifiesta imposi- 
bilidad de ejercer sus derechos y asumir sus obliga- 
ciones, le representará su cónyuge, el pariente más 
próximo o su representante legal. 
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CAPÍTULO Il 
DE LOS DERECHOS 


Artículo 6”.- Toda persona tiene derecho a acce- 
der a una atención integral que comprenda todas 
aquellas acciones destinadas a la promoción, la pro- 
tección, recuperación y rehabilitación de la salud, de 
acuerdo a las definiciones que establezca el Ministe- 
rio de Salud Pública. 


Artículo 7*.- Todo paciente tiene derecho a una 
atención en salud de calidad, con trabajadores de 
salud debidamente capacitados y habilitados por las 
autoridades competentes, para el ejercicio de sus ta- 
reas o funciones. 


Todo paciente tiene el derecho a acceder a medi- 
camentos de calidad debidamente autorizados por el 
Ministerio de Salud Pública e incluidos por éste en el 
formulario terapéutico único nacional, y a conocer los 
posibles efectos colaterales derivados de su utiliza- 
ción. 

Todo paciente tiene el derecho a que sus exáme- 
nes diagnósticos, estudios de laboratorio y los equi- 
pos utilizados para tal fin cuenten con el debido con- 
trol de calidad. Asimismo tiene el derecho de acceso 
a los resultados cuando lo solicite. 


Artículo 8*.- El Estado por intermedio del Ministe- 
rio de Salud Pública será responsable de controlar la 
propaganda destinada a estimular tratamientos o 
consumo de medicamentos. La promoción engañosa 
se determinará de acuerdo a lo prescripto en la Ley 
N9 17.250, de 11 de agosto de 2000 y en particular en 
el capítulo IX de ese texto. 


Artículo 9*.- El Estado por intermedio del Ministe- 
rio de Salud Pública está obligado a informar públi- 
camente y en forma regular sobre las condiciones sa- 
nitarias en el territorio nacional. 


Artículo 10.- El Estado garantizará en todos los 
casos el acceso a los medicamentos incluidos en el 
formulario terapéutico único nacional. 


Todas las patologías, agudas o crónicas, transmi- 
sibles o no, deben ser tratadas, sin ningún tipo de li- 
mitación, mediante modalidades asistenciales científi- 
camente válidas que comprendan el suministro de 
medicamentos y todas aquellas prestaciones que 
componen los programas integrales definidos por el 
Ministerio de Salud Pública de acuerdo a lo estableci- 
do en el artículo 45 de la Ley N* 18.211, de 13 de di- 
ciembre de 2007. 


Los servicios de salud serán responsables de las 
omisiones en el cumplimiento de estas exigencias. 


Artículo 11.- Todo procedimiento de atención mé- 
dica será acordado entre el paciente o su represen- 
tante -luego de recibir información adecuada, sufi- 
ciente y continua- y el profesional de salud. El con- 
sentimiento informado del paciente a someterse a 
procedimientos diagnósticos o terapéuticos estará 
consignado en la historia clínica en forma expresa. 
Éste puede ser revocado en cualquier momento. 


El paciente tiene derecho a negarse a recibir aten- 
ción médica y a que se le expliquen las consecuen- 
cias de la negativa para su salud. 


Cuando mediaren razones de urgencia o emer- 
gencia, o de notoria fuerza mayor que imposibiliten el 
acuerdo requerido, o cuando las circunstancias no 
permitan demora por existir riesgo grave para la salud 
del paciente, o cuando se esté frente a patologías que 
impliquen riesgo cierto para la sociedad que integra, 
se podrá llevar adelante los procedimientos, de todo 
lo cual se dejará precisa constancia en la historia clí- 
nica. 


En la atención de enfermos siquiátricos se aplica- 
rán los criterios dispuestos en la Ley N* 9.581, de 8 
de agosto de 1936. 


Artículo 12.- Todo procedimiento de investigación 
médica deberá ser expresamente autorizado por el 
paciente, en forma libre, luego de recibir toda la in- 
formación en forma clara sobre los objetivos y la me- 
todología de la misma y una vez que la Comisión de 
Bioética de la institución de asistencia autorice el 
protocolo respectivo. En todos los casos se deberá 
comunicar preceptivamente a la Comisión de Bioética 
y Calidad de Atención del Ministerio de Salud Pública. 
La información debe incluir el derecho a la revocación 
voluntaria del consentimiento, en cualquier etapa de 
la investigación. La Comisión se integrará por los 
profesionales cuya capacitación en la materia los 
constituya en referentes del tema a investigar. 


La situación en que la falta de institucionalización 
del profesional impida lo exigido en el párrafo anterior 
con respecto a la autorización por la Comisión de Éti- 
ca, se deberá obtener el consentimiento del Ministerio 
de Salud Pública. 


Artículo 13.- Toda persona tiene el derecho de 
elección del sistema asistencial más adecuado de 
acuerdo a lo establecido por el artículo 50 de la Ley 
NO 18.211 de 13 de diciembre de 2007. 


En caso que una persona cambie de institución o 
sistema de cobertura asistencial, la nueva institución 
o sistema deberá recabar de la de origen la historia 
clínica completa del usuario. El costo de dicha gestión 
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será de cargo de la institución solicitante y la misma 
deberá contar previamente con autorización expresa 
del usuario. 


Artículo 14.- La docencia de las diferentes activi- 
dades profesionales en el ámbito de la salud, podrá 
ser realizada en cualquier servicio de salud. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS DERECHOS RELATIVOS A LA DIGNIDAD 
DE LA PERSONA 


Artículo 15.- Los servicios de salud, dependiendo 
de la complejidad del proceso asistencial, integrarán 
una Comisión de Bioética que estará conformada por 
profesionales de la salud y por integrantes represen- 
tativos de los usuarios. 


En todos los casos, al menos la mitad de sus inte- 
grantes serán de sexo femenino. 


Artículo 16.- Todo paciente tiene el derecho a 
disponer de su cuerpo con fines diagnósticos y tera- 
péuticos con excepción de las situaciones de emer- 
gencia imprevista, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley N* 14.005, de 17 de agosto de 1971 y sus modifi- 
cativas 


Artículo 17.- Todo paciente tiene derecho a un 
trato respetuoso y digno. Este derecho incluye entre 
otros: 


a) Ser respetado en todas las instancias del pro- 
ceso de asistencia, en especial recibir un trato 
cortés y amable, ser conocido por su nombre, 
recibir una explicación de su situación clara y 
en tiempo, y ser atendido en los horarios de 
atención comprometidos. 


b) Procurar que en todos los procedimientos de 
asistencia médica se evite el dolor físico y 
emocional de la persona cualquiera sea su si- 
tuación fisiológica o patológica. 


c) Estar acompañado por sus seres queridos o 
representantes de su confesión en todo mo- 
mento de peligro o proximidad de la muerte, en 
la medida que esta presencia no interfiera con 
los derechos de otros pacientes internados y de 
procedimientos médicos imprescindibles. 


d) Morir con dignidad, entendiendo dentro de este 
concepto el derecho a morir en forma natural, 
en paz, sin dolor, evitando en todos los casos 
anticipar la muerte por cualquier medio utilizado 
con ese fin (eutanasia) o prolongar artificial- 
mente la vida del paciente cuando no existan 
razonables expectativas de mejoría (futilidad te- 


rapéutica), con excepción de lo dispuesto en la 
Ley N% 14.005, de 17 de agosto de 1971 y sus 
modificativas. 


e) Negarse a que su patología se utilice con fines 
docentes cuando esto conlleve pérdida en su 
intimidad, molestias físicas, acentuación del 
dolor o reiteración de procedimientos. En todas 
las situaciones que se requiera un paciente con 
fines docentes tendrá que existir consenti- 
miento. Esta autorización podrá ser retirada en 
cualquier momento, sin expresión de causa. 


f) Que no se practiquen sobre su persona actos 
médicos contrarios a su integridad física O 
mental, dirigidos a violar sus derechos como 
persona humana o que tengan como resultado 
tal violación. 


CAPÍTULO V 


DEL DERECHO AL CONOCIMIENTO DE SU SI- 
TUACIÓN DE SALUD 


Artículo 18.- Todo paciente tiene derecho a cono- 
cer todo lo relativo a su enfermedad. Esto comprende 
el derecho a: 


a) Conocer la probable evolución de la enferme- 
dad de acuerdo a los resultados obtenidos en 
situaciones comparables en la institución pres- 
tadora del servicio de salud. 


b) Conocer en forma clara y periódica la evolución 
de su enfermedad que deberá ser hecha por 
escrito si así lo solicitase el paciente; así como 
el derecho a ser informado de otros recursos 
de acción médica no disponibles en la institu- 
ción pública o privada donde se realiza la aten- 
ción de salud. 


En situaciones excepcionales y con el único 
objetivo del interés del paciente con consenti- 
miento de los familiares se podrá establecer 
restricciones al derecho de conocer el curso de 
la enfermedad o cuando el paciente lo haya 
expresado previamente ("derecho a no saber". 


Este derecho a no saber puede ser relevado 
cuando a juicio del médico la falta de conoci- 
miento pueda constituir un riesgo para la per- 
sona o la sociedad. 


c) Conocer quién o quiénes intervienen en el pro- 
ceso de asistencia de su enfermedad, con es- 
pecificación de nombre, cargo y función. 


d) Que se lleve una historia clínica completa, es- 
crita o electrónica, donde figure la evolución de 
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e) 


Y 


su estado de salud desde el nacimiento hasta 
la muerte. 


La historia clínica constituye un conjunto de 
documentos, no sujetos a alteración ni destruc- 
ción, salvo lo establecido en la normativa vi- 
gente. 


El paciente tiene derecho a revisar su historia 
clínica y a obtener una copia de la misma a sus 
expensas, y en caso de indigencia le será pro- 
porcionada al paciente en forma gratuita. 


En caso que una persona cambie de institu- 
ción o sistema de cobertura asistencial, la nue- 
va institución o sistema deberá recabar de la de 
origen, la historia clínica completa del usuario. 
El costo de dicha gestión será de cargo de la 
institución solicitante y la misma deberá contar 
previamente con autorización expresa del 
usuario. 


La historia clínica es de propiedad del pa- 
ciente, será reservada y solo podrán acceder a 
la misma los responsables de la atención médi- 
ca y el personal administrativo vinculado con 
éstos, el paciente o en su caso la familia y el 
Ministerio de Salud Pública cuando lo conside- 
re pertinente. 


El revelar su contenido, sin que fuere necesa- 
rio para el tratamiento o mediare orden judicial 
o conforme a lo dispuesto en el artículo 19 de 
la presente ley, hará pasible del delito previsto 
en el artículo 302 del Código Penal. 


Que la familia directa -ante requerimiento ex- 
preso de la misma- conozca la situación de 
salud del enfermo y siempre que no medie la 
negativa expresa de éste. 


En caso de enfermedades consideradas es- 
tigmatizantes en lo social, el médico deberá 
consultar con el paciente el alcance de esa 
comunicación. La responsabilidad del profesio- 
nal en caso de negativa por parte del enfermo 
quedará salvada asentando en la historia clíni- 
ca esta decisión. 


Que, en situaciones donde la ciencia médica 
haya agotado las posibilidades terapéuticas de 
mejoría o curación, esta situación esté clara- 
mente consignada en la historia clínica, cons- 
tando a continuación la orden médica: "No 
Reanimar" impartida por el médico tratante, de- 
cisión que será comunicada a la familia directa 
del paciente. 


9) Conocer previamente, cuando corresponda, el 
costo que tendrá el servicio de salud prestado, 
sin que se produzcan modificaciones genera- 
das durante el proceso de atención. En caso de 
que esto tenga posibilidad de ocurrir será pre- 
visto por las autoridades de la institución o los 
profesionales actuantes. 


h) Conocer sus derechos y obligaciones y las re- 
glamentaciones que rigen los mismos. 


¡) Realizar consultas que aporten una segunda 
opinión médica en cuanto al diagnóstico de su 
condición de salud y a las alternativas terapéu- 
ticas aplicables a su caso. Las consultas de ca- 
rácter privado que se realicen con este fin se- 
rán de cargo del paciente. 


Artículo 19.- Toda historia clínica, debidamente 
autenticada, en medio electrónico constituye docu- 
mentación auténtica y como tal, será válida y admisi- 
ble como medio probatorio. 


Se considerará autenticada toda historia clínica en 
medio electrónico cuyo contenido esté validado por 
una o más firmas electrónicas mediante claves u 
otras técnicas seguras, de acuerdo al estado de la 
tecnología informática. Se aplicará a lo dispuesto en 
los artículos 129 y 130 de la Ley N* 16.002, de 25 de 
noviembre de 1998, artículos 695 inciso 3% y 697 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996 y el artículo 25 
de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 20.- Es de responsabilidad de los servi- 
cios de salud dotar de seguridad a las historias clíni- 
cas electrónicas y determinar las formas y procedi- 
mientos de administración y custodia de las claves de 
acceso y demás técnicas que se usen. 


El Poder Ejecutivo podrá determinar criterios uni- 
formes mínimos obligatorios de las historias clínicas 
para todos los servicios de salud. 


CAPÍTULO VI 
DE LOS DERECHOS DE PRIVACIDAD 


Artículo 21.- El servicio de salud en su carácter 
de prestador de salud y en lo pertinente el profesional 
actuante deberá cumplir las obligaciones legales que 
le imponen denuncia obligatoria, así como las que 
determine el Ministerio de Salud Pública. 


CAPÍTULO VII 
DE LOS DEBERES DE LOS PACIENTES 


Artículo 22.- Toda persona tiene el deber de cui- 
dar de su salud, así como el de asistirse en caso de 
enfermedad, tal como lo establece el artículo 44 de la 
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Constitución de la República. Asimismo tiene la obli- 
gación de someterse a las medidas preventivas o te- 
rapéuticas que se le impongan, cuando su estado de 
salud, a juicio del Ministerio de Salud Pública, pueda 
constituir un peligro público, tal como lo dispone el ar- 
tículo 224 del Código Penal. 


El paciente tiene la obligación de suministrar al 
equipo de salud actuante información cierta, precisa y 
completa de su proceso de enfermedad, así como de 
los hábitos de vida adoptados. 


Artículo 23.- El paciente es responsable de seguir 
el plan de tratamiento y controles establecidos por el 
equipo de salud. Tiene igualmente el deber de utilizar 
razonablemente los servicios de salud, evitando un 
uso abusivo que desvirtúen su finalidad y distraigan 
recursos en forma innecesaria. 


Artículo 24.- El paciente o en su caso quien lo re- 
presenta es responsable de las consecuencias de sus 
acciones si rehúsa algún procedimiento de carácter 
diagnóstico o terapéutico, así como si no sigue las di- 
rectivas médicas. 


Si el paciente abandonare el centro asistencial sin 
el alta médica correspondiente, tal decisión deberá 
consignarse en la historia clínica, siendo considerada 
la situación como de "alta contra la voluntad médica", 
quedando exonerada la institución y el equipo de sa- 
lud de todo tipo de responsabilidad 


CAPÍTULO VII! 
DE LAS INFRACCIONES A LA LEY 


Artículo 25.- Las infracciones a la presente ley 
determinarán la aplicación de las sanciones adminis- 
trativas previstas en la normativa vigente en las insti- 
tuciones o en el ámbito del Ministerio de Salud Públi- 
ca, sin perjuicio de otras acciones que se puedan de- 
rivar de su violación. 


Artículo 26.- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo anterior, los agrupamientos de trabajadores 
de la salud con personería jurídica, podrán juzgar la 
conducta profesional de sus afiliados de acuerdo a 
sus estatutos 


Sala de la Comisión, 15 de abril de 2008 


LUIS JOSÉ GALLO IMPERIALE, Miem- 
bro Informante, MIGUEL ASQUETA 
SÓÑORA, DARDO ÁNGEL SÁMN- 
CHEZ CAL, ÁLVARO VEGA LLANES, 
con salvedades que expondrá en 
Sala”. 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Gallo | mperiale. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Señor Presidente: la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social pone a 
consideración del plenario este proyecto de ley en el 
cual todos los aquí presentes estamos involucrados. 
Están involucrados los tres millones y medio de uru- 
guayos, porque todos son usuarios, han sido o van a 
ser pacientes del sistema de salud. Y este proyecto de 
ley, precisamente, establece los derechos y las obliga- 
ciones de los pacientes usuarios del sistema de salud. 


Este proyecto ya cuenta con media sanción del 
Senado. Es una iniciativa original del Senador Cid, que 
tuvo un largo proceso en el Senado; fue votada por 
unanimidad e intenta dar rango de ley a estos aspec- 
tos vinculados a derechos y obligaciones, consideran- 
do que ese rango de ley es necesario en función de 
que son derechos humanos esenciales. 


Este proyecto de ley se alinea con otros que ya 
este Parlamento ha votado y puesto en marcha y que 
tienen que ver con el proceso de reforma de salud. A 
través de la ley del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, ya votada y en funcionamiento, de las leyes 
anteriores de descentralización de ASSE y creación del 
Fondo Nacional de Salud, se pone en marcha una po- 
lítica bien clara y delineada en esta materia, con prin- 
cipios y objetivos muy claros. La reforma apunta a 
que la salud sea un derecho esencial, y así quedó re- 
dactado en el primer artículo del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Además, tiene otras característi- 
cas. Quedan determinados en todos y en cada uno de 
estos proyectos la universalidad, la integralidad, la 
equidad y la calidad de la asistencia. Por otra parte, 
en el cambio en el modelo de gestión de esta reforma 
se introduce el control social del sistema, y en eso 
están directamente involucrados y participan en la 
dirección los trabajadores, pero fundamentalmente los 
usuarios. Como todo el sistema funciona a los efectos 
de favorecer a los usuarios, era absolutamente nece- 
sario introducir los derechos que crea el sistema en 
una ley que taxativamente los denomine. Ese es el 
motivo por el cual creemos de enorme importancia 
este proyecto de ley en este proceso de reforma. 
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Decíamos que los derechos de los pacientes son 
una parte de los derechos humanos, y en este mo- 
mento esto es aceptado en casi todos los ámbitos ju- 
rídicos internacionales. 


Sin duda, este tema ha evolucionado en un sen- 
tido positivo desde el siglo XVI!!, cuando se tenía la 
concepción de que el enfermo era una carga para la 
sociedad y que únicamente el sentido de la caridad 
permitía su asistencia. Posteriormente, a raíz de la 
Revolución Francesa, se avanzó un poco, pero ha- 
blando de la asistencia a un enfermo solamente como 
un deber sagrado, el socorro del enfermo. Recién se 
consolidó el concepto de derecho a mediados del siglo 
XX, después de la Segunda Guerra Mundial. A raíz de 
los execrables experimentos con humanos de los mé- 
dicos nazis, inmediatamente de terminada la guerra, 
en 1946, la Organización Mundial de la Salud afirma- 
ba, en forma definitiva, que la salud constituía uno de 
los derechos humanos fundamentales. Dos años des- 
pués, en 1948, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos amplió el concepto de salud afirmando que 
constituye uno de los derechos humanos y que está 
directamente relacionado al nivel de vida del ciudada- 
no, de acuerdo con el concepto de salud, de equilibrio 
psicofísico social condicionado por el entorno. 


La evolución positiva de este derecho no alcanza 
para establecer cómo se relaciona la persona con los 
distintos ámbitos donde se presta la atención de la 
salud. Esto ha llevado a que distintos países fueran 
plasmando en su normativa el derecho de los usua- 
rios. Esta evolución positiva se basa en que la condi- 
ción de enfermo no solamente no rebaja la dignidad 
de la persona sino que, por el contrario, refuerza la 
condición de ser humano, a la que añade en ese par- 
ticular momento la de ser un sujeto debilitado en su 
condición física y psíquica en general. 


La evolución del concepto de salud apareció 
cuando la relación inicial entre médico y paciente em- 
pezaba a estar en crisis, a deteriorarse, lo que fue 
avanzando en la medida en que ha cambiado el con- 
cepto de asistencia. A esa relación médico paciente 
inicial se agregó la creciente institucionalización de la 
asistencia de la salud. También la introducción de di- 
ferentes integrantes del equipo de salud, no sola- 
mente los médicos, ha colocado estos derechos de los 
pacientes en una zona difusa, casi siempre imprecisa, 
distinta del concepto que se tenía. Uno, que ha vivido 
la evolución de la medicina durante muchos años, 


cuando no estaba institucionalizada, cuando la rela- 
ción médico paciente era fuerte, sabe que había dos 
cosas que se respetaban. Una era la confianza del pa- 
ciente hacia el médico y otra, la conciencia que tenía 
el médico para dar esa asistencia. Y como eso se res- 
petaba y no se violaba, esa relación médico paciente 
era muy fuerte, porque estaba basada en la confianza 
y también en la conciencia del médico. 


Lo cierto es que a medida que los sistemas de 
atención avanzaban, empezó a diluirse ese relaciona- 
miento tan estricto con el médico, en función de que 
la medicina se institucionaliza. Las instituciones de 
asistencia, sus regulaciones, se introducen en el rela- 
cionamiento con el paciente y, además, no es solo el 
médico el que se relaciona con él sino una serie de 
colaboradores. Entonces, a la vulnerabilidad inicial 
que tiene un paciente, que sufre el desequilibrio que 
constituye pasar de la salud a la enfermedad, se le 
agrega la otra vulnerabilidad, que es la de introducirse 
en el sistema en el que está la institución, con todo su 
funcionamiento, con una cantidad de trabajadores de 
la salud que lo envuelven y lo ponen en una situación 
realmente difícil. 


Al romperse el equilibrio biológico que refiere a 
su estado de salud, el individuo pasa a depender de 
un entorno desconocido que lo coloca en una situa- 
ción de dependencia. Tal situación refiere a lo institu- 
cional, en que surgen regulaciones, tiempos, exigen- 
cias hasta ayer desconocidas por la persona y también 
la aparición de diferentes actores, desde aquellos que 
desempeñan solamente tareas de regulación admi- 
nistrativa hasta los que realizan los más delicados y 
complejos actos asistenciales. Esto lleva a una im- 
portante atomización del proceso asistencial, profun- 
dizando la dependencia del paciente a muchos inter- 
locutores, que, en general, resuelven solo aspectos 
parciales de su problema. 


Por otra parte, la Constitución de la República 
establece claramente la necesidad de legislar en todos 
los aspectos de la salud. El artículo 44 dice: "El Estado 
legislará en todas las cuestiones relacionadas con la 
salud e higiene públicas, procurando el perfecciona- 
miento físico, moral y social de todos los habitantes 
del país". Pero también es cierto que la voluntad del 
constituyente no ha sido contemplada por el legisla- 
dor. Este hecho agrega un componente que da razo- 
nes adicionales a la necesidad de esta propuesta le- 
gislativa. Sin embargo, existen algunos antecedentes 
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que han intentado normatizar esto. En el año 1992, y 
después en 2001, hubo una ordenanza del Poder Eje- 
cutivo denominada "Reglas de Conducta Médica" y, 
adicionalmente, había un capítulo sobre un conjunto 
de normas relacionadas con los derechos de los pa- 
cientes, pero solo para el sector público. Era muy par- 
cial. Sin embargo, en el año 1995, a raíz de algunas 
iniciativas de gremiales médicas, tanto del Sindicato 
Médico del Uruguay como de la Federación Médica del 
Interior, se dieron algunas situaciones. Algunos años 
después, la Federación aprobó el Código de Ética Mé- 
dica, que tenía vigencia únicamente para los profesio- 
nales que estaban afiliados voluntariamente a la gre- 
mial médica. Por lo tanto, tampoco tenía un criterio 
de universalidad. Además, estos códigos establecen 
un marco normativo solo para los médicos y para los 
estudiantes de medicina y, por lo tanto, no regulan 
-no podrían hacerlo- a los otros actores del proceso 
asistencial. 


No vamos a caer en la ingenuidad de creer que 
una ley va a regular este relacionamiento de médico y 
paciente, o de médico y sistema, o paciente y siste- 
ma. No creemos que lo haga. Sí pensamos que es 
bueno saber que una vez reglamentada la ley, los 
potenciales pacientes o los pacientes del sistema de 
salud van a tener claridad sobre sus derechos y, al 
mismo tiempo, van a tener que exigirlos para que se- 
an cumplidos. Decíamos que hoy ellos son vulnera- 
bles, frágiles. Inclusive, algunas veces son tratados 
sin dignidad y otras son utilizados, por ejemplo, para 
esos exámenes exhaustivos que se hacen a los pa- 
cientes del sector público en la labor asistencial y do- 
cente. 


El proyecto de ley que vamos a aprobar trata de 
solucionar alguno de estos aspectos. Hay muchos te- 
mas en cuanto a los derechos de los pacientes que 
apenas están regulados en el área de la asistencia 
médica. Este proyecto de ley es absolutamente nece- 
sario, porque no solo toma en conjunto el derecho 
general, humano de todas las leyes anteriores, sino 
que taxativamente señala todos y cada uno de los 
derechos que tienen los pacientes y los usuarios. Para 
ello, se propone un proyecto de ley que tiene varios 
capítulos. 


En el Capítulo inicial, a través de las disposiciones 
generales, se regulan los derechos y las obligaciones 
que tienen los pacientes y los usuarios, no solo con 


respecto a los trabajadores de la salud sino en cuanto 
a los servicios de atención de salud. 


Rápidamente nos vamos a referir a tres capítulos 
que, en definitiva, son el cuerpo vertebral de este 
proyecto de ley. Uno de ellos tiene que ver con los 
derechos positivos que se generan, otro con los dere- 
chos relativos a la dignidad de la persona y el último, 
que es el Capítulo V, refiere al derecho al conoci- 
miento de la situación personal de salud. 


En el capítulo relativo a los derechos, rescatamos 
cuatro o cinco de ellos que creemos son los más sus- 
tanciales. Uno de ellos es el de acceder a una aten- 
ción integral. De esta manera, se culminará aquella 
situación que padecían muchos uruguayos que, debi- 
do a su situación económica, no podían acceder a una 
asistencia integral; solo accedían a asistencias parcia- 
les, de acuerdo con sus posibilidades. El nuevo Siste- 
ma Nacional Integrado de Salud implanta el derecho a 
recibir asistencia integral y esta iniciativa lo deja esta- 
blecido. Cuando nos referimos a asistencia integral, 
no solo estamos diciendo que el usuario tiene derecho 
a que se le cure su enfermedad, sino que también 
tiene derecho a integrar programas de prevención y 
promoción de salud. También tiene derecho a que se 
rehabilite su salud perdida y a recibir cuidados paliati- 
vos en determinados momentos de su situación. 


Otro de los derechos que consagra esta iniciativa 
es que la atención de la salud debe darse con calidad, 
y esa calidad no solo deben tenerla los trabajadores 
de la salud -que deben ser capacitados y habilitados 
por las autoridades competentes-, sino los medica- 
mentos, que deben ser debidamente autorizados por 
el Ministerio de Salud Pública e incluidos en el formu- 
lario terapéutico. El usuario también tiene derecho a 
que los exámenes, los diagnósticos, los estudios de 
laboratorio y los equipos utilizados para tal fin cuen- 
ten con el debido control de calidad. Asimismo, tiene 
derecho a acceder a los resultados cuando lo solicite. 
También tiene derecho a que la asistencia que se le 
brinda sea de calidad, la que debe ser cumplida, re- 
gulada y controlada por el Ministerio de Salud Pública. 
Ese es el derecho que se otorga. Los usuarios, ade- 
más, tienen derecho a que se les atienda por todas 
las patologías, sin excepciones: las agudas, las cróni- 
cas, las trasmisibles y las que no lo son; todas deben 
ser tratadas sin ninguna limitación. Hasta ahora el 
sistema había dado la posibilidad de que muchas ins- 
tituciones en determinado momento discriminaran el 
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ingreso de los usuarios, de acuerdo a si tenían pato- 
logías crónicas o no; inclusive, se discriminaba de 
acuerdo con las edades. Este proyecto de ley consa- 
gra el derecho a la no excepcionalidad. 


Además, otorga el derecho a los pacientes o a 
sus representantes, luego de recibir la información 
adecuada, a consentir o no su asistencia. Se trata de 
un consentimiento informado que debe quedar regis- 
trado en la historia clínica. El paciente debe consentir 
que se le haga determinado tratamiento. Y eso no es 
menor, porque a pesar de ser una regla que, en ge- 
neral, se cumple, muchas veces esa situación puede 
no darse. Por eso creemos que ese derecho debe te- 
ner fuerza de ley y que todo paciente debe saber que 
tiene derecho a consentir o no el tratamiento de su 
enfermedad. 


También regula otro aspecto que no es menor. 
Me refiero al procedimiento de la investigación médi- 
ca. Es habitual que se realice una investigación médi- 
ca en los pacientes, pero luego de la aprobación de 
este proyecto de ley tendrán el derecho a autorizar li- 
bremente dicha investigación y luego de recibir toda 
la información de manera clara sobre los objetivos y la 
metodología de ella. Pero esto, además, debe estar 
condicionado a que una Comisión de Bioética de la 
institución de asistencia, que también se crea por esta 
ley, autorice el protocolo respectivo. Esto no es me- 
nor, en un momento en el que la investigación, en el 
desarrollo científico y tecnológico, es absolutamente 
necesaria. 


También es cierto que se debe cumplir con de- 
terminadas normas éticas. La primera de ellas es que 
el paciente debe estar de acuerdo con quien va a ha- 
cer la investigación y lo consienta. 


El otro derecho que se introduce, y que tampoco 
es menor, es el de la elección del sistema asistencial 
más adecuado. A partir de este proyecto de ley, quien 
ingresa al sistema tiene derecho a elegir el prestador 
que quiera, y esto, de alguna manera, condiciona de- 
cisiones políticas y que el sistema deberá asumir a los 
efectos de que en un plazo perentorio se abra defini- 
tivamente lo que se llama el corralito. Me refiero a la 
situación por la que atraviesan quienes están en de- 
terminadas mutualistas y que por ahora tienen deter- 
minados condicionamientos para elegir otra. A través 
de este proyecto de ley se consagra ese derecho y se 
obliga al sistema a tomar las decisiones que corres- 
ponda en ese sentido. 


El otro Capítulo tiene que ver con los derechos 
relativos a la dignidad de las personas. Por el primer 
artículo de este Capítulo se obliga a las instituciones 
prestadoras de asistencia, dependiendo de la comple- 
jidad del proceso asistencial, a integrar una Comisión 
de Bioética, que estará conformada por profesionales 
de la salud o por integrantes representativos de los 
usuarios. Esta deberá entender, en cada una de las 
instituciones, en los casos en que haya un aparta- 
miento de la ética o la moral, o en los desvíos que en 
ese sentido puedan tener los responsables de prestar 
asistencia. Aquí se da al paciente el derecho a recibir 
un trato respetuoso y digno en todas las instancias. 
Esto lo dice expresamente el proyecto de ley. En él se 
habla de que el paciente reciba un trato cortés, ama- 
ble, de que sea conocido por su nombre; se habla de 
que tenga identidad en el sistema, de que no sea un 
desconocido y de que debe recibir una explicación 
clara y en tiempo de su situación. 


En todos los procedimientos de asistencia médica 
que se le practiquen, tiene derecho a que se evite el 
dolor físico. Tiene derecho a estar acompañado de sus 
seres queridos o por representantes de su confesión 
en los momentos de más peligro o de proximidad a la 
muerte. 


Este proyecto de ley, además, regula el derecho 
a morir con dignidad, entendiéndose por ello el dere- 
cho a morir en forma natural, a morir en paz, sin do- 
lor, evitándose siempre -como lo establece la norma- 
anticipar la muerte por cualquier medio o prolongar 
artificialmente la vida del paciente cuando no existan 
razonables expectativas de mejoría. Le da derecho a 
negarse a que se utilice su cuerpo con fines docentes, 
cuando esto pueda conllevar a la pérdida de su inti- 
midad, a molestias o a reiteración de procedimientos. 
En todas las situaciones que se requiera un paciente 
con fines docentes tendrá que existir su consenti- 
miento. 


El último Capítulo, el que tiene que ver con el 
derecho al conocimiento de su situación de salud, 
establece que el paciente tiene el derecho de conocer 
la evolución de su enfermedad en todos y cada uno 
de los períodos. En situaciones excepcionales, tiene 
derecho a no saber cuál es su padecimiento. Así como 
esta norma le da el derecho a saber acerca de su en- 
fermedad, si no quiere saber cuál es su patología y 
cuál es su pronóstico, puede optar por ello. Tiene 
derecho a conocer quiénes intervienen en el proceso 
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de asistencia de su enfermedad, a saber quiénes lo 
atienden. Tiene derecho a tener identidad y a que no 
se despersonalice su asistencia. Tiene derecho -esto 
no es menor y ya está funcionando, aunque ahora 
tendrá fuerza de ley- a contar con una historia clínica 
completa escrita o electrónica en cada lugar en que se 
lo asista. Por primera vez, la ley consagra que la his- 
toria clínica es propiedad del paciente. Se establece 
que será reservada y que solo podrán acceder a ella 
los responsables de la atención médica. 


También tiene derecho -esto está establecido ex- 
presamente en la norma-, en situaciones en las que la 
ciencia haya agotado las posibilidades terapéuticas y 
quede debidamente establecido que un paciente va a 
morir irreversiblemente, a que el médico pueda 
constatar y dejar escrito en la historia clínica del pa- 
ciente, en caso de fallecimiento, la orden de no rea- 
nimar, en función de la propia decisión de este. 


Asimismo, la norma le da el derecho a realizar 
consultas que aporten una segunda opinión médica. 
Esto no es menor, porque muchas veces se tiene te- 
mor a que el hecho de solicitar una segunda opinión 
pueda molestar a quien lo está tratando. Para evitar 
todo tipo de interpretaciones, el paciente, de aquí en 
adelante, debe saber que la ley le da ese derecho. 


Termino citando un Capítulo de este proyecto de 
ley. Así como esta iniciativa genera derechos para los 
pacientes, también genera deberes. 


Toda persona tiene el deber de cuidar su salud, y 
así lo establece la Constitución. Además, tiene la obliga- 
ción de suministrar información cierta, precisa y concreta 
al equipo de salud actuante acerca de todas y cada una 
de las eventualidades, los signos y los síntomas que 
pueda tener. Tiene la obligación de dar esos datos a los 
médicos tratantes. También tiene la obligación y debe 
responsabilizarse por seguir el plan de tratamiento y los 
controles establecidos por el equipo de salud. 


Este proyecto de ley fue aprobado por la unani- 
midad de la Comisión de Salud Pública y Asistencia 
Social y lo traemos a consideración del plenario por- 
que realmente creemos que es importante, que se 
integra a estas transformaciones y reformas de la sa- 
lud en que está inserto el país. Consideramos que con 
esta ley -sumada a las tres normas anteriores- vamos 
consolidando un sistema que para nosotros es de 
enorme importancia y muy necesario para el Uruguay. 


Gracias, señor Presidente. 


29.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Dese cuenta 
del informe de la Comisión de Asuntos Internos relati- 
vo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes resoluciones: 


Visto la licencia por motivos personales opor- 
tunamente concedida al señor Representante 
Manuel Barreiro, por el período comprendido en- 
tre los días 30 de junio y 14 de julio de 2008 y 
ante la renuncia de los suplentes convocados, la 
Corte Electoral a solicitud de la Cámara proclama 
nuevos suplentes y se convoca por el período 
comprendido entre los días 1” y 14 de julio de 
2008, a la suplente siguiente, señora Paola Pam- 
paratto. 


Del señor Representante Nelson Rodríguez 
Servetto, por motivos personales, inciso tercero 
del artículo primero de la Ley N* 17.827, por el 
período comprendido entre los días 9 y 11 de ju- 
lio de 2008, convocándose al suplente siguiente, 
señor Martín Laventure". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y ocho en treinta y nueve: AFIRMATIVA. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en las 
fechas indicadas. 


(ANTECEDENTES:) 


"Corte Electoral 
1443/08 
272121 
Montevideo, 1* de julio de 2008. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 

Señor Presidente: 


VISTO: la licencia solicitada por el período com- 
prendido entre el 30 de junio hasta el 14 de julio pró- 
ximo por el señor Representante electo por la hoja de 
votación número 1 del lema Partido Colorado, del 
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departamento de Salto, señor Manuel María Barreiro, 
y al haber manifestado su voluntad de no aceptar por 
esta vez, los suplentes proclamados señores Ramón 
Simonet, Carlos Rattin. 


RESULTANDO: |) Que a la lista de candidatos a la 
Cámara de Representantes incluida en la hoja de 
votación número 1 del departamento de Salto, Parti- 
do Colorado, ordenada de acuerdo al sistema respec- 
tivo de suplentes, en la elección realizada el 31 de 
octubre de 2004 se le adjudicó un cargo, habiendo si- 
do proclamados titulares por el departamento de Sal- 
to, el candidato número uno señor Manuel María Ba- 
rreiro y sus suplentes señores Ramón Simonet, Car- 
los Rattin e Inocencio Di Giacomo. 


CONSIDERANDO: Que la hipótesis de “agotamiento 
de lista” prevista en el artículo 17 de la Ley N* 7,912, 
de 22 de octubre de 1925, debe entenderse no con el 
sentido restrictivo que implicaría admitir que se refiere 
a los casos de ausencia definitiva de los titulares y 
suplentes correspondientes, sino con sentido amplio 
atendiendo a la intención del legislador y coordinando 
mediante una integración lógica de dicho texto, con 
normas posteriores (artículo 116 inc. 2%, de la Cons- 
titución, Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945), da- 
do que lo que se procura es que una lista no quede 
sin la debida y necesaria representación por ausencia 
de los titulares y suplentes correspondientes. 


La Corte Electoral resuelve: 


Il. Proclámase titular a la Representación Nacional 
por el departamento de Salto al segundo candi- 
dato de la lista contenida en la hoja de votación 
número 1 del Partido Colorado al señor Antonio 
Miguel Lafuente Silva y suplentes señores Rosario 
Giambiasi, Julio Flores y Paola Pamparatto. 


Dichas proclamaciones se hacen con carácter 
temporal y desde el día de la fecha hasta el 14 de 
julio próximo y en el concepto de que se han cum- 
plido las condiciones establecidas en el artículo 
116 de la Constitución de la República, por la Ley 
NO 10.618, de 24 de mayo de 1945, con la redac- 
ción dada, en su artículo 1%, por el artículo 1* de la 
Ley N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004. 


Saludo al señor Presidente con mi más distin- 
guida consideración. 


CARLOS URRUTY 
Presidente 
ANTONIO MORELL 


Secretario Letrado". 


"Salto, 20 de junio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no acepto la convocatoria para integrar el 
Cuerpo, de la cual he sido objeto. 

Sin otro particular saluda muy atentamente, 

Antonio Lafuente". 


"Salto, 20 de junio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no acepto la convocatoria para integrar el 
Cuerpo, de la cual he sido objeto. 

Sin otro particular saluda muy atentamente, 

Rosario Giambiasi”. 


"Montevideo, 20 de junio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no acepto la convocatoria para integrar el 
Cuerpo, de la cual he sido objeto. 

Sin otro particular saluda muy atentamente, 

Julio Flores”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales oportunamente concedida al señor Represen- 
tante por el departamento de Salto, Manuel María Ba- 
rreiro, por el período comprendido entre los días 30 
de junio y 14 de julio de 2008. 


RESULTANDO: |!) Que la Cámara de Represen- 
tantes, con fecha 23 de junio de 2008, convocó al su- 
plente siguiente, señor Ramón Simonet. 


11) Que el señor Ramón Simonet no acepta la con- 
vocatoria y los suplentes correspondientes siguientes, 
señores Carlos Rattin e Inocencio Di Giacomo, no 
aceptaron por esta vez la convocatoria de que fueron 
objeto. 
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CONSIDERANDO: |) Que habiéndose agotado la 
nómina de suplentes la Corte Electoral a solicitud de 
la Cámara, proclamó al señor Antonio Miguel La- 
fuente Silva, señora Rosario Giambiasi, señor Julio 
Flores y señora Paola Pamparatto, como suplentes, lo 
que comunicó por Oficio N” 1443/2008, de 1” de julio 
de 2008. 


II) Que, por esta única vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto los suplentes siguien- 
tes, señor Antonio Miguel Lafuente Silva, señora Ro- 
sario Giambiasi y señor Julio Flores. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República y en la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Acéptanse las denegatorias presentadas por los 
suplentes siguientes, señor Antonio Miguel Lafuente 
Silva, señora Rosario Giambiasi y señor Julio Flores. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
presentación por el departamento de Salto, por el pe- 
ríodo comprendido entre los días 1” y 14 de julio de 
2008, a la suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 1, del Lema Partido Colorado, 
señora Paola Pamparatto. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER”. 


"Montevideo, 1* de julio de 2008. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo. 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito licencia por motivos per- 
sonales por los días 9, 10 y 11 de julio y se convoque 
al suplente correspondiente. 

Sin otro particular saludo atentamente. 

NELSON RODRÍGUEZ SERVETTO 
Representante por Maldonado". 


"Maldonado, 1* de julio de 2008. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Alberto Perdomo. 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente, comunico a usted que por esta 
única vez no he de aceptar la convocatoria de la cual 


he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada por el 
señor Representante por Maldonado Nelson Rodrí- 
guez Servetto (Lema: Partido Nacional) por los días 9, 
10 y 11 de julio del presente año. 
Sin otro particular, saluda a usted atentamente. 
Fernando García”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Maldonado, Nelson Rodríguez Servetto. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 9 y 
11 de julio de 2008. 


11) Que, por esta única vez, no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente siguiente, se- 
ñor Fernando García. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el inciso tercero del artículo pri- 
mero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 9 y 11 de julio 
de 2008, al señor Representante por el departamento 
de Maldonado, Nelson Rodríguez Servetto. 


2) Acéptase, por esta única vez, la denegatoria 
que ha presentado el suplente siguiente, señor Fer- 
nando García. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
ción N* 22 del Lema Partido Nacional, señor Martín 
Laventure. 


Sala de la Comisión, 1* de julio de 2008. 
VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, NORA GAUTHIER". 


30.- Pacientes y usuarios de los servicios 
de salud. (Se establecen sus dere- 
chos y obligaciones). 

——Continúa la discusión del asunto en debate. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Señor Presidente: vamos a 
hacer un poco el ejercicio de hablar frente al espejo. 
Evidentemente, antes de traer un proyecto hasta acá 
hay que armar un lío fuerte afuera para que se nos 
preste atención. 


En realidad, considero que este proyecto es im- 
portante, primero, porque hay pocas iniciativas en las 
que estemos involucrados absolutamente todos; digo 
esto porque todos en alguna circunstancia somos 
usuarios o pacientes de un sistema de salud y a algu- 
nos, además, nos toca ejercer la medicina. 


Se trata de un proyecto de ley con modificacio- 
nes respecto de lo que vino del Senado, que fija nor- 
mas que en su mayoría son parte de la práctica habi- 
tual en la medicina. Establecer esto en una ley implica 
tener garantías de un lado y del otro, es decir, quie- 
nes participan del proceso como usuarios o pacientes 
y quienes lo hacen como funcionarios o trabajadores 
de la salud. 


Cuando uno habla de salud, inevitablemente 
termina pensando en la muerte; y cuando uno habla 
de la muerte, se refiere a cosas muy serias, sobre to- 
do porque todavía no entendimos que el ciclo vital se 
termina con la muerte, que no es un hecho inespera- 
do en la vida de todos nosotros sino el hecho final, en 
principio lógico, natural y deseable, porque por algo 
las estructuras físicas en determinado momento no 
dan más y esa es la hora de partir, de morir, de irnos. 
Los ciclos naturales son así, y todos los seres vivos 
terminan en esta última etapa del ciclo vital que es la 
muerte. 


Cuando estudiamos biología, nos dicen -el pro- 
blema es que nunca lo asumimos- que el ciclo vital se 
compone de nacimiento, crecimiento, reproducción y 
muerte; son las cuatro partes indivisibles de un ciclo 
vital. Como después nos tocó esta changa de ser la 
especie superior, entramos a intelectualizar una situa- 
ción que, en definitiva, en el resto de la naturaleza 
forma parte de lo que debe ser; tal vez, los pueblos 
más "primitivos" -entre comillas- la tenían bastante 
más clara que nosotros, en el sentido de que sabían 
que llegaba un momento en el que uno no debía se- 
guir ocupando un lugar. 


Hablar de la salud de alguna manera termina 
evocándonos la muerte; también porque nosotros dis- 


currimos la vida como si nunca nos fuéramos a morir 
o a enfermar. Si uno hiciera una encuesta de por qué 
alguien tiene una cobertura de salud, nadie diría que 
es porque podría tener una enfermedad grave; todo 
el mundo diría: "Porque voy a tener apendicitis" -es 
una enfermedad relativamente común y fácil de solu- 
cionar-, y nadie piensa en que podría tener enferme- 
dades de otro tipo. Esto forma parte de no pensar en 
la eventualidad de la muerte, segura y fija, que viene 
con el nacimiento, que está incluida en el nacimiento. 


Este proyecto fija algunos derechos de los usua- 
rios, de los pacientes, y de quienes brindan la asisten- 
cia, de los trabajadores de la salud. Además, es bue- 
no decir que cuando se define qué es trabajador de la 
salud se habla de todos aquellos que brindan asisten- 
cia, sin importar sin son remunerados o no. Por lo 
tanto, un trabajador de la salud puede ser un vecino 
que nos va a cuidar, sin retribución a cambio, porque 
en definitiva está haciendo un trabajo que va dirigido 
al cuidado de la salud, que es acompañar a un pa- 
ciente. Entonces, trabajador de la salud es mucho 
más que un médico, un enfermero, una nurse o un 
odontólogo; es mucho más que eso. 


Este proyecto da garantías a todo el mundo. Las 
leyes -en este país tenemos una larga tradición; qui- 
zás después alguien me conteste- muchas veces son 
progresos de papel. Progresamos en el papel, pero no 
en la realidad. La salud es uno de los sectores en lo 
que esto se da más en el mundo. La Organización 
Mundial de la Salud fijó el Objetivo Salud para Todos 
en el 2000; pasamos olímpicamente, tiramos unos 
cohetes porque empezaba el nuevo siglo, pero segui- 
mos con los mismos problemas que teníamos en el 
anterior. Cambiar de siglo no nos resolvió el proble- 
ma, y el progreso que teníamos en el papel como ob- 
jetivo no se cumplió. 


Además, hay algunas dificultades; hay cosas en 
las que debemos ponernos de acuerdo. Creo que la 
sociedad actualmente vive en guerra -de alguna ma- 
nera hay que llamarlo- con los servicios de la salud. 
No vamos a analizar las causas porque no vale dema- 
siado la pena; tal vez, en otras circunstancias podría- 
mos analizarlo, pero este no es el momento. En mi 
pueblo hay un programa de radio que recibe llamados 
de sus oyentes y diría que la mayoría de ellos se ha- 
cen para quejarse de uno u otro aspecto de la salud: 
porque no consiguieron número para el médico o por- 
que necesitaban medicamentos y no los encontraron 
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donde correspondía y el usuario no tiene cómo com- 
prarlo. De hecho, estas quejas ocupan gran parte de 
esta preocupación por la salud. 


Los médicos tenemos otra característica: nuestra 
remuneración es discutida por todo el mundo, cosa 
que no pasa habitualmente. Hace poco, a un señor 
que tiene un lanzamiento, un abogado le cobró $ 500 
por firmar un escrito que él no había hecho. Estoy se- 
guro de que a nadie se le ocurre cuestionarlo; pero si 
alguien cobra lo mismo por dar un inyectable a una 
persona que tiene problemas económicos, segura- 
mente será criticado por su actitud. De hecho esta es 
una característica especial que tiene la salud. 


Todos los gobiernos han dicho que la salud es 
fundamental, pero cuando llega el momento de votar 
los recursos necesarios, parecería que no fueran tan 
necesarios y no se dan. La gente dice que la salud es 
fundamental, pero le parece caro lo que hay que pa- 
gar; y tal vez no piense lo mismo al momento de 
comprar unas vacaciones, un DVD u otra cosa. Tene- 
mos esa aproximación de ida y vuelta con este tema. 


Algunas situaciones no se van a resolver y van a 
empezar a discutirse. Una de ellas tiene que ver con 
el consentimiento informado. Hace pocos días, un 
profesor de medicina legal contaba en una charla un 
caso en que, como el paciente fue víctima de muerte 
violenta hubo que hacer una autopsia. Venía acompa- 
ñado por un consentimiento informado, que había 
firmado el mismo paciente; cuando lo recibieron esta- 
ba en estado de shock, pero antes de atenderlo le hi- 
cieron firmar un consentimiento informado. Cual- 
quiera entiende que ese paciente no tenía conciencia 
de lo que estaba firmando y mucho menos pudo ha- 
ber recibido información correcta de lo que le iba a 
suceder, de cuáles serían las intervenciones terapéuti- 
cas. Algunas instituciones tienen el consentimiento 
informado y lo ofrecen para firmar como un mero 
trámite, pero nadie da al paciente la información ne- 
cesaria. Por ejemplo, se firma el consentimiento in- 
formado para hacerse una tomografía, pero a quien la 
hace se lo ve en el momento en que se pasa al tomó- 
grafo. Quiere decir que el consentimiento firmado en 
esas circunstancias no es válido. Cómo sería válido es 
una discusión que no está en absoluto saldada, por- 
que ¿a quién uno le da la información? ¿Al paciente, 
que después puede decir que a él no le dijeron nada? 
¿Tiene que haber un testigo permanente? Es decir, 
hay un montón de discusiones que tendremos que 


saldar, que de alguna manera deben ser acordadas en 
la sociedad. Aún no es así, y todavía no está claro 
cuáles son los caminos que debemos recorrer. 


Uno muchas veces tiene otras dudas con res- 
pecto al consentimiento informado. A veces, procesar 
o no determinado tipo de información depende de la 
cultura y de las pautas socioculturales que tenga el 
paciente, porque no existe procedimiento en la medi- 
cina que no conlleve riesgo eventualmente vital. Si me 
dijeran esto, quizás lo único que captaría sería que 
me puedo morir y termino pidiendo que no me hagan 
nada, porque la capacidad de entender y procesar la 
información depende de las pautas culturales que uno 
tenga. Si alguien no hizo la escuela, ¿está en condi- 
ciones de procesar la información correctamente? Lo 
mismo sucede en otro tipo de situaciones. 


Está bien que estos temas se incluyan en el pro- 
yecto, pero ahora hay que empezar un proceso que 
nos permita llegar a un acuerdo para poder trabajar 
en ellos. 


Hay cosas que no voy a decir, porque ya las 
mencionó el señor Diputado doctor Gallo |mperiale, 
pero vaya como ejemplo algo que veníamos diciendo. 
Que la historia clínica es del paciente, lo sabemos to- 
dos. Ningún trabajador de la salud ignora que la his- 
toria clínica es del paciente. Ahora, vayan al mostra- 
dor de un hospital o de una mutualista a pedir su 
historia clínica. Esto que parece tan obvio es un be- 
rrodo de la gran siete. Si no venís acompañado de 
diez certificados, no te la dan. Vos decís: "Pero es 
mía", y te dicen: "Será tuya, pero no te la doy igual". 
Estas son cosas que todos conocemos; todos estamos 
de acuerdo con que la historia es del paciente pero, 
cuando llega el momento de la verdad, no lo es sino 
de la institución, que dice que no te la da porque ca- 
paz que la perdés. Entonces, al final, la historia clínica 
no es del paciente. 


¡Cámbiense de institución y vayan a pedir su 
historia! Si logran salvar las vallas que les van a po- 
ner, están a prueba de la burocracia; son Gardel en 
eso de saltar cuestiones burocráticas. Les puedo ase- 
gurar que no la ganan; terminan perdiendo. Sin em- 
bargo, todos sabemos que la historia es del paciente; 
todos lo sabemos. Entonces, hay cosas que también 
forman parte de la cultura, de una cultura de apropia- 
ción de algunos hechos. 
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Además, la ley dice que el cuidado de la historia 
clínica es parte de lo que la institución debe hacer; 
ahora, si yo te la entrego, la responsabilidad debería 
ser tuya. 


Incluso se ocultan datos a los pacientes; eso lo 
sabemos todos. Hay cosas que aparecen en la historia 
clínica pero muchas veces se ocultan. En mi consulta 
es habitual que los pacientes me pregunten, por 
ejemplo, qué dicen los exámenes que les hicieron tal 
día, porque nadie se los había mostrado. En realidad, 
eran sus exámenes, se habían hecho con su sangre, 
pero nadie les daba la información correspondiente. A 
veces, se anotan en la consulta solo para preguntar si 
tal examen les dio esto o aquello. 


Entonces, más allá de lo que diga esta ley, ten- 
dremos que superar algunas cuestiones culturales que 
nos vienen acompañando desde hace mucho tiempo y 
que forman parte de una medicalización de la medici- 
na -aunque parezca una redundancia, esto es así-; el 
médico era el centro de la acción de salud y ahora el 
centro se va desplazando, correctamente, hacia el pa- 
ciente. 


Un ejemplo de esto es el dolor. Cuando yo me 
formé en cirugía visitábamos a los pacientes operados 
y cuando nos decían que tenían dolor, les respondía- 
mos que era lo normal. Nos costó un tiempo largo 
entender que eso no era normal. Tanto es así que 
ahora se ha desarrollado la medicina del dolor, porque 
este es una defensa del organismo contra ciertas 
agresiones; es normal que exista, pero no que deje- 
mos al paciente con ese dolor, ya que es una situa- 
ción que hay que atender tanto como cualquier otra. 
Incluso, a veces, el dolor es la mayor emergencia que 
existe. Entonces, eso que de alguna forma fuimos 
aprendiendo a lo largo de nuestra formación, ahora 
descubrimos que no es normal y que hay que resol- 
verlo de alguna manera. Son pautas culturales que 
deberemos ir cambiando. 


Sucede lo mismo con la información a los fami- 
liares o al paciente. En este país hay una palabra que 
todo el mundo cree que es una sentencia de muerte 
inexorable: cáncer. Cuando digo a los pacientes que 
tienen cáncer piensan que se pueden morir; y es ver- 
dad, es una posibilidad. Sin embargo, hay otras en- 
fermedades que implican muerte. Por ejemplo, si les 
digo que tienen una miocardiopatía dilatada se van a 
ir contentísimos y le van a decir a la vecina que tienen 
esa enfermedad, pero es seguro que se van a morir. 


En este caso no hay chance de que, tal vez, exista un 
procedimiento terapéutico que los salve; no tenés 
vuelta. Pero como no es una enfermedad famosa y no 
aparece en ninguna película ni en las comedias, nadie 
entiende que eso es igual a una sentencia de muerte, 
sin chance de resolverse. 


Entonces, la información a brindar a los pacientes 
también depende de sus pautas culturales. Cuando 
viene un paciente en esas condiciones acompañado 
de familiares, lo mejor que puede pasar es que se 
siente más adelante, porque así el familiar le hace 
morisquetas tranquilo al médico para que no le vaya a 
decir lo que tiene. En definitiva, uno tiene derecho a 
saber qué es lo que le espera desde el punto de vista 
vital y, sobre todo, de su tratamiento, porque va a 
sufrir un proceso, que ojalá termine en su curación, 
pero que muchas veces finaliza con graves inconve- 
nientes de salud que son permanentes o que duran 
mucho tiempo. Además, uno tiene derecho a conocer 
sus chances, lo que le puede llegar a pasar. Cuando 
vivimos como si nunca nos fuéramos a morir -como 
sucede habitualmente- no es lo mismo saber qué 
chances tenemos que no saberlo. En realidad, lo que 
a uno le evoca la enfermedad es la posibilidad de su 
muerte. Por eso, cuando hablamos de salud, también 
pensamos en la muerte. Uno tiene derecho a decir: 
"Si me queda poco tiempo, capaz que hago algunas 
cosas que por ahora, como soy eterno, las vengo de- 
jando de lado". Si yo trasmito esto a un paciente y se 
asusta, si su reacción es de miedo, ¿le estoy haciendo 
un favor? No estoy tan seguro. ¿Y quién va a decidir 
eso? Uno lo hace en los diez minutos que tiene para 
conversar con cada uno de los pacientes. Si le embo- 
ca, le emboca, y si le erra, mala suerte, porque lo que 
no podemos tener es una regla pareja para todo el 
mundo. Hay gente que no le dice nada a nadie, lo cu- 
al no está bien; y hay otros que le zampan lo que 
venga al que sea. Entonces, el derecho a la informa- 
ción -que lo reconocemos- también tiene que vincu- 
larse con la persona con la que estamos hablando y 
de que estamos hablando. 


Me parece que en este proyecto se consagran al- 
gunas cosas muy importantes. Una de ellas es el es- 
tablecer lo de la segunda opinión. Como trabajador de 
la salud, creo que la salud en general, o las activida- 
des que implica -para no centrar esto en la medicina-, 
deberían ser las más humildes; pero no lo son porque, 
en realidad, la verdad más grande que conozco duró 
ochenta años, un montón. La enorme mayoría de las 
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verdades dura muy poquito tiempo. No sé si escu- 
charon lo del Omega 3; antes decían que era bárbaro 
y ahora dicen que en realidad no lo es tanto. Esa ver- 
dad duró un tiempo cortito. Nos dimos cuenta de que 
algunas cosas que pensábamos que nos hacían bien 
no eran tales. Basta recordar un tema, que segura- 
mente domina muy bien el señor Diputado Asqueta 
Sóñora -con esto no lo estoy aludiendo-: cuánto tiem- 
po llevó concientizar de que el tabaco hacía mal, por- 
que había algún interés económico que indicaba que 
en realidad no hacía mal. Pero hace mal. Otro ejemplo 
es la frase "El trabajo es salud". 


Entonces, estas cosas nos deberían hacer ver 
que lo que hoy uno dice, mañana puede no ser ver- 
dad, porque apareció alguien que lo demostró científi- 
camente. Por eso se consagra el derecho a la segunda 
opinión; es fundamental que alguien pueda pedirla y 
ser habilitado a tener la opinión de otro profesional, 
de cualquier tipo; si está en la institución, la consulta 
se hará dentro de ella, y si es de afuera, correrá a 
cargo del paciente. El paciente tiene derecho a que lo 
vea otro profesional que, de repente, opina igual o 
distinto a quien lo venía atendiendo, sin que este se 
enoje, que es lo que muchas veces pasa y se termina 
deteriorando la relación. 


Antes de terminar, voy a decir alguna cosa que 
me parece importante. La sociedad no ha tomado 
conciencia de la situación en la que estamos; tampoco 
nosotros, los parlamentarios, que la integramos pero 
que tenemos alguna responsabilidad distinta. 


En Estados Unidos, la progresión de los gastos en 
salud revela que si sigue ese crecimiento, práctica- 
mente no va a existir posibilidad de hacer ningún otro 
tipo de política social. Porque el crecimiento que tiene 
la tecnología, su valor, su exigencia y la demanda ex- 
cesiva y permanente hacia el mundo de la medicina 
-que a su vez genera demandas, etcétera-, hace que 
se practique -la mayoría de los médicos lo estamos 
discutiendo- lo que se llama medicina defensiva, que 
es cara, ineficaz y habitualmente no resuelve los pro- 
blemas. 


Hay un paciente que es clásico, y que todos he- 
mos tenido en alguna circunstancia: viene con diez 
consultas, quinientos exámenes y ninguna solución, 
porque cada médico que fue le mandó un promedio 
de cinco o seis exámenes y no encontró una solución. 
Siguió peregrinando y un buen día cae, con muchos 
exámenes, sin diagnóstico y, obviamente, sin solu- 


ción. A veces, la solución no está en los exámenes 
más caros; hay que convencer a la gente de que esto 
es así, pero no es tan fácil. 


La medicina defensiva es una de las situaciones 
que nos lleva a tener enormes dificultades y a encare- 
cer la medicina. Lo que estamos diciendo, en buen 
romance, es que hay algunos procedimientos -tal vez 
la gran mayoría- que no van a estar al alcance de los 
más sino de los menos, porque habrá que comprarlos 
con dinero, y los que tienen dinero no son todos sino 
unos pocos. De hecho, hasta hoy, en el Uruguay ocu- 
rría con la oftalmología, y sigue pasando. Esperemos 
que, de alguna manera, se revierta este proceso que 
no se daba solo en Salud Pública, porque quienes se 
asistían en las mutualistas tampoco tenían acceso a la 
tecnología más desarrollada, ya que había quedado 
recluida a un pequeño círculo que abría sanatorios por 
todos lados y solo operaba a los pacientes que podían 
pagarla. 


Se trata de un proceso al que, tarde o temprano, 
nos va a llevar el encarecimiento de la medicina. Y 
cuando uno habla de esto, habla de asistencia no 
equitativa para la mayoría de la población. 


Termino con un tema que viene de contrabando 
y que seguramente en algún momento vamos a dis- 
cutir. Adelanto que voy a pedir el desglose del artículo 
15 porque no estoy de acuerdo con su último inciso. 
Por ese artículo se pide la formación de una comisión 
de bioética en cada institución -me parece muy bien, 
porque sería la que resolvería algunos de los proble- 
mas que se van a plantear-, pero en el último inciso 
establece que por lo menos el 50% de sus integrantes 
deben ser mujeres. 


Acá se introduce un tema que, en definitiva, vie- 
ne de contrabando, porque no está en la discusión, y 
con el que no estoy de acuerdo. Cuando llegue el 
momento de analizar la cuota femenina lo podremos 
discutir con mayor profundidad. También lo podemos 
discutir ahora; no tengo ningún problema porque se 
prorrogó el horario de finalización de la sesión hasta 
la hora 24. Me gustaría que antes de esa hora se vo- 
tara el proyecto, así se envía al Senado y finalmente 
se consagra. 


Podría decir que esto generaría dificultades de 
funcionamiento para la ley, lo cual es absolutamente 
cierto, pero como ese no es el centro de mi argu- 
mento, no lo voy a usar como tal. Creo que los proce- 
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sos culturales no se cambian de esta forma. La pri- 
mera vez que voté en mi vida en una elección nacio- 
nal -lo voy a reiterar el día en que hablemos de la 
cuota femenina-, después de la dictadura, lo hice por 
la lista que encabezaba la doctora Roballo. No la voté 
ni dejé de votarla porque la encabezaba una mujer; la 
voté porque expresaba la línea de pensamiento que 
me representaba. 


Nunca estuve en un ámbito político en el cual se 
decidiera la elección de un compañero para determi- 
nadas responsabilidades por su condición de mujer o 
de hombre, a pesar de que milito socialmente desde 
hace muchísimos años. Reconozco que el peso de al- 
gunas tareas ha generado una dificultad para que la 
mujer esté representada en algunos ámbitos, pero la 
primera discriminación es la pobreza. Es la mayor dis- 
criminación que existe en este país y creo que en el 
mundo. El género también, pero la pobreza está antes 
que todo. 


Ser pobre es lo peor; ser pobre es lo que más 
discrimina, y si no, vayan vestidos de forma no muy 
elegante a cualquier tienda y verán que, aunque sean 
hombres, si van vestidos con harapos, no serán aten- 
didos igual que una mujer que entra muy bien vesti- 
da; porque la primera discriminación es hacia la po- 
breza. 


Creo que incluir la discusión en este proyecto de 
ley no es lo más adecuado ni lo mejor. Yo voy a votar 
en contra. A esta altura del partido, cada cual puede 
decidir como quiera y me parece bien, pero estas 
consideraciones que hemos hecho brevemente las 
vamos a ampliar el día en que se discuta este tema, 
como se debe hacer. Incluirlo acá es una forma de 
meterlo por la puerta del costado y no darle jerarquía, 
cuando me parece que es fundamental. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Señor Presidente: el 
Partido Nacional acompaña este proyecto de ley y 
también el informe con su firma. Por lo tanto, no va- 
mos a ahondar en algunos elementos del informe a 
que hizo referencia en la primera parte de esta sesión 
el señor Diputado Gallo Imperiale. Queremos hacer 
algunos comentarios y ver si podemos hurgar no solo 


en la letra sino en el espíritu porque, aunque se dice 
que no existe en la tinta ni en el papel ni en las cues- 
tiones jurídicas, creemos que tal vez sea lo más tras- 
cendente de este proyecto de ley. 


Habrá que leerlo muy bien porque otorga res- 
ponsabilidades no solo a los sujetos que el título esta- 
blece sino al Estado en su conjunto y al Ministerio de 
Salud Pública como órgano rector normativo y fiscali- 
zador de sus acciones sanitarias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Discúlpeme, 
señor Diputado, pero quiero informar al plenario que 
en Sala hay treinta y tres Diputados, que es el quó- 
rum mínimo. 


Puede continuar, señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Señor Presidente: de- 
cía que este proyecto se denomina: "Pacientes y 
usuarios de los servicios de salud. (Se establecen sus 
derechos y obligaciones)" y define el servicio de sa- 
lud, el usuario y el paciente. 


Este proyecto habla muchísimo de los derechos 
de los usuarios y de los pacientes de los servicios de 
salud. En realidad, esos derechos son obligaciones del 
sistema sanitario nacional; el título no lo dice, pero, 
obviamente, no solo están en el espíritu sino también 
en la letra de esta iniciativa. Quienes integramos la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social -esto no 
lo puedo decir en nombre de toda la Comisión porque 
no estoy autorizado, pero creo que es compartido-, 
somos conscientes de que la transformación de la 
medicina de fines del siglo XX y principios del siglo 
XXI hace que este concepto sea fundamental. 


Por lo tanto, las obligaciones que a través de 
este proyecto adquieren todos quienes integran el 
sistema sanitario nacional -reitero: en primer lugar, el 
organismo rector, el Ministerio de Salud Pública- van a 
ser fundamentales para su análisis. 


Muchos de estos conceptos son emanados de la 
ley de creación del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, que no fue votada por el Partido Nacional. Sin 
embargo, hemos dicho hasta el cansancio que los 
cambios del modelo de atención y del modelo de ges- 
tión que necesita nuestro país están alineados en mu- 
chísimos aspectos con muchos conceptos que recoge 
este proyecto de ley, que recogían los preceptos que 
contenía el programa de nuestro Partido y que reco- 
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gen casi todos los preceptos de los modernos siste- 
mas de atención y gestión que existen en el mundo. 


Pienso que con la sola lectura de muchos de los 
derechos de los usuarios y de los pacientes que aquí 
son recogidos, probablemente los legisladores que no 
integran la Comisión de Salud Pública -y que hayan 
leído el proyecto- se hayan sentido identificados. Con 
seguridad, a muchos de quienes están en esta Cá- 
mara les ha sucedido alguna situación en relación con 
su salud o la de algún familiar por la que se siente 
identificado. 


Muchas de esas situaciones de derechos vulnera- 
dos por servicios de salud, por trabajadores de la sa- 
lud -entre los cuales nos encontramos-, por integran- 
tes del sistema sanitario nacional, en realidad son 
defectos graves de los sistemas de control y de fiscali- 
zación que se deben aplicar a las prestaciones. 
¡Cuántas veces, en momentos en que ejercíamos en 
Salud Pública, en ASSE, nos encontramos con usua- 
rios que reclamaban para sí, con todo el derecho del 
mundo, tal o cual prestación o derecho, la obtención 
del medicamento, el especialista! Podemos poner de- 
cenas de ejemplos: la realización de una u otra técni- 
ca, si lo habían tratado bien o mal, si en su institución 
se cumplían o no determinados servicios, y así segui- 
ríamos. 


En definitiva, muchas de estas situaciones no se 
deben a que el servicio de salud, voluntaria y expre- 
samente, quisiera perjudicar al usuario o al paciente 
sino a que en nuestro país los mecanismos de fiscali- 
zación y de control históricamente han sido y son muy 
pobres. Pienso que es una aspiración de todos los in- 
tegrantes de esta Casa que el Ministerio de Salud Pú- 
blica mejore cada vez más su capacidad fiscalizadora, 
controladora y normatizadora. 


En un estudio de los años 2001-2002 de la Orga- 
nización Panamericana de la Salud sobre la evaluación 
de la calidad del sistema sanitario nacional y de las 
funciones del Ministerio de Salud Pública, la capacidad 
normativa y reguladora del Ministerio sobre sus pro- 
pios servicios fue calificada con dos puntos sobre cien. 
Repito: dos puntos sobre cien; no me estoy equivo- 
cando. Esto habla de la histórica mala capacidad del 
propio Ministerio de Salud Pública para controlar los 
servicios sanitarios. 


Entonces, es natural que emerjan una serie de 
reclamos y de situaciones de los usuarios y los pa- 


cientes en uno de los momentos más vulnerables de 
nuestra vida: el quiebre de nuestra salud o la de un 
familiar. En ese momento tan vulnerable es cuando 
sentimos que nuestros derechos tendrían que valer el 
doble -¡vaya si lo valen!-, pero no pueden ser ejerci- 
dos. 


Se habló de los costos, que es uno de los enor- 
mes problemas que enfrentan los servicios sanitarios 
del mundo. Seamos conscientes de algo: lo único se- 
guro es que los costos sanitarios actuales y de futuro 
no se pueden cubrir para todas las personas. Los 
costos sanitarios de los estudios paraclínicos, de la 
medicina intervencionista, de la alta tecnología actual, 
no pueden ser cubiertos por todo el dinero de los pre- 
supuestos, ni aun de los países más desarrollados. 


¿Qué queremos decir con esto? No nos gusta que 
esto pase, pero es inexorable. Voy a dar una brevísi- 
ma explicación. La inmensa mayoría de los costos ab- 
solutamente exagerados en la salud mundial se deben 
al avance tecnológico que se ha debido implementar 
en base a las obvias exigencias científicas de parte de 
los médicos investigadores y de los usuarios, sobre 
todo en enfermedades prevenibles, de las cuales mu- 
chas veces el propio ser humano es causante o antici- 
pador de su causa, principalmente en el Primer Mun- 
do, en los países desarrollados y en los países en vías 
de desarrollo con un perfil demográfico y socioeco- 
nómico como el nuestro. 


Estos costos exagerados, de los cuales deviene, a 
veces, la imposibilidad de tratar a grandes poblacio- 
nes por alteraciones en su salud, no surgen de enfer- 
medades como la malaria, el cólera o el dengue, sino 
de enfermedades que los propios seres humanos po- 
demos prevenir o, aunque sea, demorar su aparición. 


Es sabido por cualquiera de los presentes -no se 
necesita ser un trabajador o un profesional médico- 
que el enorme costo, aun en nuestro país, de los in- 
sumos sanitarios refiere al estudio, tratamiento y 
rehabilitación de las enfermedades cardiovasculares, 
de cánceres, de enfermedades provocadas por los 
malos hábitos sanitarios, la adicción al tabaco y el uso 
abusivo del alcohol, o de los accidentes de tránsito. 
Estas son enfermedades del mundo desarrollado o de 
países en vías de desarrollo que tienen características 
como las del nuestro. 


Se puede prevenir una epidemia de cólera, como 
hizo Uruguay en los años 1990-1991. Una epidemia 
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de cólera asolaba Latinoamérica y veíamos en la tele- 
visión y en los diarios, y oíamos en la radio que había 
que lavarse las manos con agua y jabón y que había 
que ponerle unas gotas de hipoclorito al agua, y en 
Uruguay no hubo un solo caso de cólera. Eso costó 
monedas. Cuando hoy en Uruguay se siguen discu- 
tiendo las políticas de Estado en materia de control de 
tabaco, no nos damos cuenta de que las enfermeda- 
des que este causa -perdonen una vez más la insis- 
tencia- cuestan millones y millones de dólares al país; 
y no hablo de Estados Unidos, de Japón o de Alema- 
nia, sino de Uruguay. 


Con respecto al articulado, seremos muy breves 
y luego no haremos ningún comentario como funda- 
mento de voto, porque vamos a acompañar este pro- 
yecto de ley. Inclusive, adelantamos que acompaña- 
remos cambios que presumimos que serán propuestos 
en el plenario por el señor miembro informante. 


En las disposiciones generales se habla del tra- 
tamiento igualitario y de la no discriminación. Si uno 
lee los Capítulos |, 11l, "De los derechos", y IV, "De 
los derechos relativos a la dignidad de la persona", 
concluye: "No debería existir una ley que dijera esto. 
Está en la naturaleza, en los derechos humanos bási- 
cos que no debería existir una ley que dijera que a 
nadie se le puede discriminar, por ejemplo, por cues- 
tiones de raza, en la asistencia de un servicio de sa- 
lud". 


¿Cuál puede ser la diferencia entre un ciudadano 
negro, uno mulato, uno indio y uno blanco? Es abso- 
lutamente elemental que esto no debería ser objeto 
de ley; es triste y lamentable que deban existir leyes 
que a título expreso digan esto porque se discrimina. 


Lo dijo recién mi amigo y compañero de Comi- 
sión, el señor Diputado Vega Llanes, y concuerdo con 
él: la mayor de las discriminaciones -lo dice al final del 
artículo 2*- es por nivel cultural o capacidad económi- 
ca. En nuestro país, por fortuna, en la salud no se dis- 
crimina a nadie por ser indio, mulato, blanco, judío, 
musulmán, mujer o lo que a usted se le ocurra. La- 
mentablemente, sí existe la discriminación por los ni- 
veles culturales oO las capacidades económicas. 
¡Cuántas veces hemos visto, como trabajadores de la 
salud, que se trata diferente a personas de baja con- 
dición socioeconómica o cultural! Es lamentable, pero 
tendrá que existir una ley que lo diga a texto expreso, 
aunque los abogados aquí presentes saben que no 


debería ser así porque el ciudadano ya está protegido 
por la Constitución y las leyes vigentes. 


El artículo 62 del Capítulo 11l refiere a algo que 
nos parece redundante, sobre todo a los médicos que 
nos hemos dedicado largos años a la atención prima- 
ria de salud: que la persona tenga derecho a acceder 
a la atención integral. Parece redundante porque, en 
nuestro concepto, no existe una atención que no sea 
integral. Teóricamente tendría que haber propuesto a 
la Comisión eliminar este artículo porque la atención 
en salud hacia un ser humano es integral o no es 
atención. Un usuario que quiere prevenir una enfer- 
medad, o un paciente, no pueden estar frente a un 
actor, a un trabajador de cualquier servicio de salud, 
sin que se ejerza sobre él una acción integral. Acción 
integral significa prevenir la enfermedad, curar y 
rehabilitar. Cada una de esas acciones debe ejercerse 
en todo momento. Los profesores de medicina a ve- 
ces nos explicaban que no puede existir una mujer 
uruguaya que esté en un consultorio, por lo que fue- 
ra, en cualquier servicio sanitario, y que no sea acon- 
sejada acerca de la forma de detección manual del 
cáncer de mama. A todos los médicos nos enseñaron 
que esto hay que hacerlo con todas las pacientes; eso 
es atención integral. Lamentablemente, esto debe in- 
cluirse en un proyecto de ley, pero no siempre es así. 
No nos olvidemos -lo digo como médico- que cuando 
nos entregan el título -deseo que esto conste en la 
versión taquigráfica- no nos entregan el juramento hi- 
pocrático. Y aunque lo entregaran -algunos lo cono- 
cemos casi de memoria-, no es ningún certificado que 
garantice que se va a ser honesto, responsable, estu- 
dioso, ni de que se va a actuar siempre a carta cabal. 
Así debería ser. 


El artículo 72 es absolutamente fundamental y 
debe centrar la atención de los señores legisladores. 
Refiere al derecho a la atención en salud de calidad. 
También puede ser redundante porque no sería razo- 
nable, no sería ético, brindar una asistencia sanitaria 
que no tuviera un control de calidad. Por supuesto 
que se realiza y es algo que nos reclaman permanen- 
temente. Muchas veces, algunas instituciones muy 
serias de la salud se ven fiscalizadas hasta en el últi- 
mo azulejo mientras por las radios, por la televisión y 
en los periódicos vemos y oímos promociones de 
"chantas" -utilizando un lenguaje vulgar de nuestros 
hermanos los porteños- que a la vuelta de la esquina, 
en direcciones absolutamente identificadas, realizan 
acciones en salud, muchas veces con usurpación de 
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títulos. Es absolutamente fundamental recalcar esto 
para que el Ministerio de Salud Pública, cumpliendo su 
papel fiscalizador, pueda actuar. 


El inciso primero del artículo 72 refiere a los tra- 
bajadores de la salud debidamente capacitados y ha- 
bilitados por las autoridades competentes. Aquí no 
estamos diciendo solamente que el usuario tiene de- 
recho a que se lo atienda con calidad sino también 
que tiene derecho a que lo atiendan trabajadores ca- 
pacitados. Estamos diciendo que si queremos que 
esto ocurra se va a tener que capacitar al trabajador 
de la salud. A través de esta ley se va a obligar a las 
instituciones sanitarias -ahora ya no se las llama ins- 
tituciones públicas o privadas sino servicios de salud 
integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud- 
a Capacitar debidamente a sus trabajadores. Se verá 
cómo lo harán. Hay instituciones que no permiten que 
sus trabajadores de salud tomen días de licencia para 
concurrir a eventos científicos, como les corresponde 
reglamentariamente. ¡Si conoceremos casos! Hay ins- 
tituciones que nunca han pagado un curso de capaci- 
tación a sus funcionarios. Con los menguados salarios 
que tienen los trabajadores de la salud, sobre todo en 
ASSE, por su dignidad y para mejorar sus condiciones 
deben costearse estos cursos. Por fortuna, esta ley va 
a obligar no solo a que el usuario sea atendido por un 
trabajador capacitado sino también a que el trabaja- 
dor esté capacitado. 


El segundo inciso del artículo 7% hace referencia 
al derecho a acceder a medicamentos de calidad y a 
incluirlos en un formulario terapéutico único nacional. 
Este quizás sea uno de los derechos básicos del usua- 
rio: que su atención sea integral y accesible. A lo lar- 
go de más de quince años en que trabajamos en sa- 
lud pública, en nuestro país hemos sentido la decep- 
cionante sensación de que luego de haber hecho todo 
lo que podíamos por el paciente, cuando este se diri- 
gía a la ventanilla, el medicamento no estaba. Es en- 
tonces cuando hay que agudizar el ingenio para ver 
cómo podemos hacer con un paciente que requiere de 
un medicamento y no tiene acceso a este. Por fortu- 
na, este segundo inciso, que está ligado al primer in- 
ciso del artículo 10, posibilitará que a partir de ahora 
ningún oriental quede sin un medicamento en su bol- 
sita cuando se retira de un servicio sanitario. El primer 
inciso del artículo 10 establece: "El Estado garantizará 
en todos los casos el acceso a los medicamentos in- 
cluidos en el formulario terapéutico único nacional". 
Luego de que esta ley sea aprobada y reglamentada 


en los tiempos correspondientes, esperamos no ver 
más a un uruguayo -generalmente anciano, pobre y 
solo-, que se vaya por la puerta de un servicio sanita- 
rio, en general de ASSE, con una bolsa sin medica- 
mentos. Esperamos que la combinación de los ar- 
tículos 72 y 10 logre que el Estado pueda garantizar 
efectivamente el acceso a todos los medicamentos de 
ese vademécum. No nos referimos a los tratamientos 
de última generación inventados en Japón, de los que 
quizás todavía no tengamos conocimiento, sino que la 
gente pueda tratar sus enfermedades más prevalen- 
tes en forma básica. 


SEÑOR BOTANA.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: otra vez la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la 
Cámara nos envía un proyecto estudiado con serie- 
dad, con elaboración profunda -aspecto que quere- 
mos destacar en primer término-, en el que se esta- 
blecen derechos y deberes que deberían haber sido 
determinados hace mucho tiempo. 


Quiero hacer un par de puntualizaciones. En pri- 
mer lugar, esta ley no debe permitir que descuidemos 
-a pesar de sus buenos contenidos- las importantes 
obligaciones del Estado en cuanto a generar un mejor 
nivel de atención sanitaria para los usuarios, porque 
acá estamos hablando de derechos dentro de una 
oferta existente de atención sanitaria. Si cae el nivel 
de atención sanitaria, simultáneamente caerá el nivel 
de estos derechos. Por lo tanto, lo más importante es 
proveer las formas para que el cuidado del estado ge- 
neral de la salud y de la oferta que existe sea la fina- 
lidad de los legisladores que trabajen en el futuro re- 
dactando próximas normativas en esta materia. 


La segunda puntualización refiere a la historia 
clínica. Se va a establecer por ley el derecho del pa- 
ciente a disponer de su propia historia clínica. Eso ya 
era derecho, y esta ley lo reafirma; reafirma el valor 
de la historia clínica en soporte electrónico, pienso yo 
que en un futuro cercano. Debemos avanzar hacia un 
sistema de historia clínica obligatoria, en soporte 
electrónico, a la cual solamente el paciente o quien 
este designe pueda acceder, con los niveles de reser- 
va que esta ley ya está previendo con referencia a le- 
yes anteriores. Pero es importante dar ese nuevo pa- 
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so para que se pueda hacer efectivo el derecho a la 
historia clínica, porque este derecho, que por ley ya 
existe, pocas veces se puede efectivizar en la práctica 
por parte de los pacientes, debido a que de un modo 
o de otro las empresas médicas, para evitar respon- 
sabilidades o riesgos, lo demoran como práctica ha- 
bitual. Entonces, en un futuro cercano, pedimos a la 
Comisión que estudie un mecanismo de historia clínica 
obligatoria, con las debidas reservas. 


Quiero manifestar que no voy a acompañar el li- 
teral D) del artículo 17, que refiere a esa suerte de 
eutanasia pasiva, tema por el que tuvimos aquel in- 
teresante debate en Cámara, a la cual junto con otros 
compañeros del Partido Nacional nos opusimos como 
solución. Y tengo temor de que el literal D) del ar- 
tículo 17 esté incurriendo en lo mismo. Por lo demás, 
siguiendo los lineamientos que con inteligencia y sol- 
vencia ha expuesto el señor Diputado Asqueta Sóño- 
ra, vamos a acompañar este proyecto de ley. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede conti- 
nuar el señor Diputado Asqueta Sóñora. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- No voy a hacer refe- 
rencia a artículos sobre la historia clínica porque, co- 
mo muy bien refirió el señor Diputado Botana, es un 
elemento prínceps; el derecho ya establece que la 
historia clínica es del paciente. Aquí se han hecho 
avances muy correlativos a los tiempos que vivimos, 
como el relativo a la historia clínica autenticada y 
electrónica. La única observación que podemos hacer 
como comentario adicional es que en el literal segun- 
do del artículo 20 se establece una potestad y no una 
obligación, pues dice: "El Poder Ejecutivo podrá de- 
terminar criterios uniformes mínimos obligatorios de 
las historias clínicas para todos los servicios de salud". 
Tal vez deberíamos haber mandatado al Poder Ejecu- 
tivo diciendo: "El Poder Ejecutivo deberá determinar 
criterios uniformes mínimos obligatorios de las histo- 
rias clínicas para todos los servicios de salud". De esta 
forma, el Poder Ejecutivo habría quedado mandatado 
a hacer algo que corresponde. 


Asimismo, quiero decir que voy a acompañar el 
Capítulo IV, relativo a la dignidad de la persona, y no 
haré ningún comentario porque sería redundante. 


En cuanto al conocimiento de los pacientes del 
derecho a saber sobre su situación de salud, estable- 
cido en el Capítulo V, creo que es muy importante que 


haya un capítulo que haga referencia a este conoci- 
miento. Es una constante del paciente y de todos los 
usuarios de los servicios de salud la queja por no co- 
nocer exactamente su situación sanitaria. Y es una 
paradoja. ¿Cuántas veces hemos visto personas que 
hace diez días, doscientas cuarenta horas, que están 
internadas, de las cuales no hubo un minuto para in- 
formarles sobre su situación cabal, para entablar un 
diálogo, para explicarles científicamente, con palabras 
comprensibles, qué enfermedad padecen, cuál es el 
pronóstico, cuáles son las alternativas, qué evolución 
se espera de la enfermedad y cuáles son sus costos? 
Este proyecto también establece que el paciente debe 
saber muy bien, cuando afronta un tratamiento, los 
costos accesorios que puede tener. En definitiva, se 
deben contemplar todos los aspectos que hacen que 
una persona con una mínima instrucción pueda com- 
prender perfectamente; es un derecho esencial cono- 
cer su propio estado sanitario. Tanto a nivel del cuer- 
po médico nacional como del personal que trabaja en 
la salud se ha avanzado mucho en este concepto, y 
creemos que debe haber una especie de refundación 
de ese contrato médico-paciente. La palabra contrato 
no nos gusta nada, pero lo decimos en sentido figura- 
do. Me refiero a esa relación que debe haber, a ese 
contrato que no se firma, pero en el primer apretón 
de manos queda establecido cuando el paciente dice: 
"Vengo a buscar que usted mejore mi bien más pre- 
ciado", y el médico le responde: "Voy a hacer todo lo 
que pueda por ti". Eso debe quedar establecido en 
ese primer apretón de manos, en ese saludo inicial. 


Asimismo, algo fundamental es que se consigne 
que en enfermedades consideradas estigmatizantes 
haya reserva y derecho del paciente a una intimidad 
en cuanto al diagnóstico. Por supuesto que en enfer- 
medades que pueden configurar una amenaza para la 
salud pública, hay carriles que el Ministerio de Salud 
Pública tiene perfectamente establecidos y se debe 
hacer la denuncia obligatoria. Sabemos muy bien que 
no siempre el paciente y su familia están enterados 
de que pueden reservar en la intimidad el diagnóstico 
de enfermedades estigmatizantes. Si es difícil que una 
persona pobre y poco instruida consiga trabajo 
-inclusive, como ha ocurrido muchas veces hasta el 
presente, puede tratarse de una muchacha y por ser 
mujer la discriminen- y además es público que es 
portadora de HIV, sabemos que puede serlo más aún 
por esa absurda e ¡legítima discriminación que se rea- 
liza. Entonces, tiene derecho a preservar esa intimi- 
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dad. Sabemos que no existe ninguna tarea de las que 
se realizan en este Palacio Legislativo -por poner un 
ejemplo, un lugar donde circulan miles de personas al 
día- en que pudiera haber un peligro porque estuviera 
a nuestro lado una persona portadora de HIV. Sin 
embargo, eso ocurre y es la peor de las discriminacio- 
nes. No está descrito, por lo menos que yo sepa, que 
haya habido un contagio por esta enfermedad entre 
dos personas que trabajan juntas. Sin embargo, se 
estigmatiza ¡y vaya si la persona se siente vulnerada 
en sus derechos! 


Por último... 
(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La Mesa in- 
forma al señor Diputado que le resta un minuto de su 
tiempo. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Por supuesto que esta 
versión taquigráfica va a ser leída por muy pocas per- 
sonas. Muy poco va a importar lo que se dijo acá a los 
aproximadamente tres millones de habitantes que tie- 
ne el Uruguay, pero debemos hacer docencia al res- 
pecto todos los días. Es pura y exclusiva responsabili- 
dad nuestra -hablo como usuario, como paciente, mu- 
chas veces- la mayor parte del cuidado de nuestra 
salud. 


Así como criticamos a colegas o a compañeros 
trabajadores de la salud en muchísimas de sus accio- 
nes -y quien habla tantas veces habrá incurrido en al- 
gún error en la prestación de los servicios sanitarios-, 
no debe escapar, y hay que decirlo, que tanto como el 
artículo 44 de la Constitución establece el deber de 
todos los uruguayos de cuidar su salud y asistirse en 
caso de enfermedad, también tenemos el deber social 
de no trasmitir a la sociedad una carga en cuanto a 
las enfermedades y las patologías prevenibles en las 
cuales podemos actuar sobre nosotros o nuestras fa- 
milias. Es muy común que en estas épocas discuta- 
mos... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Ha finalizado 
el tiempo de que disponía el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente... 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- ¿Me permite una in- 
terrupción? 


SEÑOR LORENZO.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Señor Presidente: 
para finalizar, solo quería decir que es muy común 
haber discutido esa cuasi torpeza -permítaseme- de 
casco sí, casco no, sobre los niveles de alcoholemia 
en sangre para conducir, o las medidas que se imple- 
mentaron para control del tabaco, por mencionar solo 
tres aspectos de situaciones que generan patologías 
que si son graves para el individuo, lo son tanto o 
más para la sociedad, para la familia y para quienes 
deben cargar luego con las situaciones devenidas por 
ellas. 


Así que tenemos que llamar a responsabilidad a 
cada uno de los ciudadanos, porque en muchos actos 
-algunos de ellos no voluntarios- causados por adic- 
ciones, pero otros en pleno uso de su conciencia y fa- 
cultades -podrán no saberlo, se tendrá que instruir, 
hacer docencia-, están cargando a la sociedad entera 
con costos muchas veces inabarcables, y deben cono- 
cerlo. Por eso los deberes, por eso las obligaciones y 
por eso no venir corriendo a cargar de culpas a los 
demás, a los trabajadores de la salud y a los servicios 
sanitarios, muchas veces por situaciones inevitables, 
cuando pudieron haberse prevenido y eliminado antes 
de que ocurrieran. 


Quiero hacer una última referencia al alta contra 
la voluntad médica a la que refiere el artículo 24. Eso 
es algo común, en lo cual los trabajadores de la salud 
se han sentido históricamente desprotegidos. Esos ca- 
sos se dan cuando un paciente adulto se retira de los 
servicios sanitarios, y han sido históricas las discusio- 
nes acerca de si eso se debía o no consignar en las 
historias clínicas y qué poner. Queda perfectamente 
establecido en el artículo 24 que cuando un adulto en 
uso de sus facultades decide no realizarse tratamien- 
tos o se retira de un establecimiento sanitario, se de- 
be consignar como un alta contra la voluntad médica, 
exonerando a la institución y al equipo de salud de la 
responsabilidad. Lamentablemente, muchas veces 
luego viene el paciente a exigir responsabilidades a 
los profesionales que actuaron, pero eso es parte del 
juego y de la vida. 
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Es todo cuanto queríamos decir, apoyando este 
proyecto de ley con las modificaciones de las que será 
pasible. Quedamos abiertos -como fue solicitado por 
algún señor legislador- a que la Comisión trabaje, en 
un futuro, en aspectos que mejoren aun más la rela- 
ción entre los pacientes, los profesionales de los ser- 
vicios de salud y los servicios sanitarios del país. 


Muchísimas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede conti- 
nuar el señor Diputado Lorenzo. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: no pedí la 
palabra para hacer referencia al proyecto en general o 
a algunos aspectos que regulan la materia, porque los 
miembros de la Comisión han dado suficientes argu- 
mentos a favor de esta iniciativa, y la vamos a acom- 
pañar. Inclusive, he hecho algunos comentarios fuera 
de la versión taquigráfica al señor Diputado Vega Lla- 
nes referentes al derecho a la segunda opinión. 


Quiero llamar la atención de la Cámara sobre el 
segundo inciso del artículo 15, al que también hizo 
referencia el señor Diputado Vega Llanes, que creo 
está mal redactado. Si no está mal redactado, daría 
lugar a una discusión interesante. Por las dudas, voy 
a adelantar un voto a otro proyecto de ley. Aclaro que 
voy a votar a favor del proyecto aprobado en el Sena- 
do en cuanto a la cuota en materia electoral, así des- 
pejo un tema. El referido inciso del artículo 15 permite 
que la Comisión de Bioética tenga un 100% de inte- 
grantes mujeres y, en consecuencia, no haya igualdad 
de género. Redactado de esta forma el inciso es pa- 
radójico, salvo que se esté buscando una exclusión 
del género masculino. Capaz que en la reivindicación 
de la igualdad de género nos pasamos de rosca. Me 
parece que habría que generar un espacio para discu- 
tir una redacción más feliz, salvo que aquí alguien 
esté en condiciones de defender esta. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Señor Presidente: en reali- 
dad, quiero hacer dos aclaraciones. 


Creo que el señor Diputado Lorenzo tiene toda la 
razón en lo que dijo, pero yo no me gasté en arreglar 
esa redacción porque, en realidad, estoy en desa- 


cuerdo, diga esto o diga lo que diga. Estoy en desa- 
cuerdo porque creo que esa no es la discriminación 
fundamental. 


Quería referirme a la historia clínica electrónica, 
que, obviamente, es algo que se va a desarrollar con 
cierto grado de rapidez, pero tiene severos problemas 
de seguridad. Si entran al Pentágono, imaginen cómo 
pueden hacerlo con las historias clínicas de una mu- 
tualista de Carmelo, por ejemplo. Es mucho más sen- 
cillo. Hay un problema de seguridad que habría que 
resolver y que no es fácil. Creo que ese es el escollo 
fundamental para su instrumentación. Es absoluta- 
mente deseable, pero es difícil de instrumentar. 


Con respecto al literal D) del artículo 17, quiero 
expresar lo que hemos venido planteando siempre. 
Cada cual tiene derecho a elegir cómo morir: si muere 
con todas las alternativas posibles de atención, sin 
tratamiento, porque le llegó la hora o como quiera. 
Por lo tanto, este artículo no está metiendo la eutana- 
sia por otra vía. No se trata de eso, pero todos tene- 
mos derecho a elegir, una vez que no tenemos salida, 
terminar nuestra vida de determinada manera, y solo 
cada uno de nosotros es capaz de saber cuál es la 
dignidad del final de esa vida. Es decir que taxativa- 
mente no se dice que una muerte digna es una u 
otra. Se dice que se tiene derecho a morir digna- 
mente. Alguien puede pensar que es en un CTI, ro- 
deado de tubos, con mucho tiempo de vida -aunque 
no sé si llamarlo así- o con mucho tiempo en el que 
lata el corazón. Otros pensamos que cuando se está 
en esa situación más vale morirse -lo digo en serio- y 
no elegir esa muerte electrónica o virtual. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


——Tolérelos, señor Presidente, porque, en realidad, 
ese lío lo armé yo. Entonces, está bien que discutan. 


Según mi interpretación, lo que dice este pro- 
yecto de ley es esto. En realidad, lo que se está esta- 
bleciendo es la muerte digna. Después, cada cual po- 
drá elegir cuál es esa muerte, pero como no prohibi- 
mos a unos que les sean efectuados todos los trata- 
mientos posibles, aun más allá de lo razonable, quie- 
nes no consideramos que eso sea lo mejor para 
nuestras vidas también tenemos derecho a morir co- 
mo nos parezca más digno. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR BOTANA.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: el señor Dipu- 
tado Vega Llanes se refiere, precisamente, a las dos 
cuestiones que he planteado. Le agradezco mucho la 
información o la precisión que hace acerca de las 
historias clínicas electrónicas y su viabilidad en el día 
de hoy. De cualquier modo, creo que podemos buscar 
caminos para esa práctica, que puede ser buena en la 
medida en que se preserve la seguridad de la infor- 
mación, de acuerdo con lo que habíamos estado ha- 
blando y que compartimos claramente con el señor 
Diputado Vega Llanes y con la Comisión, de acuerdo a 
lo que dice la ley. 


Sobre mi oposición al literal D) del artículo 17, no 
interpreto que se esté introduciendo la eutanasia por 
vía lateral, ni ninguna cosa rara, ni ninguna cosa di- 
ferente de lo que aquí dice. Lo que expreso es el te- 
mor de que esto tenga el mismo sentido de la ley que 
ya aprobamos, en la cual alguien tenía que interpretar 
qué es una muerte digna y qué no es una muerte 
digna. Mi temor, en aquel debate, era que quien in- 
terpreta qué es una muerte digna sea una empresa 
médica que pudiere tener intereses en el tema. Fue 
aquel debate demasiado rico como para volver a en- 
trar en él, indudablemente con mayor pobreza con- 
ceptual que en aquella oportunidad. 


Lo único que quiero aclarar es que no voy a 
acompañar el literal D) del artículo 17 por ese motivo, 
y no pretendo que esto diga algo diferente de lo que 
dice, señor Presidente. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discu- 
sión particular. 


(Se vota) 


——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión particular. 
El proyecto tiene 26 artículos. 
SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
vamos a solicitar el desglose de algunos artículos en 
función de que tenemos algunas correcciones para 
dar mayor claridad a la redacción. 


Proponemos que se voten en bloque todos los 
Capítulos y se desglose el artículo 42 y el tercer inciso 
del artículo 5%, del Capítulo 11; los artículos 62, 72, 92, 
10, 11, 12 y 13, del Capítulo lll; el artículo 15, del 
Capítulo IV; el literal E) del artículo 18 y el artículo 19, 
del Capítulo V, y el artículo 23, del Capítulo VI!. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Señor Presidente: so- 
licito que se desglose el literal D) del artículo 17, del 
Capítulo 1V, y el literal F) del artículo 18 y el segundo 
inciso del artículo 20, del Capítulo V. 


SEÑOR SEMPRON! .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: me parece 
que es muy difícil hacer el seguimiento de los desglo- 
ses que se han planteado. Sugiero que se vote por 
Capítulos y se vayan desglosando los artículos en ca- 
da uno de ellos. Eso resultaría mucho más claro. 


SEÑOR PI NTADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: me parece 
bien lo que sugirieron los señores Diputados Gallo 
Imperiale y Asqueta Sóñora. La Mesa podrá repasar 
los desgloses solicitados. 


Mociono para que se suprima la lectura y se vote 
en bloque todos los incisos, literales, artículos y Capí- 
tulos que no fueron desglosados. 


SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: solicito que se 
reiteren los artículos desglosados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Léase la lista 
de los artículos desglosados. 


(Se lee:) 
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"Se han desglosado los siguientes artículos: el 
artículo 42, el tercer inciso del artículo 5%, los ar- 
tículos 62, 72, 92, 10, 11, 12, 13, 15, el literal D) 
del artículo 17, los literales E) y F) del artículo 
18, el artículo 19, el segundo párrafo del artículo 
20 y el artículo 23". 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: en el mismo 
sentido que el señor Diputado Semproni, solicito que 
se reconsidere la solicitud de desglose. Pienso que es 
mejor votar artículo por artículo, porque estamos des- 
glosando más artículos de los que se podrán aprobar 
en bloque, sobre todo teniendo en cuenta que se va a 
votar en cada Capítulo las nuevas propuestas. Sería 
más ordenado votar por artículo, ya que no son tan- 
tos, suprimiendo la lectura. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
creo que sería de utilidad la votación por Capítulos, 
identificando los artículos a desglosar. 


En el Capítulo 1l planteamos el desglose del ar- 
tículo 4% y el tercer inciso del artículo 5”. Con res- 
pecto al artículo 4”... 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La Mesa ad- 
vierte que cuando un señor Diputado solicita que se 
vote artículo por artículo, reglamentariamente se debe 
hacer de esa forma. No es un problema de mayorías 
sino de Reglamento. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR PINTADO..- Señor Presidente: es así, pero si 
el señor Diputado Gallo |mperiale persuade al señor 
Diputado Lorenzo y este renuncia temporalmente al 
ejercicio de su derecho, podría facilitar la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- No habiendo 
manifestación de parte del señor Diputado Lorenzo, 
se procederá a la votación artículo por artículo. 


Se va a votar si se suprime la lectura. 


(Se vota) 


——Cuarenta y cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 22. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y tres en cuarenta y cuatro: AFIRMATI- 
VA. 


En discusión el artículo 32, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y tres por la afirmativa: AFIRMATIVA, 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 4”. 
Léase un artículo sustitutivo llegado a la Mesa. 
(Se lee:) 


"Artículo 42.- Se entiende por trabajadores de 
la salud, a los efectos de los derechos de los pa- 
cientes, a toda persona que desempeñe funcio- 
nes y esté habilitado para ello, en el ámbito de 
un servicio de salud, de acuerdo a lo dispuesto 
en el artículo 32 de la presente ley, que cumpla 
una actividad permanente o temporal, remune- 
rada o no". 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Después de donde di- 
ce: "Se entiende por trabajadores de la salud", se 
agrega "a los efectos de los derechos de los pacien- 
tes" para encuadrar esta definición del trabajador solo 
para esta ley en particular. Nos pareció que esa re- 
dacción iba a dar más claridad. 


Proponemos que después de "toda persona que 
desempeñe funciones", se agregue "y esté habilitado 
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para ello". Esto es para acotar el alcance de la defini- 
ción y evitar interpretaciones diversas. Por ejemplo, el 
señor Diputado Vega Llanes hizo una interpretación 
que no es exactamente la que está en la redacción. 
Por ejemplo, los familiares de un paciente podrán de- 
sempeñar actividades temporales no remuneradas en 
el ámbito del servicio de salud y no por ello ser consi- 
derados trabajadores de la salud; es decir que el con- 
cepto es que desempeñen funciones y estén habilita- 
dos para ello. Ese era el sentido para hacer la modifi- 
cación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo tal como 
viene de Comisión. 


(Se vota) 
——Cero en cuarenta y dos: NEGATIVA. Unanimidad. 


Se va a votar el artículo 4% con las modificaciones 
propuestas. 


(Se vota) 

——Cuarenta y uno en cuarenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 5%. 

SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
proponemos que en el inciso tercero, después de la 
mención a "su cónyuge", se agregue "o concubino", 
para hacer consistente la legislación con la Ley de 
Unión Concubinaria. Me pareció necesario este agre- 
gado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Quisiera sa- 
ber si la Comisión y el plenario aceptan los agregados, 
la modificación; si no, habría que votarlo negativa- 
mente y votarlo nuevamente con las modificaciones. 


Si les parece bien, se va a votar el artículo 52 con 
los agregados propuestos. 


(Se vota) 


——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 6%, correspondiente al 
Capítulo 111. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
después de "la promoción, la protección, recuperación 
y rehabilitación de la salud", proponemos agregar "y 
cuidados paliativos", porque la integralidad de la que 
habla la Ley N* 18.211, del Sistema Nacional Integra- 
do de Salud, agrega a "la promoción, la protección, 
recuperación y rehabilitación", el concepto de cuida- 
dos paliativos. Por eso creemos importante hacer este 
agregado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo tal como 
viene de Comisión. 


(Se vota) 
——Cero en cuarenta y dos: NEGATIVA. Unanimidad. 


Léase el artículo 6% con las modificaciones pro- 
puestas. 


(Se lee:) 


"Toda persona tiene derecho a acceder a una 
atención integral que comprenda todas aquellas 
acciones destinadas a la promoción, protección, 
recuperación, rehabilitación de la salud y cuida- 
dos paliativos, de acuerdo a las definiciones que 
establezca el Ministerio de Salud Pública". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


SEÑOR BOTANA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: pido que se re- 
considere el artículo y que se corrija su sintaxis antes 
de votarlo nuevamente. Me parece que la expresión 
del artículo no es la más adecuada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- No podemos 
cambiar la redacción de las iniciativas; por lo tanto, 
tiene que haber una propuesta para ello. 


Se va a votar si se reconsidera el artículo. 


(Se vota) 
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——Catorce en cuarenta y dos: NEGATIVA. 
En discusión el artículo 72, 
SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
simplemente, quisiera adecuar la denominación, por- 
que en la Ley del Sistema Nacional Integrado de Sa- 
lud se habla de "formulario terapéutico nacional" y la 
definición exacta es "formulario terapéutico de medi- 
camentos". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si la Comi- 
sión acepta, se va a votar el artículo con la modifica- 
ción propuesta. 


(Se vota) 


——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 82, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 92, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 10. 
SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO | MPERI ALE.- Señor Presidente: con 
el mismo argumento que aplicamos en el anterior ar- 
tículo, en el primer inciso de este queremos incluir la 
denominación "formulario terapéutico de medica- 
mentos” y no "formulario terapéutico nacional". 


También proponemos una modificación al inciso 
segundo, ya que hay un problema de fechas. En el 
texto actual se menciona la fecha 13 de diciembre con 
relación a la Ley N* 18.211, y proponemos que se 


cambie por 5 de diciembre, que es la fecha de pro- 
mulgación. 


SEÑOR PRESI DENTE (Hernández).- Se va a votar 
el artículo 10 con las modificaciones planteadas en los 
incisos primero y segundo, y el tercero tal como viene 
de Comisión. 


(Se vota) 

——Cuarenta y uno en cuarenta y tres: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 11. 

SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Señor Presidente: en 
el inciso cuarto habría que agregar: "y las reglamen- 
taciones que en materia de atención a la salud mental 
dicte el Ministerio de Salud Pública". Existen una ley 
madre, la N* 9.561, y varias disposiciones u ordenan- 
zas que han modificado determinados planteos en 
materia de salud mental. Por lo tanto, hay que ade- 
cuar el artículo no solo a esa ley madre sino a todas 
las reglamentaciones que en materia de salud mental 
dicte el Ministerio de Salud Pública. Es decir que me 
estoy refiriendo a contemplar las modificaciones pre- 
vistas en un futuro inmediato o las ya realizadas. Por 
ejemplo, una de las modificaciones que se hizo últi- 
mamente fue el levantamiento del límite de treinta dí- 
as de internación a cargo de los prestadores de salud 
para pacientes psiquiátricos menores de 18 años. Este 
es el motivo por el cual creemos que es necesario ha- 
cer este agregado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 11 con el 
agregado propuesto por el señor Diputado Gallo |m- 
periale. 


(Se vota) 


——Cuarenta y tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 12. 
SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO I|MPERIALE.- Señor Presidente: 
luego de "deberá ser expresamente autorizado por el 
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paciente", habría que agregar: "sujeto de investiga- 
ción". Es decir que el individuo que debe autorizar la 
investigación médica es el sujeto de investigación. 


Además, sugiero sustituir la última oración del 
primer inciso de este artículo por la siguiente: "La 
Comisión se integrará y funcionará" -estamos hablan- 
do de la Comisión de Bioética y Calidad de Atención- 
"según reglamentación del Ministerio de Salud Pública 
y se asesorará con los profesionales cuya capacitación 
en la materia los constituya en referentes del tema a 
investigar". Esto está directamente vinculado a que en 
la Comisión Nacional de Bioética y Calidad de Atención 
existe un grupo dedicado al control de todo lo que 
significa la investigación. Por ello, nos parece válido 
hacer este agregado a los efectos de que sea el pro- 
pio Ministerio de Salud Pública el que incluya en la re- 
glamentación este aspecto de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La Mesa de- 
sea hacer una pregunta al señor Diputado Gallo |m- 
periale, que es la siguiente. ¿El artículo propuesto por 
el señor Diputado, que tiene un solo inciso, sustituye 
a todo el artículo 12 que viene de Comisión y que tie- 
ne dos incisos? 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- No, solamente al inci- 
so primero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Entonces, se 
van a votar en forma desglosada los dos incisos del 
artículo 12. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
inciso primero del artículo 12 tal como viene de Comi- 
sión. 


(Se vota) 
——Cero en cuarenta y dos: NEGATIVA. Unanimidad 


Se va a votar la modificación propuesta por el 
señor Diputado Gallo Imperiale para este inciso. 


(Se vota) 
——Cuarenta y dos en cuarenta y tres: AFIRMATIVA. 


En discusión el inciso segundo del artículo 12 tal 
como viene de Comisión. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
proponemos la eliminación de este último inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el último inciso del ar- 
tículo 12 tal como viene de Comisión. 


(Se vota) 
——Cero en cuarenta y tres: NEGATIVA. Unanimidad. 


Por lo tanto, queda eliminado el último inciso del 
artículo 12. 


En discusión el artículo 13. 
SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO I|MPERIALE.- Señor Presidente: 
propongo agregar, después de "la Ley N* 18.211", la 
fecha: "5 de diciembre de 2007", 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo con el 
agregado propuesto por el señor Diputado Gallo |m- 
periale. 


(Se vota) 
——Cuarenta y dos en cuarenta y tres: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 14. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——Cuarenta y dos en cuarenta y tres: AFIRMATIVA. 
SEÑOR CONDE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CONDE.- Señor Presidente: quiero hacer una 
pregunta a la Mesa porque no sé si fue un momento 
de distracción o entendí mal. ¿Cómo se proclamó el 
resultado de la eliminación del segundo párrafo del 
artículo 12? 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La votación 
del segundo párrafo del artículo 12 fue cero en cua- 
renta y tres, negativa. 


En discusión el artículo 15. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
proponemos cambiar en el inciso primero del artículo 
15 la expresión "profesionales de la salud" por "tra- 
bajadores de la salud". En definitiva, creemos que el 
criterio debe ser mucho más amplio, es decir, que no 
solo esté integrado por profesionales sino que todo 
trabajador de la salud tenga oportunidad de partici- 
par. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Señor Presidente: solicita- 
mos que se voten por separado los incisos del artículo 
15. Aprovechamos a decir que no vamos a votar el in- 
ciso segundo. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: entiendo la 
modificación que hace el señor Diputado Gallo Impe- 
riale, pero en función de la definición de la propia ley, 
cambiar la palabra "profesionales" por "trabajadores", 
en lugar de referir a ambos puede ser restrictivo y ex- 
cluir profesionales que no encuadren en la definición 
del artículo 4% pero que sea conveniente que integren 
una Comisión de Bioética. Entonces, quizás habría que 
incluir a profesionales, trabajadores, etcétera. 


(Interrupciones) 


——Son dos grupos de miembros de esta Comisión: 
por un lado, los usuarios y, por otro, los profesionales 
y trabajadores que los atienden. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
creo que hay que remitirse al artículo 4”, en que se 
define la expresión "trabajadores de la salud". Allí di- 
ce: "Se entiende por trabajadores de la salud a toda 
persona que desempeñe funciones en el ámbito de un 
servicio de salud," -por lo tanto, pueden ser profesio- 
nales o no- "de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
3” de la presente ley, (...)". Me parece que la defini- 


ción da la amplitud necesaria para que se consideren 
los profesionales dentro del concepto de trabajadores 
de la salud. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: puede haber 
un profesional que no cumpla con los requisitos del 
artículo 4” y que, sin embargo, sea un especialista en 
bioética, un profesor universitario que no tenga acti- 
vidad clínica. A eso me refiero. Entiendo la referencia 
al artículo 4%, pero si decimos que el grupo que inte- 
grará la Comisión de Bioética estará conformado por 
trabajadores y la ley tiene una definición de trabaja- 
dores a sus propios efectos que excluye a profesio- 
nales o científicos que no estén en el ámbito de un 
servicio de salud, creo que estamos generando una 
restricción innecesaria por pretender incluir trabaja- 
dores que eventualmente no sean profesionales. Me 
parece que si queremos incluirlos a todos, la redac- 
ción debería decir "profesionales y trabajadores". De 
esa Manera se amplía el espectro y, eventualmente, 
se incluye gente que sería muy valiosa en una comi- 
sión de bioética y que no desempeña funciones en el 
ámbito de un servicio de salud, como por ejemplo, un 
filósofo. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Señor Presidente: quiero 
aclarar que la palabra "profesional", en la acepción 
que yo manejo, refiere a alguien que vive de ese tra- 
bajo y no necesariamente a quien haya egresado de 
la Universidad. Por ejemplo, los futbolistas son profe- 
sionales; sin embargo, no egresan de la Universidad. 
Si un abogado trabaja en el ámbito de la salud, es 
trabajador de la salud, es profesional de la salud; si 
no, es usuario; todos están comprendidos. De todas 
maneras, no tengo problema en poner en el artículo 
"profesionales y trabajadores" y seguir adelante, si 
eso aclara y deja a todo el mundo contento. Reitero 
que me parece que usamos el término "profesional" 
en una acepción equivocada: no se trata del que 
egresa de la Universidad sino del que vive de deter- 
minada actividad. Por ejemplo, acá alguno es profe- 
sional de la política, y no pasa nada. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- La Mesa soli- 
cita que el señor Diputado Vega Llanes aclare su pro- 
puesta. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Estoy de acuerdo con que 
se incluyan en la redacción los dos términos, pero en- 
tiendo que alcanzaría con poner uno u otro. Más allá 
de eso, incluyamos los dos términos y resolvamos el 
problema. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- ¿La pro- 
puesta es que la redacción diga "conformada por tra- 
bajadores y profesionales de la salud" o "trabajado- 
res, profesionales de la salud"? 


SEÑOR VEGA LLANES.- Entiendo que debería ser 
"trabajadores y profesionales de la salud". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tenemos una 
aclaración interesante desde el punto de vista de la 
sintaxis. Si el texto dice "trabajadores y profesionales 
de la salud", entonces, la persona tiene que cumplir 
las dos condiciones: la de trabajador y la de profesio- 
nal. Si en lugar de la "y" se pone una "o", no tiene por 
qué cumplir esas dos condiciones. 


(Interrupciones) 


——Entonces, la redacción diría "(...) conformada por 
trabajadores o profesionales de la salud (...)". 


Se va a votar el primer inciso del artículo 15, con 
la modificación propuesta por el señor Diputado Lo- 
renzo. 


(Se vota) 


——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA, 
Unanimidad. 


Se va a votar el segundo inciso del artículo 15. 
(Se vota) 

——Once en cuarenta y dos: NEGATIVA. 

SEÑOR MARTÍ NEZ HUELMO.- Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR MARTÍ NEZ HUELMO.- Señor Presidente: le 
pido disculpas, así como a la Cámara, pero quisiera 
incluir otro segundo inciso en el artículo 15, por lo que 
pido la reconsideración del artículo. Si la Cámara 
acepta, luego leería el texto. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: ¿por qué no 
se procesa esa propuesta como un aditivo al final del 
articulado? 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- En primer lu- 
gar, corresponde poner a votación la reconsideración 
del segundo inciso del artículo 15. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
——Diecinueve en cuarenta y tres: NEGATIVA. 
En discusión el artículo 16. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y cuatro en cuarenta y cinco: AFIRMA- 
TIVA. 


En discusión el artículo 17, con el desglose del 
literal D). 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y cuatro en cuarenta y cinco: AFIRMA- 
TIVA. 


En discusión el literal D). 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y dos en cuarenta y cuatro: AFIRMATI- 
VA. 


(Campana de orden) 


——Señores Diputados: a los funcionarios les resulta 
muy difícil contar los votos, por lo que la Mesa solicita 
que, por favor, tomen asiento. 


En discusión el artículo 18, con el desglose de los 
literales E) y F). 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y tres en cuarenta y cuatro: AFIRMATI- 
VA. 


En discusión el literal E). 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
propongo sustituir en el literal E) del artículo 18 la ex- 
presión: "la familia directa" por "los familiares u otras 
personas que acompañen al paciente", en función de 
que este artículo es para que se conozca la situación 
de salud del enfermo, siempre que no medie su ne- 
gativa expresa. 


Hay enfermedades que se consideran estigmati- 
Zantes en lo social, y en ese caso el médico deberá 
consultar con el paciente el alcance de esa comunica- 
ción. Entonces, la responsabilidad del profesional, en 
caso de negativa del enfermo, quedará salvada asen- 
tando en la historia clínica esta decisión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Como la re- 
dacción es muy compleja y sustancial, vamos a votar 
este literal E) como viene de la Comisión. 


(Se vota) 
——Cero en cuarenta y tres: NEGATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR PINTADO.- Debido al agregado introducido 
por el señor Diputado Gallo Imperiale, ahora habría 
que corregir nuevamente la redacción. Como se habla 
de familiares o acompañantes, no puede decir "ante 
requerimiento expreso de la misma", porque estamos 
hablando en plural y masculino. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: el 
inciso original hablaba de familia directa. Nosotros 
pensamos que el término de "familia directa" puede 
no expresar lo que queremos en este caso. En tal 
sentido, establecemos familia directa y otras personas 
que acompañan al paciente. Es decir, el entorno pue- 
de ser el familiar directo o no; pueden ser otras per- 
sonas las que acompañen al paciente, que no sean 
familiares directos pero que estén en condiciones de 
responsabilizarse por él. Ese es el criterio. Se agrega- 
ría: "los familiares u otras personas que acompañen al 
paciente". Como dice el señor Diputado Pintado, tam- 
bién hay que cambiar parte de la redacción y estable- 
cer: "ante requerimiento expreso de los mismos". 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Señor Presidente: 
solo quiero ratificar lo dicho por el señor Diputado 
Pintado. Hay que agregar al texto -y lo planteo por 
pertenecer a la Comisión- lo siguiente: "Que los fami- 
liares u otras personas que acompañen al paciente 
-ante requerimiento expreso de los mismos- conozcan 
(...)". Hay que pasar todo al plural. 


SEÑOR BOTANA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: querría hacer 
una consulta al señor Diputado Gallo |mperiale porque 
yo me inclino por votar el artículo tal como viene de 
Comisión, con la redacción original, porque en este 
caso estamos hablando de un derecho como una obli- 
gación para el médico. Creo que la obligación debe 
existir solamente para con la familia directa. De lo 
contrario, podríamos hacer caer al médico en un ries- 
go jurídico, en una responsabilidad, en la medida en 
que podría estar informando a una persona que cir- 
cunstancialmente esté acompañando al enfermo pero 
que no necesariamente sea conveniente que conozca 
los alcances de determinada enfermedad o de deter- 
minada situación sanitaria. 


Para establecer una obligación -como estamos 
haciendo-, establezcámosla solamente para los inte- 
grantes de la familia directa. En lo demás, podríamos 
estar generando situaciones que no son las que esta- 
mos deseando, y me parece que en estos casos los 
médicos podrían verse perjudicados. Usted lo sabe 
mejor que yo y por eso le consulto. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Señor Presidente: 
como integrante del mismo partido al que pertenece 
el señor Diputado Botana, quiero aclarar que acepta- 
mos este cambio en el entendido de que lo usual 
-esto lo dije al comienzo de mi exposición en la Cá- 
mara- es que una enorme cantidad de pacientes no 
tienen a su familiar directo al lado, pero no por razo- 
nes circunstanciales, laborales o de otra índole, en- 
tendibles, sino porque en la mayoría de los casos los 
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familiares directos no se preocupan por ese paciente. 
En cambio, sí se preocupan otras personas que están 
al lado del paciente, acompañándolo. Como bien dice 
el señor Diputado Botana, la obligación del médico -o 
el derecho que tienen en conjunto- no se vería vul- 
nerada porque el propio literal E) aclara que debe ha- 
ber negativa expresa del paciente para esa informa- 
ción. 

Como médico de profesión, nos afiliamos a que 
el literal E) sea votado con esta sustitución porque es 
conveniente que quien acompañe permanentemente 
al paciente tenga esta opción. Inclusive, el segundo 
inciso de este literal dice que en las enfermedades 
estigmatizantes expresamente se debe consultar al 
paciente el alcance de esa comunicación. Creo que 
esto salva toda responsabilidad. 


SEÑOR BOTANA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: pido la rectifi- 
cación de la votación del primer inciso del literal E) del 
artículo 18. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Se va a vo- 
tar. 


(Se vota) 
——Dos en cuarenta: NEGATIVA. 


Dese lectura al literal E) del artículo 18, con las 
modificaciones introducidas en Sala. 


(Se lee:) 


"Que los familiares u otras personas que acom- 
pañen al paciente -ante requerimiento expreso de los 
mismos- conozcan la situación de salud del enfermo y 
siempre que no medie la negativa expresa de éste.- 
En caso de enfermedades consideradas estigmati- 
zantes en lo social, el médico deberá consultar con el 
paciente el alcance de esa comunicación. La respon- 
sabilidad del profesional en caso de negativa por 
parte del enfermo quedará salvada asentando en la 
historia clínica esta decisión". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Treinta y ocho en cuarenta y uno: AFIRMATIVA. 


En discusión el literal F) del artículo 18. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y nueve en cuarenta y uno: AFIRMATIVA. 
Queda aprobado el artículo 18. 

——En discusión el artículo 19. 


Secretaría me informa que en el inciso segundo, 
en lugar de "1998" debe figurar "1988". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
con la modificación mencionada al inciso segundo. 


(Se vota) 

——Cuarenta en cuarenta y uno: AFIRMATIVA, 
En discusión el artículo 20. 

SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Señor Presidente: 
hemos consultado a los demás miembros de la Comi- 
sión de Salud Pública y Asistencia Social presentes y 
coincidimos en que el verbo "podrá" que se establece 
en el inciso segundo fue un error en la redacción, por 
la cantidad de modificaciones que se hicieron en Co- 
misión al artículo. Por lo tanto, creemos que es de 
justicia que el inciso segundo quede redactado de la 
siguiente manera: "El Poder Ejecutivo deberá deter- 
minar criterios uniformes mínimos obligatorios de las 
historias clínicas para todos los servicios de salud". De 
esta manera no estamos poniendo en ningún brete al 
Poder Ejecutivo, sino solo igualando a todos los servi- 
cios de salud en cuanto a los criterios obligatorios en 
la confección de las historias clínicas. Creemos que, 
de conformidad con el Sistema Nacional Integrado de 
Salud, todos los servicios deberían seguir exacta- 
mente el mismo criterio para confeccionar sus histo- 
rias clínicas. Entonces, el Poder Ejecutivo, en la re- 
glamentación correspondiente deberá determinarlo y 
no solo podrá, como está redactado ahora el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si hay acuer- 
do en la Comisión, se va a votar el artículo con la mo- 
dificación propuesta por el señor Diputado Asqueta 
Sóñora en cuanto a que en el inciso segundo se cam- 
bie el término "podrá" por "deberá". 


(Se vota) 
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——Cuarenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA, 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 21. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cuarenta y uno en cuarenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 22. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cuarenta en cuarenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 23. 

SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Señor Presidente: en 
este caso, proponemos mejorar la redacción con dos 
correcciones, quitando los plurales, es decir que en 
lugar de "desvirtúen" se establezca "desvirtúe", y en 
vez de "distraigan", "distraiga". 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: aprovechando 
la modificación planteada, propongo sustituir el verbo 
"distraer" por "utilizar", y que el artículo quede re- 
dactado así: "El paciente es responsable de seguir el 
plan de tratamiento y controles establecidos por el 
equipo de salud. Tiene igualmente el deber de utilizar 
razonablemente los servicios de salud, evitando un 
uso abusivo que desvirtúe su finalidad y utilice recur- 
sos en forma innecesaria". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Advierto que 
varios señores Representantes asienten ante las mo- 
dificaciones propuestas. 


Léase el artículo con las modificaciones pro- 
puestas. 


(Se lee:) 


"El paciente es responsable de seguir el plan 
de tratamiento y controles establecidos por el 
equipo de salud. Tiene igualmente el deber de 
utilizar razonablemente los servicios de salud, 


evitando un uso abusivo que desvirtúe su finali- 
dad y utilice recursos en forma innecesaria". 


——Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo con las modificaciones propuestas por los se- 
ñores Diputados Gallo |mperiale y Lorenzo. 


(Se vota) 
——Treinta y nueve en cuarenta: AFIRMATIVA. 


SEÑOR BOTANA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: no voté este 
artículo porque creo que la responsabilidad de utilizar 
los servicios de salud, especialmente los recursos, 
nunca puede recaer en el paciente sino en quien dis- 
pone de esos recursos, que es el profesional tratante, 
la empresa médica o las autoridades de la institución 
de salud pública o privada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- En discusión 
el artículo 24. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cuarenta en cuarenta y uno: AFIRMATIVA, 
En discusión el artículo 25. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cuarenta en cuarenta y uno: AFIRMATIVA, 
En discusión el artículo 26. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y nueve en cuarenta y uno: AFIRMATIVA. 


Ha llegado una moción a la Mesa pidiendo la re- 
consideración del artículo 15, para agregar un aditivo 
que también se presenta. 


SEÑOR PI NTADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: si se trata de 
la presentación de un aditivo, no sé si es necesario 
reconsiderar el artículo. Consulto a la Mesa en ese 
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sentido. Me parece que no es necesario, ya que se 
votaría a favor o en contra del aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- El aditivo 
trata de la misma temática. Por lo tanto, comprende a 
todo el artículo. Esa es la interpretación de la Mesa. 


Como la voluntad del Cuerpo en su momento fue 
no votar, la Mesa entiende que lo que corresponde es 
saber si ese espíritu se mantiene; quizás ahora cam- 
bió, pero debe demostrarse democráticamente. 


Se va a votar la reconsideración del artículo 15. 
(Se vota) 
——Dieciocho en cuarenta y dos: NEGATIVA. 


En consecuencia, queda aprobado el proyecto y 
será enviado nuevamente al Senado. 


(Texto del proyecto aprobado: ) 
"CAPÍTULO | 


DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- La presente ley regula los derechos y 
obligaciones de los pacientes y usuarios de los servi- 
cios de salud con respecto a los trabajadores de la 
salud y a los servicios de atención de la salud. 


Artículo 2*.- Los pacientes y usuarios tienen dere- 
cho a recibir tratamiento igualitario y no podrán ser 
discriminados por ninguna razón ya sea de raza, 
edad, sexo, religión, nacionalidad, discapacidades, 
condición social, opción u orientación sexual, nivel 
cultural o capacidad económica. 


CAPÍTULO Il 
DE LAS DEFINICIONES 


Artículo 3".- Se considera servicio de salud a toda 
organización conformada por personas físicas o jurí- 
dicas, tales como instituciones, entidades, empresas, 
organismos públicos, privados -de carácter particular 
o colectivo- o de naturaleza mixta, que brinde presta- 
ciones vinculadas a la salud. 


Artículo 4*.- Se entiende por trabajador de la sa- 
lud, a los efectos de los derechos de los pacientes, a 
toda persona que desempeñe funciones y esté habi- 
litada para ello, en el ámbito de un servicio de salud, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3% de la 
presente ley, que cumpla una actividad permanente o 
temporal, remunerada o no. 


Artículo 5*.- Es usuario de un servicio de salud 
toda persona física que adquiera el derecho a utilizar 
bienes o servicios de salud. 


Se entiende por paciente a toda persona que reci- 
be atención de la salud, o en su defecto sus familia- 
res, cuando su presencia y actos se vinculen a la 
atención de aquélla. 


En los casos de incapacidad o de manifiesta im- 
posibilidad de ejercer sus derechos y de asumir sus 
obligaciones, le representará su cónyuge o concubi- 
no, el pariente más próximo o su representante legal. 


CAPÍTULO II! 
DE LOS DERECHOS 


Artículo 6”.- Toda persona tiene derecho a acce- 
der a una atención integral que comprenda todas 
aquellas acciones destinadas a la promoción, protec- 
ción, recuperación, rehabilitación de la salud y cuida- 
dos paliativos, de acuerdo a las definiciones que es- 
tablezca el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 7”.- Todo paciente tiene derecho a una 
atención en salud de calidad, con trabajadores de 
salud debidamente capacitados y habilitados por las 
autoridades competentes para el ejercicio de sus ta- 
reas o funciones. 


Todo paciente tiene el derecho a acceder a medi- 
camentos de calidad, debidamente autorizados por el 
Ministerio de Salud Pública e incluidos por éste en el 
formulario terapéutico de medicamentos, y a conocer 
los posibles efectos colaterales derivados de su utili- 
zación. 


Todo paciente tiene el derecho a que sus exáme- 
nes diagnósticos, estudios de laboratorio y los equi- 
pos utilizados para tal fin cuenten con el debido con- 
trol de calidad. Asimismo tiene el derecho de acceso 
a los resultados cuando lo solicite. 


Artículo 8”.- El Estado, por intermedio del Ministe- 
rio de Salud Pública, será responsable de controlar la 
propaganda destinada a estimular tratamientos o al 
consumo de medicamentos. La promoción engañosa 
se determinará de acuerdo con lo prescripto en la Ley 
N9 17.250, de 11 de agosto de 2000, y, en particular, 
en el Capítulo IX de ese texto. 


Artículo 9”.- El Estado, por intermedio del Ministe- 
rio de Salud Pública, está obligado a informar públi- 
camente y en forma regular sobre las condiciones sa- 
nitarias en el territorio nacional. 
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Artículo 10.- El Estado garantizará en todos los 
casos el acceso a los medicamentos incluidos en el 
formulario terapéutico de medicamentos. 


Todas las patologías, agudas o crónicas, transmi- 
sibles o no, deben ser tratadas, sin ningún tipo de li- 
mitación, mediante modalidades asistenciales científi- 
camente válidas que comprendan el suministro de 
medicamentos y todas aquellas prestaciones que 
componen los programas integrales definidos por el 
Ministerio de Salud Pública de acuerdo con lo esta- 
blecido por el artículo 45 de la Ley N* 18.211, de 5 de 
diciembre de 2007. 


Los servicios de salud serán responsables de las 
omisiones en el cumplimiento de estas exigencias. 


Artículo 11.- Todo procedimiento de atención mé- 
dica será acordado entre el paciente o su represen- 
tante -luego de recibir información adecuada, sufi- 
ciente y continua- y el profesional de salud. El con- 
sentimiento informado del paciente a someterse a 
procedimientos diagnósticos o terapéuticos estará 
consignado en la historia clínica en forma expresa. 
Éste puede ser revocado en cualquier momento. 


El paciente tiene derecho a negarse a recibir aten- 
ción médica y a que se le expliquen las consecuen- 
cias de la negativa para su salud. 


Cuando mediaren razones de urgencia o emer- 
gencia, o de notoria fuerza mayor que imposibiliten el 
acuerdo requerido, o cuando las circunstancias no 
permitan demora por existir riesgo grave para la salud 
del paciente, o cuando se esté frente a patologías que 
impliquen riesgo cierto para la sociedad que integra, 
se podrán llevar adelante los procedimientos, de todo 
lo cual se dejará precisa constancia en la historia clí- 
nica. 


En la atención de enfermos siquiátricos se aplica- 
rán los criterios dispuestos en la Ley N* 9.581, de 8 
de agosto de 1936, y las reglamentaciones que en 
materia de atención a la salud mental dicte el Ministe- 
rio de Salud Pública. 


Artículo 12.- Todo procedimiento de investigación 
médica deberá ser expresamente autorizado por el 
paciente sujeto de investigación, en forma libre, luego 
de recibir toda la información en forma clara sobre los 
objetivos y la metodología de la misma y una vez que 
la Comisión de Bioética de la institución de asistencia 
autorice el protocolo respectivo. En todos los casos 
se deberá comunicar preceptivamente a la Comisión 
de Bioética y Calidad de Atención del Ministerio de 
Salud Pública. La información debe incluir el derecho 
a la revocación voluntaria del consentimiento, en 


cualquier etapa de la investigación. La Comisión se 
integrará y funcionará según reglamentación del Mi- 
nisterio de Salud Pública y se asesorará con los pro- 
fesionales cuya capacitación en la materia los consti- 
tuya en referentes del tema a investigar. 


Artículo 13.- Toda persona tiene el derecho de 
elección del sistema asistencial más adecuado de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 50 de la Ley 
NO 18.211, de 5 de diciembre de 2007. 


En caso de que una persona cambie de institución 
o de sistema de cobertura asistencial, la nueva insti- 
tución O sistema deberá recabar de la o del de origen 
la historia clínica completa del usuario. El costo de di- 
cha gestión será de cargo de la institución solicitante 
y la misma deberá contar previamente con autoriza- 
ción expresa del usuario. 


Artículo 14.- La docencia de las diferentes activi- 
dades profesionales en el ámbito de la salud podrá 
ser realizada en cualquier servicio de salud. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS DERECHOS RELATIVOS A LA DIGNIDAD 
DE LA PERSONA 


Artículo 15.- Los servicios de salud, dependiendo 
de la complejidad del proceso asistencial, integrarán 
una Comisión de Bioética que estará conformada por 
trabajadores o profesionales de la salud y por inte- 
grantes representativos de los usuarios. 


Artículo 16.- Todo paciente tiene el derecho a 
disponer de su cuerpo con fines diagnósticos y tera- 
péuticos con excepción de las situaciones de emer- 
gencia imprevista, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley N* 14.005, de 17 de agosto de 1971, y sus modi- 
ficativas. 


Artículo 17.- Todo paciente tiene derecho a un 
trato respetuoso y digno. Este derecho incluye, entre 
otros, a: 


A) Ser respetado en todas las instancias del pro- 
ceso de asistencia, en especial recibir un trato 
cortés y amable, ser conocido por su nombre, 
recibir una explicación de su situación clara y 
en tiempo, y ser atendido en los horarios de 
atención comprometidos. 


B) Procurar que en todos los procedimientos de 
asistencia médica se evite el dolor físico y 
emocional de la persona cualquiera sea su si- 
tuación fisiológica o patológica. 


C) Estar acompañado por sus seres queridos o 
representantes de su confesión en todo mo- 
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D) 


E) 


F) 


mento de peligro o proximidad de la muerte, en 
la medida que esta presencia no interfiera con 
los derechos de otros pacientes internados y de 
procedimientos médicos imprescindibles. 


Morir con dignidad, entendiendo dentro de este 
concepto el derecho a morir en forma natural, 
en paz, sin dolor, evitando en todos los casos 
anticipar la muerte por cualquier medio utilizado 
con ese fin (eutanasia) o prolongar artificial- 
mente la vida del paciente cuando no existan 
razonables expectativas de mejoría (futilidad te- 
rapéutica), con excepción de lo dispuesto en la 
Ley N* 14.005, de 17 de agosto de 1971, y sus 
modificativas. 


Negarse a que su patología se utilice con fines 
docentes cuando esto conlleve pérdida en su 
intimidad, molestias físicas, acentuación del 
dolor o reiteración de procedimientos. En todas 
las situaciones en que se requiera un paciente 
con fines docentes tendrá que existir consenti- 
miento. Esta autorización podrá ser retirada en 
cualquier momento, sin expresión de causa. 


Que no se practiquen sobre su persona actos 
médicos contrarios a su integridad física O 
mental, dirigidos a violar sus derechos como 
persona humana o que tengan como resultado 
tal violación. 


CAPÍTULO V 


DEL DERECHO AL CONOCIMIENTO DE SU SI- 


TUACIÓN DE SALUD 


Artículo 18.- Todo paciente tiene derecho a cono- 
cer todo lo relativo a su enfermedad. Esto comprende 
el derecho a: 


A) 


B) 


Conocer la probable evolución de la enferme- 
dad de acuerdo a los resultados obtenidos en 
situaciones comparables en la institución pres- 
tadora del servicio de salud. 


Conocer en forma clara y periódica la evolución 
de su enfermedad que deberá ser hecha por 
escrito si así lo solicitase el paciente; así como 
el derecho a ser informado de otros recursos 
de acción médica no disponibles en la institu- 
ción pública o privada donde se realiza la aten- 
ción de salud. 


En situaciones excepcionales y con el único 
objetivo del interés del paciente con consenti- 
miento de los familiares se podrá establecer 
restricciones al derecho de conocer el curso de 


C) 


D) 


E) 


la enfermedad o cuando el paciente lo haya 
expresado previamente (derecho a no saber). 


Este derecho a no saber puede ser relevado 
cuando, a juicio del médico, la falta de conoci- 
miento pueda constituir un riesgo para la per- 
sona o la sociedad. 


Conocer quién o quiénes intervienen en el pro- 
ceso de asistencia de su enfermedad, con es- 
pecificación de nombre, cargo y función. 


Que se lleve una historia clínica completa, es- 
crita o electrónica, donde figure la evolución de 
su estado de salud desde el nacimiento hasta 
la muerte. 


La historia clínica constituye un conjunto de 
documentos, no sujetos a alteración ni destruc- 
ción, salvo lo establecido en la normativa vi- 
gente. 


El paciente tiene derecho a revisar su historia 
clínica y a obtener una copia de la misma a sus 
expensas, y en caso de indigencia le será pro- 
porcionada al paciente en forma gratuita. 


En caso de que una persona cambie de insti- 
tución o de sistema de cobertura asistencial, la 
nueva institución o sistema deberá recabar de 
la o del de origen la historia clínica completa 
del usuario. El costo de dicha gestión será de 
cargo de la institución solicitante y la misma 
deberá contar previamente con autorización 
expresa del usuario. 


La historia clínica es de propiedad del pa- 
ciente, será reservada y sólo podrán acceder a 
la misma los responsables de la atención médi- 
ca y el personal administrativo vinculado con 
éstos, el paciente o en su caso la familia y el 
Ministerio de Salud Pública cuando lo conside- 
re pertinente. 


El revelar su contenido, sin que fuere necesa- 
rio para el tratamiento o mediare orden judicial 
o conforme con lo dispuesto por el artículo 19 
de la presente ley, hará pasible del delito pre- 
visto en el artículo 302 del Código Penal. 


Que los familiares u otras personas que acom- 
pañen al paciente -ante requerimiento expreso 
de los mismos- conozcan la situación de salud 
del enfermo y siempre que no medie la negati- 
va expresa de éste. 


En caso de enfermedades consideradas es- 
tigmatizantes en lo social, el médico deberá 
consultar con el paciente el alcance de esa 
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comunicación. La responsabilidad del profesio- 
nal en caso de negativa por parte del enfermo 
quedará salvada asentando en la historia clíni- 
ca esta decisión. 


F) Que en situaciones donde la ciencia médica 
haya agotado las posibilidades terapéuticas de 
mejoría o curación, esta situación esté clara- 
mente consignada en la historia clínica, cons- 
tando a continuación la orden médica: "No 
Reanimar" impartida por el médico tratante, de- 
cisión que será comunicada a la familia directa 
del paciente. 


G) Conocer previamente, cuando corresponda, el 
costo que tendrá el servicio de salud prestado, 
sin que se produzcan modificaciones genera- 
das durante el proceso de atención. En caso de 
que esto tenga posibilidad de ocurrir será pre- 
visto por las autoridades de la institución o los 
profesionales actuantes. 


H) Conocer sus derechos y obligaciones y las re- 
glamentaciones que rigen los mismos. 


Il) Realizar consultas que aporten una segunda 
opinión médica en cuanto al diagnóstico de su 
condición de salud y a las alternativas terapéu- 
ticas aplicables a su caso. Las consultas de ca- 
rácter privado que se realicen con este fin se- 
rán de cargo del paciente. 


Artículo 19.- Toda historia clínica, debidamente 
autenticada, en medio electrónico constituye docu- 
mentación auténtica y, como tal, será válida y admisi- 
ble como medio probatorio. 


Se considerará autenticada toda historia clínica en 
medio electrónico cuyo contenido esté validado por 
una o más firmas electrónicas mediante claves u 
otras técnicas seguras, de acuerdo al estado de la 
tecnología informática. Se aplicará a lo dispuesto en 
los artículos 129 y 130 de la Ley N* 16.002, de 25 de 
noviembre de 1988, en el inciso tercero del artículo 
695 y en el artículo 697 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, y en el artículo 25 de la Ley 
NO 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 20.- Es de responsabilidad de los servi- 
cios de salud dotar de seguridad a las historias clíni- 
cas electrónicas y determinar las formas y procedi- 
mientos de administración y custodia de las claves de 
acceso y demás técnicas que se usen. 


El Poder Ejecutivo deberá determinar criterios 
uniformes mínimos obligatorios de las historias clíni- 
cas para todos los servicios de salud. 


CAPÍTULO VI 
DE LOS DERECHOS DE PRIVACIDAD 


Artículo 21.- El servicio de salud, en su carácter 
de prestador de salud, y, en lo pertinente, el profesio- 
nal actuante deberán cumplir las obligaciones legales 
que le imponen denuncia obligatoria, así como las 
que determine el Ministerio de Salud Pública. 


CAPÍTULO VII 
DE LOS DEBERES DE LOS PACIENTES 


Artículo 22.- Toda persona tiene el deber de cui- 
dar de su salud, así como el de asistirse en caso de 
enfermedad, tal como lo establece el artículo 44 de la 
Constitución de la República. Asimismo tiene la obli- 
gación de someterse a las medidas preventivas o te- 
rapéuticas que se le impongan, cuando su estado de 
salud, a juicio del Ministerio de Salud Pública, pueda 
constituir un peligro público, tal como lo dispone el ar- 
tículo 224 del Código Penal. 


El paciente tiene la obligación de suministrar al 
equipo de salud actuante información cierta, precisa y 
completa de su proceso de enfermedad, así como de 
los hábitos de vida adoptados. 


Artículo 23.- El paciente es responsable de seguir 
el plan de tratamiento y controles establecidos por el 
equipo de salud. Tiene igualmente el deber de utilizar 
razonablemente los servicios de salud, evitando un 
uso abusivo que desvirtúe su finalidad y utilice recur- 
sos en forma innecesaria. 


Artículo 24.- El paciente o en su caso quien lo re- 
presenta es responsable de las consecuencias de sus 
acciones si rehúsa algún procedimiento de carácter 
diagnóstico o terapéutico, así como si no sigue las di- 
rectivas médicas. 


Si el paciente abandonare el centro asistencial sin 
el alta médica correspondiente, tal decisión deberá 
consignarse en la historia clínica, siendo considerada 
la situación como de "alta contra la voluntad médica", 
quedando exonerada la institución y el equipo de sa- 
lud de todo tipo de responsabilidad. 


CAPÍTULO VIII 
DE LAS INFRACCIONES A LA LEY 


Artículo 25.- Las infracciones a la presente ley 
determinarán la aplicación de las sanciones adminis- 
trativas previstas en la normativa vigente en las insti- 
tuciones o en el ámbito del Ministerio de Salud Públi- 
ca, sin perjuicio de otras acciones que se puedan de- 
rivar de su violación. 
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Artículo 26.- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo anterior, los agrupamientos de trabajadores 
de la salud con personería jurídica, podrán juzgar la 
conducta profesional de sus afiliados de acuerdo a 
sus estatutos". 


31.- Declaración judicial del concurso y 
reorganización empresarial.  (Nor- 
mas). 


——Se pasa a considerar el asunto que figuraba en 
quinto término del orden del día y que pasó a ser 
sexto: "Declaración judicial del concurso y reorganiza- 
ción empresarial. (Normas)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N* 738 
“PODER EJECUTIVO 
Montevideo, 21 de agosto de 2006. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, adjuntando el proyecto de ley referente a los 
fenómenos de crisis económica. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Los fenómenos de crisis económica son una con- 
secuencia inevitable y natural de la economía de 
mercado. Los mercados se caracterizan, entre otros 
elementos, por un natural proceso en el cual nuevas 
empresas entran en ellos y otras lo abandonan. La 
propia actividad económica implica que nacen opor- 
tunidades en algunos sectores y lentamente desapa- 
recen oportunidades en otros. Además, las empresas 
operan generalmente en situaciones de relativa incer- 
tidumbre respecto a su entorno y a la factibilidad de 
mediano plazo de las decisiones económicas que to- 
man. Asimismo, los resultados económicos y financie- 
ros no siempre están acompasados y sus desajustes 
pueden traducirse en dificultades para que las empre- 
sas cumplan con normalidad con el pago de sus obli- 
gaciones. En última instancia, la propia actividad em- 
presarial implica asumir riesgos respecto al resultado 
de la misma. Por todo ello, las dificultades económi- 
cas y financieras de las empresas no pueden diso- 
ciarse de su actividad, y no deben asociarse a com- 
portamientos patológicos, sino que pueden ser enten- 
didas como un resultado natural de la propia actividad 
económica. 


Las empresas para operar requieren financia- 
miento que no necesariamente debe ser otorgado por 
entidades financieras. Muchas veces son los propios 


proveedores de las empresas los que dan crédito a la 
misma, a través del llamado crédito comercial. Este 
crédito nace basándose en determinados códigos in- 
formales de conducta empresarial y, en caso de que 
fallen, en instrumentos formales que protejan los de- 
rechos de las partes y encaucen un entendimiento. 
Sin embargo, la forma en la que estos procedimientos 
estén diseñados afecta no sólo el resultado de las 
instancias formales, sino el propio proceso de inver- 
sión en el cual los agentes buscan garantías que 
aseguren su inversión o, directamente, retiran o nie- 
gan el financiamiento a las empresas. 


La incertidumbre propia de la actividad empresa- 
rial requiere por tanto, de reglas y normas claras que 
permitan, en la medida de lo posible, una previsibili- 
dad que incentive los procesos genuinos de inversión. 
Parte de esas reglas definen y estructuran la forma en 
la que, en caso de enfrentar dificultades económicas, 
las empresas disponen de un proceso que mitigue 
sus efectos, acelerando la salida de aquellas empre- 
sas no viables económicamente y reestructurando 
aquellas que sí lo son. Por ello, contar con adecuados 
procedimientos concursales constituye uno de los in- 
gredientes de suma importancia para el desarrollo de 
una economía sólida, eficiente y productiva. 


Sin embargo, los procedimientos judiciales no 
pueden sustituir la posibilidad de que deudor y acree- 
dor negocien una solución de viabilidad al emprendi- 
miento. Así en la gran mayoría de los casos, las difi- 
cultades financieras se resuelven con acuerdos entre 
el deudor y alguno de sus acreedores, evitando con 
ello una instancia judicial que siempre es costosa pa- 
ra las partes. Esta instancia se vuelve indispensable 
cuando el proceso de negociación entre deudor y 
múltiples acreedores adquiere una complejidad im- 
portante, o está en juego la propia continuidad de la 
unidad productiva. 


La Ley concursal no puede impedir las crisis pero 
sí procurar que las mismas tengan el menor costo pa- 
ra la economía, asegurando la mejor satisfacción de 
los acreedores (a través de la preservación del valor 
de los activos del deudor y su rápida reasignación) y 
defendiendo a los demás agentes económicos de una 
posible competencia desleal. 


Una Ley concursal debe proponer mecanismos 
oportunos rápidos y eficientes. El objetivo del pre- 
sente Proyecto de "Legislación Concursal y Reorgani- 
zación Empresarial" es dotar a las empresas en difi- 
cultades financieras de un instrumento que permita la 
supervivencia de las unidades productivas económi- 
camente viables, así como la eficiente y equitativa li- 
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quidación de las que no lo sean, protegiendo de esta 
forma la inversión, el empleo de los trabajadores y las 
relaciones comerciales sanas y leales. 


Para su diseño, se instrumentó una mecánica de 
trabajo que implicó distintas instancias de consulta 
con todos los actores involucrados, tanto a través de 
dos talleres de amplia participación, así como en reu- 
niones particulares en donde se expuso el alcance de 
la legislación prevista. En ese marco, se recibieron 
comentarios y se mantuvieron reuniones con repre- 
sentantes de diversas organizaciones: la Suprema 
Corte de Justicia, los titulares de los Juzgados de 
Concursos, los Ministerios de Trabajo y Seguridad 
Social y de Educación y Cultura, el Banco de Previ- 
sión Social, el Banco de la República Oriental del 
Uruguay, la Dirección General Impositiva, las Facul- 
tades de Derecho de la Universidad de la República 
(Institutos de Derecho Comercial y de Derecho del 
Trabajo) y de la Universidad Católica, el PIT-CNT, la 
Cámara de Industrias del Uruguay, la Cámara Nacio- 
nal de Comercio y Servicios, la Liga de Defensa Co- 
mercial, la Asociación de Bancos Privados, el Colegio 
de Abogados, el Colegio de Contadores, Administra- 
dores y Economistas, la Asociación de Peritos, profe- 
sionales independientes y legisladores. 


Estas instancias de intercambio permitieron intro- 
ducir distintos cambios al Proyecto presentado en el 
segundo taller concursal, que convocara a unos 120 
asistentes, y que se tradujera en la incorporación de 
modificaciones en un 20% del articulado original. 


Debe señalarse que se contó con la desinteresada 
colaboración de los Doctores Ricardo Olivera García, 
Israel Creimer y Siegbert Rippe en el diseño y redac- 
ción del articulado. 


El diseño de un procedimiento de esta naturaleza 
representa un desafío importante, en la medida en 
que se requiere un delicado balance entre los intere- 
ses de las diversas partes involucradas. No debe ol- 
vidarse que el procedimiento concursal sólo tiene 
sentido cuando la empresa enfrenta dificultades para 
el pago a sus acreedores y, por ello, es impensable 
que las partes atraviesen un procedimiento de estas 
características sin tener que realizar algún sacrificio O 
concesión. 


Mención aparte debe realizarse respecto de la si- 
tuación de los trabajadores en situaciones de dificul- 
tades financieras de las empresas. El Proyecto prevé 
una serie de elementos que intenta, en la medida de 
lo posible, mitigar los efectos que la problemática 
concursal implica sobre los puestos de trabajo. En 
ese sentido, se han implementado instrumentos que 


buscan proteger al trabajador, entre los que se inclu- 
ye la posibilidad de realizar un pago anticipado de las 
deudas laborales, la posibilidad de que se constituya 
una cooperativa de trabajadores que sea depositaria 
de los bienes y la participación de los trabajadores en 
la licitación de la empresa en funcionamiento para su 
eventual gestión. Todos estos elementos están tam- 
bién delicadamente balanceados con la viabilidad de 
la unidad productiva, que es la única que, en última 
instancia, permitiría la continuidad de las fuentes la- 
borales. 


Panorama del Régimen Vigente 


El régimen vigente en materia concursal en Uru- 
guay consagra un sistema ineficiente y perverso, ba- 
sado en arcaicas concepciones hace tiempo supera- 
das, el cual dista mucho de cumplir con los objetivos 
antes mencionados. Los procedimientos de ejecución 
concursal (quiebra, liquidación judicial han demos- 
trado ser depredadores del magro patrimonio del 
deudor en crisis, lo cual provoca el natural desinterés 
de los acreedores tanto por provocar como por seguir 
estos procedimientos. 


Tampoco el deudor se ve estimulado a transitar el 
camino de los procedimientos concursales, los cuales 
provocarán la clausura de su negocio, lo inhabilitarán 
para el ejercicio de su profesión y lo condenarán a 
verse privado de por vida de un patrimonio propio, sin 
perjuicio de los efectos sobre su libertad personal. 


Finalmente, la economía ve desaparecer una uni- 
dad empresarial y productiva, muchas veces viable, la 
cual sufre el lento proceso de su desmantelamiento, 
con la pérdida de puestos de trabajo y el perjuicio de 
cuantos dependían económicamente de la misma. 


La inoperancia de los procedimientos de ejecución 
concursal castiga igualmente la figura de los procesos 
preventivos (fundamentalmente, el concordato). El 
riesgo casi inexistente de que un acreedor solicite su 
quiebra determina que los deudores no tengan incen- 
tivo para acudir temporáneamente a procedimientos 
solutorios de la situación. El temor por la pérdida de 
crédito que el concordato provoca determina que el 
deudor extienda su situación de dificultad hasta el 
momento en que muy poco queda por hacer. 


La situación límite en que se encuentran los deu- 
dores concordatarios y la escasa posibilidad que per- 
ciben los acreedores de la satisfacción de sus crédi- 
tos determina que éstos se vean dispuestos a con- 
sentir propuestas ruines o de cumplimiento imposible, 
y que prosperen maniobras fraudulentas, como el 
ocultamiento y simulación de activos y pasivos o la 
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compra de adhesiones y de créditos, que general- 
mente resultan impunes. 


Se provoca además la presencia en la plaza de 
deudores que progresivamente languidecen, compi- 
tiendo deslealmente con los restantes operadores 
enfrentados al cumplimiento regular de sus obligacio- 
nes, lo cual determina muchas veces que la crisis no 
resuelta de una empresa se traslade a otras empre- 
sas del sector. 


Este panorama se traduce en una retracción del 
crédito, en un mayor costo del mismo y en una exce- 
siva apelación a las garantías reales, con los costos 
de transacción y la inmovilización que la misma pro- 
voca. Esta situación transforma la reforma del régi- 
men concursal de una cuestión técnico-jurídica en un 
imperativo social y económico ineludible para dotar al 
mercado de soluciones adecuadas a los problemas 
de crisis. 


En Uruguay el régimen concursal ha permanecido 
sustancialmente incambiado desde finales del siglo 
XIX. A lo largo del siglo XX, se ensayaron diversas 
iniciativas legislativas en la materia, en el entendido 
de que el sistema no daba respuesta ni al deudor ni a 
los acreedores, los cuales, a excepción de una modi- 
ficación en el año 1926, han fracasado. Reciente- 
mente, en el año 2001 se introdujeron algunas modifi- 
caciones y se crearon dos juzgados especializados 
en la materia. Sin embargo, la verdadera superación 
de los problemas que enfrenta el tratamiento de las 
crisis empresariales exige una revisión total del régi- 
men. El principal problema que enfrentan los concor- 
datos preventivos no consiste en el mal funciona- 
miento de su procedimiento, sino del mal funciona- 
miento del sistema en su conjunto. Sin una revisión 
integral de los procedimientos de ejecución concursal 
resulta imposible superar la total y absoluta ineficien- 
cia de los procedimientos concursales en nuestro De- 
recho. 


Es por esa razón que se propone la aprobación de 
una Ley general de concursos, que sustituya todos 
los procedimientos concursales vigentes: quiebra, li- 
quidación judicial, concurso civil, concordatos preven- 
tivos y resolutorios, y moratorias. 


Pilares orientadores de la reforma. 


Las reformas propuestas se apoyan en nueve pila- 
res fundamentales: 


1. SIMPLIFICAR LOS PROCEDIMIENTOS 


La legislación actual cuenta con distintos procedi- 
mientos para las distintas figuras jurídicas, así como 
una partición del procedimiento que no se justifica ni 


en términos de la actividad de las distintas empresas, 
ni de forma de obtener un panorama global de la em- 
presa para estudiar así su viabilidad. Siguiendo las 
tendencias legislativas modernas, se prevé un único 
procedimiento concursal, el cual subsume los anterio- 
res procedimientos preventivos y de ejecución, brin- 
dando diferentes alternativas de refinanciación, reor- 
ganización o ejecución colectiva, según la situación 
patrimonial del deudor y las mejores formas de obte- 
ner un eficiente repago de sus obligaciones. 


Debe señalarse que el Proyecto establece un pro- 
cedimiento para empresas, quedando vigente el Có- 
digo General del Proceso para aquellos deudores 
personas físicas por deudas de consumo. Ello, en el 
entendido de que las soluciones que refieren a la 
conservación o liquidación de unidades productivas 
no son directamente aplicables al endeudamiento por 
actos referidos a su actividad como consumidores. En 
efecto, la propia existencia del procedimiento concur- 
sal para las empresas radica en que las unidades 
productivas tienen, en general, un valor mayor en 
funcionamiento que en partes. 


Es por ello que el procedimiento concursal se tra- 
duce en una etapa que permite una solución a la uni- 
dad productiva, y en última instancia conservar un 
valor social. 


El Proyecto simplifica la multiplicidad de procedi- 
mientos actuales y prevé un procedimiento único para 
todas las empresas (artículos 1? y 2”), detallado y 
previsible, con plazos perentorios como solución ge- 
neral. 


Ello no obsta de reconocer las particularidades 
asociadas a la realidad de las pequeñas empresas, 
que cuentan con una regulación especial que se tra- 
duce en un procedimiento abreviado para pequeños 
concursos (Título XI!). 


Este procedimiento coexiste con la adhesión a 
convenios y la celebración de acuerdos privados en- 
tre el deudor y sus acreedores, en los cuales se bus- 
quen soluciones negociadas a los problemas de difi- 
cultad económica, rescatando la tradición del concor- 
dato extrajudicial o privado. 


2. INSTRUMENTAR UN PROCEDIMIENTO ÚNICO 


Las soluciones a las dificultades tanto financieras 
como económicas, sólo pueden estudiarse en un pro- 
cedimiento único que evalúe la viabilidad de la em- 
presa tomando en cuenta todas las opciones posibles 
para la misma. A este procedimiento único se le dio el 
nombre de "concurso", más genérico que el de quie- 
bra o concordato y con menores connotaciones peyo- 
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rativas. En ese sentido, el Proyecto prevé que las 
empresas entren en un sólo proceso con tres etapas: 
concurso (artículos 1? y 2”), venta en bloque (ar- 
tículos 171 a 173) y liquidación en partes (ar- 
tículo 174). Con la consagración de un único proce- 
dimiento, se pretende evitar los problemas que ac- 
tualmente plantea la concatenación de quiebras y 
concordatos, así como un mayor equilibrio del poder 
negociador del deudor concordatario y de los acree- 
dores. 


A través de un único procedimiento, con o sin de- 
sapoderamiento, con suspensión o simple limitación 
de la capacidad del deudor, el deudor tendrá una 
instancia para negociar con el conjunto de sus acree- 
dores una solución adecuada según la problemática 
particular que enfrente. Sin embargo, esta negocia- 
ción no puede disociarse de las etapas siguientes del 
procedimiento, en las cuales el deudor abandona la 
unidad productiva y se busca una solución para la 
empresa con un nuevo inversor o múltiples inversores 
(en caso de que la empresa sea vendida en partes, 
cada una en funcionamiento). 


El Proyecto incorpora la posibilidad de que la uni- 
dad productiva sea vendida como un todo. El actual 
procedimiento de quiebra no prevé esta situación ya 
que cuando ésta es declarada, la empresa finaliza su 
actividad y sus bienes son rematados en partes. En el 
Proyecto, cuando la instancia de negociación entre 
acreedores y deudores fracasa y se pasa a la liquida- 
ción como un todo, la unidad productiva continúa en 
funcionamiento pasándose a buscar un inversor que 
tome a su cargo la unidad productiva y, con su venta, 
liquidar las deudas del anterior deudor. 


Respecto del proceso de negociación, los Títulos 
VI Y VII, establecen los órganos representativos de 
los acreedores (Junta y Comisión de Acreedores) 
tanto en funciones de apoyo (Comisión) como deciso- 
rias (Junta). Por su parte, el Título VII regula las pro- 
puestas de convenio y la forma en la que se conside- 
ran las mismas. 


3. FACILITAR EL ACCESO AL PROCEDIMIENTO 


El Proyecto de Ley pretende que el concurso 
abarque la mayor cantidad posible de las situaciones 
reales de insolvencia. Para esto, se propone estimular 
el acceso al concurso de deudores y acreedores. 


En lo que refiere al deudor, dicho estímulo con- 
siste en la calificación como voluntario del concurso 
por él promovido, permitiéndole mantener su actividad 
económica bajo el control de un interventor y tener 
derecho a la percepción de alimentos. Además, en 
caso de lograrse la satisfacción de los acreedores en 


los términos de la ley, se lo calificará preceptivamente 
como fortuito. 


En lo que refiere al acreedor instante del concurso, 
el estímulo consiste en el otorgamiento a su crédito 
de un privilegio parcial. Se abre la posibilidad para 
que aquellos que tengan información sobre las pro- 
bables dificultades de las empresas la presenten e 
inicien el concurso (artículo 6%). En la actualidad, al- 
gunos acreedores pueden pedir la quiebra, que impli- 
ca el cierre de la empresa y la venta en parte de sus 
bienes, mientras que el concordato sólo puede ser 
solicitado por el deudor. 


Con ello se facilita el acceso temporáneo al proce- 
dimiento legitimando el inicio de las acciones a todos 
aquellos agentes involucrados en la actividad finan- 
ciera de la empresa. A su vez, se establecen garan- 
tías para las partes a fin de evitar los usos espurios 
del instrumento. Con ello se busca mantener un deli- 
cado balance entre los intereses de deudores (evitar 
abusos) y acreedores (un efectivo cobro de sus cré- 
ditos). 


El Proyecto incorpora también una serie de alertas 
tempranas basadas en elementos objetivos para ini- 
ciar los procedimientos (artículos 4? y 5”). Éstas esta- 
blecen una serie de criterios que señalan una posible, 
O segura, situación de insolvencia empresarial, y son 
una referencia para las partes y para el Juez a la hora 
de aplicación de la legislación. 


Todos estos elementos flexibilizan, facilitan y agi- 
litan el inicio de los procedimientos concursales, pro- 
cedimientos en los cuales la detección pronta de una 
situación de dificultad es clave para una solución que 
evite la destrucción de valor. 


4, DAR UN MARCO FLEXIBLE PARA QUE LAS 
PARTES ACUERDEN 


A diferencia de la legislación actual, el Proyecto 
incorpora la posibilidad de que el deudor presente 
propuestas múltiples (artículo 138). El deudor conoce 
de primera mano su situación y las posibles vías de 
solución, y los acreedores pueden ponderar en forma 
diferente las opciones propuestas y permitir adoptar 
aquella que obtenga el mayor número de adhesiones. 


Otro elemento importante a la hora de buscar so- 
luciones a dificultades empresariales es que las pro- 
puestas sean flexibles (artículo 139). Las situaciones 
de dificultad requieren de soluciones acordes a la 
problemática, a la realidad de la empresa, de los 
acreedores y del mercado donde operan. Por ello, la 
solución nunca puede ser única y general para todas 
las empresas. 
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El Proyecto amplía las opciones disponibles para 
las partes en el entendido de que son sólo ellas las 
que pueden encontrar el camino para resolver sus di- 
ficultades. Las soluciones pueden ser quitas, esperas, 
capitalizaciones, constitución de fideicomisos, trans- 
formación de deuda en acciones, venta de activos pa- 
ra el pago, etcétera. 


Por último, el Proyecto prevé el Acuerdo Privado 
de Reorganización (Título XI) a través del cual el 
deudor puede arribar a acuerdos con sus acreedores 
sin necesidad de acudir a la instancia judicial. 


5. MEJORAR LOS PROCESOS DE DECISIÓN 


El éxito o fracaso de las negociaciones depende 
también de la forma en la que se estructuren los pro- 
cesos de decisión. En ese sentido, la legislación ac- 
tual incluye una detallada clasificación de los acree- 
dores, principalmente de los acreedores quirografa- 
rios, que no obedecen a ninguna racionalidad asocia- 
da a la problemática empresarial. El Proyecto prevé la 
simplificación de las categorías de acreedores (ar- 
tículos 108 a 111). Los créditos con privilegio especial 
(prenda o hipoteca) y con privilegio general (créditos 
laborales) con un tope por monto y aportes persona- 
les al Banco de Previsión Social; créditos por tributos 
nacionales y municipales; el 50% del crédito quiro- 
grafario que promovió la declaración de concurso; 
créditos quirografarios; y créditos subordinados (mul- 
tas y sanciones pecuniarias, créditos de personas es- 
pecialmente relacionados con el deudor) los cuales 
resultan postergados en su cobro a los acreedores 
quirografarios, en oportunidad de liquidación de la 
masa activa. 


Al igual que en la legislación actual, el procedi- 
miento concursal está previsto para los acreedores 
quirografarios, que no admiten otra diferencia que la 
establecida anteriormente. 


Asimismo, se instrumentó una importante simplifi- 
cación de las votaciones (artículos 144 a 146). El 
sistema de doble mayoría actual para viabilizar la sa- 
lida de la situación de dificultad financiera, ha sido 
completamente desvirtuado y es común observar 
comportamientos tanto del deudor como de algunos 
acreedores para manipular las mayorías requeridas. 
Se prevé un mecanismo de mayoría simple del total 
de crédito como régimen general, una mayoría espe- 
cial de dos tercios cuando la solución implique un im- 
portante sacrificio a los acreedores, y una mayoría 
simple que represente el 25% del crédito quirografario 
cuando la solución no implique desventajas impor- 
tantes a los acreedores. Con ello se pretende esta- 
blecer un mecanismo ágil que preserve las garantías 


de las partes, pero que sirva para encontrar una rápi- 
da solución. 


Asimismo, se prevé que los acreedores con ga- 
rantías reales sean incluidos en el plan de financia- 
miento que presente el deudor (artículo 138). 


Si bien los acreedores con garantías reales no 
participan del procedimiento, sus decisiones pueden 
hacer fracasar todos los intentos de conciliación entre 
deudor y acreedores quirografarios. Éstos tienen que 
conocer qué acciones pretenden seguir los acreedo- 
res privilegiados e incorporarlas a la hora de discutir 
las opciones disponibles. 


Debe señalarse que el Proyecto prevé la suspen- 
sión transitoria en la ejecución de los créditos con pri- 
vilegio especial, de modo de permitir la búsqueda de 
soluciones para la situación global del deudor. 


Si el mecanismo previsto para deudor y acreedo- 
res falla, se pasa a la licitación de la empresa en blo- 
que. En esta etapa, el Juez establece condiciones 
mínimas objetivas que deben cumplir los potenciales 
adquirentes de la empresa y elige la oferta de mayor 
precio. Se buscó simplificar las posibles opciones pa- 
ra determinar el marco de puja entre oferentes y se 
redujo al mínimo la actuación del Juez en la decisión 
final. 


6. REDUCIR LOS COSTOS DE LOS PROCEDI- 
MIENTOS 


El costo de los procedimientos puede medirse 
tanto en tiempo como en dinero, y su excesiva dura- 
ción conspira con la conservación del valor de la em- 
presa. Por ello, se establecen plazos breves y peren- 
torios en el procedimiento, de forma de acelerarlo lo 
más posible. Asimismo, se reduce al mínimo la sus- 
pensión del procedimiento por las apelaciones de las 
partes (artículo 251), buscando balancear sus dere- 
chos y evitar el uso espurio del mecanismo para dila- 
tarlo innecesariamente. 


La especialización de la judicatura (artículo 12) es 
un requisito fundamental dada la especificidad de la 
problemática. El Proyecto prevé mantener la compe- 
tencia de los juzgados civiles del interior para aque- 
llos concursos inferiores a 35 millones de unidades 
indexadas. Asimismo se establecen los cargos de 
actuarios contadores auxiliares del Juez de concur- 
sos. Con ello se busca, en el marco de la realidad del 
Poder Judicial, implementar una incipiente especiali- 
zación y reforzar la misma en Montevideo, donde se 
tramitarán los concursos más exigentes. A su vez, se 
busca reducir el costo del procedimiento para los 
acreedores, los que pueden ser representados tanto 
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por otros acreedores como por el Síndico o Interven- 
tor (artículos 119 y 120). Con ello se busca minimizar 
el costo que tiene la comparecencia en la Junta de 
Acreedores para algunos de ellos, sin entorpecer la 
resolución de la situación. 


Por último, se introducen incentivos a los Síndicos 
e Interventores al adecuar sus honorarios a los re- 
sultados del procedimiento. También se prevé que el 
Poder Ejecutivo reglamente la forma específica en la 
que se remunerará a estos auxiliares de la Justicia, 
de forma de incentivar una actuación que beneficie a 
la unidad productiva y, en última instancia, a las par- 
tes. 


7. FORTALECIMIENTO DE LA JUDICATURA Y 
ESPECIALIZACIÓN 


La complejidad de la temática y los cambios sus- 
tantivos que introduce el Proyecto de Ley, requieren 
trabajar en el fortalecimiento de los órganos de apli- 
cación. Un paso en esa línea fue la creación de los 
juzgados concursales especializados ocurrida en 
2001. 


El Proyecto prevé concentrar en Montevideo los 
concursos de mayor importancia, en los juzgados 
concursales. Si bien no es factible la creación de juz- 
gados especializados departamentales, se requiere 
una especialización en la aplicación de la normativa 
por la necesaria especificidad de la temática. Por lo 
tanto, los juzgados de Montevideo son la instancia 
clave para transitar los procedimientos de mayor 
complejidad, tanto en su procedimiento como en su 
eventual solución. 


Asimismo, se prevé la creación de dos secretarios 
contadores que trabajarán directamente con el Juez 
en cada juzgado. La temática requiere que los jueces 
cuenten con asesoramiento rápido y eficaz en la revi- 
sión de la información de las empresas y respecto de 
la actuación de los deudores. En ese sentido, contar 
con un asesor en la propia sede implica un paso im- 
portante para agilitar, facilitar y controlar el procedi- 
miento y la información. 


8. CONSERVACIÓN DE LA EMPRESA VIABLE 


El Proyecto supera la tradicional asimilación entre los 
conceptos de quiebra y cese de la actividad económica del 
deudor. Por oposición, se consagra el principio de la conti- 
nuación de la actividad económica desarrollada por el deu- 
dor, personalmente por éste, bajo el control de un Interven- 
tor, O através de un Síndico. 


Por lo general, más allá de los problemas derivados de 
su endeudamiento, la empresa en marcha tiene un valor su- 
perior al de cada uno de los elementos que la componen. En 


consecuencia, el mantenimiento de la actividad empresarial 
supone igualmente el mantenimiento de este valor económi- 
co, en beneficio de la expectativa de satisfacción de los 
acreedores. Además, el mantenimiento de la actividad eco- 
nómica implicará que no se interrumpan las relaciones de 
trabajo, ni se produzca el fenómeno desequilibrante para el 
concurso de las reclamaciones laborales masivas. 


En este sentido, una de las modificaciones sustanciales 
del Proyecto de Ley es el objetivo explícito de permitir solu- 
ciones que permitan la continuidad de aquellas unidades 
productivas económicamente viables. Se buscó un camino 
intermedio entre la solución de la legislación actual, que no 
permite su continuidad en caso de que no haya acuerdo en- 
tre deudor y acreedores, y la conservación per se de las uni- 
dades productivas independientemente de su viabilidad 
económica. 


Se instrumentó un mecanismo de licitación y subasta pa- 
ra la unidad productiva como un todo, de forma que los inte- 
resados en la misma hagan valer ofertas económicas que 
permitan un nuevo comienzo de la empresa. Si la voluntad 
del deudor y los acreedores no permite una salida que de- 
vuelva la viabilidad a la empresa, la unidad productiva no 
desaparece y aparece una nueva instancia en donde la 
búsqueda se traslada a la voluntad de nuevos empresarios. 


Este es un cambio fundamental, no sólo en cuanto a las 
posibilidades del mecanismo, sino también respecto de las 
posibilidades de negociación entre deudores y acreedores. 
Hasta ahora, la negociación era entre un deudor con un de- 
terminado plan de pagos y una empresa cerrada y en par- 
tes. Ahora la negociación entre deudor y acreedor incorpora 
la posibilidad de que los acreedores opten por una alternati- 
va externa a la voluntad del deudor para continuar el em- 
prendimiento y con ello instrumentar las transformaciones 
necesarias para su reinserción en el mercado. 


Sin embargo, para muchos casos el mecanismo concur- 
sal debe prever una instancia donde la salida de la empresa 
del mercado sea ordenada tanto para el deudor como para 
los acreedores. En mercados pequeños como los de 
nuestro país, donde por razones económicas existe 
una estructura oligopólica en gran parte de los mer- 
cados, la operativa de empresas económicamente in- 
viables representa un obstáculo a la competencia 
efectiva en los mercados. En ese sentido, y en la me- 
dida en que permanecen en el mercado empresas 
que no tienen un proyecto económico que les permita 
competir, ello se traduce en una restricción a la entra- 
da o al crecimiento de nuevos competidores en el 
mercado, relajando con ello el grado de competencia 
o creando ventajas a favor de competidores menos 
eficientes. 
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9. SANCIONES 


Por último, el Proyecto adecua las sanciones penales 
previstas en caso que el deudor actúe en forma dolosa, y 
crea un incidente de calificación del deudor concursado 
que prevé incentivos y castigos para los deudores según 
su comportamiento antes y durante el concurso. Respecto 
de las sanciones penales, se realizó una readecuación de 
las figuras delictivas penales que buscan facilitar la aplica- 
ción de las mismas. Se entiende que la dureza de la legis- 
lación penal actual dificulta su aplicación y, por ello, se 
acomodaron las figuras y las sanciones con el objetivo de 
incentivar su aplicación. 


Por su parte, el Título IX de la ley establece un proce- 
dimiento de calificación del concurso que tiene efectos so- 
bre el deudor. Se prevé que el concurso pueda ser califica- 
do como culpable o fortuito (artículo 192), se establecen 
presunciones absolutas (artículo 193) y relativas (ar- 
tículo 194) de culpabilidad, las figuras de los cómplices (ar- 
tículo 195) y las sanciones, que implican la inhabilitación de 
los sancionados para administrar los bienes propios o aje- 
nos por un período de cinco a veinte años. 


Ello debido a que en el primer taller concursal realizado 
surgió la inquietud respecto a la no aplicación de las san- 
ciones penales, la gran mayoría de los concursos finalizan 
sin que la plaza conozca cual fue el comportamiento del 
deudor, y si la misma obedece a cuestiones fortuitas o a 
elementos delictivos. En ese sentido, el objetivo principal 
de este procedimiento es buscar discriminar los concursos 
y poder establecer sanciones de tipo social e informar al 
mercado sobre la actuación de los deudores en estos pro- 
cedimientos. 


Saluda al señor Presidente con la mayor conside- 
ración. 


TABARÉ VÁZQUEZ, JOSÉ E. DÍAZ, 
REINALDO GARGANO, DANILO AS- 
TORI, JOSÉ BAYARDI, JORGE 
BROVETTO, VÍCTOR ROSSI, JOR- 
GE LEPRA, EDUARDO BONOMI, 
MARÍA J. MUÑOZ, JOSÉ MUJICA, 
HÉCTOR LESCANO, MARIANO 
ARANA, MARINA ARISMENDI. 


PROYECTO DE LEY 
TÍTULO | 
DECLARACIÓN JUDICIAL DEL CONCURSO 
Capítulo | 
Presupuestos del concurso 


Artículo 1%. (Presupuesto objetivo).- La declara- 
ción judicial de concurso procede respecto de cual- 


quier deudor que se encuentre en estado de insol- 
vencia. 


Se considera en estado de insolvencia, indepen- 
dientemente de la existencia de pluralidad de acree- 
dores, al deudor que no puede cumplir con sus obli- 
gaciones. 


Artículo 2”. (Presupuesto subjetivo ).- La declara- 
ción judicial de concurso procederá respecto de cual- 
quier deudor, persona física que realice actividad em- 
presaria o persona jurídica civil o comercial. 


Se considera actividad empresaria a la actividad 
profesional, económica y organizada con finalidad de 
producción o de intercambios de bienes o servicios. 


Se encuentran excluidos del régimen de esta ley el 
Estado, los Entes Autónomos, los Servicios Descen- 
tralizados, los Gobiernos Departamentales y las enti- 
dades de intermediación financiera, en este último 
caso con excepción de las normas relativas a la califi- 
cación del concurso, contenidas en el Título IX. 


En el caso de los deudores domiciliados en el ex- 
tranjero, se aplicará lo dispuesto en el Título XIII de 
esta ley las personas físicas no comprendidas en la 
presente ley, se seguirán regulando por el Título VII 
del Libro Il del Código General del Proceso (Concurso 
Civil) y normas concordantes. 


Artículo 3*. (Concurso de la herencia).- Procederá 
el concurso de la herencia del deudor fallecido, en los 
siguientes casos: 


1. Cuando la herencia hubiera sido aceptada a 
beneficio de inventario. 


2. Cuando, declarado en concurso el deudor, éste 
hubiera fallecido durante la tramitación del mismo. En 
este caso, el concurso del deudor continuará de pleno 
derecho como concurso de la herencia, sin retrotraer 
las actuaciones. 


Artículo 4%. (Presunciones relativas de insolven- 
cia).- El estado de insolvencia del deudor se presume 
en los siguientes casos: 


1. Cuando exista un pasivo superior al activo, de- 
terminados de acuerdo con normas contables ade- 
cuadas. 


2. Cuando existan dos o más embargos por de- 
mandas ejecutivas o por ejecuciones contra el deudor 
por un monto superior a la mitad del valor de sus acti- 
vos susceptibles de ejecución. 


3. Cuando existan una o más obligaciones del 
deudor, que hubieran vencido hace más de tres me- 
ses. 
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4, Cuando el deudor hubiera omitido el pago de 
sus obligaciones tributarias por más de un año. 


5. Cuando exista cierre permanente de la sede de 
la administración o del establecimiento donde el deu- 
dor desarrolla su actividad. 


6. Cuando el Banco Central hubiera dispuesto la 
suspensión de una o más cuentas corrientes del deu- 
dor. 


Estas presunciones son relativas, admitiendo en 
todos los casos prueba en contrario, en los términos 
de la ley. 


Artículo 5%. (Presunciones absolutas de insolven- 
cia).- El estado de insolvencia del deudor se presume, 
en forma absoluta, en los siguientes casos: 


1. Cuando el deudor solicite su propio concurso. 


2. Cuando el deudor hubiera sido declarado en 
concurso, quiebra o cualquier otra forma de ejecución 
concursal por Juez competente del país donde el 
deudor tenga su domicilio principal. 


3. Cuando el Banco Central del Uruguay hubiera 
acordado la clausura de las cuentas corrientes del 
deudor en el sistema bancario. 


4. Cuando el deudor hubiera realizado actos frau- 
dulentos para la obtención de créditos o para sustraer 
bienes a la persecución de los acreedores. 


5. Cuando exista ocultación o ausencia del deudor 
o de los administradores, en su caso, sin dejar repre- 
sentante con facultades y medios suficientes para 
cumplir con sus obligaciones. 


6. Cuando, en el caso de acuerdo privado de reor- 
ganización, el deudor omita presentarse en plazo al 
Juzgado (artículo 220), no se inscriba el auto de ad- 
misión (artículo 223), se rechace, anule o incumpla el 
acuerdo. 


Artículo 6. (Legitimación para solicitar la declara- 
ción de concurso).-Pueden solicitar la declaración ju- 
dicial de concurso: 


1. El propio deudor. En el caso de personas jurí- 
dicas, la solicitud deberá ser realizada por sus órga- 
nos con facultades de representación o por apodera- 
do con facultades expresas para la solicitud. 


2. Cualquier acreedor, tenga o no su crédito ven- 
cido. 


3. Cualquiera de los administradores o liquidado- 
res de una persona jurídica, aún cuando carezcan de 
facultades de representación, y los integrantes del ór- 
gano de control interno. 


4. Los socios personalmente responsables de las 
deudas de las sociedades civiles y comerciales. 


5. Los codeudores, fiadores o avalistas del deudor. 


6. Las Bolsas de Valores y las Instituciones Gre- 
miales de empresarios con personería jurídica. 


7. En el caso de la herencia, podrá además pedirlo 
cualquier heredero, legatario o albacea. 


Artículo 7*. (Solicitud de concurso por el deudor).- 
En el caso de solicitud de concurso por parte del deu- 
dor, además de cumplir con lo dispuesto por los ar- 
tículos 117 y 118 del Código General del Proceso, 
deberá acompañar los siguientes documentos: 


1. Memoria explicativa conteniendo la siguiente 
información relativa al deudor: 


a. Historia económica y jurídica, indicando la acti- 
vidad o actividades a las que se dedica o se 
dedicó en el pasado; las oficinas, estableci- 
mientos o explotaciones de las que fuera titular; 
así como las causas del estado en que se en- 
cuentra. 


b. Si fuera una persona casada, se indicará el 
nombre del cónyuge, así como el régimen pa- 
trimonial del matrimonio. 


C. Si fuera una persona jurídica, se indicará el 
nombre y domicilio de los socios, asociados o 
accionistas de los que tenga constancia, de los 
administradores, liquidadores y, en su caso, de 
los miembros del órgano de control interno, así 
como si forma parte de un grupo de empresas, 
enumerando las entidades que estén integra- 
das en el mismo. 


2. Inventario de bienes y derechos de los que sea 
titular a la fecha de solicitud del concurso, con esti- 
mación de su valor, del lugar donde se encuentran los 
bienes y, en su caso, de los datos de identificación 
registral. Si alguno de los bienes se encontrara gra- 
vado por derechos reales o hubiera sido embargado 
se indicará, según los casos, las características del 
gravamen y de su inscripción registral, si correspon- 
diere, y el Juzgado actuante y las actuaciones en las 
cuales el embargo hubiera sido trabado. 


3. Relación de los acreedores por orden alfabético, 
indicando su nombre, número de R.U.C. o documento 
de identidad según corresponda, domicilio, monto y 
fecha de vencimiento de sus créditos, así como la 
existencia de garantías personales o reales, sobre 
bienes del deudor o de terceros. Si algún acreedor 
hubiera reclamado judicialmente el pago, se indicará 
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la clase de reclamación, el Juzgado, los autos en que 
se tramita y el estado de los procedimientos. 


4. Si el deudor estuviera obligado a llevar contabi- 
lidad, acompañará los estados contables que deter- 
mine la reglamentación y, en su caso, la memoria del 
órgano de administración y el informe del órgano de 
control interno, correspondientes a los tres últimos 
ejercicios, si existieran. Los estados contables debe- 
rán ser acompañados de informe firmado por conta- 
dor público o establecer expresamente la causa por la 
cual no fue posible obtener dicha firma. Si el deudor 
hubiera contratado auditoría externa de sus estados 
contables, acompañará igualmente los informes de 
auditoría correspondientes a los estados contables 
presentados. En caso de falta de presentación de 
cualquiera de estos recaudos, indicará la causa por la 
cual no puede aportarlos. 


5. Si el deudor fuera una persona jurídica, testi- 
monio de los estatutos o del contrato social y de sus 
modificaciones, así como de la autorización estatal y 
de la inscripción registral, si correspondiere. 


6. En el caso de las personas jurídicas deberá 
acompañarse también testimonio notarial de la reso- 
lución del órgano de administración, aprobando la 
presentación. La solicitud de declaración judicial de 
concurso y los documentos mencionados en el pre- 
sente artículo deberán estar firmados por el propio 
deudor y, en el caso de personas jurídicas, por todos 
los administradores o liquidadores. Si faltara la firma 
de alguno de ellos, se señalará en la solicitud y en los 
documentos en que falte, indicando la causa. 


En caso de omitirse la presentación de alguno de 
los recaudos establecidos precedentemente, el Juez 
la rechazará de plano, sin que esta decisión cause 
estado. La decisión judicial será apelable por el deu- 
dor con efecto suspensivo. 


Artículo 8*. (Solicitud de concurso por otros legi- 
timados).- Fuera de los casos de solicitud de la decla- 
ración de concurso por el propio deudor (artículo 6” 
numeral 1), los solicitantes, además de cumplir con lo 
dispuesto por los artículos 117 y 118 del Código Ge- 
neral del Proceso, deberán aportar los elementos de 
juicio que acrediten la existencia de una presunción 
de insolvencia. 


No podrá desistirse de la solicitud de declaración 
de concurso y los solicitantes del concurso serán res- 
ponsables por los perjuicios causados al deudor por 
el carácter abusivo o por la falta de fundamento de la 
solicitud. El Juez podrá exigirles la constitución de 
contracautela por los perjuicios que su solicitud pudie- 
ra causar. 


Artículo 9%. (Solicitudes conjuntas).- Dos o más 
deudores podrán presentar conjuntamente solicitudes 
de declaración judicial de concurso, adjuntando a la 
solicitud cada uno de ellos los documentos a que se 
refiere el artículo 7*. Cuando formen parte de un 
mismo grupo deberán presentar los estados conta- 
bles referidos en el numeral 4 del artículo 7* en forma 
consolidada. 


El acreedor podrá promover la declaración judicial 
de concurso de varios de sus deudores, personas fí- 
sicas O jurídicas, cuando se configuren respecto de 
todos los deudores presunciones de insolvencia y 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 


1. Exista confusión entre los patrimonios de los 
deudores. 


2. Cuando formen parte de un mismo grupo. 


Artículo 10. (Obligación de solicitar el concurso).- 
El deudor tendrá la obligación de solicitar su propio 
concurso dentro de los treinta días siguientes a que 
hubiera conocido o debido conocer su estado de in- 
solvencia. En el caso de las personas jurídicas, la 
obligación recae en cada uno de sus administradores, 
liquidadores o integrantes del órgano de control inter- 
no. 


En el caso de las personas físicas o jurídicas obli- 
gadas a llevar contabilidad, se presume absoluta- 
mente que dicho conocimiento se produjo en la fecha 
en que preparó o debió haber preparado estados 
contables. 


Artículo 11. (Clases de concurso).- El concurso 
será voluntario cuando sea solicitado por el propio 
deudor, a condición de que no exista una solicitud de 
concurso previa, promovida por alguno de los res- 
tantes legitimados legalmente. El concurso será ne- 
cesario en los restantes casos. 


Capítulo ll 
Declaración judicial de concurso 
Sección 1 
Juez competente 


Artículo 12. (Competencia).- Los Juzgados de 
Concursos conocerán en primera instancia en todos 
los procedimientos concursales cuya competencia co- 
rresponda al departamento de Montevideo. También 
conocerán en los procedimientos concursales origi- 
nados fuera del Departamento de Montevideo cuyo 
pasivo sea superior a Ul 35.000.000 (Unidades Inde- 
xadas treinta y cinco millones). 
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En los demás procedimientos concursales fuera 
del departamento de Montevideo, serán competentes 
los Tribunales que determine la legislación procesal 
vigente. 


El Tribunal que entienda en el concurso será tam- 
bién competente en las acciones sociales de respon- 
sabilidad promovidas contra los administradores o di- 
rectores de sociedades concursadas (artículos 83 y 
393 y siguientes de la Ley N* 16.060, de 4 de setiem- 
bre de 1989). 


En el caso de deudores del exterior, se aplicarán 
las disposiciones del artículo 238. 


Artículo 13. (Competencia en caso de solicitudes 
conjuntas).- En caso de solicitudes conjuntas, las 
mismas se tramitarán ante la misma sede, en expe- 
dientes separados. 


Artículo 14. (Domicilio procesal).- Todos los com- 
parecientes en el procedimiento concursal deberán 
constituir domicilio dentro del radio del Juzgado. De 
no hacerlo se lo tendrá por constituido en los estra- 
dos. 


Sección 2 
Trámite posterior a la solicitud 


Artículo 15. (Concurso solicitado por el deudor).- 
Si el concurso es solicitado por el deudor, directa- 
mente o a través de sus representantes, el Juez se 
expedirá, sin más trámite, dentro de los dos días de 
presentada la solicitud. 


Artículo 16. (Concurso solicitado por otros legiti- 
mados).- Si el concurso es solicitado por cualquiera 
de los restantes legitimados, el Juez procederá de la 
siguiente forma: 


1. Dará traslado al deudor por el plazo que estime 
razonable, según la importancia y la complejidad del 
asunto, el cual no podrá exceder de diez días. 


2. Si el deudor se allanara a la solicitud o no se 
Opusiera dentro del término legal, el Juez decretará el 
concurso sin más trámite, en el plazo de dos días. 


3. Si el deudor se opusiera a la solicitud, se sus- 
tanciará por el procedimiento de los incidentes. 


4. El deudor deberá presentar con la oposición to- 
dos los documentos y elementos que le permitan pro- 
bar su derecho. 


5. En el caso de un deudor obligado a llevar libros, 
el mismo deberá presentar igualmente con la oposi- 
ción sus libros y demás documentos contables. Si los 
elementos presentados por el deudor no fueran sufi- 


cientes a juicio del Juez, éste podrá decretar una pe- 
ricia contable, que deberá realizarse en un plazo má- 
ximo de diez días hábiles. El perito será designado 
por el Juez de la nómina de profesionales inscriptos 
en el Registro de Síndicos e Interventores Concursa- 
les. 


6. Para el caso de hacerse lugar a la solicitud de 
concurso, los honorarios del perito serán un crédito 
de la masa. Para el caso de que no se haga lugar a la 
solicitud, los honorarios del perito serán de cargo del 
solicitante. 


7. Presentada por el deudor la oposición o pre- 
sentado el informe del perito, en su caso, el Juez 
convocará audiencia en un plazo máximo de cinco dí- 
as. 


8. Si el deudor no concurriera a la audiencia u 
obstaculizara en cualquier forma la indagatoria sobre 
la situación de insolvencia invocada, se declarará sin 
más trámite su concurso. 


9. Dentro del plazo de cinco días de realizada la 
audiencia, el Juez decidirá sobre la declaración judi- 
cial de concurso. 


Artículo 17. (Información relevante a juicio del 
Tribuna)).- En todos los casos, en esta etapa del pro- 
ceso o en ulteriores instancias, los acreedores podrán 
presentar o el Juez podrá solicitar informes para la 
mejor instrucción del proceso a las asociaciones re- 
presentativas de acreedores. Dichos informes no ge- 
nerarán costos para la masa. 


Artículo 18. (Medidas cautelares anteriores a la 
declaración del concurso).- En cualquier estado de los 
procedimientos antes de la declaración judicial de 
concurso, a pedido y bajo la responsabilidad del soli- 
citante, el Juez podrá decretar medidas cautelares, 
tendientes a proteger la integridad del patrimonio del 
deudor. Estas medidas podrán consistir en el embar- 
go preventivo de los bienes y derechos del deudor, en 
la intervención de sus negocios o en alguna otra ade- 
cuada a los fines perseguidos. 


Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el concurso o desestimada la solicitud. 


Sección 3 
Sentencia de declaración de concurso 


Artículo 19. (Contenido de la sentencia).- La 
sentencia judicial que declare el concurso del deudor 
deberá contener: 
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1. Declaración de concurso del deudor. 


2. Suspensión o limitación de la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del concur- 
so, según corresponda. 


3. Designación de Síndico o Interventor, según co- 
rresponda. 


4. Convocatoria de la Junta de Acreedores a cele- 
brarse dentro del plazo máximo de ciento ochenta dí- 
as. 


5. Inscripción de la sentencia en el Registro Na- 
cional de Actos Personales, Sección Interdicciones y 
publicación de un extracto de la misma en el Diario 
Oficial. 


En caso de solicitudes conjuntas de concurso (ar- 
tículo 9%), el Juez designará en todos los procedi- 
mientos al mismo Síndico o Interventor. 


Artículo 20. (Inscripción de la sentencia).- El Juz- 
gado comunicará directamente al Registro la inscrip- 
ción de la sentencia, dentro de las veinticuatro horas 
de dictada. El Registro la inscribirá de inmediato y el 
importe de la tasa registral tendrá el carácter de cré- 
dito de la masa. 


No existiendo recursos suficientes disponibles pa- 
ra cubrir las tasas registrales para la presente inscrip- 
ción en el Registro, así como de toda otra inscripción 
registral o solicitud de información del mismo tipo que 
prevea la presente ley, el Tribunal las ordenará de 
oficio sin cargo. 


Artículo 21. (Publicación del extracto de la sen- 
tencia).- La publicación del extracto de la sentencia 
será ordenada y tramitada directamente por el Juzga- 
do, dentro de las veinticuatro horas de dictada la 
misma. El Diario Oficial lo publicará de inmediato y el 
costo de la publicación tendrá la calidad de crédito de 
la masa, las publicaciones del extracto de sentencia 
de que trata este artículo, así como toda otra publica- 
ción en el Diario Oficial que trate la presente ley, de- 
berá ser por el término de tres días. 


En caso de que no existan recursos suficientes pa- 
ra la realización de cualquiera de las publicaciones 
que se deban realizar durante el concurso, el Tribunal 
ordenará la publicación sin costo en el Diario Oficial 
por igual término que en el inciso anterior, oficiando a 
la Dirección Nacional de Impresiones y Publicaciones 
Oficiales. 


Artículo 22. (Recursos contra la sentencia).- La 
sentencia que declare el concurso será apelable por 
el deudor o por cualquiera que tenga un interés legí- 


timo, dentro del plazo de seis días de la última publi- 
cación. El recurso no tendrá efecto suspensivo. 


Capítulo lll 


Medidas cautelares posteriores a la declaración de 
concurso 


Artículo 23. (Medidas sobre la persona del deu- 
dor).- Conjuntamente con la sentencia de concurso, o 
en cualquier momento posterior de los procedimien- 
tos, el Juez, actuando de oficio o a instancia de parte, 
podrá disponer alguna de las siguientes medidas 
cautelares: 


1. Intervención de las comunicaciones del deudor 
relacionadas con la actividad profesional del giro. 
Aquellas de carácter privado y personal serán entre- 
gadas al titular destinatario. 


2. Prohibición al deudor de cambiar de domicilio 
y/o de salir del país sin la previa autorización del Tri- 
bunal. En caso de personas jurídicas, esta medida 
podrá ser dispuesta respecto de todos o de algunos 
de sus administradores o liquidadores. 


Artículo 24. (Embargo preventivo de los bienes y 
derechos de administradores, liquidadores e inte- 
grantes del órgano de control interno).- En caso de 
concurso necesario de las personas jurídicas, siem- 
pre que, de un examen preliminar del estado patrimo- 
nial del deudor, resulte que su activo no es suficiente 
para satisfacer su pasivo, conjuntamente con la sen- 
tencia o en cualquier momento posterior, el Juez dis- 
pondrá el embargo preventivo de los bienes de sus 
administradores, liquidadores o integrantes del órga- 
no de control interno. 


Artículo 25. (Embargo de personas vinculadas 
anteriormente).- El Juez también podrá trabar embargo 
sobre los bienes de ex-administradores, ex-liquidadores 
o ex-integrantes del órgano de control interno, siem- 
pre que de un examen preliminar de los hechos surja 
que, durante el plazo de dos años anteriores a la de- 
claración de concurso, conocieron el estado de insol- 
vencia de la persona jurídica deudora. 


Estos embargos se conservarán hasta la finaliza- 
ción de los procedimientos concursales, salvo que 
haya recaído una sentencia judicial sobre la respon- 
sabilidad de cualquiera de los sujetos mencionados 
en los dos incisos anteriores. 
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TÍTULO II 
SÍNDICO E INTERVENTOR 
Capítulo | 
Nombramiento 


Artículo 26. (Condiciones subjetivas).- El Síndico 
o el Interventor será designado por el Juez en la 
sentencia que declare el concurso, entre aquellos 
profesionales universitarios o sociedades de profesio- 
nales o instituciones gremiales de empresarios con 
personería jurídica inscriptos en el Registro de Síndi- 
cos e Interventores Concursales que llevará la Su- 
prema Corte de Justicia, las mismas personas elegi- 
bles como Síndicos lo serán como Interventores. 


En los concursos radicados en el interior del país y 
en los pequeños concursos (Título XII), la designación 
podrá recaer en profesionales universitarios no ins- 
criptos en el Registro de Síndicos e Interventores 
Concursales, a condición de que sean Abogados, 
Contadores Públicos o Licenciados en Administración 
de Empresas con un mínimo de cinco años de ejerci- 
cio profesional o egresados de los Cursos de Espe- 
cialización para Síndicos e Interventores Concursales. 


Artículo 27. (Inscripción en el Registro de Síndi- 
cos e Interventores Concursales).- Cada cuatro años, 
la Suprema Corte de Justicia llamará a interesados 
para integrar la lista de treinta titulares y treinta su- 
plentes preferenciales, elegibles como Síndicos e In- 
terventores Concursales. 


Para ser inscripto en el Registro de Síndicos e In- 
terventores Concursales se requerirá ser profesional 
universitario y tener un mínimo de cinco años de ejer- 
cicio profesional, la selección se realizará teniendo en 
cuenta los antecedentes y experiencia de los postu- 
lantes, otorgando prioridad a los egresados de los 
Cursos de Especialización para Síndicos e Intervento- 
res Concursales, dictados por entidades universitarias 
o instituciones gremiales de profesionales universita- 
rios. Hasta tanto no existan egresados de estos cur- 
sos en número suficiente, se dará prioridad a los 
Abogados, Contadores Públicos o Licenciados en 
Administración de Empresas. 


Podrán también inscribirse sociedades de profe- 
sionales, con o sin personería jurídica, a condición de 
que la mayoría de sus socios cumplan con los requi- 
sitos establecidos precedentemente, así como institu- 
ciones gremiales de empresarios con personería jurí- 
dica. 


Vencido el plazo de cuatro años los Síndicos o 
Interventores concursales anteriores podrán participar 
en la nueva elección. 


Las designaciones de Síndicos o Interventores se 
mantendrán aun cuando hubiera vencido el plazo de 
sus inscripciones. 


Artículo 28. (Incompatibilidad y prohibiciones).- 
No podrán ser nombrados Síndicos o Interventores: 


1. Quienes no puedan ser administradores de so- 
ciedades comerciales. 


2. Quienes hubieran prestado cualquier clase de 
servicios profesionales al deudor o a personas espe- 
cialmente relacionadas con éste en los últimos cinco 
años. 


3. Quienes, en el último año, hubieran sido nom- 
brados Síndicos o Interventores en dos concursos. A 
estos efectos, los nombramientos efectuados en so- 
ciedades pertenecientes al mismo grupo se computa- 
rán como uno sólo. En el caso de sociedades de 
profesionales e instituciones gremiales de empresa- 
rios con personería jurídica, este número se elevará a 
diez. 


Artículo 29. (Aceptación).- El nombramiento de 
Síndico o de Interventor será comunicado al interesa- 
do por el medio más rápido. 


Dentro de los cinco días siguientes a la comunica- 
ción, el nombrado deberá comparecer ante el Juzga- 
do para aceptar el cargo. No podrá rehusar el cargo, 
salvo que medie causa grave, la cual será apreciada 
por el Juez con criterio estricto, o que renuncie ade- 
más a su inscripción en el Registro de Síndicos o In- 
terventores Concursales. 


En caso de falta de aceptación, el Juez procederá 
de inmediato a un nuevo nombramiento. 


Aceptado el cargo, el nombrado sólo podrá renun- 
ciar por causa grave. 


Artículo 30. (Auxiliares).- Cuando la complejidad 
del concurso así lo exija, el Síndico o el Interventor 
podrán solicitar del Juez autorización para nombrar 
auxiliares, la resolución judicial que conceda la autori- 
zación especificará las funciones a desarrollar por di- 
chos auxiliares, así como la retribución que les co- 
rresponda, la cual será de cargo del Síndico o del In- 
terventor, salvo casos de gran complejidad a juicio del 
Juez. 


El nombramiento y la aceptación de los auxiliares 
serán puestos en conocimiento del Juez del concurso. 
Hasta que esta comunicación tenga lugar, los auxilia- 
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res no podrán comenzar el ejercicio de las funciones 
encomendadas. 


Artículo 31. (Recusación).- El Síndico o el Inter- 
ventor podrán ser recusados por cualquiera de las 
personas legitimadas para solicitar la declaración del 
concurso. 


Son causas de recusación las circunstancias 
constitutivas de incompatibilidad o de prohibición, así 
como las establecidas por la ley procesal para la re- 
cusación de los peritos. 


El procedimiento de recusación será el establecido 
en la ley procesal para la recusación de peritos y no 
tendrá efecto suspensivo. 


Capítulo ll 
Estatuto jurídico 


Artículo 32. (Ejercicio del cargo).- El Síndico o el 
Interventor deberá desempeñar su cargo con la dili- 
gencia de un ordenado administrador y de un repre- 
sentante leal. 


Artículo 33. (Prohibición de adquirir bienes y de- 
rechos de la masa activa).- El Síndico y el Interventor 
no podrán adquirir por sí o por persona interpuesta 
bienes y derechos que integren la masa activa del 
concurso. 


Si lo hicieren, quedarán inhabilitados como Síndi- 
cos e Interventores y deberán reintegrar a la masa, 
sin contraprestación alguna, el bien o derecho que 
hubieran adquirido. 


Artículo 34. (Retribución).- Los Síndicos e Inter- 
ventores tendrán derecho a ser retribuidos con cargo 
a la masa. 


La reglamentación aprobará el arancel aplicable a 
la actividad de los Síndicos e Interventores atendien- 
do a la cuantía del activo, a la complejidad del con- 
curso, a la duración de sus funciones y al resultado 
de su gestión. 


El Juez, previo informe del Síndico o del Interven- 
tor, fijará la cuantía de la retribución y la forma en que 
deba ser pagada. 


La decisión judicial que fija la retribución del Síndi- 
co o del Interventor podrá ser recurrida por los mis- 
mos, así como por las personas legitimadas para soli- 
citar la declaración judicial del concurso, quienes de- 
berán expresar la suma que consideran que corres- 
ponde pagar. El recurso tendrá efecto suspensivo 
respecto del importe por el que exista controversia. 


Artículo 35. (Responsabilidad).- El Síndico, el In- 
terventor y los auxiliares cuyo nombramiento hubiera 
autorizado el Juez del concurso responderán frente al 
deudor y frente a los acreedores de los daños y per- 
juicios causados a la masa del concurso por los actos 
y omisiones contrarios a la ley o por los realizados sin 
la debida diligencia. 


La acción se promoverá, en vía ordinaria, ante el 
Juez del concurso y prescribirá a los dos años a partir 
del momento en que, por cualquier causa, el Síndico 
o el Interventor hubiera cesado en su cargo. 


Si la sentencia contuviera condena a indemnizar 
daños y perjuicios, el acreedor que hubiera ejercitado 
la acción en interés de la masa, tendrá derecho a 
que, con cargo a esa indemnización, se le reembol- 
sen los gastos del proceso y se le satisfaga hasta el 
cincuenta por ciento del crédito que no hubiera perci- 
bido en el concurso. 


Artículo 36. (Separación).- Cuando concurra justa 
causa, el Juez, de oficio o a petición de cualquiera de 
las personas legitimadas para solicitar la declaración 
de concurso, podrá disponer el cese del Síndico o del 
Interventor. 


Artículo 37. (Nuevo nombramiento).- En los casos 
de cese del Síndico o del Interventor, el Juez del con- 
curso procederá de inmediato a un nuevo nombra- 
miento. 


Capítulo Ill 
Rendición de cuentas 


Artículo 38. (Rendición de cuentas del Síndico).- 
El Síndico rendirá cuentas de su gestión: 


1. Cuando lo solicite la Comisión de Acreedores. 


2. Al solicitar la suspensión o conclusión del con- 
curso. 


3. En caso de cese antes de la conclusión del 
concurso y si lo solicitara el nuevo Síndico o la Comi- 
sión de Acreedores. El plazo para la presentación de 
esta solicitud será de un mes a contar desde la fecha 
en que el cese se hubiera producido. 


Artículo 39. (Rendición de cuentas del Interven- 
tor).- El Interventor deberá rendir cuentas de su ges- 
tión cuando lo acuerde el Juez del concurso a solici- 
tud de la Comisión de Acreedores. 


Artículo 40. (Aprobación de las cuentas).- Las 
cuentas presentadas por el Síndico o el Interventor y 
la documentación respaldante quedarán de manifiesto 
en el Juzgado por el plazo de quince días. Durante 
este plazo, el deudor, la Comisión de Acreedores y 
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los demás interesados que hubieran comparecido en 
el procedimiento podrán formular observaciones. 


En caso de que no se formularan observaciones, 
el Juez aprobará las cuentas presentadas, no admi- 
tiéndose contra el auto de aprobación recurso alguno. 


En caso de que se formularan observaciones, la 
sentencia que recaiga en este procedimiento podrá 
ser recurrida con efecto suspensivo. 


Artículo 41. (Sanción por rechazo de las cuen- 
tas).- Si las cuentas no fueran aprobadas, el Síndico o 
el Interventor quedará inhabilitado para intervenir co- 
mo Síndico o como Interventor en cualquier otro con- 
curso de acreedores durante el período que fije el 
Juez del concurso, que no podrá ser inferior a cinco ni 
superior a veinte años. 


Esta sanción será aplicada, sin perjuicio de las ac- 
ciones de responsabilidad patrimonial y criminal que 
su actuación pueda haber generado. 


Capítulo IV 
Registro de Síndicos e Interventores Concursales 


Artículo 42. (Actos y hechos inscribibles en el re- 
gistro).- La Suprema Corte de Justicia llevará un Re- 
gistro de Síndicos e Interventores Concursales en el 
cual se inscribirá la siguiente información: 


1. El nombre y antecedentes personales y profe- 
sionales de todos aquellos profesionales universita- 
rios que hubieran sido inscriptos, como titulares o 
como suplentes, en el Registro. 


2. Las designaciones y ceses de Síndicos e Inter- 
ventores, indicando la causa de los ceses producidos. 


3. Las negativas de aceptación de las designacio- 
nes de Síndico e Interventor, indicando las causas in- 
vocadas en la negativa. 


4. Las recusaciones promovidas contra Síndicos e 
Interventores, indicando los fundamentos y el resulta- 
do de las mismas. 


5. Las acciones de responsabilidad promovidas 
contra Síndicos e Interventores, indicando el funda- 
mento y el resultado de las mismas. 


6. El rechazo de las cuentas rendidas por el Síndi- 
co o el Interventor y la sanción impuesta al mismo. 


7. Cualquier otro hecho o circunstancia que, a jui- 
cio del Juez del concurso pueda incidir en una futura 
decisión de designación del Síndico o del Interventor. 


Artículo 43. (Comunicación de los datos al Regis- 
tro).- El Juez del Concurso deberá comunicar al Re- 


gistro, dentro de los tres días siguientes de ocurrido, 
todo hecho o acto registrable del cual haya tenido co- 
nocimiento. 


TÍTULO II 
EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO 
Capítulo | 
Efectos sobre el deudor 


Artículo 44. (Continuación de la actividad del 
deudor).- La declaración judicial de concurso no im- 
plica el cese o clausura de la actividad del deudor, 
salvo que el Juez disponga lo contrario, lo que podrá 
hacer en cualquier momento durante el concurso, a 
solicitud del deudor, de los acreedores, del Síndico o 
Interventor, o de oficio. 


Artículo 45. (Suspensión o limitación de la legiti- 
mación del deudor para disponer y obligar a la masa 
del concurso).- La declaración judicial de concurso 
producirá los siguientes efectos en la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del concur- 
so: 


1. Si el concurso fuera necesario, se suspenderá 
la legitimación del deudor para disponer y obligar a la 
masa del concurso, sustituyéndolo en la administra- 
ción y disposición de sus bienes por un Síndico. 


2. Si el concurso fuera voluntario, se suspenderá 
la legitimación del deudor para disponer y obligar a la 
masa del concurso, con el alcance dispuesto en el 
punto 1, solamente cuando el activo no sea suficiente 
para satisfacer el pasivo. En los demás casos, se li- 
mitará la legitimación del deudor para disponer y obli- 
gar a la masa y se designará un Interventor que 
coadministrará los bienes conjuntamente con el mis- 
mo. 


3. En el caso de concurso voluntario, si durante el 
desarrollo de los procedimientos se pusiera de mani- 
fiesto que, en el momento de la declaración judicial, la 
relación entre activo y pasivo era distinta a la tenida 
en cuenta para suspender o limitar la legitimación del 
deudor, el Juez modificará de oficio la medida adop- 
tada, transformando la suspensión en limitación o la 
limitación en suspensión, según corresponda. 


4. En caso de haberse dispuesto la limitación de la 
legitimación del deudor, en cualquier momento el 
Juez, previa solicitud fundada de los Interventores y 
vista al deudor, podrá disponer la suspensión de la 
legitimación del deudor, cualquiera sea la situación 
patrimonial de éste. 
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5. En todos los casos de conversión de la limita- 
ción de la legitimación para disponer y obligar la masa 
en suspensión o viceversa, el Juez dispondrá las 
mismas medidas de publicidad acordadas para la 
sentencia de declaración judicial del concurso. 


6. Se exceptúan de la suspensión o limitación de 
la legitimación del deudor los actos personalísimos o 
referidos a bienes inembargables, la presentación de 
propuestas de convenio y la impugnación o interposi- 
ción de recursos contra la actuación del Síndico o del 
Interventor y contra las resoluciones judiciales. 


Artículo 46. (Efectos generales de la suspensión 
de la legitimación del deudor para disponer y obligar a 
la masa del concurso).- La suspensión de la legitima- 
ción del deudor para disponer y obligar la masa del 
concurso, dispuesta en la sentencia de declaración 
judicial de concurso o en cualquier resolución judicial 
posterior, producirá los siguientes efectos: 


1. Serán ineficaces frente a la masa los actos de 
administración y disposición que realice el deudor 
respecto de los bienes o derechos que integren la 
masa activa del concurso, incluida la aceptación o re- 
pudiación de herencias, legados y donaciones. 


2. Solamente el Síndico estará legitimado para 
realizar actos de administración y disposición sobre 
los bienes y derechos que forman la masa activa del 
concurso, en los términos de la presente ley. 


3. El Síndico sustituirá al deudor en todos los pro- 
cedimientos jurisdiccionales o administrativos en cur- 
so en que éste sea parte, con excepción de aquellos 
fundados en relaciones de familia que no tengan 
contenido patrimonial. 


4. En los casos de suspensión de la legitimación 
del deudor para disponer y obligar la masa del con- 
curso, los pagos realizados al deudor no tendrán 
efecto liberatorio para los acreedores, salvo los reali- 
zados de buena fe en el período que medie entre la 
sentencia declaratoria del concurso y la registración y 
publicación de la misma. 


Artículo 47. (Efectos generales de la limitación de 
la legitimación del deudor para disponer y obligar la 
masa del concurso).- La limitación de la legitimación 
del deudor para disponer y obligar la masa del con- 
curso, dispuesta en la sentencia de declaración judi- 
cial de concurso o en cualquier resolución judicial 
posterior, producirá los siguientes efectos: 


1. El deudor requerirá de la autorización del Inter- 
ventor para contraer, modificar o extinguir obligacio- 
nes; conferir, modificar o revocar poderes; o para rea- 


lizar cualquier acto jurídico relativo a bienes de la ma- 
sa activa. 


2. Se exceptúan del régimen establecido en el 
punto 1 las operaciones ordinarias del giro del deu- 
dor, las cuales serán realizadas por éste bajo el con- 
trol del Interventor. No se considerarán operaciones 
ordinarias del giro los actos relativos a bienes de uso 
registrables, la venta o arrendamiento del estableci- 
miento comercial y la emisión de obligaciones nego- 
ciables. 


3. Serán ineficaces frente a la masa los actos de 
administración y disposición detallados en el punto 1, 
que realice el deudor respecto de los bienes o dere- 
chos que integren la masa activa del concurso, sin 
autorización del Interventor. 


Artículo 48. (Régimen de los órganos de la per- 
sona jurídica deudora en caso de suspensión de la 
legitimación para disponer y obligar la masa del con- 
curso ).- La suspensión de la legitimación de las per- 
sonas jurídicas para disponer y obligar la masa del 
concurso producirá además los siguientes efectos 
respecto al funcionamiento de sus órganos sociales: 


1. El Síndico ejercitará las facultades conferidas 
por la ley y los estatutos a los administradores o liqui- 
dadores, que perderán el derecho a percibir cualquier 
tipo de remuneración. 


2. Se suspende la obligación legal o estatutaria de 
convocar reuniones o asambleas de socios o accio- 
nistas. Si las mismas fueran convocadas, cualquier 
resolución que éstas adopten requerirá, para su vali- 
dez, que sea ratificada por el Síndico. 


3. El órgano de control interno quedará suspendi- 
do en sus funciones. 


Artículo 49. (Régimen de los órganos de la per- 
sona jurídica deudora en caso de limitación de la legi- 
timación para disponer y obligar la masa del concur- 
so).- La limitación de la legitimación de las personas 
jurídicas para disponer y obligar la masa del concurso 
producirá además los siguientes efectos respecto al 
funcionamiento de sus órganos sociales: 


1. Los órganos de la persona jurídica se manten- 
drán en funcionamiento, con las limitaciones estable- 
cidas en este artículo. 


2. La convocatoria de cualquier reunión o asam- 
blea de socios o accionistas, por parte de administra- 
dores o liquidadores, requerirá la autorización del In- 
terventor. 
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3. El Interventor podrá solicitar al Juez, en forma 
fundada la suspensión del órgano de control interno, 
asumiendo sus funciones 


Artículo 50. (Designación de un administrador o 
una Comisión de Acreedores por los acreedores).- 
Sin perjuicio del régimen de suspensión o limitación 
de la legitimación del deudor para disponer y obligar 
la masa del concurso, en cualquier estado de los pro- 
cedimientos, en audiencia o mediante acta notarial, 
acreedores quirografarios con derecho de voto, que 
representen por lo menos la mayoría del pasivo qui- 
rografario con derecho de voto, podrán nominar un 
administrador del patrimonio y del giro del deudor du- 
rante el concurso. 


En este caso, el administrador designado por los 
acreedores sustituirá al Síndico o al deudor, según los 
casos, en la función de conservación o administración 
del patrimonio y del giro del deudor. 


Igual mayoría de acreedores tendrá la facultad de 
designar una Comisión de Acreedores que controle el 
desarrollo de los procedimientos y colabore en la 
búsqueda de soluciones a la situación de insolvencia 
del deudor. 


Artículo 51. (Acciones contra los socios).- La de- 
claración judicial de concurso tendrá los siguientes 
efectos respecto de las acciones contra los socios de 
la sociedad deudora: 


1. Corresponderá exclusivamente al Síndico o al 
Interventor, según el caso, la promoción de la acción 
contra los socios personalmente responsables por las 
obligaciones sociales anteriores a la declaración de 
concurso, con excepción de aquellas acciones co- 
rrespondientes a obligaciones laborales y tributarias. 


2. Corresponderá exclusivamente al Síndico o al 
Interventor, según el caso, la acción para obtener el 
pago íntegro de las aportaciones comprometidas por 
los socios o accionistas, así como el cumplimiento de 
las prestaciones accesorias. En caso de insuficiencia 
de bienes propios de la sociedad deudora, el Síndico 
podrá reclamar a los socios o accionistas el pago ín- 
tegro de los aportes comprometidos y no realizados, 
aún cuando no estuviera vencido el plazo establecido 
para el cumplimiento de dicha obligación. 


Artículo 52. (Acción social de responsabilidad contra 
los administradores, integrantes del órgano de control 
interno y liquidadores).- Corresponderá al Síndico o al 
Interventor, según el caso, la representación de la so- 
ciedad para la promoción de la acción social de res- 
ponsabilidad contra los administradores, los inte- 
grantes del órgano de control interno y los liquidado- 


res, sin requerir para esto la previa conformidad de la 
reunión o asamblea de socios o accionistas. 


Si el Síndico o el Interventor fueran omisos, dicha 
acción podrá ser promovida por los acreedores. Si la 
sentencia contuviera condena a indemnizar a la so- 
ciedad daños y perjuicios, el acreedor que hubiera 
ejercitado la acción en interés de la masa activa, ten- 
drá derecho a que, con cargo a esa indemnización, se 
le reembolsen los gastos y se le satisfaga el cin- 
cuenta por ciento del crédito que no hubiera percibido 
en el concurso. 


Artículo 53. (Deber de cooperación y de informa- 
ción del deudor).- Están alcanzados por el deber de 
cooperación e información el deudor y los administra- 
dores y liquidadores de la persona jurídica, así como 
los que hubieran revestido esta calidad en los dos 
años anteriores a la declaración judicial de concurso. 
De acuerdo con el mismo, deberán comparecer per- 
sonalmente ante el Juez del concurso y ante el Síndi- 
co o el Interventor cuantas veces sean requeridos y 
facilitar toda la cooperación e información necesaria o 
conveniente para el interés del concurso. 


Artículo 54. (Derecho a alimentos).- En caso de 
limitación de la legitimación para disponer y obligar a 
la masa del concurso, el deudor persona física tendrá 
derecho a percibir alimentos con cargo a la masa. 


En caso de suspensión de dicha legitimación, so- 
lamente tendrá derecho de alimentos cuando la masa 
activa fuera superior a la masa pasiva. 


Las personas respecto de las cuales el deudor tu- 
viera obligación de alimentos, sólo tendrán derecho a 
los mismos cuando no pudiera percibirlos en monto 
suficiente de otra persona obligada a prestarlos. 


Capítulo ll 
Efectos sobre los acreedores 
Sección 1 
Acreedores comprendidos 


Artículo 55. (Composición de la masa pasiva).- 
Todos los acreedores del deudor, cualquiera sea su 
naturaleza, nacionalidad o domicilio, quedarán com- 
prendidos en la masa pasiva del concurso, siendo re- 
presentados por el Síndico o el Interventor y alcanza- 
dos por los efectos del concurso, sin más excepcio- 
nes que las establecidas en la presente ley. 


Se otorgará un tratamiento igualitario a todos los 
acreedores pertenecientes a una misma clase, sin 
perjuicio de las excepciones expresamente previstas 
en la ley. 
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Sección 2 
Moratoria provisional 


Artículo 56. (Prohibición de promover nuevos jui- 
cios).- Declarado judicialmente el concurso, los 
acreedores del deudor por créditos anteriores a la fe- 
cha de la declaración no podrán promover contra el 
deudor procedimientos judiciales o arbitrales de nin- 
gún tipo. Las actuaciones judiciales o arbitrales que 
se realicen serán nulas. 


Se exceptúa de lo dispuesto en el inciso anterior, 
los procedimientos que se funden en relaciones de 
familia siempre que no tengan contenido patrimonial y 
los procesos de conocimiento referidos en el inciso 2 
del artículo 59. 


Artículo 57. (Procesos en trámite).- Los procesos 
judiciales de conocimiento o los procesos arbitrales 
contra el deudor, que se encuentren en trámite a la 
fecha de declaración del concurso, continuarán ante 
la sede que esté conociendo en los mismos, hasta 
que recaiga sentencia o laudo firme. 


Los Síndicos o los Interventores, en este último 
caso con autorización del Juez del concurso, podrán 
allanarse total o parcialmente a la demanda, desistir 
de los recursos interpuestos o transar el juicio. 


En todos los casos, las costas y costos impuestos 
al deudor tendrán la calidad de créditos concursales, 
cualquiera sea la fecha de la sentencia que condene 
al pago de los mismos. 


Artículo 58. (Sentencias y laudos firmes).- Las 
sentencias o laudos firmes, sean éstos anteriores o 
posteriores a la declaración del concurso, que reco- 
nozcan al demandante un crédito contra el deudor, 
anterior éste a la declaración del concurso, quedarán 
firmes y el Juez del concurso, reconocerá al crédito el 
tratamiento concursal que corresponda, cualquiera 
sea la fecha de la Resolución. 


La misma solución se aplicará a las sentencias 
extranjeras o laudos arbitrales contra el deudor, pro- 
nunciados en el exterior, una vez que las mismas se- 
an reconocidas en el país, de conformidad con lo dis- 
puesto por la ley procesal. 


Artículo 59. (Competencia exclusiva del Juez del 
concurso en materia de ejecuciones).- El Juez del 
concurso será el único competente para conocer en 
los procedimientos de ejecución y para disponer la 
adopción o el levantamiento de medidas cautelares 
sobre los bienes y derechos que integran la masa ac- 
tiva. 


Los acreedores laborales tendrán la opción de ve- 
rificar sus créditos dentro del procedimiento concur- 
sal, promover un proceso de conocimiento ante la ju- 
dicatura competente en materia laboral o verificar 
parte de sus créditos en el proceso concursal y los 
restantes en sede laboral, sin perjuicio de las accio- 
nes de ejecución y las medidas cautelares, que serán 
en todos los casos competencia del Juez del concur- 
so. 


Artículo 60. (Prohibición de nuevas ejecuciones y 
suspensión de las ejecuciones en curso).- Declarado 
el concurso, ningún acreedor podrá promover ejecu- 
ción contra el deudor por créditos anteriores a la de- 
claración. 


Las ejecuciones que se encuentren en trámite, así 
como los embargos que se hubieran trabado, queda- 
rán en suspenso desde el momento de la declaración, 
procediendo su acumulación al concurso. 


Artículo 61. (Situación de los créditos prendarios 
e hipotecarios).- En el caso de los créditos prendarios 
e hipotecarios, la prohibición de promover ejecucio- 
nes y la suspensión de las ejecuciones en curso ca- 
ducará transcurridos ciento veinte días de la senten- 
cia declaratoria del concurso. 


En estos casos, la ejecución deberá promoverse o 
continuará, según los casos, ante el Juez del concur- 
so. 


Artículo 62. (Situación de los créditos laborales).- 
Existiendo recursos líquidos suficientes o bienes fá- 
cilmente realizables en la masa activa y siempre que 
la disposición de los mismos no afecte la viabilidad de 
la continuación del giro del deudor el Síndico o el In- 
terventor, previa autorización judicial, dispondrá el 
pago anticipado de los créditos laborales de cualquier 
naturaleza que se hubieran devengado hasta doce 
meses antes de la declaración de concurso. 


En este caso, no será necesaria la verificación del 
crédito en el concurso ni sentencia laboral previa que 
lo reconozca. 


La solicitud de pago anticipado podrá ser denega- 
da, total o parcialmente, solamente en los casos en 
que los créditos laborales no surjan de la documenta- 
ción del empleador o cuando existan dudas razona- 
bles sobre el origen o legitimidad de los mismos. 


Cuando el crédito laboral hubiera sido verificado 
en el concurso o hubiera recaído sentencia firme de la 
judicatura competente reconociendo su existencia, el 
Síndico o el Interventor procurarán la obtención de los 
recursos necesarios para la cancelación de los mis- 
mos, pudiendo solicitar autorización al Juez para la 
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venta anticipada de activos del concurso, si fuera ne- 
cesario, siempre que la disposición de dichos recur- 
sos no afecte la viabilidad de la continuación del giro 
del deudor. 


En caso que los bienes de la masa activa fuesen in- 
suficientes para la cancelación de los créditos labo- 
rales, se aplicará lo dispuesto en el artículo 183. 


Sección 3 
Efectos sobre los créditos 


Artículo 63. (Conversión a moneda nacional y 
reajuste de las obligaciones).- Los créditos expresa- 
dos en moneda extranjera se convertirán a moneda 
nacional al tipo de cambio comprador interbancario de 
la fecha de declaración del concurso, salvo los crédi- 
tos prendarios e hipotecarios expresados en moneda 
extranjera, hasta el límite de su respectiva garantía. 


A partir de la fecha de declaración de concurso y 
hasta la fecha de pago, todos los créditos serán 
ajustados, de acuerdo con los criterios establecidos 
por el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976. 


Artículo 64. (Suspensión del devengamiento de 
los intereses).- Desde la declaración de concurso, se 
suspenderá el devengamiento de los intereses salvo 
los créditos prendarios e hipotecarios hasta el límite 
de su respectiva garantía. 


La suspensión del devengamiento de intereses se 
establece sin perjuicio de lo que resulte pactado en el 
convenio o acuerdo privado de reorganización entre 
el deudor y sus acreedores y de la compensación 
establecida por el artículo 188 en caso de resultar un 
remanente luego de la liquidación del patrimonio del 
deudor. 


Artículo 65. (Prohibición de compensación).- De- 
clarado el concurso no procederá la compensación 
legal de los créditos con las deudas del deudor, salvo 
que estuvieran en situación de ser compensados an- 
tes de la declaración del concurso. 


Artículo 66. (Suspensión del derecho de reten- 
ción).- Declarado el concurso no podrá ser invocado 
el derecho de retención sobre bienes y derechos inte- 
grantes de la masa activa. 


Artículo 67. (Suspensión de la prescripción y ca- 
ducidad).- Desde la declaración del concurso queda- 
rán suspendidos los plazos de prescripción y caduci- 
dad de las acciones contra el deudor, por créditos 
anteriores a la declaración. También quedarán sus- 
pendidos los plazos de prescripción y caducidad de 
las acciones sociales de responsabilidad contra los 


administradores, liquidadores e integrantes del órga- 
no de control interno. 


Capítulo Ill 
Efectos sobre los contratos 


Artículo 68. (Contratos pendientes de ejecución).- 
En caso de existir a la fecha de declaración del con- 
curso, contratos de los cuales deriven obligaciones 
del deudor pendientes de ejecución, se procederá de 
la forma siguiente: 


1. El Síndico o el deudor con la autorización del 
Interventor, tendrán la facultad de rescindir unilate- 
ralmente el contrato, notificando este hecho a la con- 
traparte, dentro del plazo establecido para que los 
acreedores presenten la solicitud de reconocimiento 
de sus créditos. 


2. En cualquier momento, dentro de dicho plazo, la 
contraparte del deudor podrá exigir, según los casos, 
al Síndico o al deudor y al Interventor, que manifies- 
ten si resolverán o no el contrato. En este caso, si no 
ejercieran la facultad de resolución dentro de los cin- 
co días siguientes a la recepción del requerimiento, 
ya no podrán ejercitarla con posterioridad, salvo que 
el Juez apruebe un convenio que no implique la con- 
tinuación de la actividad profesional o empresarial del 
deudor o disponga la liquidación de la masa activa. 


3. El Juez fijará la indemnización de daños y per- 
juicios que cause la resolución, crédito que tendrá la 
consideración de concursal. 


4. En caso de no optarse por la resolución del 
contrato, cuando el cumplimiento del contrato por 
parte del deudor implique riesgo manifiesto y grave 
para la otra parte, ésta podrá solicitar al Juez que 
rescinda el contrato o que se garantice suficiente- 
mente el cumplimiento del mismo. 


5. Serán nulas las estipulaciones contractuales 
que declaren resuelto el contrato o atribuyan la facul- 
tad de resolución a cualquiera de las partes, en caso 
de insolvencia o de declaración de concurso del deu- 
dor. 


Artículo 69. (Contratos de trabajo).- Los contratos 
de trabajo celebrados por el deudor no resultarán res- 
cindidos por efecto de la declaración de concurso. 


Artículo 70. (Contratos del personal de alta direc- 
ción).- En el caso del personal de alta dirección, el 
Síndico o el Interventor, por razones fundadas, podrá 
solicitar al Juez el aplazamiento del pago de este cré- 
dito concursal. 
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Se considera personal de alta dirección a los di- 
rectores, gerentes generales y todo aquél que tuviera 
facultades de decisión sobre cuestiones sustanciales 
de la actividad del deudor. 


El Síndico podrá solicitar al Juez el aplazamiento 
del pago de este crédito concursal, hasta que quede 
firme la sentencia de calificación. 


TÍTULO IV 
FORMACIÓN DE LA MASA ACTIVA 
Capítulo | 
Composición de la masa activa 


Artículo 71. (Principio de universalidad).- La masa 
activa del concurso estará integrada por la totalidad 
del patrimonio del deudor a la fecha de la declaración, 
y por los bienes y derechos que adquiera hasta la 
conclusión del procedimiento. 


Componen el patrimonio del deudor los bienes y 
derechos propios y los gananciales cuya administra- 
ción le corresponda por ley o por capitulación matri- 
monial, con excepción de aquellos bienes y derechos 
que tengan el carácter de inembargables. 


Artículo 72. (Bienes adquiridos por el cónyuge del 
deudor).- Se presumirá en beneficio de la masa, salvo 
prueba en contrario, que los bienes y derechos adqui- 
ridos por el cónyuge del deudor, dentro del año ante- 
rior a la declaración de concurso, respecto de los 
cuales no pueda justificar la procedencia del precio, 
constituyen donación del deudor. 


Se tendrá por justificada la procedencia del precio 
cuando, en el momento de la adquisición, el cónyuge 
titular de los bienes o derechos recibiera sueldo, ejer- 
ciera profesión o tuviera a su disposición dinero, en 
todos los casos, por importe suficiente. 


La presunción no regirá cuando los cónyuges es- 
tuvieran separados judicialmente. 


Artículo 73. (Cuentas indistintas).- En caso de de- 
claración de concurso del titular de una cuenta indis- 
tinta, abierta con un año o menos de antelación a la 
fecha de dicha declaración, se presume que la totali- 
dad del saldo acreedor de dicha cuenta es propiedad 
del deudor, salvo prueba en contrario. 


Capítulo ll 
Conservación y administración de la masa activa 


Artículo 74. (Conservación de la masa activa).- 
En caso de suspensión de la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso, el 


Síndico deberá conservar los bienes y derechos que 
integren la masa activa del concurso. 


Los bienes de fácil deterioro o de difícil o costosa 
conservación podrán ser enajenados de inmediato, 
mediante la modalidad que disponga el Tribunal a 
propuesta del Síndico. 


Deberá realizar además todos los actos necesa- 
rios para entrar en posesión de los libros legales y de 
los documentos relativos a la masa activa y a la acti- 
vidad profesional o empresarial del deudor. 


Artículo 75. (Administración de la masa activa).- 
El Síndico o el deudor, con la autorización y control 
del Interventor, deberán administrar la masa activa 
del modo más conveniente para la satisfacción de los 
acreedores. 


Hasta la resolución judicial que apruebe el conve- 
nio o disponga la apertura de la liquidación, la enaje- 
nación o el gravamen de bienes de uso o de derechos 
de cualquier clase, cuyo valor sea superior al cinco 
por ciento del valor total de la masa activa, requerirá 
la autorización del Juez del concurso. 


Artículo 76. (Administración de las cuentas ban- 
carias del deudor).- El Síndico y el Interventor, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, tendrán la 
facultad de administrar y obtener información sobre 
las cuentas bancarias del deudor, sin que les sea 
oponible el secreto profesional de las entidades de 
intermediación financiera. 


Artículo 77. (Inventario de la masa activa).- El 
Síndico o el Interventor deberá elaborar el inventario 
de la masa activa, con valoración de los bienes y de- 
rechos de que se compone a la fecha de la declara- 
ción del concurso y de presentación del inventario, in- 
dicando las variaciones que hubiera experimentado 
entre ambos momentos. 


Deberán recurrir al asesoramiento de expertos in- 
dependientes para la valoración de los elementos de 
la masa activa, solicitando previamente la autoriza- 
ción del Juez del concurso. 


El inventario será presentado al Juez del concur- 
so, conjuntamente con la nómina de acreedores, y 
quedará de manifiesto en el Juzgado a disposición de 
los acreedores. 


Artículo 78. (Impugnación del inventario).- Dentro 
del plazo establecido para la impugnación de la lista 
de acreedores, cualquier interesado podrá impugnar 
el inventario, solicitando la inclusión o la exclusión de 
bienes y derechos, así como la modificación de la 
valoración de los elementos de la masa activa. 
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Artículo 79. (Rehabilitación de contratos que hu- 
bieran caducado o hubieran sido resueltos).- El Síndi- 
co o el Interventor tendrán la facultad de rehabilitar 
los contratos de mutuo pagaderos en cuotas de capi- 
tal o de intereses, las compraventas a crédito de bie- 
nes muebles o inmuebles, las promesas de enajena- 
ción de inmuebles a plazos, los arrendamientos y los 
créditos de uso que hubieran caducado por incumpli- 
miento del deudor de la obligación de pagar el precio 
y/o de realizar los pagos periódicos comprometidos, 
en los siguientes términos y condiciones: 


1. La rehabilitación deberá ser notificada al titular 
del crédito antes de que finalice el plazo para pre- 
sentar la solicitud de reconocimiento de créditos, pre- 
via consignación de los importes pendientes de pago 
y de los intereses moratorios. 


2. No debe de haber recaído sentencia judicial pa- 
sada en autoridad de cosa juzgada disponiendo la re- 
solución del contrato por incumplimiento. 


3. El Síndico o el Interventor asumirán, por el deu- 
dor, la obligación de continuar realizando los pagos 
periódicos en los plazos de sus sucesivos venci- 
mientos, los que serán créditos contra la masa. 


Capítulo Il 
Reintegración de la masa activa 


Artículo 80. (Objeto de la reintegración).- En el 
caso que, a la fecha de declaración del concurso, el 
pasivo fuera superior al activo susceptible de ejecu- 
ción forzada, el Síndico ejercitará las acciones revo- 
catorias que correspondan para reintegrar a la masa 
activa los bienes y derechos que hubieran salido del 
patrimonio del deudor en las situaciones previstas en 
los artículos siguientes. 


Artículo 81. (Actos revocables de pleno derecho).- 
Son revocables de pleno derecho los siguientes actos 
realizados por el deudor: 


1.- Actos a título gratuito realizados dentro de los dos 
años anteriores a la declaración de concurso, salvo los 
regalos y liberalidades de costumbre y las donaciones a 
favor del personal que tengan manifiesto carácter remu- 
neratorio. Se considerarán incluidos los actos en que la 
contraprestación recibida por el deudor hubiera sido noto- 
riamente inferior al valor del bien transferido. 


2. Actos de constitución o de ampliación de dere- 
chos reales de garantía sobre bienes o derechos del 
deudor, otorgados en los seis meses anteriores a la 
declaración de concurso, en garantía de obligaciones 
preexistentes no vencidas o que se hubieran contraí- 


do con el mismo acreedor concomitantemente con la 
extinción de las anteriores. 


3. Pagos realizados por el deudor, dentro de los 
seis meses anteriores a la declaración de concurso, 
por créditos que aún no se hallaran vencidos. 


4, Actos de aceptación por el deudor de cualquier 
clase de requerimiento resolutorio de contratos, den- 
tro de los seis meses anteriores a la declaración de 
concurso. 


Artículo 82. (Actos revocables en fraude de los 
acreedores o con conocimiento de la insolvencia).- 
Son revocables los actos y omisiones del deudor en 
perjuicio de los acreedores, realizados en los dos 
años anteriores a la declaración de concurso, cuando 
el deudor hubiera actuado en fraude y perjuicio de los 
acreedores y la contraparte hubiera conocido o debi- 
do conocer que el deudor se hallaba en estado de in- 
solvencia. 


Se presume el conocimiento del estado de insol- 
vencia en el caso de personas especialmente relacio- 
nadas con el deudor. 


En ningún caso la revocación afectará los dere- 
chos adquiridos por terceros de buena fe. Correspon- 
derá a la contraparte indemnizar a la masa por el va- 
lor de los bienes o derechos objeto de la acción revo- 
catoria, que ya no se encuentren en su patrimonio. 


Artículo 83. (Irrevocabilidad de las operaciones 
ordinarias).- En ningún caso serán objeto de revoca- 
ción las operaciones ordinarias del giro a que se de- 
dica el deudor. 


Artículo 84. (Prescripción).- Las acciones revo- 
catorias a que se refieren los artículos anteriores 
prescribirán a los dos años de la declaración del con- 
curso. 


Artículo 85. (Legitimación activa de los acreedo- 
res).- Si el Síndico no promoviera la acción revocato- 
ria antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedo- 
res, el acreedor o los acreedores cuyos créditos re- 
presenten por lo menos el cinco por ciento del pasivo 
total del deudor podrán promover la acción por cuenta 
de la masa. 


Si la sentencia acogiera la acción promovida, el 
acreedor que hubiera ejercitado la acción en interés 
de la masa activa, tendrá derecho a que, con cargo a 
esa indemnización, se le reembolsen los gastos del 
proceso y se le satisfaga hasta el cincuenta por ciento 
del crédito que no hubiera percibido en el concurso. 
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Artículo 86. (Legitimación pasiva).- La demanda 
de revocación deberá dirigirse contra las siguientes 
personas, según corresponda: 


1.- El deudor. 


2.- La contraparte en el acto objeto de revocación 
o quien se haya beneficiado con dicho acto u omisión, 
aunque el bien o el derecho no estuviese ya en su 
patrimonio. 


3.- La persona que haya adquirido a título gratuito 
o a título universal el bien o el derecho de quien hu- 
biera sido parte en el acto objeto de revocación o se 
hubiera beneficiado del mismo. 


4.- Las demás personas que, actuando de mala fe, 
hubieran adquirido a cualquier título el bien o el dere- 
cho de quien hubiera sido parte en el acto objeto de 
revocación o se hubiera beneficiado del mismo. 


Artículo 87. (Efectos de la sentencia de revoca- 
ción).- La sentencia que acoja la acción revocatoria, 
tendrá el siguiente contenido: 


1.- Condenará al demandado a reintegrar a la ma- 
sa activa los bienes o derechos indebidamente adqui- 
ridos, con sus frutos. 


2.- Si los bienes o derechos no se encontraran en 
su patrimonio, lo condenará a entregar el valor que 
hubieran tenido al salir del patrimonio del deudor o en 
cualquier otro momento posterior, si hubiera sido ma- 
yor, más el interés legal. 


3.- Quedarán sin efecto los derechos reales de ga- 
rantía que se hubieran constituido, ordenándose la 
cancelación de las inscripciones registrales corres- 
pondientes. 


4.- En caso de pagos realizados por el deudor o 
por un tercero, se condenará a quien los haya recibi- 
do a reintegrarlos a la masa, con más sus intereses. 


5.- El crédito que resulte a favor del demandado 
como consecuencia de la revocación, tendrá el ca- 
rácter de crédito concursal. 


6.- Si se hubiera probado que el demandado co- 
nocía el estado de insolvencia del deudor en el mo- 
mento de la realización del acto o de la omisión, per- 
derá el derecho a cobrar su crédito en el concurso. 


Capítulo IV 
Reducción de la masa activa 


Artículo 88. (Separación de bienes y derechos).- 
Los bienes y derechos que, en el momento de decla- 
ración del concurso, se encuentren en posesión del 
deudor pero sean propiedad ajena, se entregarán a 


sus titulares, previa resolución del Juez del concurso, 
con informe favorable del Síndico o del Interventor. 


Si el informe fuera desfavorable, la solicitud debe- 
rá reiterarse dentro del plazo y por el procedimiento 
establecido para la impugnación del inventario. 


Artículo 89. (Bienes no separables).- No serán 
susceptibles de separación los bienes y derechos de 
propiedad ajena sobre los que el deudor tenga dere- 
cho de uso o de garantía. 


Artículo 90. (Imposibilidad de separación).- Si los 
bienes y derechos susceptibles de separación hubie- 
ran sido enajenados por el deudor antes de la decla- 
ración de concurso a un tercero de buena fe, el titular 
perjudicado podrá optar entre exigir la cesión del de- 
recho a recibir la contraprestación, si todavía el adqui- 
riente no la hubiera realizado, o solicitar el reconoci- 
miento en el concurso del crédito correspondiente al 
valor que tuvieran los bienes y derechos en el mo- 
mento de la enajenación o en cualquier otro posterior, 
si fuera mayor, más el interés legal. 


El crédito que resulte a favor del titular perjudicado 
tendrá la calidad de crédito concursal. 


El perjudicado tendrá diez días, a partir de la re- 
solución judicial que le hubiera reconocido su dere- 
cho, para solicitar la verificación de su crédito. 


Capítulo V 
Deudas de la masa activa 


Artículo 91. (Créditos contra la masa).- Serán 
créditos contra la masa: 


1.- Las costas y costos del proceso concursal, ex- 
cluidos los honorarios profesionales de quienes pa- 
trocinen al deudor. 


2.- Las retribuciones del Síndico o del Interventor. 


3.- Los gastos de conservación, administración, 
valoración y liquidación de la masa activa. 


4.- Los créditos nacidos después de la declaración 
de concurso, incluidos los provenientes de la rehabi- 
litación de contratos que hubieran caducado, salvo 
que la ley los considere créditos concursales. 


5.- Los pagos por alimentos y entierro del deudor y 
de las personas frente a las cuales éste tenga deber 
legal. 


Artículo 92. (Régimen de los créditos contra la 
masa).- Los créditos contra la masa se pagarán, a 
medida que venzan, fuera del procedimiento de con- 
curso. 
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Su pago se realizará con cargo a los bienes de la 
masa que no estén gravados con prenda o hipoteca. 


TÍTULO V 
FORMACIÓN DE LA MASA PASIVA 
Capítulo | 
Verificación de los créditos 
Sección 1 
Solicitud de verificación 


Artículo 93. (Comunicación a los acreedores).- 
Dentro de los quince días siguientes a su designa- 
ción, el Síndico o el Interventor notificará por carta u 
otro medio fehaciente a los acreedores cuya identidad 
conste en la contabilidad y documentos del deudor o 
que resulten conocidos de alguna otra forma, la de- 
claración de concurso, la sede ante la cual se tramita, 
el nombre del Síndico o Interventor y la fecha fijada 
para la Junta de Acreedores. Igual comunicación será 
remitida a quienes conste que sean codeudores, fia- 
dores o avalistas del deudor. 


Esta comunicación se realizará sin perjuicio de la 
derivada de la publicación de la sentencia de declara- 
ción de concurso, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 21. 


Artículo 94. (Plazo para la solicitud de verifica- 
ción).- Los acreedores deberán presentarse a verificar 
sus créditos dentro del plazo de sesenta días, conta- 
dos desde la fecha de declaración judicial del concur- 
so. 


La no finalización de la verificación de los créditos, 
en ningún caso será causal de suspensión de la junta 
de acreedores. 


Artículo 95. (Solicitud de verificación).- los acree- 
dores deberán presentarse en el Juzgado, en escrito 
dirigido al Síndico o al Interventor, con el siguiente 
contenido: 


1.- Solicitud de verificación de los créditos, indi- 
cando la fecha, causa, cuantía, vencimiento y califica- 
ción solicitada de los mismos. 


2.- Documento o documentos originales o medios 
de prueba que permitan acreditar la existencia de sus 
créditos. 


3.- En caso de acreedores domiciliados en el exte- 
rior, deberán constituir domicilio en la sede del Juz- 
gado. 


La solicitud de verificación de crédito no estará 
sujeta a ningún honorario, tributo o costo de especie 
alguna para el acreedor. 


Artículo 96. (Emisión de obligaciones negocia- 
bles).- En caso de emisión de obligaciones negocia- 
bles, la solicitud de verificación formulada por el fidu- 
ciario, si lo hubiere, beneficiará a todos los obligacio- 
nistas. 


Artículo 97. (Solicitudes de verificación múlti- 
ples).- En caso de concursos de deudores solidarios, 
el acreedor tendrá la carga de solicitar la verificación 
de la totalidad del crédito en cada uno de los concur- 
sos, declarando esta circunstancia en todos los pro- 
cedimientos. 


Artículo 98. (Solicitud del codeudor, fiador o ava- 
lista).- La solicitud de verificación formulada por el co- 
deudor, fiador o avalista del deudor beneficia al 
acreedor. 


Artículo 99. (Efectos de la falta de solicitud).- Los 
acreedores, hubieran sido o no notificados por el Sín- 
dico o el Interventor, que no se hubieran presentado a 
verificar sus créditos en el plazo establecido, deberán 
verificar los mismos judicialmente y a su costa, per- 
diendo el derecho a percibir la participación que les 
hubiere correspondido con los pagos ya realizados. 


Artículo 100. (Excepciones a la necesidad de ve- 
rificación).- No requerirán verificación los créditos re- 
conocidos por sentencias judiciales o laudos arbitra- 
les. Sin embargo, esta circunstancia no exonerará a 
su titular de la obligación de denunciar el mismo den- 
tro del mismo plazo establecido legalmente para las 
solicitudes de verificación, con iguales efectos que los 
establecidos para el caso de falta de presentación de 
los créditos a la verificación, respecto al derecho a 
percibir su participación sobre los pagos ya realiza- 
dos. 


Sección 2 
Procedimiento de verificación 


Artículo 101. (Preparación de la lista de acreedo- 
res).- Dentro de los treinta días siguientes, a contar 
de la terminación del plazo pasa solicitar la verifica- 
ción de créditos, el Síndico o el Interventor preparará 
la lista de acreedores con el siguiente contenido: 


1.- La nómina de los acreedores que forman la 
masa pasiva, hayan solicitado o no la verificación de 
sus créditos, ordenados por orden alfabético, indican- 
do respecto de cada crédito la fecha, causa, cuantía, 
vencimiento, garantías personales o reales, y califica- 
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ción jurídica, distinguiendo la parte correspondiente al 
principal y a los intereses. 


2.- La nómina de acreedores excluidos, indicando 
las razones de exclusión de cada uno de ellos. 


La lista de acreedores quedará de manifiesto en el 
Juzgado a disposición de los acreedores. El Síndico o 
el Interventor comunicará a los acreedores que se 
hubieran presentado a verificar sus créditos si los 
mismos fueron verificados y, en caso afirmativo, las 
condiciones de la verificación. 


Artículo 102. (Cómputo de los créditos).- A los 
efectos de la determinación de la masa pasiva, los 
créditos se computarán de la siguiente forma: 


1.- Todos los créditos se expresarán en dinero. 


2.- Los créditos en moneda extranjera se computa- 
rán en moneda nacional, al tipo de cambio comprador 
interbancario vigente a la fecha de declaración del 
concurso. 


3.- Los créditos por prestaciones no dinerarias se 
computarán por su valor a la fecha de declaración del 
concurso. 


4.- Los créditos por prestaciones periódicas, dine- 
rarias o no dinerarias, se computarán por su valor 
actual a la fecha de declaración del concurso. 


Artículo 103. (Créditos condicionales y litigiosos).- 
Los créditos con condición suspensiva o resolutoria 
se incluirán en la lista de acreedores haciendo cons- 
tar expresamente el carácter de créditos condiciona- 
les. La posterior inclusión o exclusión del crédito, co- 
mo consecuencia del cumplimiento o incumplimiento 
de la condición, no afectará la validez de las actua- 
ciones realizadas hasta el momento. 


Los créditos que no puedan hacerse efectivos 
contra el deudor concursado sin la previa excusión 
del patrimonio del deudor principal se considerarán 
créditos con condición suspensiva. 


Los créditos litigiosos se incluirán en la lista como 
créditos condicionales. 


Artículo 104. (Impugnación de la lista).- Dentro 
del plazo de quince días, contados desde la puesta 
de manifiesto de la lista de acreedores o de la recep- 
ción de comunicación de verificación o rechazo de los 
créditos, según los casos, cualquier interesado podrá 
impugnar la inclusión o la exclusión de los créditos, la 
cuantía de los verificados y la calificación jurídica que 
se les hubiera atribuido. 


La acción se dirigirá contra el Síndico o el Inter- 
ventor, en caso de demandarse la inclusión o la mo- 


dificación de la cuantía o de la calificación de un cré- 
dito del impugnante, y se dirigirá contra el titular del 
crédito impugnado, en los demás casos. 


Artículo 105. (Resolución judicial sobre la lista de 
acreedores y el inventario).- Si no existieran impug- 
naciones dentro del plazo establecido para la impug- 
nación de la lista de acreedores y el inventario, el 
Juez aprobará ambos documentos. 


En caso de existir impugnaciones, el Juez dictará 
sentencia aprobando la lista de acreedores y el in- 
ventario, o introduciendo a los mismos las modifica- 
ciones motivadas por las impugnaciones deducidas. 


En cualquiera de ambos casos, si existiera déficit 
patrimonial, el Juez lo declarará expresamente, fijan- 
do la diferencia entre el activo y el pasivo a la fecha 
de declaración del concurso de acreedores. 


Artículo 106. (Efectos de la aprobación Judicial).- 
Los créditos contenidos en la lista de acreedores 
aprobada por el Juez se tendrán por verificados y re- 
conocidos dentro y fuera del concurso. 


Si la sentencia judicial fuera recurrida, a solicitud 
del recurrente, el Juez del concurso podrá adoptar las 
medidas cautelares necesarias para asegurar la efec- 
tividad de la sentencia que resuelva el recurso. 


Artículo 107. (Efectos de la sentencia sobre los 
acuerdos de la Junta de Acreedores).- En ningún ca- 
so la resolución de los recursos interpuestos contra la 
aprobación judicial de la lista de acreedores o el in- 
ventario invalidará las decisiones de la Junta de 
Acreedores, salvo que se cumplan acumulativamente 
las siguientes condiciones: 


1.- Que el voto del acreedor excluido, reducido en 
la cuantía de su crédito o calificado como subordina- 
do hubiera sido esencial para la adopción del acuer- 
do. 


2.- Que dentro del mes siguiente de que la sen- 
tencia haya quedado firme, el acreedor comparezca 
ante el Juez del concurso manifestando su discon- 
formidad con el acuerdo adoptado en la Junta de 
Acreedores. 


Capítulo ll 
Clases de créditos 


Artículo 108. (Clases de créditos).- Los créditos 
que componen la masa pasiva del deudor se clasifica- 
rán en créditos privilegiados, créditos quirografarios o 
comunes y créditos subordinados. 
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Por su parte, los créditos privilegiados se clasifica- 
rán, a su vez, en créditos con privilegio especial y 
créditos con privilegio general. 


Artículo 109. (Créditos con privilegio especial).- 
Son créditos con privilegio especial los garantizados 
con prenda o hipoteca. 


Los créditos con privilegio especial deberán estar 
inscriptos a la fecha de declaración del concurso en el 
Registro Público correspondiente, salvo los créditos 
emergentes de contratos de prenda común que serán 
considerados privilegiados cuando hayan sido otor- 
gados en documento público o en documento privado 
con fecha cierta o comprobada. 


Artículo 110. (Créditos con privilegio general).- 
Son créditos con privilegio general, en el orden plan- 
teado: 


1.- Los créditos laborales de cualquier naturaleza, 
devengados hasta con dos años de anterioridad a la 
declaración del concurso, siempre y cuando no hubie- 
ran sido satisfechos en la forma prevista en el ar- 
tículo 62, hasta por un monto de 260.000 Unidades 
Indexadas por trabajador. Tendrán también este pri- 
vilegio los créditos del Banco de Previsión Social por 
los aportes personales de los trabajadores devenga- 
dos en el mismo plazo. 


No gozarán del privilegio previsto en el inciso ante- 
rior, los créditos de los directores o administradores, 
miembros del órgano de control interno y liquidadores 
de la deudora, los cuales tendrán naturaleza de qui- 
rografarios, sin perjuicio de lo establecido en el ar- 
tículo 201. 


2.- Los créditos por tributos nacionales y munici- 
pales, exigibles hasta con dos años de anterioridad a 
la declaración del concurso. 


3.- El cincuenta por ciento de los créditos quiro- 
grafarios de que fuera titular el acreedor que promo- 
vió la declaración de concurso, hasta el diez por 
ciento de la masa pasiva. 


Estos privilegios se establecen sin perjuicio del de- 
recho conferido por la ley a los acreedores a la satis- 
facción parcial de los créditos no pagados a través del 
concurso, cuando hubieran ejercitado acciones en 
interés de la masa. 


Artículo 111. (Créditos subordinados).- Son cré- 
ditos subordinados: 


1.- Las multas y demás sanciones pecuniarias, de 
cualquier naturaleza. 


2.- Los créditos de personas especialmente rela- 
cionadas con el deudor. 


Artículo 112. (Personas especialmente relaciona- 
das con el deudor).- Se consideran personas espe- 
cialmente relacionadas con el deudor: 


1. En el caso de las personas físicas: 


a) El cónyuge o quien lo hubiera sido dentro de 
los dos años anteriores a la declaración de 
concurso. 


b) Los ascendientes, descendientes y hermanos 
del deudor o de cualquiera de las personas 
comprendidas en el literal a), que antecede. 


c) Los cónyuges de los ascendientes, descen- 
dientes y hermanos del deudor. 


d) Las personas que hubieran convivido con el 
deudor en los últimos dos años, salvo que sean 
titulares de créditos de naturaleza salarial. 


N 
A 


En el caso de las personas jurídicas: 


a) Los socios ilimitadamente responsables y los 
socios y accionistas limitadamente responsa- 
bles, que sean titulares de más del 20% del ca- 
pital social. 


b) Los administradores de derecho o de hecho y 
los liquidadores, así como quienes lo hubieran 
sido dentro de los dos años anteriores a la de- 
claración de concurso. 


c) Las sociedades que formen parte de un mismo 
grupo de sociedades. Se entenderá que existe 
un grupo de sociedades cuando una sociedad 
se encuentre sometida al poder de dirección de 
otra o cuando varias sociedades resulten so- 
metidas al poder de dirección de una misma 
persona física o jurídica o de varias personas 
que actúen sistemáticamente en concierto. 


3.- También tendrán esta consideración los cesio- 
narios o adjudicatarios de créditos pertenecientes ori- 
ginariamente a las personas especialmente relacio- 
nadas con el deudor, que hubieran sido adquiridos en 
los dos años anteriores a la declaración de concurso. 


Artículo 113. (Cancelación de las garantías).- Si 
el acreedor declarado especialmente relacionado con 
el deudor no recurriera la resolución judicial aprobato- 
ria de la lista de acreedores, el Juez del concurso dis- 
pondrá, cuando corresponda, la cancelación de todas 
las garantías de dicho crédito inscritas en los Regis- 
tros Públicos. 
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Si el acreedor recurriera dicha resolución, se esta- 
rá a lo que resulte del recurso. 


Artículo 114. (Créditos del Estado y de los entes 
públicos).- El Estado, los Gobiernos Departamentales, 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados y 
las personas públicas no estatales y demás entes pú- 
blicos participarán en el concurso por los créditos que 
mantengan contra el deudor, pudiendo intervenir en 
los órganos y procedimientos concursales y votar O 
consentir las propuestas de convenio o de acuerdo 
privado de reorganización con cualquiera de los con- 
tenidos propuestos por el deudor, cuando la participa- 
ción en la votación de los mismos corresponda a la 
naturaleza de su crédito. 


Los certificados, comprobantes o cualquier otro 
documento o constancia de hallarse al día en el cum- 
plimiento de obligaciones tributarias o paratributarias 
exigidos por la ley para la celebración de determina- 
dos negocios jurídicos o para la registración, eficacia 
o perfeccionamiento de los mismos, no serán requeri- 
dos en caso de concurso ni implicarán un obstáculo 
para la liquidación de la masa activa. 


En ningún caso los registros exigirán la presenta- 
ción de estos certificados para registrar la transferen- 
cia de los bienes realizada en el marco del procedi- 
miento concursal. 


TÍTULO VI 
JUNTA Y COMISIÓN DE ACREEDORES 
Capítulo | 
Junta de Acreedores 


Artículo 115. (Constitución de la Junta de Acree- 
dores).- La Junta de Acreedores se reunirá en el lu- 
gar, día y hora fijados en la sentencia de declaración 
de concurso bajo la presidencia del Juez del Concur- 
so. 


Las Juntas de Acreedores sólo podrán prorrogarse 
con carácter excepcional. La solicitud de prórroga 
planteada por el deudor, será resuelta por el Tribunal 
en audiencia, atendiendo el voto mayoritario de los 
acreedores concursales presentes. 


El Actuario del Juzgado de concurso actuará como 
secretario de la Junta. 


La inasistencia del Síndico o del Interventor, sin 
justa causa, será sancionada por el Juez con multa 
de hasta el cinco por ciento del total del pasivo con- 
cursal. 


La Junta se considerará válidamente constituida 
cualquiera que sea el número de acreedores y el por- 
centaje de pasivo concurrentes, asista o no el deudor. 


Artículo 116. (Prórroga de las sesiones).- - En ca- 
so de ser imposible agotar el orden del día en la se- 
sión de un sólo día, el presidente podrá acordar la 
prórroga de las sesiones de la Junta de Acreedores 
durante uno o más días hábiles consecutivos. 


Artículo 117. (Deber de asistencia personal del 
deudor).- El deudor deberá asistir personalmente a la 
Junta de Acreedores y permanecer hasta su termina- 
ción, salvo dispensa del Juez. En caso de personas 
jurídicas, el deber de asistencia corresponde a los 
administradores o liquidadores que tengan poder de 
representación. 


Artículo 118. (Derecho de asistencia).- Todos los 
acreedores concursales cuyos créditos hubiesen sido 
verificados tendrán derecho de asistencia a la Junta. 


El presidente podrá autorizar la asistencia de 
cualquier otra persona que juzgue conveniente. La 
Junta de Acreedores podrá revocar esta autorización 
en cualquier momento. 


Artículo 119. (Representación voluntaria de los 
acreedores).- Los acreedores podrán hacerse repre- 
sentar en la Junta por medio de otra persona, sea o 
no acreedor. 


No será válida la representación conferida al deu- 
dor o a personas especialmente relacionadas con 
éste, sean o no acreedores. 


La facultad del representante de asistir a la Junta 
de Acreedores comprende la de votar en ella en 
nombre del representado. 


Artículo 120. (Representación legal de pequeños 
acreedores).- Los pequeños acreedores ordinarios 
que no asisten a la Junta serán representados legal- 
mente por el Síndico o Interventor a los solos efectos 
de la consideración y votación de la propuesta de 
convenio presentada por el deudor. 


Se consideran pequeños acreedores aquellos que 
sean titulares de un crédito por importe inferior a Ul 
50.000 (Unidades Indexadas cincuenta mil) y los que, 
aún superando esa cifra, sean titulares de un crédito 
inferior al cociente de dividir por diez mil el total del 
pasivo. 


En ningún caso tendrán la consideración de pe- 
queños acreedores el Estado, los demás entes públi- 
cos, las entidades de intermediación financiera, las 
compañías de seguros, y las sociedades administra- 


Martes 1? de julio de 2008 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


135 


doras de fondos de ahorro previsional y de fondos de 
inversión. 


Artículo 121. (Lista de asistentes).- Antes de en- 
trar en el orden del día, el secretario confeccionará la 
lista de asistentes, en la que hará constar la identidad 
de cada uno de éstos, así como el importe y la califi- 
cación de los créditos de que fuera titular. Si el acree- 
dor asistiera por medio de representante voluntario o 
fuera representado legalmente por el Síndico o el In- 
terventor, se consignará esta circunstancia en el acta, 
con indicación de la identidad del representante. 


Artículo 122. (Orden del día).- La Junta de Acreedo- 
res considerará necesariamente el siguiente orden del 
día: 


1.- Informe del Síndico o del Interventor. 


2.- Propuesta de convenio, si se hubiera presenta- 
do. 


3.- Nombramiento de la Comisión de acreedores. 


Artículo 123. (Informe del Síndico o del Interven- 
tor).- El informe del Síndico o del Interventor tendrá el 
siguiente contenido: 


1.- Memoria explicativa de la historia económica y 
jurídica del deudor, de la actividad o actividades a que 
se dedica o hubiera dedicado y de las oficinas, esta- 
blecimientos y explotaciones de que fuera titular, así 
como de las causas del estado en que se encuentra. 


2.- Estado de la contabilidad del deudor, con ex- 
presión de las infracciones legales y reglamentarias 
en que hubiera incurrido. 


3.- Memoria de la tramitación del concurso de 
acreedores, con expresión de las principales resolu- 
ciones y actuaciones realizadas por el Síndico o el 
Interventor. 


4.- En caso de que, en el momento de la declara- 
ción de concurso, el activo fuera inferior al pasivo, el 
informe contendrá la relación de los bienes y dere- 
chos que deban ser objeto de reintegración a la masa 
activa, con expresión de la causa y de la persona o 
personas a las que afecte o pueda afectar la revoca- 
ción. Si ya se hubiesen ejercitado acciones de inte- 
gración de la masa activa, así se indicará expresa- 
mente. 


5.- La forma más conveniente de proceder a la li- 
quidación de la masa activa, para el caso de que no 
se apruebe un convenio entre el deudor y sus acree- 
dores ni se logre realizar la venta en bloque de la em- 
presa en funcionamiento. 


6.- La tasación a valor de liquidación de la empre- 
sa en partes. Dicha tasación deberá ser realizada por 
el Síndico con el asesoramiento de un experto inde- 
pendiente, aprobado por el Tribunal del concurso, a 
su costo. La tasación deberá expresarse en Unidades 
Indexadas. 


Artículo 124, (Derecho de información de los 
acreedores).- El informe del Síndico o del Interventor, 
a ser considerado en la Junta de Acreedores deberá 
ser presentado al Juzgado con una anticipación mí- 
nima de treinta días a la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores, quedando de manifiesto el mismo, a dis- 
posición de los acreedores, los que podrán solicitar, a 
su costa, copia de estas actuaciones. 


Artículo 125. (Adopción de resoluciones).- Sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 144, la adop- 
ción de decisiones por la Junta de Acreedores reque- 
rirá el voto a favor de acreedores quirografarios que 
representen una porción del pasivo del deudor con 
derecho a voto superior a la que vote en contra, 
siempre que los votos favorables representen, como 
mínimo, la cuarta parte del pasivo quirografario del 
deudor, deducida la parte correspondiente a los 
acreedores sin derecho de voto. 


La votación será nominal y pública, en el orden en 
que los acreedores figuren en la lista aprobada por el 
Juez. 


Las decisiones de la Junta de Acreedores no se- 
rán impugnables, sin perjuicio de la posibilidad de re- 
currir la decisión judicial que las homologue. 


Artículo 126. (Acreedores sin derecho de voto).- 
No tendrán derecho de voto en la Junta de Acreedo- 
res: 


1.- Las personas especialmente relacionadas con 
el deudor, mencionadas en el artículo 112. 


2.- Los acreedores quirografarios cuyos créditos 
se encuentren adecuadamente garantizados con de- 
rechos reales de garantía sobre bienes o derechos de 
terceros, o en cualquier otra forma. 


3.- Los acreedores que, después de la declaración 
judicial del concurso, hubieran adquirido el crédito por 
actos intervivos, salvo que la adquisición hubiera te- 
nido lugar a título universal o como consecuencia de 
ejecución judicial o extrajudicial. 

4.- Los acreedores en situación de conflicto de in- 
tereses. 


Artículo 127. (Voto de los acreedores privilegia- 
dos).- El acreedor privilegiado que vote en la Junta de 
Acreedores se entenderá que renuncia a su privilegio 
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general o especial, transformándose en un acreedor 
quirografario. 


Si un mismo acreedor fuera titular de créditos qui- 
rografarios y privilegiados, se entenderá que vota ex- 
clusivamente por los créditos quirografarios, salvo 
que, al emitir el voto, manifieste que vota por la totali- 
dad de los créditos. 


Artículo 128. (Acta de la Junta de Acreedores).- 
El secretario extenderá acta de la Junta, en la que se 
contendrá una relación de lo acaecido en ella, los 
votos emitidos por cada acreedor y los acuerdos 
adoptados. Cualquiera que fuera el número de sesio- 
nes se levantará una sola acta. 


Los asistentes tendrán derecho a que conste en el 
acta el sentido de sus intervenciones y que se adjun- 
ten a ella los escritos que presenten si no figurasen 
ya en los autos. 


Artículo 129. (Aprobación judicial de las resolu- 
ciones de la Junta).- Los acuerdos de la Junta de 
Acreedores deberán ser homologados por el Juez del 
concurso. 


Capítulo ll 
Comisión de Acreedores 


Artículo 130. (Comisión de Acreedores).- La Junta 
de Acreedores podrá nombrar una Comisión de 
Acreedores, compuesta de tres miembros titulares y 
tres suplentes preferenciales. 


Artículo 131. (Elección de los miembros de la 
Comisión de Acreedores).- Cada uno de los miem- 
bros titulares y suplentes de la Comisión de Acreedo- 
res se elegirá mediante votación. 


Serán elegidos miembros titulares de la Comisión 
de Acreedores aquellos tres acreedores que obten- 
gan un voto favorable representativo de mayor pro- 
porción del pasivo quirografario. 


Serán elegidos miembros suplentes de la Comi- 
sión de Acreedores, por su orden, los acreedores que 
le sigan en la votación. 


Cada acreedor votará asignando el importe de su 
participación en el pasivo quirografario de la masa 
pasiva a los candidatos, pudiendo optar por adjudicar 
todo el monto de su crédito a uno solo o distribuirlo 
entre varios. 


Artículo 132. (Oposición a la aprobación judicial 
de la Comisión de Acreedores).- Cualquier acreedor 
podrá oponerse a la aprobación judicial de la elección 
de los miembros de la Comisión de Acreedores ale- 
gando infracción a la Ley. 


Artículo 133. (Aceptación).- Los miembros titula- 
res y suplentes de la Comisión de Acreedores debe- 
rán manifestar su aceptación o rechazo dentro de las 
veinticuatro horas de haber sido designados. En caso 
de rechazo de la designación se completará la lista 
con los acreedores que hubieran seguido en número 
de votos. En caso de falta de manifestación se pre- 
sumirá que el acreedor ha aceptado el cargo y asu- 
me, a partir de ese momento, los cometidos y respon- 
sabilidades inherentes al mismo. 


Artículo 134. (Carácter gratuito del cargo).- Los 
cargos de miembros titulares y suplentes de la Comi- 
sión de Acreedores serán gratuitos. 


Los miembros titulares de la Comisión de Acree- 
dores tendrán derecho a ser reembolsados de los 
gastos en que incurran por razón del ejercicio del car- 


go. 


Artículo 135. (Vacantes en la Comisión de Acree- 
dores).- Las vacantes que se produzcan entre los 
miembros titulares de la Comisión de Acreedores se- 
rán cubiertas por los suplentes en el orden por el que 
hubieran sido elegidos. 


Agotada la lista de suplentes, las vacantes serán 
cubiertas por el Juez del concurso. 


Artículo 136. (Funcionamiento de la Comisión de 
Acreedores).- La Comisión de Acreedores tendrá los 
cometidos que le asigna la presente ley, adoptando 
sus decisiones por mayoría de sus integrantes. 


El régimen de organización y funcionamiento de la 
Comisión de Acreedores será establecido por la pro- 
pia Comisión y, si no existiera acuerdo, por el Juez 
del concurso. 


Artículo 137. (Separación de los miembros de la 
Comisión de acreedores).- Cuando exista justa causa, 
el Juez, actuando de oficio o a petición de cualquiera 
de las personas legitimadas para solicitar la declara- 
ción de concurso, del Síndico o del Interventor podrá 
separar del cargo a los miembros de la Comisión de 
Acreedores. 


TÍTULO VII 
CONVENIO 
Capítulo | 
Propuesta de convenio 


Artículo 138. (Presentación de la propuesta).- 
Con una anticipación no menor de sesenta días a la 
fecha de la Junta de Acreedores, el deudor podrá 
presentar al Juez del concurso una o varias propues- 
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tas de convenio, acompañadas de un plan de conti- 
nuación o de liquidación. 


El plan de continuación deberá contener un cuadro 
de financiamiento, en el que se describirán los recur- 
sos necesarios para la continuación total o parcial de 
la actividad profesional o empresarial del deudor du- 
rante el período de cumplimiento del convenio, así 
como sus diferentes orígenes. El plan deberá incluir 
una fórmula de pago a los acreedores con privilegio 
especial. 


La propuesta deberá estar firmada por el deudor y, 
en caso de personas jurídicas, por todos los adminis- 
tradores o liquidadores, acompañando testimonio de 
la resolución social aprobando la presentación de la 
propuesta. Si faltara la firma de alguno de ellos, se 
indicará en el documento, con expresión de la causa. 


En el caso que la propuesta implique obligaciones 
de pago a cargo de cualquiera de los acreedores o de 
terceros, el documento en el que conste deberá con- 
tener, además de la firma o firmas requeridas prece- 
dentemente, la de quienes pudieran resultar obliga- 
dos. 


Artículo 139. (Contenido de la propuesta).- La 
propuesta podrá consistir en quitas y/o esperas, ce- 
sión de bienes a los acreedores, constitución de una 
sociedad con los acreedores quirografarios, capitali- 
zación de pasivos, creación de un fideicomiso, reor- 
ganización de la sociedad, administración de todo o 
parte de los bienes en interés de los acreedores o te- 
ner cualquier otro contenido lícito, incluso el previsto 
en el numeral segundo del artículo 174 de la presente 
Ley, o cualquier combinación de las anteriores. 


Artículo 140. (Prohibición de propuestas condi- 
cionales).- Las propuestas que sometan la eficacia 
del convenio a cualquier clase de condición se ten- 
drán por no presentadas. 


Se exceptúa de lo dispuesto precedentemente el 
caso de concurso de sociedades del mismo grupo, en 
que la propuesta que presente cualquiera de ellas 
podrá condicionarse a la aprobación judicial del con- 
venio de una o varias sociedades del mismo grupo. 


Artículo 141. (Irrevocabilidad e inmodificabilidad 
de las propuestas).- El deudor no podrá revocar la 
propuesta o las propuestas de convenio que hubiera 
presentado. 


El deudor sólo podrá modificar la propuesta o pro- 
puestas de convenio que hubiera presentado si las 
modificaciones cumplen acumulativamente con los si- 
guientes requisitos: 


1.- No alteran sustancialmente la propuesta. 


2.- Comportan condiciones más favorables para 
todos los acreedores quirografarios o para algunos de 
ellos. 


3.- Se introducen con una anticipación mínima de 
quince días a la fecha fijada para la Junta de Acree- 
dores. 


Artículo 142. (Informe especial sobre el plan de 
continuación o de liquidación).- En el caso de que el 
deudor hubiera presentado propuesta de convenio, el 
Síndico o el Interventor deberá emitir un informe es- 
pecial sobre la viabilidad del plan de continuación o 
de liquidación, el cual deberá ser presentado al Juz- 
gado y puesto a disposición de los acreedores con 
una anticipación mínima de quince días a la fecha 
prevista para la celebración de la Junta de Acreedo- 
res. 


En caso que se hubieran modificado la propuesta 
O propuestas de convenio, el Síndico o el Interventor 
deberá ampliar su informe, el cual deberá ser puesto 
a disposición de los acreedores con una anticipación 
mínima de cinco días a la fecha fijada para la cele- 
bración de la Junta. 


Capítulo ll 
Consideración y votación de la propuesta 


Artículo 143. (Consideración de la propuesta).- La 
propuesta o propuestas de convenio presentadas por 
el deudor, el plan de continuación o de liquidación y el 
informe especial que sobre este plan hubiera emitido 
el Síndico o el Interventor serán considerados por la 
Junta de Acreedores. 


En el caso de que el deudor hubiere presentado 
varias propuestas de convenio, las mismas serán 
consideradas en un mismo acto de votación, siendo 
aceptada la que hubiera recibido mayor número de 
adhesiones. En caso de igualdad de votos entre dos o 
más propuestas, se procederá a una segunda vota- 
ción respecto a ellas para definir la que habrá de 
aceptarse. 


Artículo 144. (Mayorías necesarias para la acep- 
tación de la propuesta).- Para que la propuesta de 
convenio se considere aceptada, será necesario que 
voten a favor de la misma acreedores que represen- 
ten, como mínimo, la mayoría del pasivo quirografario 
del deudor. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior: 
(A) cuando la propuesta de convenio implique el otor- 
gamiento de quitas superiores al cincuenta por ciento 
del monto de los créditos quirografarios y/o plazos de 
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pago superiores a diez años, será necesario que vo- 
ten a favor de la misma, acreedores quirografarios 
que representen las dos terceras partes del pasivo 
quirografario con derecho a voto, (B) cuando la pro- 
puesta de convenio consista en el pago íntegro de los 
créditos quirografarios en plazo no superior a dos 
años o en el pago inmediato de los créditos quirogra- 
farios vencidos con quita inferior al veinticinco por 
ciento, será suficiente que voten a favor acreedores 
que representen una porción del pasivo del deudor 
con derecho a voto superior a la que vote en contra, 
siempre que los votos favorables representen, como 
mínimo, la cuarta parte del pasivo quirografario del 
deudor, deducido el pasivo sin derecho a voto. 


Artículo 145. (Ventajas en favor de acreedores).- 
Cuando una propuesta contenga ventajas en favor de 
uno o varios acreedores o de una o varias clases de 
créditos, además de las mayorías establecidas en el 
artículo anterior, será necesario que voten a favor de 
la propuesta acreedores que representen una porción 
del pasivo no beneficiado superior a la correspon- 
diente a aquellos acreedores que hubieran votado en 
contra. 


Artículo 146. (Consentimiento individual de los 
acreedores).- Cuando la propuesta de convenio su- 
ponga nuevas obligaciones para uno o varios acree- 
dores, será necesario el consentimiento individual de 
los afectados, el cual deberá ser presentado antes de 
que la propuesta sea sometida a votación. 


No será necesario el consentimiento individual de 
los acreedores especialmente relacionados con el 
deudor cuando la propuesta prevea la conversión de 
los créditos de que fueran titulares esos acreedores 
en acciones o en participaciones sociales de la socie- 
dad deudora. 


Capítulo Ill 
Convenios de cesión de activo 


Artículo 147, (Cesión total o parcial de activo).- 
En caso de convenio de cesión total de activo en pa- 
go O para pago de los acreedores, se considerarán 
cedidos los bienes y derechos que figuren en el in- 
ventario aprobado por el Juez del concurso. 


En caso de convenio de cesión parcial de activo, 
la propuesta deberá ir acompañada de la relación de 
los bienes o derechos objeto de la cesión. 


En todos los casos deberán previamente salva- 
guardarse los derechos de los acreedores privilegia- 
dos. 


Artículo 148. (Convenio de cesión en pago).- 
Cuando la propuesta de convenio tenga como objeto 
la cesión total o parcial del activo en pago a acreedo- 
res, será necesario el consentimiento individual de los 
cesionarios. 


Artículo 149. (Convenio de cesión para pago).- 
Cuando la propuesta de convenio tenga como objeto 
la cesión total o parcial de activo para pago de los 
acreedores, deberá establecerse el plazo máximo pa- 
ra la enajenación, el cual no podrá ser superior a dos 
años. 


Salvo pacto en contrario, la facultad de enajenar 
se considerará atribuida al Síndico o al Interventor. 


Artículo 150. (Convenio de asunción del pasivo).- 
Salvo pacto en contrario, en caso de convenio de ce- 
sión total o parcial del activo a un acreedor o a un ter- 
cero, con obligación de pagar por cuenta del deudor a 
los acreedores quirografarios y subordinados la totali- 
dad o parte de los créditos, se considerarán cedidas 
las acciones de reintegración de la masa activa. 


Salvo pacto en contrario, el cesionario no asumirá 
responsabilidad alguna por los créditos que, en el 
momento de la presentación de la propuesta de con- 
venio, no hubieran solicitado verificación, cuando la 
misma sea necesaria. 


Capítulo IV 
Aprobación judicial del convenio 
Sección 1 
Oposición a la aprobación del convenio 


Artículo 151. (Legitimación para la oposición).- 
Podrán oponerse a la aprobación judicial del conve- 
nio: 


1.- Los acreedores que hayan sido privados ilegí- 
timamente del derecho de voto y los que hayan vota- 
do en contra la propuesta de convenio. 


2.- El Síndico o el Interventor. 


Artículo 152. (Causas de oposición).- Cualquiera 
de los legitimados previstos en el artículo anterior po- 
drán oponerse a la aprobación judicial del convenio 
alegando infracción legal en la constitución o en la 
celebración de la Junta o en el contenido del conve- 
nio. Para que un acreedor asistente a la Junta pueda 
oponerse por infracción legal en la constitución o en 
la celebración de la junta será necesario además que 
haya denunciado la infracción durante la Junta o en el 
momento en que se hubiera producido. 
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El acreedor o acreedores que represente, por lo 
menos, el diez por ciento del pasivo quirografario del 
deudor y el Síndico o Interventor podrán oponerse 
además a la aprobación judicial del convenio alegan- 
do alguna de las siguientes causas: 


1.- Que el voto o los votos decisivos para la acep- 
tación de la propuesta han sido emitidos por quien no 
era titular real del crédito o han sido obtenidos me- 
diante maniobras que afecten o puedan afectar a la 
paridad de trato entre los acreedores quirografarios. 


2.- Que el cumplimiento del convenio es objetiva- 
mente inviable. 


Artículo 153. (Plazo de oposición).- El plazo de 
oposición será de cinco días a contar desde el si- 
guiente al de la conclusión de la Junta de Acreedores. 


Artículo 154. (Aprobación judicial en caso de falta 
de oposición).- Transcurrido el plazo a que se refiere 
el artículo anterior sin que se hubiere formulado opo- 
sición, el Juez dictará auto en el primer día hábil 
posterior aprobando el convenio de acreedores. 


Artículo 155. (Procedimiento en caso de oposi- 
ción).- En caso de haberse formulado oposiciones, 
una vez tramitado el incidente, el Juez dictará senten- 
cia aprobando o no el convenio, sin que en ningún 
caso pueda modificarlo. 


Si el convenio no hubiera sido aprobado por in- 
fracción legal en la constitución o en la celebración de 
la Junta, en la misma sentencia el Juez convocará 
una nueva Junta para someter a votación la pro- 
puesta que hubiera obtenido mayoría en la anterior, la 
cual habrá de celebrarse dentro del mes siguiente al 
de la fecha de la sentencia. La convocatoria de la 
nueva Junta será objeto de la misma publicidad que 
la sentencia de declaración de concurso. 


Artículo 156. (Publicidad de la aprobación judicial 
del convenio).- La resolución judicial por la que se 
apruebe el convenio, una vez firme, será objeto de la 
misma publicidad que la sentencia de declaración de 
concurso. 


Sección 2 
Efectos de la aprobación judicial del convenio 


Artículo 157. (Vigencia de los efectos).- El conve- 
nio producirá sus efectos a partir de la fecha en que 
alcance firmeza la resolución judicial que lo hubiera 
aprobado. 


Artículo 158. (Ámbito subjetivo del convenio).- El 
convenio será obligatorio para el deudor y para los 
acreedores quirografarios y subordinados cuyos cré- 


ditos fueran anteriores a la declaración judicial de 
concurso, incluidos los que, por cualquier causa, no 
hubieran sido verificados. 


Artículo 159. (Efecto novatorio sobre los crédi- 
tos).- Por virtud del convenio, los créditos quirografa- 
rios y subordinados quedarán definitivamente extin- 
guidos en la parte en que se hubiera hecho condona- 
ción al deudor, salvo que en el propio convenio se 
disponga lo contrario o que la sentencia de califica- 
ción condene a la cobertura de la totalidad o parte del 
déficit patrimonial. 


Los créditos quirografarios y subordinados serán 
exigibles conforme a lo pactado, salvo que la senten- 
cia de calificación condene a la cobertura de la totali- 
dad o parte del déficit patrimonial. 


Artículo 160. (Subsistencia de las garantías per- 
sonales).- Los acreedores que no hayan votado a fa- 
vor de la propuesta de convenio, conservarán las ac- 
ciones que les correspondan por la totalidad de los 
créditos contra los obligados solidarios y contra los 
fiadores o avalistas del deudor. 


Artículo 161. (Efecto extintivo de la suspensión o 
de la limitación de la legitimación del deudor para dis- 
poner y obligar a la masa del concurso).- A partir del 
momento en que alcance firmeza la resolución judicial 
de aprobación del convenio, cesará la suspensión o la 
limitación de la legitimación del deudor para disponer 
y obligar a la masa del concurso, salvo que en el pro- 
pio convenio se disponga lo contrario o que el Juez, 
en esa misma resolución, hubiera acordado la prórro- 
ga de la suspensión o de la limitación, la cual en nin- 
gún caso podrá ser superior a tres meses. 


Artículo 162. (Convocatoria a la asamblea de so- 
cios o accionistas).- Si el deudor fuera una persona 
jurídica que tuviera suspendida su legitimación para 
disponer y obligar a la masa del concurso, el Síndico, 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que 
alcance firmeza la resolución judicial de aprobación 
del convenio, convocará a la asamblea de socios o 
accionistas para el nombramiento de administradores 
o de liquidadores. 


Capítulo V 
Adhesiones a la propuesta de convenio 


Artículo 163. (Presentación del convenio).- Antes 
de la celebración de la Junta de Acreedores, el deu- 
dor podrá presentar adhesiones a una propuesta de 
convenio suscrita por acreedores que representen la 
mayoría del pasivo quirografario del deudor con dere- 
cho a voto. Cuando la propuesta de convenio impli- 
que el otorgamiento de quitas superiores al cincuenta 
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por ciento del monto de los créditos quirografarios y/o 
plazos de pago superiores a diez años, será necesa- 
rio contar con adhesiones a la misma de acreedores 
quirografarios que representen las dos terceras partes 
del pasivo quirografario con derecho a voto. 


En este caso, luego de haber recaído aprobación 
judicial de la lista de acreedores, el Juez dispondrá la 
suspensión de la Junta y abrirá plazo de oposición 
para la aprobación del convenio. 


Artículo 164. (Procedimiento de aprobación del 
convenio).- La resolución judicial que suspenda la 
junta mandará publicar un extracto de la propuesta de 
convenio en el Diario Oficial, por el plazo de tres días, 
convocando a los acreedores concursales a presentar 
sus oposiciones en el plazo de veinte días a partir de 
la última publicación. Esta publicación será ordenada 
y tramitada directamente por el Juzgado dentro de las 
veinticuatro horas de dispuesta por el Juez. El texto 
íntegro de la propuesta estará, en todo momento, a 
disposición de los acreedores en la sede del Tribunal. 


Podrán oponerse a la aprobación del convenio los 
acreedores quirografarios y subordinados del deudor, 
con excepción de aquellos que lo hubieran suscripto, 
y el Síndico o Interventor, por cualquiera de las cau- 
sales previstas en el artículo 152. 


Transcurrido el plazo legal sin que se hubiera for- 
mulado oposición, el Juez dictará auto en el primer 
día hábil posterior aprobando el convenio de acreedo- 
res. 


En caso de mediar oposiciones, las mismas se 
tramitarán por el procedimiento previsto en el ar- 
tículo 155 y la decisión que apruebe o rechace el 
convenio tendrá los efectos previstos en los ar- 
tículos 157 a 162. 


Capítulo VI 
Cumplimiento e incumplimiento del convenio 


Artículo 165. (Información sobre cumplimento del 
convenio).- Cada seis meses a contar desde la fecha 
en que hubiera adquirido firmeza la resolución judicial 
de aprobación del convenio, el deudor emitirá informe 
sobre el estado de cumplimiento de ese convenio, 
que entregará al Juez del concurso y a la Comisión 
de Acreedores. 


Sin perjuicio de esto, el deudor deberá informar 
del estado de cumplimiento del convenio a la Comi- 
sión de Acreedores cada vez que sea requerido por 
ésta. 


Artículo 166. (Cumplimiento del convenio).- Una 
vez cumplido íntegramente el convenio, el deudor 


presentará al Juez solicitud de conclusión del concur- 
so de acreedores, acompañando los documentos que 
lo acrediten. 


Artículo 167. (Apertura de la liquidación por in- 
cumplimiento del convenio).- En caso de incumpli- 
miento del convenio, cualquier acreedor podrá solici- 
tar del Juez del concurso la apertura de la liquidación 
de la masa activa. 


A petición del solicitante, el Juez del concurso po- 
drá adoptar las medidas cautelares que considere ne- 
cesarias para asegurar la integridad de la masa acti- 
va. Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el incumplimiento o desestimada la so- 
licitud. 


Si el Juez considera acreditado el incumplimiento 
del convenio, dictará sentencia declarando incumplido 
el convenio y ordenando la liquidación de la masa ac- 
tiva. 


En la misma sentencia el Juez suspenderá la legi- 
timación del deudor para disponer y obligar a la masa 
del concurso. 


TÍTULO VIII 
LIQUIDACIÓN Y PAGO 
Capítulo | 
Liquidación de la masa activa 


Artículo 168. (Apertura de la liquidación).- El Juez 
del concurso ordenará la liquidación de la masa activa 
en los siguientes casos: 


1.- Cuando el deudor así lo pida en la solicitud de 
declaración judicial de concurso. 


2.- En caso de falta de presentación o de acepta- 
ción de la propuesta de convenio por la Junta de 
Acreedores. 


3.- En caso de falta de aprobación judicial del con- 
venio. 


4.- En caso de incumplimiento del convenio. 


5.- Cuando, en cualquier estado del procedimien- 
to, así lo soliciten, en la Junta de Acreedores o fuera 
de ella, acreedores que representen la mayoría de los 
créditos quirografarios con derecho a voto. 


Artículo 169. (Resolución de liquidación de la ma- 
sa activa).- la resolución judicial que ordene la liqui- 
dación contendrá necesariamente los siguientes pro- 
nunciamientos: 


1.- La suspensión de la legitimación del deudor pa- 
ra disponer y obligar a la masa del concurso, con 
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nombramiento del Interventor como Síndico. Si el 
deudor ya tuviera suspendida la legitimación para 
disponer y obligar a la masa del concurso, continuará 
el Síndico nombrado. 


2.- Fecha de la licitación para la adquisición en 
bloque de la empresa en funcionamiento, que no po- 
drá superar los 90 días de decretada la liquidación, y 
pliego conteniendo las bases del llamado a licitación 
para la explotación de la empresa, aprobado por el 
Tribunal a propuesta del Síndico (artículo 172). La fe- 
cha de la licitación podrá ser prorrogada en forma ex- 
cepcional y por una única vez hasta por noventa días. 


3.- Si el deudor fuera persona jurídica, la resolu- 
ción contendrá, además, la declaración de disolución 
de la persona jurídica deudora y el cese de los admi- 
nistradores. 


La resolución judicial que ordene la liquidación de 
la masa activa se notificará a los miembros de la Co- 
misión de Acreedores y se inscribirá y publicará en 
igual forma que la sentencia de declaración del con- 
curso. 


Deberá comenzar a ejecutarse inmediatamente 
aunque no sea firme. 


Artículo 170. (Efectos de la apertura de la liquida- 
ción).- La apertura de la liquidación de la masa activa 
producirá el vencimiento anticipado de todos los cré- 
ditos anteriores a la declaración judicial de concurso. 


Será además justa causa para la resolución antici- 
pada de los contratos celebrados por el deudor con 
obligaciones total o parcialmente pendientes de eje- 
cución. El crédito correspondiente a la indemnización 
por los daños y perjuicios que cause la resolución, fi- 
jado por el Juez, tendrá la consideración de crédito 
concursal. 


Artículo 171. (Venta en bloque de la empresa en 
funcionamiento).- En todos los casos se procurará en 
primer lugar la venta en bloque de la empresa en fun- 
cionamiento. 


Artículo 172. (Venta en bloque de la empresa).- 
Se procederá a subastar la empresa en funciona- 
miento mediante proceso licitatorio en las condiciones 
que establezca la reglamentación que oportunamente 
dicte el Poder Ejecutivo, sobre las siguientes bases: 


(A) En los pliegos de condiciones se establecerán 
requisitos mínimos para la aceptación de los 
postulantes, vinculados a sus antecedentes 
comerciales, situación patrimonial, garantías de 
mantenimiento de oferta, ausencia de vínculos 


especiales con el deudor (artículo 112) y de- 
más aspectos vinculados a la selección de ofe- 
rentes calificados para la continuidad del giro 
empresarial. 


(B) Podrán formularse ofrecimientos por parte de la 
Cooperativa de Trabajadores de la empresa 
subastada que se constituya, la que podrá ha- 
cer valer en su oferta los créditos laborales a 
ser renunciados por sus miembros. 


(C) Se abrirá un período para la formulación de 
ofertas, las que no serán inferiores al 50% del 
valor de tasación de la empresa (artículo 123 
numeral 6). Se aceptará la mayor oferta al 
contado, salvo que acreedores que representen 
el 75% del pasivo quirografario acepten una 
oferta a crédito superior, siempre que la misma 
no implique perjuicios en los derechos de los 
acreedores privilegiados. 


La venta la otorgará el Juez del Concurso y éste 
hará la tradición (artículo 770 del Código Civil). 


Artículo 173. (Efectos de la Adjudicación).- la ad- 
judicación será título hábil suficiente para la transmi- 
sión de la propiedad de los bienes referida en el ar- 
tículo anterior, en las condiciones establecidas en el 
artículo 177, y atodos los efectos registrales. 


Artículo 174. (Liquidación por partes de la masa 
activa).- En caso de no lograrse la venta en bloque de 
la empresa en funcionamiento ya sea al contado o a 
crédito, el Síndico presentará a la Comisión de 
Acreedores un proyecto actualizado de liquidación, 
dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la 
resolución judicial que declare desierta la licitación, en 
el que se determinarán para cada clase de bienes y 
derechos que integran la masa activa, las reglas par- 
ticulares conforme a las cuales deberán enajenarse. 


Si el proyecto fuera aprobado por la Comisión, la 
enajenación de los bienes y derechos se ajustará a lo 
determinado por el Síndico. Si no lo fuere o en todo lo 
no previsto en el proyecto, el Síndico procederá a 
enajenar la masa activa de acuerdo con las siguientes 
reglas: 


1.- En caso de existir diversas unidades producti- 
vas, las mismas se enajenarán como un todo, salvo 
que sea más conveniente para la masa la previa divi- 
sión o la realización aislada de los elementos que los 
componen, en cuyo caso, antes de proceder a su 
enajenación, deberá emitirse un informe justificativo. 


2.- En caso de que exista riesgo de que los crédi- 
tos laborales comprendidos en el numeral 1 del ar- 
tículo 110 no puedan ser satisfechos en su totalidad, 
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el Juez previa vista al Síndico, podrá designar depo- 
sitaria de los bienes de la empresa, confiriendo fa- 
cultades de uso precario de los mismos, a una coope- 
rativa de trabajo que se constituya con la totalidad o 
parte del personal (Artículo 6” de la Ley N* 17.794). 


Los créditos laborales privilegiados que pudieren 
existir en la masa del concurso serán compensados 
y computados como aporte de los trabajadores a la 
cooperativa constituida. 


El Juez del concurso podrá disponer que el orga- 
nismo de seguridad social correspondiente vierta la 
suma de la indemnización por seguro de paro, a los 
efectos de que sea computada como aporte de los 
trabajadores. 


3.- Los bienes inmuebles, muebles y derechos de 
propiedad intelectual e industrial, se liquidarán de 
acuerdo con las disposiciones que regulan la vía de 
apremio. 


4.- Los valores que tengan oferta pública, se ne- 
gociarán, en los mercados formales en que los mis- 
mos tengan cotización. 


Antes de proceder a la liquidación, las reglas con- 
forme a las cuales debe proceder el Síndico a enaje- 
nar los bienes y derechos que integran la masa activa 
serán puestas en conocimiento del Juez del concurso. 


Artículo 175. (Liquidación anticipada de la masa 
activa).- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
anterior, en cualquier estado del procedimiento, en la 
Junta de Acreedores o fuera de ella, acreedores que 
representen la mayoría de los créditos quirografarios 
del deudor con derecho a voto podrán resolver la li- 
quidación de la masa activa del concurso en los tér- 
minos de los artículos 171 a 174. 


El Juez, previa vista al Síndico o Interventor y al 
deudor, dispondrá de inmediato la liquidación en la 
forma resuelta, transformando al Interventor en Síndi- 
co, si correspondiere. 


Artículo 176. (Bienes litigiosos).- La enajenación 
de los bienes o derechos cuya titularidad o disponibi- 
lidad se encuentre en litigio se realizará una vez re- 
caída resolución judicial firme, salvo decisión en con- 
trario de la Comisión de Acreedores. 


El Juez del concurso, oída la otra parte del litigio, 
podrá autorizar también la enajenación de bienes o 
derechos de imposible, de difícil o de muy costosa 
conservación o que corran peligro de sufrir grave de- 
terioro o de disminuir considerablemente de valor, 
antes de que recaiga resolución judicial firme. 


El producto de la enajenación se consignará a 
nombre de quien corresponda a las resultas del litigio. 


Artículo 177. (Pasivos del deudor vinculados a los 
activos, establecimiento o explotación).- No será de 
aplicación al adquirente de los activos del deudor, del 
establecimiento o de la explotación del deudor, ena- 
jenado en el proceso de liquidación de la masa activa, 
la responsabilidad que la ley pone a cargo de los su- 
cesores o adquirentes por obligaciones comerciales, 
laborales, municipales, tributarias o de cualquier otra 
naturaleza. 


Artículo 178. (Información sobre la liquidación). 
Cada seis meses a contar desde la fecha de la reso- 
lución judicial ordenando la liquidación de la masa ac- 
tiva, el Síndico emitirá un informe sobre el estado de 
la liquidación, que entregarán al Juez del concurso y 
la Comisión de Acreedores. 


Sin perjuicio de esto, el Síndico deberá informar 
sobre el estado de la liquidación a la Comisión de 
Acreedores cada vez que sea requerido por ésta. 


Artículo 179. (Separación del Síndico por prolon- 
gación indebida de la liquidación).- Transcurridos dos 
años desde la fecha de la resolución judicial ordenan- 
do la liquidación de la masa activa, sin que ésta hu- 
biera finalizado, cualquier interesado podrá solicitar al 
Juez del concurso la separación del Sindico y el nom- 
bramiento de uno nuevo. 


El Juez, previa audiencia del Síndico y de la Co- 
misión de Acreedores, decretará la separación y el 
nombramiento de nuevo Síndico si el informe de la 
Comisión de Acreedores fuera favorable a la separa- 
ción y, aunque no lo fuera, si no existiera justa causa 
para la dilación. 


El Síndico separado por prolongación indebida de 
la liquidación perderá el derecho a percibir las retribu- 
ciones devengadas, debiendo reintegrar a la masa 
activa las cantidades que, en concepto de retribución, 
hubiera percibido desde la resolución judicial de su 
designación. 


Artículo 180. (Solicitud de conclusión o de sus- 
pensión del concurso de acreedores).- Una vez que el 
producto obtenido en la liquidación de toda la masa 
activa haya sido íntegramente utilizado en el pago de 
los acreedores, el Síndico presentará solicitud de 
conclusión o de suspensión del concurso. 


Capítulo ll 
Pago a los acreedores 


Artículo 181. (Pago a los acreedores con privile- 
gio especial).- Los créditos con privilegio especial se 
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pagarán con el producido de la enajenación de los 
bienes gravados. 


Artículo 182. (Pago a los restantes acreedores).- 
En forma independiente del pago a los acreedores 
con privilegio especial, el Síndico pagará con el pro- 
ducido de la realización de los bienes que integran la 
masa activa, por su orden, a los acreedores con pri- 
vilegio general, a los acreedores quirografarios y a los 
acreedores subordinados. 


Artículo 183. (Orden de pago a los acreedores 
con privilegio general).- Si la masa activa que queda- 
ra una vez satisfechos los créditos con privilegio es- 
pecial fuera insuficiente para satisfacer todos los cré- 
ditos con privilegio general, el pago se realizará por el 
orden establecido en el artículo 110, a prorrata dentro 
de cada número. 


Artículo 184. (Pago a los acreedores quirografa- 
rios).- Los créditos quirografarios serán satisfechos a 
prorrata, conjuntamente con los créditos con privilegio 
especial en la parte que no hubieran sido satisfechos 
con el importe de los bienes gravados. 


Salvo autorización del Juez del concurso, oída la 
Comisión de Acreedores, el pago de los créditos qui- 
rografarios se realizará una vez íntegramente satisfe- 
chos los créditos privilegiados. 


Artículo 185. (Cuotas de los acreedores quiro- 
grafarios).- El pago de los créditos quirografarios se 
efectuará en función de la liquidez de que dispongan 
los síndicos mediante entrega de cuotas a cuenta de, 
por lo menos, el cinco por ciento del monto de los 
créditos. 


Artículo 186. (Reserva en favor de créditos condi- 
cionales y litigiosos).- Si existieran créditos condicio- 
nales o créditos litigiosos, el Síndico reservará las 
cantidades correspondientes para poder atender al 
pago en caso de cumplimiento de la condición o cum- 
plir la resolución que recaiga en el litigio. 


Artículo 187. (Pago a los acreedores subordina- 
dos).- El pago de los créditos subordinados se reali- 
zará una vez íntegramente satisfechos los créditos 
quirografarios. 


Si los fondos que quedaran una vez satisfechos 
los créditos quirografarios fueran insuficientes para 
satisfacer a todos los créditos subordinados, el pago 
se realizará por el orden establecido en el ar- 
tículo 111, a prorrata dentro de cada número. 


Artículo 188. (Remanente de la liquidación).- Si 
una vez pagados los créditos subordinados quedara 
un remanente, el Síndico lo distribuirá entre los 


acreedores con privilegio general y quirografarios, a 
prorrata de sus respectivos créditos, con un monto 
máximo equivalente a la tasa media de interés del 
Sistema Bancario para familias, por plazos mayores a 
un año, que publique el Banco Central del Uruguay 
para créditos en Unidades Indexadas o, en su defec- 
to, al interés legal computado sobre sus respectivos 
créditos, por el plazo que medió entre la declaración 
judicial del concurso y el pago de los mismos. 


Si todavía quedara un remanente se realizará si- 
milar operación con los créditos subordinados, en el 
orden previsto por la ley. 


Artículo 189. (Pago de créditos y vencimientos).- 
Si el pago de un crédito anterior a la declaración de 
concurso se efectuara antes de la fecha en que hu- 
biera vencido de no haberse producido la apertura de 
la liquidación, se hará por su valor actual, realizando 
el descuento que corresponda. 


A solicitud del Síndico, el Juez podrá autorizar el 
pago de créditos del deudor posteriores a la declara- 
ción de concurso que todavía no hubieran vencido, 
fijando el descuento que corresponda. 


Artículo 190. (Pago de crédito verificado en dos o 
más concursos de deudores solidarios).- En el caso 
de que el crédito hubiera sido verificado en dos o más 
concursos de deudores solidarios, la suma de lo per- 
cibido en todos los concursos no podrá exceder del 
importe del crédito. 


El Síndico podrá retener el pago hasta que el 
acreedor acredite fehacientemente lo percibido hasta 
la fecha en los concursos de los deudores solidarios. 
Una vez efectuado el pago, lo pondrán en conoci- 
miento del Síndico o Interventor de los demás con- 
cursos. 


El deudor solidario no podrá reclamar de los co- 
deudores mientras que el acreedor no haya sido ínte- 
gramente satisfecho. 


Artículo 191. (Derecho del acreedor sobre la 
cuota del deudor solidario).- El acreedor que, antes 
de la declaración de concurso, hubiera cobrado parte 
del crédito de un fiador o avalista o de un deudor soli- 
dario tendrá derecho a que le sea atribuida la cuota 
que a éstos corresponda en el concurso del deudor 
hasta cubrir el importe total de su crédito. 


TÍTULO IX 
CALIFICACIÓN DEL CONCURSO 


Artículo 192. (Clases de concursos).- El concurso 
de acreedores se calificará como culpable o como 
fortuito. 
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El concurso se calificará como culpable cuando en 
la producción o en la agravación de la insolvencia hu- 
biera existido dolo o culpa grave del deudor o, en ca- 
so de personas jurídicas, de sus administradores o de 
sus liquidadores, de derecho o de hecho. 


En los demás casos se calificará como fortuito. 


Artículo 193. (Presunciones absolutas de culpabi- 
lidad).- El concurso se calificará como culpable, ade- 
más, en los siguientes casos: 


1.- Cuando el deudor se hubiera alzado con la to- 
talidad o parte de sus bienes en perjuicio de sus 
acreedores o hubiera realizado cualquier acto de dis- 
posición patrimonial o generador de obligaciones con 
la finalidad de retrasar, dificultar o impedir la eficacia 
de un embargo en cualquier clase de ejecución que 
se hubiera iniciado o fuera de previsible iniciación. 


2.- Cuando durante los dos años anteriores a la 
fecha de declaración del concurso de acreedores los 
fondos o los bienes propios del deudor hubieran sido 
manifiestamente insuficientes o inadecuados para el 
ejercicio de la actividad o actividades a las que se hu- 
biera dedicado. 


3.- Cuando, antes de la declaración del concurso 
de acreedores, hubieran salido indebidamente del 
patrimonio del deudor bienes o derechos. 


4.- Cuando no hubiera llevado contabilidad de nin- 
guna clase, estando legalmente obligado a ello, o 
cuando hubiere llevado doble contabilidad o hubiere 
cometido falsedad en la contabilidad. 


5.- Cuando el deudor hubiera cometido falsedad 
en cualquiera de los documentos adjuntados a la soli- 
citud de declaración judicial de concurso o presenta- 
dos durante la tramitación del procedimiento. 


Artículo 194. (Presunciones relativas de culpabili- 
dad).- Se presume la existencia de culpa grave del 
deudor, salvo prueba en contrario, en los siguientes 
casos: 


1.- Cuando el deudor hubiera incumplido el deber 
de solicitar la declaración judicial de concurso. 


2.- Cuando el deudor hubiera incumplido el deber 
de cooperación con los órganos concursales, no les 
hubiera facilitado la información necesaria o conve- 
niente para el interés del concurso o no hubiera asis- 
tido a la Junta de Acreedores. 


3.- Cuando el deudor hubiera incumplido con su 
obligación de preparar, en tiempo y forma, los esta- 
dos contables anuales, estando legalmente obligado 
a ello. 


Artículo 195. (Cómplices).- Se consideran cómpli- 
ces las personas que, con dolo o con culpa grave, 
hubieran cooperado con el deudor o, en el caso de 
personas jurídicas deudoras, con los administradores 
y liquidadores a la realización de cualquier acto que 
hubiera producido o agravado la insolvencia. 


Artículo 196. (Formación del incidente de califica- 
ción).- En la misma resolución por la que apruebe el 
convenio u ordene la liquidación de la masa activa, el 
Juez del concurso mandará formar el incidente de ca- 
lificación, que se abrirá con la solicitud de declaración 
del concurso de acreedores y los documentos adjun- 
tos y con la sentencia que lo hubiera declarado. 


No procederá la formación del incidente de califi- 
cación cuando concurran acumulativamente las si- 
guientes condiciones: 


1.- El concurso de acreedores fuera voluntario. 


2.- El convenio aprobado permita la satisfacción 
íntegra de los créditos concursales en un plazo no 
superior a dos años o, en caso de liquidación, que de 
lo actuado resulte que el activo del deudor es sufi- 
ciente para satisfacer su pasivo. 


Artículo 197. (Comparecencia de los interesa- 
dos).- Dentro de los quince días siguientes a contar 
desde la publicación en el Diario Oficial de la resolu- 
ción judicial que ordene la formación del incidente de 
calificación, cualquier acreedor o persona que acre- 
dite un interés legítimo podrá comparecer ante el 
Juez del concurso, denunciando los hechos que con- 
sidere relevantes para la calificación del concurso 
como culpable. 


Artículo 198. (Informe del Síndico o del Interven- 
tor y dictamen del Ministerio Público).- Transcurrido el 
plazo a que se refiere el artículo anterior, el Síndico o 
el Interventor, dentro de los quince días siguientes, 
presentará al Juez del concurso un informe docu- 
mentado sobre los hechos relevantes para la califica- 
ción del concurso de acreedores, con propuesta de 
resolución. 


Si se propusiera que el Juez califique como culpa- 
ble el concurso, expresará la identidad de las perso- 
nas a las que debe afectar la calificación, así como la 
identidad de las personas a las que debe calificarse 
de cómplices, justificando la causa. 


Del informe del Síndico o del Interventor se dará 
traslado al Ministerio Público para que emita dictamen 
en el plazo de cinco días. Si el Ministerio Público no 
emitiera dictamen, se entenderá conforme con la pro- 
puesta de calificación. 
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Artículo 199. (Tramitación del incidente de califi- 
cación).- Si el informe del Síndico o del Interventor y 
el dictamen del Ministerio Público coincidiera en califi- 
car el concurso como fortuito, el Juez, sin más trámi- 
tes, ordenará el archivo de las actuaciones. 


En otro caso, emplazará al deudor y a todas las 
personas que, según resulte de lo actuado, pudieran 
ser afectadas por la calificación del concurso o ser 
declaradas cómplices, a fin de que, en el plazo de 
diez días, aleguen cuanto convenga a su derecho. 


Artículo 200. (Oposición a la calificación).- Si el 
deudor o alguno de los comparecientes formulase 
oposición, el Juez la sustanciará por el procedimiento 
de los incidentes. De ser varias las oposiciones, se 
sustanciarán conjuntamente en el mismo procedi- 
miento. 


En caso de que ni el deudor ni los demás compa- 
recientes formularan oposición, el Juez dictará sen- 
tencia en el plazo de cinco días. 


Artículo 201. (Sentencia de calificación).- La 
sentencia que declare culpable al concurso tendrá el 
siguiente contenido: 


1.- La declaración del concurso como culpable, 
con expresión de la causa o de las causas en que se 
fundamente la calificación. 


2.- La determinación de las personas afectadas 
por la calificación, así como de las personas declara- 
das cómplices. 


3.- La inhabilitación del deudor o de los adminis- 
tradores o liquidadores, aún de hecho, y miembros 
del órgano de control interno de la persona jurídica 
deudora para administrar los bienes propios o ajenos 
por un período de cinco a veinte años, así como para 
representar a cualquier persona durante el mismo pe- 
ríodo. Las inhabilitaciones se inscribirán en el Regis- 
tro Nacional de Actos Personales. 


4.- La pérdida de cualquier derecho que tuvieran 
los cómplices como acreedores concursales y la con- 
dena a reintegrar los bienes y derechos que pertene- 
cieran a la masa activa, así como a indemnizar los 
daños y perjuicios causados, cuya cuantía se deter- 
minará en período de ejecución de sentencia. 


En el caso de que el deudor cuyo concurso hu- 
biera sido calificado como culpable fuese una persona 
jurídica, la sentencia de calificación podrá contener 
además, la condena a los administradores y liquida- 
dores, de derecho o de hecho, e integrantes del órga- 
no de control interno, o a algunos de ellos, a la co- 


bertura de la totalidad o parte del déficit patrimonial 
en beneficio de la masa pasiva. 


Las disposiciones sobre calificación del concurso 
se establecen sin perjuicio de las normas penales que 
correspondiera aplicar, en caso de que alguno de los 
involucrados hubiera incurrido en conductas delictivas 
tipificadas por las referidas normas. 


Artículo 202. (Sustitución de los inhabilitados).- 
En caso de inhabilitación del deudor persona física, el 
Juez, en resolución posterior, oídos previamente los 
interesados, nombrará un curador que se encargue 
de la administración de los bienes del inhabilitado. 


En caso de que la inhabilitación de los administra- 
dores o de los liquidadores de la persona jurídica 
deudora impida a la misma formar su voluntad corpo- 
rativa, el Síndico o el Interventor convocarán una 
asamblea de socios o accionistas para el nombra- 
miento de administradores o de liquidadores. 


Artículo 203. (Cobertura de la totalidad o parte del 
déficit patrimonial).- Si en el convenio se hubiera 
acordado una quita al deudor de parte de sus créditos 
quirografarios, los importes que se obtengan en la 
ejecución de la condena a la cobertura de la totalidad 
O parte del déficit patrimonial, se destinarán al pago 
de la parte condonada. 


Si existiera un resto y el convenio contuviera una 
espera para el pago de los créditos quirografarios, las 
cantidades a que se refiere el apartado anterior se 
destinarán al pago anticipado de los últimos plazos. 


Artículo 204. (Calificación del concurso en caso 
de incumplimiento del convenio).- En caso de incum- 
plimiento del convenio el concurso se calificará culpa- 
ble cuando en ese incumplimiento hubiera existido 
dolo o culpa del deudor. 


TÍTULO X 
SUSPENSIÓN Y CONCLUSIÓN DEL CONCURSO 
Capítulo | 
Disposiciones comunes 


Artículo 205. (Presupuestos para la suspensión y 
conclusión del concurso).- Para que el Juez pueda 
acordar la suspensión o la conclusión del concurso de 
acreedores será necesario que se den los siguientes 
presupuestos: 


1.- Que exista causa legal de suspensión o de 
conclusión del concurso de acreedores. 


2.- Que sea improcedente la reintegración de la 
masa activa o, en caso contrario, que se hubieran 
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ejecutado íntegramente las sentencias firmes de las 
acciones revocatorias o adquirido firmeza las resolu- 
ciones judiciales que las hubieran desestimado. 


3.- Que fuera improcedente la promoción del inci- 
dente de calificación, que el concurso hubiera sido 
calificado como fortuito o que se hubiera ejecutado 
íntegramente la sentencia firme de calificación del 
concurso como culpable. 


Artículo 206. (Informe sobre la reintegración de la 
masa activa).- En el caso de que exista causa de 
suspensión o de conclusión, el Síndico emitirá un in- 
forme sobre la existencia de actos del deudor anterio- 
res a la declaración judicial de concurso que sean 
susceptibles de revocación. 


Si el informe fuera favorable al ejercicio de accio- 
nes revocatorias, el Síndico estará obligado a ejerci- 
tarlas en el plazo de treinta días a contar desde la fe- 
cha de emisión del informe. 


Si el informe fuera desfavorable, el acreedor o los 
acreedores cuyos créditos representen, al menos, el 
cinco por ciento del total pasivo podrán ejercitar las 
acciones revocatorias por cuenta de la masa, solici- 
tando expresamente en la demanda que se notifique 
al Síndico. 


Capítulo ll 
Suspensión del concurso 


Artículo 207. (Causas de suspensión del concur- 
so).- Será causa de suspensión del concurso de 
acreedores la inexistencia o el agotamiento de la ma- 
sa activa sin íntegra satisfacción de los acreedores. 


Artículo 208. (Procedimiento).- La solicitud de 
suspensión del concurso por inexistencia o agota- 
miento de la masa activa será presentada por el Sín- 
dico cuando del estado de las cuentas de la liquida- 
ción surja que se ha producido la causal de suspen- 
sión prevista en el artículo anterior. 


De la solicitud de suspensión y de las cuentas de 
las cuales surja la configuración de la causal se dará 
traslado al deudor, a la Comisión de Acreedores y a 
los interesados que hubieran comparecido en el pro- 
cedimiento, con la advertencia de que las cuentas 
quedarán de manifiesto en el Juzgado por el plazo de 
quince días. 


Dentro del plazo a que se refiere el apartado ante- 
rior, cualquier persona a la que se hubiera dado tras- 
lado de la solicitud podrá oponerse a la suspensión 
del concurso de acreedores o impugnar las cuentas. 


En caso de falta de oposición y de impugnación, el 
Juez dispondrá la suspensión del concurso de acree- 
dores, con aprobación de las cuentas. 


En caso de oposición o de impugnación, éstas se 
sustanciarán por el procedimiento de los incidentes. 


Artículo 209. (Medidas cautelares en caso de 
suspensión del concurso).- La resolución judicial de 
suspensión del concurso de acreedores podrá dispo- 
ner las medidas cautelares que el Juez considere 
oportunas. 


Artículo 210. (Reapertura del concurso suspendi- 
do).- El concurso suspendido será reabierto a solici- 
tud del deudor o de cualquier acreedor concursal 
cuando, dentro del plazo de cinco años a contar des- 
de la firmeza del auto de suspensión, ingresen o apa- 
rezcan nuevos bienes o derechos en el patrimonio del 
deudor. 


En este caso, los acreedores posteriores a la sus- 
pensión concurrirán con los anteriores. 


Capítulo Il 
Conclusión del concurso 


Artículo 211. (Causas de conclusión del concur- 
so).- Son causas de conclusión del concurso de 
acreedores: 


1.- El íntegro cumplimiento del convenio. 
2.- La íntegra satisfacción de los acreedores. 


3.- El transcurso de diez años desde la suspensión 
del concurso de acreedores, en los términos estable- 
cidos en el artículo 213. 


Artículo 212. (Conclusión del concurso en caso 
de cumplimiento del convenio o de íntegra satisfac- 
ción de los acreedores).- La solicitud de conclusión 
del concurso por cumplimiento del convenio o por ín- 
tegra satisfacción a los acreedores será presentada 
por el deudor acompañando la documentación en la 
cual se sustenta el pedido. 


En los casos en que el deudor estuviera separado 
de la administración de la masa activa, el Juez podrá 
pedir al Síndico la presentación de las cuentas de la 
liquidación. 

El Juez dará traslado de la solicitud al Síndico o 
Interventor, a la Comisión de Acreedores y a los inte- 


resados que hubieran comparecido en el procedi- 
miento. 


Dentro del plazo de quince días de haber sido no- 
tificados, las personas a las que se hubiera dado 
traslado de la solicitud podrán oponerse a la conclu- 
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sión del concurso de acreedores o impugnar las 
cuentas presentadas. 


En caso de falta de oposición o de impugnación, el 
Juez pronunciará sentencia declarando la conclusión, 
con aprobación de las cuentas presentadas por el 
Síndico, en su caso. 


Artículo 213. (Conclusión del concurso por el 
transcurso de diez años de la suspensión).- En el ca- 
so de que hubieran transcurrido diez años de la sus- 
pensión del concurso por inexistencia O agotamiento 
de la masa activa, sin que se hubiera reabierto el con- 
curso suspendido, el Juez de oficio pronunciará sentencia 
declarando extinguidos los créditos concursales en la 
parte que no hubieran sido satisfechos y dando por con- 
cluido el procedimiento. Para que opere la extinción de- 
berán concurrir acumulativamente las siguientes cir- 
cunstancias: 


(a) Que se trate de un concurso voluntario. 


(b) Que el mismo hubiera sido calificado como 
fortuito. 


(c) Que el deudor hubiera cumplido con su deber 
de cooperación con el alcance establecido en 
el artículo 53. 


Si el deudor fuera persona jurídica, la sentencia la 
declarará extinguida, ordenando la cancelación de su 
personería jurídica. 


TÍTULO XI 
ACUERDO PRIVADO DE REORGANIZACIÓN 
Capítulo | 
Celebración del acuerdo 


Artículo 214. (Oportunidad de suscripción del 
acuerdo).- Antes de la declaración judicial de concur- 
so el deudor podrá suscribir un acuerdo privado de 
reorganización con acreedores representativos del 
setenta y cinco por ciento del pasivo quirografario con 
derecho a voto. 


Será de aplicación al acuerdo privado de reorgani- 
zación lo dispuesto en los artículos 140 y 145. 


Artículo 215. (Modalidades de Acuerdo).- Una vez 
obtenidas las mayorías exigidas por el artículo 214, el 
deudor tendrá la opción de seguir el procedimiento pu- 
ramente privado de instrumentación del acuerdo, requi- 
riendo la actuación de un Escribano Público, o solicitar 
su homologación judicial. 


Capítulo Il 
Acuerdo puramente privado 


Artículo 216. (Instrumentación).- De optarse por el 
procedimiento puramente privado, una vez obtenidas 
las mayorías del artículo 214, el acuerdo privado de 
reorganización será obligatorio para todos los acree- 
dores quirografarios y subordinados, siempre que se 
notifique a los acreedores no firmantes la adhesión al 
acuerdo de las mayorías necesarias, y que éstos, 
dentro del plazo de veinte días no manifiesten su 
oposición al deudor. 


Artículo 217. (Notificación).- La notificación a los 
acreedores no firmantes se hará por medio de Escri- 
bano Público, y al practicarse se acompañará la si- 
guiente documentación: 


1.- Los documentos exigidos por el artículo 7* para 
la solicitud de concurso por parte del deudor. 


2.- Propuesta de acuerdo privado de reorganiza- 
ción con el contenido previsto en los artículos 138 y 
139, suscrita por acreedores representativos del se- 
tenta y cinco por ciento del pasivo quirografario del 
deudor con derecho a voto, con indicación del nombre 
del acreedor firmante, el monto de su crédito quiro- 
grafario, la fecha de la firma; en el caso de personas 
jurídicas se indicará además el nombre del represen- 
tante y el acto o negocio jurídico del cual emana su 
poder de representación. La firma puesta en repre- 
sentación de cada acreedor implicará declaración ex- 
presa del firmante de la existencia de facultades de 
representación y de la vigencia de su mandato. 


Los documentos mencionados en el presente ar- 
tículo deberán estar firmados por el propio deudor y, 
en el caso de personas jurídicas, por todos los admi- 
nistradores o liquidadores. Si faltara la firma de algu- 
nos de ellos, se señalará en los documentos en que 
falte, indicando la causa. 


Artículo 218. (Protocolización).- Si vencido el pla- 
zo de veinte días, los acreedores no firmantes no pre- 
sentan su oposición al deudor, el acuerdo privado de 
reorganización se tendrá por aceptado. En tal caso el 
deudor deberá hacer protocolizar el acuerdo suscrito 
por la mayoría de acreedores ante Escribano Público 
con las diligencias de notificación a los acreedores no 
firmantes. Desde ese momento el acuerdo se tendrá 
por homologado y el Escribano protocolizante podrá 
expedir a los interesados las copias que se soliciten. 


Artículo 219. (Publicación).- Será de cargo del 
deudor, la publicación por tres días de un extracto del 
acuerdo privado de reorganización en el Diario Oficial, 
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identificando al Escribano Público interviniente e indi- 
cando su domicilio. 


Artículo 220. (Oposición al acuerdo).- Si dentro 
del plazo de veinte días, cualquiera de los acreedores 
no firmantes quisiera oponerse al acuerdo celebrado, 
deberá notificar su oposición al deudor por cualquier 
medio fehaciente. Serán causas de oposición: 


1.- Que el contenido del acuerdo es contrario a la 
ley. 


2.- Que las firmas de acreedores por créditos de- 
cisivos para formar las mayorías requeridas legal- 
mente no corresponden a los titulares reales del cré- 
dito o han sido obtenidas mediante maniobras que 
afecten o puedan afectar a la paridad de trato entre 
los acreedores quirografarios. 


3.- Que el cumplimiento del convenio es objetiva- 
mente inviable. 


4.- Que existe ocultación o exageración fraudu- 
lenta del activo o del pasivo. 


En tal caso, el deudor tendrá un plazo de 10 días 
para presentar ante el Juez competente los antece- 
dentes del caso a los efectos de que resuelva la opo- 
sición presentada y dicte la homologación judicial del 
acuerdo, en los términos establecidos en el Capítulo 
IV del presente Título, requiriendo la inmediata notifi- 
cación al acreedor o acreedores disidentes, quienes 
deberán ratificar su oposición en el plazo de seis días. 


De no presentarse el deudor al Juzgado en el pla- 
zo de diez días, cualquier acreedor podrá solicitar la 
declaración del concurso al Juez, quien la decretará 
sin más trámite. 


Será competente para entender en la oposición y 
en la homologación judicial del acuerdo privado de 
reorganización el mismo Juez competente para decla- 
rar el concurso. En el caso de que existiera una soli- 
citud de concurso en trámite, el acuerdo privado de 
reorganización deberá ser presentado en dicho pro- 
cedimiento. 


Capítulo III 
Acuerdo sometido a homologación judicial 


Artículo 221. (Requisitos).- De optarse por la ho- 
mologación Judicial del acuerdo, el deudor deberá 
presentarse al Juzgado acompañando la documenta- 
ción referida en el artículo 217. La solicitud de homo- 
logación del acuerdo privado de reorganización, así 
como todos los documentos presentados deberán 
estar firmados por el propio deudor y, en el caso de 
personas jurídicas, por todos los administradores o li- 


quidadores. Si faltara la firma de algunos de ellos, se 
señalará en la solicitud y en los documentos en que 
falte, indicando la causa. 


El deudor deberá depositar además, a la orden del 
Juzgado, fondos suficientes para atender los gastos 
de inscripción y publicación de la resolución Judicial 
que admita el acuerdo. 


Artículo 222. (Auto de Admisión).- Presentada la 
solicitud en debida forma, con los requisitos estable- 
cidos en el artículo anterior, o en el caso de presenta- 
ción al juzgado del acuerdo puramente privado con 
oposiciones, en las condiciones del artículo 220 inciso 
segundo, el Juez deberá, en el plazo de dos días, 
dictar una resolución con el siguiente contenido: 


1.- Admisión de la propuesta presentada. 


2.- Suspensión del procedimiento de concurso, en 
caso de que el mismo hubiera sido solicitado. 


3.- Inscripción de la sentencia en el Registro de 
Actos Personales, Sección Interdicciones. 


4.- Publicación íntegra del auto de admisión y de 
un extracto de la propuesta de acuerdo privado de re- 
organización en el Diario Oficial, por el plazo de tres 
días, convocando a los acreedores concursales a 
presentar sus oposiciones en el plazo de veinte días a 
partir de la última publicación. 


Artículo 223. (Inscripción del auto de admisión).- 
La inscripción del auto de admisión del acuerdo será 
comunicada por el Juzgado al Registro, dentro del 
plazo de veinticuatro horas de dictado el mismo. 


En caso de que no se realice la inscripción perti- 
nente, cualquier acreedor podrá solicitar el concurso 
al Juez, quien lo decretará sin más trámite. 


Artículo 224. (Publicación del auto de admisión y 
de la propuesta).- La publicación del auto de admisión 
y de la propuesta de acuerdo privado de reorganiza- 
ción será ordenada y tramitada directamente por el 
Juzgado, dentro de las veinticuatro horas de dictado 
el mismo. 


Artículo 225. (Efectos del auto de admisión).- El 
auto de admisión debidamente inscripto y publicado 
producirá los siguientes efectos: 


1.- El deudor requerirá autorización del Juez para 
contraer, modificar o extinguir obligaciones; conferir, 
modificar o revocar poderes; o para realizar cualquier 
acto jurídico relativo a los bienes que integran su pa- 
trimonio. En especial requerirá autorización para la 
realización de actos relativos a bienes registrales, pa- 
ra la venta O arrendamiento del establecimiento co- 
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mercial y para la emisión de obligaciones negocia- 
bles. Se encuentran excluidas del requisito de la auto- 
rización las operaciones ordinarias del giro del deu- 
dor. 


2.- No podrá declararse el concurso del deudor, 
excepto a su propia solicitud. Si existieran solicitudes 
de concurso en trámite, las mismas quedarán en sus- 
penso. 


3.- No podrán promoverse ejecuciones contra el 
deudor por créditos anteriores a la presentación de la 
propuesta de acuerdo. Las ejecuciones que se en- 
cuentren en trámite y los embargos trabados sobre 
los bienes del deudor quedarán en suspenso. La mo- 
ratoria provisional tendrá un plazo máximo de un año. 


4.- En el caso de los créditos prendarios e hipote- 
carios, no podrán promoverse las respectivas ejecu- 
ciones por un plazo de ciento veinte días a contar del 
auto de admisión, y las ejecuciones en curso se sus- 
penderán por igual término. 


5.- El Juez que admitió el acuerdo privado de reor- 
ganización será el único competente para conocer en 
los procedimientos de ejecución y para disponer medi- 
das cautelares sobre los bienes que integran el activo 
del deudor. 


6.- El Juez, de oficio o a solicitud de cualquier intere- 
sado, podrá adoptar medidas cautelares sobre los bie- 
nes que integran el patrimonio del deudor, en beneficio 
de toda la masa de acreedores, en caso de considerarlo 
necesario. 


Artículo 226. (Oposición a la aprobación del 
acuerdo).- Dentro de los veinte días contados desde la 
última publicación del auto de admisión, podrán opo- 
nerse a la aprobación judicial del acuerdo los acreedo- 
res quirografarios o subordinados del deudor, con ex- 
cepción de aquellos que lo hubieran suscripto. Serán 
causas de oposición las establecidas en el ar- 
tículo 220. 


Capítulo IV 
Trámite de la Oposición y Homologación 


Artículo 227. (Homologación judicial en caso de 
falta de oposición).- Transcurrido el plazo a que se refie- 
re el artículo anterior sin que se hubiere formulado opo- 
sición o, de acuerdo a lo establecido en el artículo 220 
inciso segundo, el acreedor no se presentare a ratificar 
su oposición, el Juez homologará el acuerdo privado de 
reorganización el primer día hábil posterior. 


Artículo 228. (Procedimiento en caso de oposi- 
ción).- En caso de oposición, o de ratificación de la 
oposición según el caso, el Juez designará un Inter- 


ventor, durante el trámite de las oposiciones, el cual 
tendrá las facultades de control sobre la actividad del 
deudor que el artículo 225 numeral 1 confiere al Juez. 


Tramitado el incidente, el Juez dictará sentencia 
homologando o rechazando el acuerdo, sin que en 
ningún caso pueda modificarlo. 


Artículo 229. (Publicidad de la aprobación judicial 
del convenio).- La resolución judicial por la que se 
homologue el acuerdo, una vez firme, será objeto de 
la misma publicidad que el auto de admisión. 


Artículo 230. (Efectos del acuerdo homologado).- 
A partir de la fecha en que alcance firmeza la resolu- 
ción judicial que lo hubiera homologado, el acuerdo 
privado de reorganización producirá los efectos pre- 
vistos por los artículos 158 a 161 para el convenio. 


Artículo 231. (Efectos del rechazo del acuerdo).- 
En el mismo auto de rechazo del acuerdo privado de 
reorganización, el Juez declarará el concurso del 
deudor. 


En este caso, el concurso se considerará declara- 
do a solicitud del deudor. 


Capítulo V 
Cumplimiento e incumplimiento del acuerdo 


Artículo 232. (Vigencia del acuerdo).- El acuerdo 
producirá sus efectos a partir de la fecha en que al- 
cance firmeza la resolución judicial que lo hubiere 
aprobado o, en el caso del acuerdo puramente priva- 
do, desde el día siguiente a la última publicación. 


Artículo 233. (Cumplimiento total del acuerdo).- 
Una vez cumplidas íntegramente por el deudor las 
obligaciones emergentes del acuerdo, el deudor soli- 
citará al Juez que así lo declare, acompañando los 
documentos que lo acrediten. En caso de existir un 
concurso en trámite, solicitará además la conclusión 
del concurso de acreedores. 


Artículo 234. (Incumplimiento del acuerdo).- En 
caso de incumplimiento del acuerdo privado de reor- 
ganización, cualquier acreedor podrá solicitar al Juez 
que declare el concurso. 


A petición del solicitante, el Juez del concurso po- 
drá adoptar las medidas cautelares que considere ne- 
cesarias para asegurar la integridad de la masa acti- 
va. 


Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el incumplimiento o desestimada la so- 
licitud. 


150 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 1? de julio de 2008 


Artículo 235. (Declaración judicial de incumpli- 
miento del acuerdo).- Si el Juez considera acreditado 
el incumplimiento del acuerdo, dictará sentencia de- 
clarando incumplido el mismo y disponiendo la decla- 
ración de concurso. 


La declaración de incumplimiento del acuerdo de- 
terminará que el deudor pierda la facultad de propo- 
ner un convenio en el trámite del concurso, debiendo 
procederse a la liquidación de la masa activa. 


Se suspenderá además la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso. 


TÍTULO XII 
PEQUEÑOS CONCURSOS 


Artículo 236. (Concepto).- Se consideran peque- 
ños concursos aquéllos correspondientes a los deu- 
dores que, a la fecha de declaración judicial del con- 
curso, tengan un pasivo no superior a Ul 3.000.000 
(Unidades Indexadas tres millones). 


Artículo 237. (Régimen aplicable).- Los pequeños 
concursos se regirán por las disposiciones compren- 
didas en la presente ley, con las siguientes excepcio- 
nes: 


1.- La Junta de Acreedores será convocada con 
un plazo máximo de noventa días, dentro del cual el 
Síndico o el Interventor deberán realizar la verifica- 
ción de créditos. 


2.- Los acreedores serán convocados exclusiva- 
mente a través de la publicación de la sentencia que 
declara el concurso. 


3.- Los acreedores deberán presentarse a verificar 
sus créditos en un plazo de quince días a partir de la 
última publicación de la sentencia. 


4.- El Síndico o el Interventor deberán presentar el 
inventario de la masa activa y la lista de acreedores 
dentro de los diez días siguientes. 


5.- El plazo para la impugnación del inventario y 
de la lista de acreedores será de cinco días. 


6.- El deudor podrá presentar una propuesta de 
convenio hasta cinco días antes de la fecha fijada pa- 
ra la Junta de Acreedores. 


TÍTULO XIII 
RÉGIMEN INTERNACIONAL DEL CONCURSO 
Capítulo | 


Competencia y ley aplicable al concurso con ele- 
mento extranjero 


Artículo 238. (Competencia internacional para la 
declaración del concurso).- Los jueces uruguayos se- 
rán competentes para declarar el concurso cuando: 


1.- El domicilio o el centro efectivo de actividad del 
deudor se encuentre en territorio nacional. 


2.- El deudor tenga o haya tenido oficina, estable- 
cimiento o explotación en territorio nacional, aun 
cuando su domicilio o centro efectivo de actividad se 
encuentre en el exterior. 


Artículo 239. (Bienes y derechos comprendidos).- 
El concurso del deudor comprenderá la totalidad de 
los bienes y derechos que formen el patrimonio del 
deudor, se encuentren éstos ubicados en el país o en 
el exterior. 


Se encuentra exceptuado el caso en el cual el 
deudor hubiera sido igualmente declarado en concur- 
so, quiebra o similar en otro Estado, donde tuviera su 
domicilio, centro efectivo de su actividad, oficina, es- 
tablecimiento o explotación. En este caso, con rela- 
ción a los bienes y derechos ubicados en el Estado 
extranjero donde el concurso, quiebra o similar se hu- 
biera declarado, el concurso local incluirá en su masa 
activa el remanente de los bienes o derechos resul- 
tantes, luego de concluido el procedimiento. 


Artículo 240. (Ley aplicable al concurso).- La ley 
uruguaya será la aplicable a todos los concursos de- 
clarados en la República, con excepción de las nor- 
mas relativas a los efectos de la declaración del con- 
curso sobre los contratos celebrados por el deudor 
que se regirán por la ley aplicable al contrato. 


Artículo 241. (Principio del trato nacional).- No 
existirá ninguna diferencia en el tratamiento de los 
acreedores nacionales y extranjeros, salvo los crédi- 
tos laborales con privilegio general, que tendrán pre- 
ferencia para cobrarse sobre los bienes ubicados en 
el territorio nacional. 


Cuando se acredite que en el Estado del domicilio 
del deudor los acreedores uruguayos no son admiti- 
dos en igualdad de condiciones con los nacionales, 
se estará al principio de reciprocidad. No se aplicará 
el principio de reciprocidad en el caso de los créditos 
prendarios e hipotecarios. 
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Capítulo ll 


Eficacia en el país de las resoluciones judiciales ex- 
tranjeras en materia de concursos 


Artículo 242. (Requisitos para el reconocimiento 
de la sentencia extranjera).- La sentencia de Juez ex- 
tranjero declarando el concurso o quiebra de un deu- 
dor será reconocida en nuestro país, siempre que: 


1.- Haya sido dictada por Juez competente. 

2.- La declaración judicial haya quedado firme. 

3.- El deudor haya tenido oportunidad de defensa. 
4.- No sea contraria al orden público internacional. 


5.- Se cumplan los demás requerimientos conteni- 
dos en los artículos 537 a 543 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 243. (Medidas cautelares en caso de so- 
licitud de reconocimiento).- Al admitir el trámite de so- 
licitud de reconocimiento, el Juez podrá adoptar las 
medidas cautelares que considere necesarias para 
asegurar la integridad del patrimonio que el deudor 
tuviera en territorio uruguayo. 


Artículo 244. (Declaración de concurso en el pa- 
ís).- En el caso de declaración por Juez extranjero de 
concurso o quiebra de un deudor que tenga o haya 
tenido su domicilio, centro efectivo de actividad, ofici- 
na, establecimiento o explotación en la República, 
cualquiera de los sujetos legitimados podrá solicitar la 
apertura del concurso en el país. 


En este caso, existirá presunción absoluta de la 
insolvencia del deudor y el concurso tendrá la calidad 
de necesario. 


Artículo 245. (Pluralidad de concursos).- En caso 
de existir más de un procedimiento de concurso o 
quiebra del mismo deudor, en nuestro país y en uno o 
más países del exterior, el Juez del concurso y el 
Síndico o Interventor procurarán actuar en forma co- 
ordinada con sus similares del exterior, aplicándose a 
su respecto las normas que rigen la cooperación in- 
ternacional. 


Los créditos, con excepción de aquellos con privi- 
legio especial, cobrados en el extranjero con posterio- 
ridad a la declaración del concurso en el país se im- 
putarán al dividendo a ser percibido en el concurso 
local. 


Capítulo III 
Convenios internacionales 


Artículo 246. (Prevalencia de los convenios Inter- 
nacionales).- Las disposiciones contenidas en este 
título serán de aplicación en defecto y en cuanto no 
se opongan a las de los convenios internacionales 
suscritos y ratificados por la República. 


TÍTULO XIV 
DISPOSICIONES PENALES 


Artículo 247. (Fraudes concursales).- Para el ca- 
so que, -sin resultar de aplicación la figura del ar- 
tículo 253 del Código Penal-, el deudor, en oportuni- 
dad de la solicitud del concurso o en cualquier etapa 
posterior, exagere u oculte su activo o su pasivo, re- 
conozca O aparente privilegios inexistentes o consti- 
tuidos ilícitamente, sustraiga o esconda los libros so- 
ciales, acuerde u otorgue a sus acreedores con cargo 
a la masa activa ventajas particulares en razón de su 
voto, será castigado con un año de prisión a cinco 
años de penitenciaría. 


En el caso de las personas jurídicas, se considera- 
rá que incurren en esta figura delictiva los socios, di- 
rectores, administradores, de hecho o de derecho, 
que hayan aprobado la realización o hayan realizado 
los actos constitutivos del delito. 


Artículo 248. (Obligación de denunciar).- El Juez 
del Concurso, los Síndicos, Interventores, auxiliares, 
técnicos o peritos en el ejercicio de sus funciones, 
que tuvieran conocimiento de hechos o circunstancias 
que en su opinión configuren alguno de los delitos 
previstos en el artículo anterior o de cualquier otra fi- 
gura delictiva, tendrán la obligación de denunciarlo a 
la Justicia Penal competente. 


TÍTULO XV 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 


Artículo 249. (Incidente concursal).- En todos los 
casos en que la ley no disponga un procedimiento 
especial, o establezca plazos o soluciones procesales 
especiales, las oposiciones, impugnaciones y demás 
controversias que se susciten durante el trámite del 
concurso serán sustanciadas ante el propio Juez del 
concurso por el procedimiento de los incidentes esta- 
blecido en el Código General del Proceso, con las si- 
guientes peculiaridades: 


1.- Se aplicarán en todos los casos las normas pa- 
ra los incidentes fuera de audiencia. 


2.- Todos los actos procesales serán notificados 
en la oficina. 
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3.- El Juez deberá fijar los plazos para las actua- 
ciones procesales, de modo que los mismos no de- 
terminen una demora respecto de los restantes pla- 
zos establecidos por la ley para las etapas del con- 
curso. 


Artículo 250. (Publicidad de los procedimientos). 
Todos los procedimientos referidos en la presente ley 
serán públicos, salvo resolución fundada del Tribunal. 
Se promoverá la difusión de las resultancias de los 
procesos concursales a los efectos de informar a to- 
das las personas directa o indirectamente interesadas 
en los mismos. 


Artículo 251. (Régimen de recursos).- Todas las 
resoluciones judiciales recaídas en el procedimiento 
concursal y en cualquiera de sus incidentes serán re- 
curribles con reposición, la que deberá ser interpuesta 
dentro del plazo de seis días de notificada. 


Admitirán además recurso de apelación las reso- 
luciones judiciales que se establecen a continuación: 


1.- Con efecto no suspensivo: la sentencia que 
declare el concurso (artículo 19), la referente a la re- 
cusación del Síndico o del Interventor (artículo 31), la 
pronunciada en caso de impugnación del inventario 
(artículo 78), la recaída sobre la impugnación de la 
lista de acreedores (artículo 105), la recaída sobre la 
oposición a la designación de la Comisión de Acree- 
dores (artículo 132), la que declare el incumplimiento 
del convenio (artículo 167), la que disponga la liqui- 
dación de la masa activa (artículo 169) y la que decla- 
ra el incumplimiento del acuerdo privado de reorgani- 
zación (artículo 234). 


2.- Con efecto suspensivo: la sentencia que recai- 
ga en caso de observaciones a las cuentas rendidas 
por el Síndico o el Interventor (artículo 40 inciso 3), la 
que acoja total o parcialmente la acción revocatoria 
(artículo 87), la que se pronuncia sobre las oposicio- 
nes a la aprobación del convenio (artículo 155), la que 
resuelva las oposiciones a la calificación del concurso 
(artículo 200), la que resuelva las oposiciones o im- 
pugnaciones a la suspensión del concurso (ar- 
tículo 208), la que resuelva las oposiciones a la con- 
clusión del concurso por cumplimiento del convenio o 
íntegra satisfacción de los acreedores (artículo 211), 
la que resuelva las oposiciones al acuerdo privado de 
reorganización (artículo 228). 


Ninguna resolución judicial recaída en el procedi- 
miento judicial o en alguno de sus incidentes admitirá 
casación, con excepción de la sentencia que hubiera 
calificado el concurso como culpable (artículo 201). 


Artículo 252. (Derecho procesal supletorio).- En lo 
no previsto por la presente ley para la tramitación 
procesal del concurso de acreedores se estará a lo 
establecido por el Código General del Proceso. 


Todos los plazos establecidos en la presente ley 
serán perentorios e improrrogables. 


Artículo 253. (Disposiciones tributarias).- En los 
procedimientos concursales se aplicarán las siguien- 
tes disposiciones tributarias: 


1.- Desde la fecha del auto judicial de declaración 
de concurso, todos los créditos concursales serán 
considerados incobrables a efectos de los tributos re- 
caudados por la Dirección General Impositiva. Los in- 
gresos derivados de la cobranza de los referidos cré- 
ditos concursales estarán gravados, cuando corres- 
ponda, por los respectivos tributos a medida que se 
produzcan los respectivos cobros. 


2.- El deudor tendrá la facultad de diferir hasta en 
cinco ejercicios la renta bruta generada por las quitas 
que obtuviera en el concurso. 


3.- Estará exonerada de todo tributo, con exclusión 
del Impuesto al Valor Agregado e Impuesto Específi- 
co Interno, cuando corresponda, la venta privada o en 
subasta pública y la cesión de bienes a los acreedo- 
res realizadas durante el proceso de liquidación de la 
masa activa del concurso. 


4.- No serán aplicables a los Síndicos o Intervento- 
res las normas sobre responsabilidad de los adminis- 
tradores representantes por obligaciones tributarias, 
salvo que hubieran actuado con dolo. 


TÍTULO XVI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


Artículo 254. (Vigencia).- La presente ley entrará 
en vigencia a los ciento ochenta días de su promulga- 
ción y será aplicable a los concursos promovidos a 
partir de dicha fecha. 


En el caso de rechazos, anulaciones o rescisiones 
de concordatos preventivos o moratorias promovidos 
antes de su vigencia, el Juez dispondrá, de oficio, el 
concurso del deudor, aplicándose el procedimiento 
concursal previsto en la presente ley, con la sola ex- 
cepción de que el concurso se considerará necesario 
y no será admisible la aprobación de un convenio por 
la Junta de Acreedores. 


Artículo 255. (Derogaciones).- A partir de la en- 
trada en vigencia de la presente ley, quedarán dero- 
gadas las siguientes disposiciones: el Libro IV, del 
Concordato Preventivo y de las Quiebras, ar- 


Martes 1? de julio de 2008 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


153 


tículos 1523 a 1781, inclusive, el Título XIX, de las 
Moratorias, artículos 1764 a 1785, inclusive, antigua 
numeración, y los artículos 29 numeral 2, 69 inciso 1, 
113, 131, 246 inciso 4, 384 numeral 2, 385 inciso 1 y 
670 del Código de Comercio; los Títulos XVII, XVIII y 
XIX de la Parte ll del Libro IV, artículos 2359 a 2389, 
inclusive (excepto el artículo 2372 inciso 1), y el ar- 
tículo 2086 numeral 6 del Código Civil; los ar- 
tículos 13 a 41 y 45 a 75, inclusive, de la Ley 
N? 2.230, del 2 de junio de 1893; la Ley N* 5.548, del 
29 de diciembre de 1916; la Ley N* 7.334, del 23 de 
diciembre de 1920; la Ley N* 7.566, del 12 de abril de 
1923; la Ley N” 8.045, del 11 de noviembre de 1926; 
el inciso G segundo (in fine) del artículo 11 del De- 
creto-Ley N” 14.188, del 5 de abril de 1974; el ar- 
tículo 24 numeral 3 del Decreto-Ley N* 14.827, del 20 
de setiembre de 1978; el Decreto-Ley N* 15.119, del 
8 de abril de 1981; el artículo 56 del Decreto-Ley 
N* 15.645, del 17 de octubre de 1984; los artículos 31 
y 32 del Decreto-Ley N* 15.646 del 17 de octubre de 
1984; los artículos 213 y 214 de la Ley N* 15.851, del 
24 de diciembre de 1986; el artículo 114 y 396 de la 
Ley N* 16.060, del 4 de setiembre de 1989; el ar- 
tículo 57 numeral 4 de la Ley N* 16.074, del 10 de 
octubre de 1989; el artículo 264 de la Ley N* 16.462, 
del 11 de enero de 1994; el inciso 2” del artículo 12, 
los artículos 13,14,15,16,17,18,19,20,21,22,23,24,25, 
28 y 29 de la Ley N” 17.292 y toda otra disposición 
que se oponga a lo dispuesto por la presente ley. 


Artículo 256. Mientras no exista un Tribunal de 
Apelaciones con competencia en materia concursal, 
la Suprema Corte de Justicia distribuirá la competen- 
cia entre los Tribunales de Apelaciones en lo Civil de 
forma tal que a uno de ellos acudan, en segunda ins- 
tancia, todos los recursos de apelación contra sen- 
tencias de primera instancia en materia concursal, li- 
berándolos de doble número de expedientes prove- 
nientes de otras materias. 


Artículo 257. (Secretarios Contadores).- Créanse 
dos cargos de Secretarios Contadores (uno para cada 
Juzgado Letrado de Concursos) los cuales deberán 
tener título de Contador Público. A los efectos, habi- 
lítase una partida anual de 549.000 Unidades Indexa- 
das. 


Artículo 258. (Arancel de honorarios).- En un pla- 
zo máximo de ciento ochenta días a partir de la pro- 
mulgación de la ley, el Poder Ejecutivo deberá apro- 
bar una reglamentación estableciendo el arancel de 
honorarios aplicable a los Síndicos, Interventores, au- 
xiliares, expertos en valoración y rematadores que 
actúen en los procedimientos concursales. 


Artículo 259. (Unidad de Evaluación de Síndi- 
cos).- Créase la Unidad de Evaluación de Síndicos, 
dependiente de la Suprema Corte de Justicia, inte- 
grada por cinco miembros: dos Jueces titulares de los 
Juzgados de Concursos, uno designado por el Cole- 
gio de Abogados del Uruguay, uno por el Colegio de 
Contadores, Economistas y Administradores del Uru- 
guay, y uno nombrado por la Suprema Corte de Justi- 
cia. Tendrá por cometido dictaminar respecto de la 
actuación de los Síndicos e Interventores en los pro- 
cesos concursales en que hubieran participado, a los 
efectos de lo establecido en el artículo 27 de la pre- 
sente ley, en las condiciones que establezca la Su- 
prema Corte de Justicia en ejercicio de su poder de 
reglamentación. 


Artículo 260. (Disolución de la sociedad concur- 
sada).- Modifícase el artículo 159 numeral 5 de la Ley 
N? 16.060, del 4 de setiembre de 1989, el cual queda- 
rá redactado de la siguiente forma: 


"5) Por la decisión judicial de liquidación de la 
masa activa del concurso" . 


Artículo 261. (Privilegios marítimos y aeronáuti- 
cos).- Declárase que los privilegios previstos por los 
artículos 1037, 1038 y 1193 del Código de Comercio 
y por los artículos 52 a 57 inclusive, del Código Aero- 
náutico no resultan de aplicación en caso de concur- 
so. 


Artículo 262. (Capacidad del deudor concursa- 
do).- Declárase que la norma contenida en el ar- 
tículo 1280 inciso 1 del Código Civil no resulta de 
aplicación al deudor concursado. 


Artículo 263. (Armonización con el régimen anterior).- 
Las referencias a la quiebra y/o liquidación judicial, conte- 
nidas en los artículos 135 y 509 de la Ley N* 16.060 del 4 
de setiembre de 1989 y en el artículo 104 del Decreto-Ley 
N* 14.701, del 30 de agosto de 1977 deben entender- 
se realizadas a los casos de decisión judicial de liqui- 
dación de la masa activa del concurso. 


Las referencias a concurso, quiebra y/o concor- 
dato contenidas en los artículos 90 y 108 del Decreto- 
Ley N* 14.701, del 30 de agosto de 1977, en el ar- 
tículo 36 numeral 6 del Decreto-Ley N* 14.412, del 9 
de agosto de 1975 y en el artículo 32 de la Ley 
N* 16.072, del 9 de octubre de 1989 deben entender- 
se realizadas a los casos de concurso. 


Todas las demás disposiciones legales contenidas 
en Leyes anteriores, cuando se refieran a situaciones 
de quiebra y/o de liquidación judicial deben entender- 
se realizadas a la decisión judicial de liquidación de la 
masa activa del concurso. Cuando se refieran a situa- 
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ciones de concurso, concordatos o moratorias deben 
entenderse realizadas a los casos de concurso. 


Montevideo, 21 de agosto de 2006. 


JOSÉ E. DÍAZ, REINALDO GARGANO, 
DANILO ASTORI, JOSÉ BAYARDI, 
JORGE BROVETTO, VÍCTOR 
ROSSI, JORGE LEPRA, EDUARDO 
BONOMI, MARÍA J. MUÑOZ, JOSÉ 
MUJICA, HÉCTOR LESCANO, MA- 
RIANO ARANA, MARINA ARISMEN- 
DP. 


Anexo l al 
Rep. N* 738 


“CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 
Señoras y señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración ha considerado el 
proyecto de ley por el que se dictan normas sobre la 
declaración judicial del concurso y la reorganización 
empresarial. 


Los fenómenos de crisis económica son una con- 
secuencia inevitable y natural de la economía de 
mercado. Los mercados se caracterizan, entre otros 
elementos, por un natural proceso en el cual nuevas 
empresas entran en ellos y otras lo abandonan. La 
propia actividad económica implica que nacen opor- 
tunidades en algunos sectores y lentamente desapa- 
recen oportunidades en otros. Además, las empresas 
operan generalmente en situaciones de relativa incer- 
tidumbre respecto a su entorno y a la factibilidad de 
mediano plazo de las decisiones económicas que to- 
man. Asimismo, los resultados económicos y financie- 
ros no siempre están acompasados y sus desajustes 
pueden traducirse en dificultades para que las empre- 
sas cumplan con normalidad con el pago de sus obli- 
gaciones. En última instancia, la propia actividad em- 
presarial implica asumir riesgos respecto al resultado 
de la misma. Por todo ello, las dificultades económi- 
cas y financieras de las empresas no pueden diso- 
ciarse de su actividad, y no deben asociarse a com- 
portamientos patológicos, sino que pueden ser enten- 
didas como un resultado natural de la propia actividad 
económica. 


Las empresas para operar requieren financia- 
miento que no necesariamente debe ser otorgado por 
entidades financieras. Muchas veces son los propios 


proveedores de las empresas los que dan crédito a la 
misma, a través del llamado crédito comercial. Este 
crédito nace basándose en determinados códigos in- 
formales de conducta empresarial y, en caso de que 
fallen, en instrumentos formales que protejan los de- 
rechos de las partes y encaucen un entendimiento. 
Sin embargo, la forma en la que estos procedimientos 
estén diseñados afecta no sólo el resultado de las 
instancias formales, sino el propio proceso de inver- 
sión en el cual los agentes buscan garantías que 
aseguren su inversión o, directamente, retiran o nie- 
gan el financiamiento a las empresas. 


La incertidumbre propia de la actividad empresa- 
rial requiere por tanto, de reglas y normas claras que 
permitan, en la medida de lo posible, una previsibili- 
dad que incentive los procesos genuinos de inversión. 
Parte de esas reglas definen y estructuran la forma en 
la que, en caso de enfrentar dificultades económicas, 
las empresas disponen de un proceso que mitigue 
sus efectos, acelerando la salida de aquellas empre- 
sas no viables económicamente y reestructurando 
aquellas que sí lo son. Por ello, contar con adecuados 
procedimientos concursales constituye uno de los in- 
gredientes de suma importancia para el desarrollo de 
una economía sólida, eficiente y productiva. 


Sin embargo, los procedimientos judiciales no 
pueden sustituir la posibilidad de que deudor y acree- 
dor negocien una solución de viabilidad al emprendi- 
miento. Así en la gran mayoría de los casos, las difi- 
cultades financieras se resuelven con acuerdos entre 
el deudor y alguno de sus acreedores, evitando con 
ello una instancia judicial que siempre es costosa pa- 
ra las partes. Esta instancia se vuelve indispensable 
cuando el proceso de negociación entre deudor y 
múltiples acreedores adquiere una complejidad im- 
portante, o está en juego la propia continuidad de la 
unidad productiva. 


La ley concursal no puede impedir las crisis pero 
sí procurar que las mismas tengan el menor costo pa- 
ra la economía, asegurando la mejor satisfacción de 
los acreedores (a través de la preservación del valor 
de los activos del deudor y su rápida reasignación) y 
defendiendo a los demás agentes económicos de una 
posible competencia desleal. 


Una ley concursal debe proponer mecanismos 
oportunos rápidos y eficientes. El objetivo del pre- 
sente proyecto de "Legislación Concursal y Reorgani- 
zación Empresarial" es dotar a las empresas en difi- 
cultades financieras de un instrumento que permita la 
supervivencia de las unidades productivas económi- 
camente viables, así como la eficiente y equitativa li- 
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quidación de las que no lo sean, protegiendo de esta 
forma la inversión, el empleo de los trabajadores y las 
relaciones comerciales sanas y leales. 


Para su diseño, se instrumentó una mecánica de 
trabajo que implicó distintas instancias de consulta 
con todos los actores involucrados, tanto a través de 
dos talleres de amplia participación, así como en reu- 
niones particulares en donde se expuso el alcance de 
la legislación prevista. En ese marco, se recibieron 
comentarios y se mantuvieron reuniones con repre- 
sentantes de diversas organizaciones: la Suprema 
Corte de Justicia, los titulares de los Juzgados de 
Concursos, los Ministerios de Trabajo y Seguridad 
Social y de Educación y Cultura, el Banco de Previ- 
sión Social, el Banco de la República Oriental del 
Uruguay, la Dirección General Impositiva, las Facul- 
tades de Derecho de la Universidad de la República 
(Institutos de Derecho Comercial y de Derecho del 
Trabajo) y de la Universidad Católica, el PIT-CNT, la 
Cámara de Industrias del Uruguay, la Cámara Nacio- 
nal de Comercio y Servicios, la Liga de Defensa Co- 
mercial, la Asociación de Bancos Privados, el Colegio 
de Abogados, el Colegio de Contadores, Administra- 
dores y Economistas, la Asociación de Peritos, profe- 
sionales independientes y legisladores. 


Estas instancias de intercambio permitieron intro- 
ducir distintos cambios al proyecto presentado en el 
segundo taller concursal, que convocara a unos 120 
asistentes, y que se tradujera en la incorporación de 
modificaciones en un 20% del articulado original. 


Debe señalarse que se contó con la desinteresada 
colaboración de los Doctores Ricardo Olivera García, 
Israel Creimer y Siegbert Rippe en el diseño y redac- 
ción del articulado. 


El diseño de un procedimiento de esta naturaleza 
representa un desafío importante, en la medida en 
que se requiere un delicado balance entre los intere- 
ses de las diversas partes involucradas. No debe ol- 
vidarse que el procedimiento concursal sólo tiene 
sentido cuando la empresa enfrenta dificultades para 
el pago a sus acreedores y, por ello, es impensable 
que las partes atraviesen un procedimiento de estas 
características sin tener que realizar algún sacrificio O 
concesión. 


Mención aparte debe realizarse respecto de la si- 
tuación de los trabajadores en situaciones de dificul- 
tades financieras de las empresas. El proyecto prevé 
una serie de elementos que intenta, en la medida de 
lo posible, mitigar los efectos que la problemática 
concursal implica sobre los puestos de trabajo. En 
ese sentido, se han implementado instrumentos que 


buscan proteger al trabajador, entre los que se inclu- 
ye la posibilidad de realizar un pago anticipado de las 
deudas laborales, la liberación de la obligación de 
constitución de contracautela, la posibilidad de que se 
constituya una cooperativa o sociedad comercial de 
trabajadores que sea depositaria de los bienes y la 
participación de los trabajadores en la licitación de la 
empresa en funcionamiento para su eventual gestión. 
Asimismo se establece que los intereses que even- 
tualmente generen los créditos laborales se continua- 
ran devengando aun con posterioridad a la declara- 
ción de concurso (artículo 64). Todos estos elementos 
están también delicadamente balanceados con la via- 
bilidad de la unidad productiva, que es la única que, 
en última instancia, permitiría la continuidad de las 
fuentes laborales. 


Panorama del Régimen Vigente 


El régimen vigente en materia concursal en Uru- 
guay consagra un sistema ineficiente y perverso, ba- 
sado en arcaicas concepciones hace tiempo supera- 
das, el cual dista mucho de cumplir con los objetivos 
antes mencionados. Los procedimientos de ejecución 
concursal (quiebra, liquidación judicial han demos- 
trado ser depredadores del magro patrimonio del 
deudor en crisis, lo cual provoca el natural desinterés 
de los acreedores tanto por provocar como por seguir 
estos procedimientos. 


Tampoco el deudor se ve estimulado a transitar el 
camino de los procedimientos concursales, los cuales 
provocarán la clausura de su negocio, lo inhabilitarán 
para el ejercicio de su profesión y lo condenarán a 
verse privado de por vida de un patrimonio propio, sin 
perjuicio de los efectos sobre su libertad personal. 


Finalmente, la economía ve desaparecer una uni- 
dad empresarial y productiva, muchas veces viable, la 
cual sufre el lento proceso de su desmantelamiento, 
con la pérdida de puestos de trabajo y el perjuicio de 
cuantos dependían económicamente de la misma. 


La inoperancia de los procedimientos de ejecución 
concursal castiga igualmente la figura de los procesos 
preventivos (fundamentalmente, el concordato). El 
riesgo casi inexistente de que un acreedor solicite su 
quiebra determina que los deudores no tengan incen- 
tivo para acudir temporáneamente a procedimientos 
solutorios de la situación. El temor por la pérdida de 
crédito que el concordato provoca determina que el 
deudor extienda su situación de dificultad hasta el 
momento en que muy poco queda por hacer. 


La situación límite en que se encuentran los deu- 
dores concordatarios y la escasa posibilidad que per- 
ciben los acreedores de la satisfacción de sus crédi- 
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tos determina que éstos se vean dispuestos a con- 
sentir propuestas ruines o de cumplimiento imposible, 
y que prosperen maniobras fraudulentas, como el 
ocultamiento y simulación de activos y pasivos o la 
compra de adhesiones y de créditos, que general- 
mente resultan impunes. 


Se provoca además la presencia en la plaza de 
deudores que progresivamente languidecen, compi- 
tiendo deslealmente con los restantes operadores 
enfrentados al cumplimiento regular de sus obligacio- 
nes, lo cual determina muchas veces que la crisis no 
resuelta de una empresa se traslade a otras empre- 
sas del sector. 


Este panorama se traduce en una retracción del 
crédito, en un mayor costo del mismo y en una exce- 
siva apelación a las garantías reales, con los costos 
de transacción y la inmovilización que la misma pro- 
voca. Esta situación transforma la reforma del régi- 
men concursal de una cuestión técnico-jurídica en un 
imperativo social y económico ineludible para dotar al 
mercado de soluciones adecuadas a los problemas 
de crisis. 


En Uruguay el régimen concursal ha permanecido 
sustancialmente incambiado desde finales del si- 
glo XIX. A lo largo del siglo XX, se ensayaron diver- 
sas iniciativas legislativas en la materia, en el enten- 
dido de que el sistema no daba respuesta ni al deudor 
ni a los acreedores, los cuales, a excepción de una 
modificación en el año 1926, han fracasado. Recien- 
temente, en el año 2001 se introdujeron algunas mo- 
dificaciones y se crearon dos juzgados especializados 
en la materia. Sin embargo, la verdadera superación 
de los problemas que enfrenta el tratamiento de las 
crisis empresariales exige una revisión total del régi- 
men. El principal problema que enfrentan los concor- 
datos preventivos no consiste en el mal funciona- 
miento de su procedimiento, sino del mal funciona- 
miento del sistema en su conjunto. Sin una revisión 
integral de los procedimientos de ejecución concursal 
resulta imposible superar la total y absoluta ineficien- 
cia de los procedimientos concursales en nuestro De- 
recho. 


Es por esa razón que se propone la aprobación de 
una ley general de concursos, que sustituya todos los 
procedimientos concursales vigentes: quiebra, liqui- 
dación judicial, concurso civil, concordatos preventi- 
vos y resolutorios, y moratorias. 


Pilares orientadores de la reforma. 


Las reformas propuestas se apoyan en nueve pila- 
res fundamentales: 


1. SIMPLIFICAR LOS PROCEDIMIENTOS 


La legislación actual cuenta con distintos procedi- 
mientos para las distintas figuras jurídicas, así como 
una partición del procedimiento que no se justifica ni 
en términos de la actividad de las distintas empresas, 
ni de forma de obtener un panorama global de la em- 
presa para estudiar así su viabilidad. Siguiendo las 
tendencias legislativas modernas, se prevé un único 
procedimiento concursal, el cual subsume los anterio- 
res procedimientos preventivos y de ejecución, brin- 
dando diferentes alternativas de refinanciación, reor- 
ganización o ejecución colectiva, según la situación 
patrimonial del deudor y las mejores formas de obte- 
ner un eficiente repago de sus obligaciones. 


Debe señalarse que el proyecto establece un pro- 
cedimiento para empresas, quedando vigente el Có- 
digo General del Proceso para aquellos deudores 
personas físicas por deudas de consumo. Ello, en el 
entendido de que las soluciones que refieren a la 
conservación o liquidación de unidades productivas 
no son directamente aplicables al endeudamiento por 
actos referidos a su actividad como consumidores. En 
efecto, la propia existencia del procedimiento concur- 
sal para las empresas radica en que las unidades 
productivas tienen, en general, un valor mayor en 
funcionamiento que en partes. 


Es por ello que el procedimiento concursal se tra- 
duce en una etapa que permite una solución a la uni- 
dad productiva, y en última instancia conservar un 
valor social. 


El proyecto simplifica la multiplicidad de procedi- 
mientos actuales y prevé un procedimiento único para 
todas las empresas (artículos 1% y 2%), detallado y 
previsible, con plazos perentorios como solución ge- 
neral. 


Ello no obsta de reconocer las particularidades 
asociadas a la realidad de las pequeñas empresas, 
que cuentan con una regulación especial que se tra- 
duce en un procedimiento abreviado para pequeños 
concursos (Título XI!). 


Este procedimiento coexiste con la adhesión a 
convenios y la celebración de acuerdos privados en- 
tre el deudor y sus acreedores, en los cuales se bus- 
quen soluciones negociadas a los problemas de difi- 
cultad económica, rescatando la tradición del concor- 
dato extrajudicial o privado. 


2. INSTRUMENTAR UN PROCEDIMIENTO ÚNI- 
¡el0) 


Las soluciones a las dificultades tanto financieras 
como económicas, sólo pueden estudiarse en un pro- 
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cedimiento único que evalúe la viabilidad de la em- 
presa tomando en cuenta todas las opciones posibles 
para la misma. A este procedimiento único se le dio el 
nombre de "concurso", más genérico que el de quie- 
bra o concordato y con menores connotaciones peyo- 
rativas. En ese sentido, el proyecto prevé que las em- 
presas entren en un sólo proceso con tres etapas: 
concurso (artículos 1% y 2%), venta en bloque (ar- 
tículos 171 a 173) y liquidación en partes (ar- 
tículo 174). Con la consagración de un único proce- 
dimiento, se pretende evitar los problemas que ac- 
tualmente plantea la concatenación de quiebras y 
concordatos, así como un mayor equilibrio del poder 
negociador del deudor concordatario y de los acree- 
dores. 


A través de un único procedimiento, con o sin de- 
sapoderamiento, con suspensión o simple limitación 
de la capacidad del deudor, el deudor tendrá una 
instancia para negociar con el conjunto de sus acree- 
dores una solución adecuada según la problemática 
particular que enfrente. Sin embargo, esta negocia- 
ción no puede disociarse de las etapas siguientes del 
procedimiento, en las cuales el deudor abandona la 
unidad productiva y se busca una solución para la 
empresa con un nuevo inversor o múltiples inversores 
(en caso de que la empresa sea vendida en partes, 
cada una en funcionamiento). 


El proyecto incorpora la posibilidad de que la uni- 
dad productiva sea vendida como un todo. El actual 
procedimiento de quiebra no prevé esta situación ya 
que cuando ésta es declarada, la empresa finaliza su 
actividad y sus bienes son rematados en partes. En el 
proyecto, cuando la instancia de negociación entre 
acreedores y deudores fracasa y se pasa a la liquida- 
ción como un todo, la unidad productiva continúa en 
funcionamiento pasándose a buscar un inversor que 
tome a su cargo la unidad productiva y, con su venta, 
liquidar las deudas del anterior deudor. 


Respecto del proceso de negociación, los Títulos 
VI Y VII, establecen los órganos representativos de 
los acreedores (Junta y Comisión de Acreedores) 
tanto en funciones de apoyo (Comisión) como deciso- 
rias (Junta). Por su parte, el Título VII regula las pro- 
puestas de convenio y la forma en la que se conside- 
ran las mismas. 


3. FACILITAR EL ACCESO AL PROCEDIMIENTO 


El proyecto de ley pretende que el concurso abar- 
que la mayor cantidad posible de las situaciones rea- 
les de insolvencia. Para esto, se propone estimular el 
acceso al concurso de deudores y acreedores. 


En lo que refiere al deudor, dicho estímulo con- 
siste en la calificación como voluntario del concurso 
por él promovido, permitiéndole mantener su actividad 
económica bajo el control de un interventor y tener 
derecho a la percepción de alimentos. Además, en 
caso de lograrse la satisfacción de los acreedores en 
los términos de la ley, se lo calificará preceptivamente 
como fortuito. 


En lo que refiere al acreedor instante del concurso, 
el estímulo consiste en el otorgamiento a su crédito 
de un privilegio parcial. Se abre la posibilidad para 
que aquellos que tengan información sobre las pro- 
bables dificultades de las empresas la presenten e 
inicien el concurso (artículo 6%). En la actualidad, al- 
gunos acreedores pueden pedir la quiebra, que impli- 
ca el cierre de la empresa y la venta en parte de sus 
bienes, mientras que el concordato sólo puede ser 
solicitado por el deudor. 


Con ello se facilita el acceso temporáneo al proce- 
dimiento legitimando el inicio de las acciones a todos 
aquellos agentes involucrados en la actividad finan- 
ciera de la empresa. A su vez, se establecen garan- 
tías para las partes a fin de evitar los usos espurios 
del instrumento. Con ello se busca mantener un deli- 
cado balance entre los intereses de deudores (evitar 
abusos) y acreedores (un efectivo cobro de sus cré- 
ditos). 


El proyecto incorpora también una serie de alertas 
tempranas basadas en elementos objetivos para ini- 
ciar los procedimientos (artículos 4% y 5%). Éstas esta- 
blecen una serie de criterios que señalan una posible, 
O segura, situación de insolvencia empresarial, y son 
una referencia para las partes y para el Juez a la hora 
de aplicación de la legislación. 


Todos estos elementos flexibilizan, facilitan y agi- 
litan el inicio de los procedimientos concursales, pro- 
cedimientos en los cuales la detección pronta de una 
situación de dificultad es clave para una solución que 
evite la destrucción de valor. 


4, DAR UN MARCO FLEXIBLE PARA QUE LAS 
PARTES ACUERDEN 


A diferencia de la legislación actual, el proyecto in- 
corpora la posibilidad de que el deudor presente pro- 
puestas múltiples (artículo 138). El deudor conoce de 
primera mano su situación y las posibles vías de so- 
lución, y los acreedores pueden ponderar en forma 
diferente las opciones propuestas y permitir adoptar 
aquella que obtenga el mayor número de adhesiones. 


Otro elemento importante a la hora de buscar so- 
luciones a dificultades empresariales es que las pro- 
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puestas sean flexibles (artículo 139). Las situaciones 
de dificultad requieren de soluciones acordes a la 
problemática, a la realidad de la empresa, de los 
acreedores y del mercado donde operan. Por ello, la 
solución nunca puede ser única y general para todas 
las empresas. 


El proyecto amplía las opciones disponibles para 
las partes en el entendido de que son sólo ellas las 
que pueden encontrar el camino para resolver sus di- 
ficultades. Las soluciones pueden ser quitas, esperas, 
capitalizaciones, constitución de fideicomisos, trans- 
formación de deuda en acciones, venta de activos pa- 
ra el pago, etcétera. 


Por último, el proyecto prevé el Acuerdo Privado 
de Reorganización (Título XI) a través del cual el 
deudor puede arribar a acuerdos con sus acreedores 
sin necesidad de acudir a la instancia judicial. 


5. MEJORAR LOS PROCESOS DE DECISIÓN 


El éxito o fracaso de las negociaciones depende 
también de la forma en la que se estructuren los pro- 
cesos de decisión. En ese sentido, la legislación ac- 
tual incluye una detallada clasificación de los acree- 
dores, principalmente de los acreedores quirografa- 
rios, que no obedecen a ninguna racionalidad asocia- 
da a la problemática empresarial. El proyecto prevé la 
simplificación de las categorías de acreedores (ar- 
tículos 108 a 111). Los créditos con privilegio especial 
(prenda o hipoteca) y con privilegio general (créditos 
laborales) con un tope por monto y aportes persona- 
les al Banco de Previsión Social; créditos por tributos 
nacionales y municipales; el 50% del crédito quiro- 
grafario que promovió la declaración de concurso; 
créditos quirografarios; y créditos subordinados (mul- 
tas y sanciones pecuniarias, créditos de personas es- 
pecialmente relacionados con el deudor) los cuales 
resultan postergados en su cobro a los acreedores 
quirografarios, en oportunidad de liquidación de la 
masa activa. 


Al igual que en la legislación actual, el procedi- 
miento concursal está previsto para los acreedores 
quirografarios, que no admiten otra diferencia que la 
establecida anteriormente. 


Asimismo, se instrumentó una importante simplifi- 
cación de las votaciones (artículos 144 a 146). El 
sistema de doble mayoría actual para viabilizar la sa- 
lida de la situación de dificultad financiera, ha sido 
completamente desvirtuado y es común observar 
comportamientos tanto del deudor como de algunos 
acreedores para manipular las mayorías requeridas. 
Se prevé un mecanismo de mayoría simple del total 
de crédito como régimen general, una mayoría espe- 


cial de dos tercios cuando la solución implique un im- 
portante sacrificio a los acreedores, y una mayoría 
simple que represente el 25% del crédito quirografario 
cuando la solución no implique desventajas impor- 
tantes a los acreedores. Con ello se pretende esta- 
blecer un mecanismo ágil que preserve las garantías 
de las partes, pero que sirva para encontrar una rápi- 
da solución. 


Asimismo, se prevé que los acreedores con ga- 
rantías reales sean incluidos en el plan de financia- 
miento que presente el deudor (artículo 138). 


Si bien los acreedores con garantías reales no 
participan del procedimiento, sus decisiones pueden 
hacer fracasar todos los intentos de conciliación entre 
deudor y acreedores quirografarios. Éstos tienen que 
conocer qué acciones pretenden seguir los acreedo- 
res privilegiados e incorporarlas a la hora de discutir 
las opciones disponibles. 


Debe señalarse que el proyecto prevé la suspen- 
sión transitoria en la ejecución de los créditos con pri- 
vilegio especial, de modo de permitir la búsqueda de 
soluciones para la situación global del deudor. 


Si el mecanismo previsto para deudor y acreedo- 
res falla, se pasa a la licitación de la empresa en blo- 
que. En esta etapa, el Juez establece condiciones 
mínimas objetivas que deben cumplir los potenciales 
adquirentes de la empresa y elige la oferta de mayor 
precio. Se buscó simplificar las posibles opciones pa- 
ra determinar el marco de puja entre oferentes y se 
redujo al mínimo la actuación del Juez en la decisión 
final. 


6. REDUCIR LOS COSTOS DE LOS PROCEDI- 
MIENTOS 


El costo de los procedimientos puede medirse 
tanto en tiempo como en dinero, y su excesiva dura- 
ción conspira con la conservación del valor de la em- 
presa. Por ello, se establecen plazos breves y peren- 
torios en el procedimiento, de forma de acelerarlo lo 
más posible. Asimismo, se reduce al mínimo la sus- 
pensión del procedimiento por las apelaciones de las 
partes (artículo 251), buscando balancear sus dere- 
chos y evitar el uso espurio del mecanismo para dila- 
tarlo innecesariamente. 


La especialización de la judicatura (artículo 12) es 
un requisito fundamental dada la especificidad de la 
problemática. El proyecto prevé mantener la compe- 
tencia de los juzgados civiles del interior para aque- 
llos concursos inferiores a 35 millones de unidades 
indexadas. Asimismo se establecen los cargos de 
actuarios contadores auxiliares del Juez de concur- 
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sos. Con ello se busca, en el marco de la realidad del 
Poder Judicial, implementar una incipiente especiali- 
zación y reforzar la misma en Montevideo, donde se 
tramitarán los concursos más exigentes. A su vez, se 
busca reducir el costo del procedimiento para los 
acreedores, los que pueden ser representados tanto 
por otros acreedores como por el Síndico o Interven- 
tor (artículos 119 y 120). Con ello se busca minimizar 
el costo que tiene la comparecencia en la Junta de 
Acreedores para algunos de ellos, sin entorpecer la 
resolución de la situación. 


Por último, se introducen incentivos a los Síndicos 
e Interventores al adecuar sus honorarios a los re- 
sultados del procedimiento. También se prevé que el 
Poder Ejecutivo reglamente la forma específica en la 
que se remunerará a estos auxiliares de la Justicia, 
de forma de incentivar una actuación que beneficie a 
la unidad productiva y, en última instancia, a las par- 
tes. 


7. FORTALECIMIENTO DE LA JUDICATURA Y 
ESPECIALIZACIÓN 


La complejidad de la temática y los cambios sus- 
tantivos que introduce el proyecto de ley, requieren 
trabajar en el fortalecimiento de los órganos de apli- 
cación. Un paso en esa línea fue la creación de los 
juzgados concursales especializados ocurrida en 
2001. 


El proyecto prevé concentrar en Montevideo los 
concursos de mayor importancia, en los juzgados 
concursales. Si bien no es factible la creación de juz- 
gados especializados departamentales, se requiere 
una especialización en la aplicación de la normativa 
por la necesaria especificidad de la temática. Por lo 
tanto, los juzgados de Montevideo son la instancia 
clave para transitar los procedimientos de mayor 
complejidad, tanto en su procedimiento como en su 
eventual solución. 


Asimismo, se prevé la creación de dos secretarios 
contadores que trabajarán directamente con el Juez 
en cada juzgado. La temática requiere que los jueces 
cuenten con asesoramiento rápido y eficaz en la revi- 
sión de la información de las empresas y respecto de 
la actuación de los deudores. En ese sentido, contar 
con un asesor en la propia sede implica un paso im- 
portante para agilitar, facilitar y controlar el procedi- 
miento y la información. 


8. CONSERVACIÓN DE LA EMPRESA VIABLE 


El proyecto supera la tradicional asimilación entre 
los conceptos de quiebra y cese de la actividad eco- 
nómica del deudor. Por oposición, se consagra el prin- 


cipio de la continuación de la actividad económica de- 
sarrollada por el deudor, personalmente por éste, bajo 
el control de un Interventor, o a través de un Síndico. 


Por lo general, más allá de los problemas deriva- 
dos de su endeudamiento, la empresa en marcha tie- 
ne un valor superior al de cada uno de los elementos 
que la componen. En consecuencia, el mantenimiento 
de la actividad empresarial supone igualmente el 
mantenimiento de este valor económico, en beneficio 
de la expectativa de satisfacción de los acreedores. 
Además, el mantenimiento de la actividad económica 
implicará que no se interrumpan las relaciones de tra- 
bajo, ni se produzca el fenómeno desequilibrante para 
el concurso de las reclamaciones laborales masivas. 


En este sentido, una de las modificaciones sustan- 
ciales del proyecto de ley es el objetivo explícito de per- 
mitir soluciones que permitan la continuidad de aquellas 
unidades productivas económicamente viables. Se bus- 
có un camino intermedio entre la solución de la legisla- 
ción actual, que no permite su continuidad en caso de 
que no haya acuerdo entre deudor y acreedores, y la 
conservación per se de las unidades productivas inde- 
pendientemente de su viabilidad económica. 


Se instrumentó un mecanismo de licitación y su- 
basta para la unidad productiva como un todo, de 
forma que los interesados en la misma hagan valer 
ofertas económicas que permitan un nuevo comienzo 
de la empresa. Si la voluntad del deudor y los acree- 
dores no permite una salida que devuelva la viabilidad 
a la empresa, la unidad productiva no desaparece y 
aparece una nueva instancia en donde la búsqueda 
se traslada a la voluntad de nuevos empresarios. 


Este es un cambio fundamental, no sólo en cuanto 
a las posibilidades del mecanismo, sino también res- 
pecto de las posibilidades de negociación entre deu- 
dores y acreedores. Hasta ahora, la negociación era 
entre un deudor con un determinado plan de pagos y 
una empresa cerrada y en partes. Ahora la negocia- 
ción entre deudor y acreedor incorpora la posibilidad 
de que los acreedores opten por una alternativa ex- 
terna a la voluntad del deudor para continuar el em- 
prendimiento y con ello instrumentar las transforma- 
ciones necesarias para su reinserción en el mercado. 


Sin embargo, para muchos casos el mecanismo 
concursal debe prever una instancia donde la salida 
de la empresa del mercado sea ordenada tanto para 
el deudor como para los acreedores. En mercados 
pequeños como los de nuestro país, donde por razo- 
nes económicas existe una estructura oligopólica en 
gran parte de los mercados, la operativa de empresas 
económicamente inviables representa un obstáculo a 
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la competencia efectiva en los mercados. En ese 
sentido, y en la medida en que permanecen en el 
mercado empresas que no tienen un proyecto eco- 
nómico que les permita competir, ello se traduce en 
una restricción a la entrada o al crecimiento de nue- 
vos competidores en el mercado, relajando con ello el 
grado de competencia o creando ventajas a favor de 
competidores menos eficientes. 


Como ya se señalara se han establecido meca- 
nismos especiales que otorgan determinadas prefe- 
rencias a las cooperativas o sociedades comerciales 
de trabajadores de la empresa subastada (ar- 
tículo 172 literal B) y mecanismos de resolución a fa- 
vor de los acreedores laborales en caso de abandono 
de empresas (artículo 238). 


9. SANCIONES 


Por último, el proyecto adecua las sanciones penales 
previstas en caso que el deudor actúe en forma dolosa, 
y crea un incidente de calificación del deudor concursa- 
do que prevé incentivos y castigos para los deudores 
según su comportamiento antes y durante el concurso. 
Respecto de las sanciones penales, se realizó una rea- 
decuación de las figuras delictivas penales que buscan 
facilitar la aplicación de las mismas. Se entiende que la 
dureza de la legislación penal actual dificulta su aplica- 
ción y, por ello, se acomodaron las figuras y las sancio- 
nes con el objetivo de incentivar su aplicación. 


Por su parte, el Título IX de la ley establece un 
procedimiento de calificación del concurso que tiene 
efectos sobre el deudor. Se prevé que el concurso 
pueda ser calificado como culpable o fortuito (ar- 
tículo 192), se establecen presunciones absolutas (ar- 
tículo 193) y relativas (artículo 194) de culpabilidad, 
las figuras de los cómplices (artículo 195) y las san- 
ciones, que implican la inhabilitación de los sanciona- 
dos para administrar los bienes propios o ajenos por 
un período de cinco a veinte años. 


Ello debido a que en el primer taller concursal reali- 
zado surgió la inquietud respecto a la no aplicación de 
las sanciones penales, la gran mayoría de los concur- 
sos finalizan sin que la plaza conozca cual fue el com- 
portamiento del deudor, y si la misma obedece a cues- 
tiones fortuitas o a elementos delictivos. En ese senti- 
do, el objetivo principal de este procedimiento es bus- 
car discriminar los concursos y poder establecer san- 
ciones de tipo social e informar al mercado sobre la 
actuación de los deudores en estos procedimientos. 


Sala de la Comisión, 5 de junio de 2008. 


JAVIER SALSAMENDI, Miembro Infor- 
mante, GUSTAVO BERNINI, DIEGO 


CÁNEPA, JORGE ORRICO, ED- 
GARDO ORTUÑO, ÁLVARO F. LO- 
RENZO, con, salvedades que expon- 
drá en Sala. 


PROYECTO DE LEY 
TÍTULO 1 
DECLARACIÓN JUDICIAL DE CONCURSO 
CAPÍTULO | 
PRESUPUESTOS DEL CONCURSO 


Artículo 1*. (Presupuesto objetivo).- La declara- 
ción judicial de concurso procede respecto de cual- 
quier deudor que se encuentre en estado de insol- 
vencia. 


Se considera en estado de insolvencia, indepen- 
dientemente de la existencia de pluralidad de acree- 
dores, al deudor que no puede cumplir con sus obli- 
gaciones. 


Artículo 2”. (Presupuesto subjetivo).- La declara- 
ción judicial de concurso procederá respecto de cual- 
quier deudor, persona física que realice actividad em- 
presaria o persona jurídica civil o comercial. 


Se considera actividad empresaria a la actividad 
profesional, económica y organizada con finalidad de 
producción o de intercambios de bienes o servicios. 


Se encuentran excluidos del régimen de esta ley el 
Estado, los Entes Autónomos, los Servicios Descen- 
tralizados, los Gobiernos Departamentales y las enti- 
dades de intermediación financiera, en este último 
caso con excepción de las normas relativas a la califi- 
cación del concurso, contenidas en el Título IX. 


En el caso de los deudores domiciliados en el ex- 
tranjero, se aplicará lo dispuesto en el Título XIII de 
esta ley. Las personas físicas no comprendidas en la 
presente ley se seguirán regulando por el Título VII 
del Libro Il del Código General del Proceso (Concurso 
Civil) y normas concordantes. 


Artículo 3%. (Concurso de la herencia).- Procederá 
el concurso de la herencia del deudor fallecido, en los 
siguientes casos: 


1. Cuando la herencia hubiera sido aceptada a 
beneficio de inventario. 


2. Cuando, declarado en concurso el deudor, éste 
hubiera fallecido durante la tramitación del 
mismo. En este caso, el concurso del deudor 
continuará de pleno derecho como concurso de 
la herencia, sin retrotraer las actuaciones. 
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Artículo 4”. (Presunciones relativas de insolven- 
cia).- El estado de insolvencia del deudor se presume 
en los siguientes casos: 


1. Cuando exista un pasivo superior al activo, 
determinados de acuerdo con normas conta- 
bles adecuadas. 


2. Cuando existan dos o más embargos por de- 
mandas ejecutivas o por ejecuciones contra el 
deudor por un monto superior a la mitad del 
valor de sus activos susceptibles de ejecución. 


3. Cuando existan una o más obligaciones del 
deudor, que hubieran vencido hace más de tres 
meses. 


4, Cuando el deudor hubiera omitido el pago de 
sus obligaciones tributarias por más de un año. 


5. Cuando exista cierre permanente de la sede de 
la administración o del establecimiento donde 
el deudor desarrolla su actividad. 


6. Cuando el Banco Central hubiera dispuesto la 
suspensión de una o más cuentas corrientes 
del deudor o la clausura de las cuentas co- 
rrientes del deudor en el sistema bancario. 


7. Cuando, en el caso de acuerdo privado de re- 
organización, el deudor omita presentarse en 
plazo al Juzgado (artículo 220), no se inscriba 
el auto de admisión (artículo 223), se rechace, 
anule o incumpla el acuerdo. 


Estas presunciones son relativas, admitiendo en 
todos los casos prueba en contrario, en los términos 
de la ley. 


Artículo 5*. (Presunciones absolutas de insolven- 
cia).- El estado de insolvencia del deudor se presume, 
en forma absoluta, en los siguientes casos: 


1. Cuando el deudor solicite su propio concurso. 


2. Cuando el deudor hubiera sido declarado en 
concurso, quiebra o cualquier otra forma de 
ejecución concursal por Juez competente del 
país donde el deudor tenga su domicilio princi- 
pal. 


3. Cuando el deudor hubiera realizado actos frau- 
dulentos para la obtención de créditos o para 
sustraer bienes a la persecución de los acree- 
dores. 


4. Cuando exista ocultación o ausencia del deu- 
dor o de los administradores, en su caso, sin 
dejar representante con facultades y medios 
suficientes para cumplir con sus obligaciones. 


Artículo 6”. (Legitimación para solicitar la declara- 
ción de concurso).- Pueden solicitar la declaración ju- 
dicial de concurso: 


1. 


El propio deudor. En el caso de personas jurí- 
dicas, la solicitud deberá ser realizada por sus 
órganos con facultades de representación o por 
apoderado con facultades expresas para la so- 
licitud. 


Cualquier acreedor, tenga o no su crédito ven- 
cido. 


Cualquiera de los administradores o liquidado- 
res de una persona jurídica, aún cuando carez- 
can de facultades de representación, y los inte- 
grantes del órgano de control interno. 


Los socios personalmente responsables de las 
deudas de las sociedades civiles y comerciales. 


Los codeudores, fiadores o avalistas del deu- 
dor. 


Las Bolsas de Valores y las Instituciones Gre- 
miales de empresarios con personería jurídica. 


En el caso de la herencia, podrá además pe- 
dirlo cualquier heredero, legatario o albacea. 


Artículo 7*. (Solicitud de concurso por el deudor).- 
En el caso de solicitud de concurso por parte del deu- 
dor, además de cumplir con lo dispuesto por los ar- 
tículos 117 y 118 del Código General del Proceso, 
deberá acompañar los siguientes documentos: 


1. 


Memoria explicativa conteniendo la siguiente 
información relativa al deudor: 


a. Historia económica y jurídica, indicando la 
actividad o actividades a las que se dedica o 
se dedicó en el pasado; las oficinas, esta- 
blecimientos o explotaciones de las que fue- 
ra titular; así como las causas del estado en 
que se encuentra. 


b. Si fuera una persona casada, se indicará el 
nombre del cónyuge, así como el régimen 
patrimonial del matrimonio. 


Cc. Si fuera una persona jurídica, se indicará el 
nombre y domicilio de los socios, asociados 
O accionistas de los que tenga constancia, 
de los administradores, liquidadores y, en su 
caso, de los miembros del órgano de control 
interno, así como si forma parte de un grupo 
de empresas, enumerando las entidades 
que estén integradas en el mismo. 


162 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 1? de julio de 2008 


2. 


Inventario de bienes y derechos de los que sea 
titular a la fecha de solicitud del concurso, con 
estimación de su valor, del lugar donde se en- 
cuentran los bienes y, en su caso, de los datos 
de identificación registral. Si alguno de los bie- 
nes se encontrara gravado por derechos reales 
o hubiera sido embargado se indicará, según 
los casos, las características del gravamen y de 
su inscripción registral, si correspondiere, y el 
Juzgado actuante y las actuaciones en las 
cuales el embargo hubiera sido trabado. 


Relación de los acreedores por orden alfabéti- 
co, indicando su nombre, número de Registro 
Único de Contribuyentes (RUC) o documento 
de identidad según corresponda, domicilio, 
monto y fecha de vencimiento de sus créditos, 
así como la existencia de garantías personales 
o reales, sobre bienes del deudor o de terceros. 
Si algún acreedor hubiera reclamado judicial- 
mente el pago, se indicará la clase de reclama- 
ción, el Juzgado, los autos en que se tramita y 
el estado de los procedimientos. 


Si el deudor estuviera obligado a llevar contabi- 
lidad, acompañará los estados contables que 
determine la reglamentación y, en su caso, la 
memoria del órgano de administración y el in- 
forme del órgano de control interno, correspon- 
dientes a los tres últimos ejercicios, si existie- 
ran. Los estados contables deberán ser acom- 
pañados de informe firmado por contador públi- 
co o establecer expresamente la causa por la 
cual no fue posible obtener dicha firma. Si el 
deudor hubiera contratado auditoría externa de 
sus estados contables, acompañará igualmente 
los informes de auditoría correspondientes a 
los estados contables presentados. En caso de 
falta de presentación de cualquiera de estos 
recaudos, indicará la causa por la cual no pue- 
de aportarlos. 


Si el deudor fuera una persona jurídica, testi- 
monio de los estatutos o del contrato social y 
de sus modificaciones, así como de la autoriza- 
ción estatal y de la inscripción registral, si Co- 
rrespondiere. 


En el caso de las personas jurídicas deberá 
acompañarse también testimonio notarial de la 
resolución del órgano de administración, apro- 
bando la presentación. La solicitud de declara- 
ción judicial de concurso y los documentos 
mencionados en el presente artículo deberán 
estar firmados por el propio deudor y, en el ca- 


so de personas jurídicas, por todos los admi- 
nistradores o liquidadores. Si faltara la firma de 
alguno de ellos, se señalará en la solicitud y en 
los documentos en que falte, indicando la cau- 
sa. 


En caso de omitirse la presentación de alguno de 
los recaudos establecidos precedentemente, el Juez 
la rechazará de plano, sin que esta decisión cause 
estado. La decisión judicial será apelable por el deu- 
dor con efecto suspensivo. 


Artículo 8”. (Solicitud de concurso por otros legi- 
timados).- Fuera de los casos de solicitud de la decla- 
ración de concurso por el propio deudor (numeral 1 
del artículo 6), los solicitantes, además de cumplir 
con lo dispuesto por los artículos 117 y 118 del Códi- 
go General del Proceso, deberán aportar los ele- 
mentos de juicio que acrediten la existencia de una 
presunción de insolvencia. 


No podrá desistirse de la solicitud de declaración 
de concurso y los solicitantes del concurso serán res- 
ponsables por los perjuicios causados al deudor por 
el carácter abusivo o por la falta de fundamento de la 
solicitud. El Juez podrá exigirles la constitución de 
contracautela por los perjuicios que su solicitud pudie- 
ra causar, estando eximidos de esta obligación los 
acreedores laborales. 


Artículo 9. (Solicitudes conjuntas).- Dos o más 
deudores podrán presentar conjuntamente solicitudes 
de declaración judicial de concurso, adjuntando a la 
solicitud cada uno de ellos los documentos a que se 
refiere el artículo 7. Cuando formen parte de un 
mismo grupo deberán presentar los estados conta- 
bles referidos en el numeral 4 del artículo 7* en forma 
consolidada. 


El acreedor podrá promover la declaración judicial 
de concurso de varios de sus deudores, personas fí- 
sicas O jurídicas, cuando se configuren respecto de 
todos los deudores presunciones de insolvencia y 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 


1. Exista confusión entre los patrimonios de los 
deudores. 


2. Cuando formen parte de un mismo grupo. 


Artículo 10. (Obligación de solicitar el concurso).- 
El deudor tendrá la obligación de solicitar su propio 
concurso dentro de los treinta días siguientes a que 
hubiera conocido o debido conocer su estado de in- 
solvencia. En el caso de las personas jurídicas, la 
obligación recae en cada uno de sus administradores, 
liquidadores o integrantes del órgano de control inter- 
no. 
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En el caso de las personas físicas o jurídicas obli- 
gadas a llevar contabilidad, se presume absoluta- 
mente que dicho conocimiento se produjo en la fecha 
en que preparó o debió haber preparado estados 
contables. 


Artículo 11. (Clases de concurso).- El concurso 
será voluntario cuando sea solicitado por el propio 
deudor, a condición de que no exista una solicitud de 
concurso previa, promovida por alguno de los res- 
tantes legitimados legalmente. El concurso será ne- 
cesario en los restantes casos. 


CAPÍTULO Il 
DECLARACIÓN JUDICIAL DE CONCURSO 
Sección 1 
Juez competente 


Artículo 12. (Competencia).- Los Juzgados de 
Concursos conocerán en primera instancia en todos 
los procedimientos concursales cuya competencia co- 
rresponda al departamento de Montevideo. También 
conocerán en los procedimientos concursales origi- 
nados fuera del departamento de Montevideo cuyo 
pasivo sea superior a Ul 35.000.000 (Unidades Inde- 
xadas treinta y cinco millones). 


En los demás procedimientos concursales fuera 
del departamento de Montevideo, serán competentes 
los Tribunales que determine la legislación procesal 
vigente. 


El Tribunal que entienda en el concurso será tam- 
bién competente en las acciones sociales de respon- 
sabilidad promovidas contra los administradores o di- 
rectores de sociedades concursadas (artículos 83 y 
393 y siguientes de la Ley N* 16.060, de 4 de setiem- 
bre de 1989). 


En el caso de deudores del exterior, se aplicarán 
las disposiciones del artículo 239. 


Artículo 13. (Competencia en caso de solicitudes 
conjuntas).- En caso de solicitudes conjuntas, las 
mismas se tramitarán ante la misma sede, en expe- 
dientes separados. 


Artículo 14. (Domicilio procesal).- Todos los com- 
parecientes en el procedimiento concursal deberán 
constituir domicilio dentro del radio del Juzgado. De 
no hacerlo se lo tendrá por constituido en los estra- 
dos. 


Sección 2 
Trámite posterior a la solicitud 


Artículo 15. (Concurso solicitado por el deudor).- 
Si el concurso es solicitado por el deudor, directa- 
mente o a través de sus representantes, el Juez se 
expedirá, sin más trámite, dentro de los dos días de 
presentada la solicitud. 


Artículo 16. (Concurso solicitado por otros legiti- 
mados).- Si el concurso es solicitado por cualquiera 
de los restantes legitimados, el Juez procederá de la 
siguiente forma: 


1. Dará traslado al deudor por el plazo que estime 
razonable, según la importancia y la compleji- 
dad del asunto, el cual no podrá exceder de 
diez días. 


2. Si el deudor se allanara a la solicitud o no se 
opusiera dentro del término legal, el Juez de- 
cretará el concurso sin más trámite, en el plazo 
de dos días. 


3. Si el deudor se opusiera a la solicitud, se sus- 
tanciará por el procedimiento de los incidentes. 


4. El deudor deberá presentar con la oposición 
todos los documentos y elementos que le per- 
mitan probar su derecho. 


5. En el caso de un deudor obligado a llevar li- 
bros, el mismo deberá presentar igualmente 
con la oposición sus libros y demás documen- 
tos contables. Si los elementos presentados 
por el deudor no fueran suficientes a juicio del 
Juez, éste podrá decretar una pericia contable, 
que deberá realizarse en un plazo máximo de 
diez días hábiles. El perito será designado por 
el Juez de la nómina de profesionales inscrip- 
tos en el Registro de Síndicos e Interventores 
Concursales. 


6. Para el caso de hacerse lugar a la solicitud de 
concurso, los honorarios del perito serán un 
crédito de la masa. Para el caso de que no se 
haga lugar a la solicitud, los honorarios del pe- 
rito serán de cargo del solicitante. 


7. Presentada por el deudor la oposición o pre- 
sentado el informe del perito, en su caso, el 
Juez convocará audiencia en un plazo máximo 
de cinco días. 


8. Si el deudor no concurriera a la audiencia u 
obstaculizara en cualquier forma la indagatoria 
sobre la situación de insolvencia invocada, se 
declarará sin más trámite su concurso. 
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9. Dentro del plazo de cinco días de realizada la 
audiencia, el Juez decidirá sobre la declaración 
judicial de concurso. 


Artículo 17. (Información relevante a juicio del 
Tribuna)).- En todos los casos, en esta etapa del pro- 
ceso o en ulteriores instancias, los acreedores podrán 
presentar o el Juez podrá solicitar informes para la 
mejor instrucción del proceso a las asociaciones re- 
presentativas de acreedores. Dichos informes no ge- 
nerarán costos para la masa. 


Artículo 18. (Medidas cautelares anteriores a la 
declaración del concurso).- En cualquier estado de los 
procedimientos antes de la declaración judicial de 
concurso, a pedido y bajo la responsabilidad del soli- 
citante, el Juez podrá decretar medidas cautelares, 
tendientes a proteger la integridad del patrimonio del 
deudor. Estas medidas podrán consistir en el embar- 
go preventivo de los bienes y derechos del deudor, en 
la intervención de sus negocios o en alguna otra ade- 
cuada a los fines perseguidos. 


Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el concurso o desestimada la solicitud. 


Sección 3 
Sentencia de declaración de concurso 


Artículo 19. (Contenido de la sentencia).- La 
sentencia judicial que declare el concurso del deudor 
deberá contener: 


1. Declaración de concurso del deudor. 


2. Suspensión o limitación de la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del 
concurso, según corresponda. 


3. Designación de síndico o interventor, según co- 
rresponda. 


4. Convocatoria de la Junta de Acreedores a ce- 
lebrarse dentro del plazo máximo de ciento 
ochenta días. 


5. Inscripción de la sentencia en el Registro Na- 
cional de Actos Personales, Sección Interdic- 
ciones y publicación de un extracto de la misma 
en el Diario Oficial. 


En caso de solicitudes conjuntas de concurso (ar- 
tículo 9%), el Juez designará en todos los procedi- 
mientos al mismo síndico o interventor. 


Artículo 20. (Inscripción de la sentencia).- El Juz- 
gado comunicará directamente al Registro la inscrip- 
ción de la sentencia, dentro de las veinticuatro horas 
de dictada. El Registro la inscribirá de inmediato y el 


importe de la tasa registral tendrá el carácter de cré- 
dito de la masa. 


No existiendo recursos suficientes disponibles pa- 
ra cubrir las tasas registrales para la presente inscrip- 
ción en el Registro, así como de toda otra inscripción 
registral o solicitud de información del mismo tipo que 
prevea la presente ley, el Tribunal las ordenará de 
oficio sin cargo. 


Artículo 21. (Publicación del extracto de la sen- 
tencia).- La publicación del extracto de la sentencia 
será ordenada y tramitada directamente por el Juzga- 
do, dentro de las veinticuatro horas de dictada la 
misma. El Diario Oficial lo publicará de inmediato y el 
costo de la publicación tendrá la calidad de crédito de 
la masa, las publicaciones del extracto de sentencia 
de que trata este artículo, así como toda otra publica- 
ción en el Diario Oficial de que trate la presente ley, 
deberá ser por el término de tres días. 


En caso de que no existan recursos suficientes pa- 
ra la realización de cualquiera de las publicaciones 
que se deban realizar durante el concurso, el Tribunal 
ordenará la publicación sin costo en el Diario Oficial 
por igual término que en el inciso anterior, oficiando a 
la Dirección Nacional de Impresiones y Publicaciones 
Oficiales. 


Artículo 22. (Recursos contra la sentencia).- La 
sentencia que declare el concurso será apelable por 
el deudor o por cualquiera que tenga un interés legí- 
timo, dentro del plazo de seis días de la última publi- 
cación. El recurso no tendrá efecto suspensivo. 


CAPÍTULO II 


MEDIDAS CAUTELARES POSTERIORES A LA DE- 
CLARACIÓN DE CONCURSO 


Artículo 23. (Medidas sobre la persona del deu- 
dor).- Conjuntamente con la sentencia de concurso o 
en cualquier momento posterior de los procedimien- 
tos, el Juez, actuando de oficio o a instancia de parte, 
podrá disponer alguna de las siguientes medidas 
cautelares: 


1. Intervención de las comunicaciones del deudor 
relacionadas con la actividad profesional del gi- 
ro. Aquellas de carácter privado y personal se- 
rán entregadas al titular destinatario. 


2. Prohibición al deudor de cambiar de domicilio 
y/o de salir del país sin la previa autorización 
del Tribunal. En caso de personas jurídicas 
esta medida podrá ser dispuesta respecto de 
todos o de algunos de sus administradores o li- 
quidadores. 


Martes 1? de julio de 2008 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


165 


Artículo 24. (Embargo preventivo de los bienes y 
derechos de administradores, liquidadores e inte- 
grantes del órgano de control interno).- En caso de 
concurso necesario de las personas jurídicas, siem- 
pre que de un examen preliminar del estado patrimo- 
nial del deudor resulte que su activo no es suficiente 
para satisfacer su pasivo, conjuntamente con la sen- 
tencia o en cualquier momento posterior, el Juez dis- 
pondrá el embargo preventivo de los bienes de sus 
administradores, liquidadores o integrantes del órga- 
no de control interno. 


Artículo 25. (Embargo de personas vinculadas 
anteriormente).- El Juez, de manera fundada, también 
podrá trabar embargo sobre los bienes de 
ex-administradores, ex-liquidadores o ex-integrantes 
del órgano de control interno, siempre que de un 
examen preliminar de los hechos surja que, durante el 
plazo de dos años anteriores a la declaración de con- 
curso, conocieron el estado de insolvencia de la per- 
sona jurídica deudora. 


Estos embargos se conservarán hasta la finaliza- 
ción de los procedimientos concursales, salvo que 
haya recaído una sentencia judicial sobre la respon- 
sabilidad de cualquiera de los sujetos mencionados 
en los dos incisos anteriores. 


TÍTULO II 
SÍNDICO E INTERVENTOR 
CAPÍTULO | 
NOMBRAMIENTO 


Artículo 26. (Condiciones subjetivas).- El síndico 
o el interventor será designado por el Juez en la sen- 
tencia que declare el concurso, de entre aquellos 
profesionales universitarios o sociedades de profesio- 
nales o instituciones gremiales de empresarios con 
personería jurídica inscriptos en el Registro de Síndi- 
cos e Interventores Concursales que llevará la Su- 
prema Corte de Justicia. Las mismas personas elegi- 
bles como síndicos lo serán como interventores. 


En los concursos radicados en el interior del país y 
en los pequeños concursos (Título XII), la designación 
podrá recaer en profesionales universitarios no ins- 
criptos en el Registro de Síndicos e Interventores 
Concursales, a condición de que sean abogados, 
contadores públicos o licenciados en administración 
de empresas con un mínimo de cinco años de ejerci- 
cio profesional o egresados de los cursos de especia- 
lización para síndicos e interventores concursales. 


Artículo 27. (Inscripción en el Registro de Síndi- 
cos e Interventores Concursales).- Cada cuatro años 


la Suprema Corte de Justicia llamará a interesados 
para integrar una lista con un mínimo de treinta titula- 
res y treinta suplentes preferenciales, elegibles como 
síndicos e interventores concursales. 


Para ser inscripto en el Registro de Síndicos e In- 
terventores Concursales se requerirá ser profesional 
universitario y tener un mínimo de cinco años de ejer- 
cicio profesional. La selección se realizará teniendo 
en cuenta los antecedentes y experiencia de los pos- 
tulantes, otorgando prioridad a los egresados de los 
cursos de especialización para síndicos e intervento- 
res concursales, dictados por entidades universitarias 
o instituciones gremiales de profesionales universita- 
rios. Hasta tanto no existan egresados de estos cur- 
sos en número suficiente, se dará prioridad a los abo- 
gados, contadores públicos o licenciados en adminis- 
tración de empresas. 


Podrán también inscribirse sociedades de profe- 
sionales, con o sin personería jurídica, a condición de 
que la mayoría de sus socios cumplan con los requi- 
sitos establecidos precedentemente, así como institu- 
ciones gremiales de empresarios con personería jurí- 
dica. 


Vencido el plazo de cuatro años los síndicos o in- 
terventores concursales anteriores podrán participar 
en la nueva elección. 


Las designaciones de síndicos o interventores se 
mantendrán aun cuando hubiera vencido el plazo de 
sus inscripciones. 


Artículo 28. (Incompatibilidad y  prohibiciones).- 
No podrán ser nombrados síndicos o interventores: 


1. Quienes no puedan ser administradores de so- 
ciedades comerciales. 


2. Quienes hubieran prestado cualquier clase de 
servicios profesionales al deudor o a personas 
especialmente relacionadas con éste en los úl- 
timos cinco años. 


3. Quienes, en el último año, hubieran sido nom- 
brados síndicos o interventores en dos concur- 
sos. A estos efectos, los nombramientos efec- 
tuados en sociedades pertenecientes al mismo 
grupo se computarán como uno solo. En el ca- 
so de sociedades de profesionales e institucio- 
nes gremiales de empresarios con personería 
jurídica, este número se elevará a diez. 


Artículo 29. (Aceptación).- El nombramiento de 
síndico o de interventor será comunicado al interesa- 
do por el medio más rápido. 
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Dentro de los cinco días siguientes a la comunica- 
ción, el nombrado deberá comparecer ante el Juzga- 
do para aceptar el cargo. No podrá rehusar el cargo, 
salvo que medie causa grave, la cual será apreciada 
por el Juez con criterio estricto, o que renuncie ade- 
más a su inscripción en el Registro de Síndicos o In- 
terventores Concursales. 


En caso de falta de aceptación el Juez procederá 
de inmediato a un nuevo nombramiento. 


Aceptado el cargo el nombrado sólo podrá renun- 
ciar por causa grave. 


Artículo 30. (Auxiliares).- Cuando la complejidad 
del concurso así lo exija, el síndico o el interventor 
podrá solicitar del Juez autorización para nombrar au- 
xiliares. La resolución judicial que conceda la autori- 
zación especificará las funciones a desarrollar por di- 
chos auxiliares, así como la retribución que les co- 
rresponda, la cual será de cargo del síndico o del in- 
terventor, salvo casos de gran complejidad a juicio del 
Juez. 


El nombramiento y la aceptación de los auxiliares 
serán puestos en conocimiento del Juez del Concur- 
so. Hasta que esta comunicación tenga lugar, los au- 
xiliares no podrán comenzar el ejercicio de las funcio- 
nes encomendadas. 


Artículo 31. (Recusación).- El síndico o el inter- 
ventor podrá ser recusado por cualquiera de las per- 
sonas legitimadas para solicitar la declaración del 
concurso. 


Son causas de recusación las circunstancias 
constitutivas de incompatibilidad o de prohibición, así 
como las establecidas por la ley procesal para la re- 
cusación de los peritos. 


El procedimiento de recusación será el establecido 
en la ley procesal para la recusación de peritos y no 
tendrá efecto suspensivo. 


CAPÍTULO Il 
ESTATUTO JURÍDICO 


Artículo 32. (Ejercicio del cargo).- El síndico o el 
interventor deberá desempeñar su cargo con la dili- 
gencia de un ordenado administrador y de un repre- 
sentante leal. 


Artículo 33. (Prohibición de adquirir bienes y de- 
rechos de la masa activa).- El síndico y el interventor 
no podrán adquirir por sí o por persona interpuesta 
bienes y derechos que integren la masa activa del 
concurso. 


Si lo hicieren, quedarán inhabilitados como síndi- 
cos e interventores y deberán reintegrar a la masa, 
sin contraprestación alguna, el bien o derecho que 
hubieran adquirido. 


Artículo 34. (Retribución).- Los síndicos e inter- 
ventores tendrán derecho a ser retribuidos con cargo 
a la masa. 


La reglamentación aprobará el arancel aplicable a 
la actividad de los síndicos e interventores atendiendo 
a la cuantía del activo, a la complejidad del concurso, 
a la duración de sus funciones y al resultado de su 
gestión. 


El Juez, previo informe del síndico o del interven- 
tor, fijará la cuantía de la retribución y la forma en que 
deba ser pagada. 


La decisión judicial que fija la retribución del síndi- 
co o del interventor podrá ser recurrida por los mis- 
mos, así como por las personas legitimadas para soli- 
citar la declaración judicial de concurso, quienes de- 
berán expresar la suma que consideran que corres- 
ponde pagar. El recurso tendrá efecto suspensivo 
respecto del importe por el que exista controversia. 


Artículo 35. (Responsabilidad).- El síndico, el in- 
terventor y los auxiliares cuyo nombramiento hubiera 
autorizado el Juez del Concurso responderán frente al 
deudor y frente a los acreedores de los daños y per- 
juicios causados a la masa del concurso por los actos 
y omisiones contrarios a la ley o por los realizados sin 
la debida diligencia. 


La acción se promoverá, en vía ordinaria, ante el 
Juez del Concurso y prescribirá a los dos años a par- 
tir del momento en que, por cualquier causa, el síndi- 
co o el interventor hubiera cesado en su cargo. 


Si la sentencia contuviera condena a indemnizar 
daños y perjuicios, el acreedor que hubiera ejercitado 
la acción en interés de la masa, tendrá derecho a 
que, con cargo a esa indemnización, se le reembol- 
sen los gastos del proceso y se le satisfaga hasta el 
cincuenta por ciento del crédito que no hubiera perci- 
bido en el concurso. 


Artículo 36. (Separación).- Cuando concurra justa 
causa, el Juez, de oficio o a petición de cualquiera de 
las personas legitimadas para solicitar la declaración 
de concurso, podrá disponer el cese del síndico o del 
interventor. 


Artículo 37. (Nuevo nombramiento).- En los casos 
de cese del síndico o del interventor el Juez del Con- 
curso procederá de inmediato a un nuevo nombra- 
miento. 
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CAPÍTULO II! 
RENDICIÓN DE CUENTAS 


Artículo 38. (Rendición de cuentas del síndico).- 
El síndico rendirá cuentas de su gestión: 


1. Cuando lo solicite la Comisión de Acreedores. 


2. Al solicitar la suspensión o conclusión del con- 
curso. 


3. En caso de cese antes de la conclusión del 
concurso y si lo solicitara el nuevo síndico o la 
Comisión de Acreedores. El plazo para la pre- 
sentación de esta solicitud será de un mes a 
contar desde la fecha en que el cese se hu- 
biera producido. 


Artículo 39. (Rendición de cuentas del interven- 
tor).- El interventor deberá rendir cuentas de su ges- 
tión cuando lo acuerde el Juez del Concurso a solici- 
tud de la Comisión de Acreedores. 


Artículo 40. (Aprobación de las cuentas).- Las 
cuentas presentadas por el síndico o el interventor y 
la documentación respaldante quedarán de manifiesto 
en el Juzgado por el plazo de quince días. Durante 
este plazo el deudor, la Comisión de Acreedores y los 
demás interesados que hubieran comparecido en el 
procedimiento podrán formular observaciones. 


En caso de que no se formularan observaciones el 
Juez aprobará las cuentas presentadas, no admitién- 
dose contra el auto de aprobación recurso alguno. 


En caso de que se formularan observaciones la 
sentencia que recaiga en este procedimiento podrá 
ser recurrida con efecto suspensivo. 


Artículo 41. (Sanción por rechazo de las cuen- 
tas).- Si las cuentas no fueran aprobadas, el síndico o 
el interventor quedará inhabilitado para intervenir co- 
mo síndico o como interventor en cualquier otro con- 
curso de acreedores durante el período que fije el 
Juez del Concurso, que no podrá ser inferior a cinco 
ni superior a veinte años. 


Esta sanción será aplicada, sin perjuicio de las ac- 
ciones de responsabilidad patrimonial y criminal que 
su actuación pueda haber generado. 


CAPÍTULO IV 


REGISTRO DE SÍNDICOS E INTERVENTORES 
CONCURSALES 


Artículo 42. (Actos y hechos inscribibles en el re- 
gistro).- La Suprema Corte de Justicia llevará un Re- 
gistro de Síndicos e Interventores Concursales en el 
cual se inscribirá la siguiente información: 


1. El nombre y antecedentes personales y profe- 
sionales de todos aquellos profesionales uni- 
versitarios que hubieran sido inscriptos, como 
titulares o como suplentes, en el Registro. 


2. Las designaciones y ceses de síndicos e inter- 
ventores, indicando la causa de los ceses pro- 
ducidos. 


3. Las negativas de aceptación de las designacio- 
nes de síndico e interventor, indicando las cau- 
sas invocadas en la negativa. 


4. Las recusaciones promovidas contra síndicos e 
interventores, indicando los fundamentos y el 
resultado de las mismas. 


5. Las acciones de responsabilidad promovidas 
contra síndicos e interventores, indicando el 
fundamento y el resultado de las mismas. 


6. El rechazo de las cuentas rendidas por el síndi- 
co o el interventor y la sanción impuesta al 
mismo. 


7. Cualquier otro hecho o circunstancia que, a jui- 
cio del Juez del Concurso pueda incidir en una 
futura decisión de designación del síndico o del 
interventor. 


Artículo 43. (Comunicación de los datos al Regis- 
tro).- El Juez del Concurso deberá comunicar al Re- 
gistro, dentro de los tres días siguientes de ocurrido, 
todo hecho o acto registrable del cual haya tenido co- 
nocimiento. 


TÍTULO II 
EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO 
CAPÍTULO | 
EFECTOS SOBRE EL DEUDOR 


Artículo 44. (Continuación de la actividad del 
deudor).- La declaración judicial de concurso no im- 
plica el cese o clausura de la actividad del deudor, 
salvo que el Juez disponga lo contrario, lo que podrá 
hacer en cualquier momento durante el concurso, a 
solicitud del deudor, de los acreedores, del síndico o 
interventor, o de oficio. 


Artículo 45. (Suspensión o limitación de la legiti- 
mación del deudor para disponer y obligar a la masa 
del concurso).- La declaración judicial de concurso 
producirá los siguientes efectos en la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del concur- 
so: 


1. Si el concurso fuera necesario, se suspenderá 
la legitimación del deudor para disponer y obli- 
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gar a la masa del concurso, sustituyéndolo en 
la administración y disposición de sus bienes 
por un síndico. 


Si el concurso fuera voluntario, se suspenderá 
la legitimación del deudor para disponer y obli- 
gar a la masa del concurso, con el alcance dis- 
puesto en el numeral 1, solamente cuando el 
activo no sea suficiente para satisfacer el pasi- 
vo. En los demás casos, se limitará la legitima- 
ción del deudor para disponer y obligar a la 
masa y se designará un interventor que coad- 
ministrará los bienes conjuntamente con el 
mismo. 


En el caso de concurso voluntario, si durante el 
desarrollo de los procedimientos se pusiera de 
manifiesto que, en el momento de la declara- 
ción judicial, la relación entre activo y pasivo 
era distinta a la tenida en cuenta para suspen- 
der o limitar la legitimación del deudor, el Juez 
modificará de oficio la medida adoptada, 
transformando la suspensión en limitación o la 
limitación en suspensión, según corresponda. 


En caso de haberse dispuesto la limitación de 
la legitimación del deudor, en cualquier mo- 
mento el Juez, previa solicitud fundada de los 
interventores y vista al deudor, podrá disponer 
la suspensión de la legitimación del deudor, 
cualquiera sea la situación patrimonial de éste. 


En todos los casos de conversión de la limita- 
ción de la legitimación para disponer y obligar 
la masa en suspensión o viceversa, el Juez 
dispondrá las mismas medidas de publicidad 
acordadas para la sentencia de declaración ju- 
dicial de concurso. 


Se exceptúan de la suspensión o limitación de 
la legitimación del deudor los actos personalí- 
simos o referidos a bienes inembargables, la 
presentación de propuestas de convenio y la 
impugnación o interposición de recursos contra 
la actuación del síndico o del interventor y con- 
tra las resoluciones judiciales. 


dor respecto de los bienes o derechos que in- 
tegren la masa activa del concurso, incluida la 
aceptación o repudiación de herencias, legados 
y donaciones. 


2. Solamente el síndico estará legitimado para 
realizar actos de administración y disposición 
sobre los bienes y derechos que forman la ma- 
sa activa del concurso, en los términos de la 
presente ley. 


3. El síndico sustituirá al deudor en todos los pro- 
cedimientos jurisdiccionales o administrativos 
en curso en que éste sea parte, con excepción 
de aquellos fundados en relaciones de familia 
que no tengan contenido patrimonial. 


4. En los casos de suspensión de la legitimación 
del deudor para disponer y obligar la masa del 
concurso, los pagos realizados al deudor no 
tendrán efecto liberatorio para los acreedores, 
salvo los realizados de buena fe en el período 
que medie entre la sentencia declaratoria del 
concurso y la registración y publicación de la 
misma. 


Artículo 47. (Efectos generales de la limitación de 
la legitimación del deudor para disponer y obligar la 
masa del concurso).- La limitación de la legitimación 
del deudor para disponer y obligar la masa del con- 
curso, dispuesta en la sentencia de declaración judi- 
cial de concurso o en cualquier resolución judicial 
posterior, producirá los siguientes efectos: 


1. El deudor requerirá de la autorización del inter- 
ventor para contraer, modificar o extinguir obli- 
gaciones; conferir, modificar o revocar poderes; 
O para realizar cualquier acto jurídico relativo a 
bienes de la masa activa. 


2. Se exceptúan del régimen establecido en el 
numeral 1 las operaciones ordinarias del giro 
del deudor, las cuales serán realizadas por éste 
bajo el control del Interventor. No se considera- 
rán operaciones ordinarias del giro los actos 
relativos a bienes de uso registrables, la venta 
o arrendamiento del establecimiento comercial 
y la emisión de obligaciones negociables. 


Artículo 46. (Efectos generales de la suspensión 
de la legitimación del deudor para disponer y obligar a 
la masa del concurso).- La suspensión de la legitima- 
ción del deudor para disponer y obligar la masa del 
concurso, dispuesta en la sentencia de declaración 
judicial de concurso o en cualquier resolución judicial 
posterior, producirá los siguientes efectos: 


1. Serán ineficaces frente a la masa los actos de 
administración y disposición que realice el deu- 


Serán ineficaces frente a la masa los actos de 
administración y disposición detallados en el 
numeral 1, que realice el deudor respecto de 
los bienes o derechos que integren la masa ac- 
tiva del concurso, sin autorización del inter- 
ventor. 


Artículo 48. (Régimen de los órganos de la per- 
sona jurídica deudora en caso de suspensión de la 
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legitimación para disponer y obligar la masa del con- 
curso).- La suspensión de la legitimación de las per- 
sonas jurídicas para disponer y obligar la masa del 
concurso producirá además los siguientes efectos 
respecto al funcionamiento de sus órganos sociales: 


1. El síndico ejercitará las facultades conferidas 
por la ley y los estatutos a los administradores 
O liquidadores, que perderán el derecho a per- 
cibir cualquier tipo de remuneración. 


2. Se suspende la obligación legal o estatutaria de 
convocar reuniones o asambleas de socios o 
accionistas. Si las mismas fueran convocadas, 
cualquier resolución que éstas adopten requeri- 
rá, para su validez, que sea ratificada por el 
síndico. 


3. El órgano de control interno quedará suspendi- 
do en sus funciones. 


Artículo 49. (Régimen de los órganos de la per- 
sona jurídica deudora en caso de limitación de la legi- 
timación para disponer y obligar la masa del concur- 
so).- La limitación de la legitimación de las personas 
jurídicas para disponer y obligar la masa del concurso 
producirá además los siguientes efectos respecto al 
funcionamiento de sus órganos sociales: 


1. Los órganos de la persona jurídica se manten- 
drán en funcionamiento, con las limitaciones 
establecidas en este artículo. 


2. La convocatoria de cualquier reunión o asam- 
blea de socios o accionistas, por parte de ad- 
ministradores o liquidadores, requerirá la auto- 
rización del interventor. 


3. El Interventor podrá solicitar al Juez, en forma 
fundada, la suspensión del órgano de control 
interno, asumiendo sus funciones. 


Artículo 50. (Designación de un administrador o 
una Comisión de Acreedores por los acreedores).- 
Sin perjuicio del régimen de suspensión o limitación 
de la legitimación del deudor para disponer y obligar 
la masa del concurso, en cualquier estado de los pro- 
cedimientos, en audiencia o mediante acta notarial, 
acreedores quirografarios con derecho de voto, que 
representen por lo menos la mayoría del pasivo qui- 
rografario con derecho de voto, podrán nominar un 
administrador del patrimonio y del giro del deudor du- 
rante el concurso. 


En este caso, el administrador designado por los 
acreedores sustituirá al síndico o al deudor, según los 
casos, en la función de conservación o administración 
del patrimonio y del giro del deudor. 


Igual mayoría de acreedores tendrá la facultad de 
designar una Comisión de Acreedores que controle el 
desarrollo de los procedimientos y colabore en la 
búsqueda de soluciones a la situación de insolvencia 
del deudor. 


Artículo 51. (Acciones contra los socios).- La de- 
claración judicial de concurso tendrá los siguientes 
efectos respecto de las acciones contra los socios de 
la sociedad deudora: 


1. Corresponderá exclusivamente al síndico o al 
interventor, según el caso, la promoción de la 
acción contra los socios personalmente res- 
ponsables por las obligaciones sociales anterio- 
res a la declaración de concurso, con excep- 
ción de aquellas acciones correspondientes a 
obligaciones laborales y tributarias. 


2. Corresponderá exclusivamente al síndico o al 
interventor, según el caso, la acción para obte- 
ner el pago íntegro de las aportaciones com- 
prometidas por los socios o accionistas, así 
como el cumplimiento de las prestaciones ac- 
cesorias. En caso de insuficiencia de bienes 
propios de la sociedad deudora, el síndico po- 
drá reclamar a los socios o accionistas el pago 
íntegro de los aportes comprometidos y no rea- 
lizados, aun cuando no estuviera vencido el 
plazo establecido para el cumplimiento de di- 
cha obligación. 


Artículo 52. (Acción social de responsabilidad 
contra los administradores, integrantes del órgano de 
control interno y liquidadores).- Corresponderá al sín- 
dico o al interventor, según el caso, la representación 
de la sociedad para la promoción de la acción social 
de responsabilidad contra los administradores, los 
integrantes del órgano de control interno y los liquida- 
dores, sin requerir para esto la previa conformidad de 
la reunión o asamblea de socios o accionistas. 


Si el síndico o el interventor fueran omisos, dicha 
acción podrá ser promovida por los acreedores. Si la 
sentencia contuviera condena a indemnizar a la so- 
ciedad daños y perjuicios, el acreedor que hubiera 
ejercitado la acción en interés de la masa activa, ten- 
drá derecho a que, con cargo a esa indemnización, se 
le reembolsen los gastos y se le satisfaga el cin- 
cuenta por ciento del crédito que no hubiera percibido 
en el concurso. 


Artículo 53. (Deber de cooperación y de informa- 
ción del deudor).- Están alcanzados por el deber de 
cooperación e información el deudor y los administra- 
dores y liquidadores de la persona jurídica, así como 
los que hubieran revestido esta calidad en los dos 
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años anteriores a la declaración judicial de concurso. 
De acuerdo con el mismo, deberán comparecer per- 
sonalmente ante el Juez del Concurso y ante el síndi- 
co o el interventor cuantas veces sean requeridos y 
facilitar toda la cooperación e información necesaria o 
conveniente para el interés del concurso. 


Artículo 54. (Derecho a alimentos).- En caso de 
limitación de la legitimación para disponer y obligar a 
la masa del concurso, el deudor persona física tendrá 
derecho a percibir alimentos con cargo a la masa. 


En caso de suspensión de dicha legitimación, so- 
lamente tendrá derecho de alimentos cuando la masa 
activa fuera superior a la masa pasiva. 


Las personas respecto de las cuales el deudor tu- 
viera obligación de alimentos, sólo tendrán derecho a 
los mismos cuando no pudieran percibirlos en monto 
suficiente de otra persona obligada a prestarlos. 


CAPÍTULO Il 
EFECTOS SOBRE LOS ACREEDORES 
Sección 1 
Acreedores comprendidos 


Artículo 55. (Composición de la masa pasiva).- 
Todos los acreedores del deudor, cualquiera sea su 
naturaleza, nacionalidad o domicilio, quedarán com- 
prendidos en la masa pasiva del concurso, siendo re- 
presentados por el síndico o el interventor y alcanza- 
dos por los efectos del concurso, sin más excepcio- 
nes que las establecidas en la presente ley. 


Se otorgará un tratamiento igualitario a todos los 
acreedores pertenecientes a una misma clase, sin 
perjuicio de las excepciones expresamente previstas 
en la ley. 


Sección 2 
Moratoria provisional 


Artículo 56. (Prohibición de promover nuevos jui- 
cios).- Declarado judicialmente el concurso, los 
acreedores del deudor por créditos anteriores a la fe- 
cha de la declaración no podrán promover contra el 
deudor procedimientos judiciales o arbitrales de nin- 
gún tipo. Las actuaciones judiciales o arbitrales que 
se realicen serán nulas. 


Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior, 
los procedimientos que se funden en relaciones de 
familia siempre que no tengan contenido patrimonial y 
los procesos de conocimiento referidos en el segundo 
inciso del artículo 59. 


Artículo 57. (Procesos en trámite).- Los procesos 
judiciales de conocimiento o los procesos arbitrales 
contra el deudor, que se encuentren en trámite a la 
fecha de declaración del concurso, continuarán ante 
la sede que esté conociendo en los mismos, hasta 
que recaiga sentencia o laudo firme. 


Los síndicos o los interventores, en este último ca- 
so con autorización del Juez del Concurso, podrán 
allanarse total o parcialmente a la demanda, desistir 
de los recursos interpuestos o transar el juicio. 


En todos los casos, las costas y costos impuestos 
al deudor tendrán la calidad de créditos concursales, 
cualquiera sea la fecha de la sentencia que condene 
al pago de los mismos. 


Artículo 58. (Sentencias y laudos firmes).- Las 
sentencias o laudos firmes, sean éstos anteriores o 
posteriores a la declaración del concurso, que reco- 
nozcan al demandante un crédito contra el deudor, 
anterior éste a la declaración del concurso, quedarán 
firmes y el Juez del Concurso, reconocerá al crédito el 
tratamiento concursal que corresponda, cualquiera 
sea la fecha de la resolución. 


La misma solución se aplicará a las sentencias 
extranjeras o laudos arbitrales contra el deudor, pro- 
nunciados en el exterior, una vez que las mismas se- 
an reconocidas en el país, de conformidad con lo dis- 
puesto por la ley procesal. 


Artículo 59. (Competencia exclusiva del Juez del 
Concurso en materia de ejecuciones).- El Juez del 
Concurso será el único competente para conocer en 
los procedimientos de ejecución y para disponer la 
adopción o el levantamiento de medidas cautelares 
sobre los bienes y derechos que integran la masa ac- 
tiva. 


Los acreedores laborales tendrán la opción de ve- 
rificar sus créditos dentro del procedimiento concur- 
sal, promover un proceso de conocimiento ante la ju- 
dicatura competente en materia laboral o verificar 
parte de sus créditos en el proceso concursal y los 
restantes en sede laboral, sin perjuicio de las accio- 
nes de ejecución y las medidas cautelares, que serán 
en todos los casos competencia del Juez del Concur- 
so. 


Artículo 60. (Prohibición de nuevas ejecuciones y 
suspensión de las ejecuciones en curso).- Declarado 
el concurso, ningún acreedor podrá promover ejecu- 
ción contra el deudor por créditos anteriores a la de- 
claración. 


Las ejecuciones que se encuentren en trámite, así 
como los embargos que se hubieran trabado, queda- 
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rán en suspenso desde el momento de la declaración, 
procediendo su acumulación al concurso. 


Artículo 61. (Situación de los créditos prendarios 
e hipotecarios).- En el caso de los créditos prendarios 
e hipotecarios, la prohibición de promover ejecucio- 
nes y la suspensión de las ejecuciones en curso ca- 
ducará transcurridos ciento veinte días de la senten- 
cia declaratoria del concurso. 


En estos casos la ejecución deberá promoverse o 
continuará, según los casos, ante el Juez del Concur- 
so. 


Artículo 62. (Situación de los créditos laborales).- 
Existiendo recursos líquidos suficientes o bienes fá- 
cilmente realizables en la masa activa y siempre que 
la disposición de los mismos no afecte la viabilidad de 
la continuación del giro del deudor, el síndico o el in- 
terventor -previa autorización judicial- dispondrá el 
pago anticipado de los créditos laborales de cualquier 
naturaleza que se hubieran devengado y no estuvie- 
ran prescriptos. 


En este caso, no será necesaria la verificación del 
crédito en el concurso ni sentencia laboral previa que 
lo reconozca. 


La solicitud de pago anticipado podrá ser denega- 
da, total o parcialmente, solamente en los casos en 
que los créditos laborales no surjan de la documenta- 
ción del empleador o cuando existan dudas razona- 
bles sobre el origen o legitimidad de los mismos. 


Cuando el crédito laboral hubiera sido verificado 
en el concurso o hubiera recaído sentencia firme de la 
judicatura competente reconociendo su existencia, el 
síndico o el interventor procurarán la obtención de los 
recursos necesarios para la cancelación de los mis- 
mos, pudiendo solicitar autorización al Juez para la 
venta anticipada de activos del concurso, si fuera ne- 
cesario, siempre que la disposición de dichos recur- 
sos no afecte la viabilidad de la continuación del giro 
del deudor. 


En caso de que los bienes de la masa activa fue- 
sen insuficientes para la cancelación de los créditos 
laborales, se aplicará lo dispuesto en el artículo 183. 


Sección 3 
Efectos sobre los créditos 


Artículo 63. (Conversión a moneda nacional y 
reajuste de las obligaciones).- Los créditos expresa- 
dos en moneda extranjera se convertirán a moneda 
nacional al tipo de cambio comprador interbancario de 
la fecha de declaración del concurso, salvo los crédi- 


tos prendarios e hipotecarios expresados en moneda 
extranjera, hasta el límite de su respectiva garantía. 


A partir de la fecha de declaración de concurso y 
hasta la fecha de pago, todos los créditos serán 
ajustados, de acuerdo con los criterios establecidos 
por el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976. 


Artículo 64. (Suspensión del devengamiento de 
los intereses).- Desde la declaración de concurso, se 
suspenderá el devengamiento de los intereses salvo 
los créditos prendarios e hipotecarios hasta el límite 
de su respectiva garantía, y los créditos laborales. 


La suspensión del devengamiento de intereses se 
establece sin perjuicio de lo que resulte pactado en el 
convenio o acuerdo privado de reorganización entre 
el deudor y sus acreedores y de la compensación 
establecida por el artículo 188 en caso de resultar un 
remanente luego de la liquidación del patrimonio del 
deudor. 


Artículo 65. (Prohibición de compensación).- De- 
clarado el concurso no procederá la compensación 
legal de los créditos con las deudas del deudor, salvo 
que estuvieran en situación de ser compensados an- 
tes de la declaración del concurso. 


Artículo 66. (Suspensión del derecho de reten- 
ción).- Declarado el concurso no podrá ser invocado 
el derecho de retención sobre bienes y derechos inte- 
grantes de la masa activa. 


Artículo 67. (Suspensión de la prescripción y ca- 
ducidad).- Desde la declaración del concurso queda- 
rán suspendidos los plazos de prescripción y caduci- 
dad de las acciones contra el deudor, por créditos 
anteriores a la declaración. También quedarán sus- 
pendidos los plazos de prescripción y caducidad de 
las acciones sociales de responsabilidad contra los 
administradores, liquidadores e integrantes del órga- 
no de control interno. 


CAPÍTULO I!l 
EFECTOS SOBRE LOS CONTRATOS 


Artículo 68. (Contratos pendientes de ejecución).- 
En caso de existir a la fecha de declaración del con- 
curso, contratos de los cuales deriven obligaciones 
del deudor pendientes de ejecución, se procederá de 
la forma siguiente: 


1. El síndico o el deudor con la autorización del 
interventor, tendrán la facultad de rescindir 
unilateralmente el contrato, notificando este he- 
cho a la contraparte, dentro del plazo estable- 
cido para que los acreedores presenten la soli- 
citud de reconocimiento de sus créditos. 
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2. En cualquier momento, dentro de dicho plazo, 
la contraparte del deudor podrá exigir, según 
los casos, al síndico o al deudor y al interven- 
tor, que manifiesten si resolverán o no el con- 
trato. En este caso, si no ejercieran la facultad 
de resolución dentro de los cinco días siguien- 
tes a la recepción del requerimiento, ya no po- 
drán ejercitarla con posterioridad, salvo que el 
Juez apruebe un convenio que no implique la 
continuación de la actividad profesional o em- 
presarial del deudor o disponga la liquidación 
de la masa activa. 


3. El Juez fijará la indemnización de daños y per- 
juicios que cause la resolución, crédito que 
tendrá la consideración de concursal. 


4. En caso de no optarse por la resolución del 
contrato, cuando el cumplimiento del contrato 
por parte del deudor implique riesgo manifiesto 
y grave para la otra parte, ésta podrá solicitar al 
Juez que rescinda el contrato o que se garanti- 
ce suficientemente el cumplimiento del mismo. 


5. Serán nulas las estipulaciones contractuales 
que declaren resuelto el contrato o atribuyan la 
facultad de resolución a cualquiera de las par- 
tes, en caso de insolvencia o de declaración de 
concurso del deudor. 


Artículo 69. (Contratos de trabajo).- Los contratos 
de trabajo celebrados por el deudor no resultarán res- 
cindidos por efecto de la declaración de concurso. 


Artículo 70. (Contratos del personal de alta direc- 
ción).- En el caso del personal de alta dirección, el 
síndico o el interventor, por razones fundadas, podrá 
solicitar al Juez el aplazamiento del pago de este cré- 
dito concursal. 


Se considera personal de alta dirección a los di- 
rectores, gerentes generales y todo aquél que tuviera 
facultades de decisión sobre cuestiones sustanciales 
de la actividad del deudor. 


El síndico podrá solicitar al Juez el aplazamiento 
del pago de este crédito concursal, hasta que quede 
firme la sentencia de calificación. 


TÍTULO IV 
FORMACIÓN DE LA MASA ACTIVA 
CAPÍTULO | 
COMPOSICIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 71. (Principio de universalidad).- La masa 
activa del concurso estará integrada por la totalidad 
del patrimonio del deudor a la fecha de la declaración 


y por los bienes y derechos que adquiera hasta la 
conclusión del procedimiento. 


Componen el patrimonio del deudor los bienes y 
derechos propios y los gananciales cuya administra- 
ción le corresponda por ley o por capitulación matri- 
monial, con excepción de aquellos bienes y derechos 
que tengan el carácter de inembargables. 


Artículo 72. (Bienes adquiridos por el cónyuge del 
deudor).- Se presumirá en beneficio de la masa, salvo 
prueba en contrario, que los bienes y derechos adqui- 
ridos por el cónyuge del deudor, dentro del año ante- 
rior a la declaración de concurso, respecto de los 
cuales no pueda justificar la procedencia del precio, 
constituyen donación del deudor. 


Se tendrá por justificada la procedencia del precio 
cuando, en el momento de la adquisición, el cónyuge 
titular de los bienes o derechos recibiera sueldo, ejer- 
ciera profesión o tuviera a su disposición dinero, en 
todos los casos, por importe suficiente. 


La presunción no regirá cuando los cónyuges es- 
tuvieran separados judicialmente. 


Artículo 73. (Cuentas indistintas).- En caso de de- 
claración de concurso del titular de una cuenta indis- 
tinta, abierta con un año o menos de antelación a la 
fecha de dicha declaración, se presume que la totali- 
dad del saldo acreedor de dicha cuenta es propiedad 
del deudor, salvo prueba en contrario. 


CAPÍTULO Il 


CONSERVACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA MA- 
SA ACTIVA 


Artículo 74. (Conservación de la masa activa).- 
En caso de suspensión de la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso, el 
síndico deberá conservar los bienes y derechos que 
integren la masa activa del concurso. 


Los bienes de fácil deterioro o de difícil o costosa 
conservación podrán ser enajenados de inmediato 
mediante la modalidad que disponga el Tribunal a 
propuesta del síndico. 


Deberá realizar además todos los actos necesa- 
rios para entrar en posesión de los libros legales y de 
los documentos relativos a la masa activa y a la acti- 
vidad profesional o empresarial del deudor. 


Artículo 75. (Administración de la masa activa).- 
El síndico o el deudor, con la autorización y control 
del interventor, deberán administrar la masa activa del 
modo más conveniente para la satisfacción de los 
acreedores. 
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Hasta la resolución judicial que apruebe el conve- 
nio o disponga la apertura de la liquidación, la enaje- 
nación o el gravamen de bienes de uso o de derechos 
de cualquier clase, cuyo valor sea superior al cinco 
por ciento del valor total de la masa activa, requerirá 
la autorización del Juez del Concurso. 


Artículo 76. (Administración de las cuentas ban- 
carias del deudor).- El síndico y el interventor, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, tendrán la 
facultad de administrar y obtener información sobre 
las cuentas bancarias del deudor, sin que les sea 
oponible el secreto profesional de las entidades de 
intermediación financiera. 


Artículo 77. (Inventario de la masa activa).- El 
síndico o el interventor deberá elaborar el inventario 
de la masa activa, con valoración de los bienes y de- 
rechos de que se compone a la fecha de la declara- 
ción del concurso y de presentación del inventario, in- 
dicando las variaciones que hubiera experimentado 
entre ambos momentos. 


Deberán recurrir al asesoramiento de expertos in- 
dependientes para la valoración de los elementos de 
la masa activa, solicitando previamente la autoriza- 
ción del Juez del Concurso. 


El inventario será presentado al Juez del Concur- 
so, conjuntamente con la nómina de acreedores, y 
quedará de manifiesto en el Juzgado a disposición de 
los acreedores. 


Artículo 78. (Impugnación del inventario).- Dentro 
del plazo establecido para la impugnación de la lista 
de acreedores, cualquier interesado podrá impugnar 
el inventario, solicitando la inclusión o la exclusión de 
bienes y derechos, así como la modificación de la 
valoración de los elementos de la masa activa. 


Artículo 79. (Rehabilitación de contratos que hu- 
bieran caducado o hubieran sido resueltos).- El síndi- 
co o el interventor tendrán la facultad de rehabilitar los 
contratos de mutuo, pagaderos en cuotas de capital o 
de intereses, las compraventas a crédito de bienes 
muebles o inmuebles, las promesas de enajenación 
de inmuebles a plazos, los arrendamientos y los cré- 
ditos de uso que hubieran caducado por incumpli- 
miento del deudor de la obligación de pagar el precio 
y/o de realizar los pagos periódicos comprometidos, 
en los siguientes términos y condiciones: 


1. La rehabilitación deberá ser notificada al titular 
del crédito antes de que finalice el plazo para 
presentar la solicitud de reconocimiento de cré- 
ditos, previa consignación de los importes pen- 
dientes de pago y de los intereses moratorios. 


2. No debe de haber recaído sentencia judicial 
pasada en autoridad de cosa juzgada dispo- 
niendo la resolución del contrato por incumpli- 
miento. 


3. El síndico o el interventor asumirán, por el deu- 
dor, la obligación de continuar realizando los 
pagos periódicos en los plazos de sus sucesi- 
vos vencimientos, los que serán créditos contra 
la masa. 


CAPÍTULO Il 
REINTEGRACIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 80. (Objeto de la reintegración).- En el 
caso de que, a la fecha de declaración del concurso, 
el pasivo fuera superior al activo susceptible de eje- 
cución forzada, el síndico ejercitará las acciones re- 
vocatorias que correspondan para reintegrar a la ma- 
sa activa los bienes y derechos que hubieran salido 
del patrimonio del deudor en las situaciones previstas 
en los artículos siguientes. 


Artículo 81. (Actos revocables de pleno derecho).- 
Son revocables de pleno derecho los siguientes actos 
realizados por el deudor: 


1. Actos a título gratuito realizados dentro de los 
dos años anteriores a la declaración de concur- 
so, salvo los regalos y liberalidades de costum- 
bre y las donaciones a favor del personal que 
tengan manifiesto carácter remuneratorio. Se 
considerarán incluidos los actos en que la con- 
traprestación recibida por el deudor hubiera sido 
notoriamente inferior al valor del bien transferido. 


2. Actos de constitución o de ampliación de dere- 
chos reales de garantía sobre bienes o dere- 
chos del deudor, otorgados en los seis meses 
anteriores a la declaración de concurso, en ga- 
rantía de obligaciones preexistentes no venci- 
das o que se hubieran contraído con el mismo 
acreedor concomitantemente con la extinción 
de las anteriores. 


3. Pagos realizados por el deudor dentro de los 
seis meses anteriores a la declaración de con- 
curso, por créditos que aún no se hallaran ven- 
cidos. 


4. Actos de aceptación por el deudor de cualquier 
clase de requerimiento resolutorio de contratos, 
dentro de los seis meses anteriores a la decla- 
ración de concurso. 


Artículo 82. (Actos revocables en fraude de los 
acreedores o con conocimiento de la insolvencia).- 
Son revocables los actos y omisiones del deudor en 
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perjuicio de los acreedores, realizados en los dos 
años anteriores a la declaración de concurso, cuando 
el deudor hubiera actuado en fraude y perjuicio de los 
acreedores y la contraparte hubiera conocido o debi- 
do conocer que el deudor se hallaba en estado de in- 
solvencia. 


Se presume el conocimiento del estado de insol- 
vencia en el caso de personas especialmente relacio- 
nadas con el deudor. 


En ningún caso la revocación afectará los dere- 
chos adquiridos por terceros de buena fe. Correspon- 
derá a la contraparte indemnizar a la masa por el va- 
lor de los bienes o derechos objeto de la acción revo- 
catoria, que ya no se encuentren en su patrimonio. 


Artículo 83. (Irrevocabilidad de las operaciones 
ordinarias).- En ningún caso serán objeto de revoca- 
ción las operaciones ordinarias del giro a que se de- 
dica el deudor. 


Artículo 84. (Prescripción).- Las acciones revo- 
catorias a que se refieren los artículos anteriores 
prescribirán a los dos años de la declaración del con- 
curso. 


Artículo 85. (Legitimación activa de los acreedo- 
res).- Si el síndico no promoviera la acción revocato- 
ria antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedo- 
res, el acreedor o los acreedores cuyos créditos re- 
presenten por lo menos el cinco por ciento del pasivo 
total del deudor podrán promover la acción por cuenta 
de la masa. 


Si la sentencia acogiera la acción promovida, el 
acreedor que hubiera ejercitado la acción en interés 
de la masa activa tendrá derecho a que, con cargo a 
esa indemnización, se le reembolsen los gastos del 
proceso y se le satisfaga hasta el cincuenta por ciento 
del crédito que no hubiera percibido en el concurso. 


Artículo 86. (Legitimación pasiva).- La demanda 
de revocación deberá dirigirse contra las siguientes 
personas, según corresponda: 


1. El deudor. 


2. La contraparte en el acto objeto de revocación 
o quien se haya beneficiado con dicho acto u 
omisión, aunque el bien o el derecho no estu- 
viese ya en su patrimonio. 


3. La persona que haya adquirido a título gratuito 
o a título universal el bien o el derecho de quien 
hubiera sido parte en el acto objeto de revoca- 
ción o se hubiera beneficiado del mismo. 


4. Las demás personas que, actuando de mala fe, 
hubieran adquirido a cualquier título el bien o el 
derecho de quien hubiera sido parte en el acto 
objeto de revocación o se hubiera beneficiado 
del mismo. 


Artículo 87. (Efectos de la sentencia de revoca- 
ción).- La sentencia que acoja la acción revocatoria 
tendrá el siguiente contenido: 


1. Condenará al demandado a reintegrar a la ma- 
sa activa los bienes o derechos indebidamente 
adquiridos, con sus frutos. 


2. Si los bienes o derechos no se encontraran en 
su patrimonio, lo condenará a entregar el valor 
que hubieran tenido al salir del patrimonio del 
deudor o en cualquier otro momento posterior, 
si hubiera sido mayor, más el interés legal. 


3. Quedarán sin efecto los derechos reales de ga- 
rantía que se hubieran constituido, ordenándo- 
se la cancelación de las inscripciones registra- 
les correspondientes. 


4. En caso de pagos realizados por el deudor o 
por un tercero, se condenará a quien los haya 
recibido a reintegrarlos a la masa, con más sus 
intereses. 


5. El crédito que resulte a favor del demandado 
como consecuencia de la revocación, tendrá el 
carácter de crédito concursal. 


6. Si se hubiera probado que el demandado co- 
nocía el estado de insolvencia del deudor en el 
momento de la realización del acto o de la omi- 
sión, perderá el derecho a cobrar su crédito en 
el concurso. 


CAPÍTULO IV 
REDUCCIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 88. (Separación de bienes y derechos).- 
Los bienes y derechos que, en el momento de decla- 
ración del concurso, se encuentren en posesión del 
deudor pero sean propiedad ajena, se entregarán a 
sus titulares, previa resolución del Juez del Concurso, 
con informe favorable del síndico o del interventor. 


Si el informe fuera desfavorable la solicitud deberá 
reiterarse dentro del plazo y por el procedimiento es- 
tablecido para la impugnación del inventario. 


Artículo 89. (Bienes no separables).- No serán 
susceptibles de separación los bienes y derechos de 
propiedad ajena sobre los que el deudor tenga dere- 
cho de uso o de garantía. 
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Artículo 90. (Imposibilidad de separación).- Si los 
bienes y derechos susceptibles de separación hubie- 
ran sido enajenados por el deudor antes de la decla- 
ración de concurso a un tercero de buena fe, el titular 
perjudicado podrá optar entre exigir la cesión del de- 
recho a recibir la contraprestación, si todavía el adqui- 
riente no la hubiera realizado, o solicitar el reconoci- 
miento en el concurso del crédito correspondiente al 
valor que tuvieran los bienes y derechos en el mo- 
mento de la enajenación o en cualquier otro posterior, 
si fuera mayor, más el interés legal. 


El crédito que resulte a favor del titular perjudicado 
tendrá la calidad de crédito concursal. 


El perjudicado tendrá diez días, a partir de la re- 
solución judicial que le hubiera reconocido su dere- 
cho, para solicitar la verificación de su crédito. 


CAPÍTULO V 
DEUDAS DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 91. (Créditos contra la masa).- Serán 
créditos contra la masa: 


1. Las costas y costos del proceso concursal, ex- 
cluidos los honorarios profesionales de quienes 
patrocinen al deudor. 


2. Las retribuciones del síndico o del interventor. 


3. Los gastos de conservación, administración, 
valoración y liquidación de la masa activa. 


4. Los créditos nacidos después de la declaración 
de concurso, incluidos los provenientes de la 
rehabilitación de contratos que hubieran cadu- 
cado, salvo que la ley los considere créditos 
concursales. 


5. Los pagos por alimentos y entierro del deudor y 
de las personas frente a las cuales éste tenga 
deber legal. 


Artículo 92. (Régimen de los créditos contra la 
masa).- Los créditos contra la masa se pagarán, a 
medida que venzan, fuera del procedimiento de con- 
curso. 


Su pago se realizará con cargo a los bienes de la 
masa que no estén gravados con prenda o hipoteca. 


TÍTULO V 
FORMACIÓN DE LA MASA PASIVA 
CAPÍTULO | 
VERIFICACIÓN DE LOS CRÉDITOS 
Sección 1 
Solicitud de verificación 


Artículo 93. (Comunicación a los acreedores).- 
Dentro de los quince días siguientes a su designa- 
ción, el síndico o el interventor notificará por carta u 
otro medio fehaciente a los acreedores cuya identidad 
conste en la contabilidad y documentos del deudor o 
que resulten conocidos de alguna otra forma, la de- 
claración de concurso, la sede ante la cual se tramita, 
el nombre del síndico o interventor y la fecha fijada 
para la Junta de Acreedores. Igual comunicación será 
remitida a quienes conste que sean codeudores, fia- 
dores o avalistas del deudor. 


Esta comunicación se realizará sin perjuicio de la 
derivada de la publicación de la sentencia de declara- 
ción de concurso, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 21. 


Artículo 94. (Plazo para la solicitud de verifica- 
ción).- Los acreedores deberán presentarse a verificar 
sus créditos dentro del plazo de sesenta días, conta- 
dos desde la fecha de declaración judicial de concur- 
so. 


La no finalización de la verificación de los créditos, 
en ningún caso será causal de suspensión de la Junta 
de Acreedores. 


Artículo 95. (Solicitud de verificación).- los acree- 
dores deberán presentarse en el Juzgado, en escrito 
dirigido al síndico o al interventor, con el siguiente 
contenido: 


1. Solicitud de verificación de los créditos, indi- 
cando la fecha, causa, cuantía, vencimiento y 
calificación solicitada de los mismos. 


2. Documento o documentos originales o medios 
de prueba que permitan acreditar la existencia 
de sus créditos. 


3. En caso de acreedores domiciliados en el exte- 
rior, deberán constituir domicilio en la sede del 
Juzgado. 


La solicitud de verificación de crédito no estará 
sujeta a ningún honorario, tributo o costo de especie 
alguna para el acreedor. 
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Artículo 96. (Emisión de obligaciones negocia- 
bles).- En caso de emisión de obligaciones negocia- 
bles, la solicitud de verificación formulada por el fidu- 
ciario, si lo hubiere, beneficiará a todos los obligacio- 
nistas. 


Artículo 97. (Solicitudes de verificación múlti- 
ples).- En caso de concursos de deudores solidarios, 
el acreedor tendrá la carga de solicitar la verificación 
de la totalidad del crédito en cada uno de los concur- 
sos, declarando esta circunstancia en todos los pro- 
cedimientos. 


Artículo 98. (Solicitud del codeudor, fiador o ava- 
lista).- La solicitud de verificación formulada por el co- 
deudor, fiador o avalista del deudor beneficia al 
acreedor. 


Artículo 99. (Efectos de la falta de solicitud).- Los 
acreedores, hubieran sido o no notificados por el sín- 
dico o el interventor, que no se hubieran presentado a 
verificar sus créditos en el plazo establecido, deberán 
verificar los mismos judicialmente y a su costa, per- 
diendo el derecho a percibir la participación que les 
hubiere correspondido con los pagos ya realizados. 


Artículo 100. (Excepciones a la necesidad de ve- 
rificación).- No requerirán verificación los créditos re- 
conocidos por sentencias judiciales o laudos arbitra- 
les. Sin embargo, esta circunstancia no exonerará a 
su titular de la obligación de denunciar el mismo den- 
tro del mismo plazo establecido legalmente para las 
solicitudes de verificación, con iguales efectos que los 
establecidos para el caso de falta de presentación de 
los créditos a la verificación, respecto al derecho a 
percibir su participación sobre los pagos ya realiza- 
dos. 


Sección 2 
Procedimiento de verificación 


Artículo 101. (Preparación de la lista de acreedo- 
res).- Dentro de los treinta días siguientes, a contar 
de la terminación del plazo pasa solicitar la verifica- 
ción de créditos, el síndico o el interventor preparará 
la lista de acreedores con el siguiente contenido: 


1. La nómina de los acreedores que forman la 
masa pasiva, hayan solicitado o no la verifica- 
ción de sus créditos, ordenados por orden alfa- 
bético, indicando respecto de cada crédito la 
fecha, causa, cuantía, vencimiento, garantías 
personales o reales, y calificación jurídica, dis- 
tinguiendo la parte correspondiente al principal 
y a los intereses. 


2. La nómina de acreedores excluidos, indicando 
las razones de exclusión de cada uno de ellos. 


La lista de acreedores quedará de manifiesto en el 
Juzgado a disposición de los acreedores. El síndico o 
el interventor comunicará a los acreedores que se 
hubieran presentado a verificar sus créditos si los 
mismos fueron verificados y, en caso afirmativo, las 
condiciones de la verificación. 


Artículo 102. (Cómputo de los créditos).- A los 
efectos de la determinación de la masa pasiva, los 
créditos se computarán de la siguiente forma: 


1. Todos los créditos se expresarán en dinero. 


2. Los créditos en moneda extranjera se computa- 
rán en moneda nacional, al tipo de cambio 
comprador interbancario vigente a la fecha de 
declaración del concurso. 


3. Los créditos por prestaciones no dinerarias se 
computarán por su valor a la fecha de declara- 
ción del concurso. 


4. Los créditos por prestaciones periódicas, dine- 
rarias o no dinerarias, se computarán por su 
valor actual a la fecha de declaración del con- 
curso. 


Artículo 103. (Créditos condicionales y litigiosos).- 
Los créditos con condición suspensiva o resolutoria 
se incluirán en la lista de acreedores haciendo cons- 
tar expresamente el carácter de créditos condiciona- 
les. La posterior inclusión o exclusión del crédito, co- 
mo consecuencia del cumplimiento o incumplimiento 
de la condición, no afectará la validez de las actua- 
ciones realizadas hasta el momento. 


Los créditos que no puedan hacerse efectivos 
contra el deudor concursado sin la previa excusión 
del patrimonio del deudor principal se considerarán 
créditos con condición suspensiva. 


Los créditos litigiosos se incluirán en la lista como 
créditos condicionales. 


Artículo 104. (Impugnación de la lista).- Dentro 
del plazo de quince días, contados desde la puesta 
de manifiesto de la lista de acreedores o de la recep- 
ción de comunicación de verificación o rechazo de los 
créditos, según los casos, cualquier interesado podrá 
impugnar la inclusión o la exclusión de los créditos, la 
cuantía de los verificados y la calificación jurídica que 
se les hubiera atribuido. 


La acción se dirigirá contra el síndico o el inter- 
ventor, en caso de demandarse la inclusión o la mo- 
dificación de la cuantía o de la calificación de un cré- 
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dito del impugnante, y se dirigirá contra el titular del 
crédito impugnado, en los demás casos. 


Artículo 105. (Resolución judicial sobre la lista de 
acreedores y el inventario).- Si no existieran impug- 
naciones dentro del plazo establecido para la impug- 
nación de la lista de acreedores y el inventario, el 
Juez aprobará ambos documentos. 


En caso de existir impugnaciones, el Juez dictará 
sentencia aprobando la lista de acreedores y el in- 
ventario, o introduciendo a los mismos las modifica- 
ciones motivadas por las impugnaciones deducidas. 


En cualquiera de ambos casos, si existiera déficit 
patrimonial, el Juez lo declarará expresamente, fijan- 
do la diferencia entre el activo y el pasivo a la fecha 
de declaración del concurso de acreedores. 


Artículo 106. (Efectos de la aprobación Judicial).- 
Los créditos contenidos en la lista de acreedores 
aprobada por el Juez se tendrán por verificados y re- 
conocidos dentro y fuera del concurso. 


Si la sentencia judicial fuera recurrida, a solicitud 
del recurrente, el Juez del Concurso podrá adoptar 
las medidas cautelares necesarias para asegurar la 
efectividad de la sentencia que resuelva el recurso. 


Artículo 107. (Efectos de la sentencia sobre los 
acuerdos de la Junta de Acreedores).- En ningún ca- 
so la resolución de los recursos interpuestos contra la 
aprobación judicial de la lista de acreedores o el in- 
ventario invalidará las decisiones de la Junta de 
Acreedores, salvo que se cumplan acumulativamente 
las siguientes condiciones: 


1. Que el voto del acreedor excluido, reducido en 
la cuantía de su crédito o calificado como su- 
bordinado hubiera sido esencial para la adop- 
ción del acuerdo. 


2. Que dentro del mes siguiente de que la senten- 
cia haya quedado firme, el acreedor comparez- 
ca ante el Juez del Concurso manifestando su 
disconformidad con el acuerdo adoptado en la 
Junta de Acreedores. 


CAPÍTULO Il 
CLASES DE CRÉDITOS 


Artículo 108. (Clases de créditos).- Los créditos 
que componen la masa pasiva del deudor se clasifica- 
rán en créditos privilegiados, créditos quirografarios o 
comunes y créditos subordinados. 


Por su parte, los créditos privilegiados se clasifica- 
rán, a su vez, en créditos con privilegio especial y 
créditos con privilegio general. 


Artículo 109. (Créditos con privilegio especial).- 
Son créditos con privilegio especial los garantizados 
con prenda o hipoteca. 


Los créditos con privilegio especial deberán estar 
inscriptos a la fecha de declaración del concurso en el 
Registro Público correspondiente, salvo los créditos 
emergentes de contratos de prenda común que serán 
considerados privilegiados cuando hayan sido otor- 
gados en documento público o en documento privado 
con fecha cierta o comprobada. 


Artículo 110. (Créditos con privilegio general).- 
Son créditos con privilegio general, en el orden plan- 
teado: 


1. Los créditos laborales de cualquier naturaleza, 
devengados hasta con dos años de anteriori- 
dad a la declaración del concurso, siempre y 
cuando no hubieran sido satisfechos en la for- 
ma prevista en el artículo 62, hasta por un 
monto de 260.000 unidades indexadas por tra- 
bajador. Tendrán también este privilegio los 
créditos del Banco de Previsión Social (BPS) 
por los aportes personales de los trabajadores 
devengados en el mismo plazo. 


No gozarán del privilegio previsto en el inciso 
anterior, los créditos de los directores O admi- 
nistradores, miembros del órgano de control 
interno y liquidadores de la deudora, los cuales 
tendrán naturaleza de quirografarios, sin perjui- 
cio de lo establecido en el artículo 201. 


2. Los créditos por tributos nacionales y munici- 
pales, exigibles hasta con dos años de anterio- 
ridad a la declaración del concurso. 


3. El cincuenta por ciento de los créditos quiro- 
grafarios de que fuera titular el acreedor que 
promovió la declaración de concurso, hasta el 
diez por ciento de la masa pasiva. 


Estos privilegios se establecen sin perjuicio del de- 
recho conferido por la ley a los acreedores a la satis- 
facción parcial de los créditos no pagados a través del 
concurso, cuando hubieran ejercitado acciones en 
interés de la masa. 


Artículo 111. (Créditos subordinados).- Son cré- 
ditos subordinados: 


1. Las multas y demás sanciones pecuniarias, de 
cualquier naturaleza. 


2. Los créditos de personas especialmente rela- 
cionadas con el deudor. 
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Artículo 112. (Personas especialmente relaciona- 
das con el deudor).- Se consideran personas espe- 
cialmente relacionadas con el deudor: 


1. Enel caso de las personas físicas: 


a) El cónyuge y el concubino o quien lo hu- 
biera sido dentro de los dos años anteriores 
a la declaración de concurso. 


b) Los ascendientes, descendientes y herma- 
nos del deudor o de cualquiera de las per- 
sonas comprendidas en el literal a), que 
antecede. 


c) Los cónyuges y concubinos de los ascen- 
dientes, descendientes y hermanos del 
deudor. 


d) Las personas que hubieran convivido con el 
deudor en los últimos dos años, salvo que 
sean titulares de créditos de naturaleza sa- 
larial. 


2. Enel caso de las personas jurídicas: 


a) Los socios ilimitadamente responsables y 
los socios y accionistas limitadamente res- 
ponsables, que sean titulares de más del 
20% del capital social. 


b) Los administradores de derecho o de hecho 
y los liquidadores, así como quienes lo hu- 
bieran sido dentro de los dos años anterio- 
res a la declaración de concurso. 


c) Las sociedades que formen parte de un 
mismo grupo de sociedades. Se entenderá 
que existe un grupo de sociedades cuando 
una sociedad se encuentre sometida al po- 
der de dirección de otra o cuando varias so- 
ciedades resulten sometidas al poder de di- 
rección de una misma persona física o jurí- 
dica o de varias personas que actúen siste- 
máticamente en concierto. 


3. También tendrán esta consideración los cesio- 
narios O adjudicatarios de créditos pertene- 
cientes originariamente a las personas espe- 
cialmente relacionadas con el deudor, que hu- 
bieran sido adquiridos en los dos años anterio- 
res a la declaración de concurso. 


Artículo 113. (Cancelación de las garantías).- Si 
el acreedor declarado especialmente relacionado con 
el deudor no recurriera la resolución judicial aprobato- 
ria de la lista de acreedores, el Juez del Concurso 
dispondrá, cuando corresponda, la cancelación de to- 


das las garantías de dicho crédito inscritas en los Re- 
gistros Públicos. 


Si el acreedor recurriera dicha resolución se estará 
a lo que resulte del recurso. 


Artículo 114. (Créditos del Estado y de los entes 
públicos).- El Estado, los Gobiernos Departamentales, 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados y 
las personas públicas no estatales y demás entes pú- 
blicos participarán en el concurso por los créditos que 
mantengan contra el deudor, pudiendo intervenir en 
los órganos y procedimientos concursales y votar O 
consentir las propuestas de convenio o de acuerdo 
privado de reorganización con cualquiera de los con- 
tenidos propuestos por el deudor, cuando la participa- 
ción en la votación de los mismos corresponda a la 
naturaleza de su crédito. 


Los certificados, comprobantes o cualquier otro 
documento o constancia de hallarse al día en el cum- 
plimiento de obligaciones tributarias o paratributarias 
exigidos por la ley para la celebración de determina- 
dos negocios jurídicos o para la registración, eficacia 
o perfeccionamiento de los mismos, no serán requeri- 
dos en caso de concurso ni implicarán un obstáculo 
para la liquidación de la masa activa. 


En ningún caso los registros exigirán la presenta- 
ción de estos certificados para registrar la transferen- 
cia de los bienes realizada en el marco del procedi- 
miento concursal. 


TÍTULO VI 
JUNTA Y COMISIÓN DE ACREEDORES 
CAPÍTULO | 
JUNTA DE ACREEDORES 


Artículo 115. (Constitución de la Junta de Acree- 
dores).- La Junta de Acreedores se reunirá en el lu- 
gar, día y hora fijados en la sentencia de declaración 
de concurso bajo la presidencia del Juez del Concur- 
so. 


Las Juntas de Acreedores sólo podrán prorrogarse 
con carácter excepcional. La solicitud de prórroga 
planteada por el deudor, será resuelta por el Tribunal 
en audiencia, atendiendo el voto mayoritario de los 
acreedores concursales presentes. 


El Actuario del Juzgado de concurso actuará como 
secretario de la Junta. 


La inasistencia del síndico o del interventor, sin 
justa causa, será sancionada por el Juez con multa 
de hasta el cinco por ciento del total del pasivo con- 
cursal. 
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La Junta se considerará válidamente constituida 
cualquiera que sea el número de acreedores y el por- 
centaje de pasivo concurrentes, asista o no el deudor. 


Artículo 116. (Prórroga de las sesiones).- En caso 
de ser imposible agotar el orden del día en la sesión 
de un solo día, el presidente podrá acordar la prórro- 
ga de las sesiones de la Junta de Acreedores durante 
uno o más días hábiles consecutivos. 


Artículo 117. (Deber de asistencia personal del 
deudor).- El deudor deberá asistir personalmente a la 
Junta de Acreedores y permanecer hasta su termina- 
ción, salvo dispensa del Juez. En caso de personas 
jurídicas, el deber de asistencia corresponde a los 
administradores o liquidadores que tengan poder de 
representación. 


Artículo 118. (Derecho de asistencia).- Todos los 
acreedores concursales cuyos créditos hubiesen sido 
verificados tendrán derecho de asistencia a la Junta. 


El presidente podrá autorizar la asistencia de 
cualquier otra persona que juzgue conveniente. La 
Junta de Acreedores podrá revocar esta autorización 
en cualquier momento. 


Artículo 119. (Representación voluntaria de los 
acreedores).- Los acreedores podrán hacerse repre- 
sentar en la Junta por medio de otra persona, sea o 
no acreedor. 


No será válida la representación conferida al deu- 
dor o a personas especialmente relacionadas con 
éste, sean o no acreedores. 


La facultad del representante de asistir a la Junta 
de Acreedores comprende la de votar en ella en 
nombre del representado. 


Artículo 120. (Representación legal de pequeños 
acreedores).- Los pequeños acreedores ordinarios 
que no asisten a la Junta serán representados legal- 
mente por el síndico o interventor a los solos efectos 
de la consideración y votación de la propuesta de 
convenio presentada por el deudor. 


Se consideran pequeños acreedores aquellos que 
sean titulares de un crédito por importe inferior a Ul 
50.000 (Unidades Indexadas cincuenta mil) y los que, 
aún superando esa cifra, sean titulares de un crédito 
inferior al cociente de dividir por diez mil el total del 
pasivo. 


En ningún caso tendrán la consideración de pe- 
queños acreedores el Estado, los demás entes públi- 
cos, las entidades de intermediación financiera, las 
compañías de seguros, y las sociedades administra- 


doras de fondos de ahorro previsional y de fondos de 
inversión. 


Artículo 121. (Lista de asistentes).- Antes de en- 
trar en el orden del día, el secretario confeccionará la 
lista de asistentes, en la que hará constar la identidad 
de cada uno de éstos, así como el importe y la califi- 
cación de los créditos de que fuera titular. Si el acree- 
dor asistiera por medio de representante voluntario o 
fuera representado legalmente por el síndico o el in- 
terventor, se consignará esta circunstancia en el acta, 
con indicación de la identidad del representante. 


Artículo 122. (Orden del día).- La Junta de Acree- 
dores considerará necesariamente el siguiente orden 
del día: 


1. Informe del síndico o del interventor. 


2. Propuesta de convenio, si se hubiera presenta- 
do. 


3. Nombramiento de la Comisión de Acreedores. 


Artículo 123. (Informe del síndico o del interven- 
tor).- El informe del síndico o del interventor tendrá el 
siguiente contenido: 


1. Memoria explicativa de la historia económica y 
jurídica del deudor, de la actividad o activida- 
des a que se dedica o hubiera dedicado y de 
las oficinas, establecimientos y explotaciones 
de que fuera titular, así como de las causas del 
estado en que se encuentra. 


2. Estado de la contabilidad del deudor, con ex- 
presión de las infracciones legales y regla- 
mentarias en que hubiera incurrido. 


3. Memoria de la tramitación del concurso de 
acreedores, con expresión de las principales 
resoluciones y actuaciones realizadas por el 
síndico o el interventor. 


4. En caso de que, en el momento de la declara- 
ción de concurso, el activo fuera inferior al pa- 
sivo, el informe contendrá la relación de los 
bienes y derechos que deban ser objeto de re- 
integración a la masa activa, con expresión de 
la causa y de la persona o personas a las que 
afecte o pueda afectar la revocación. Si ya se 
hubiesen ejercitado acciones de integración de 
la masa activa, así se indicará expresamente. 


5. La forma más conveniente de proceder a la li- 
quidación de la masa activa, para el caso de 
que no se apruebe un convenio entre el deudor 
y sus acreedores ni se logre realizar la venta en 
bloque de la empresa en funcionamiento. 
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6. La tasación a valor de liquidación de la empre- 
sa en partes. Dicha tasación deberá ser reali- 
zada por el síndico con el asesoramiento de un 
experto independiente, aprobado por el Tribu- 
nal del concurso, a su costo. La tasación debe- 
rá expresarse en unidades indexadas. 


Artículo 124. (Derecho de información de los 
acreedores).- El informe del síndico o del interventor, 
a ser considerado en la Junta de Acreedores deberá 
ser presentado al Juzgado con una anticipación mí- 
nima de treinta días a la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores, quedando de manifiesto el mismo, a dis- 
posición de los acreedores, los que podrán solicitar, a 
su costa, copia de estas actuaciones. 


Artículo 125. (Adopción de resoluciones).- Sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 144, la adop- 
ción de decisiones por la Junta de Acreedores reque- 
rirá el voto a favor de acreedores quirografarios que 
representen una porción del pasivo del deudor con 
derecho a voto superior a la que vote en contra, 
siempre que los votos favorables representen, como 
mínimo, la cuarta parte del pasivo quirografario del 
deudor, deducida la parte correspondiente a los 
acreedores sin derecho de voto. 


La votación será nominal y pública, en el orden en 
que los acreedores figuren en la lista aprobada por el 
Juez. 


Las decisiones de la Junta de Acreedores no se- 
rán impugnables, sin perjuicio de la posibilidad de re- 
currir la decisión judicial que las homologue. 


Artículo 126. (Acreedores sin derecho de voto).- 
No tendrán derecho de voto en la Junta de Acreedo- 
res: 


1. Las personas especialmente relacionadas con 
el deudor, mencionadas en el artículo 112. 


2. Los acreedores quirografarios cuyos créditos 
se encuentren adecuadamente garantizados 
con derechos reales de garantía sobre bienes o 
derechos de terceros, o en cualquier otra for- 
ma. 


3. Los acreedores que, después de la declaración 
judicial de concurso, hubieran adquirido el cré- 
dito por actos ínter vivos, salvo que la adquisi- 
ción hubiera tenido lugar a título universal o 
como consecuencia de ejecución judicial o ex- 
trajudicial. 


4. Los acreedores en situación de conflicto de in- 
tereses. 


Artículo 127. (Voto de los acreedores privilegia- 
dos).- El acreedor privilegiado que vote en la Junta de 
Acreedores se entenderá que renuncia a su privilegio 
general o especial, transformándose en un acreedor 
quirografario. 


Si un mismo acreedor fuera titular de créditos qui- 
rografarios y privilegiados, se entenderá que vota ex- 
clusivamente por los créditos quirografarios, salvo 
que, al emitir el voto, manifieste que vota por la totali- 
dad de los créditos. 


Artículo 128. (Acta de la Junta de Acreedores).- 
El secretario extenderá acta de la Junta, en la que se 
contendrá una relación de lo acaecido en ella, los 
votos emitidos por cada acreedor y los acuerdos 
adoptados. Cualquiera que fuera el número de sesio- 
nes se levantará una sola acta. 


Los asistentes tendrán derecho a que conste en el 
acta el sentido de sus intervenciones y que se adjun- 
ten a ella los escritos que presenten si no figurasen 
ya en los autos. 


Artículo 129. (Aprobación judicial de las resolu- 
ciones de la Junta).- Los acuerdos de la Junta de 
Acreedores deberán ser homologados por el Juez del 
Concurso. 


CAPÍTULO Il 
COMISIÓN DE ACREEDORES 


Artículo 130. (Comisión de Acreedores).- La Junta 
de Acreedores podrá nombrar una Comisión de 
Acreedores, compuesta de tres miembros titulares y 
tres suplentes preferenciales. 


Artículo 131. (Elección de los miembros de la 
Comisión de Acreedores).- Cada uno de los miem- 
bros titulares y suplentes de la Comisión de Acreedo- 
res se elegirá mediante votación. 


Serán elegidos miembros titulares de la Comisión 
de Acreedores aquellos tres acreedores que obten- 
gan un voto favorable representativo de mayor pro- 
porción del pasivo quirografario. 


Serán elegidos miembros suplentes de la Comi- 
sión de Acreedores, por su orden, los acreedores que 
le sigan en la votación. 


Cada acreedor votará asignando el importe de su 
participación en el pasivo quirografario de la masa 
pasiva a los candidatos, pudiendo optar por adjudicar 
todo el monto de su crédito a uno solo o distribuirlo 
entre varios. 


Artículo 132. (Oposición a la aprobación judicial 
de la Comisión de Acreedores).- Cualquier acreedor 
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podrá oponerse a la aprobación judicial de la elección 
de los miembros de la Comisión de Acreedores ale- 
gando infracción a la ley. 


Artículo 133. (Aceptación).- Los miembros titula- 
res y suplentes de la Comisión de Acreedores debe- 
rán manifestar su aceptación o rechazo dentro de las 
veinticuatro horas de haber sido designados. En caso 
de rechazo de la designación se completará la lista 
con los acreedores que hubieran seguido en número 
de votos. En caso de falta de manifestación se pre- 
sumirá que el acreedor ha aceptado el cargo y asu- 
me, a partir de ese momento, los cometidos y respon- 
sabilidades inherentes al mismo. 


Artículo 134. (Carácter gratuito del cargo).- Los 
cargos de miembros titulares y suplentes de la Comi- 
sión de Acreedores serán gratuitos. 


Los miembros titulares de la Comisión de Acree- 
dores tendrán derecho a ser reembolsados de los 
gastos en que incurran por razón del ejercicio del car- 


go. 


Artículo 135. (Vacantes en la Comisión de Acree- 
dores).- Las vacantes que se produzcan entre los 
miembros titulares de la Comisión de Acreedores se- 
rán cubiertas por los suplentes en el orden por el que 
hubieran sido elegidos. 


Agotada la lista de suplentes, las vacantes serán 
cubiertas por el Juez del Concurso. 


Artículo 136. (Funcionamiento de la Comisión de 
Acreedores).- La Comisión de Acreedores tendrá los 
cometidos que le asigna la presente ley, adoptando 
sus decisiones por mayoría de sus integrantes. 


El régimen de organización y funcionamiento de la 
Comisión de Acreedores será establecido por la pro- 
pia Comisión y, si no existiera acuerdo, por el Juez 
del Concurso. 


Artículo 137. (Separación de los miembros de la 
Comisión de Acreedores).- Cuando exista justa cau- 
sa, el Juez, actuando de oficio o a petición de cual- 
quiera de las personas legitimadas para solicitar la 
declaración de concurso, del síndico o del interventor, 
podrá separar del cargo a los miembros de la Comi- 
sión de Acreedores. 


TÍTULO VII 

CONVENIO 

CAPÍTULO | 
PROPUESTA DE CONVENIO 


Artículo 138. (Presentación de la propuesta).- 
Con una anticipación no menor de sesenta días a la 
fecha de reunión de la Junta de Acreedores, el deu- 
dor podrá presentar al Juez del Concurso una o va- 
rias propuestas de convenio, acompañadas de un 
plan de continuación o de liquidación. 


El plan de continuación deberá contener un cuadro 
de financiamiento, en el que se describirán los recur- 
sos necesarios para la continuación total o parcial de 
la actividad profesional o empresarial del deudor du- 
rante el período de cumplimiento del convenio, así 
como sus diferentes orígenes. El plan deberá incluir 
una fórmula de pago a los acreedores con privilegio 
especial. 


La propuesta deberá estar firmada por el deudor y, 
en caso de personas jurídicas, por todos los adminis- 
tradores o liquidadores, acompañando testimonio de 
la resolución social aprobando la presentación de la 
propuesta. Si faltara la firma de alguno de ellos, se 
indicará en el documento, con expresión de la causa. 


En el caso de que la propuesta implique obligacio- 
nes de pago a cargo de cualquiera de los acreedores 
o de terceros, el documento en el que conste deberá 
contener, además de la firma o firmas requeridas pre- 
cedentemente, la de quienes pudieran resultar obli- 
gados. 


Artículo 139. (Contenido de la propuesta).- La 
propuesta podrá consistir en quitas y/o esperas, ce- 
sión de bienes a los acreedores, constitución de una 
sociedad con los acreedores quirografarios, capitali- 
zación de pasivos, creación de un fideicomiso, reor- 
ganización de la sociedad, administración de todo o 
parte de los bienes en interés de los acreedores o te- 
ner cualquier otro contenido lícito, incluso el previsto 
en el numeral 2 del artículo 174 de la presente ley, o 
cualquier combinación de las anteriores. 


Artículo 140. (Prohibición de propuestas condi- 
cionales).- Las propuestas que sometan la eficacia 
del convenio a cualquier clase de condición se ten- 
drán por no presentadas. 


Se exceptúa de lo dispuesto precedentemente el 
caso de concurso de sociedades del mismo grupo, en 
que la propuesta que presente cualquiera de ellas 
podrá condicionarse a la aprobación judicial del con- 
venio de una o varias sociedades del mismo grupo. 
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Artículo 141. (Irrevocabilidad e inmodificabilidad 
de las propuestas).- El deudor no podrá revocar la 
propuesta o las propuestas de convenio que hubiera 
presentado. 


El deudor sólo podrá modificar la propuesta o pro- 
puestas de convenio que hubiera presentado si las 
modificaciones cumplen acumulativamente con los si- 
guientes requisitos: 


1. No alteran sustancialmente la propuesta. 


2. Comportan condiciones más favorables para 
todos los acreedores quirografarios o para al- 
gunos de ellos. 


3. Se introducen con una anticipación mínima de 
quince días a la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores. 


Artículo 142. (Informe especial sobre el plan de 
continuación o de liquidación).- En el caso de que el 
deudor hubiera presentado propuesta de convenio, el 
síndico o el interventor deberá emitir un informe es- 
pecial sobre la viabilidad del plan de continuación o 
de liquidación, el cual deberá ser presentado al Juz- 
gado y puesto a disposición de los acreedores con 
una anticipación mínima de quince días a la fecha 
prevista para la celebración de la Junta de Acreedo- 
res. 


En caso de que se hubieran modificado la pro- 
puesta o propuestas de convenio, el síndico o el in- 
terventor deberá ampliar su informe, el cual deberá 
ser puesto a disposición de los acreedores con una 
anticipación mínima de cinco días a la fecha fijada pa- 
ra la celebración de la Junta. 


CAPÍTULO Il 


CONSIDERACIÓN Y VOTACIÓN DE LA PROPUES- 
TA 


Artículo 143. (Consideración de la propuesta).- La 
propuesta o propuestas de convenio presentadas por 
el deudor, el plan de continuación o de liquidación y el 
informe especial que sobre este plan hubiera emitido 
el síndico o el interventor serán considerados por la 
Junta de Acreedores. 


En el caso de que el deudor hubiere presentado 
varias propuestas de convenio, las mismas serán 
consideradas en un mismo acto de votación, siendo 
aceptada la que hubiera recibido mayor número de 
adhesiones. En caso de igualdad de votos entre dos o 
más propuestas, se procederá a una segunda vota- 
ción respecto a ellas para definir la que habrá de 
aceptarse. 


Artículo 144. (Mayorías necesarias para la acep- 
tación de la propuesta).- Para que la propuesta de 
convenio se considere aceptada, será necesario que 
voten a favor de la misma acreedores que represen- 
ten, como mínimo, la mayoría del pasivo quirografario 
del deudor. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior: 


A) cuando la propuesta de convenio implique el 
otorgamiento de quitas superiores al cincuenta 
por ciento del monto de los créditos quirografa- 
rios y/o plazos de pago superiores a diez años, 
será necesario que voten a favor de la misma, 
acreedores quirografarios que representen las 
dos terceras partes del pasivo quirografario con 
derecho a voto, 


B) cuando la propuesta de convenio consista en el 
pago íntegro de los créditos quirografarios en 
plazo no superior a dos años o en el pago in- 
mediato de los créditos quirografarios vencidos 
con quita inferior al veinticinco por ciento, será 
suficiente que voten a favor acreedores que re- 
presenten una porción del pasivo del deudor 
con derecho a voto superior a la que vote en 
contra, siempre que los votos favorables repre- 
senten, como mínimo, la cuarta parte del pasi- 
vo quirografario del deudor, deducido el pasivo 
sin derecho a voto. 


Artículo 145. (Ventajas en favor de acreedores).- 
Cuando una propuesta contenga ventajas en favor de 
uno o varios acreedores o de una o varias clases de 
créditos, además de las mayorías establecidas en el 
artículo 144, será necesario que voten a favor de la 
propuesta acreedores que representen una porción 
del pasivo no beneficiado superior a la correspon- 
diente a aquellos acreedores que hubieran votado en 
contra. 


Artículo 146. (Consentimiento individual de los 
acreedores).- Cuando la propuesta de convenio su- 
ponga nuevas obligaciones para uno o varios acree- 
dores, será necesario el consentimiento individual de 
los afectados, el cual deberá ser presentado antes de 
que la propuesta sea sometida a votación. 


No será necesario el consentimiento individual de 
los acreedores especialmente relacionados con el 
deudor cuando la propuesta prevea la conversión de 
los créditos de que fueran titulares esos acreedores 
en acciones o en participaciones sociales de la socie- 
dad deudora. 
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CAPÍTULO I!l 
CONVENIOS DE CESIÓN DE ACTIVO 


Artículo 147. (Cesión total o parcial de activo).- 
En caso de convenio de cesión total de activo en pa- 
go O para pago de los acreedores se considerarán 
cedidos los bienes y derechos que figuren en el in- 
ventario aprobado por el Juez del Concurso. 


En caso de convenio de cesión parcial de activo la 
propuesta deberá ir acompañada de la relación de los 
bienes o derechos objeto de la cesión. 


En todos los casos deberán previamente salva- 
guardarse los derechos de los acreedores privilegia- 
dos. 


Artículo 148. (Convenio de cesión en pago).- 
Cuando la propuesta de convenio tenga como objeto 
la cesión total o parcial del activo en pago a acreedo- 
res, será necesario el consentimiento individual de los 
cesionarios. 


Artículo 149. (Convenio de cesión para pago).- 
Cuando la propuesta de convenio tenga como objeto 
la cesión total o parcial de activo para pago de los 
acreedores deberá establecerse el plazo máximo pa- 
ra la enajenación, el cual no podrá ser superior a dos 
años. 


Salvo pacto en contrario, la facultad de enajenar 
se considerará atribuida al síndico o al interventor. 


Artículo 150. (Convenio de asunción del pasivo).- 
Salvo pacto en contrario, en caso de convenio de ce- 
sión total o parcial del activo a un acreedor o a un ter- 
cero, con obligación de pagar por cuenta del deudor a 
los acreedores quirografarios y subordinados la totali- 
dad o parte de los créditos, se considerarán cedidas 
las acciones de reintegración de la masa activa. 


Salvo pacto en contrario, el cesionario no asumirá 
responsabilidad alguna por los créditos que, en el 
momento de la presentación de la propuesta de con- 
venio, no hubieran solicitado verificación, cuando la 
misma sea necesaria. 


CAPÍTULO IV 
APROBACIÓN JUDICIAL DEL CONVENIO 
Sección 1 
Oposición a la aprobación del convenio 


Artículo 151. (Legitimación para la oposición).- 
Podrán oponerse a la aprobación judicial del conve- 
nio: 


1. Los acreedores que hayan sido privados ¡legí- 
timamente del derecho de voto y los que hayan 
votado en contra la propuesta de convenio. 


2. El síndico o el interventor. 


Artículo 152. (Causas de oposición).- Cualquiera 
de los legitimados previstos en el artículo 151 podrán 
oponerse a la aprobación judicial del convenio ale- 
gando infracción legal en la constitución o en la cele- 
bración de la Junta o en el contenido del convenio. 
Para que un acreedor asistente a la Junta pueda 
oponerse por infracción legal en la constitución o en 
la celebración de la Junta será necesario además que 
haya denunciado la infracción durante la Junta o en el 
momento en que se hubiera producido. 


El acreedor o acreedores que represente, por lo 
menos, el diez por ciento del pasivo quirografario del 
deudor y el síndico o interventor podrán oponerse 
además a la aprobación judicial del convenio alegan- 
do alguna de las siguientes causas: 


1. Que el voto o los votos decisivos para la acep- 
tación de la propuesta han sido emitidos por 
quien no era titular real del crédito o han sido 
obtenidos mediante maniobras que afecten o 
puedan afectar a la paridad de trato entre los 
acreedores quirografarios. 


2. Que el cumplimiento del convenio es objetiva- 
mente inviable. 


Artículo 153. (Plazo de oposición).- El plazo de 
oposición será de cinco días a contar desde el si- 
guiente al de la conclusión de la Junta de Acreedores. 


Artículo 154. (Aprobación judicial en caso de falta 
de oposición).- Transcurrido el plazo a que se refiere 
el artículo 153 sin que se hubiere formulado oposi- 
ción, el Juez dictará auto en el primer día hábil poste- 
rior aprobando el convenio de acreedores. 


Artículo 155. (Procedimiento en caso de oposi- 
ción).- En caso de haberse formulado oposiciones, 
una vez tramitado el incidente, el Juez dictará senten- 
cia aprobando o no el convenio, sin que en ningún 
caso pueda modificarlo. 


Si el convenio no hubiera sido aprobado por in- 
fracción legal en la constitución o en la celebración de 
la Junta, en la misma sentencia el Juez convocará 
una nueva Junta para someter a votación la pro- 
puesta que hubiera obtenido mayoría en la anterior, la 
cual habrá de celebrarse dentro del mes siguiente al 
de la fecha de la sentencia. La convocatoria de la 
nueva Junta será objeto de la misma publicidad que 
la sentencia de declaración de concurso. 
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Artículo 156. (Publicidad de la aprobación judicial 
del convenio).- La resolución judicial por la que se 
apruebe el convenio, una vez firme, será objeto de la 
misma publicidad que la sentencia de declaración de 
concurso. 


Sección 2 
Efectos de la aprobación judicial del convenio 


Artículo 157. (Vigencia de los efectos).- El conve- 
nio producirá sus efectos a partir de la fecha en que 
alcance firmeza la resolución judicial que lo hubiera 
aprobado. 


Artículo 158. (Ámbito subjetivo del convenio).- El 
convenio será obligatorio para el deudor y para los 
acreedores quirografarios y subordinados cuyos cré- 
ditos fueran anteriores a la declaración judicial de 
concurso, incluidos los que, por cualquier causa, no 
hubieran sido verificados. 


Artículo 159. (Efecto novatorio sobre los crédi- 
tos).- Por virtud del convenio, los créditos quirografa- 
rios y subordinados quedarán definitivamente extin- 
guidos en la parte en que se hubiera hecho condona- 
ción al deudor, salvo que en el propio convenio se 
disponga lo contrario o que la sentencia de califica- 
ción condene a la cobertura de la totalidad o parte del 
déficit patrimonial. 


Los créditos quirografarios y subordinados serán 
exigibles conforme a lo pactado, salvo que la senten- 
cia de calificación condene a la cobertura de la totali- 
dad o parte del déficit patrimonial. 


Artículo 160. (Subsistencia de las garantías per- 
sonales).- Los acreedores que no hayan votado a fa- 
vor de la propuesta de convenio, conservarán las ac- 
ciones que les correspondan por la totalidad de los 
créditos contra los obligados solidarios y contra los 
fiadores o avalistas del deudor. 


Artículo 161. (Efecto extintivo de la suspensión o 
de la limitación de la legitimación del deudor para dis- 
poner y obligar a la masa del concurso).- A partir del 
momento en que alcance firmeza la resolución judicial 
de aprobación del convenio, cesará la suspensión o la 
limitación de la legitimación del deudor para disponer 
y obligar a la masa del concurso, salvo que en el pro- 
pio convenio se disponga lo contrario o que el Juez, 
en esa misma resolución, hubiera acordado la prórro- 
ga de la suspensión o de la limitación, la cual en nin- 
gún caso podrá ser superior a tres meses. 


Artículo 162. (Convocatoria a la asamblea de so- 
cios o accionistas).- Si el deudor fuera una persona 
jurídica que tuviera suspendida su legitimación para 


disponer y obligar a la masa del concurso, el síndico, 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que 
alcance firmeza la resolución judicial de aprobación 
del convenio, convocará a la asamblea de socios o 
accionistas para el nombramiento de administradores 
o de liquidadores. 


CAPÍTULO V 
ADHESIONES A LA PROPUESTA DE CONVENIO 


Artículo 163. (Presentación del convenio).- Antes 
de la celebración de la Junta de Acreedores, el deu- 
dor podrá presentar adhesiones a una propuesta de 
convenio suscrita por acreedores que representen la 
mayoría del pasivo quirografario del deudor con dere- 
cho a voto. Cuando la propuesta de convenio impli- 
que el otorgamiento de quitas superiores al cincuenta 
por ciento del monto de los créditos quirografarios y/o 
plazos de pago superiores a diez años, será necesa- 
rio contar con adhesiones a la misma de acreedores 
quirografarios que representen las dos terceras partes 
del pasivo quirografario con derecho a voto. 


En este caso, luego de haber recaído aprobación 
judicial de la lista de acreedores, el Juez dispondrá la 
suspensión de la Junta y abrirá plazo de oposición 
para la aprobación del convenio. 


Artículo 164. (Procedimiento de aprobación del 
convenio).- La resolución judicial que suspenda la 
junta mandará publicar un extracto de la propuesta de 
convenio en el Diario Oficial, por el plazo de tres días, 
convocando a los acreedores concursales a presentar 
sus oposiciones en el plazo de veinte días a partir de 
la última publicación. Esta publicación será ordenada 
y tramitada directamente por el Juzgado dentro de las 
veinticuatro horas de dispuesta por el Juez. El texto 
íntegro de la propuesta estará, en todo momento, a 
disposición de los acreedores en la sede del Tribunal. 


Podrán oponerse a la aprobación del convenio los 
acreedores quirografarios y subordinados del deudor, 
con excepción de aquellos que lo hubieran suscripto, 
y el síndico o interventor, por cualquiera de las cau- 
sales previstas en el artículo 152. 


Transcurrido el plazo legal sin que se hubiera for- 
mulado oposición el Juez dictará auto en el primer día 
hábil posterior aprobando el convenio de acreedores. 


En caso de mediar oposiciones, las mismas se 
tramitarán por el procedimiento previsto en el ar- 
tículo 155 y la decisión que apruebe o rechace el 
convenio tendrá los efectos previstos en los ar- 
tículos 157 a 162. 


Martes 1? de julio de 2008 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 185 


CAPÍTULO VI 


CUMPLIMIENTO E INCUMPLIMIENTO DEL CON- 
VENIO 


Artículo 165. (Información sobre cumplimento del 
convenio).- Cada seis meses a contar desde la fecha 
en que hubiera adquirido firmeza la resolución judicial 
de aprobación del convenio, el deudor emitirá informe 
sobre el estado de cumplimiento de ese convenio, 
que entregará al Juez del Concurso y a la Comisión 
de Acreedores. 


Sin perjuicio de esto, el deudor deberá informar 
del estado de cumplimiento del convenio a la Comi- 
sión de Acreedores cada vez que sea requerido por 
ésta. 


Artículo 166. (Cumplimiento del convenio).- Una 
vez cumplido íntegramente el convenio, el deudor 
presentará al Juez solicitud de conclusión del concur- 
so de acreedores, acompañando los documentos que 
lo acrediten. 


Artículo 167. (Apertura de la liquidación por in- 
cumplimiento del convenio).- En caso de incumpli- 
miento del convenio, cualquier acreedor podrá solici- 
tar del Juez del Concurso la apertura de la liquidación 
de la masa activa. 


A petición del solicitante, el Juez del Concurso po- 
drá adoptar las medidas cautelares que considere ne- 
cesarias para asegurar la integridad de la masa acti- 
va. Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el incumplimiento o desestimada la so- 
licitud. 


Si el Juez considera acreditado el incumplimiento 
del convenio, dictará sentencia declarando incumplido 
el convenio y ordenando la liquidación de la masa ac- 
tiva. 


En la misma sentencia el Juez suspenderá la legi- 
timación del deudor para disponer y obligar a la masa 
del concurso. 


TÍTULO VIII 
LIQUIDACIÓN Y PAGO 
CAPÍTULO | 
LIQUIDACIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 168. (Apertura de la liquidación).- El Juez 
del Concurso ordenará la liquidación de la masa acti- 
va en los siguientes casos: 


1. Cuando el deudor así lo pida en la solicitud de 
declaración judicial de concurso. 


2. En caso de falta de presentación o de acepta- 
ción de la propuesta de convenio por la Junta 
de Acreedores. 


3. En caso de falta de aprobación judicial del con- 
venio. 


4. En caso de incumplimiento del convenio. 


5. Cuando, en cualquier estado del procedimiento, 
así lo soliciten, en la Junta de Acreedores o 
fuera de ella, acreedores que representen la 
mayoría de los créditos quirografarios con de- 
recho a voto. 


Artículo 169. (Resolución de liquidación de la ma- 
sa activa).- La resolución judicial que ordene la liqui- 
dación contendrá necesariamente los siguientes pro- 
nunciamientos: 


1. La suspensión de la legitimación del deudor pa- 
ra disponer y obligar a la masa del concurso, 
con nombramiento del interventor como síndi- 
co. Si el deudor ya tuviera suspendida la legiti- 
mación para disponer y obligar a la masa del 
concurso, continuará el síndico nombrado. 


2. Fecha de la licitación para la adquisición en 
bloque de la empresa en funcionamiento, que 
no podrá superar los noventa días de decreta- 
da la liquidación, y pliego conteniendo las ba- 
ses del llamado a licitación para la explotación 
de la empresa, aprobado por el Tribunal a pro- 
puesta del síndico (artículo 172). La fecha de la 
licitación podrá ser prorrogada en forma excep- 
cional y por una única vez hasta por noventa 
días. 


3. Si el deudor fuera persona jurídica, la resolu- 
ción contendrá, además, la declaración de di- 
solución de la persona jurídica deudora y el ce- 
se de los administradores. 


La resolución judicial que ordene la liquidación de 
la masa activa se notificará a los miembros de la Co- 
misión de Acreedores y se inscribirá y publicará en 
igual forma que la sentencia de declaración del con- 
curso. 


Deberá comenzar a ejecutarse inmediatamente 
aunque no sea firme. 


Artículo 170. (Efectos de la apertura de la liquida- 
ción).- La apertura de la liquidación de la masa activa 
producirá el vencimiento anticipado de todos los cré- 
ditos anteriores a la declaración judicial de concurso. 


Será además justa causa para la resolución antici- 
pada de los contratos celebrados por el deudor con 
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obligaciones total o parcialmente pendientes de eje- 
cución. El crédito correspondiente a la indemnización 
por los daños y perjuicios que cause la resolución, fi- 
jado por el Juez, tendrá la consideración de crédito 
concursal. 


Artículo 171. (Venta en bloque de la empresa en 
funcionamiento).- En todos los casos se procurará en 
primer lugar la venta en bloque de la empresa en fun- 
cionamiento. 


Artículo 172. (Venta en bloque de la empresa).- 
Se procederá a subastar la empresa en funciona- 
miento mediante proceso licitatorio en las condiciones 
que establezca la reglamentación que oportunamente 
dicte el Poder Ejecutivo, sobre las siguientes bases: 


a) En los pliegos de condiciones se establecerán 
requisitos mínimos para la aceptación de los 
postulantes, vinculados a sus antecedentes 
comerciales, situación patrimonial, garantías de 
mantenimiento de oferta, ausencia de vínculos 
especiales con el deudor (artículo 112), cum- 
plimiento de normas laborales y tributarias, y 
demás aspectos vinculados a la selección de 
oferentes calificados para la continuidad del gi- 
ro empresarial. 


b) Podrán formularse ofrecimientos por parte de la 
cooperativa o sociedad comercial de trabajado- 
res de la empresa subastada que se constituya 
y esté integrada de forma tal que más del 50% 
(cincuenta por ciento) de la propiedad corres- 
pondiera a los trabajadores que desarrollaban 
actividad personal en la misma en el inicio del 
proceso concursal y que, en caso de adoptar la 
forma de sociedad anónima o en comandita por 
acciones, las acciones de los trabajadores sean 
nominativas no endosables. La misma podrá 
hacer valer en su oferta los créditos laborales a 
ser renunciados por sus miembros. El magis- 
trado actuante podrá considerar, a solicitud de 
parte, como integrante de la oferta, la circuns- 
tancia prevista en el inciso tercero del nume- 
ral 2 del artículo 174. 


El ofrecimiento formulado por esta cooperativa 

o sociedad comercial tendrá preferencia por 
sobre los restantes oferentes en caso de igual- 
dad de condiciones propuestas. 


c) Se abrirá un período para la formulación de 
ofertas, las que no serán inferiores al 50% (cin- 
cuenta por ciento) del valor de tasación de la 
empresa (numeral6 del artículo 123). Se 
aceptará la mayor oferta al contado, salvo que 
acreedores que representen el 75% (setenta y 


cinco por ciento) del pasivo quirografario 
acepten una oferta a crédito superior, siempre 
que la misma no implique perjuicios en los de- 
rechos de los acreedores privilegiados. 


La venta la otorgará el Juez del Concurso y éste 
hará la tradición (artículo 770 del Código Civil). 


Artículo 173. (Efectos de la Adjudicación).- la ad- 
judicación será título hábil suficiente para la transmi- 
sión de la propiedad de los bienes referida en el ar- 
tículo 172, en las condiciones establecidas en el ar- 
tículo 177, y atodos los efectos registrales. 


Artículo 174. (Liquidación por partes de la masa 
activa).- En caso de no lograrse la venta en bloque de 
la empresa en funcionamiento ya sea al contado o a 
crédito, el síndico presentará a la Comisión de Acree- 
dores un proyecto actualizado de liquidación, dentro 
de los treinta días siguientes a la fecha de la resolu- 
ción judicial que declare desierta la licitación, en el 
que se determinarán para cada clase de bienes y de- 
rechos que integran la masa activa, las reglas parti- 
culares conforme a las cuales deberán enajenarse. 


Si el proyecto fuera aprobado por la Comisión, la 
enajenación de los bienes y derechos se ajustará a lo 
determinado por el síndico. Si no lo fuere o en todo lo 
no previsto en el proyecto, el síndico procederá a 
enajenar la masa activa de acuerdo con las siguientes 
reglas: 


1. En caso de existir diversas unidades producti- 
vas, las mismas se enajenarán como un todo, 
salvo que sea más conveniente para la masa la 
previa división o la realización aislada de los 
elementos que los componen, en cuyo caso, 
antes de proceder a su enajenación, deberá 
emitirse un informe justificativo. 


2. En caso de que exista riesgo de que los crédi- 
tos laborales comprendidos en el numeral 1 del 
artículo 110 no puedan ser satisfechos en su 
totalidad, el Juez previa vista al síndico, podrá 
designar depositaria de los bienes de la empre- 
sa, confiriendo facultades de uso precario de 
los mismos, a una cooperativa de trabajo que 
se constituya con la totalidad o parte del perso- 
nal (Artículo 6” de la Ley N* 17,794, de 22 de 
julio de 2004). 


Los créditos laborales privilegiados que pudie- 
ren existir en la masa del concurso serán com- 
pensados y computados como aporte de los 
trabajadores a la cooperativa constituida. 


El Juez del Concurso podrá disponer que el 
organismo de seguridad social correspondiente 
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vierta la suma de la indemnización por seguro 
de paro, a los efectos de que sea computada 
como aporte de los trabajadores. 


3. Los bienes inmuebles, muebles y derechos de 
propiedad intelectual e industrial, se liquidarán 
de acuerdo con las disposiciones que regulan 
la vía de apremio. 


4. Los valores que tengan oferta pública se nego- 
ciarán en los mercados formales en que los 
mismos tengan cotización. 


Antes de proceder a la liquidación, las reglas con- 
forme a las cuales debe proceder el síndico a enaje- 
nar los bienes y derechos que integran la masa activa 
serán puestas en conocimiento del Juez del Concur- 
so. 


Artículo 175. (Liquidación anticipada de la masa 
activa).- Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar- 
tículo 174, en cualquier estado del procedimiento, en 
la Junta de Acreedores o fuera de ella, acreedores 
que representen la mayoría de los créditos quirografa- 
rios del deudor con derecho a voto podrán resolver la 
liquidación de la masa activa del concurso en los tér- 
minos de los artículos 171 a 174. 


El Juez, previa vista al síndico o interventor y al 
deudor, dispondrá de inmediato la liquidación en la 
forma resuelta, transformando al interventor en síndi- 
co, si correspondiere. 


Artículo 176. (Bienes litigiosos).- La enajenación 
de los bienes o derechos cuya titularidad o disponibi- 
lidad se encuentre en litigio se realizará una vez re- 
caída resolución judicial firme, salvo decisión en con- 
trario de la Comisión de Acreedores. 


El Juez del Concurso, oída la otra parte del litigio, 
podrá autorizar también la enajenación de bienes o 
derechos de imposible, de difícil o de muy costosa 
conservación o que corran peligro de sufrir grave de- 
terioro o de disminuir considerablemente de valor, 
antes de que recaiga resolución judicial firme. 


El producto de la enajenación se consignará a 
nombre de quien corresponda a las resultas del litigio. 


Artículo 177. (Pasivos del deudor vinculados a los 
activos, establecimiento o explotación).- No será de 
aplicación al adquirente de los activos del deudor, del 
establecimiento o de la explotación del deudor, ena- 
jenado en el proceso de liquidación de la masa activa, 
la responsabilidad que la ley pone a cargo de los su- 
cesores o adquirentes por obligaciones comerciales, 
laborales, municipales, tributarias o de cualquier otra 
naturaleza. 


Artículo 178. (Información sobre la liquidación).- 
Cada seis meses a contar desde la fecha de la reso- 
lución judicial ordenando la liquidación de la masa ac- 
tiva, el síndico emitirá un informe sobre el estado de 
la liquidación, que entregará al Juez del Concurso y la 
Comisión de Acreedores. 


Sin perjuicio de esto, el síndico deberá informar 
sobre el estado de la liquidación a la Comisión de 
Acreedores cada vez que sea requerido por ésta. 


Artículo 179. (Separación del síndico por prolon- 
gación indebida de la liquidación).- Transcurridos dos 
años desde la fecha de la resolución judicial ordenan- 
do la liquidación de la masa activa, sin que ésta hu- 
biera finalizado, cualquier interesado podrá solicitar al 
Juez del Concurso la separación del Sindico y el 
nombramiento de uno nuevo. 


El Juez, previa audiencia del síndico y de la Comi- 
sión de Acreedores, decretará la separación y el 
nombramiento de nuevo síndico si el informe de la 
Comisión de Acreedores fuera favorable a la separa- 
ción y, aunque no lo fuera, si no existiera justa causa 
para la dilación. 


El síndico separado por prolongación indebida de 
la liquidación perderá el derecho a percibir las retribu- 
ciones devengadas, debiendo reintegrar a la masa 
activa las cantidades que, en concepto de retribución, 
hubiera percibido desde la resolución judicial de su 
designación. 


Artículo 180. (Solicitud de conclusión o de sus- 
pensión del concurso de acreedores).- Una vez que el 
producto obtenido en la liquidación de toda la masa 
activa haya sido íntegramente utilizado en el pago de 
los acreedores, el síndico presentará solicitud de con- 
clusión o de suspensión del concurso. 


CAPÍTULO Il 
PAGO A LOS ACREEDORES 


Artículo 181. (Pago a los acreedores con privile- 
gio especial).- Los créditos con privilegio especial se 
pagarán con el producido de la enajenación de los 
bienes gravados. 


Artículo 182. (Pago a los restantes acreedores).- 
En forma independiente del pago a los acreedores 
con privilegio especial, el síndico pagará con el pro- 
ducido de la realización de los bienes que integran la 
masa activa, por su orden, a los acreedores con pri- 
vilegio general, a los acreedores quirografarios y a los 
acreedores subordinados. 


Artículo 183. (Orden de pago a los acreedores 
con privilegio general).- Si la masa activa que queda- 
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ra una vez satisfechos los créditos con privilegio es- 
pecial fuera insuficiente para satisfacer todos los cré- 
ditos con privilegio general, el pago se realizará por el 
orden establecido en el artículo 110, a prorrata dentro 
de cada número. 


Artículo 184. (Pago a los acreedores quirografa- 
rios).- Los créditos quirografarios serán satisfechos a 
prorrata, conjuntamente con los créditos con privilegio 
especial en la parte que no hubieran sido satisfechos 
con el importe de los bienes gravados. 


Salvo autorización del Juez del Concurso, oída la 
Comisión de Acreedores, el pago de los créditos qui- 
rografarios se realizará una vez íntegramente satisfe- 
chos los créditos privilegiados. 


Artículo 185. (Cuotas de los acreedores quiro- 
grafarios).- El pago de los créditos quirografarios se 
efectuará en función de la liquidez de que dispongan 
los síndicos mediante entrega de cuotas a cuenta de, 
por lo menos, el cinco por ciento del monto de los 
créditos. 


Artículo 186. (Reserva en favor de créditos condi- 
cionales y litigiosos).- Si existieran créditos condicio- 
nales o créditos litigiosos, el síndico reservará las 
cantidades correspondientes para poder atender al 
pago en caso de cumplimiento de la condición o cum- 
plir la resolución que recaiga en el litigio. 


Artículo 187. (Pago a los acreedores subordina- 
dos).- El pago de los créditos subordinados se reali- 
zará una vez íntegramente satisfechos los créditos 
quirografarios. 


Si los fondos que quedaran una vez satisfechos 
los créditos quirografarios fueran insuficientes para 
satisfacer a todos los créditos subordinados, el pago 
se realizará por el orden establecido en el ar- 
tículo 111, a prorrata dentro de cada número. 


Artículo 188. (Remanente de la liquidación).- Si 
una vez pagados los créditos subordinados quedara 
un remanente, el síndico lo distribuirá entre los acree- 
dores con privilegio general y quirografarios, a pro- 
rrata de sus respectivos créditos, con un monto má- 
ximo equivalente a la tasa media de interés del siste- 
ma bancario para familias, por plazos mayores a un 
año, que publique el Banco Central del Uruguay para 
créditos en unidades indexadas o, en su defecto, al 
interés legal computado sobre sus respectivos crédi- 
tos, por el plazo que medió entre la declaración judi- 
cial de concurso y el pago de los mismos. 


Si todavía quedara un remanente se realizará si- 
milar operación con los créditos subordinados, en el 
orden previsto por la ley. 


Artículo 189. (Pago de créditos y vencimientos).- 
Si el pago de un crédito anterior a la declaración de 
concurso se efectuara antes de la fecha en que hu- 
biera vencido de no haberse producido la apertura de 
la liquidación, se hará por su valor actual, realizando 
el descuento que corresponda. 


A solicitud del síndico, el Juez podrá autorizar el 
pago de créditos del deudor posteriores a la declara- 
ción de concurso que todavía no hubieran vencido, 
fijando el descuento que corresponda. 


Artículo 190. (Pago de crédito verificado en dos o 
más concursos de deudores solidarios).- En el caso 
de que el crédito hubiera sido verificado en dos o más 
concursos de deudores solidarios, la suma de lo per- 
cibido en todos los concursos no podrá exceder del 
importe del crédito. 


El síndico podrá retener el pago hasta que el 
acreedor acredite fehacientemente lo percibido hasta 
la fecha en los concursos de los deudores solidarios. 
Una vez efectuado el pago, lo pondrán en conoci- 
miento del síndico o interventor de los demás concur- 
sos. 


El deudor solidario no podrá reclamar de los co- 
deudores mientras que el acreedor no haya sido ínte- 
gramente satisfecho. 


Artículo 191. (Derecho del acreedor sobre la 
cuota del deudor solidario).- El acreedor que, antes 
de la declaración de concurso, hubiera cobrado parte 
del crédito de un fiador o avalista o de un deudor soli- 
dario tendrá derecho a que le sea atribuida la cuota 
que a éstos corresponda en el concurso del deudor 
hasta cubrir el importe total de su crédito. 


TÍTULO IX 
CALIFICACIÓN DEL CONCURSO 


Artículo 192. (Clases de concursos).- El concurso 
de acreedores se calificará como culpable o como 
fortuito. 


El concurso se calificará como culpable cuando en 
la producción o en la agravación de la insolvencia hu- 
biera existido dolo o culpa grave del deudor o, en ca- 
so de personas jurídicas, de sus administradores o de 
sus liquidadores, de derecho o de hecho. 


En los demás casos se calificará como fortuito. 


Artículo 193. (Presunciones absolutas de culpabi- 
lidad).- El concurso se calificará como culpable, ade- 
más, en los siguientes casos: 


1. Cuando el deudor se hubiera alzado con la to- 
talidad o parte de sus bienes en perjuicio de 
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sus acreedores o hubiera realizado cualquier 
acto de disposición patrimonial o generador de 
obligaciones con la finalidad de retrasar, difi- 
cultar o impedir la eficacia de un embargo en 
cualquier clase de ejecución que se hubiera ini- 
ciado o fuera de previsible iniciación. 


2. Cuando durante los dos años anteriores a la 
fecha de declaración del concurso de acreedo- 
res los fondos o los bienes propios del deudor 
hubieran sido manifiestamente insuficientes O 
inadecuados para el ejercicio de la actividad o 
actividades a las que se hubiera dedicado. 


3. Cuando, antes de la declaración del concurso 
de acreedores, hubieran salido indebidamente 
del patrimonio del deudor bienes o derechos. 


4. Cuando no hubiera llevado contabilidad de nin- 
guna clase, estando legalmente obligado a ello, 
o cuando hubiere llevado doble contabilidad o 
hubiere cometido falsedad en la contabilidad. 


5. Cuando el deudor hubiera cometido falsedad 
en cualquiera de los documentos adjuntados a 
la solicitud de declaración judicial de concurso 
o presentados durante la tramitación del proce- 
dimiento. 


Artículo 194. (Presunciones relativas de culpabili- 
dad).- Se presume la existencia de culpa grave del 
deudor, salvo prueba en contrario, en los siguientes 
casos: 


1. Cuando el deudor hubiera incumplido el deber 
de solicitar la declaración judicial de concurso. 


2. Cuando el deudor hubiera incumplido el deber 
de cooperación con los órganos concursales, 
no les hubiera facilitado la información necesa- 
ria o conveniente para el interés del concurso o 
no hubiera asistido a la Junta de Acreedores. 


3. Cuando el deudor hubiera incumplido con su 
obligación de preparar, en tiempo y forma, los 
estados contables anuales, estando legalmente 
obligado a ello. 


Artículo 195. (Cómplices).- Se consideran cómpli- 
ces las personas que, con dolo o con culpa grave, 
hubieran cooperado con el deudor o, en el caso de 
personas jurídicas deudoras, con los administradores 
y liquidadores a la realización de cualquier acto que 
hubiera producido o agravado la insolvencia. 


Artículo 196. (Formación del incidente de califica- 
ción).- En la misma resolución por la que apruebe el 
convenio u ordene la liquidación de la masa activa, el 
Juez del Concurso mandará formar el incidente de 


calificación, que se abrirá con la solicitud de declara- 
ción del concurso de acreedores y los documentos 
adjuntos y con la sentencia que lo hubiera declarado. 


No procederá la formación del incidente de califi- 
cación cuando concurran acumulativamente las si- 
guientes condiciones: 


1. El concurso de acreedores fuera voluntario. 


2. El convenio aprobado permita la satisfacción 
íntegra de los créditos concursales en un plazo 
no superior a dos años o, en caso de liquida- 
ción, que de lo actuado resulte que el activo del 
deudor es suficiente para satisfacer su pasivo. 


Artículo 197. (Comparecencia de los interesa- 
dos).- Dentro de los quince días siguientes a contar 
desde la publicación en el Diario Oficial de la resolu- 
ción judicial que ordene la formación del incidente de 
calificación, cualquier acreedor o persona que acre- 
dite un interés legítimo podrá comparecer ante el 
Juez del Concurso, denunciando los hechos que con- 
sidere relevantes para la calificación del concurso 
como culpable. 


Artículo 198. (Informe del síndico o del interventor 
y dictamen del Ministerio Público).- Transcurrido el 
plazo a que se refiere el artículo 197, el síndico o el 
interventor, dentro de los quince días siguientes, pre- 
sentará al Juez del Concurso un informe documenta- 
do sobre los hechos relevantes para la calificación del 
concurso de acreedores, con propuesta de resolu- 
ción. 

Si se propusiera que el Juez califique como culpa- 
ble el concurso, expresará la identidad de las perso- 
nas a las que debe afectar la calificación, así como la 
identidad de las personas a las que debe calificarse 
de cómplices, justificando la causa. 


Del informe del síndico o del interventor se dará 
traslado al Ministerio Público para que emita dictamen 
en el plazo de cinco días. Si el Ministerio Público no 
emitiera dictamen, se entenderá conforme con la pro- 
puesta de calificación. 


Artículo 199. (Tramitación del incidente de califi- 
cación).- Si el informe del síndico o del interventor y el 
dictamen del Ministerio Público coincidieran en califi- 
car el concurso como fortuito, el Juez, sin más trámi- 
tes, ordenará el archivo de las actuaciones. 


En otro caso, emplazará al deudor y a todas las 
personas que, según resulte de lo actuado, pudieran 
ser afectadas por la calificación del concurso o ser 
declaradas cómplices, a fin de que, en el plazo de 
diez días, aleguen cuanto convenga a su derecho. 
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Artículo 200. (Oposición a la calificación).- Si el 
deudor o alguno de los comparecientes formulase 
oposición, el Juez la sustanciará por el procedimiento 
de los incidentes. De ser varias las oposiciones, se 
sustanciarán conjuntamente en el mismo procedi- 
miento. 


En caso de que ni el deudor ni los demás compa- 
recientes formularan oposición, el Juez dictará sen- 
tencia en el plazo de cinco días. 


Artículo 201. (Sentencia de  calificación).- La 
sentencia que declare culpable al concurso tendrá el 
siguiente contenido: 


1. La declaración del concurso como culpable, 
con expresión de la causa o de las causas en 
que se fundamente la calificación. 


2. La determinación de las personas afectadas 
por la calificación, así como de las personas 
declaradas cómplices. 


3. La inhabilitación del deudor o de los adminis- 
tradores o liquidadores, aun de hecho, y miem- 
bros del órgano de control interno de la perso- 
na jurídica deudora para administrar los bienes 
propios o ajenos por un período de cinco a 
veinte años, así como para representar a cual- 
quier persona durante el mismo período. Las 
inhabilitaciones se inscribirán en el Registro 
Nacional de Actos Personales. 


4. La pérdida de cualquier derecho que tuvieran 
los cómplices como acreedores concursales y 
la condena a reintegrar los bienes y derechos 
que pertenecieran a la masa activa, así como a 
indemnizar los daños y perjuicios causados, 
cuya cuantía se determinará en período de eje- 
cución de sentencia. 


En el caso de que el deudor cuyo concurso hu- 
biera sido calificado como culpable fuese una persona 
jurídica, la sentencia de calificación podrá contener 
además, la condena a los administradores y liquida- 
dores, de derecho o de hecho, e integrantes del órga- 
no de control interno, o a algunos de ellos, a la co- 
bertura de la totalidad o parte del déficit patrimonial 
en beneficio de la masa pasiva. 


Las disposiciones sobre calificación del concurso 
se establecen sin perjuicio de las normas penales que 
correspondiera aplicar, en caso de que alguno de los 
involucrados hubiera incurrido en conductas delictivas 
tipificadas por las referidas normas. 


Artículo 202. (Sustitución de los inhabilitados).- 
En caso de inhabilitación del deudor persona física, el 


Juez, en resolución posterior, oídos previamente los 
interesados, nombrará un curador que se encargue 
de la administración de los bienes del inhabilitado. 


En caso de que la inhabilitación de los administra- 
dores o de los liquidadores de la persona jurídica 
deudora impida a la misma formar su voluntad corpo- 
rativa, el síndico o el interventor convocarán una 
asamblea de socios o accionistas para el nombra- 
miento de administradores o de liquidadores. 


Artículo 203. (Cobertura de la totalidad o parte del 
déficit patrimonial).- Si en el convenio se hubiera 
acordado una quita al deudor de parte de sus créditos 
quirografarios, los importes que se obtengan en la 
ejecución de la condena a la cobertura de la totalidad 
O parte del déficit patrimonial, se destinarán al pago 
de la parte condonada. 


Si existiera un resto y el convenio contuviera una 
espera para el pago de los créditos quirografarios, las 
cantidades a que se refiere el inciso anterior se desti- 
narán al pago anticipado de los últimos plazos. 


Artículo 204. (Calificación del concurso en caso 
de incumplimiento del convenio).- En caso de incum- 
plimiento del convenio el concurso se calificará culpa- 
ble cuando en ese incumplimiento hubiera existido 
dolo o culpa del deudor. 


TÍTULO X 
SUSPENSIÓN Y CONCLUSIÓN DEL CONCURSO 
CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES COMUNES 


Artículo 205. (Presupuestos para la suspensión y 
conclusión del concurso).- Para que el Juez pueda 
acordar la suspensión o la conclusión del concurso de 
acreedores será necesario que se den los siguientes 
presupuestos: 


1. Que exista causa legal de suspensión o de 
conclusión del concurso de acreedores. 


2. Que sea improcedente la reintegración de la 
masa activa o, en caso contrario, que se hubie- 
ran ejecutado íntegramente las sentencias fir- 
mes de las acciones revocatorias o adquirido 
firmeza las resoluciones judiciales que las hu- 
bieran desestimado. 


3. Que fuera improcedente la promoción del inci- 
dente de calificación, que el concurso hubiera 
sido calificado como fortuito o que se hubiera 
ejecutado íntegramente la sentencia firme de 
calificación del concurso como culpable. 
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Artículo 206. (Informe sobre la reintegración de la 
masa activa).- En el caso de que exista causa de 
suspensión o de conclusión, el síndico emitirá un in- 
forme sobre la existencia de actos del deudor anterio- 
res a la declaración judicial de concurso que sean 
susceptibles de revocación. 


Si el informe fuera favorable al ejercicio de accio- 
nes revocatorias, el síndico estará obligado a ejerci- 
tarlas en el plazo de treinta días a contar desde la fe- 
cha de emisión del informe. 


Si el informe fuera desfavorable, el acreedor o los 
acreedores cuyos créditos representen, al menos, el 
cinco por ciento del total pasivo podrán ejercitar las 
acciones revocatorias por cuenta de la masa, solici- 
tando expresamente en la demanda que se notifique 
al síndico. 


CAPÍTULO Il 
SUSPENSIÓN DEL CONCURSO 


Artículo 207. (Causas de suspensión del concur- 
so).- Será causa de suspensión del concurso de 
acreedores la inexistencia o el agotamiento de la ma- 
sa activa sin íntegra satisfacción de los acreedores. 


Artículo 208. (Procedimiento).- La solicitud de 
suspensión del concurso por inexistencia o agota- 
miento de la masa activa será presentada por el sín- 
dico cuando del estado de las cuentas de la liquida- 
ción surja que se ha producido la causal de suspen- 
sión prevista en el artículo 207. 


De la solicitud de suspensión y de las cuentas de 
las cuales surja la configuración de la causal se dará 
traslado al deudor, a la Comisión de Acreedores y a 
los interesados que hubieran comparecido en el pro- 
cedimiento, con la advertencia de que las cuentas 
quedarán de manifiesto en el Juzgado por el plazo de 
quince días. 


Dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior, 
cualquier persona a la que se hubiera dado traslado 
de la solicitud podrá oponerse a la suspensión del 
concurso de acreedores o impugnar las cuentas. 


En caso de falta de oposición y de impugnación, el 
Juez dispondrá la suspensión del concurso de acree- 
dores, con aprobación de las cuentas. 


En caso de oposición o de impugnación, éstas se 
sustanciarán por el procedimiento de los incidentes. 


Artículo 209. (Medidas cautelares en caso de 
suspensión del concurso).- La resolución judicial de 
suspensión del concurso de acreedores podrá dispo- 


ner las medidas cautelares que el Juez considere 
oportunas. 


Artículo 210. (Reapertura del concurso suspendi- 
do).- El concurso suspendido será reabierto a solici- 
tud del deudor o de cualquier acreedor concursal 
cuando, dentro del plazo de cinco años a contar des- 
de la firmeza del auto de suspensión, ingresen o apa- 
rezcan nuevos bienes o derechos en el patrimonio del 
deudor. 


En este caso, los acreedores posteriores a la sus- 
pensión concurrirán con los anteriores. 


CAPÍTULO II! 
CONCLUSIÓN DEL CONCURSO 


Artículo 211. (Causas de conclusión del concur- 
so).- Son causas de conclusión del concurso de 
acreedores: 


1. El íntegro cumplimiento del convenio. 
2. La íntegra satisfacción de los acreedores. 


3. El transcurso de diez años desde la suspensión 
del concurso de acreedores, en los términos 
establecidos en el artículo 213. 


Artículo 212. (Conclusión del concurso en caso 
de cumplimiento del convenio o de íntegra satisfac- 
ción de los acreedores).- La solicitud de conclusión 
del concurso por cumplimiento del convenio o por ín- 
tegra satisfacción a los acreedores será presentada 
por el deudor acompañando la documentación en la 
cual se sustenta el pedido. 


En los casos en que el deudor estuviera separado 
de la administración de la masa activa, el Juez podrá 
pedir al síndico la presentación de las cuentas de la 
liquidación. 

El Juez dará traslado de la solicitud al síndico o 
Interventor, a la Comisión de Acreedores y a los inte- 
resados que hubieran comparecido en el procedi- 
miento. 


Dentro del plazo de quince días de haber sido no- 
tificados, las personas a las que se hubiera dado 
traslado de la solicitud podrán oponerse a la conclu- 
sión del concurso de acreedores o impugnar las 
cuentas presentadas. 


En caso de falta de oposición o de impugnación, el 
Juez pronunciará sentencia declarando la conclusión, 
con aprobación de las cuentas presentadas por el 
síndico, en su caso. 


Artículo 213. (Conclusión del concurso por el 
transcurso de diez años de la suspensión).- En el ca- 
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so de que hubieran transcurrido diez años de la sus- 
pensión del concurso por inexistencia o agotamiento 
de la masa activa, sin que se hubiera reabierto el 
concurso suspendido, el Juez de oficio pronunciará 
sentencia declarando extinguidos los créditos concur- 
sales en la parte que no hubieran sido satisfechos y 
dando por concluido el procedimiento. Para que opere 
la extinción deberán concurrir acumulativamente las 
siguientes circunstancias: 


a) Que se trate de un concurso voluntario. 


b) Que el mismo hubiera sido calificado como 
fortuito. 


c) Que el deudor hubiera cumplido con su deber 
de cooperación con el alcance establecido en 
el artículo 53. 


Si el deudor fuera persona jurídica, la sentencia la 
declarará extinguida, ordenando la cancelación de su 
personería jurídica. 


TÍTULO XI 
ACUERDO PRIVADO DE REORGANIZACIÓN 
CAPÍTULO | 
CELEBRACIÓN DEL ACUERDO 


Artículo 214. (Oportunidad de suscripción del 
acuerdo).- Antes de la declaración judicial de concur- 
so el deudor podrá suscribir un acuerdo privado de 
reorganización con acreedores representativos del 
setenta y cinco por ciento del pasivo quirografario con 
derecho a voto. 


Será de aplicación al acuerdo privado de reorgani- 
zación lo dispuesto en los artículos 140 y 145. 


Artículo 215. (Modalidades de acuerdo).- Una vez 
obtenidas las mayorías exigidas por el artículo 214, el 
deudor tendrá la opción de seguir el procedimiento 
puramente privado de instrumentación del acuerdo, 
requiriendo la actuación de un escribano público, o 
solicitar su homologación judicial. 


CAPÍTULO Il 
ACUERDO PURAMENTE PRIVADO 


Artículo 216. (Instrumentación).- De optarse por el 
procedimiento puramente privado, una vez obtenidas 
las mayorías del artículo 214, el acuerdo privado de 
reorganización será obligatorio para todos los acree- 
dores quirografarios y subordinados, siempre que se 
notifique a los acreedores no firmantes la adhesión al 
acuerdo de las mayorías necesarias, y que éstos, 
dentro del plazo de veinte días, no manifiesten su 
oposición al deudor. 


Artículo 217. (Notificación).- La notificación a los 
acreedores no firmantes se hará por medio de escri- 
bano público y al practicarse se acompañará la si- 
guiente documentación: 


1. Los documentos exigidos por el artículo 7” para 
la solicitud de concurso por parte del deudor. 


2. Propuesta de acuerdo privado de reorganiza- 
ción con el contenido previsto en los ar- 
tículos 138 y 139, suscrita por acreedores re- 
presentativos del setenta y cinco por ciento del 
pasivo quirografario del deudor con derecho a 
voto, con indicación del nombre del acreedor 
firmante, el monto de su crédito quirogratfario, la 
fecha de la firma; en el caso de personas jurídi- 
cas se indicará además el nombre del repre- 
sentante y el acto o negocio jurídico del cual 
emana su poder de representación. La firma 
puesta en representación de cada acreedor im- 
plicará declaración expresa del firmante de la 
existencia de facultades de representación y de 
la vigencia de su mandato. 


Los documentos mencionados en el presente ar- 
tículo deberán estar firmados por el propio deudor y, 
en el caso de personas jurídicas, por todos los admi- 
nistradores o liquidadores. Si faltara la firma de algu- 
nos de ellos, se señalará en los documentos en que 
falte, indicando la causa. 


Artículo 218. (Protocolización).- Si vencido el pla- 
zo de veinte días los acreedores no firmantes no pre- 
sentan su oposición al deudor, el acuerdo privado de 
reorganización se tendrá por aceptado. En tal caso el 
deudor deberá hacer protocolizar el acuerdo suscrito 
por la mayoría de acreedores ante escribano público 
con las diligencias de notificación a los acreedores no 
firmantes. Desde ese momento el acuerdo se tendrá 
por homologado y el escribano protocolizante podrá 
expedir a los interesados las copias que se soliciten. 


Artículo 219. (Publicación).- Será de cargo del 
deudor la publicación por tres días de un extracto del 
acuerdo privado de reorganización en el Diario Oficial, 
identificando al escribano público interviniente e indi- 
cando su domicilio. 


Artículo 220. (Oposición al acuerdo).- Si dentro 
del plazo de veinte días, cualquiera de los acreedores 
no firmantes quisiera oponerse al acuerdo celebrado, 
deberá notificar su oposición al deudor por cualquier 
medio fehaciente. Serán causas de oposición: 


1. Que el contenido del acuerdo es contrario a la 
ley. 
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2. Que las firmas de acreedores por créditos deci- 
sivos para formar las mayorías requeridas le- 
galmente no corresponden a los titulares reales 
del crédito o han sido obtenidas mediante ma- 
niobras que afecten o puedan afectar a la pari- 
dad de trato entre los acreedores quirografa- 
rios. 


3. Que el cumplimiento del convenio es objetiva- 
mente inviable. 


4. Que existe ocultación o exageración fraudu- 
lenta del activo o del pasivo. 


En tal caso, el deudor tendrá un plazo de diez días 
para presentar ante el Juez competente los antece- 
dentes del caso a los efectos de que resuelva la opo- 
sición presentada y dicte la homologación judicial del 
acuerdo, en los términos establecidos en el Capítulo 
IV del presente Título, requiriendo la inmediata notifi- 
cación al acreedor o acreedores disidentes, quienes 
deberán ratificar su oposición en el plazo de seis días. 


De no presentarse el deudor al Juzgado en el pla- 
zo de diez días, cualquier acreedor podrá solicitar la 
declaración del concurso al Juez, quien la decretará 
sin más trámite. 


Será competente para entender en la oposición y 
en la homologación judicial del acuerdo privado de 
reorganización el mismo Juez competente para decla- 
rar el concurso. En el caso de que existiera una soli- 
citud de concurso en trámite el acuerdo privado de 
reorganización deberá ser presentado en dicho pro- 
cedimiento. 


CAPÍTULO II! 


ACUERDO SOMETIDO A HOMOLOGACIÓN JUDI- 
CIAL 


Artículo 221. (Requisitos).- De optarse por la ho- 
mologación judicial del acuerdo, el deudor deberá 
presentarse al Juzgado acompañando la documenta- 
ción referida en el artículo 217. La solicitud de homo- 
logación del acuerdo privado de reorganización, así 
como todos los documentos presentados deberán 
estar firmados por el propio deudor y, en el caso de 
personas jurídicas, por todos los administradores o li- 
quidadores. Si faltara la firma de algunos de ellos, se 
señalará en la solicitud y en los documentos en que 
falte, indicando la causa. 


El deudor deberá depositar además, a la orden del 
Juzgado, fondos suficientes para atender los gastos 
de inscripción y publicación de la resolución judicial 
que admita el acuerdo. 


Artículo 222. (Auto de Admisión).- Presentada la 
solicitud en debida forma, con los requisitos estable- 
cidos en el artículo 221, o en el caso de presentación 
al Juzgado del acuerdo puramente privado con oposi- 
ciones, en las condiciones del inciso segundo del ar- 
tículo 220, el Juez deberá, en el plazo de dos días, 
dictar una resolución con el siguiente contenido: 


1. Admisión de la propuesta presentada. 


2. Suspensión del procedimiento de concurso, en 
caso de que el mismo hubiera sido solicitado. 


3. Inscripción de la sentencia en el Registro de 
Actos Personales, Sección Interdicciones. 


4. Publicación íntegra del auto de admisión y de 
un extracto de la propuesta de acuerdo privado 
de reorganización en el Diario Oficial, por el 
plazo de tres días, convocando a los acreedo- 
res concursales a presentar sus oposiciones en 
el plazo de veinte días a partir de la última pu- 
blicación. 


Artículo 223. (Inscripción del auto de admisión).- 
La inscripción del auto de admisión del acuerdo será 
comunicada por el Juzgado al Registro, dentro del 
plazo de veinticuatro horas de dictado el mismo. 


En caso de que no se realice la inscripción perti- 
nente, cualquier acreedor podrá solicitar el concurso 
al Juez, quien lo decretará sin más trámite. 


Artículo 224. (Publicación del auto de admisión y 
de la propuesta).- La publicación del auto de admisión 
y de la propuesta de acuerdo privado de reorganiza- 
ción será ordenada y tramitada directamente por el 
Juzgado, dentro de las veinticuatro horas de dictado 
el mismo. 


Artículo 225. (Efectos del auto de admisión).- El 
auto de admisión debidamente inscripto y publicado 
producirá los siguientes efectos: 


1. El deudor requerirá autorización del Juez para 
contraer, modificar o extinguir obligaciones; 
conferir, modificar o revocar poderes; o para 
realizar cualquier acto jurídico relativo a los 
bienes que integran su patrimonio. En especial 
requerirá autorización para la realización de 
actos relativos a bienes registrales, para la 
venta O arrendamiento del establecimiento co- 
mercial y para la emisión de obligaciones ne- 
gociables. Se encuentran excluidas del requi- 
sito de la autorización las operaciones ordina- 
rias del giro del deudor. 


2. No podrá declararse el concurso del deudor, 
excepto a su propia solicitud. Si existieran soli- 
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citudes de concurso en trámite, las mismas 
quedarán en suspenso. 


3. No podrán promoverse ejecuciones contra el 
deudor por créditos anteriores a la presentación 
de la propuesta de acuerdo. Las ejecuciones 
que se encuentren en trámite y los embargos 
trabados sobre los bienes del deudor quedarán 
en suspenso. La moratoria provisional tendrá 
un plazo máximo de un año. 


4. En el caso de los créditos prendarios e hipote- 
carios, no podrán promoverse las respectivas 
ejecuciones por un plazo de ciento veinte días 
a contar del auto de admisión y las ejecuciones 
en curso se suspenderán por igual término. 


5. El Juez que admitió el acuerdo privado de reor- 
ganización será el único competente para co- 
nocer en los procedimientos de ejecución y pa- 
ra disponer medidas cautelares sobre los bie- 
nes que integran el activo del deudor. 


6. El Juez, de oficio o a solicitud de cualquier inte- 
resado, podrá adoptar medidas cautelares so- 
bre los bienes que integran el patrimonio del 
deudor, en beneficio de toda la masa de acree- 
dores, en caso de considerarlo necesario. 


Artículo 226. (Oposición a la aprobación del 
acuerdo).- Dentro de los veinte días contados desde 
la última publicación del auto de admisión, podrán 
oponerse a la aprobación judicial del acuerdo los 
acreedores quirografarios o subordinados del deudor, 
con excepción de aquellos que lo hubieran suscripto. 
Serán causas de oposición las establecidas en el ar- 
tículo 220. 


CAPÍTULO IV 
TRÁMITE DE LA OPOSICIÓN Y HOMOLOGACIÓN 


Artículo 227. (Homologación judicial en caso de 
falta de oposición).- Transcurrido el plazo a que se 
refiere el artículo 226 sin que se hubiere formulado 
oposición o, de acuerdo a lo establecido en el inciso 
segundo del artículo 220, el acreedor no se presenta- 
re a ratificar su oposición, el Juez homologará el 
acuerdo privado de reorganización el primer día hábil 
posterior. 


Artículo 228. (Procedimiento en caso de oposi- 
ción).- En caso de oposición, o de ratificación de la 
oposición según el caso, el Juez designará un Inter- 
ventor, durante el trámite de las oposiciones, el cual 
tendrá las facultades de control sobre la actividad del 
deudor que el numeral 1 del artículo 225 confiere al 
Juez. 


Tramitado el incidente, el Juez dictará sentencia 
homologando o rechazando el acuerdo, sin que en 
ningún caso pueda modificarlo. 


Artículo 229. (Publicidad de la aprobación judicial 
del convenio).- La resolución judicial por la que se 
homologue el acuerdo, una vez firme, será objeto de 
la misma publicidad que el auto de admisión. 


Artículo 230. (Efectos del acuerdo homologado).- 
A partir de la fecha en que alcance firmeza la resolu- 
ción judicial que lo hubiera homologado, el acuerdo 
privado de reorganización producirá los efectos pre- 
vistos por los artículos 158 a 161 para el convenio. 


Artículo 231. (Efectos del rechazo del acuerdo).- 
En el mismo auto de rechazo del acuerdo privado de 
reorganización, el Juez declarará el concurso del 
deudor. 


En este caso el concurso se considerará declara- 
do a solicitud del deudor. 


CAPÍTULO V 


CUMPLIMIENTO E INCUMPLIMIENTO DEL 
ACUERDO 


Artículo 232. (Vigencia del acuerdo).- El acuerdo 
producirá sus efectos a partir de la fecha en que al- 
cance firmeza la resolución judicial que lo hubiere 
aprobado o, en el caso del acuerdo puramente priva- 
do, desde el día siguiente a la última publicación. 


Artículo 233. (Cumplimiento total del acuerdo).- 
Una vez cumplidas íntegramente por el deudor las 
obligaciones emergentes del acuerdo, el deudor soli- 
citará al Juez que así lo declare, acompañando los 
documentos que lo acrediten. En caso de existir un 
concurso en trámite, solicitará además la conclusión 
del concurso de acreedores. 


Artículo 234. (Incumplimiento del acuerdo).- En 
caso de incumplimiento del acuerdo privado de reor- 
ganización, cualquier acreedor podrá solicitar al Juez 
que declare el concurso. 


A petición del solicitante, el Juez del Concurso po- 
drá adoptar las medidas cautelares que considere ne- 
cesarias para asegurar la integridad de la masa acti- 
va. 


Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el incumplimiento o desestimada la so- 
licitud. 


Artículo 235. (Declaración judicial de incumpli- 
miento del acuerdo).- Si el Juez considera acreditado 
el incumplimiento del acuerdo, dictará sentencia de- 
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clarando incumplido el mismo y disponiendo la decla- 
ración de concurso. 


La declaración de incumplimiento del acuerdo de- 
terminará que el deudor pierda la facultad de propo- 
ner un convenio en el trámite del concurso, debiendo 
procederse a la liquidación de la masa activa. 


Se suspenderá además la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso. 


TÍTULO XII 


PEQUEÑOS CONCURSOS Y ABANDONO DE LA 
EMPRESA 


Artículo 236. (Concepto).- Se consideran peque- 
ños concursos aquellos correspondientes a los deu- 
dores que, a la fecha de declaración judicial de con- 
curso, tengan un pasivo no superior a Ul 3.000.000 
(Unidades Indexadas tres millones). 


Artículo 237. (Régimen aplicable).- Los pequeños 
concursos se regirán por las disposiciones compren- 
didas en la presente ley, con las siguientes excepcio- 
nes: 


1. La Junta de Acreedores será convocada con un 
plazo máximo de noventa días, dentro del cual 
el síndico o el Interventor deberán realizar la 
verificación de créditos. 


2. Los acreedores serán convocados exclusiva- 
mente a través de la publicación de la senten- 
cia que declara el concurso. 


3. Los acreedores deberán presentarse a verificar 
sus créditos en un plazo de quince días a partir 
de la última publicación de la sentencia. 


4. El síndico o el Interventor deberán presentar el 
inventario de la masa activa y la lista de acree- 
dores dentro de los diez días siguientes. 


5. El plazo para la impugnación del inventario y de 
la lista de acreedores será de cinco días. 


6. El deudor podrá presentar una propuesta de 
convenio hasta cinco días antes de la fecha fi- 
jada para la Junta de Acreedores. 


Artículo 238. (Abandono de la empresa).- Cuando 
existan exclusivamente acreedores laborales y el 
deudor no se hubiera presentado a promover su pro- 
pio concurso, se podrá aplicar -a solicitud de los 
acreedores- la disposición del numeral 2 del ar- 
tículo 174, asignando a la cooperativa de trabajadores 
u otra modalidad empresarial que éstos determinen, 
en forma provisional, el uso precario de la empresa. 


En este caso, el Juez dará ingreso a la solicitud, 
que deberá contener los elementos necesarios para 
la admisión de acuerdo con el artículo 7%. Se harán 
las publicaciones con el llamado a acreedores y se 
notificará personalmente al deudor. En caso de no 
presentarse otros acreedores que los laborales u 
oposición del deudor, la cesión precaria se transfor- 
mará en definitiva. 


Tanto la cesión precaria como la definitiva podrán 
otorgarse en caso de existir otro u otros acreedores 
que consientan expresamente esta adjudicación. 


La cesión definitiva podrá darse siempre que la 
cooperativa o la sociedad comercial esté integrada de 
la forma establecida en el literal b) del artículo 172. 


TÍTULO XIII 
RÉGIMEN INTERNACIONAL DEL CONCURSO 
CAPÍTULO | 


COMPETENCIA Y LEY APLICABLE AL CONCURSO 
CON ELEMENTO EXTRANJERO 


Artículo 239. (Competencia internacional para la 
declaración del concurso).- Los jueces uruguayos se- 
rán competentes para declarar el concurso cuando: 


1. El domicilio o el centro efectivo de actividad del 
deudor se encuentre en territorio nacional. 


2. El deudor tenga o haya tenido oficina, estable- 
cimiento o explotación en territorio nacional, 
aun cuando su domicilio o centro efectivo de 
actividad se encuentre en el exterior. 


Artículo 240. (Bienes y derechos comprendidos).- 
El concurso del deudor comprenderá la totalidad de 
los bienes y derechos que formen el patrimonio del 
deudor, se encuentren éstos ubicados en el país o en 
el exterior. 


Se encuentra exceptuado el caso en el cual el 
deudor hubiera sido igualmente declarado en concur- 
so, quiebra o similar en otro Estado, donde tuviera su 
domicilio, centro efectivo de su actividad, oficina, es- 
tablecimiento o explotación. En este caso, con rela- 
ción a los bienes y derechos ubicados en el Estado 
extranjero donde el concurso, quiebra o similar se hu- 
biera declarado, el concurso local incluirá en su masa 
activa el remanente de los bienes o derechos resul- 
tantes, luego de concluido el procedimiento. 


Artículo 241. (Ley aplicable al concurso).- La ley 
uruguaya será la aplicable a todos los concursos de- 
clarados en la República, con excepción de las nor- 
mas relativas a los efectos de la declaración del con- 
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curso sobre los contratos celebrados por el deudor 
que se regirán por la ley aplicable al contrato. 


Artículo 242. (Principio del trato nacional).- No 
existirá ninguna diferencia en el tratamiento de los 
acreedores nacionales y extranjeros, salvo los crédi- 
tos laborales con privilegio general, que tendrán pre- 
ferencia para cobrarse sobre los bienes ubicados en 
el territorio nacional. 


Cuando se acredite que en el Estado del domicilio 
del deudor los acreedores uruguayos no son admiti- 
dos en igualdad de condiciones con los nacionales, 
se estará al principio de reciprocidad. No se aplicará 
el principio de reciprocidad en el caso de los créditos 
prendarios e hipotecarios. 


CAPÍTULO Il 


EFICACIA EN EL PAÍS DE LAS RESOLUCIONES 
JUDICIALES EXTRANJERAS EN MATERIA DE 
CONCURSOS 


Artículo 243. (Requisitos para el reconocimiento 
de la sentencia extranjera).- La sentencia de Juez ex- 
tranjero declarando el concurso o quiebra de un deu- 
dor será reconocida en nuestro país, siempre que: 


Haya sido dictada por Juez competente. 


La declaración judicial haya quedado firme. 


1 
2 
3. El deudor haya tenido oportunidad de defensa. 
4. No sea contraria al orden público internacional. 
5 


Se cumplan los demás requerimientos conteni- 
dos en los artículos 537 a 543 del Código Ge- 
neral del Proceso. 


Artículo 244. (Medidas cautelares en caso de so- 
licitud de reconocimiento).- Al admitir el trámite de so- 
licitud de reconocimiento, el Juez podrá adoptar las 
medidas cautelares que considere necesarias para 
asegurar la integridad del patrimonio que el deudor 
tuviera en territorio uruguayo. 


Artículo 245. (Declaración de concurso en el 
país).- En el caso de declaración por Juez extranjero 
de concurso o quiebra de un deudor que tenga o haya 
tenido su domicilio, centro efectivo de actividad, ofici- 
na, establecimiento o explotación en la República, 
cualquiera de los sujetos legitimados podrá solicitar la 
apertura del concurso en el país. 


En este caso, existirá presunción absoluta de la 
insolvencia del deudor y el concurso tendrá la calidad 
de necesario. 


Artículo 246. (Pluralidad de concursos).- En caso 
de existir más de un procedimiento de concurso o 


quiebra del mismo deudor, en nuestro país y en uno o 
más países del exterior, el Juez del Concurso y el 
síndico o interventor procurarán actuar en forma co- 
ordinada con sus similares del exterior, aplicándose a 
su respecto las normas que rigen la cooperación in- 
ternacional. 


Los créditos, con excepción de aquellos con privi- 
legio especial, cobrados en el extranjero con posterio- 
ridad a la declaración del concurso en el país se im- 
putarán al dividendo a ser percibido en el concurso 
local. 


CAPÍTULO II! 
CONVENIOS INTERNACIONALES 


Artículo 247. (Prevalencia de los convenios inter- 
nacionales).- Las disposiciones contenidas en este 
Título serán de aplicación en defecto y en cuanto no 
se opongan a las de los convenios internacionales 
suscritos y ratificados por la República. 


TÍTULO XIV 
DISPOSICIONES PENALES 


Artículo 248. (Fraudes concursales).- El deudor 
que, fuera de lo establecido en el artículo 253 del Có- 
digo Penal y en oportunidad de la solicitud del con- 
curso o en cualquier etapa posterior, exagere u oculte 
su activo o su pasivo, reconozca o aparente privile- 
gios inexistentes o constituidos ilícitamente, sustraiga 
o esconda los libros sociales, acuerde u otorgue a sus 
acreedores con cargo a la masa activa ventajas parti- 
culares en razón de su voto, será castigado con un 
año de prisión a cinco años de penitenciaría. 


En el caso de las personas jurídicas, incurrirán en 
este delito los socios, directores, administradores, de 
hecho o de derecho, que hayan aprobado la realiza- 
ción o hayan realizado los actos constitutivos del de- 
lito. 


Artículo 249. (Obligación de denunciar).- El Juez 
del Concurso, los síndicos, interventores, auxiliares, 
técnicos o peritos en el ejercicio de sus funciones, 
que tuvieran conocimiento de hechos o circunstancias 
que en su opinión configuren alguno de los delitos 
previstos en el artículo 248 o de cualquier otra figura 
delictiva, tendrán la obligación de denunciarlo a la 
Justicia Penal competente. 


TÍTULO XV 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 


Artículo 250. (Incidente concursal).- En todos los 
casos en que la ley no disponga un procedimiento 
especial, o establezca plazos o soluciones procesales 
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especiales, las oposiciones, impugnaciones y demás 
controversias que se susciten durante el trámite del 
concurso serán sustanciadas ante el propio Juez del 
Concurso por el procedimiento de los incidentes esta- 
blecido en el Código General del Proceso, con las si- 
guientes peculiaridades: 


1. Se aplicarán en todos los casos las normas pa- 
ra los incidentes fuera de audiencia. 


2. Todos los actos procesales serán notificados 
en la oficina. 


3. El Juez deberá fijar los plazos para las actua- 
ciones procesales, de modo que los mismos no 
determinen una demora respecto de los res- 
tantes plazos establecidos por la ley para las 
etapas del concurso. 


Artículo 251. (Publicidad de los procedimientos).- 
Todos los procedimientos referidos en la presente ley 
serán públicos, salvo resolución fundada del Tribunal. 
Se promoverá la difusión de las resultancias de los 
procesos concursales a los efectos de informar a to- 
das las personas directa o indirectamente interesadas 
en los mismos. 


Artículo 252. (Régimen de recursos).- Todas las 
resoluciones judiciales recaídas en el procedimiento 
concursal y en cualquiera de sus incidentes serán re- 
curribles con reposición, la que deberá ser interpuesta 
dentro del plazo de seis días de notificada. 


Admitirán además recurso de apelación las reso- 
luciones judiciales que se establecen a continuación: 


1. Con efecto no suspensivo: la sentencia que de- 
clare el concurso (artículo 19), la referente a la 
recusación del síndico o del interventor (ar- 
tículo 31), la pronunciada en caso de impugna- 
ción del inventario (artículo 78), la recaída so- 
bre la impugnación de la lista de acreedores 
(artículo 105), la recaída sobre la oposición a la 
designación de la Comisión de Acreedores (ar- 
tículo 132), la que declare el incumplimiento del 
convenio (artículo 167), la que disponga la li- 
quidación de la masa activa (artículo 169) y la 
que declara el incumplimiento del acuerdo pri- 
vado de reorganización (artículo 234). 


2. Con efecto suspensivo: la sentencia que recai- 
ga en caso de observaciones a las cuentas 
rendidas por el síndico o el interventor (inciso 
tercero del artículo 40), la que acoja total o par- 
cialmente la acción revocatoria (artículo 87), la 
que se pronuncia sobre las oposiciones a la 
aprobación del convenio (artículo 155), la que 
resuelva las oposiciones a la calificación del 


concurso (artículo 200), la que resuelva las 
oposiciones o impugnaciones a la suspensión 
del concurso (artículo 208), la que resuelva las 
oposiciones a la conclusión del concurso por 
cumplimiento del convenio o íntegra satisfac- 
ción de los acreedores (artículo 211), la que re- 
suelva las oposiciones al acuerdo privado de 
reorganización (artículo 228). 


Ninguna resolución judicial recaída en el procedi- 
miento judicial o en alguno de sus incidentes admitirá 
casación, con excepción de la sentencia que hubiera 
calificado el concurso como culpable (artículo 201). 


Artículo 253. (Derecho procesal supletorio).- En lo 
no previsto por la presente ley para la tramitación 
procesal del concurso de acreedores se estará a lo 
establecido por el Código General del Proceso. 


Todos los plazos establecidos en la presente ley 
serán perentorios e improrrogables. 


Artículo 254. (Disposiciones tributarias).- En los 
procedimientos concursales se aplicarán las siguien- 
tes disposiciones tributarias: 


1. Desde la fecha del auto judicial de declaración 
de concurso, todos los créditos concursales se- 
rán considerados incobrables a efectos de los 
tributos recaudados por la Dirección General 
Impositiva. Los ingresos derivados de la co- 
branza de los referidos créditos concursales 
estarán gravados, cuando corresponda, por los 
respectivos tributos a medida que se produzcan 
los respectivos cobros. 


2. El deudor tendrá la facultad de diferir hasta en 
cinco ejercicios la renta bruta generada por las 
quitas que obtuviera en el concurso. 


3. Estará exonerada de todo tributo, con exclusión 
del Impuesto al Valor Agregado e Impuesto Es- 
pecífico Interno, cuando corresponda, la venta 
privada o en subasta pública y la cesión de 
bienes a los acreedores realizadas durante el 
proceso de liquidación de la masa activa del 
concurso. 


4. No serán aplicables a los síndicos o intervento- 
res las normas sobre responsabilidad de los 
administradores representantes por obligacio- 
nes tributarias, salvo que hubieran actuado con 
dolo. 
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TÍTULO XVI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


Artículo 255. (Vigencia).- La presente ley entrará 
en vigencia a los ciento ochenta días de su promulga- 
ción y será aplicable a los concursos promovidos a 
partir de dicha fecha. 


En el caso de rechazos, anulaciones o rescisiones 
de concordatos preventivos o moratorias promovidos 
antes de su vigencia, el Juez dispondrá, de oficio, el 
concurso del deudor, aplicándose el procedimiento 
concursal previsto en la presente ley, con la sola ex- 
cepción de que el concurso se considerará necesario 
y no será admisible la aprobación de un convenio por 
la Junta de Acreedores. 


Artículo 256. (Derogaciones).- A partir de la en- 
trada en vigencia de la presente ley, quedarán dero- 
gadas las siguientes disposiciones: el Libro IV, del 
Concordato Preventivo y de las Quiebras, ar- 
tículos 1523 a 1781, inclusive, el Título XIX, de las 
Moratorias, artículos 1764 a 1785, inclusive, antigua 
numeración, y los artículos 29 numeral 2, 69 primer 
inciso, 113, 131, 246 cuarto inciso, 384 numeral 2, 
385 primer inciso y 670 del Código de Comercio; los 
Títulos XVII, XVIIl y XIX de la Parte ll del Libro IV, ar- 
tículos 2359 a 2389, inclusive (excepto el ar- 
tículo 2372 primer inciso), y el artículo 2086 nume- 
ral 6* del Código Civil; los artículos 13 a 41 y 45 a 75, 
inclusive, de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893; 
la Ley N* 5.548, de 29 de diciembre de 1916; la Ley 
N0 7.334, de 23 de diciembre de 1920; la Ley 
NO 7.566, de 12 de abril de 1923; la Ley N* 8.045, de 
11 de noviembre de 1926; el inciso G segundo (in fi- 
ne) del artículo 11 del Decreto-Ley N* 14,188, de 5 de 
abril de 1974; el artículo 24 numeral 3) del Decre- 
to-Ley N* 14.827, de 20 de setiembre de 1978; el De- 
creto-Ley N* 15.119, de 8 de abril de 1981; el ar- 
tículo 56 del Decreto-Ley N* 15.645, de 17 de octubre 
de 1984; los artículos 31 y 32 del Decreto-Ley 
N9 15.646, de 17 de octubre de 1984; los ar- 
tículos 213 y 214 de la Ley N* 15.851, de 24 de di- 
ciembre de 1986; los artículos 114 y 396 de la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989; el artículo 57 
numeral 4 de la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 
1989; el artículo 264 de la Ley N* 16.462, de 11 de 
enero de 1994; el segundo inciso del artículo 12 y los 
artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 
25, 28 y 29 de la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 
2001, y toda otra disposición que se oponga a lo dis- 
puesto por la presente ley. 


Artículo 257.- Mientras no exista un Tribunal de 
Apelaciones con competencia en materia concursal, 


la Suprema Corte de Justicia distribuirá la competen- 
cia entre los Tribunales de Apelaciones en lo Civil de 
forma tal que a uno de ellos acudan, en segunda ins- 
tancia, todos los recursos de apelación contra sen- 
tencias de primera instancia en materia concursal, li- 
berándolos de doble número de expedientes prove- 
nientes de otras materias. 


Artículo 258. (Secretarios Contadores).- Créanse 
dos cargos de Secretarios Contadores (uno para cada 
Juzgado Letrado de Concursos) los cuales deberán 
tener título de Contador Público. A los efectos, habi- 
lítase una partida anual de 549.000 Unidades Indexa- 
das. 


Artículo 259. (Arancel de honorarios).- En un pla- 
zo máximo de ciento ochenta días a partir de la pro- 
mulgación de la ley, el Poder Ejecutivo deberá apro- 
bar una reglamentación estableciendo el arancel de 
honorarios aplicable a los síndicos, interventores, au- 
xiliares, expertos en valoración y rematadores que 
actúen en los procedimientos concursales. 


Artículo 260. (Unidad de Evaluación de Síndi- 
cos).- Créase la Unidad de Evaluación de Síndicos, 
dependiente de la Suprema Corte de Justicia, inte- 
grada por cinco miembros: dos Jueces titulares de los 
Juzgados de Concursos, uno designado por el Cole- 
gio de Abogados del Uruguay, uno por el Colegio de 
Contadores, Economistas y Administradores del Uru- 
guay, y uno nombrado por la Suprema Corte de Justi- 
cia. Tendrá por cometido dictaminar respecto de la 
actuación de los síndicos e interventores en los pro- 
cesos concursales en que hubieran participado, a los 
efectos de lo establecido en el artículo 27 de la pre- 
sente ley, en las condiciones que establezca la Su- 
prema Corte de Justicia en ejercicio de su poder de 
reglamentación. 


Artículo 261. (Disolución de la sociedad concur- 
sada).- Sustitúyese el numeral 5) del artículo 159 de 
la Ley N% 16.060, de 4 de setiembre de 1989, por el 
siguiente: 


"5) Por la decisión judicial de liquidación de la 
masa activa del concurso". 


Artículo 262. (Privilegios marítimos y aeronáuti- 
cos).- Declárase que los privilegios previstos por los 
artículos 1037, 1038 y 1193 del Código de Comercio 
y por los artículos 52 a 57 inclusive, del Código Aero- 
náutico no resultan de aplicación en caso de concur- 
so. 


Artículo 263. (Capacidad del deudor concursa- 
do).- Declárase que la norma contenida en el inciso 
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primero del artículo 1280 del Código Civil no resulta 
de aplicación al deudor concursado. 


Artículo 264. (Armonización con el régimen ante- 
rior).- Las referencias a la quiebra y/o liquidación judi- 
cial, contenidas en los artículos 135 y 509 de la Ley 
N9 16.060, de 4 de setiembre de 1989, y en el ar- 
tículo 104 del Decreto-Ley N“ 14.701, de 12 de se- 
tiembre de 1977, deben entenderse realizadas a los 
casos de decisión judicial de liquidación de la masa 
activa del concurso. 


Las referencias a concurso, quiebra y/o concor- 
dato contenidas en los artículos 90 y 108 del Decre- 
to-Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 1977, en el 
artículo 36 numeral 6%) del Decreto-Ley N* 14.412, de 
8 de agosto de 1975, y en el artículo 32 de la Ley 
N9 16.072, de 9 de octubre de 1989, deben entender- 
se realizadas a los casos de concurso. 


Todas las demás disposiciones legales contenidas 
en leyes anteriores, cuando se refieran a situaciones 
de quiebra y/o de liquidación judicial deben entender- 
se realizadas a la decisión judicial de liquidación de la 
masa activa del concurso. Cuando se refieran a situa- 
ciones de concurso, concordatos o moratorias deben 
entenderse realizadas a los casos de concurso. 


Sala de la Comisión, 5 de junio de 2008. 


JAVIER SALSAMENDI, Miembro Infor- 
mante, GUSTAVO BERNINI, DIEGO 
CÁNEPA, JORGE ORRICO, ED- 
GARDO ORTUÑO, ÁLVARO F. LO- 
RENZO, con, salvedades que expon- 
drá en Sala”. 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Salsamendi. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: lamento 
profundamente que un proyecto de este tenor, que 
modifica una legislación que tiene más de cien años 
en el Uruguay y que viene a resolver una cantidad 
muy grande de problemas sociales y económicos, lo 
tratemos medio que de a caballo, por decirlo de algu- 
na forma. Pero, bueno, las situaciones reglamentarias 
se dan así. 


Comienzo diciendo esto mismo: que, en mi opi- 
nión sin duda alguna, esta es de las leyes más im- 
portantes que se van a aprobar en esta Legislatura y 


probablemente de las reformas estructurales más sig- 
nificativas que el país haya hecho en los últimos años 
a partir de un cambio legislativo. 


En forma expresa, y más allá de la activa partici- 
pación de absolutamente todos los compañeros y 
parlamentarios integrantes de la Comisión de Consti- 
tución, Códigos, Legislación General y Administración 
de esta Cámara, en nombre de mi bancada quiero 
destacar en especial la particular participación y acti- 
tud que tuvo el señor Diputado Lorenzo en el trata- 
miento de este tema, como Presidente de la Comisión 
pero, además, haciendo una serie de aportes muy 
significativos para la discusión que allí tuvimos. Bási- 
camente, voy a leer el informe presentado, por una 
sencilla razón: en primer lugar, porque esta es una ley 
de 264 artículos, es decir, una norma extensa, y su 
interpretación, una vez aprobada, requiere necesa- 
riamente de una lectura muy detenida; como es ob- 
vio, uno de los elementos fundamentales en materia 
de interpretación, al menos en este país, sigue siendo 
la voluntad del legislador al momento de aprobar la 
ley, por lo cual no me queda más remedio que ser 
exhaustivo en la consideración de ellas, aunque in- 
tentaré ser lo más ágil posible. 


Los fenómenos de crisis económica son una con- 
secuencia inevitable y natural de la economía de mer- 
cado. Los mercados se caracterizan, entre otros as- 
pectos, por un natural proceso en el cual nuevas em- 
presas entran en ellos y otras lo abandonan. La propia 
actividad económica implica que nacen oportunidades 
en algunos sectores y lentamente desaparecen opor- 
tunidades en otros. Además, las empresas operan, en 
general, en situaciones de relativa incertidumbre res- 
pecto a su entorno y a la factibilidad de mediano pla- 
zo de las decisiones económicas que toman. Asimis- 
mo, los resultados económicos y financieros no siem- 
pre están acompasados y sus desajustes pueden tra- 
ducirse en dificultades para que las empresas cum- 
plan con normalidad con el pago de sus obligaciones. 
En última instancia, la propia actividad empresarial 
implica asumir riesgos respecto al resultado de ella. 
Por todo ello, las dificultades económicas y financieras 
de las empresas no pueden disociarse de su actividad, 
y no deben asociarse a comportamientos patológicos, 
sino que pueden ser entendidas como un resultado 
natural de la propia actividad económica. 


Dicho desde la raigambre de una interpretación 
más definidamente marxista, podría señalar, como lo 


200 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 1? de julio de 2008 


ha demostrado la historia, que la economía de merca- 
do y el capitalismo en general suelen tener, casi como 
resultado natural, momentos de crisis cíclicas en los 
que algunos de estos temas se plantean especial- 
mente. Como es obvio, no vamos a abundar en ellos, 
porque excedería mucho las posibilidades de discusión 
en este informe. 


Para operar, las empresas requieren de financia- 
miento que no necesariamente debe ser otorgado por 
entidades financieras. Muchas veces son los propios 
proveedores de las empresas los que dan crédito a las 
mismas, a través del llamado crédito comercial. Este 
crédito nace basándose en determinados códigos in- 
formales de conducta empresarial y, en caso de que 
fallen, en instrumentos formales que protejan los de- 
rechos de las partes y encaucen un entendimiento. 
Sin embargo, la forma en la que estos procedimientos 
estén diseñados afecta no sólo el resultado de las 
instancias formales, sino el propio proceso de inver- 
sión en el cual los agentes buscan garantías que ase- 
guren su inversión o, directamente, retiran o niegan el 
financiamiento a las empresas. 


La incertidumbre propia de la actividad empresa- 
rial requiere, por tanto, de reglas y normas claras que 
permitan, en la medida de lo posible, una previsibili- 
dad que incentive los procesos genuinos de inversión. 
Parte de esas reglas definen y estructuran la forma en 
la que, en caso de enfrentar dificultades económicas, 
las empresas disponen de un proceso que mitigue sus 
efectos, acelerando la salida de aquellas empresas no 
viables económicamente y reestructurando aquellas 
que sí lo son. Por ello, contar con adecuados proce- 
dimientos concursales constituye uno de los ingre- 
dientes de suma importancia para el desarrollo de una 
economía sólida, eficiente y productiva. 


Sin embargo, los procedimientos judiciales no 
pueden sustituir la posibilidad de que deudor y acree- 
dor negocien una solución de viabilidad al emprendi- 
miento. Así, en la gran mayoría de los casos, las difi- 
cultades financieras se resuelven con acuerdos entre 
el deudor y alguno de sus acreedores, evitando con 
ello una instancia judicial que siempre es costosa para 
las partes. Esta instancia se vuelve indispensable 
cuando el proceso de negociación entre deudor y 
múltiples acreedores adquiere una complejidad im- 
portante, o está en juego la propia continuidad de la 
unidad productiva. 


La ley concursal no puede impedir las crisis, pero 
sí procurar que estas tengan el menor costo para la 
economía, asegurando la mejor satisfacción de los 
acreedores -a través de la preservación del valor de 
los activos del deudor y su rápida reasignación- y de- 
fendiendo a los demás agentes económicos de una 
posible competencia desleal. 


Una ley concursal debe proponer mecanismos 
oportunos rápidos y eficientes. El objetivo del pre- 
sente proyecto es dotar a las empresas en dificultades 
financieras de un instrumento que permita la supervi- 
vencia de las unidades productivas económicamente 
viables, así como la eficiente y equitativa liquidación 
de las que no lo sean, protegiendo de esta forma la 
inversión, el empleo de los trabajadores y las relacio- 
nes comerciales sanas y leales. 


Dicho en otros términos, señor Presidente, si hu- 
biésemos tenido este instrumento con anterioridad, 
sin duda alguna que muchísimos de los emprendi- 
mientos que hoy no existen, con las soluciones que 
hoy se proponen seguirían existiendo y esa cantidad 
enorme de fuentes de trabajo perdidas no hubieran 
corrido tal suerte. 


Para su diseño, se instrumentó una mecánica de 
trabajo que implicó distintas instancias de consulta 
con todos los actores involucrados, tanto a través de 
talleres de amplia participación, como en reuniones 
particulares, etcétera. Se mantuvieron reuniones con 
representantes de diversas instituciones y organiza- 
ciones: la Suprema Corte de Justicia, los titulares de 
los Juzgados de Concursos, los Ministerios de Trabajo 
y Seguridad Social y de Educación y Cultura, el Banco 
de Previsión Social, el Banco de la República Oriental 
del Uruguay, la Dirección General Impositiva, las Fa- 
cultades de Derecho de la Universidad de la República 
-Institutos de Derecho Comercial y de Derecho del 
Trabajo- y de la Universidad Católica, el PIT-CNT, la 
Cámara de Industrias del Uruguay, la Cámara Nacio- 
nal de Comercio y Servicios, la Liga de Defensa Co- 
mercial, la Asociación de Bancos Privados, el Colegio 
de Abogados, el Colegio de Contadores, Administra- 
dores y Economistas, la Asociación de Peritos, profe- 
sionales independientes. 


Independientemente de esto, en la Comisión su 
trámite demandó modificaciones al proyecto tal como 
venía. Debe señalarse que se contó con la desintere- 
sada colaboración de los doctores Ricardo Olivera 
García, Israel Creimer y Siegbert Rippe en el diseño y 
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la redacción del articulado del proyecto de ley original 
que vino del Poder Ejecutivo. 


El diseño de un procedimiento de esta naturaleza 
representa un desafío importante, en la medida en 
que se requiere de un delicado balance entre los in- 
tereses de las diversas partes involucradas. No debe 
olvidarse que el procedimiento concursal sólo tiene 
sentido cuando la empresa enfrenta dificultades para 
el pago a sus acreedores y, por ello, es impensable 
que las partes atraviesen un procedimiento de estas 
características sin tener que realizar algún sacrificio o 
concesión. 


Mención aparte debe realizarse respecto de la 
situación de los trabajadores en situaciones de difi- 
cultades financieras de las empresas. El proyecto pre- 
vé una serie de aspectos que intentan, en la medida 
de lo posible, mitigar los efectos que la problemática 
concursal implica sobre los puestos de trabajo. En ese 
sentido, se han implementado instrumentos que bus- 
can proteger al trabajador, entre los que se incluye la 
posibilidad de realizar un pago anticipado de las deu- 
das laborales, la liberación de la obligación de consti- 
tuir contracautela, la posibilidad de que se constituya 
una cooperativa o sociedad comercial de trabajadores 
que sea depositaria de los bienes y la participación de 
los trabajadores en la licitación de la empresa en fun- 
cionamiento para su eventual gestión. Este es, sin 
duda, uno de los cambios fundamentales que este 
proyecto de ley establece. 


Asimismo, se determina que los intereses que 
eventualmente generen los créditos laborales se con- 
tinuarán devengando aun con posterioridad a la de- 
claración de concurso. Todos estos aspectos están 
también delicadamente balanceados con la viabilidad 
de la unidad productiva, que es la única que, en últi- 
ma instancia, permitiría la continuidad de las fuentes 
laborales. 


Dicho en otros términos, señor Presidente, en el 
marco del respeto absoluto a la propiedad privada 
que determina la Constitución de la República Oriental 
del Uruguay, claramente se establece el concepto -es 
probable que por primera vez en una ley de este tipo- 
de que la propiedad de una unidad, de un medio de 
producción es, además, de responsabilidad social, y 
atañe absolutamente a toda la sociedad y no solo a su 
propietario. Por razones obvias, en este caso, dado el 
modo en que estamos tratando este tema, voy a 
ahorrar su desarrollo; podríamos hablar de algunos 


aspectos en términos de responsabilidad social em- 
presarial, etcétera, pero nos parece que en realidad 
se avanza en algún punto más. 


Más adelante vamos a explicar un poco más en 
detalle cuáles son las modificaciones que se plantean 
en este aspecto, pues, como se entenderá, son abso- 
lutamente novedosos en la legislación nacional. 


Ahora me voy a referir al panorama del régimen 
vigente. El régimen vigente en materia concursal en 
Uruguay consagra un sistema ineficiente y perverso, 
basado en arcaicas concepciones hace tiempo supe- 
radas, que dista mucho de cumplir con los objetivos 
antes mencionados. Los procedimientos de ejecución 
concursal -quiebra, liquidación judicial- han demostra- 
do ser depredadores del magro patrimonio del deudor 
en crisis, lo cual provoca el natural desinterés de los 
acreedores, tanto por provocar como por seguir estos 
procedimientos. 


Tampoco el deudor se ve estimulado a transitar 
el camino de los procedimientos concursales, los cua- 
les provocarán la clausura de su negocio, lo inhabili- 
tarán para el ejercicio de su profesión y lo condenarán 
a verse privado de por vida de un patrimonio propio, 
sin perjuicio de los efectos sobre su libertad personal. 


Finalmente, la economía ve desaparecer una uni- 
dad empresarial y productiva, muchas veces viable, 
que sufre el lento proceso de su desmantelamiento, 
con la pérdida de puestos de trabajo y el perjuicio de 
cuantos dependían económicamente de la misma. 
Reiteramos que la sociedad toda pierde una unidad 
productiva. 


La inoperancia de los procedimientos de ejecu- 
ción concursal castiga de igual forma la figura de los 
procesos preventivos, fundamentalmente el concor- 
dato. El riesgo casi inexistente de que un acreedor so- 
licite su quiebra, determina que los deudores no ten- 
gan incentivo para acudir temporáneamente a proce- 
dimientos solutorios de la situación. El temor por la 
pérdida de crédito que el concordato provoca deter- 
mina que el deudor extienda su situación de dificultad 
hasta el momento en que muy poco queda por hacer. 


Tanto deudores concordatarios como acreedores 
difícilmente encuentren en el sistema actual satisfac- 
ción a sus créditos, por lo cual, en general, se ven 
llamados a consentir propuestas ruines o de cumpli- 
miento imposible. Lamentablemente, hay que decir 
que es claro que con la legislación actual es perma- 
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nente la posibilidad de que prosperen maniobras 
fraudulentas como el ocultamiento y la simulación de 
activos y pasivos o la compra de adhesiones y crédi- 
tos que, además, generalmente resultan impunes. 


Se provoca, también, la presencia en plaza de 
deudores que progresivamente languidecen, compi- 
tiendo deslealmente con los restantes operadores en- 
frentados al cumplimiento regular de sus obligaciones, 
lo cual determina muchas veces que la crisis no re- 
suelta de una empresa se traslade a otras empresas 
del sector. 


Este panorama se traduce en una retracción del 
crédito, en su mayor costo y en una excesiva apela- 
ción a las garantías reales, con los costos de transac- 
ción y la inmovilización que la misma provoca. Esta 
situación transforma la reforma del régimen concursal 
de una cuestión técnico-jurídica en un imperativo so- 
cial y económico ineludible para dotar al mercado de 
soluciones adecuadas a los problemas de crisis. 


En Uruguay, el régimen concursal ha permaneci- 
do sustancialmente incambiado desde finales del si- 
glo XIX. A lo largo del siglo XX se ensayaron diversas 
iniciativas legislativas en la materia, en el entendido 
de que el sistema no daba respuesta ni al deudor ni a 
los acreedores, las cuales, a excepción de una modifi- 
cación en el año 1926, han fracasado. Recientemente, 
en el año 2001 se introdujeron algunas modificaciones 
y se crearon dos juzgados especializados en la mate- 
ria. Sin embargo, la verdadera superación de los pro- 
blemas que enfrenta el tratamiento de las crisis em- 
presariales exige una revisión total del régimen. El 
principal problema que enfrentan los concordatos pre- 
ventivos no consiste en el mal funcionamiento de su 
procedimiento, sino en el mal funcionamiento del sis- 
tema en su conjunto. Sin una revisión integral de los 
procedimientos de ejecución concursal resulta imposi- 
ble superar la total y absoluta ineficiencia de los pro- 
cedimientos concursales en nuestro derecho. 


Es por esa razón que se propone la aprobación 
de una ley general de concursos que sustituya todos 
los procedimientos vigentes hasta el momento en la 
materia. 


Las reformas propuestas se apoyan en algunos 
pilares fundamentales. 


En primer lugar, se busca simplificar los procedi- 
mientos. La legislación actual cuenta con distintos 
procedimientos para las distintas figuras jurídicas, así 


como una partición del procedimiento que no se justi- 
fica, ni en términos de la actividad de las distintas 
empresas ni en la forma de obtener un panorama 
global de la empresa para estudiar así su viabilidad. 
Siguiendo las tendencias legislativas modernas, se 
prevé un único procedimiento concursal, el cual sub- 
sume los anteriores procedimientos preventivos y de 
ejecución, brindando diferentes alternativas de refi- 
nanciación, reorganización o ejecución colectiva, se- 
gún la situación patrimonial del deudor y las mejores 
formas de obtener un eficiente repago de sus obliga- 
ciones. 


El proyecto establece un procedimiento para em- 
presas, quedando vigente el Código General del Pro- 
ceso para aquellos deudores personas físicas por deu- 
das de consumo. Ello, en el entendido de que las so- 
luciones que refieren a la conservación o liquidación 
de unidades productivas no son directamente aplica- 
bles al endeudamiento por actos referidos a su activi- 
dad como consumidores. En efecto, la propia existen- 
cia del procedimiento concursal para las empresas ra- 
dica en que las unidades productivas tienen, en ge- 
neral, un valor mayor en funcionamiento que en par- 
tes. 


Es por ello que el procedimiento concursal se 
traduce en una etapa que permite una solución a la 
unidad productiva, conservando, en última instancia, 
un valor social. 


El proyecto simplifica la multiplicidad de procedi- 
mientos actuales y prevé un procedimiento único para 
todas las empresas -artículos 12 y 22-, detallado y 
previsible, con plazos perentorios, como solución ge- 
neral. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


——Ello no obsta a reconocer las particularidades aso- 
ciadas a la realidad de las pequeñas empresas, que 
cuentan con una regulación especial que se traduce 
en un procedimiento abreviado para pequeños con- 
cursos. 


Este procedimiento coexiste con la adhesión a 
convenios y la celebración de acuerdos privados entre 
el deudor y sus acreedores, en los cuales se busquen 
soluciones negociadas a los problemas de dificultad 
económica, rescatando la tradición del concordato 
extrajudicial o privado. 
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En segundo término, se busca instrumentar un 
procedimiento único. Las soluciones a las dificultades 
tanto financieras como económicas solo pueden estu- 
diarse en un procedimiento único que evalúe la viabi- 
lidad de la empresa, tomando en cuenta todas las op- 
ciones posibles para la misma. A este procedimiento 
único se le dio el nombre de "concurso", más genérico 
que el de quiebra o concordato y con menos connota- 
ciones peyorativas. En ese sentido, el proyecto prevé 
que las empresas entren en un solo proceso con tres 
etapas: concurso -artículos 12 y 22-, venta en bloque 
-artículos 171 a 173- y liquidación en partes, artículo 
174. 


Para ser más claro, señor Presidente, lo que el 
proyecto de ley pretende como primera solución es 
que, efectivamente, una empresa, una vez que entra 
en el proceso de concurso, lo haga para seguir ope- 
rando, para seguir actuando, para seguir existiendo, y 
solamente cuando, hechos todos los esfuerzos posi- 
bles para que esto sea así, no pueda darse esa solu- 
ción, se proceda eventualmente a su venta por partes 
y a la liquidación de esa unidad productiva, por lo 
menos en los términos en los que existía antes de 
entrar en el mecanismo del concurso. 


Con la consagración de un único procedimiento 
se pretende evitar los problemas que actualmente 
plantea la concatenación de quiebras y concordatos, 
así como un mayor equilibrio del poder negociador del 
deudor concordatario y de los acreedores. 


A través de un único procedimiento, con o sin 
desapoderamiento, con suspensión o simple limitación 
de la capacidad del deudor, este tendrá una instancia 
para negociar con el conjunto de sus acreedores una 
solución adecuada según la problemática particular 
que enfrente. Sin embargo, esta negociación no pue- 
de disociarse de las etapas siguientes del procedi- 
miento, en las cuales el deudor abandona la unidad 
productiva y se busca una solución para la empresa 
con un nuevo inversor o múltiples inversores, en caso 
de que la empresa sea vendida en partes, cada una 
en funcionamiento. 


Vamos a intentar explicar esto en forma particu- 
lar, independientemente de que nos tome un tiempo 
mayor del que la paciencia de la mayoría de la Cá- 
mara hoy está dispuesta a tolerar; pero, insisto, hay 
que aclarar esto de manera expresa, porque son solu- 
ciones novedosas para el derecho uruguayo y, en al- 
gunos casos, cuando esos inversores son empresas 


constituidas en un 100% por los créditos laborales o 
por los créditos laborales con participación de algún 
tipo de inversor, está dando una solución que es ab- 
solutamente única en el panorama legislativo mundial. 
Por lo tanto, se entenderá la necesidad de ir con de- 
tenimiento en la explicación de este proyecto que es- 
tamos considerando. 


El proyecto incorpora la posibilidad de que la 
unidad productiva sea vendida como un todo. El ac- 
tual procedimiento de quiebra no prevé esta situación, 
ya que cuando esta es declarada, la empresa finaliza 
su actividad y sus bienes son rematados en partes. En 
el proyecto, cuando la instancia de negociación entre 
acreedores y deudores fracasa y se pasa a la liquida- 
ción como un todo, la unidad productiva continúa en 
funcionamiento, pasándose a buscar un inversor que 
tome a su cargo esa unidad productiva y, con su 
venta, liquidar las deudas del anterior deudor. Esto 
es: si por incapacidad, por imprevisión o por dificulta- 
des financieras provenientes de otro tipo de proble- 
mas el empresario, dueño, propietario de ese medio 
de producción no logra continuar con su empresa, se 
busca con esta iniciativa conseguir a alguien que esté 
interesado en hacerse cargo de la continuidad de ese 
proyecto, en la búsqueda -reitero- de que la liquida- 
ción de la empresa sea la última solución posible y, 
aun en el caso de la venta en partes, se pueda lograr 
que exista una operativa de esa unidad, eventual- 
mente disociada en cada una de sus partes. 


Respecto del proceso de negociación, los Títulos 
VI y VII establecen los órganos representativos de los 
acreedores -J unta y Comisión de Acreedores- tanto en 
funciones de apoyo -Comisión- como decisorias, Jun- 
ta. 


Por su parte, el Título VI! regula las propuestas 
de convenio y la forma en que estas se consideran. 


El tercer elemento fundamental que se toma en 
cuenta en este proyecto es el de facilitar el acceso al 
procedimiento. 


El proyecto de ley pretende que el concurso 
abarque la mayor cantidad posible de las situaciones 
reales de insolvencia. Para esto, se propone estimular 
el acceso al concurso de deudores y acreedores. 


En lo que refiere al deudor, dicho estímulo con- 
siste en la calificación como voluntario del concurso 
por él promovido, permitiéndole mantener su activi- 
dad económica bajo el control de un interventor y te- 
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ner derecho a la percepción de alimentos. Además, en 
caso de lograrse la satisfacción de los acreedores en 
los términos de la ley, se lo calificará preceptivamente 
como fortuito. Esto es: se estimula al deudor a de- 
clarar su propio concurso, sin necesidad de que los 
acreedores lo insten a hacerlo. Es más: en algunos 
casos, si el deudor no declara su propio concurso, de- 
biendo haberlo hecho, esto tendrá consecuencias 
desde el punto de vista económico y penal, como ve- 
remos más adelante. O sea que lo que intenta la ley 
es tener un sistema de alertas tempranas, que haga 
que no lleguemos a una situación en la que, en defi- 
nitiva, nadie pueda ser satisfecho, situación que 
-supongo- todos los aquí presentes conocemos larga- 
mente en la historia de este país. 


En lo que refiere al acreedor instante en el con- 
curso, el estímulo consiste en el otorgamiento a su 
crédito de un privilegio parcial. Se abre la posibilidad 
para que aquellos que tengan información sobre las 
probables dificultades de las empresas la presenten e 
inicien el concurso, según se prevé en el artículo 6”. 
En la actualidad, algunos acreedores pueden pedir la 
quiebra, que implica el cierre de la empresa y la venta 
en parte de sus bienes, mientras que el concordato 
solo puede ser solicitado por el deudor. Acá se realiza 
una modificación sin duda sustantiva, absolutamente 
fundamental, que va en la línea de los objetivos que 
venimos planteando. 


Como ya habíamos señalado, el proyecto incor- 
pora también, en los artículos 4” y 5%, una serie de 
alertas tempranas, basadas en elementos objetivos, 
para iniciar los procedimientos. Estas establecen una 
serie de criterios que señalan una posible o segura 
situación de insolvencia empresarial, y son una refe- 
rencia para las partes y para el Juez a la hora de apli- 
car la legislación. 


Todos estos elementos flexibilizan, facilitan y agi- 
litan el inicio de los procedimientos concursales, en los 
cuales la detección pronta de una situación de difi- 
cultad es clave para una solución que evite la destruc- 
ción de valor. 


La cuarta clave de este proyecto es dar un marco 
flexible para que las partes acuerden. El proyecto in- 
corpora en el artículo 138 la posibilidad de que el 
deudor presente propuestas múltiples. 


Otro aspecto importante a la hora de buscar so- 
luciones a dificultades empresariales es que las pro- 


puestas sean flexibles, de acuerdo con lo que se esta- 
blece en el artículo 139. Las situaciones de dificultad 
requieren de soluciones acordes a la problemática, a 
la realidad de la empresa, de los acreedores y del 
mercado donde operan. Por ello, la solución nunca 
puede ser única, y general para todas las empresas. 


El proyecto amplía las opciones disponibles para 
las partes, en el entendido de que son solo ellas las 
que pueden encontrar el camino para resolver sus di- 
ficultades. Las soluciones pueden ser quitas, esperas, 
capitalizaciones, constitución de fideicomisos, trans- 
formación de deuda en acciones, venta de activos 
para el pago, etcétera. 


Por último, el proyecto prevé el Acuerdo Privado 
de Reorganización -Título Xl-, a través del cual el 
deudor puede arribar a acuerdos con sus acreedores 
sin necesidad de acudir a la instancia judicial. 


Sobre este punto deberíamos hacer algún desa- 
rrollo superior, porque es un aspecto de discusión que 
se ha planteado; si el tiempo lo permite, lo analizare- 
mos especialmente. 


La quinta clave es mejorar los procesos de deci- 
sión. 


El éxito o fracaso de las negociaciones depende 
también de la forma en la que se estructuren los pro- 
cesos de decisión. La legislación actual incluye una 
detallada clasificación de los acreedores, principal- 
mente de los acreedores quirografarios, que no obe- 
decen a ninguna racionalidad asociada a la problemá- 
tica empresarial. 


El proyecto prevé, en los artículos 108 a 111, la 
simplificación de las categorías de acreedores: los 
créditos con privilegio especial -prenda o hipoteca- y 
con privilegio general -créditos laborales-, con un tope 
por monto y aportes personales al Banco de Previsión 
Social; los créditos por tributos nacionales y munici- 
pales; el 50% del crédito quirografario que promovió 
la declaración de concurso; los créditos quirografarios, 
y los créditos subordinados -multas y sanciones pecu- 
niarias, créditos de personas especialmente relaciona- 
dos con el deudor-, los cuales resultan postergados en 
su cobro a los acreedores quirografarios en oportuni- 
dad de la liquidación de la masa activa. 


Acá hay que aclarar que se da una especial rele- 
vancia no existente hasta el momento, una categoría 
de privilegio particular, a los créditos laborales. Esto 
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fue objeto de una discusión en el marco de la Comi- 
sión. En algún momento, algunos planteamos la posi- 
bilidad de que hasta un monto determinado los cré- 
ditos laborales tuvieran una superpreferencia, por en- 
cima, inclusive, de los créditos consagrados con hi- 
potecas y prendas. Resultado de una rica discusión al 
interior de nuestra bancada y en la Comisión, donde 
hubo un intercambio de ideas muy fructífero, final- 
mente acordamos el retiro, en principio, de este 
planteo pues tenía posibilidades de generar dificulta- 
des efectivas en términos de la concesión y eventual 
encarecimiento del crédito resultante en plaza. No me 
voy a extender excesivamente; es obvio que se trata 
de un tema de discusión profunda, que sería muy lar- 
ga de dar en el marco de este informe. Simplemente, 
quiero dejarla planteada y, en su momento, quizás 
sea de los elementos que ameriten que podamos se- 
guir debatiendo algunos aspectos que hoy estamos 
modificando. 


Al igual que en la legislación actual, el procedi- 
miento concursal está previsto para los acreedores 
quirografarios, que no admiten otra diferencia que la 
establecida anteriormente. 


Se instrumentó una importante simplificación de 
las votaciones, a través de los artículos 144 a 146. El 
sistema de doble mayoría actual para viabilizar la sali- 
da de la situación de dificultad financiera ha sido 
completamente desvirtuado, y es común observar 
comportamientos tanto del deudor como de algunos 
acreedores para manipular las mayorías requeridas. 
Se prevé un mecanismo de mayoría simple del total 
de crédito como régimen general, una mayoría espe- 
cial de dos tercios cuando la solución implique un im- 
portante sacrificio a los acreedores, y una mayoría 
simple que represente el 25% del crédito quirografa- 
rio cuando la solución no implique desventajas im- 
portantes a los acreedores. Con ello se pretende esta- 
blecer un mecanismo ágil, que preserve las garantías 
de las partes pero que sirva para encontrar una rápida 
solución. 


Asimismo, se prevé que los acreedores con ga- 
rantías reales sean incluidos en el plan de financia- 
miento que presente el deudor. Esto se establece en 
el artículo 138. 


Si bien los acreedores con garantías reales no 
participan del procedimiento, sus decisiones pueden 
hacer fracasar todos los intentos de conciliación entre 
deudor y acreedores quirografarios. Estos tienen que 


conocer qué acciones pretenden seguir los acreedores 
privilegiados e incorporarlas a la hora de discutir las 
opciones disponibles. 


Debe señalarse que el proyecto prevé la suspen- 
sión transitoria en la ejecución de los créditos con pri- 
vilegio especial, de modo de permitir la búsqueda de 
soluciones para la situación global del deudor. 


Si el mecanismo previsto para deudor y acree- 
dores falla, se pasa a la licitación de la empresa en 
bloque. En esta etapa, el Juez establece condiciones 
mínimas objetivas que deben cumplir los potenciales 
adquirentes de la empresa y elige la oferta de mayor 
precio. Se buscó simplificar las posibles opciones para 
determinar el marco de puja entre oferentes y se re- 
dujo al mínimo la actuación del Juez en la decisión fi- 
nal. 


La sexta clave es reducir los costos de los proce- 
dimientos, tanto en tiempo como en dinero; su exce- 
siva duración conspira, obviamente, con la conserva- 
ción del valor de la empresa. Por ello se establecen 
plazos breves y perentorios en el procedimiento, de 
forma de acelerarlo lo más posible. Asimismo, se re- 
duce al mínimo la suspensión del procedimiento por 
las apelaciones de las partes -esto se establece en el 
artículo 251-, buscando balancear sus derechos y 
evitar las eventuales chicanas para dilatarlo innecesa- 
riamente. 


La especialización de la judicatura -según el ar- 
tículo 12- es un requisito fundamental, dada la espe- 
cificidad de la problemática. El proyecto prevé mante- 
ner la competencia de los juzgados civiles del interior 
para aquellos concursos inferiores a 35:000.000 de 
unidades indexadas. 


Este aspecto ha tenido especial discusión. Ob- 
viamente, es un tema discutible; siempre es discutible 
cuando se establece un monto determinado a los 
efectos de cierta competencia, pero nos pareció en 
este caso que esta seguía siendo la mejor solución 
posible. No obstante, es evidente que este país va a 
requerir, no solo en este tema, de una mayor inver- 
sión que permita la creación y la potenciación de los 
juzgados del interior del país a los efectos de una ma- 
yor descentralización de la Justicia, así como, en el 
marco de una necesaria mayor descentralización, uno 
diría que debería ser así prácticamente en casi todos 
los temas. Sin embargo, al día de hoy esta es la mejor 
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solución que pudimos encontrar, la más viable y, yo 
diría, en los términos actuales, la única posible. 


Asimismo, se establecen los cargos de Actuarios 
Contadores, auxiliares del Juez de concursos. Con ello 
se busca, en el marco de la realidad del Poder J udi- 
cial, implementar una incipiente especialización y re- 
forzar la misma en Montevideo, donde se tramitarán 
los concursos más exigentes. 


A su vez, se busca reducir el costo del procedi- 
miento para los acreedores, los que pueden ser repre- 
sentados tanto por otros acreedores como por el sín- 
dico o interventor. Así lo establecen los artículos 119 y 
120. Con ello se busca minimizar el costo que tiene la 
comparecencia en la Junta de Acreedores para algu- 
nos de ellos, sin entorpecer la resolución de la situa- 
ción. 

Por último, se introducen incentivos a los síndicos 
e interventores, al adecuar sus honorarios a los re- 
sultados del procedimiento. También se prevé que el 
Poder Ejecutivo reglamente la forma específica en la 
que se remunerará a estos auxiliares de la Justicia, de 
forma de incentivar una actuación que beneficie a la 
unidad productiva y, en última instancia, a las partes. 


El punto siete refiere al fortalecimiento de la judi- 
catura y la especialización 


Ya hemos desarrollado este tema en el punto 
anterior. Hay que recordar la creación de los Juzgados 
Concursales especializados en el año 2001. Entonces, 
se concentran en Montevideo concursos de mayor im- 
portancia en los Juzgados Concursales. Si bien no es 
factible aún, por los elementos que ya manejamos, la 
creación de Juzgados especializados departamentales, 
se requiere una especialización en la aplicación de la 
normativa por la necesaria especificidad de la temáti- 
ca. Por lo tanto, los Juzgados de Montevideo son la 
instancia clave para transitar los procedimientos de 
mayor complejidad, tanto en su procedimiento -valga 
la redundancia- como en su eventual solución. 


Asimismo, se prevé la creación de dos Secreta- 
rios Contadores, que trabajarán directamente con el 
Juez en cada Juzgado. La temática requiere que los 
Jueces cuenten con asesoramiento rápido y eficaz en 
la revisión de la información de las empresas y res- 
pecto de la actuación de los deudores. En ese sentido, 
contar con un asesor en la propia sede implica un pa- 
so importante para agilitar, facilitar y controlar el pro- 
cedimiento y la información. 


El punto ocho refiere a la fundamental conserva- 
ción de la empresa viable. El proyecto supera la tradi- 
cional asimilación entre los conceptos de quiebra y 
cese de la actividad económica del deudor. Por oposi- 
ción, se consagra el principio de la continuación de la 
actividad económica desarrollada por el deudor, per- 
sonalmente por este, bajo el control de un interventor 
o a través de un síndico. 


Aquí hay que señalar expresamente que una de 
las modificaciones fundamentales que se plantean es 
que la actuación del síndico pasa a tener una caracte- 
rística distinta porque, de hecho, va a tener una acti- 
vidad de administración de una empresa que se man- 
tiene en funcionamiento. Este es un cambio sin duda 
fundamental, que va a requerir un nivel de especiali- 
zación distinto al que hoy profesionalmente se mane- 
ja. Aclaramos esto en forma expresa por una razón. 
En varias de las reuniones con algunos de los Colegios 
profesionales se ha discutido -reconocemos que es 
discutible- el número de síndicos que pueden desig- 
narse en un registro que llevará la Suprema Corte de 
Justicia. Establecimos un número de treinta, con la 
posibilidad de treinta suplentes. Obviamente, sabe- 
mos que en la actualidad existe un número mucho 
mayor de síndicos, de posibles síndicos o de posibles 
profesionales llamados a ejercer la actividad de síndi- 
cos. Sin embargo, la intención de esta norma, en el 
acierto o en el error, es lograr la especialización de 
determinadas personas en el trabajo de la sindicatura. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Clavijo) 


——Reiteramos: ellos tienen una función radicalmente 
distinta, de una importancia fundamental y de una 
responsabilidad inmensa. Quien sea designado como 
síndico va a pasar a ser el responsable principal del 
funcionamiento de una empresa determinada, más 
allá de que las decisiones fundamentales las consul- 
tará y eventualmente requerirá la autorización de los 
propios acreedores y, si no, del Magistrado actuante. 


Por lo general, más allá de los problemas deriva- 
dos de su endeudamiento, la empresa en marcha tie- 
ne un valor superior al de cada uno de los elementos 
que la componen. En consecuencia, el mantenimiento 
de la actividad empresarial supone igualmente el 
mantenimiento de este valor económico, en beneficio 
de la expectativa de satisfacción de los acreedores. 
Además, el mantenimiento de la actividad económica 
implicará que no se interrumpan las relaciones de tra- 
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bajo ni se produzca el fenómeno desequilibrante para 
el concurso de las reclamaciones laborales masivas. 


Acá también queremos aclarar expresamente que 
existen, como ya hemos explicado, mecanismos en los 
que se procura que la sindicatura liquide en el tiempo 
más breve posible absolutamente todas las deudas de 
los acreedores laborales, en un procedimiento más 
rápido, sin duda, que el que podría llevarse en un jui- 
cio de conocimiento y posterior ejecución en los Juz- 
gados de la Justicia especializada en materia laboral. 
El tema es que, reitero, lo que la norma pretende es 
que por encima de la liquidación de la empresa se 
pueda proceder a su efectiva continuidad. 


Quiero aclarar que en la Comisión tuvimos en 
discusión largamente algunos de estos temas, estu- 
diándose la posibilidad de establecer algún mecanis- 
mo particular que determinara, por ejemplo, una 
asamblea de acreedores laborales, de cuya votación 
pudiera resultar un mecanismo obligatorio hacia estos 
en cuanto a posponer el cobro de sus créditos en fa- 
vor del mantenimiento de la empresa en marcha. Sin 
embargo, finalmente entendimos, por razones cons- 
titucionales, etcétera, que este mecanismo no era el 
más viable. Aclaramos de modo expreso que es obvio 
que el proyecto procura que, en la medida de lo posi- 
ble, esta sea la finalidad obtenida. 


En este sentido, una de las modificaciones sus- 
tanciales del proyecto de ley es el objetivo explícito de 
habilitar soluciones que permitan la continuidad de 
aquellas unidades productivas económicamente via- 
bles. Se buscó un camino intermedio entre la solución 
de la legislación actual, que no permite su continuidad 
en caso de que no haya un acuerdo entre deudor y 
acreedores, y la conservación per se de las unidades 
productivas, independientemente de su viabilidad 
económica. 


Se instrumentó un mecanismo de licitación y su- 
basta para la unidad productiva como un todo, de 
forma que los interesados en la misma hagan valer 
ofertas económicas que permitan un nuevo comienzo 
de la empresa. Si la voluntad del deudor y los acree- 
dores no permite una salida que devuelva la viabilidad 
a la empresa, la unidad productiva no desaparece y 
aparece una nueva instancia en donde la búsqueda se 
traslada a la voluntad de nuevos empresarios. 


Este es un cambio fundamental, no solo en 
cuanto a las posibilidades del mecanismo sino res- 


pecto de las posibilidades de negociación entre deu- 
dores y acreedores. Hasta ahora, la negociación era 
entre un deudor con un determinado plan de pagos y 
una empresa cerrada y en partes. Ahora la negocia- 
ción entre deudor y acreedor incorpora la posibilidad 
de que los acreedores opten por una alternativa ex- 
terna a la voluntad del deudor para continuar el em- 
prendimiento y con ello instrumentar las transforma- 
ciones necesarias para su reinserción en el mercado. 


En un artículo a esta altura muy famoso del Có- 
digo Civil, aquel que determina el derecho uruguayo 
en el marco normativo común, por debajo de los fe- 
nómenos constitucionales, cuando se define qué im- 
plica el dominio, en una concepción increíblemente 
propietarista se señala que el derecho de propiedad, 
entre otras cosas, autoriza la destrucción de la propia 
cosa, como emanación de ese derecho. Reitero que 
este proyecto de ley, obviamente sin violar en abso- 
luto el derecho de propiedad consagrado en la Cons- 
titución de la República, va en un camino inverso al 
concepto que este país ha mantenido en su legisla- 
ción, prácticamente desde el inicio de su vida inde- 
pendiente. 


Para muchos casos, el mecanismo concursal de- 
be prever una instancia en que la salida de la empre- 
sa del mercado sea ordenada, tanto para el deudor 
como para los acreedores. En mercados pequeños 
como los de nuestro país, donde por razones econó- 
micas existe una estructura oligopólica en gran parte 
de los rubros, la operativa de empresas económica- 
mente inviables representa un obstáculo a la compe- 
tencia efectiva. En ese sentido, y en la medida en que 
permanecen en el mercado empresas que no tienen 
un proyecto económico que les permita competir, ello 
se traduce en una restricción a la entrada o al creci- 
miento de nuevos competidores, relajando con ello el 
grado de competencia o creando ventajas a favor de 
competidores menos eficientes. 


Como ya se señalara, se han establecido meca- 
nismos especiales, que otorgan determinadas prefe- 
rencias a las cooperativas o sociedades comerciales 
de trabajadores de la empresa subastada -literal b) 
del artículo 172- y mecanismos de resolución a favor 
de los acreedores laborales en caso de abandono de 
la empresa. 


Nos vamos a tomar el pequeño trabajo de hacer 
un breve repaso de lo que señalan estos artículos, por 
su obvia importancia. En el literal b) del artículo 172 
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se señala que en los casos de subasta de empresas: 
"Podrán formularse ofrecimientos por parte de la coo- 
perativa o sociedad comercial de trabajadores de la 
empresa subastada que se constituya y esté integrada 
de forma tal que más del 50% (cincuenta por ciento) 
de la propiedad correspondiera a los trabajadores que 
desarrollaban actividad personal en la misma en el 
inicio del proceso concursal y que, en caso de adoptar 
la forma de sociedad anónima o en comandita por ac- 
ciones, las acciones de los trabajadores sean nomina- 
tivas no endosables. La misma podrá hacer valer en 
su oferta los créditos laborales a ser renunciados por 
sus miembros. El magistrado actuante" -el Juez- "po- 
drá considerar, a solicitud de parte, como integrante 
de la oferta, la circunstancia prevista en el inciso ter- 
cero del numeral 2 del artículo 174", etcétera. 


Esto implica que también pueden aplicarse a esta 
oferta, eventualmente, los derechos que se tengan 
sobre algunos de los beneficios que en cada caso 
otorga el Banco de Previsión Social. 


Asimismo, dicho artículo señala: "El ofrecimiento 
formulado por esta cooperativa o sociedad comercial 
tendrá preferencia por sobre los restantes oferentes 
en caso de igualdad de condiciones propuestas". Este 
punto fue expresamente debatido. ¿Por qué? 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


——Lamentablemente, hoy tuvimos tantos problemas 
de salud que tendremos que continuar un poco más 
con el desarrollo de la salud de las empresas, en este 
caso, y del derecho al trabajo de los trabajadores 
uruguayos. 


SEÑOR ASTI.- Señor Presidente: mociono para que 
se prorrogue el término de que dispone el señor 
miembro informante. 


SEÑOR PRESI DENTE (Clavijo).- Se va a votar. 
(Se vota) 
——Treinta y ocho en cuarenta: AFIRMATIVA. 


Puede continuar el señor Diputado Salsamendi 
por quince minutos más. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Ya termino, señor Presi- 
dente. 


Como se verá, lo que se busca es dar una pre- 
ferencia especial, particular, a la cooperativa o socie- 
dad comercial, cuando estén constituidas por una ma- 
yoría determinada de los trabajadores que pertene- 


cían a la propia empresa, ya sea en un 100% o en 
una mayoría que les permita conservar en cada caso 
su eventual poder de administración sobre la empresa 
que se constituya. Lo que se estableció es una prefe- 
rencia en el caso de que exista igualdad de condicio- 
nes propuestas. 


Este punto también fue muy discutido. Debemos 
mencionar que algunas de las organizaciones sindica- 
les -particularmente aquellas que trabajan con movi- 
mientos existentes en el país vinculados a lo que ge- 
néricamente se denomina empresas recuperadas- 
plantearon la solución de otorgar en cualquier caso, 
independientemente de la oferta, la preferencia a 
aquellas cooperativas constituidas por los trabajado- 
res que en ese momento estuvieran desarrollando su 
actividad en la empresa que fuera sometida a un con- 
curso. En el marco de un acuerdo al que logramos lle- 
gar en la propia bancada del Frente Amplio, y en el 
ámbito de la Comisión, entendimos que esta era la 
mejor solución posible, independientemente de seña- 
lar que, en algunos casos, teníamos opiniones distin- 
tas. 


También hay que recordar, en ese mismo marco, 
que el artículo 238 establece una solución a algunos 
problemas -si logro captar la atención de algún legis- 
lador, se dará cuenta- que se han planteado muy re- 
cientemente; si esta normativa hubiera estado en vi- 
gencia los habríamos solucionado de un modo distinto 
al que lo hemos aplicado hasta ahora. 


El artículo 238 habla de abandono de la empresa 
y señala: "Cuando existan exclusivamente acreedores 
laborales y el deudor no se hubiera presentado a 
promover su propio concurso, se podrá aplicar a soli- 
citud de los acreedores la disposición del numeral 2 
del artículo 174," -que acabamos de mencionar- 
"asignando a la cooperativa de trabajadores u otra 
modalidad empresarial que éstos determinen, en for- 
ma provisional, el uso precario de la empresa.- En 
este caso, el Juez dará ingreso a la solicitud, que de- 
berá contener los elementos necesarios para la admi- 
sión [...].En caso de no presentarse otros acreedores 
que los laborales o no hubiera oposición del deudor, 
la cesión precaria se transformará en definitiva.- 
Tanto la cesión precaria como la definitiva podrán 
otorgarse en caso de existir otro u otros acreedores 
que consientan expresamente esta adjudicación". 


Veamos el caso: si además de acreedores labo- 
rales existieran acreedores pertenecientes, por ejem- 
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plo, a organismos del Estado, perfectamente podría 
darse la solución a esos otros acreedores -en esta le- 
gislación ello se les permite-, si entienden que les re- 
sulta más conveniente para su crédito, de lograr que 
la empresa se mantenga en funcionamiento en condi- 
ciones de viabilidad que, eventualmente, proceder a 
una subasta en la cual los trabajadores pierdan la 
mayoría de sus créditos laborales y una institución 
como el Banco de la República Oriental del Uruguay 
-pongo como ejemplo la más característica de todas-, 
en el mejor de los casos recupere una muy pequeña 
parte de aquellos créditos que eventualmente otorgó. 


Por lo tanto, si bien es una solución perfectible -y 
probablemente sea uno de los tantos mecanismos 
que, una vez puestos en funcionamiento, la propia vi- 
da demuestra si es el mejor o se debe transitar por 
otro andarivel-, estamos estableciendo un mecanismo 
que permita recurrir a soluciones que hasta el mo- 
mento, lamentablemente, no teníamos presentes ni 
eran posibles en nuestra legislación. 


Para alivio de todos, aclaro que voy terminando. 
El proyecto adecua las sanciones penales previstas en 
el caso de que el deudor actúe en forma dolosa y crea 
una calificación del deudor concursado que prevé in- 
centivos y castigos para los deudores según su com- 
portamiento antes y durante el concurso. 


Respecto de las sanciones penales, se realizó una 
readecuación de las figuras delictivas penales que 
busca facilitar la aplicación de las mismas. Se entien- 
de que la dureza de la legislación penal actual dificulta 
su aplicación y, por ello, se acomodaron las figuras y 
las sanciones con el objetivo de incentivar su aplica- 
ción. 


El Título 1X de la ley establece un procedimiento 
de calificación del concurso que tiene efectos sobre el 
deudor. Se prevé que el concurso pueda ser calificado 
como culpable o fortuito -artículo 192-; se establecen 
presunciones absolutas de culpabilidad -artículo 193- 
y presunciones relativas -artículo 194- de culpabilidad. 
En el artículo 195 se consagran las figuras de los 
cómplices y las sanciones, que implican la inhabilita- 
ción de los sancionados para administrar los bienes 
propios o ajenos por un período de cinco a veinte 
años. 


Ello se debe a que en el primer taller concursal 
realizado surgió la inquietud respecto a la no aplica- 
ción de las sanciones penales. La gran mayoría de los 


concursos finalizan sin que la plaza conozca cuál fue 
el comportamiento del deudor y si obedece a cuestio- 
nes fortuitas o a elementos delictivos. En ese sentido, 
el objetivo principal de este procedimiento es discri- 
minar los concursos, establecer sanciones de tipo so- 
cial e informar al mercado -y yo diría a la sociedad to- 
da- sobre la actuación de los deudores en estos pro- 
cedimientos. 


Finalmente, quiero señalar, entre los múltiples 
elementos que contiene este proyecto de ley, que se 
establecen sanciones especialmente duras para admi- 
nistradores de sociedades comerciales. Este punto fue 
muy discutido, y diría que las sanciones realmente 
son de gran dureza. Pero, francamente, luego de mu- 
cho discutir, entendimos que eso era lo más adecuado 
en función -reiteramos- de que cuando se llega a una 
situación determinada en una unidad productiva, en 
definitiva no solo están en juego los derechos de los 
empresarios o propietarios de esa empresa, sino que 
también lo están los derechos de los eventuales 
acreedores comerciales y también los derechos de los 
eventuales acreedores laborales, y también una uni- 
dad productiva que, por lo menos en una economía 
como la uruguaya, implica algo que atañe a la socie- 
dad toda. Quienes son del interior saben perfecta- 
mente que muchas veces existen pueblos enteros que 
están armados casi exclusivamente sobre la base de 
la existencia de una única empresa. Por lo tanto, esa 
es la línea que, en general, este proyecto pretende 
continuar, claramente en el marco de la más moderna 
doctrina internacional existente, con algunas solucio- 
nes novedosas -yo diría heterodoxas- que no necesa- 
riamente responden a soluciones técnico-jurídicas sino 
a una voluntad política específica, en este caso de 
esta bancada de Gobierno, que puede ser compartible 
o no, pero que en definitiva entendimos que era ne- 
cesario introducir en este proyecto. 


También queda pendiente una discusión en 
cuanto a si concentrar todos los procedimientos 
-como ya lo habíamos señalado- en el fuero del con- 
curso, especialmente en lo que tiene que ver con la 
Justicia especializada en materia laboral. Yo creo que 
el proyecto incorpora soluciones que, en algunos ca- 
sos, permiten optar por una u otra. De todos modos, 
dejamos constancia -en todo caso, cuando se trate el 
Título respectivo haremos una muy breve referencia- 
de que ese es un elemento que, eventualmente, pue- 
de continuar generando controversia porque en sí 
mismo es discutible. 


210 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 1? de julio de 2008 


Por lo tanto, reitero, esta iniciativa permite diver- 
sas soluciones, pero en general entendemos que la 
solución que se ha adoptado resulta equilibrada a los 
fines del proyecto. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Clavijo).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: al igual que el 
señor Diputado Salsamendi, comienzo no lamentán- 
dome, pero sí diciendo que hubiésemos preferido vo- 
tar este proyecto de ley en otro momento, luego del 
largo camino que ha seguido en la Cámara de Repre- 
sentantes, pero existen urgencias y necesitamos 
contar con este instrumento que va a modernizar de 
manera sustancial la legislación comercial de nuestro 
país. 


Tal como lo dijo el señor miembro informante en 
un excelente informe, muy completo -acordamos cada 
uno de los puntos que el Diputado Salsamendi llevó 
adelante para aclarar los alcances de la iniciativa-, 
este proyecto viene a generar un marco normativo en 
el tema concursal y también hace una innovación al 
hablar de la organización empresarial, que nos pone 
en los mejores estándares internacionales, en el tra- 
tamiento de la salida de una empresa del mercado, o 
en el caso de una empresa -entendida como unidad 
social y económica- que se encuentra con problemas, 
y debemos generar algún mecanismo legal que le 
permita encontrar soluciones. 


En primer lugar, me parece sustancial compren- 
der lo que significa el fundamento de este proyecto de 
ley, porque hay un cambio de paradigma muy impor- 
tante con respecto a la legislación anterior, a la de los 
últimos cien años en el Derecho Comercial; lo hemos 
dicho en Comisión pero brevemente lo trasmitiremos 
también en Sala. Se está pensando en una ley que va 
a actuar de manera preventiva frente a la realidad 
que se da en la operación de las empresas, en su ac- 
tividad económica. Digo preventiva porque en vez de 
actuar sobre las consecuencias cuando sucede este 
tipo de inconvenientes, que son normales y naturales 
en el funcionamiento de la economía, este proyecto 
viene a cambiar el paradigma y habla de lo que en la 
moderna legislación se traduce como llamado de 
alerta temprana. Es la utilización de mecanismos ob- 
jetivos para la aplicación de los Jueces y de todo el 


mercado, para comprender que cuando se dan de- 
terminadas hipótesis, planteadas en este proyecto, 
esas empresas tienen la posibilidad de acogerse a los 
distintos procedimientos previstos aquí para solucio- 
nar esos problemas, siempre y cuando el negocio o la 
empresa afectada tengan viabilidad económica de 
fondo. ¿Qué significa esto? En vez de que la ley con- 
cursal se transforme solamente en un tubo de salida y 
la discusión se dé en torno a cómo se reparten los 
pedazos de una empresa luego de que ha fracasado 
su actividad económica -muchas veces no por falta de 
viabilidad económica sino por falta de viabilidad finan- 
ciera-, se brinden instrumentos legales para encontrar 
una solución a un problema que, a nuestro entender, 
debe ser visto en su dimensión social. Tal como lo ex- 
presaba el señor miembro informante, muchas veces 
una empresa no solamente implica una unidad eco- 
nómica en un mercado determinado sino que, sustan- 
cialmente, interesa la fuente laboral, el acceso al tra- 
bajo de muchos de los habitantes de la zona de in- 
fluencia de esa empresa o de esa fábrica. En ese sen- 
tido, la alerta temprana también se traduce en el con- 
cepto de hospital de empresas, del que se habla en 
este proyecto. Por nuestra propia experiencia como 
personas, todos sabemos que cuando vamos a un 
hospital o a un sanatorio no es para morir sino para 
solucionar nuestro problema; vamos a curarnos de la 
enfermedad que nos aqueja o a solucionar aquello 
que es solucionable y no es definitivo. Por lo tanto, 
una legislación que es llamada "hospital de empresas" 
obedece a la situación que se da cuando una empresa 
tiene problemas que son transitorios o que pueden 
tener solución, siempre y cuando le reconozcamos la 
situación, y le da instrumentos para solucionarlos. 
Cuando una empresa esté en problemas podrá aco- 
gerse al mecanismo llamado "hospital de empresas" y 
cuando los solucione, rápidamente podrá seguir fun- 
cionando y operando normalmente en el mercado. 


Nos parece sustancial este cambio de paradigma 
jurídico, cuya consecuencia será que, seguramente, 
vamos a tener muchos más concursos y muchas me- 
nos quiebras en nuestro país. Hay que dejar de tener 
miedo, porque una economía moderna, eficiente, efi- 
caz, que sea mejor para todos y por lo tanto genere 
más riqueza y bienestar en la sociedad, necesita re- 
glas claras, como las que incluye este proyecto de ley; 
pero reglas claras con procesos cortos, rápidos, efi- 
cientes y menos engorrosos. 
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Nos parece que el segundo adelanto sustancial 
es la simplificación de los procesos y, fundamental- 
mente, la simplificación del acceso a esta legislación. 
Con la arquitectura legal actual, muchas veces las 
empresas no se acogen a la declaración de concurso 
porque es cara, engorrosa y no brinda soluciones 
reales sino que es un mecanismo para alargar su 
muerte. Todos sabemos que cuando actualmente una 
empresa va a concordato, en realidad el mercado y 
los trabajadores comprenden que es el primer paso 
hacia la quiebra. Muchas veces se trata de una profe- 
cía cumplida, porque el mecanismo no permite salida 
a diferentes situaciones. 


Muchas de las soluciones legales que hay en este 
proyecto -el acuerdo puramente privado, la posibilidad 
de una reorganización y de acuerdos que luego serán 
homologados o no- permiten una flexibilidad mucho 
mayor y se atienen a la dinámica actual de la econo- 
mía, redundando no solo en ventajas para aquellos 
buenos empresarios que tienen problemas sino, fun- 
damentalmente, para los trabajadores que quedan 
rehenes de situaciones de las que no son culpables 
porque se termina cerrando una empresa y deses- 
tructurando una unidad productiva con un valor mu- 
cho más allá de lo económico. 


Por ello, la innovación sustancial de este proyecto 
de ley a la que se refería el señor miembro informante 
radica en que, aunque no se encuentren soluciones y 
se determinen varias vías de salida, en el momento de 
la quiebra existe la posibilidad de la venta en bloque 
de la empresa. Este es un cambio sustancial con res- 
pecto a la legislación actual. Tal como lo discutimos 
en Comisión, es muy importante la posibilidad de que 
exista una continuidad de la unidad económica, que 
un inversor o una cooperativa formada por los traba- 
jadores se presente a la subasta y que, con un plan 
de viabilidad, pueda mantener la empresa. A veces 
resulta mucho más caro, no solo desde el punto de 
vista económico sino, fundamentalmente, desde la 
perspectiva social, la desestructuración de la empresa 
debido a la venta por separado de la maquinaria, del 
inmueble y del nombre comercial. De esta forma se 
pierde un valor intrínseco, que no es la suma de las 
partes. El valor de la empresa en sí misma es superior 
al de la suma de las partes divididas, en virtud de los 
derechos de los acreedores. 


Nos parece muy justo que quienes se presenten 
con un proyecto viable ante el Juez tengan la posibili- 


dad de asistir a la subasta como un bloque único. No 
olvidemos que esta ley prevé el fortalecimiento de los 
Juzgados de concursos mediante la creación de car- 
gos para la especialización técnica y apoyo a los jue- 
ces, tan importante en esta materia y de tan difícil re- 
solución. 


Brevemente, queremos reconocer la tarea y el 
acuerdo que se logró en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración. Como 
bien decía el señor miembro informante, más allá de 
algunas diferencias, hemos logrado un consenso para 
mejorar este proyecto de ley que tuvo iniciativa del 
Poder Ejecutivo. 


Asimismo, queremos destacar la modernización 
que significa esta legislación. Este instrumento no solo 
nos pone a la vanguardia sino que genera una doble 
condición: por un lado, brinda un resguardo y una po- 
sibilidad de mayor desarrollo cierto, previsible y con 
reglas claras y concretas que creará un mejor clima 
para la inversión en el país y, por otro, una garantía 
mayor para los trabajadores de las empresas. Enton- 
ces, en este proyecto hay equilibrio en la relación en- 
tre el capital y el trabajo. Ello nos parece un paso 
trascendental en el país, un avance en este sentido, y 
es posible generar consensos. 


Este proyecto implica un trabajo legislativo ejem- 
plar, así como lo fue la tarea previa a su presentación, 
consultando durante más de un año a todos los ope- 
radores vinculados a esta temática. Por supuesto, no 
hay unanimidades, y seguramente algunos de esos 
operadores tendrá opiniones diferentes respecto a al- 
gunos de los artículos. Pero para eso estamos los le- 
gisladores: para tomar opciones de política legislativa, 
para definir situaciones y dejarlas plasmadas en la ley. 


Brevemente, haciendo nuestras las palabras del 
señor miembro informante, y remitiéndonos en mu- 
chas de las dudas que puedan surgir a la larga y pro- 
fusa discusión de la Comisión, decimos que vamos a 
votar muy conformes este proyecto de ley, porque 
nos parece que es una de las reformas estructurales 
más importantes que este Gobierno ha puesto a con- 
sideración del Parlamento. 


Más allá de lo que pueda plantear el señor Dipu- 
tado Lorenzo, solicitaremos que se desglosen algunos 
artículos; en unos plantearemos problemas de redac- 
ción y en otros modificaciones de otro tenor. Solicita- 
mos que se desglosen los artículos 72, 21, 25 y 112, a 
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los efectos de realizar modificaciones en su redacción 
por problemas de sintaxis, y de los artículos 26, 27 y 
256, a fin de plantear cambios que fundamentaremos 
en su debido momento. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Clavijo).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: solicito que se 
desglosen los artículos 8%, 62 y 64 y voy a realizar 
una breve intervención. 


Coincido con los señores Diputados preopinantes 
en cuanto al tenor del trabajo que se realizó en la 
Comisión: fue muy serio, muy riguroso y muy deta- 
llista. Sin perjuicio del aporte de otros señores Dipu- 
tados y del señor miembro informante, quiero hacer 
referencia a la particular contribución del señor Dipu- 
tado Cánepa, quien hizo un trabajo muy estricto y 
detallado de todo el articulado. Sobre esa base pudi- 
mos realizar un intercambio en Comisión que permitió 
mejorar o discutir algunos aspectos no compartidos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Hernández) 


——Es verdad que hay consenso en cuanto a la nece- 
sidad de que la legislación uruguaya cuente con este 
instrumento. También hay acuerdo unánime -más allá 
de que quizás alguna redacción pudiera ser discutida- 
en todos los artículos. Sobre el final de la discusión en 
la Comisión se trataron los artículos cuyo desglose so- 
licité y el artículo 172. Me voy a referir a ellos para 
evitar hacerlo en el momento de su votación. 


La bancada de Gobierno llegó a un acuerdo en 
relación a los artículos 8%, 62 y 64 y vino con una 
propuesta de redacción sustitutiva de la que venía en 
el proyecto original del Poder Ejecutivo. Para ello tuvo 
lugar una discusión interna; inclusive, en el ámbito de 
la Comisión se manifestaron discrepancias a título 
personal, pero anunciando el voto favorable en fun- 
ción de la disciplina partidaria. Fruto de ese trabajo 
interno en la fuerza de Gobierno, se realizaron cam- 
bios en los artículos que he mencionado. Esos cam- 
bios buscan garantizar, en mi opinión de una manera 
impropia, el derecho de los trabajadores en un proce- 
so concursal. Digo de una manera impropia no porque 
no sean defendibles los derechos de trabajadores; 
compartimos que lo son y por ello voy a hacer refe- 
rencia a la discusión que dimos con relación al ar- 


tículo 172. Yo planteaba una oposición inicial a la re- 
dacción que fue aprobada y durante la discusión en la 
Comisión los argumentos brindados, en particular los 
del señor Diputado Cánepa, me convencieron y voté a 
favor. Eso tiene que ver con el derecho de preferencia 
de los trabajadores cuando se opta por la venta en 
bloque. Sin embargo, en los otros tres artículos a los 
que me he referido, el intento de incorporar disposi- 
ciones que buscan beneficiar al trabajador, lo único 
que logra es distorsionar el sistema establecido en el 
proyecto para tratar de que haya una reestructura o, 
eventualmente, una liquidación por venta total o par- 
cial de los bienes de la empresa, para el cobro de los 
acreedores. 


Estos cambios que se hacen -me voy a referir ar- 
tículo por artículo- no eran necesarios, porque la pro- 
pia ley establecía un sistema de preferencia, precisa- 
mente, para los créditos de los trabajadores. O sea 
que los créditos de los trabajadores en esta ley de 
concurso estaban protegidos. Por otro lado, por su- 
puesto que el régimen de las relaciones laborales y el 
derecho laboral tiene su propia regulación tanto desde 
el punto de vista sustantivo como desde el punto de 
vista del proceso, que asegura que los derechos de 
los trabajadores tienen una preferencia en situación 
de duda o en otras situaciones que el derecho laboral 
bien regula y que, en definitiva, esta ley no afectaba. 


¿Qué se cambió en los artículos 82, 62 y 64? En 
el artículo 8% se quitó la necesidad de contracautela 
para el caso en que la solicitud de concurso sea reali- 
zada por acreedores laborales. 


En el caso del artículo 62, en una interpretación 
absolutamente errónea en cuanto a que el texto que 
venía del Poder Ejecutivo cambiaba el régimen de 
prescripción y caducidad de los créditos laborales, se 
llegó a una redacción que cambia totalmente el senti- 
do del artículo como venía redactado y genera una 
situación, inclusive, de dudosa legitimidad respecto 
del cobro de estos créditos. 


El artículo 64, en términos generales, establece la 
suspensión del devengamiento de los intereses; origi- 
nalmente, establecía dos excepciones. Una eran los 
créditos prendarios e hipotecarios hasta el límite de su 
garantía -o sea que una vez que se llegaba al límite 
de la hipoteca o de la prenda también se suspendía el 
devengamiento de los intereses-, y de manera feliz y 
generosa se agregan los créditos laborales, con un 
problema práctico que será muy complejo y que va a 
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habilitar a que la manipulación del proceso -lo que es 
más conocido en la jerga del foro como la "chicana"- 
termine generando un proceso concursal con una in- 
definición de la masa acreedora, que va en contra de 
lo que pretende un proyecto como este. 


Creo que con una intención loable -que yo com- 
parto- de asegurarnos que los trabajadores tengan 
una protección particular que ya estaba establecida en 
el proyecto tal cual venía del Poder Ejecutivo, se han 
introducido distorsiones muy graves que van a afectar 
malamente una iniciativa que tiene una factura técni- 
ca impecable, tanto en su origen -en el trabajo de 
preparación del proyecto que elevó el Poder Ejecuti- 
vo- como en el que terminó siendo aprobado por la 
Comisión después de un arduo trabajo de modifica- 
ción y revisión artículo por artículo. 


El artículo 8%, que establece las condiciones que 
se necesitan para que la legitimación opere en la soli- 
citud del concurso, al eximir a los acreedores labora- 
les de la contracautela, no les está agregando ningún 
derecho, porque la posibilidad de medidas cautelares 
sin contracautela está regulada en el régimen laboral 
general. Lo único que se está habilitando es que 
acreedores laborales con una intención no apropiada 
logren iniciar procesos concursales que el Juez, se- 
guramente, en función de la evaluación de la insol- 
vencia, termine rechazando, pero que va a distorsio- 
nar el funcionamiento de los juzgados que se ocupen 
de los concursos. O sea que no va a defender al tra- 
bajador y va a distorsionar la judicatura especial, que 
como bien señalaron el miembro informante y el se- 
ñor Diputado Cánepa, se establece en este proyecto 
de ley. 


Entonces, lo único que hace es poner un palo en 
la rueda y no logra el objetivo que se pretendía. A ve- 
ces con frases alcanza para satisfacer algunos eslóga- 
nes, y que conste que esta no ha sido la tónica con la 
que yo di la discusión en la Comisión, pero la verdad 
es que al final quedé bastante disgustado con la for- 
ma poco fundada con la que se introdujeron estas 
modificaciones. A tal punto es poco fundada que me 
consta que algunas de ellas son expresamente recha- 
zadas en forma particular por miembros del propio 
oficialismo. 


El Poder Ejecutivo había remitido el artículo 62 
con una redacción que establecía que si hay recursos 
líquidos suficientes o bienes fácilmente realizables en 
la masa activa, y siempre que disponer de eso -lo dice 


de otra manera- no signifique afectar la viabilidad de 
la empresa, previa autorización judicial, el síndico o el 
interventor dispondría el pago anticipado de créditos 
laborales de cualquier naturaleza que se hubieran de- 
vengado hasta doce meses antes de la declaración del 
concurso. Se habilitaba un pago rápido de créditos la- 
borales devengados un año antes de la declaración. 


Acá se interpretó de forma absolutamente erró- 
nea -probablemente con un asesoramiento deficiente, 
de parte de la bancada oficialista o, por lo menos, de 
abogados especializados en alguna materia cuyo ses- 
go les impide ver la integralidad del proyecto- que 
esto afectaba el sistema de la prescripción laboral 


Que una ley diga un año o doce meses y que ca- 
sualmente una ley que ya no está vigente hubiera 
establecido un plazo de un año para reclamar los cré- 
ditos laborales, no tiene nada que ver. Es como si 
este proyecto que dice doce meses afectara el régi- 
men de cierre de ejercicio de las empresas. Es una 
cosa absolutamente traída de los pelos. 


¿Qué buscaba el proyecto del Poder Ejecutivo? Y 
aclaro que no es el de la derecha ni el de la oposición 
empresaria. Buscaba establecer un pago rápido de 
aquellos créditos no pagados en el último año, y luego 
el resto de los créditos, que siguen teniendo su pre- 
ferencia en la ley, entraban en la masa del concurso, 
lo que no significaba que cobraran después. |gual- 
mente tenían su preferencia o su preeminencia sobre 
otros créditos, pero entraban en el sistema general. 


Se esgrimieron argumentos en cuanto al salario, 
en cuanto al mes a mes del trabajador, todos enten- 
dibles y compartibles, inclusive, en algunos casos, por 
quienes hemos tenido esas vivencias en el plano fami- 
liar o personal, pero que no tienen absolutamente na- 
da que ver con la situación que se plantea. Fue una 
cosa fuera de lugar. 


Se dio una nueva redacción al artículo. Quedó 
redactado que se dispondrá el pago anticipado de to- 
dos los créditos laborales cualquiera sea su naturaleza 
que se hubieran devengado -y para redundancia- y no 
estuvieran prescriptos. Esto es absolutamente innece- 
sario, pero se entiende por esa distorsión interpretati- 
va del artículo que vino del Poder Ejecutivo, arruinan- 
do un artículo que tenía una factura técnica impecable 
y generando, probablemente, una inviabilidad de los 
pagos. 
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Porque, ¿qué se buscaba con este artículo? Que 
si había plata se pudieran pagar créditos laborales 
que se hubieran devengado en el último año. Ahora, 
al poner que hay que pagarlos todos, aun aquellos 
cuyo devengamiento puede estar cuestionado -hay 
que verificar el más corto plazo- o son más viejos, lo 
que de alguna manera implica que están en un recla- 
mo de otra naturaleza o no se reclamaron por alguna 
razón -lo que no quita el derecho a reclamarlos en el 
proceso concursal o en otro proceso.- se le va a quitar 
viabilidad a este cobro rápido. Lo que va a pasar es 
que los Jueces y los síndicos van a terminar no pa- 
gando estos créditos por temor a inviabilizar la em- 
presa. Es decir que pretendiendo ayudar, lo que se 
logra es arruinar un mecanismo que venía perfecta- 
mente establecido, con una pretendida intención loa- 
ble pero absolutamente ineficaz. 


Por último, me voy a referir al artículo 64. 


¿Qué se busca en los procesos concursales? En 
varias situaciones jurídicas se busca lo siguiente. En la 
ley de unión concubinaria, aprobamos que en un mo- 
mento determinado el Juez saca dos fotos y dice: 
"Estos son los bienes comprendidos dentro de esta 
situación jurídica concubinaria". En materia concursal, 
sacar la foto es esencial: qué masa activa tengo, qué 
deudas tengo, qué relaciones de preferencia tienen 
esas deudas y cómo las pago, y todos los mecanismos 
que se han manejado respecto de la posibilidad de 
que la empresa siempre salga y se rescate la conti- 
nuidad, tanto porque este proyecto tiene un aspecto 
preventivo importante -ese hospital de empresas al 
que se refirió el señor Diputado Cánepa-, como por- 
que los mecanismos que la propia ley establece al 
proceso concursal, en todo momento tratan de dar 
viabilidad a la empresa. 


Cuando yo saqué la foto, la ley pretendía sus- 
pender el devengamiento de intereses; o sea que en 
el momento en que digo "declaro el concurso", no 
corre más el reloj. ¿Qué exceptuaba? Aquellos crédi- 
tos con preferencia hipotecarios y prendarios, pero 
hasta el límite de la prenda o hipoteca. Quiere decir 
que si el crédito era mayor que la garantía, corrían los 
intereses y el reloj seguía funcionando, pero cuando 
alcanzaba el límite de la garantía, se frenaba. 


En definitiva, no habría resto, porque si estamos 
hablando de intereses, al llegar al límite de la garan- 
tía, no hay saldo; si se diera la hipótesis -aunque es 
casi nula la posibilidad-, esos intereses serían even- 


tualmente quirografarios pero, reitero, no existirían 
porque se frenan. 


La bancada oficialista introdujo una modificación 
que establece que no se suspende el devengamiento 
de los intereses de los créditos laborales, sin siquiera 
establecer un rango en el cual, por lo menos, se fre- 
na. Esto genera que el objeto de la foto se mueva 
permanentemente y que cualquier dilación en el pro- 
ceso concursal quite viabilidad a la empresa. Se trata 
de una situación casi inexplicable. 


Cuando tuve noticia -alguna referencia a ello hizo 
el miembro informante- de que a nivel de la bancada 
oficialista se había manejado la posibilidad de que los 
créditos laborales tuvieran preferencia sobre la hipo- 
teca y las prendas, lo que por suerte abortó como 
propuesta, me di cuenta cómo es que viene esto. 
Realmente, es un intento de introducir, en una ley 
que nada tiene que ver ni afecta sino que, además, 
refleja la preferencia de los créditos laborales en un 
proceso de concurso, una normativa que lo único que 
hace es distorsionar. 


Claro que si esto se hubiera propuesto habría 
significado una distorsión, no solo de esta ley sino de 
muchas otras situaciones de la economía, de la reali- 
dad y, en definitiva, de todos los interesados en que 
la economía y las empresas, que son instituciones so- 
ciales, funcionen de manera apropiada para el bie- 
nestar general y para el de quienes de ellas depen- 
den, especialmente los trabajadores. 


Lamento tener que concentrar mi intervención 
-por querer hacerla corta- en los aspectos que no 
comparto. Como verán, son tres artículos de varios 
cientos que tiene esta ley. En consecuencia, la verdad 
es que no me genera ninguna satisfacción tener que 
estar haciendo esta argumentación cuando el trabajo 
en la Comisión fue muy bueno y riguroso y logró con- 
cluir el estudio de una ley que es muy importante. 
Pero creo que, en un partido que veníamos ganando 
cómodamente, tres a cero, un jugador impecable, 
defensa, que salvó varios goles, toca la pelota con la 
mano en el último minuto y hace que se termine ga- 
nando tres a uno y con posibilidades de discusión en 
la Liga. 


Digo esto para que quede claro que la intención 
de este legislador -muchos saben cuál es su forma de 
pensar en relación a los temas sociales; lo digo por las 
dudas- no tiene un prejuicio en contra del Derecho 
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Laboral, ni siquiera en contra de que los trabajadores 
accedan a posibilidades preferentes. Entonces, quiero 
ilustrar cómo se dio la discusión del artículo 172. 


El artículo 172 está a la vez referido en el artículo 
238, que trata del abandono de la empresa -situación 
que se ha dado en la realidad del país- y establece la 
posibilidad de una cesión precaria a sus trabajadores, 
que se podrá transformar en función de lo establecido 
por el literal b) del artículo 172. Este literal establece 
el procedimiento por el cual el Juez procederá a su- 
bastar la empresa en bloque. Estamos hablando de 
una empresa que, según las condiciones de endeu- 
damiento que tiene, se concluye que no es viable, que 
es mejor intentar la venta en bloque -siempre es así- 
antes de venderla por partes de forma de satisfacer a 
los acreedores, y se establece un procedimiento de 
subasta para esa venta. 


El literal a) establece los pliegos de condiciones y 
los requisitos mínimos que debe señalar el Juez con 
respecto a algunos componentes. En este caso se hi- 
cieron modificaciones importantes, que todos com- 
partimos, sobre el cumplimiento de normas laborales 
y tributarias. No estaba así en el proyecto original. |n- 
cluimos que, al subastar, el Juez estableciera requisi- 
tos en relación a los oferentes que permitieran valorar 
esos aspectos, en cumplimiento de normas laborales. 
Estuvimos todos de acuerdo y lo votamos. 


También votamos el literal b) pero dimos una 
discusión acerca de si era conveniente establecer una 
preferencia a una empresa, sea en forma de sociedad 
comercial o cooperativa, que estuviera compuesta por 
lo menos por un 50% de trabajadores. Terminó con 
una redacción que manifesté en Comisión que me 
parecía imprecisa respecto a que la propiedad de ese 
50% debería corresponder a los trabajadores que de- 
sarrollaran actividad personal en la empresa. Esto ge- 
neró dudas y problemas, y una discusión que no esta- 
ba basada en si le dábamos o no preferencia sino en 
el hecho de que la empresa es mucho más que un 
conjunto de bienes materiales y una fuerza de trabajo 
principalmente física aplicada a ellos que crea valor. 
Hoy todo el mundo está de acuerdo con que eso no 
es la empresa; la empresa es otra cosa, es mucho 
más que eso, es un proceso productivo. Hubo buenos 
ejemplos planteados en la Comisión, de ideas, con- 
ceptos, habilidades y capacidades que no tienen valor 
tangible y que hacen que una empresa tenga valor. 


Finalmente, las argumentaciones de Diputados 
oficialistas, en particular la del señor Diputado Cáne- 
pa, me convencieron de que esta preferencia se podía 
establecer, que no había que estipular ningún otro 
mecanismo en la ley más que el precio, y que a igual 
precio, los trabajadores, o una empresa compuesta en 
un 50% por los trabajadores -aunque la redacción 
puede dar lugar a alguna manganeta- debía tener 
preferencia. 


En definitiva, esa valoración que yo pretendía 
que recogiera la ley de todos esos aspectos de una 
empresa, la terminan haciendo los oferentes, no solo 
técnicamente, sino que en muchos casos tiene com- 
ponentes subjetivos, y eso termina reflejándose en un 
precio, o sea en algo que el mercado claramente 
identifica y que un proceso de subasta como este lo 
hace de una manera clara y limpia. 


Dimos esta discusión; y si bien tengo dudas so- 
bre la redacción de este artículo, lo voté afirmativa- 
mente. En la Comisión estábamos seis miembros pre- 
sentes y el proyecto fue aprobado por unanimidad. 
Digo esto para que quede constancia de que mi opo- 
sición a los restantes tres artículos -que, reitero, dis- 
torsionan gravemente este proyecto-, no está fundada 
en prejuicios ni concepciones contrarias a beneficiar o 
defender el interés de los trabajadores. 


Termino mi intervención diciendo que esta inicia- 
tiva es muy positiva, necesaria y que resulta muy 
bueno que, más allá de la hora y de las ausencias 
-hay poco quórum en el plenario-, sea aprobada en el 
día de hoy. Consideramos que es importante que se 
avance, teniendo en cuenta que estamos ante un pro- 
yecto de ley muy positivo, que mereció un trabajo 
muy profundo, tanto en su origen, en sus fuentes 
sustantivas -que dieron lugar al proyecto del Poder 
Ejecutivo-, como en la Comisión, hecha la salvedad de 
los tres artículos a los que me he referido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: simplemente 
quería referirme a que me sentí particularmente toca- 
do por algo que dijo el señor Diputado Cánepa. En su 
intervención expresó: "Y perdonen por abusar de su 
paciencia". Quiero manifestar honestamente que a 
veces, sin quererlo, somos profundamente injustos en 
esta Cámara. Me consta que este proyecto, tal como 
dijeron los compañeros, constituye una reforma es- 
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tructural que se está haciendo en el país, que llevó 
prácticamente un año y medio de trabajo muy arduo 
en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración. 


Asimismo, quisiera agradecer profundamente 
-por eso pedí la palabra- el trabajo realizado por la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Gene- 
ral y Administración, en toda su integración, tanto de 
los compañeros como de los miembros de la oposición 
porque, en definitiva, este tipo de tareas es el que 
mañana se ve. 


Quería decir eso y que acá nadie sienta que está 
abusando de la paciencia de los demás sino que, por 
el contrario, agradecemos la paciencia que tuvo la 
Comisión, que tanto trabajó, y lamento que no pueda 
desplegar en toda su plenitud lo que significa esta ley 
para el Uruguay. 


SEÑOR ASTI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GAMOU.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ASTI.- Señor Presidente: no voy a hacer una 
larga exposición ni a utilizar todo el tiempo de que 
dispongo. Simplemente quiero decir que me tocó par- 
ticipar en el trámite previo de presentación del pro- 
yecto. Para mí fue un trámite ejemplar, en el que 
participaron la Cátedra, las organizaciones gremiales, 
tanto de trabajadores como de empresarios, y los 
Colegios profesionales. En dicho trámite se escuchó y 
se opinó abiertamente, tratando de aportar a esta 
reforma estructural una legislación sobre normas co- 
merciales y concursales que actualiza normas del siglo 
XIX y de principios del siglo XX. 


Creo que es esencial que hayamos dado esta dis- 
cusión en el día de hoy, luego de un arduo trabajo, 
tanto de los profesionales del tema en el Poder Ejecu- 
tivo como de la Comisión. Lamentablemente, por la 
división interna del trabajo parlamentario no pude 
participar de la discusión del articulado del proyecto 
de ley cuando se trató en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, pero sí 
quiero manifestar mi profunda satisfacción por haber 
llegado a esta instancia con la aprobación práctica- 
mente unánime de esta norma, más allá de que pue- 
da haber diferencias en algún artículo puntual. De to- 
dos modos, creo que es muy bueno contar con este 


instrumento del siglo XXI cuando, reitero, estamos 
reformando cosas que venían del siglo XIX que men- 
cionaban, por ejemplo, la comunicación telegráfica, 
que era prácticamente la única existente en ese mo- 
mento. Dije eso solo para poner un ejemplo. 


En la tarde de hoy se dijo que se está intentando 
que esta ley transforme la legislación y que sea más un 
hospital que una morgue, como era la anterior. Yo diría 
que más que un hospital es un instrumento de medici- 
na preventiva o una emergencia móvil, con alertas 
tempranas, para evitar que tengamos que caer primero 
en un hospital y luego en una morgue. Esto se hizo con 
un criterio fundamental, que es la conservación de la 
empresa o de la unidad productiva viable, tratando de 
dar un marco flexible para que las partes acuerden, 
respetando, por supuesto, los derechos de los trabaja- 
dores, pero también de todos los acreedores. Se buscó 
facilitar el acceso a estos mecanismos de reorganiza- 
ción empresarial, establecer procedimientos únicos y 
no múltiples -como existen en la actual legislación-, 
simplificarlos y reducir sus costos, mejorar los procesos 
de decisión. Por supuesto, aunque sea accesorio, se 
buscó fortalecer la judicatura y su especialización, y un 
régimen de sanciones que separe la paja del trigo y 
que realmente castigue a aquellos que utilizan el poder 
que se les da en la administración de una unidad eco- 
nómica en perjuicio, no solo de los propietarios, los 
acreedores o los trabajadores, sino de la sociedad toda, 
ya que la salud empresarial también tiene que ver con 
la salud de la sociedad. 


Por eso, quiero expresar mi alegría por que se 
apruebe en la tarde de hoy esta norma, aunque prác- 
ticamente la Sala esté vacía. También quiero agrade- 
cer a los compañeros que trabajaron tan bien en la 
Comisión que elaboró este informe y aprobó este pro- 
yecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Puede conti- 
nuar el señor Diputado Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: para culminar, 
quisiera reiterar mi agradecimiento a la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración. Comparto con el señor Diputado Asti que es 
una lástima que una ley de esta envergadura, traba- 
jada con tanto ahínco y tanta rigurosidad, sea debati- 
da en una Sala prácticamente vacía. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discu- 
sión particular. 


(Se vota) 


——Cuarenta y ocho en cuarenta y nueve: AFIRMATI- 
VA. 


El proyecto tiene doscientos sesenta y cuatro ar- 
tículos y fueron desglosados los artículos 72, 82, 21, 
25, 26... 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- ¡Que se 
rectifique la votación! 


Se va a rectificar la votación. 
(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


Como decía, se desglosaron los artículos 72, 82, 
21, 25, 26, 27, 62, 64, 112, 256 y 264. Cuatro de 
ellos se desglosaron para cambiar su redacción. Me 
refiero a los artículos 72, 21, 25 y 112. 


Por lo tanto, de acuerdo con la solicitud del señor 
Diputado Salsamendi, se va a votar si los artículos no 
desglosados se votan en bloque y si se elimina su 
lectura. 


(Se vota) 
——Treinta y ocho en treinta y nueve: AFIRMATIVA. 


Se van a votar en bloque los artículos no desglo- 
sados. 


(Se vota) 

——Treinta y ocho en treinta y nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 72. 

SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: pedimos que se 
modifique en el numeral 3. la referencia al Registro 
Único de Contribuyentes, porque a partir de la Ley 
N2 18.083, de reforma tributaria, ahora debe llamarse 
Registro Único Tributario, es decir, RUT. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo con la mo- 
dificación propuesta. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 8%. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y siete en treinta y nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 21. 

SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: aquí también 
hay un problema de redacción, porque la ley no pue- 
de ordenar al Diario Oficial que haga las publicacio- 
nes, sino a la Dirección Nacional de Impresiones y 
Publicaciones Oficiales. Por lo tanto, decimos: "La Di- 
rección Nacional de Impresiones y Publicaciones Ofi- 
ciales lo publicará de inmediato [...]". A partir de allí 
continúa la misma redacción del artículo 21. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 25. 
SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: planteamos un 
cambio en el último inciso, que dice: "Estos embargos 
se conservarán hasta la finalización de los procedi- 
mientos concursales, salvo que haya recaído una 
sentencia judicial sobre la responsabilidad de cual- 
quiera de los sujetos mencionados en los dos incisos 
anteriores". Pero como este artículo solo tiene un inci- 
so previo, debería decir: "[...] cualquiera de los suje- 
tos mencionados en el inciso anterior". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
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——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 26. 
SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: a los efectos de 
ser breve, voy a proponer que la misma modificación 
que se introduce al artículo 26 se haga al artículo 27. 


En el artículo 26, que trata de las condiciones 
subjetivas -con respecto al Título Il, Síndico e Inter- 
ventor-, en la referencia a las instituciones gremiales, 
en lugar de que sean solamente instituciones gremia- 
les de empresarios, planteamos establecer "institucio- 
nes gremiales representativas con actuación en mate- 
ria concursal" y continuar con "personería jurídica ins- 
criptos [...]". Este sería el cambio a realizar en el inci- 
so primero del artículo 26. 


Señor Presidente: para que no haya dudas, voy a 
leer cómo quedaría redactado el inciso primero del ar- 
tículo 26. Dice: "El síndico o el interventor será desig- 
nado por el Juez en la sentencia que declare el con- 
curso, de entre aquellos profesionales universitarios o 
sociedades de profesionales o instituciones gremiales 
representativas con actuación en materia concursal 
con personería jurídica inscriptos en el Registro de 
Síndicos e Interventores Concursales que llevará la 
Suprema Corte de Justicia. Las mismas personas ele- 
gibles como síndicos lo serán como interventores". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 27. 
SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: cuando en el 
tercer inciso de este artículo se hace referencia a ins- 
tituciones gremiales de empresarios con personería 
jurídica, esto debe modificarse con la misma redac- 
ción que utilizamos en el primer inciso del artículo 26, 
es decir, "instituciones gremiales representativas con 


actuación en materia concursal con personería jurídi- 
ca". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra se va a votar. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA, 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 62. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y seis en treinta y nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 64. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y siete en treinta y nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: quiero referir- 
me a los artículos 62 y 64, que fueron desglosados. 


A los efectos de trasmitir lo mismo que dijimos 
en la Comisión, por honestidad intelectual y en aras 
de apoyar a nuestra bancada, señalamos que hemos 
votado estos artículos pero que no compartimos las 
soluciones planteadas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- En discusión 
el artículo 112. 


SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: planteamos 
una modificación del literal a) del numeral 1. La refe- 
rencia que dice "El cónyuge y el concubino" debe ser 
modificada por "El cónyuge o el concubino o quien lo 
hubiera sido dentro de los dos años anteriores a la 
declaración del concurso". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
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——Treinta y ocho en cuarenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 256. 
SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: este es un ar- 
tículo de derogaciones. En la referencia a la deroga- 
ción del "inciso G segundo (in fine) del artículo 11 del 
Decreto-Ley N* 14.188, de 5 de abril de 1974", vamos 
a solicitar que diga: "el artículo 11 del Decreto-Ley 
N2 14.188, de 5 de abril de 1974", quitando la refe- 
rencia a un inciso G segundo (in fine) que no existe 
en dicho artículo. También, en la referencia hecha al 
artículo 57 de la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 
1989, la redacción debe decir: "El inciso segundo del 
artículo 57 de la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 
1989", ya que no existen numerales en dicho artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 

——Treinta y seis en treinta y nueve: AFIRMATIVA 
En discusión el artículo 264. 

SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: simplemente, 
propongo modificar en el inciso segundo del artículo 
264 la referencia al artículo 32 de la Ley N” 16.072, 
de 9 de octubre de 1989. 


De acuerdo con nuestra información, este ar- 
tículo ya está derogado, porque el artículo 32 de la 
Ley N” 16.072, en primer lugar, fue modificado por la 
Ley N* 16.205, de 21 de octubre de 1991, y poste- 
riormente fue derogado por la Ley N* 16.906, de 17 
de enero de 1998, que en su actual redacción no hace 
ninguna referencia a la materia que estamos tratando 
en este proyecto de ley. 


Por lo tanto, voy a leer cómo debería quedar re- 
dactado este inciso segundo del artículo 264: "Las 
referencias a concurso, quiebra y/o concordato conte- 
nidas en los artículos 90 y 108 del Decreto-Ley 
N2 14.701, de 12 de setiembre de 1977, en el artículo 
36 numeral 62) del Decreto-Ley N* 14,412, de 8 de 


agosto de 1975, deben entenderse realizadas a los 
casos de concurso". 


Esta es la redacción sustitutiva, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 264 con la 
modificación propuesta por el señor Diputado Cánepa. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA, 
Unanimidad. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: acabo de 
darme cuenta de que si en el literal a) del artículo 112 
habíamos modificado la redacción y aprobamos incluir 
la expresión "el cónyuge o el concubino" en vez de "el 
cónyuge y el concubino" -esto es discutible-, en el li- 
teral c) necesariamente también deberíamos poner 
"los cónyuges o concubinos", porque es exactamente 
la misma situación. 


Por lo tanto, no tengo más remedio que pedir la 
reconsideración de ese artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Se va a vo- 
tar. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión nuevamente el artículo 112. 
SEÑOR SALSAMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: simple- 
mente se trata de sustituir en el literal c) la letra "y" 
que está entre las palabras "cónyuges y concubinos" 
por la letra "o", por lo que quedaría redactado: "los 
cónyuges o concubinos". 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo con la mo- 
dificación propuesta. 


Este artículo debe ser aprobado por más de 
treinta y ocho votos. 


(Se vota) 
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——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: solicitamos la 
reconsideración del artículo 25, porque la Mesa nos ha 
advertido un error que no tuvimos en cuenta en la re- 
dacción del último inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Se va a vo- 
tar. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA, 
Unanimidad. 


En este caso, se necesitan cuarenta votos con- 
formes para aprobar cualquier modificación del ar- 
tículo, pero hay treinta y nueve Diputados presentes. 


Se puede reconsiderar el artículo, pero no hay 
quórum para modificarlo, porque se necesitan cua- 
renta votos. 


Por lo tanto, queda firme la redacción original- 
mente aprobada. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pa- 
labra el señor miembro informante. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: a modo 
de aclaración, porque no lo dije al inicio y nunca me 
gusta vestirme con ropa ajena, quiero decir que en el 
informe, más allá de alguna aclaración, modificación, 
giro, etcétera, en realidad dimos lectura a la exposi- 
ción de motivos del proyecto del Poder Ejecutivo. 
Queríamos aclarar expresamente este aspecto, por- 
que además resultaría natural y obvio de cualquier 
cotejo que se hiciera de la lectura. 


Nos pareció que era necesario que esta puntuali- 
zación constara en la versión taquigráfica, a efectos 
de la mejor inteligencia del proyecto. 


Con respecto -disculpe la alusión, pero supongo 
que en este caso no molestará- a algunos cuestiona- 
mientos o planteamientos que hiciera el señor Diputa- 
do Lorenzo... 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- No se puede 
aludir en el fundamento de voto, señor Diputado. Por 
lo tanto, será revisada su intervención. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Creo que no habrá inconve- 
niente, señor Presidente. 


Con respecto a algunos planteamientos que en 
su momento realizara el señor Diputado Lorenzo en 
esta discusión y en la de la Comisión, personalmente 
creo que son atendibles, más allá de la eventual dife- 
rencia de posiciones. Además, insisto en que creo -me 
atrevería casi a anticiparlo- que es altamente probable 
que, en la medida en que empiece a funcionar efecti- 
vamente un proyecto de esta naturaleza, con la modi- 
ficación que implica en el régimen vigente, quizá en 
algún momento lo que votamos hoy requiera alguna 
modificación o actualización. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Queda apro- 
bado el proyecto y se comunicará al Senado. 


(Texto del proyecto aprobado: ) 
"TÍTULO | 
DECLARACIÓN JUDICIAL DE CONCURSO 
CAPÍTULO | 
PRESUPUESTOS DEL CONCURSO 


Artículo 1%. (Presupuesto objetivo).- La declara- 
ción judicial de concurso procede respecto de cual- 
quier deudor que se encuentre en estado de insol- 
vencia. 


Se considera en estado de insolvencia, indepen- 
dientemente de la existencia de pluralidad de acree- 
dores, al deudor que no puede cumplir con sus obli- 
gaciones. 


Artículo 2”. (Presupuesto subjetivo).- La declara- 
ción judicial de concurso procederá respecto de cual- 
quier deudor, persona física que realice actividad em- 
presaria o persona jurídica civil o comercial. 


Se considera actividad empresaria a la actividad 
profesional, económica y organizada con finalidad de 
producción o de intercambios de bienes o servicios. 


Se encuentran excluidos del régimen de esta ley el 
Estado, los entes autónomos, los servicios descentra- 
lizados, los Gobiernos Departamentales y las entida- 
des de intermediación financiera, en este último caso 
con excepción de las normas relativas a la calificación 
del concurso, contenidas en el Título |X. 
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En el caso de los deudores domiciliados en el ex- 
tranjero, se aplicará lo dispuesto en el Título XIII de 
esta ley. Las personas físicas no comprendidas en la 
presente ley se seguirán regulando por el Título VII 
del Libro Il del Código General del Proceso (Concurso 
civil) y normas concordantes. 


Artículo 3%. (Concurso de la herencia).- Procederá 
el concurso de la herencia del deudor fallecido, en los 
siguientes casos: 


1) 


2) 


Cuando la herencia hubiera sido aceptada a 
beneficio de inventario. 


Cuando, declarado en concurso el deudor, éste 
hubiera fallecido durante la tramitación del 
mismo. En este caso, el concurso del deudor 
continuará de pleno derecho como concurso de 
la herencia, sin retrotraer las actuaciones. 


Artículo 4%. (Presunciones relativas de insolven- 
cia).- El estado de insolvencia del deudor se presume 
en los siguientes casos: 


1) 


2) 


3) 


4) 


5) 


6) 


7) 


Cuando exista un pasivo superior al activo, 
determinados de acuerdo con normas conta- 
bles adecuadas. 


Cuando existan dos o más embargos por de- 
mandas ejecutivas o por ejecuciones contra el 
deudor por un monto superior a la mitad del 
valor de sus activos susceptibles de ejecución. 


Cuando existan una o más obligaciones del 
deudor, que hubieran vencido hace más de tres 
meses. 


Cuando el deudor hubiera omitido el pago de 
sus obligaciones tributarias por más de un año. 


Cuando exista cierre permanente de la sede de 
la administración o del establecimiento donde 
el deudor desarrolla su actividad. 


Cuando el Banco Central del Uruguay hubiera 
dispuesto la suspensión de una o más cuentas 
corrientes del deudor o la clausura de las 
cuentas corrientes del deudor en el sistema 
bancario. 


Cuando, en el caso de acuerdo privado de re- 
organización, el deudor omita presentarse en 
plazo al Juzgado (artículo 220), no se inscriba 
el auto de admisión (artículo 223), se rechace, 
anule o incumpla el acuerdo. 


Estas presunciones son relativas, admitiendo en 
todos los casos prueba en contrario, en los términos 
de la ley. 


Artículo 5”. (Presunciones absolutas de insolven- 
cia).- El estado de insolvencia del deudor se presume, 
en forma absoluta, en los siguientes casos: 


1) 
2) 


3) 


4) 


Cuando el deudor solicite su propio concurso. 


Cuando el deudor hubiera sido declarado en 
concurso, quiebra o cualquier otra forma de 
ejecución concursal por Juez competente del 
país donde el deudor tenga su domicilio princi- 
pal. 


Cuando el deudor hubiera realizado actos frau- 
dulentos para la obtención de créditos o para 
sustraer bienes a la persecución de los acree- 
dores. 


Cuando exista ocultación o ausencia del deu- 
dor o de los administradores, en su caso, sin 
dejar representante con facultades y medios 
suficientes para cumplir con sus obligaciones. 


Artículo 6”. (Legitimación para solicitar la declara- 
ción de concurso).- Pueden solicitar la declaración ju- 
dicial de concurso: 


1) 


2) 


3) 


4) 


5) 


6) 


7) 


El propio deudor. En el caso de personas jurí- 
dicas, la solicitud deberá ser realizada por sus 
órganos con facultades de representación o por 
apoderado con facultades expresas para la so- 
licitud. 


Cualquier acreedor, tenga o no su crédito ven- 
cido. 


Cualquiera de los administradores o liquidado- 
res de una persona jurídica, aun cuando carez- 
can de facultades de representación, y los inte- 
grantes del órgano de control interno. 


Los socios personalmente responsables de las 
deudas de las sociedades civiles y comerciales. 


Los codeudores, fiadores o avalistas del deu- 
dor. 


Las Bolsas de Valores y las instituciones gre- 
miales de empresarios con personería jurídica. 


En el caso de la herencia, podrá además pe- 
dirlo cualquier heredero, legatario o albacea. 


Artículo 7”. (Solicitud de concurso por el deudor).- 
En el caso de solicitud de concurso por parte del 
deudor, además de cumplir con lo dispuesto por los 
artículos 117 y 118 del Código General del Proceso, 
deberá acompañar los siguientes documentos: 


1) 


Memoria explicativa conteniendo la siguiente 
información relativa al deudor: 
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A) Historia económica y jurídica, indicando la los informes de auditoría correspondientes a 
actividad o actividades a las que se dedica o los estados contables presentados. En caso de 
se dedicó en el pasado; las oficinas, esta- falta de presentación de cualquiera de estos 
blecimientos o explotaciones de las que fue- recaudos, indicará la causa por la cual no pue- 
ra titular; así como las causas del estado en de aportarlos. 
ue se encuentra. : eL , 
q 5) Si el deudor fuera una persona jurídica, testi- 
B) Si fuera una persona casada, se indicará el monio de los estatutos o del contrato social y 
nombre del cónyuge, así como el régimen de sus modificaciones, así como de la autoriza- 
patrimonial del matrimonio. ción estatal y de la inscripción registral, si co- 
. E Ls rrespondiere. 
C) Si fuera una persona jurídica, se indicará el 
nombre y domicilio de los socios, asociados 6) En el caso de las personas jurídicas deberá 
de los administradores, liquidadores y, en su resolución del órgano de administración, apro- 
interno, así como si forma parte de un grupo ción judicial de concurso y los documentos 
de empresas, enumerando las entidades mencionados en el presente artículo deberán 
que estén integradas en el mismo. estar firmados por el propio deudor y, en el ca- 
so de personas jurídicas, por todos los admi- 
2) Inventario de bienes y derechos de los que sea nistradores o liquidadores. Si faltara la firma de 
titular a la fecha de solicitud del concurso, con alguno de ellos, se señalará en la solicitud y en 
estimación de su valor, del lugar donde se en- los documentos en que falte, indicando la cau- 
cuentran los bienes y, en su caso, de los datos sa. 
de identificación registral. Si alguno de los bie- e Le 
nes se encontrara gravado por derechos reales En caso de omitirse la presentación de alguno de 
o hubiera sido embargado se indicarán, según los recaudos establecidos precedentemente, el Juez 
los casos, las características del gravamen y de la rechazará de plano, sin que esta decisión cause 
su inscripción registral, si correspondiere, y el estado. La decisión judicial será apelable por el deu- 
Juzgado actuante y las actuaciones en las  íor con efecto suspensivo. 
cuales el embargo hubiera sido trabado. Artículo 8*. (Solicitud de concurso por otros legi- 
se 2. timados).- Fuera de los casos de solicitud de la decla- 
3) Relación de los acreedores por orden alfabéti- e ) E 
co, indicando su nombre, número de Registro ración de concurso por el propio deudor (numeral 1) 
Único Tributario (RUT) o documento de identi- del artículo 6), los solicitantes, además de cumplir 
dad según corresponda, domicilio, monto y fe- con lo dispuesto por los artículos 117 y 118 del Códi- 
ha de vencmientade sus créditos casicomo: 99 General del Proceso, deberán aportar los ele- 
la existencia de garantías personales o reales mentos de juicio que acrediten la existencia de una 
; : dera resunción de insolvencia. 
sobre bienes del deudor o de terceros. Si algún p 
acreedor hubiera reclamado judicialmente el No podrá desistirse de la solicitud de declaración 
pago, se indicará la clase de reclamación, el de concurso y los solicitantes del concurso serán res- 
Juzgado, los autos en que se tramita y el esta- ponsables por los perjuicios causados al deudor por 
do de los procedimientos. el carácter abusivo o por la falta de fundamento de la 
j , a . solicitud. El Juez podrá exigirles la constitución de 
4) Si el deudor estuviera obligado a llevar contabi- P 9 


lidad, acompañará los estados contables que 
determine la reglamentación y, en su caso, la 
memoria del órgano de administración y el in- 
forme del órgano de control interno, correspon- 
dientes a los tres últimos ejercicios, si existie- 
ran. Los estados contables deberán ser acom- 
pañados de informe firmado por contador públi- 
co o establecer expresamente la causa por la 
cual no fue posible obtener dicha firma. Si el 
deudor hubiera contratado auditoría externa de 
sus estados contables, acompañará igualmente 


contracautela por los perjuicios que su solicitud pudie- 
ra causar, estando eximidos de esta obligación los 
acreedores laborales. 


Artículo 9%. (Solicitudes conjuntas).- Dos o más 
deudores podrán presentar conjuntamente solicitudes 
de declaración judicial de concurso, adjuntando a la 
solicitud cada uno de ellos los documentos a que se 
refiere el artículo 7. Cuando formen parte de un 
mismo grupo deberán presentar los estados conta- 
bles referidos en el numeral 4) del artículo 7* en for- 
ma consolidada. 
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El acreedor podrá promover la declaración judicial 
de concurso de varios de sus deudores, personas fí- 
sicas O jurídicas, cuando se configuren respecto de 
todos los deudores presunciones de insolvencia y 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 


1) Exista confusión entre los patrimonios de los 
deudores. 


2) Cuando formen parte de un mismo grupo. 


Artículo 10. (Obligación de solicitar el concurso).- 
El deudor tendrá la obligación de solicitar su propio 
concurso dentro de los treinta días siguientes a que 
hubiera conocido o debido conocer su estado de in- 
solvencia. En el caso de las personas jurídicas, la 
obligación recae en cada uno de sus administradores, 
liquidadores o integrantes del órgano de control inter- 
no. 


En el caso de las personas físicas o jurídicas obli- 
gadas a llevar contabilidad, se presume absoluta- 
mente que dicho conocimiento se produjo en la fecha 
en que preparó o debió haber preparado estados 
contables. 


Artículo 11. (Clases de concurso).- El concurso 
será voluntario cuando sea solicitado por el propio 
deudor, a condición de que no exista una solicitud de 
concurso previa, promovida por alguno de los res- 
tantes legitimados legalmente. El concurso será ne- 
cesario en los restantes casos. 


CAPÍTULO Il 
DECLARACIÓN JUDICIAL DE CONCURSO 
SECCIÓN 1 
JUEZ COMPETENTE 


Artículo 12. (Competencia).- Los Juzgados de 
Concursos conocerán en primera instancia en todos 
los procedimientos concursales cuya competencia co- 
rresponda al departamento de Montevideo. También 
conocerán en los procedimientos concursales origi- 
nados fuera del departamento de Montevideo cuyo 
pasivo sea superior a 35.000.000 Ul (treinta y cinco 
millones de unidades indexadas). 


En los demás procedimientos concursales fuera 
del departamento de Montevideo, serán competentes 
los Tribunales que determine la legislación procesal 
vigente. 


El Tribunal que entienda en el concurso será tam- 
bién competente en las acciones sociales de respon- 
sabilidad promovidas contra los administradores o di- 
rectores de sociedades concursadas (artículos 83 y 


393 y siguientes de la Ley N* 16.060, de 4 de setiem- 
bre de 1989). 


En el caso de deudores del exterior, se aplicarán 
las disposiciones del artículo 239. 


Artículo 13. (Competencia en caso de solicitudes 
conjuntas).- En caso de solicitudes conjuntas, las 
mismas se tramitarán ante la misma sede, en expe- 
dientes separados. 


Artículo 14. (Domicilio procesal).- Todos los com- 
parecientes en el procedimiento concursal deberán 
constituir domicilio dentro del radio del Juzgado. De 
no hacerlo se lo tendrá por constituido en los estra- 
dos. 


SECCIÓN 2 
TRÁMITE POSTERIOR A LA SOLICITUD 


Artículo 15. (Concurso solicitado por el deudor).- 
Si el concurso es solicitado por el deudor, directa- 
mente o a través de sus representantes, el Juez se 
expedirá, sin más trámite, dentro de los dos días de 
presentada la solicitud. 


Artículo 16. (Concurso solicitado por otros legiti- 
mados).- Si el concurso es solicitado por cualquiera 
de los restantes legitimados, el Juez procederá de la 
siguiente forma: 


1) Dará traslado al deudor por el plazo que estime 
razonable, según la importancia y la compleji- 
dad del asunto, el cual no podrá exceder de 
diez días. 


2) Si el deudor se allanara a la solicitud o no se 
opusiera dentro del término legal, el Juez de- 
cretará el concurso sin más trámite, en el plazo 
de dos días. 


3) Si el deudor se opusiera a la solicitud, se sus- 
tanciará por el procedimiento de los incidentes. 


4) El deudor deberá presentar con la oposición 
todos los documentos y elementos que le per- 
mitan probar su derecho. 


5) En el caso de un deudor obligado a llevar li- 
bros, el mismo deberá presentar igualmente 
con la oposición sus libros y demás documen- 
tos contables. Si los elementos presentados 
por el deudor no fueran suficientes a juicio del 
Juez, éste podrá decretar una pericia contable, 
que deberá realizarse en un plazo máximo de 
diez días hábiles. El perito será designado por 
el Juez de la nómina de profesionales inscrip- 
tos en el Registro de Síndicos e Interventores 
Concursales. 
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6) Para el caso de hacerse lugar a la solicitud de 
concurso, los honorarios del perito serán un 
crédito de la masa. Para el caso de que no se 
haga lugar a la solicitud, los honorarios del pe- 
rito serán de cargo del solicitante. 


7) Presentada por el deudor la oposición o pre- 
sentado el informe del perito, en su caso, el 
Juez convocará audiencia en un plazo máximo 
de cinco días. 


8) Si el deudor no concurriera a la audiencia u 
obstaculizara en cualquier forma la indagatoria 
sobre la situación de insolvencia invocada, se 
declarará sin más trámite su concurso. 


9) Dentro del plazo de cinco días de realizada la 
audiencia, el Juez decidirá sobre la declaración 
judicial de concurso. 


Artículo 17. (Información relevante a juicio del 
Tribunal).- En todos los casos, en esta etapa del pro- 
ceso o en ulteriores instancias, los acreedores podrán 
presentar o el Juez podrá solicitar informes para la 
mejor instrucción del proceso a las asociaciones re- 
presentativas de acreedores. Dichos informes no ge- 
nerarán costos para la masa. 


Artículo 18. (Medidas cautelares anteriores a la 
declaración del concurso).- En cualquier estado de los 
procedimientos antes de la declaración judicial de 
concurso, a pedido y bajo la responsabilidad del soli- 
citante, el Juez podrá decretar medidas cautelares, 
tendientes a proteger la integridad del patrimonio del 
deudor. Estas medidas podrán consistir en el embar- 
go preventivo de los bienes y derechos del deudor, en 
la intervención de sus negocios o en alguna otra ade- 
cuada a los fines perseguidos. 


Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el concurso o desestimada la solicitud. 


SECCIÓN 3 
SENTENCIA DE DECLARACIÓN DE CONCURSO 


Artículo 19. (Contenido de la sentencia).- La 
sentencia judicial que declare el concurso del deudor 
deberá contener: 


1) Declaración de concurso del deudor. 


2) Suspensión o limitación de la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del 
concurso, según corresponda. 


3) Designación de síndico o interventor, según co- 
rresponda. 


4) Convocatoria de la Junta de Acreedores a ce- 
lebrarse dentro del plazo máximo de ciento 
ochenta días. 


5) Inscripción de la sentencia en el Registro Na- 
cional de Actos Personales, Sección Interdic- 
ciones, y publicación de un extracto de la mis- 
ma en el Diario Oficial. 


En caso de solicitudes conjuntas de concurso (ar- 
tículo 9%), el Juez designará en todos los procedi- 
mientos al mismo síndico o interventor. 


Artículo 20. (Inscripción de la sentencia).- El Juz- 
gado comunicará directamente al Registro la inscrip- 
ción de la sentencia, dentro de las veinticuatro horas 
de dictada. El Registro la inscribirá de inmediato y el 
importe de la tasa registral tendrá el carácter de cré- 
dito de la masa. 


No existiendo recursos suficientes disponibles pa- 
ra cubrir las tasas registrales para la presente inscrip- 
ción en el Registro, así como de toda otra inscripción 
registral o solicitud de información del mismo tipo que 
prevea la presente ley, el Tribunal las ordenará de 
oficio sin cargo. 


Artículo 21. (Publicación del extracto de la sen- 
tencia).- La publicación del extracto de la sentencia 
será ordenada y tramitada directamente por el Juzga- 
do, dentro de las veinticuatro horas de dictada la 
misma. La Dirección Nacional de Impresiones y Pu- 
blicaciones Oficiales lo publicará de inmediato y el 
costo de la publicación tendrá la calidad de crédito de 
la masa, las publicaciones del extracto de sentencia 
de que trata este artículo, así como toda otra publica- 
ción en el Diario Oficial de que trate la presente ley, 
deberá ser por el término de tres días. 


En caso de que no existan recursos suficientes pa- 
ra la realización de cualquiera de las publicaciones 
que se deban realizar durante el concurso, el Tribunal 
ordenará la publicación sin costo en el Diario Oficial 
por igual término que en el inciso anterior, oficiando a 
la Dirección Nacional de Impresiones y Publicaciones 
Oficiales. 


Artículo 22. (Recursos contra la sentencia).- La 
sentencia que declare el concurso será apelable por 
el deudor o por cualquiera que tenga un interés legí- 
timo, dentro del plazo de seis días de la última publi- 
cación. El recurso no tendrá efecto suspensivo. 
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CAPÍTULO I!l 


MEDIDAS CAUTELARES POSTERIORES A LA DE- 
CLARACIÓN DE CONCURSO 


Artículo 23. (Medidas sobre la persona del deu- 
dor).- Conjuntamente con la sentencia de concurso o 
en cualquier momento posterior de los procedimien- 
tos, el Juez, actuando de oficio o a instancia de parte, 
podrá disponer alguna de las siguientes medidas 
cautelares: 


1) Intervención de las comunicaciones del deudor 
relacionadas con la actividad profesional del gi- 
ro. Aquellas de carácter privado y personal se- 
rán entregadas al titular destinatario. 


2) Prohibición al deudor de cambiar de domicilio 
y/o de salir del país sin la previa autorización 
del Tribunal. En caso de personas jurídicas 
esta medida podrá ser dispuesta respecto de 
todos o de algunos de sus administradores o li- 
quidadores. 


Artículo 24. (Embargo preventivo de los bienes y 
derechos de administradores, liquidadores e inte- 
grantes del órgano de control interno).- En caso de 
concurso necesario de las personas jurídicas, siem- 
pre que de un examen preliminar del estado patrimo- 
nial del deudor resulte que su activo no es suficiente 
para satisfacer su pasivo, conjuntamente con la sen- 
tencia o en cualquier momento posterior, el Juez dis- 
pondrá el embargo preventivo de los bienes de sus 
administradores, liquidadores o integrantes del órga- 
no de control interno. 


Artículo 25. (Embargo de personas vinculadas 
anteriormente).- El Juez, de manera fundada, también 
podrá trabar embargo sobre los bienes de ex admi- 
nistradores, ex liquidadores o ex integrantes del órga- 
no de control interno, siempre que de un examen pre- 
liminar de los hechos surja que, durante el plazo de 
dos años anteriores a la declaración de concurso, co- 
nocieron el estado de insolvencia de la persona jurídi- 
ca deudora. 


Estos embargos se conservarán hasta la finaliza- 
ción de los procedimientos concursales, salvo que 
haya recaído una sentencia judicial sobre la respon- 
sabilidad de cualquiera de los sujetos mencionados 
en el inciso anterior. 


TÍTULO II 
SÍNDICO E INTERVENTOR 
CAPÍTULO | 
NOMBRAMIENTO 


Artículo 26. (Condiciones subjetivas).- El síndico 
o el interventor será designado por el Juez en la sen- 
tencia que declare el concurso, de entre aquellos 
profesionales universitarios o sociedades de profesio- 
nales o instituciones gremiales representativas con 
actuación en materia concursal con personería jurídi- 
ca inscriptos en el Registro de Síndicos e Intervento- 
res Concursales que llevará la Suprema Corte de 
Justicia. Las mismas personas elegibles como síndi- 
cos lo serán como interventores. 


En los concursos radicados en el interior del país y 
en los pequeños concursos (Título XI!), la designación 
podrá recaer en profesionales universitarios no ins- 
criptos en el Registro de Síndicos e Interventores 
Concursales, a condición de que sean abogados, 
contadores públicos o licenciados en administración 
de empresas con un mínimo de cinco años de ejerci- 
cio profesional o egresados de los cursos de especia- 
lización para síndicos e interventores concursales. 


Artículo 27. (Inscripción en el Registro de Síndi- 
cos e Interventores Concursales).- Cada cuatro años 
la Suprema Corte de Justicia llamará a interesados 
para integrar una lista con un mínimo de treinta titula- 
res y treinta suplentes preferenciales, elegibles como 
síndicos e interventores concursales. 


Para ser inscripto en el Registro de Síndicos e In- 
terventores Concursales se requerirá ser profesional 
universitario y tener un mínimo de cinco años de ejer- 
cicio profesional. La selección se realizará teniendo 
en cuenta los antecedentes y experiencia de los pos- 
tulantes, otorgando prioridad a los egresados de los 
cursos de especialización para síndicos e intervento- 
res concursales, dictados por entidades universitarias 
o instituciones gremiales de profesionales universita- 
rios. Hasta tanto no existan egresados de estos cur- 
sos en número suficiente, se dará prioridad a los abo- 
gados, contadores públicos o licenciados en adminis- 
tración de empresas. 


Podrán también inscribirse sociedades de profe- 
sionales, con o sin personería jurídica, a condición de 
que la mayoría de sus socios cumplan con los requi- 
sitos establecidos precedentemente, así como institu- 
ciones gremiales representantivas en materia concur- 
sal con personería jurídica. 
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Vencido el plazo de cuatro años los síndicos o in- 
terventores concursales anteriores podrán participar 
en la nueva elección. 


Las designaciones de síndicos o interventores se 
mantendrán aun cuando hubiera vencido el plazo de 
sus inscripciones. 


Artículo 28. (Incompatibilidad y prohibiciones).- 
No podrán ser nombrados síndicos o interventores: 


1) Quienes no puedan ser administradores de so- 
ciedades comerciales. 


2) Quienes hubieran prestado cualquier clase de 
servicios profesionales al deudor o a personas 
especialmente relacionadas con este en los úl- 
timos cinco años. 


3) Quienes, en el último año, hubieran sido nom- 
brados síndicos o interventores en dos concur- 
sos. A estos efectos, los nombramientos efec- 
tuados en sociedades pertenecientes al mismo 
grupo se computarán como uno solo. En el ca- 
so de sociedades de profesionales e institucio- 
nes gremiales de empresarios con personería 
jurídica, este número se elevará a diez. 


Artículo 29. (Aceptación).- El nombramiento de 
síndico o de interventor será comunicado al interesa- 
do por el medio más rápido. 


Dentro de los cinco días siguientes a la comunica- 
ción, el nombrado deberá comparecer ante el Juzga- 
do para aceptar el cargo. No podrá rehusar el cargo, 
salvo que medie causa grave, la cual será apreciada 
por el Juez con criterio estricto, o que renuncie ade- 
más a su inscripción en el Registro de Síndicos o In- 
terventores Concursales. 


En caso de falta de aceptación el Juez procederá 
de inmediato a un nuevo nombramiento. 


Aceptado el cargo el nombrado sólo podrá renun- 
ciar por causa grave. 


Artículo 30. (Auxiliares).- Cuando la complejidad 
del concurso así lo exija, el síndico o el interventor 
podrá solicitar del Juez autorización para nombrar au- 
xiliares. La resolución judicial que conceda la autori- 
zación especificará las funciones a desarrollar por di- 
chos auxiliares, así como la retribución que les co- 
rresponda, la cual será de cargo del síndico o del in- 
terventor, salvo casos de gran complejidad a juicio del 
Juez. 


El nombramiento y la aceptación de los auxiliares 
serán puestos en conocimiento del Juez del concurso. 
Hasta que esta comunicación tenga lugar, los auxilia- 


res no podrán comenzar el ejercicio de las funciones 
encomendadas. 


Artículo 31. (Recusación).- El síndico o el inter- 
ventor podrá ser recusado por cualquiera de las per- 
sonas legitimadas para solicitar la declaración del 
concurso. 


Son causas de recusación las circunstancias 
constitutivas de incompatibilidad o de prohibición, así 
como las establecidas por la ley procesal para la re- 
cusación de los peritos. 


El procedimiento de recusación será el establecido 
en la ley procesal para la recusación de peritos y no 
tendrá efecto suspensivo. 


CAPÍTULO Il 
ESTATUTO JURÍDICO 


Artículo 32. (Ejercicio del cargo).- El síndico o el 
interventor deberá desempeñar su cargo con la dili- 
gencia de un ordenado administrador y de un repre- 
sentante leal. 


Artículo 33. (Prohibición de adquirir bienes y de- 
rechos de la masa activa).- El síndico y el interventor 
no podrán adquirir por sí o por persona interpuesta 
bienes y derechos que integren la masa activa del 
concurso. 


Si lo hicieren, quedarán inhabilitados como síndi- 
cos e interventores y deberán reintegrar a la masa, 
sin contraprestación alguna, el bien o derecho que 
hubieran adquirido. 


Artículo 34. (Retribución).- Los síndicos e inter- 
ventores tendrán derecho a ser retribuidos con cargo 
a la masa. 


La reglamentación aprobará el arancel aplicable a 
la actividad de los síndicos e interventores atendiendo 
a la cuantía del activo, a la complejidad del concurso, 
a la duración de sus funciones y al resultado de su 
gestión. 


El Juez, previo informe del síndico o del interven- 
tor, fijará la cuantía de la retribución y la forma en que 
deba ser pagada. 


La decisión judicial que fija la retribución del síndi- 
co o del interventor podrá ser recurrida por los mis- 
mos, así como por las personas legitimadas para soli- 
citar la declaración judicial de concurso, quienes de- 
berán expresar la suma que consideran que corres- 
ponde pagar. El recurso tendrá efecto suspensivo 
respecto del importe por el que exista controversia. 
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Artículo 35. (Responsabilidad). El síndico, el in- 
terventor y los auxiliares cuyo nombramiento hubiera 
autorizado el Juez del concurso responderán frente al 
deudor y frente a los acreedores de los daños y per- 
juicios causados a la masa del concurso por los actos 
y omisiones contrarios a la ley o por los realizados sin 
la debida diligencia. 


La acción se promoverá, en vía ordinaria, ante el 
Juez del concurso y prescribirá a los dos años a partir 
del momento en que, por cualquier causa, el síndico o 
el interventor hubiera cesado en su cargo. 


Si la sentencia contuviera condena a indemnizar 
daños y perjuicios, el acreedor que hubiera ejercitado 
la acción en interés de la masa, tendrá derecho a 
que, con cargo a esa indemnización, se le reembol- 
sen los gastos del proceso y se le satisfaga hasta el 
50% (cincuenta por ciento) del crédito que no hubiera 
percibido en el concurso. 


Artículo 36. (Separación).- Cuando concurra justa 
causa, el Juez, de oficio o a petición de cualquiera de 
las personas legitimadas para solicitar la declaración 
de concurso, podrá disponer el cese del síndico o del 
interventor. 


Artículo 37. (Nuevo nombramiento).- En los casos 
de cese del síndico o del interventor el Juez del con- 
curso procederá de inmediato a un nuevo nombra- 
miento. 


CAPÍTULO I!l 
RENDICIÓN DE CUENTAS 


Artículo 38. (Rendición de cuentas del síndico).- 
El síndico rendirá cuentas de su gestión: 


1) Cuando lo solicite la Comisión de Acreedores. 


2) Al solicitar la suspensión o conclusión del con- 
curso. 


3) En caso de cese antes de la conclusión del 
concurso y si lo solicitara el nuevo síndico o la 
Comisión de Acreedores. El plazo para la pre- 
sentación de esta solicitud será de un mes a 
contar desde la fecha en que el cese se hu- 
biera producido. 


Artículo 39. (Rendición de cuentas del interven- 
tor).- El interventor deberá rendir cuentas de su ges- 
tión cuando lo acuerde el Juez del concurso a solici- 
tud de la Comisión de Acreedores. 


Artículo 40. (Aprobación de las cuentas).- Las 
cuentas presentadas por el síndico o el interventor y 
la documentación respaldante quedarán de manifiesto 
en el Juzgado por el plazo de quince días. Durante 


este plazo el deudor, la Comisión de Acreedores y los 
demás interesados que hubieran comparecido en el 
procedimiento podrán formular observaciones. 


En caso de que no se formularan observaciones el 
Juez aprobará las cuentas presentadas, no admitién- 
dose contra el auto de aprobación recurso alguno. 


En caso de que se formularan observaciones la 
sentencia que recaiga en este procedimiento podrá 
ser recurrida con efecto suspensivo. 


Artículo 41. (Sanción por rechazo de las cuen- 
tas).- Si las cuentas no fueran aprobadas, el síndico o 
el interventor quedará inhabilitado para intervenir co- 
mo síndico o como interventor en cualquier otro con- 
curso de acreedores durante el período que fije el 
Juez del concurso, que no podrá ser inferior a cinco ni 
superior a veinte años. 


Esta sanción será aplicada, sin perjuicio de las ac- 
ciones de responsabilidad patrimonial y criminal que 
su actuación pueda haber generado. 


CAPÍTULO IV 


REGISTRO DE SÍNDICOS E INTERVENTORES 
CONCURSALES 


Artículo 42. (Actos y hechos inscribibles en el Re- 
gistro).- La Suprema Corte de Justicia llevará un Re- 
gistro de Síndicos e Interventores Concursales en el 
cual se inscribirá la siguiente información: 


1) El nombre y antecedentes personales y profe- 
sionales de todos aquellos profesionales uni- 
versitarios que hubieran sido inscriptos, como 
titulares o como suplentes, en el Registro. 


2) Las designaciones y ceses de síndicos e inter- 
ventores, indicando la causa de los ceses pro- 
ducidos. 


3) Las negativas de aceptación de las designacio- 
nes de síndico e interventor, indicando las cau- 
sas invocadas en la negativa. 


4) Las recusaciones promovidas contra síndicos e 
interventores, indicando los fundamentos y el 
resultado de las mismas. 


5) Las acciones de responsabilidad promovidas 
contra síndicos e interventores, indicando el 
fundamento y el resultado de las mismas. 


6) El rechazo de las cuentas rendidas por el síndi- 
co o el interventor y la sanción impuesta al 
mismo. 


7) Cualquier otro hecho o circunstancia que, a jui- 
cio del Juez del concurso pueda incidir en una 
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futura decisión de designación del síndico o del 
interventor. 


Artículo 43. (Comunicación de los datos al Regis- 
tro).- El Juez del concurso deberá comunicar al Re- 
gistro, dentro de los tres días siguientes de ocurrido, 
todo hecho o acto registrable del cual haya tenido co- 
nocimiento. 


TÍTULO II 
EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO 
CAPÍTULO | 
EFECTOS SOBRE EL DEUDOR 


Artículo 44. (Continuación de la actividad del 
deudor).- La declaración judicial de concurso no im- 
plica el cese o clausura de la actividad del deudor, 
salvo que el Juez disponga lo contrario, lo que podrá 
hacer en cualquier momento durante el concurso, a 
solicitud del deudor, de los acreedores, del síndico o 
interventor, o de oficio. 


Artículo 45. (Suspensión o limitación de la legiti- 
mación del deudor para disponer y obligar a la masa 
del concurso).- La declaración judicial de concurso 
producirá los siguientes efectos en la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa del concur- 
so: 


1) Si el concurso fuera necesario, se suspenderá 
la legitimación del deudor para disponer y obli- 
gar a la masa del concurso, sustituyéndolo en 
la administración y disposición de sus bienes 
por un síndico. 


2) Si el concurso fuera voluntario, se suspenderá 
la legitimación del deudor para disponer y obli- 
gar a la masa del concurso, con el alcance dis- 
puesto en el numeral 1), solamente cuando el 
activo no sea suficiente para satisfacer el pasi- 
vo. En los demás casos, se limitará la legitima- 
ción del deudor para disponer y obligar a la 
masa y se designará un interventor que coad- 
ministrará los bienes conjuntamente con el 
mismo. 


3) En el caso de concurso voluntario, si durante el 
desarrollo de los procedimientos se pusiera de 
manifiesto que, en el momento de la declara- 
ción judicial, la relación entre activo y pasivo 
era distinta a la tenida en cuenta para suspen- 
der o limitar la legitimación del deudor, el Juez 
modificará de oficio la medida adoptada, 
transformando la suspensión en limitación o la 
limitación en suspensión, según corresponda. 


4) En caso de haberse dispuesto la limitación de 
la legitimación del deudor, en cualquier mo- 
mento el Juez, previa solicitud fundada de los 
interventores y vista al deudor, podrá disponer 
la suspensión de la legitimación del deudor, 
cualquiera sea la situación patrimonial de éste. 


5) En todos los casos de conversión de la limita- 
ción de la legitimación para disponer y obligar 
la masa en suspensión o viceversa, el Juez 
dispondrá las mismas medidas de publicidad 
acordadas para la sentencia de declaración ju- 
dicial de concurso. 


6) Se exceptúan de la suspensión o limitación de 
la legitimación del deudor los actos personalí- 
simos o referidos a bienes inembargables, la 
presentación de propuestas de convenio y la 
impugnación o interposición de recursos contra 
la actuación del síndico o del interventor y con- 
tra las resoluciones judiciales. 


Artículo 46. (Efectos generales de la suspensión 
de la legitimación del deudor para disponer y obligar a 
la masa del concurso).- La suspensión de la legitima- 
ción del deudor para disponer y obligar la masa del 
concurso, dispuesta en la sentencia de declaración 
judicial de concurso o en cualquier resolución judicial 
posterior, producirá los siguientes efectos: 


1) Serán ineficaces frente a la masa los actos de 
administración y disposición que realice el deu- 
dor respecto de los bienes o derechos que in- 
tegren la masa activa del concurso, incluida la 
aceptación o repudiación de herencias, legados 
y donaciones. 


2) Solamente el síndico estará legitimado para 
realizar actos de administración y disposición 
sobre los bienes y derechos que forman la ma- 
sa activa del concurso, en los términos de la 
presente ley. 


3) El síndico sustituirá al deudor en todos los pro- 
cedimientos jurisdiccionales o administrativos 
en curso en que éste sea parte, con excepción 
de aquellos fundados en relaciones de familia 
que no tengan contenido patrimonial. 


4) En los casos de suspensión de la legitimación 
del deudor para disponer y obligar la masa del 
concurso, los pagos realizados al deudor no 
tendrán efecto liberatorio para los acreedores, 
salvo los realizados de buena fe en el período 
que medie entre la sentencia declaratoria del 
concurso y la registración y publicación de la 
misma. 
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Artículo 47. (Efectos generales de la limitación de 
la legitimación del deudor para disponer y obligar la 
masa del concurso).- La limitación de la legitimación 
del deudor para disponer y obligar la masa del con- 
curso, dispuesta en la sentencia de declaración judi- 
cial de concurso o en cualquier resolución judicial 
posterior, producirá los siguientes efectos: 


1) El deudor requerirá de la autorización del inter- 
ventor para contraer, modificar o extinguir obli- 
gaciones; conferir, modificar o revocar poderes; 
O para realizar cualquier acto jurídico relativo a 
bienes de la masa activa. 


2) Se exceptúan del régimen establecido en el 
numeral 1) las operaciones ordinarias del giro 
del deudor, las cuales serán realizadas por éste 
bajo el control del interventor. No se considera- 
rán operaciones ordinarias del giro los actos 
relativos a bienes de uso registrables, la venta 
o arrendamiento del establecimiento comercial 
y la emisión de obligaciones negociables. 


3) Serán ineficaces frente a la masa los actos de 
administración y disposición detallados en el 
numeral 1), que realice el deudor respecto de 
los bienes o derechos que integren la masa ac- 
tiva del concurso, sin autorización del inter- 
ventor. 


Artículo 48. (Régimen de los órganos de la per- 
sona jurídica deudora en caso de suspensión de la 
legitimación para disponer y obligar la masa del con- 
curso).- La suspensión de la legitimación de las per- 
sonas jurídicas para disponer y obligar la masa del 
concurso producirá además los siguientes efectos 
respecto al funcionamiento de sus órganos sociales: 


1) El síndico ejercitará las facultades conferidas 
por la ley y los estatutos a los administradores 
o liquidadores, que perderán el derecho a per- 
cibir cualquier tipo de remuneración. 


2) Se suspende la obligación legal o estatutaria de 
convocar reuniones o asambleas de socios o 
accionistas. Si las mismas fueran convocadas, 
cualquier resolución que éstas adopten requeri- 
rá, para su validez, que sea ratificada por el 
síndico. 


3) El órgano de control interno quedará suspendi- 
do en sus funciones. 


Artículo 49. (Régimen de los órganos de la per- 
sona jurídica deudora en caso de limitación de la legi- 
timación para disponer y obligar la masa del concur- 
so).- La limitación de la legitimación de las personas 
jurídicas para disponer y obligar la masa del concurso 


producirá además los siguientes efectos respecto al 
funcionamiento de sus órganos sociales: 


1) Los órganos de la persona jurídica se manten- 
drán en funcionamiento, con las limitaciones 
establecidas en este artículo. 


2) La convocatoria de cualquier reunión o asam- 
blea de socios o accionistas, por parte de ad- 
ministradores o liquidadores, requerirá la auto- 
rización del interventor. 


3) El interventor podrá solicitar al Juez, en forma 
fundada, la suspensión del órgano de control 
interno, asumiendo sus funciones. 


Artículo 50. (Designación de un administrador o 
una Comisión de Acreedores por los acreedores).- 
Sin perjuicio del régimen de suspensión o limitación 
de la legitimación del deudor para disponer y obligar 
la masa del concurso, en cualquier estado de los pro- 
cedimientos, en audiencia o mediante acta notarial, 
acreedores quirografarios con derecho de voto, que 
representen por lo menos la mayoría del pasivo qui- 
rografario con derecho de voto, podrán nominar un 
administrador del patrimonio y del giro del deudor du- 
rante el concurso. 


En este caso, el administrador designado por los 
acreedores sustituirá al síndico o al deudor, según los 
casos, en la función de conservación o administración 
del patrimonio y del giro del deudor. 


Igual mayoría de acreedores tendrá la facultad de 
designar una Comisión de Acreedores que controle el 
desarrollo de los procedimientos y colabore en la 
búsqueda de soluciones a la situación de insolvencia 
del deudor. 


Artículo 51. (Acciones contra los socios).- La de- 
claración judicial de concurso tendrá los siguientes 
efectos respecto de las acciones contra los socios de 
la sociedad deudora: 


1) Corresponderá exclusivamente al síndico o al 
interventor, según el caso, la promoción de la 
acción contra los socios personalmente res- 
ponsables por las obligaciones sociales anterio- 
res a la declaración de concurso, con excep- 
ción de aquellas acciones correspondientes a 
obligaciones laborales y tributarias. 


2) Corresponderá exclusivamente al síndico o al 
interventor, según el caso, la acción para obte- 
ner el pago íntegro de las aportaciones com- 
prometidas por los socios o accionistas, así 
como el cumplimiento de las prestaciones ac- 
cesorias. En caso de insuficiencia de bienes 
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propios de la sociedad deudora, el síndico po- 
drá reclamar a los socios o accionistas el pago 
íntegro de los aportes comprometidos y no rea- 
lizados, aun cuando no estuviera vencido el 
plazo establecido para el cumplimiento de di- 
cha obligación. 


Artículo 52. (Acción social de responsabilidad 
contra los administradores, integrantes del órgano de 
control interno y liquidadores).- Corresponderá al sín- 
dico o al interventor, según el caso, la representación 
de la sociedad para la promoción de la acción social 
de responsabilidad contra los administradores, los 
integrantes del órgano de control interno y los liquida- 
dores, sin requerir para esto la previa conformidad de 
la reunión o asamblea de socios o accionistas. 


Si el síndico o el interventor fueran omisos, dicha 
acción podrá ser promovida por los acreedores. Si la 
sentencia contuviera condena a indemnizar a la so- 
ciedad daños y perjuicios, el acreedor que hubiera 
ejercitado la acción en interés de la masa activa, ten- 
drá derecho a que, con cargo a esa indemnización, se 
le reembolsen los gastos y se le satisfaga el 50% 
(cincuenta por ciento) del crédito que no hubiera per- 
cibido en el concurso. 


Artículo 53. (Deber de cooperación y de informa- 
ción del deudor).-Están alcanzados por el deber de 
cooperación e información el deudor y los administra- 
dores y liquidadores de la persona jurídica, así como 
los que hubieran revestido esta calidad en los dos 
años anteriores a la declaración judicial de concurso. 
De acuerdo con el mismo, deberán comparecer per- 
sonalmente ante el Juez del concurso y ante el síndi- 
co o el interventor cuantas veces sean requeridos y 
facilitar toda la cooperación e información necesaria o 
conveniente para el interés del concurso. 


Artículo 54. (Derecho a alimentos).- En caso de 
limitación de la legitimación para disponer y obligar a 
la masa del concurso, el deudor persona física tendrá 
derecho a percibir alimentos con cargo a la masa. 


En caso de suspensión de dicha legitimación, so- 
lamente tendrá derecho de alimentos cuando la masa 
activa fuera superior a la masa pasiva. 


Las personas respecto de las cuales el deudor tu- 
viera obligación de alimentos, sólo tendrán derecho a 
los mismos cuando no pudieran percibirlos en monto 
suficiente de otra persona obligada a prestarlos. 


CAPÍTULO Il 
EFECTOS SOBRE LOS ACREEDORES 
SECCIÓN 1 
ACREEDORES COMPRENDIDOS 


Artículo 55. (Composición de la masa pasiva).- 
Todos los acreedores del deudor, cualquiera sea su 
naturaleza, nacionalidad o domicilio, quedarán com- 
prendidos en la masa pasiva del concurso, siendo re- 
presentados por el síndico o el interventor y alcanza- 
dos por los efectos del concurso, sin más excepcio- 
nes que las establecidas en la presente ley. 


Se otorgará un tratamiento igualitario a todos los 
acreedores pertenecientes a una misma clase, sin 
perjuicio de las excepciones expresamente previstas 
en la ley. 


SECCIÓN 2 
MORATORIA PROVISIONAL 


Artículo 56. (Prohibición de promover nuevos jui- 
cios).- Declarado judicialmente el concurso, los 
acreedores del deudor por créditos anteriores a la fe- 
cha de la declaración no podrán promover contra el 
deudor procedimientos judiciales o arbitrales de nin- 
gún tipo. Las actuaciones judiciales o arbitrales que 
se realicen serán nulas. 


Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior, 
los procedimientos que se funden en relaciones de 
familia siempre que no tengan contenido patrimonial y 
los procesos de conocimiento referidos en el segundo 
inciso del artículo 59. 


Artículo 57. (Procesos en trámite).- Los procesos 
judiciales de conocimiento o los procesos arbitrales 
contra el deudor, que se encuentren en trámite a la 
fecha de declaración del concurso, continuarán ante 
la sede que esté conociendo en los mismos, hasta 
que recaiga sentencia o laudo firme. 


Los síndicos o los interventores, en este último ca- 
so con autorización del Juez del concurso, podrán 
allanarse total o parcialmente a la demanda, desistir 
de los recursos interpuestos o transar el juicio. 


En todos los casos, las costas y costos impuestos 
al deudor tendrán la calidad de créditos concursales, 
cualquiera sea la fecha de la sentencia que condene 
al pago de los mismos. 


Artículo 58. (Sentencias y laudos firmes).- Las 
sentencias o laudos firmes, sean éstos anteriores o 
posteriores a la declaración del concurso, que reco- 
nozcan al demandante un crédito contra el deudor, 
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anterior éste a la declaración del concurso, quedarán 
firmes y el Juez del concurso reconocerá al crédito el 
tratamiento concursal que corresponda, cualquiera 
sea la fecha de la resolución. 


La misma solución se aplicará a las sentencias 
extranjeras o laudos arbitrales contra el deudor, pro- 
nunciados en el exterior, una vez que las mismas se- 
an reconocidas en el país, de conformidad con lo dis- 
puesto por la ley procesal. 


Artículo 59. (Competencia exclusiva del Juez del 
concurso en materia de ejecuciones).- El Juez del 
concurso será el único competente para conocer en 
los procedimientos de ejecución y para disponer la 
adopción o el levantamiento de medidas cautelares 
sobre los bienes y derechos que integran la masa ac- 
tiva. 


Los acreedores laborales tendrán la opción de ve- 
rificar sus créditos dentro del procedimiento concur- 
sal, promover un proceso de conocimiento ante la ju- 
dicatura competente en materia laboral o verificar 
parte de sus créditos en el proceso concursal y los 
restantes en sede laboral, sin perjuicio de las accio- 
nes de ejecución y las medidas cautelares, que serán 
en todos los casos competencia del Juez del concur- 
so. 


Artículo 60. (Prohibición de nuevas ejecuciones y 
suspensión de las ejecuciones en curso).- Declarado 
el concurso, ningún acreedor podrá promover ejecu- 
ción contra el deudor por créditos anteriores a la de- 
claración. 


Las ejecuciones que se encuentren en trámite, así 
como los embargos que se hubieran trabado, queda- 
rán en suspenso desde el momento de la declaración, 
procediendo su acumulación al concurso. 


Artículo 61. (Situación de los créditos prendarios 
e hipotecarios).- En el caso de los créditos prendarios 
e hipotecarios, la prohibición de promover ejecucio- 
nes y la suspensión de las ejecuciones en curso ca- 
ducarán transcurridos ciento veinte días de la senten- 
cia declaratoria del concurso. 


En estos casos la ejecución deberá promoverse o 
continuará, según los casos, ante el Juez del concur- 
so. 


Artículo 62. (Situación de los créditos laborales).- 
Existiendo recursos líquidos suficientes o bienes fá- 
cilmente realizables en la masa activa y siempre que 
la disposición de los mismos no afecte la viabilidad de 
la continuación del giro del deudor, el síndico o el in- 
terventor previa autorización judicial dispondrá el pa- 
go anticipado de los créditos laborales de cualquier 


naturaleza que se hubieran devengado y no estuvie- 
ran prescriptos. 


En este caso, no será necesaria la verificación del 
crédito en el concurso ni sentencia laboral previa que 
lo reconozca. 


La solicitud de pago anticipado podrá ser denega- 
da, total o parcialmente, solamente en los casos en 
que los créditos laborales no surjan de la documenta- 
ción del empleador o cuando existan dudas razona- 
bles sobre el origen o legitimidad de los mismos. 


Cuando el crédito laboral hubiera sido verificado 
en el concurso o hubiera recaído sentencia firme de la 
judicatura competente reconociendo su existencia, el 
síndico o el interventor procurarán la obtención de los 
recursos necesarios para la cancelación de los mis- 
mos, pudiendo solicitar autorización al Juez para la 
venta anticipada de activos del concurso, si fuera ne- 
cesario, siempre que la disposición de dichos recur- 
sos no afecte la viabilidad de la continuación del giro 
del deudor. 


En caso de que los bienes de la masa activa fue- 
sen insuficientes para la cancelación de los créditos 
laborales, se aplicará lo dispuesto en el artículo 183. 


SECCIÓN 3 
EFECTOS SOBRE LOS CRÉDITOS 


Artículo 63. (Conversión a moneda nacional y 
reajuste de las obligaciones).- Los créditos expresa- 
dos en moneda extranjera se convertirán a moneda 
nacional al tipo de cambio comprador interbancario de 
la fecha de declaración del concurso, salvo los crédi- 
tos prendarios e hipotecarios expresados en moneda 
extranjera, hasta el límite de su respectiva garantía. 


A partir de la fecha de declaración de concurso y 
hasta la fecha de pago, todos los créditos serán 
ajustados de acuerdo con los criterios establecidos 
por el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976. 


Artículo 64. (Suspensión del devengamiento de 
los intereses).-Desde la declaración de concurso, se 
suspenderán el devengamiento de los intereses salvo 
los créditos prendarios e hipotecarios hasta el límite 
de su respectiva garantía, y los créditos laborales. 


La suspensión del devengamiento de intereses se 
establece sin perjuicio de lo que resulte pactado en el 
convenio o acuerdo privado de reorganización entre 
el deudor y sus acreedores y de la compensación 
establecida por el artículo 188 en caso de resultar un 
remanente luego de la liquidación del patrimonio del 
deudor. 
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Artículo 65. (Prohibición de  compensación).- 
Declarado el concurso no procederá la compensa- 
ción legal de los créditos con las deudas del deudor, 
salvo que estuvieran en situación de ser compensa- 
dos antes de la declaración del concurso. 


Artículo 66. (Suspensión del derecho de reten- 
ción).- Declarado el concurso no podrá ser invocado 
el derecho de retención sobre bienes y derechos inte- 
grantes de la masa activa. 


Artículo 67. (Suspensión de la prescripción y ca- 
ducidad).- Desde la declaración del concurso queda- 
rán suspendidos los plazos de prescripción y caduci- 
dad de las acciones contra el deudor por créditos an- 
teriores a la declaración. También quedarán suspen- 
didos los plazos de prescripción y caducidad de las 
acciones sociales de responsabilidad contra los ad- 
ministradores, liquidadores e integrantes del órgano 
de control interno. 


CAPÍTULO I!l 
EFECTOS SOBRE LOS CONTRATOS 


Artículo 68. (Contratos pendientes de ejecución).- 
En caso de existir a la fecha de declaración del con- 
curso, contratos de los cuales deriven obligaciones 
del deudor pendientes de ejecución, se procederá de 
la forma siguiente: 


1) El síndico o el deudor con la autorización del 
interventor, tendrá la facultad de rescindir uni- 
lateralmente el contrato, notificando este hecho 
a la contraparte, dentro del plazo establecido 
para que los acreedores presenten la solicitud 
de reconocimiento de sus créditos. 


2) En cualquier momento, dentro de dicho plazo, 
la contraparte del deudor podrá exigir, según 
los casos, al síndico o al deudor y al interven- 
tor, que manifiesten si resolverán o no el con- 
trato. En este caso, si no ejercieran la facultad 
de resolución dentro de los cinco días siguien- 
tes a la recepción del requerimiento, ya no po- 
drán ejercitarla con posterioridad, salvo que el 
Juez apruebe un convenio que no implique la 
continuación de la actividad profesional o em- 
presarial del deudor o disponga la liquidación 
de la masa activa. 


3) El Juez fijará la indemnización de daños y per- 
juicios que cause la resolución, crédito que 
tendrá la consideración de concursal. 


4) En caso de no optarse por la resolución del 
contrato cuando el cumplimiento del contrato 
por parte del deudor implique riesgo manifiesto 


y grave para la otra parte, ésta podrá solicitar al 
Juez que rescinda el contrato o que se garanti- 
ce suficientemente el cumplimiento del mismo. 


5) Serán nulas las estipulaciones contractuales 
que declaren resuelto el contrato o atribuyan la 
facultad de resolución a cualquiera de las par- 
tes, en caso de insolvencia o de declaración de 
concurso del deudor. 


Artículo 69. (Contratos de trabajo).- Los contratos 
de trabajo celebrados por el deudor no resultarán res- 
cindidos por efecto de la declaración de concurso. 


Artículo 70. (Contratos del personal de alta direc- 
ción).- En el caso del personal de alta dirección, el 
síndico o el interventor, por razones fundadas, podrá 
solicitar al Juez el aplazamiento del pago de este cré- 
dito concursal. 


Se considera personal de alta dirección a los di- 
rectores, gerentes generales y todo aquél que tuviera 
facultades de decisión sobre cuestiones sustanciales 
de la actividad del deudor. 


El síndico podrá solicitar al Juez el aplazamiento 
del pago de este crédito concursal hasta que quede 
firme la sentencia de calificación. 


TÍTULO IV 
FORMACIÓN DE LA MASA ACTIVA 
CAPÍTULO | 
COMPOSICIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 71. (Principio de universalidad).- La masa 
activa del concurso estará integrada por la totalidad 
del patrimonio del deudor a la fecha de la declaración 
y por los bienes y derechos que adquiera hasta la 
conclusión del procedimiento. 


Componen el patrimonio del deudor los bienes y 
derechos propios y los gananciales cuya administra- 
ción le corresponda por ley o por capitulación matri- 
monial, con excepción de aquellos bienes y derechos 
que tengan el carácter de inembargables. 


Artículo 72. (Bienes adquiridos por el cónyuge del 
deudor).- Se presumirá en beneficio de la masa, salvo 
prueba en contrario, que los bienes y derechos adqui- 
ridos por el cónyuge del deudor, dentro del año ante- 
rior a la declaración de concurso, respecto de los 
cuales no pueda justificar la procedencia del precio, 
constituyen donación del deudor. 


Se tendrá por justificada la procedencia del precio 
cuando, en el momento de la adquisición, el cónyuge 
titular de los bienes o derechos recibiera sueldo, ejer- 
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ciera profesión o tuviera a su disposición dinero, en 
todos los casos, por importe suficiente. 


La presunción no regirá cuando los cónyuges es- 
tuvieran separados judicialmente. 


Artículo 73. (Cuentas indistintas).- En caso de de- 
claración de concurso del titular de una cuenta indis- 
tinta, abierta con un año o menos de antelación a la 
fecha de dicha declaración, se presume que la totali- 
dad del saldo acreedor de dicha cuenta es propiedad 
del deudor, salvo prueba en contrario. 


CAPÍTULO Il 


CONSERVACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA MA- 
SA ACTIVA 


Artículo 74. (Conservación de la masa activa).- 
En caso de suspensión de la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso, el 
síndico deberá conservar los bienes y derechos que 
integren la masa activa del concurso. 


Los bienes de fácil deterioro o de difícil o costosa 
conservación podrán ser enajenados de inmediato 
mediante la modalidad que disponga el Tribunal a 
propuesta del síndico. 


Deberá realizar además todos los actos necesa- 
rios para entrar en posesión de los libros legales y de 
los documentos relativos a la masa activa y a la acti- 
vidad profesional o empresarial del deudor. 


Artículo 75. (Administración de la masa activa).- 
El síndico o el deudor, con la autorización y control 
del interventor, deberán administrar la masa activa del 
modo más conveniente para la satisfacción de los 
acreedores. 


Hasta la resolución judicial que apruebe el conve- 
nio o disponga la apertura de la liquidación, la enaje- 
nación o el gravamen de bienes de uso o de derechos 
de cualquier clase, cuyo valor sea superior al 5% 
(cinco por ciento) del valor total de la masa activa, re- 
querirá la autorización del Juez del concurso. 


Artículo 76. (Administración de las cuentas ban- 
carias del deudor).- El síndico y el interventor, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, tendrán la 
facultad de administrar y obtener información sobre 
las cuentas bancarias del deudor, sin que les sea 
oponible el secreto profesional de las entidades de 
intermediación financiera. 


Artículo 77. (Inventario de la masa activa).- El 
síndico o el interventor deberá elaborar el inventario 
de la masa activa, con valoración de los bienes y de- 
rechos de que se compone a la fecha de la declara- 


ción del concurso y de presentación del inventario, in- 
dicando las variaciones que hubiera experimentado 
entre ambos momentos. 


Deberán recurrir al asesoramiento de expertos in- 
dependientes para la valoración de los elementos de 
la masa activa, solicitando previamente la autoriza- 
ción del Juez del concurso. 


El inventario será presentado al Juez del concur- 
so, conjuntamente con la nómina de acreedores, y 
quedará de manifiesto en el Juzgado a disposición de 
los acreedores. 


Artículo 78. (Impugnación del inventario).- Dentro 
del plazo establecido para la impugnación de la lista 
de acreedores, cualquier interesado podrá impugnar 
el inventario, solicitando la inclusión o la exclusión de 
bienes y derechos, así como la modificación de la 
valoración de los elementos de la masa activa. 


Artículo 79. (Rehabilitación de contratos que hu- 
bieran caducado o hubieran sido resueltos).- El síndi- 
co o el interventor tendrá la facultad de rehabilitar los 
contratos de mutuo pagaderos en cuotas de capital o 
de intereses, las compraventas a crédito de bienes 
muebles o inmuebles, las promesas de enajenación 
de inmuebles a plazos, los arrendamientos y los cré- 
ditos de uso que hubieran caducado por incumpli- 
miento del deudor de la obligación de pagar el precio 
y/o de realizar los pagos periódicos comprometidos, 
en los siguientes términos y condiciones: 


1) La rehabilitación deberá ser notificada al titular 
del crédito antes de que finalice el plazo para 
presentar la solicitud de reconocimiento de cré- 
ditos, previa consignación de los importes pen- 
dientes de pago y de los intereses moratorios. 


2) No debe de haber recaído sentencia judicial 
pasada en autoridad de cosa juzgada dispo- 
niendo la resolución del contrato por incumpli- 
miento. 


3) El síndico o el interventor asumirá, por el deu- 
dor, la obligación de continuar realizando los 
pagos periódicos en los plazos de sus sucesi- 
vos vencimientos, los que serán créditos contra 
la masa. 


CAPÍTULO II! 
REINTEGRACIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 80. (Objeto de la reintegración).- En el 
caso de que, a la fecha de declaración del concurso, 
el pasivo fuera superior al activo susceptible de eje- 
cución forzada, el síndico ejercitará las acciones re- 
vocatorias que correspondan para reintegrar a la ma- 
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sa activa los bienes y derechos que hubieran salido 
del patrimonio del deudor en las situaciones previstas 
en los artículos siguientes. 


Artículo 81. (Actos revocables de pleno derecho).- 
Son revocables de pleno derecho los siguientes ac- 
tos realizados por el deudor: 


1) Actos a título gratuito realizados dentro de los 
dos años anteriores a la declaración de concur- 
so, salvo los regalos y liberalidades de costum- 
bre y las donaciones a favor del personal que 
tengan manifiesto carácter remuneratorio. Se 
considerarán incluidos los actos en que la con- 
traprestación recibida por el deudor hubiera si- 
do notoriamente inferior al valor del bien trans- 
ferido. 


2) Actos de constitución o de ampliación de dere- 
chos reales de garantía sobre bienes o dere- 
chos del deudor, otorgados en los seis meses 
anteriores a la declaración de concurso, en ga- 
rantía de obligaciones preexistentes no venci- 
das o que se hubieran contraído con el mismo 
acreedor concomitantemente con la extinción 
de las anteriores. 


3) Pagos realizados por el deudor dentro de los 
seis meses anteriores a la declaración de con- 
curso, por créditos que aún no se hallaran ven- 
cidos. 


4) Actos de aceptación por el deudor de cualquier 
clase de requerimiento resolutorio de contratos, 
dentro de los seis meses anteriores a la decla- 
ración de concurso. 


Artículo 82. (Actos revocables en fraude de los 
acreedores o con conocimiento de la insolvencia).- 
Son revocables los actos y omisiones del deudor en 
perjuicio de los acreedores, realizados en los dos 
años anteriores a la declaración de concurso, cuando 
el deudor hubiera actuado en fraude y perjuicio de los 
acreedores y la contraparte hubiera conocido o debi- 
do conocer que el deudor se hallaba en estado de in- 
solvencia. 


Se presume el conocimiento del estado de insol- 
vencia en el caso de personas especialmente relacio- 
nadas con el deudor. 


En ningún caso la revocación afectará los dere- 
chos adquiridos por terceros de buena fe. Correspon- 
derá a la contraparte indemnizar a la masa por el va- 
lor de los bienes o derechos objeto de la acción revo- 
catoria, que ya no se encuentren en su patrimonio. 


Artículo 83. (Irrevocabilidad de las operaciones 
ordinarias).- En ningún caso serán objeto de revoca- 
ción las operaciones ordinarias del giro a que se de- 
dica el deudor. 


Artículo 84. (Prescripción).- Las acciones revo- 
catorias a que se refieren los artículos anteriores 
prescribirán a los dos años de la declaración del con- 
curso. 


Artículo 85. (Legitimación activa de los acreedo- 
res).- Si el síndico no promoviera la acción revocato- 
ria antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedo- 
res, el acreedor o los acreedores cuyos créditos re- 
presenten por lo menos el 5% (cinco por ciento) del 
pasivo total del deudor podrán promover la acción por 
cuenta de la masa. 


Si la sentencia acogiera la acción promovida, el 
acreedor que hubiera ejercitado la acción en interés 
de la masa activa tendrá derecho a que, con cargo a 
esa indemnización, se le reembolsen los gastos del 
proceso y se le satisfaga hasta el 50% (cincuenta por 
ciento) del crédito que no hubiera percibido en el con- 
curso. 


Artículo 86. (Legitimación pasiva).- La demanda 
de revocación deberá dirigirse contra las siguientes 
personas, según corresponda: 


1) El deudor. 


2) La contraparte en el acto objeto de revocación 
o quien se haya beneficiado con dicho acto u 
omisión, aunque el bien o el derecho no estu- 
viese ya en su patrimonio. 


3) La persona que haya adquirido a título gratuito 
o a título universal el bien o el derecho de quien 
hubiera sido parte en el acto objeto de revoca- 
ción o se hubiera beneficiado del mismo. 


4) Las demás personas que, actuando de mala fe, 
hubieran adquirido a cualquier título el bien o el 
derecho de quien hubiera sido parte en el acto 
objeto de revocación o se hubiera beneficiado 
del mismo. 


Artículo 87. (Efectos de la sentencia de revoca- 
ción).- La sentencia que acoja la acción revocatoria 
tendrá el siguiente contenido: 


1) Condenará al demandado a reintegrar a la ma- 
sa activa los bienes o derechos indebidamente 
adquiridos, con sus frutos. 


2) Si los bienes o derechos no se encontraran en 
su patrimonio, lo condenará a entregar el valor 
que hubieran tenido al salir del patrimonio del 
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deudor o en cualquier otro momento posterior, 
si hubiera sido mayor, más el interés legal. 


3) Quedarán sin efecto los derechos reales de ga- 
rantía que se hubieran constituido, ordenándo- 
se la cancelación de las inscripciones registra- 
les correspondientes. 


4) En caso de pagos realizados por el deudor o 
por un tercero, se condenará a quien los haya 
recibido a reintegrarlos a la masa, con más sus 
intereses. 


5) El crédito que resulte a favor del demandado 
como consecuencia de la revocación, tendrá el 
carácter de crédito concursal. 


6) Si se hubiera probado que el demandado co- 
nocía el estado de insolvencia del deudor en el 
momento de la realización del acto o de la omi- 
sión, perderá el derecho a cobrar su crédito en 
el concurso. 


CAPÍTULO IV 
REDUCCIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 88. (Separación de bienes y derechos).- 
Los bienes y derechos que, en el momento de decla- 
ración del concurso, se encuentren en posesión del 
deudor pero sean propiedad ajena, se entregarán a 
sus titulares, previa resolución del Juez del concurso, 
con informe favorable del síndico o del interventor. 


Si el informe fuera desfavorable la solicitud deberá 
reiterarse dentro del plazo y por el procedimiento es- 
tablecido para la impugnación del inventario. 


Artículo 89. (Bienes no separables).- No serán 
susceptibles de separación los bienes y derechos de 
propiedad ajena sobre los que el deudor tenga dere- 
cho de uso o de garantía. 


Artículo 90. (Imposibilidad de separación).- Si los 
bienes y derechos susceptibles de separación hubie- 
ran sido enajenados por el deudor antes de la decla- 
ración de concurso a un tercero de buena fe, el titular 
perjudicado podrá optar entre exigir la cesión del de- 
recho a recibir la contraprestación, si todavía el adqui- 
riente no la hubiera realizado, o solicitar el reconoci- 
miento en el concurso del crédito correspondiente al 
valor que tuvieran los bienes y derechos en el mo- 
mento de la enajenación o en cualquier otro posterior, 
si fuera mayor, más el interés legal. 


El crédito que resulte a favor del titular perjudicado 
tendrá la calidad de crédito concursal. 


El perjudicado tendrá diez días, a partir de la re- 
solución judicial que le hubiera reconocido su dere- 
cho, para solicitar la verificación de su crédito. 


CAPÍTULO V 
DEUDAS DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 91. (Créditos contra la masa).- Serán 
créditos contra la masa: 


1) Las costas y costos del proceso concursal, ex- 
cluidos los honorarios profesionales de quienes 
patrocinen al deudor. 


2) Las retribuciones del síndico o del interventor. 


3) Los gastos de conservación, administración, 
valoración y liquidación de la masa activa. 


4) Los créditos nacidos después de la declaración 
de concurso, incluidos los provenientes de la 
rehabilitación de contratos que hubieran cadu- 
cado, salvo que la ley los considere créditos 
concursales. 


5) Los pagos por alimentos y entierro del deudor y 
de las personas frente a las cuales éste tenga 
deber legal. 


Artículo 92. (Régimen de los créditos contra la 
masa).- Los créditos contra la masa se pagarán, a 
medida que venzan, fuera del procedimiento de con- 
curso. 


Su pago se realizará con cargo a los bienes de la 
masa que no estén gravados con prenda o hipoteca. 


TÍTULO V 
FORMACIÓN DE LA MASA PASIVA 
CAPÍTULO | 
VERIFICACIÓN DE LOS CRÉDITOS 
SECCIÓN 1 
SOLICITUD DE VERIFICACIÓN 


Artículo 93. (Comunicación a los acreedores).- 
Dentro de los quince días siguientes a su designa- 
ción, el síndico o el interventor notificará por carta u 
otro medio fehaciente a los acreedores cuya identidad 
conste en la contabilidad y documentos del deudor, o 
que resulten conocidos de alguna otra forma, la de- 
claración de concurso, la sede ante la cual se tramita, 
el nombre del síndico o interventor y la fecha fijada 
para la Junta de Acreedores. Igual comunicación será 
remitida a quienes conste que sean codeudores, fia- 
dores o avalistas del deudor. 
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Esta comunicación se realizará sin perjuicio de la 
derivada de la publicación de la sentencia de declara- 
ción de concurso, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 21. 


Artículo 94. (Plazo para la solicitud de verifica- 
ción).- Los acreedores deberán presentarse a verificar 
sus créditos dentro del plazo de sesenta días, conta- 
dos desde la fecha de declaración judicial de concur- 
so. 


La no finalización de la verificación de los créditos, 
en ningún caso será causal de suspensión de la Junta 
de Acreedores. 


Artículo 95. (Solicitud de  verificación).- Los 
acreedores deberán presentarse en el Juzgado en 
escrito dirigido al síndico o al interventor, con el si- 
guiente contenido: 


1) Solicitud de verificación de los créditos, indi- 
cando la fecha, causa, cuantía, vencimiento y 
calificación solicitada de los mismos. 


2) Documento o documentos originales o medios 
de prueba que permitan acreditar la existencia 
de sus créditos. 


3) En caso de acreedores domiciliados en el exte- 
rior, deberán constituir domicilio en la sede del 
Juzgado. 


La solicitud de verificación de crédito no estará 
sujeta a ningún honorario, tributo o costo de especie 
alguna para el acreedor. 


Artículo 96. (Emisión de obligaciones negocia- 
bles).- En caso de emisión de obligaciones negocia- 
bles, la solicitud de verificación formulada por el fidu- 
ciario, si lo hubiere, beneficiará a todos los obligacio- 
nistas. 


Artículo 97. (Solicitudes de verificación múlti- 
ples).- En caso de concursos de deudores solidarios, 
el acreedor tendrá la carga de solicitar la verificación 
de la totalidad del crédito en cada uno de los concur- 
sos, declarando esta circunstancia en todos los pro- 
cedimientos. 


Artículo 98. (Solicitud del codeudor, fiador o ava- 
lista).- La solicitud de verificación formulada por el co- 
deudor, fiador o avalista del deudor beneficia al 
acreedor. 


Artículo 99. (Efectos de la falta de solicitud).- Los 
acreedores, hubieran sido o no notificados por el sín- 
dico o el interventor, que no se hubieran presentado a 
verificar sus créditos en el plazo establecido, deberán 
verificar los mismos judicialmente y a su costa, per- 


diendo el derecho a percibir la participación que les 
hubiere correspondido con los pagos ya realizados. 


Artículo 100. (Excepciones a la necesidad de ve- 
rificación).- No requerirán verificación los créditos re- 
conocidos por sentencias judiciales o laudos arbitra- 
les. Sin embargo, esta circunstancia no exonerará a 
su titular de la obligación de denunciar el mismo den- 
tro del mismo plazo establecido legalmente para las 
solicitudes de verificación, con iguales efectos que los 
establecidos para el caso de falta de presentación de 
los créditos a la verificación, respecto al derecho a 
percibir su participación sobre los pagos ya realiza- 
dos. 


SECCIÓN 2 
PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN 


Artículo 101. (Preparación de la lista de acreedo- 
res).- Dentro de los treinta días siguientes, a contar 
de la terminación del plazo para solicitar la verifica- 
ción de créditos, el síndico o el interventor preparará 
la lista de acreedores con el siguiente contenido: 


1) La nómina de los acreedores que forman la 
masa pasiva, hayan solicitado o no la verifica- 
ción de sus créditos, ordenados por orden alfa- 
bético, indicando respecto de cada crédito la 
fecha, causa, cuantía, vencimiento, garantías 
personales o reales y calificación jurídica, dis- 
tinguiendo la parte correspondiente al principal 
y a los intereses. 


2) La nómina de acreedores excluidos, indicando 
las razones de exclusión de cada uno de ellos. 


La lista de acreedores quedará de manifiesto en el 
Juzgado a disposición de los acreedores. El síndico o 
el interventor comunicará a los acreedores que se 
hubieran presentado a verificar sus créditos si los 
mismos fueron verificados y, en caso afirmativo, las 
condiciones de la verificación. 


Artículo 102. (Cómputo de los créditos).- A los 
efectos de la determinación de la masa pasiva, los 
créditos se computarán de la siguiente forma: 


1) Todos los créditos se expresarán en dinero. 


2) Los créditos en moneda extranjera se computa- 
rán en moneda nacional, al tipo de cambio 
comprador interbancario vigente a la fecha de 
declaración del concurso. 


3) Los créditos por prestaciones no dinerarias se 
computarán por su valor a la fecha de declara- 
ción del concurso. 
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4) Los créditos por prestaciones periódicas, dine- 
rarias o no dinerarias, se computarán por su 
valor actual a la fecha de declaración del con- 
curso. 


Artículo 103. (Créditos condicionales y litigiosos).- 
Los créditos con condición suspensiva o resolutoria 
se incluirán en la lista de acreedores haciendo cons- 
tar expresamente el carácter de créditos condiciona- 
les. La posterior inclusión o exclusión del crédito co- 
mo consecuencia del cumplimiento o incumplimiento 
de la condición, no afectará la validez de las actua- 
ciones realizadas hasta el momento. 


Los créditos que no puedan hacerse efectivos 
contra el deudor concursado sin la previa excusión 
del patrimonio del deudor principal se considerarán 
créditos con condición suspensiva. 


Los créditos litigiosos se incluirán en la lista como 
créditos condicionales. 


Artículo 104. (Impugnación de la lista).- Dentro 
del plazo de quince días, contados desde la puesta 
de manifiesto de la lista de acreedores o de la recep- 
ción de comunicación de verificación o rechazo de los 
créditos, según los casos, cualquier interesado podrá 
impugnar la inclusión o la exclusión de los créditos, la 
cuantía de los verificados y la calificación jurídica que 
se les hubiera atribuido. 


La acción se dirigirá contra el síndico o el inter- 
ventor, en caso de demandarse la inclusión o la mo- 
dificación de la cuantía o de la calificación de un cré- 
dito del impugnante, y se dirigirá contra el titular del 
crédito impugnado, en los demás casos. 


Artículo 105. (Resolución judicial sobre la lista de 
acreedores y el inventario).- Si no existieran impug- 
naciones dentro del plazo establecido para la impug- 
nación de la lista de acreedores y el inventario, el 
Juez aprobará ambos documentos. 


En caso de existir impugnaciones, el Juez dictará 
sentencia aprobando la lista de acreedores y el in- 
ventario o introduciendo a los mismos las modifica- 
ciones motivadas por las impugnaciones deducidas. 


En cualquiera de ambos casos, si existiera déficit 
patrimonial, el Juez lo declarará expresamente, fijan- 
do la diferencia entre el activo y el pasivo a la fecha 
de declaración del concurso de acreedores. 


Artículo 106. (Efectos de la aprobación judicial).- 
Los créditos contenidos en la lista de acreedores 
aprobada por el Juez se tendrán por verificados y re- 
conocidos dentro y fuera del concurso. 


Si la sentencia judicial fuera recurrida, a solicitud 
del recurrente, el Juez del concurso podrá adoptar las 
medidas cautelares necesarias para asegurar la efec- 
tividad de la sentencia que resuelva el recurso. 


Artículo 107. (Efectos de la sentencia sobre los 
acuerdos de la Junta de Acreedores).- En ningún ca- 
so la resolución de los recursos interpuestos contra la 
aprobación judicial de la lista de acreedores o el in- 
ventario invalidará las decisiones de la Junta de 
Acreedores, salvo que se cumplan acumulativamente 
las siguientes condiciones: 


1) Que el voto del acreedor excluido, reducido en 
la cuantía de su crédito o calificado como su- 
bordinado, hubiera sido esencial para la adop- 
ción del acuerdo. 


2) Que dentro del mes siguiente de que la senten- 
cia haya quedado firme, el acreedor comparez- 
ca ante el Juez del concurso manifestando su 
disconformidad con el acuerdo adoptado en la 
Junta de Acreedores. 


CAPÍTULO Il 
CLASES DE CRÉDITOS 


Artículo 108. (Clases de créditos).- Los créditos 
que componen la masa pasiva del deudor se clasifica- 
rán en créditos privilegiados, créditos quirografarios o 
comunes y créditos subordinados. 


Por su parte, los créditos privilegiados se clasifica- 
rán, a su vez, en créditos con privilegio especial y 
créditos con privilegio general. 


Artículo 109. (Créditos con privilegio especial).- 
Son créditos con privilegio especial los garantizados 
con prenda o hipoteca. 


Los créditos con privilegio especial deberán estar 
inscriptos a la fecha de declaración del concurso en el 
Registro Público correspondiente, salvo los créditos 
emergentes de contratos de prenda común que serán 
considerados privilegiados cuando hayan sido otor- 
gados en documento público o en documento privado 
con fecha cierta o comprobada. 


Artículo 110. (Créditos con privilegio general).- 
Son créditos con privilegio general, en el orden 
planteado: 


1) Los créditos laborales de cualquier naturaleza, 
devengados hasta con dos años de anteriori- 
dad a la declaración del concurso, siempre y 
cuando no hubieran sido satisfechos en la for- 
ma prevista en el artículo 62, hasta por un 
monto de 260.000 Ul (doscientos sesenta mil 
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unidades indexadas) por trabajador. Tendrán 
también este privilegio los créditos del Banco 
de Previsión Social por los aportes personales 
de los trabajadores, devengados en el mismo 
plazo. 


No gozarán del privilegio previsto en el inciso 
anterior, los créditos de los directores o admi- 
nistradores, miembros del órgano de control 
interno y liquidadores de la deudora, los cuales 
tendrán naturaleza de quirografarios, sin perjui- 
cio de lo establecido en el artículo 201. 


2) Los créditos por tributos nacionales y munici- 
pales, exigibles hasta con dos años de anterio- 
ridad a la declaración del concurso. 


3) El 50% (cincuenta por ciento) de los créditos 
quirografarios de que fuera titular el acreedor 
que promovió la declaración de concurso, hasta 
el 10% (diez por ciento) de la masa pasiva. 


Estos privilegios se establecen sin perjuicio del de- 
recho conferido por la ley a los acreedores a la satis- 
facción parcial de los créditos no pagados a través del 
concurso, cuando hubieran ejercitado acciones en 
interés de la masa. 


Artículo 111. (Créditos subordinados).- Son cré- 
ditos subordinados: 


1) Las multas y demás sanciones pecuniarias, de 
cualquier naturaleza. 


2) Los créditos de personas especialmente rela- 
cionadas con el deudor. 


Artículo 112. (Personas especialmente relaciona- 
das con el deudor).- Se consideran personas espe- 
cialmente relacionadas con el deudor: 


1) En el caso de las personas físicas: 


A) El cónyuge o el concubino o quien lo hu- 
biera sido dentro de los dos años anteriores 
a la declaración de concurso. 


B) Los ascendientes, descendientes y herma- 
nos del deudor o de cualquiera de las per- 
sonas comprendidas en el literal A) que an- 
tecede. 


C) Los cónyuges o concubinos de los ascen- 
dientes, descendientes y hermanos del 
deudor. 


D) Las personas que hubieran convivido con el 
deudor en los últimos dos años, salvo que 
sean titulares de créditos de naturaleza sa- 
larial. 


2) En el caso de las personas jurídicas: 


A) Los socios ilimitadamente responsables y 
los socios y accionistas limitadamente res- 
ponsables, que sean titulares de más del 
20% (veinte por ciento) del capital social. 


B) Los administradores de derecho o de hecho 
y los liquidadores, así como quienes lo hu- 
bieran sido dentro de los dos años anterio- 
res a la declaración de concurso. 


C) Las sociedades que formen parte de un 
mismo grupo de sociedades. Se entenderá 
que existe un grupo de sociedades cuando 
una sociedad se encuentre sometida al po- 
der de dirección de otra o cuando varias so- 
ciedades resulten sometidas al poder de di- 
rección de una misma persona física o jurí- 
dica o de varias personas que actúen siste- 
máticamente en concierto. 


3) También tendrán esta consideración los cesio- 
narios O adjudicatarios de créditos pertene- 
cientes originariamente a las personas espe- 
cialmente relacionadas con el deudor, que hu- 
bieran sido adquiridos en los dos años anterio- 
res a la declaración de concurso. 


Artículo 113. (Cancelación de las garantías).- Si 
el acreedor declarado especialmente relacionado con 
el deudor no recurriera la resolución judicial aprobato- 
ria de la lista de acreedores, el Juez del concurso dis- 
pondrá, cuando corresponda, la cancelación de todas 
las garantías de dicho crédito inscritas en los Regis- 
tros Públicos. 


Si el acreedor recurriera dicha resolución se estará 
a lo que resulte del recurso. 


Artículo 114. (Créditos del Estado y de los entes 
públicos).- El Estado, los Gobiernos Departamentales, 
los entes autónomos y servicios descentralizados y 
las personas públicas no estatales y demás entes pú- 
blicos participarán en el concurso por los créditos que 
mantengan contra el deudor, pudiendo intervenir en 
los órganos y procedimientos concursales y votar O 
consentir las propuestas de convenio o de acuerdo 
privado de reorganización con cualquiera de los con- 
tenidos propuestos por el deudor, cuando la participa- 
ción en la votación de los mismos corresponda a la 
naturaleza de su crédito. 


Los certificados, comprobantes o cualquier otro 
documento o constancia de hallarse al día en el cum- 
plimiento de obligaciones tributarias o paratributarias 
exigidos por la ley para la celebración de determina- 
dos negocios jurídicos o para la registración, eficacia 
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o perfeccionamiento de los mismos, no serán requeri- 
dos en caso de concurso ni implicarán un obstáculo 
para la liquidación de la masa activa. 


En ningún caso los Registros exigirán la presenta- 
ción de estos certificados para registrar la transferen- 
cia de los bienes realizada en el marco del procedi- 
miento concursal. 


TÍTULO VI 
JUNTA Y COMISIÓN DE ACREEDORES 
CAPÍTULO | 
JUNTA DE ACREEDORES 


Artículo 115. (Constitución de la Junta de Acree- 
dores).- La Junta de Acreedores se reunirá en el lu- 
gar, día y hora fijados en la sentencia de declaración 
de concurso, bajo la presidencia del Juez del concur- 
so. 


Las Juntas de Acreedores sólo podrán prorrogarse 
con carácter excepcional. La solicitud de prórroga 
planteada por el deudor, será resuelta por el Tribunal 
en audiencia, atendiendo el voto mayoritario de los 
acreedores concursales presentes. 


El Actuario del Juzgado del concurso actuará co- 
mo Secretario de la Junta. 


La inasistencia del síndico o del interventor, sin 
justa causa, será sancionada por el Juez con multa 
de hasta el 5% (cinco por ciento) del total del pasivo 
concursal. 


La Junta se considerará válidamente constituida 
cualquiera que sea el número de acreedores y el por- 
centaje de pasivo concurrentes, asista o no el deudor. 


Artículo 116. (Prórroga de las sesiones).- En caso 
de ser imposible agotar el orden del día en la sesión 
de un solo día, el Presidente podrá acordar la prórro- 
ga de las sesiones de la Junta de Acreedores durante 
uno o más días hábiles consecutivos. 


Artículo 117. (Deber de asistencia personal del 
deudor).- El deudor deberá asistir personalmente a la 
Junta de Acreedores y permanecer hasta su termina- 
ción, salvo dispensa del Juez. En caso de personas 
jurídicas, el deber de asistencia corresponde a los 
administradores o liquidadores que tengan poder de 
representación. 


Artículo 118. (Derecho de asistencia).- Todos los 
acreedores concursales cuyos créditos hubiesen sido 
verificados tendrán derecho de asistencia a la Junta. 


El Presidente podrá autorizar la asistencia de 
cualquier otra persona que juzgue conveniente. La 


Junta de Acreedores podrá revocar esta autorización 
en cualquier momento. 


Artículo 119. (Representación voluntaria de los 
acreedores).- Los acreedores podrán hacerse repre- 
sentar en la Junta por medio de otra persona, sea o 
no acreedor. 


No será válida la representación conferida al deu- 
dor o a personas especialmente relacionadas con 
éste, sean o no acreedores. 


La facultad del representante de asistir a la Junta 
de Acreedores comprende la de votar en ella en 
nombre del representado. 


Artículo 120. (Representación legal de pequeños 
acreedores).- Los pequeños acreedores ordinarios 
que no asisten a la Junta serán representados legal- 
mente por el síndico o el interventor a los solos efec- 
tos de la consideración y votación de la propuesta de 
convenio presentada por el deudor. 


Se consideran pequeños acreedores aquellos que 
sean titulares de un crédito por importe inferior a 
50.000 UI (cincuenta mil unidades indexadas) y los 
que, aun superando esa cifra, sean titulares de un 
crédito inferior al cociente de dividir por diez mil el to- 
tal del pasivo. 


En ningún caso tendrán la consideración de pe- 
queños acreedores el Estado, los demás entes públi- 
cos, las entidades de intermediación financiera, las 
compañías de seguros y las sociedades administra- 
doras de fondos de ahorro previsional y de fondos de 
inversión. 


Artículo 121. (Lista de asistentes).- Antes de en- 
trar en el orden del día, el Secretario confeccionará la 
lista de asistentes, en la que hará constar la identidad 
de cada uno de éstos, así como el importe y la califi- 
cación de los créditos de que fuera titular. Si el acree- 
dor asistiera por medio de representante voluntario o 
fuera representado legalmente por el síndico o el in- 
terventor, se consignará esta circunstancia en el acta, 
con indicación de la identidad del representante. 


Artículo 122. (Orden del día).- La Junta de Acree- 
dores considerará necesariamente el siguiente orden 
del día: 


1) Informe del síndico o del interventor. 


2) Propuesta de convenio, si se hubiera presenta- 
do. 


3) Nombramiento de la Comisión de Acreedores. 
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Artículo 123. (Informe del síndico o del interven- 
tor).- El informe del síndico o del interventor tendrá el 
siguiente contenido: 


1) Memoria explicativa de la historia económica y 
jurídica del deudor, de la actividad o activida- 
des a que se dedica o hubiera dedicado y de 
las oficinas, establecimientos y explotaciones 
de que fuera titular, así como de las causas del 
estado en que se encuentra. 


2) Estado de la contabilidad del deudor, con ex- 
presión de las infracciones legales y regla- 
mentarias en que hubiera incurrido. 


3) Memoria de la tramitación del concurso de 
acreedores, con expresión de las principales 
resoluciones y actuaciones realizadas por el 
síndico o el interventor. 


4) En caso de que, en el momento de la declara- 
ción de concurso, el activo fuera inferior al pa- 
sivo, el informe contendrá la relación de los 
bienes y derechos que deban ser objeto de re- 
integración a la masa activa, con expresión de 
la causa y de la persona o personas a las que 
afecte o pueda afectar la revocación. Si ya se 
hubiesen ejercitado acciones de integración de 
la masa activa, así se indicará expresamente. 


5) La forma más conveniente de proceder a la li- 
quidación de la masa activa, para el caso de 
que no se apruebe un convenio entre el deudor 
y sus acreedores ni se logre realizar la venta en 
bloque de la empresa en funcionamiento. 


6) La tasación a valor de liquidación de la empre- 
sa en partes. Dicha tasación deberá ser reali- 
zada por el síndico con el asesoramiento de un 
experto independiente, aprobado por el Tribu- 
nal del concurso, a su costo. La tasación debe- 
rá expresarse en unidades indexadas. 


Artículo 124. (Derecho de información de los 
acreedores).- El informe del síndico o del interventor a 
ser considerado en la Junta de Acreedores deberá 
ser presentado al Juzgado con una anticipación mí- 
nima de treinta días a la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores, quedando de manifiesto el mismo, a dis- 
posición de los acreedores, los que podrán solicitar, a 
su costa, copia de estas actuaciones. 


Artículo 125. (Adopción de  resoluciones).- Sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 144, la adop- 
ción de decisiones por la Junta de Acreedores reque- 
rirá el voto a favor de acreedores quirografarios que 
representen una porción del pasivo del deudor con 
derecho a voto superior a la que vote en contra, 


siempre que los votos favorables representen, como 
mínimo, la cuarta parte del pasivo quirografario del 
deudor, deducida la parte correspondiente a los 
acreedores sin derecho de voto. 


La votación será nominal y pública, en el orden en 
que los acreedores figuren en la lista aprobada por el 
Juez. 


Las decisiones de la Junta de Acreedores no se- 
rán impugnables, sin perjuicio de la posibilidad de re- 
currir la decisión judicial que las homologue. 


Artículo 126. (Acreedores sin derecho de voto).- 
No tendrán derecho de voto en la Junta de Acreedo- 
res: 


1) Las personas especialmente relacionadas con 
el deudor, mencionadas en el artículo 112. 


2) Los acreedores quirografarios cuyos créditos 
se encuentren adecuadamente garantizados 
con derechos reales de garantía sobre bienes o 
derechos de terceros, o en cualquier otra for- 
ma. 


3) Los acreedores que, después de la declaración 
judicial de concurso, hubieran adquirido el cré- 
dito por actos ínter vivos, salvo que la adquisi- 
ción hubiera tenido lugar a título universal o 
como consecuencia de ejecución judicial o ex- 
trajudicial. 


4) Los acreedores en situación de conflicto de in- 
tereses. 


Artículo 127. (Voto de los acreedores privilegia- 
dos).- El acreedor privilegiado que vote en la Junta de 
Acreedores se entenderá que renuncia a su privilegio 
general o especial, transformándose en un acreedor 
quirografario. 


Si un mismo acreedor fuera titular de créditos qui- 
rografarios y privilegiados, se entenderá que vota ex- 
clusivamente por los créditos quirografarios, salvo 
que, al emitir el voto, manifieste que vota por la totali- 
dad de los créditos. 


Artículo 128. (Acta de la Junta de Acreedores).- 
El Secretario extenderá acta de la Junta, en la que se 
contendrá una relación de lo acaecido en ella, los 
votos emitidos por cada acreedor y los acuerdos 
adoptados. Cualquiera que fuera el número de sesio- 
nes se levantará una sola acta. 


Los asistentes tendrán derecho a que conste en el 
acta el sentido de sus intervenciones y que se adjun- 
ten a ella los escritos que presenten si no figurasen 
ya en los autos. 
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Artículo 129. (Aprobación judicial de las resolu- 
ciones de la Junta).- Los acuerdos de la Junta de 
Acreedores deberán ser homologados por el Juez del 
concurso. 


CAPÍTULO Il 


COMISIÓN DE ACREEDORES 


Artículo 130. (Comisión de Acreedores).- La Junta 
de Acreedores podrá nombrar una Comisión de 
Acreedores, compuesta de tres miembros titulares y 
tres suplentes preferenciales. 


Artículo 131. (Elección de los miembros de la 
Comisión de Acreedores).- Cada uno de los miem- 
bros titulares y suplentes de la Comisión de Acreedo- 
res se elegirá mediante votación. 


Serán elegidos miembros titulares de la Comisión 
de Acreedores aquellos tres acreedores que obten- 
gan un voto favorable representativo de mayor pro- 
porción del pasivo quirografario. 


Serán elegidos miembros suplentes de la Comi- 
sión de Acreedores, por su orden, los acreedores que 
le sigan en la votación. 


Cada acreedor votará asignando el importe de su 
participación en el pasivo quirografario de la masa 
pasiva a los candidatos, pudiendo optar por adjudicar 
todo el monto de su crédito a uno solo o distribuirlo 
entre varios. 


Artículo 132. (Oposición a la aprobación judicial 
de la Comisión de Acreedores).- Cualquier acreedor 
podrá oponerse a la aprobación judicial de la elección 
de los miembros de la Comisión de Acreedores ale- 
gando infracción a la ley. 


Artículo 133. (Aceptación).- Los miembros titula- 
res y suplentes de la Comisión de Acreedores debe- 
rán manifestar su aceptación o rechazo dentro de las 
veinticuatro horas de haber sido designados. En caso 
de rechazo de la designación se completará la lista 
con los acreedores que hubieran seguido en número 
de votos. En caso de falta de manifestación se pre- 
sumirá que el acreedor ha aceptado el cargo y asu- 
me, a partir de ese momento, los cometidos y respon- 
sabilidades inherentes al mismo. 


Artículo 134. (Carácter gratuito del cargo).- Los 
cargos de miembros titulares y suplentes de la Comi- 
sión de Acreedores serán gratuitos. 


Los miembros titulares de la Comisión de Acree- 
dores tendrán derecho a ser reembolsados de los 


gastos en que incurran por razón del ejercicio del car- 
go. 


Artículo 135. (Vacantes en la Comisión de Acree- 
dores).- Las vacantes que se produzcan entre los 
miembros titulares de la Comisión de Acreedores se- 
rán cubiertas por los suplentes en el orden por el que 
hubieran sido elegidos. 


Agotada la lista de suplentes, las vacantes serán 
cubiertas por el Juez del concurso. 


Artículo 136. (Funcionamiento de la Comisión de 
Acreedores).- La Comisión de Acreedores tendrá los 
cometidos que le asigna la presente ley, adoptando 
sus decisiones por mayoría de sus integrantes. 


El régimen de organización y funcionamiento de la 
Comisión de Acreedores será establecido por la pro- 
pia Comisión y, si no existiera acuerdo, por el Juez 
del concurso. 


Artículo 137. (Separación de los miembros de la 
Comisión de Acreedores).- Cuando exista justa cau- 
sa, el Juez, actuando de oficio o a petición de cual- 
quiera de las personas legitimadas para solicitar la 
declaración de concurso, del síndico o del interventor, 
podrá separar del cargo a los miembros de la Comi- 
sión de Acreedores. 


TÍTULO VII 

CONVENIO 

CAPÍTULO | 
PROPUESTA DE CONVENIO 


Artículo 138. (Presentación de la propuesta).- 
Con una anticipación no menor de sesenta días a la 
fecha de reunión de la Junta de Acreedores, el deu- 
dor podrá presentar al Juez del concurso una o varias 
propuestas de convenio, acompañadas de un plan de 
continuación o de liquidación. 


El plan de continuación deberá contener un cuadro 
de financiamiento, en el que se describirán los recur- 
sos necesarios para la continuación total o parcial de 
la actividad profesional o empresarial del deudor du- 
rante el período de cumplimiento del convenio, así 
como sus diferentes orígenes. El plan deberá incluir 
una fórmula de pago a los acreedores con privilegio 
especial. 


La propuesta deberá estar firmada por el deudor y, 
en caso de personas jurídicas, por todos los adminis- 
tradores o liquidadores, acompañando testimonio de 
la resolución social aprobando la presentación de la 
propuesta. Si faltara la firma de alguno de ellos, se 
indicará en el documento, con expresión de la causa. 
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En el caso de que la propuesta implique obligacio- 
nes de pago a cargo de cualquiera de los acreedores 
o de terceros, el documento en el que conste deberá 
contener, además de la firma o firmas requeridas pre- 
cedentemente, la de quienes pudieran resultar obli- 
gados. 


Artículo 139. (Contenido de la propuesta).- La 
propuesta podrá consistir en quitas y/o esperas, ce- 
sión de bienes a los acreedores, constitución de una 
sociedad con los acreedores quirografarios, capitali- 
zación de pasivos, creación de un fideicomiso, reor- 
ganización de la sociedad, administración de todo o 
parte de los bienes en interés de los acreedores o te- 
ner cualquier otro contenido lícito, incluso el previsto 
en el numeral 2) del artículo 174 de la presente ley, o 
cualquier combinación de las anteriores. 


Artículo 140. (Prohibición de propuestas condi- 
cionales).- Las propuestas que sometan la eficacia 
del convenio a cualquier clase de condición se ten- 
drán por no presentadas. 


Se exceptúa de lo dispuesto precedentemente el 
caso de concurso de sociedades del mismo grupo, en 
que la propuesta que presente cualquiera de ellas 
podrá condicionarse a la aprobación judicial del con- 
venio de una o varias sociedades del mismo grupo. 


Artículo 141. (Irrevocabilidad e inmodificabilidad 
de las propuestas).- El deudor no podrá revocar la 
propuesta o las propuestas de convenio que hubiera 
presentado. 


El deudor sólo podrá modificar la propuesta o pro- 
puestas de convenio que hubiera presentado si las 
modificaciones cumplen acumulativamente con los si- 
guientes requisitos: 


1) No alteran sustancialmente la propuesta. 


2) Comportan condiciones más favorables para 
todos los acreedores quirografarios o para al- 
gunos de ellos. 


3) Se introducen con una anticipación mínima de 
quince días a la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores. 


Artículo 142. (Informe especial sobre el plan de 
continuación o de liquidación).- En el caso de que el 
deudor hubiera presentado propuesta de convenio, el 
síndico o el interventor deberá emitir un informe es- 
pecial sobre la viabilidad del plan de continuación o 
de liquidación, el cual deberá ser presentado al Juz- 
gado y puesto a disposición de los acreedores con 
una anticipación mínima de quince días a la fecha 


prevista para la celebración de la Junta de Acreedo- 
res. 


En caso de que se hubieran modificado la pro- 
puesta o propuestas de convenio, el síndico o el in- 
terventor deberá ampliar su informe, el cual deberá 
ser puesto a disposición de los acreedores con una 
anticipación mínima de cinco días a la fecha fijada pa- 
ra la celebración de la Junta. 


CAPÍTULO Il 


CONSIDERACIÓN Y VOTACIÓN DE LA PROPUES- 
TA 


Artículo 143. (Consideración de la propuesta).- La 
propuesta o propuestas de convenio presentadas por 
el deudor, el plan de continuación o de liquidación y el 
informe especial que sobre este plan hubiera emitido 
el síndico o el interventor serán considerados por la 
Junta de Acreedores. 


En el caso de que el deudor hubiere presentado 
varias propuestas de convenio, las mismas serán 
consideradas en un mismo acto de votación, siendo 
aceptada la que hubiera recibido mayor número de 
adhesiones. En caso de igualdad de votos entre dos o 
más propuestas, se procederá a una segunda vota- 
ción respecto a ellas para definir la que habrá de 
aceptarse. 


Artículo 144. (Mayorías necesarias para la acep- 
tación de la propuesta).- Para que la propuesta de 
convenio se considere aceptada, será necesario que 
voten a favor de la misma acreedores que represen- 
ten, como mínimo, la mayoría del pasivo quirografario 
del deudor. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior: 


A) Cuando la propuesta de convenio implique el 
otorgamiento de quitas superiores al 50% (cin- 
cuenta por ciento) del monto de los créditos 
quirografarios y/o plazos de pago superiores a 
diez años, será necesario que voten a favor de 
la misma, acreedores quirografarios que repre- 
senten las dos terceras partes del pasivo quiro- 
grafario con derecho a voto. 


B) Cuando la propuesta de convenio consista en 
el pago íntegro de los créditos quirografarios en 
plazo no superior a dos años o en el pago in- 
mediato de los créditos quirografarios vencidos 
con quita inferior al 25% (veinticinco por cien- 
to), será suficiente que voten a favor acreedo- 
res que representen una porción del pasivo del 
deudor con derecho a voto superior a la que 
vote en contra, siempre que los votos favora- 
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bles representen, como mínimo, la cuarta parte 
del pasivo quirografario del deudor, deducido el 
pasivo sin derecho a voto. 


Artículo 145. (Ventajas en favor de acreedores).- 
Cuando una propuesta contenga ventajas en favor 
de uno o varios acreedores o de una o varias clases 
de créditos, además de las mayorías establecidas en 
el artículo 144, será necesario que voten a favor de la 
propuesta acreedores que representen una porción 
del pasivo no beneficiado superior a la correspon- 
diente a aquellos acreedores que hubieran votado en 
contra. 


Artículo 146. (Consentimiento individual de los 
acreedores).-Cuando la propuesta de convenio su- 
ponga nuevas obligaciones para uno o varios acree- 
dores será necesario el consentimiento individual de 
los afectados, el cual deberá ser presentado antes de 
que la propuesta sea sometida a votación. 


No será necesario el consentimiento individual de 
los acreedores especialmente relacionados con el 
deudor cuando la propuesta prevea la conversión de 
los créditos de que fueran titulares esos acreedores 
en acciones o en participaciones sociales de la socie- 
dad deudora. 


CAPÍTULO II! 
CONVENIOS DE CESIÓN DE ACTIVO 


Artículo 147, (Cesión total o parcial de activo).- 
En caso de convenio de cesión total de activo en pa- 
go O para pago de los acreedores se considerarán 
cedidos los bienes y derechos que figuren en el in- 
ventario aprobado por el Juez del concurso. 


En caso de convenio de cesión parcial de activo la 
propuesta deberá ir acompañada de la relación de los 
bienes o derechos objeto de la cesión. 


En todos los casos deberán previamente salva- 
guardarse los derechos de los acreedores privilegia- 
dos. 


Artículo 148. (Convenio de cesión en pago).- 
Cuando la propuesta de convenio tenga como objeto 
la cesión total o parcial del activo en pago a acreedo- 
res, será necesario el consentimiento individual de los 
cesionarios. 


Artículo 149. (Convenio de cesión para pago).- 
Cuando la propuesta de convenio tenga como objeto 
la cesión total o parcial de activo para pago de los 
acreedores deberá establecerse el plazo máximo pa- 
ra la enajenación, el cual no podrá ser superior a dos 
años. 


Salvo pacto en contrario, la facultad de enajenar 
se considerará atribuida al síndico o al interventor. 


Artículo 150. (Convenio de asunción del pasivo).- 
Salvo pacto en contrario, en caso de convenio de ce- 
sión total o parcial del activo a un acreedor o a un ter- 
cero, con obligación de pagar por cuenta del deudor a 
los acreedores quirografarios y subordinados la totali- 
dad o parte de los créditos, se considerarán cedidas 
las acciones de reintegración de la masa activa. 


Salvo pacto en contrario, el cesionario no asumirá 
responsabilidad alguna por los créditos que, en el 
momento de la presentación de la propuesta de con- 
venio, no hubieran solicitado verificación, cuando la 
misma sea necesaria. 


CAPÍTULO IV 
APROBACIÓN JUDICIAL DEL CONVENIO 
SECCIÓN 1 
OPOSICIÓN A LA APROBACIÓN DEL CONVENIO 


Artículo 151. (Legitimación para la oposición).- 
Podrán oponerse a la aprobación judicial del conve- 
nio: 


1) Los acreedores que hayan sido privados ilegí- 
timamente del derecho de voto y los que hayan 
votado en contra la propuesta de convenio. 


2) El síndico o el interventor. 


Artículo 152. (Causas de oposición).- Cualquiera 
de los legitimados previstos en el artículo 151 podrá 
oponerse a la aprobación judicial del convenio ale- 
gando infracción legal en la constitución o en la cele- 
bración de la Junta o en el contenido del convenio. 
Para que un acreedor asistente a la Junta pueda 
oponerse por infracción legal en la constitución o en 
la celebración de la Junta será necesario además que 
haya denunciado la infracción durante la Junta o en el 
momento en que se hubiera producido. 


El acreedor o acreedores que representen, por lo 
menos, el diez por ciento del pasivo quirografario del 
deudor y el síndico o el interventor podrán oponerse 
además a la aprobación judicial del convenio alegan- 
do alguna de las siguientes causas: 


1) Que el voto o los votos decisivos para la acep- 
tación de la propuesta han sido emitidos por 
quien no era titular real del crédito o han sido 
obtenidos mediante maniobras que afecten o 
puedan afectar a la paridad de trato entre los 
acreedores quirografarios. 
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2) Que el cumplimiento del convenio es objetiva- 
mente inviable. 


Artículo 153. (Plazo de oposición).- El plazo de 
oposición será de cinco días a contar desde el si- 
guiente al de la conclusión de la Junta de Acreedores. 


Artículo 154. (Aprobación judicial en caso de falta 
de oposición).- Transcurrido el plazo a que se refiere 
el artículo 153 sin que se hubiere formulado oposi- 
ción, el Juez dictará auto en el primer día hábil poste- 
rior aprobando el convenio de acreedores. 


Artículo 155. (Procedimiento en caso de oposi- 
ción).- En caso de haberse formulado oposiciones, 
una vez tramitado el incidente, el Juez dictará senten- 
cia aprobando o no el convenio, sin que en ningún 
caso pueda modificarlo. 


Si el convenio no hubiera sido aprobado por in- 
fracción legal en la constitución o en la celebración de 
la Junta, en la misma sentencia el Juez convocará 
una nueva Junta para someter a votación la pro- 
puesta que hubiera obtenido mayoría en la anterior, la 
cual habrá de celebrarse dentro del mes siguiente al 
de la fecha de la sentencia. La convocatoria de la 
nueva Junta será objeto de la misma publicidad que 
la sentencia de declaración de concurso. 


Artículo 156. (Publicidad de la aprobación judicial 
del convenio).- La resolución judicial por la que se 
apruebe el convenio, una vez firme, será objeto de la 
misma publicidad que la sentencia de declaración de 
concurso. 


SECCIÓN 2 


EFECTOS DE LA APROBACIÓN JUDICIAL DEL 
CONVENIO 


Artículo 157. (Vigencia de los efectos).- El conve- 
nio producirá sus efectos a partir de la fecha en que 
alcance firmeza la resolución judicial que lo hubiera 
aprobado. 


Artículo 158. (Ámbito subjetivo del convenio).- El 
convenio será obligatorio para el deudor y para los 
acreedores quirografarios y subordinados cuyos cré- 
ditos fueran anteriores a la declaración judicial de 
concurso, incluidos los que, por cualquier causa, no 
hubieran sido verificados. 


Artículo 159. (Efecto novatorio sobre los crédi- 
tos).- Por virtud del convenio, los créditos quirografa- 
rios y subordinados quedarán definitivamente extin- 
guidos en la parte en que se hubiera hecho condona- 
ción al deudor, salvo que en el propio convenio se 
disponga lo contrario o que la sentencia de califica- 


ción condene a la cobertura de la totalidad o parte del 
déficit patrimonial. 


Los créditos quirografarios y subordinados serán 
exigibles conforme a lo pactado, salvo que la senten- 
cia de calificación condene a la cobertura de la totali- 
dad o parte del déficit patrimonial. 


Artículo 160. (Subsistencia de las garantías per- 
sonales).- Los acreedores que no hayan votado a fa- 
vor de la propuesta de convenio, conservarán las ac- 
ciones que les correspondan por la totalidad de los 
créditos contra los obligados solidarios y contra los 
fiadores o avalistas del deudor. 


Artículo 161. (Efecto extintivo de la suspensión o 
de la limitación de la legitimación del deudor para dis- 
poner y obligar a la masa del concurso).- A partir del 
momento en que alcance firmeza la resolución judicial 
de aprobación del convenio, cesará la suspensión o la 
limitación de la legitimación del deudor para disponer 
y obligar a la masa del concurso, salvo que en el pro- 
pio convenio se disponga lo contrario o que el Juez, 
en esa misma resolución, hubiera acordado la prórro- 
ga de la suspensión o de la limitación, la cual en nin- 
gún caso podrá ser superior a tres meses. 


Artículo 162. (Convocatoria a la asamblea de so- 
cios o accionistas).- Si el deudor fuera una persona 
jurídica que tuviera suspendida su legitimación para 
disponer y obligar a la masa del concurso, el síndico, 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que 
alcance firmeza la resolución judicial de aprobación 
del convenio, convocará a la asamblea de socios o 
accionistas para el nombramiento de administradores 
o de liquidadores. 


CAPÍTULO V 
ADHESIONES A LA PROPUESTA DE CONVENIO 


Artículo 163. (Presentación del convenio).- Antes 
de la celebración de la Junta de Acreedores, el deu- 
dor podrá presentar adhesiones a una propuesta de 
convenio suscrita por acreedores que representen la 
mayoría del pasivo quirografario del deudor con dere- 
cho a voto. Cuando la propuesta de convenio impli- 
que el otorgamiento de quitas superiores al 50% (cin- 
cuenta por ciento) del monto de los créditos quiro- 
grafarios y/o plazos de pago superiores a diez años, 
será necesario contar con adhesiones a la misma de 
acreedores quirografarios que representen las dos 
terceras partes del pasivo quirografario con derecho a 
voto. 


En este caso, luego de haber recaído aprobación 
judicial de la lista de acreedores, el Juez dispondrá la 
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suspensión de la Junta y abrirá plazo de oposición 
para la aprobación del convenio. 


Artículo 164. (Procedimiento de aprobación del 
convenio).- La resolución judicial que suspenda la 
junta mandará publicar un extracto de la propuesta de 
convenio en el Diario Oficial, por el plazo de tres días, 
convocando a los acreedores concursales a presentar 
sus oposiciones en el plazo de veinte días a partir de 
la última publicación. Esta publicación será ordenada 
y tramitada directamente por el Juzgado dentro de las 
veinticuatro horas de dispuesta por el Juez. El texto 
íntegro de la propuesta estará, en todo momento, a 
disposición de los acreedores en la sede del Tribunal. 


Podrán oponerse a la aprobación del convenio los 
acreedores quirografarios y subordinados del deudor, 
con excepción de aquellos que lo hubieran suscripto, 
y el síndico o el interventor, por cualquiera de las 
causales previstas en el artículo 152. 


Transcurrido el plazo legal sin que se hubiera for- 
mulado oposición el Juez dictará auto en el primer día 
hábil posterior aprobando el convenio de acreedores. 


En caso de mediar oposiciones, las mismas se 
tramitarán por el procedimiento previsto en el ar- 
tículo 155 y la decisión que apruebe o rechace el 
convenio tendrá los efectos previstos en los ar- 
tículos 157 a 162. 


CAPÍTULO VI 


CUMPLIMIENTO E INCUMPLIMIENTO DEL CON- 
VENIO 


Artículo 165. (Información sobre cumplimento del 
convenio).- Cada seis meses, a contar desde la fecha 
en que hubiera adquirido firmeza la resolución judicial 
de aprobación del convenio, el deudor emitirá informe 
sobre el estado de cumplimiento de ese convenio, 
que entregará al Juez del concurso y a la Comisión 
de Acreedores. 


Sin perjuicio de esto, el deudor deberá informar 
del estado de cumplimiento del convenio a la Comi- 
sión de Acreedores cada vez que sea requerido por 
ésta. 


Artículo 166. (Cumplimiento del convenio).- Una 
vez cumplido íntegramente el convenio, el deudor 
presentará al Juez solicitud de conclusión del concur- 
so de acreedores, acompañando los documentos que 
lo acrediten. 


Artículo 167. (Apertura de la liquidación por in- 
cumplimiento del convenio).- En caso de incumpli- 
miento del convenio, cualquier acreedor podrá solici- 


tar del Juez del concurso la apertura de la liquidación 
de la masa activa. 


A petición del solicitante, el Juez del concurso po- 
drá adoptar las medidas cautelares que considere ne- 
cesarias para asegurar la integridad de la masa acti- 
va. Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el incumplimiento o desestimada la so- 
licitud. 


Si el Juez considera acreditado el incumplimiento 
del convenio, dictará sentencia declarando incumplido 
el convenio y ordenando la liquidación de la masa ac- 
tiva. 


En la misma sentencia el Juez suspenderá la legi- 
timación del deudor para disponer y obligar a la masa 
del concurso. 


TÍTULO VIII 
LIQUIDACIÓN Y PAGO 
CAPÍTULO | 
LIQUIDACIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Artículo 168. (Apertura de la liquidación).- El Juez 
del concurso ordenará la liquidación de la masa activa 
en los siguientes casos: 


1) Cuando el deudor así lo pida en la solicitud de 
declaración judicial de concurso. 


2) En caso de falta de presentación o de acepta- 
ción de la propuesta de convenio por la Junta 
de Acreedores. 


3) En caso de falta de aprobación judicial del con- 
venio. 


4) En caso de incumplimiento del convenio. 


5) Cuando, en cualquier estado del procedimiento, 
así lo soliciten, en la Junta de Acreedores o 
fuera de ella, acreedores que representen la 
mayoría de los créditos quirografarios con de- 
recho a voto. 


Artículo 169. (Resolución de liquidación de la ma- 
sa activa).- La resolución judicial que ordene la liqui- 
dación contendrá necesariamente los siguientes pro- 
nunciamientos: 


1) La suspensión de la legitimación del deudor pa- 
ra disponer y obligar a la masa del concurso, 
con nombramiento del interventor como síndi- 
co. Si el deudor ya tuviera suspendida la legiti- 
mación para disponer y obligar a la masa del 
concurso, continuará el síndico nombrado. 
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2) Fecha de la licitación para la adquisición en 
bloque de la empresa en funcionamiento, que 
no podrá superar los noventa días de decreta- 
da la liquidación, y pliego conteniendo las ba- 
ses del llamado a licitación para la explotación 
de la empresa, aprobado por el Tribunal a pro- 
puesta del síndico (artículo 172). La fecha de la 
licitación podrá ser prorrogada en forma excep- 
cional y por una única vez hasta por noventa 
días. 


3) Si el deudor fuera persona jurídica, la resolu- 
ción contendrá, además, la declaración de di- 
solución de la persona jurídica deudora y el ce- 
se de los administradores. 


La resolución judicial que ordene la liquidación de 
la masa activa se notificará a los miembros de la Co- 
misión de Acreedores y se inscribirá y publicará en 
igual forma que la sentencia de declaración del con- 
curso. 


Deberá comenzar a ejecutarse inmediatamente 
aunque no sea firme. 


Artículo 170. (Efectos de la apertura de la liquida- 
ción).- La apertura de la liquidación de la masa activa 
producirá el vencimiento anticipado de todos los cré- 
ditos anteriores a la declaración judicial de concurso. 


Será además justa causa para la resolución antici- 
pada de los contratos celebrados por el deudor con 
obligaciones total o parcialmente pendientes de eje- 
cución. El crédito correspondiente a la indemnización 
por los daños y perjuicios que cause la resolución, fi- 
jado por el Juez, tendrá la consideración de crédito 
concursal. 


Artículo 171. (Venta en bloque de la empresa en 
funcionamiento).- En todos los casos se procurará en 
primer lugar la venta en bloque de la empresa en fun- 
cionamiento. 


Artículo 172. (Venta en bloque de la empresa).- 
Se procederá a subastar la empresa en funciona- 
miento mediante proceso licitatorio en las condiciones 
que establezca la reglamentación que oportunamente 
dicte el Poder Ejecutivo, sobre las siguientes bases: 


A) En los pliegos de condiciones se establecerán 
requisitos mínimos para la aceptación de los 
postulantes, vinculados a sus antecedentes 
comerciales, situación patrimonial, garantías de 
mantenimiento de oferta, ausencia de vínculos 
especiales con el deudor (artículo 112), cum- 
plimiento de normas laborales y tributarias, y 
demás aspectos vinculados a la selección de 


oferentes calificados para la continuidad del gi- 
ro empresarial. 


B) Podrán formularse ofrecimientos por parte de la 
cooperativa o sociedad comercial de trabajado- 
res de la empresa subastada que se constituya 
y esté integrada de forma tal que más del 50% 
(cincuenta por ciento) de la propiedad corres- 
pondiera a los trabajadores que desarrollaban 
actividad personal en la misma en el inicio del 
proceso concursal y que, en caso de adoptar la 
forma de sociedad anónima o en comandita por 
acciones, las acciones de los trabajadores sean 
nominativas no endosables. La misma podrá 
hacer valer en su oferta los créditos laborales a 
ser renunciados por sus miembros. El magis- 
trado actuante podrá considerar, a solicitud de 
parte, como integrante de la oferta, la circuns- 
tancia prevista en el inciso tercero del nume- 
ral 2) del artículo 174. 


El ofrecimiento formulado por esta cooperati- 
va Oo sociedad comercial tendrá preferencia por 
sobre los restantes oferentes en caso de igual- 
dad de condiciones propuestas. 


C) Se abrirá un período para la formulación de 
ofertas, las que no serán inferiores al 50% (cin- 
cuenta por ciento) del valor de tasación de la 
empresa (numeral 6) del artículo 123). Se 
aceptará la mayor oferta al contado, salvo que 
acreedores que representen el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del pasivo quirografario 
acepten una oferta a crédito superior, siempre 
que la misma no implique perjuicios en los de- 
rechos de los acreedores privilegiados. 


La venta la otorgará el Juez del concurso y éste 
hará la tradición (artículo 770 del Código Civil). 


Artículo 173. (Efectos de la adjudicación).- La 
adjudicación será título hábil suficiente para la trans- 
misión de la propiedad de los bienes referida en el ar- 
tículo 172, en las condiciones establecidas en el ar- 
tículo 177, y atodos los efectos registrales. 


Artículo 174. (Liquidación por partes de la masa 
activa).- En caso de no lograrse la venta en bloque de 
la empresa en funcionamiento ya sea al contado o a 
crédito, el síndico presentará a la Comisión de Acree- 
dores un proyecto actualizado de liquidación, dentro 
de los treinta días siguientes a la fecha de la resolu- 
ción judicial que declare desierta la licitación, en el 
que se determinarán para cada clase de bienes y de- 
rechos que integran la masa activa, las reglas parti- 
culares conforme a las cuales deberán enajenarse. 
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Si el proyecto fuera aprobado por la Comisión, la 
enajenación de los bienes y derechos se ajustará a lo 
determinado por el síndico. Si no lo fuere o en todo lo 
no previsto en el proyecto, el síndico procederá a 
enajenar la masa activa de acuerdo con las siguientes 
reglas: 


1) En caso de existir diversas unidades producti- 
vas, las mismas se enajenarán como un todo, 
salvo que sea más conveniente para la masa la 
previa división o la realización aislada de los 
elementos que los componen, en cuyo caso, 
antes de proceder a su enajenación, deberá 
emitirse un informe justificativo. 


2) En caso de que exista riesgo de que los crédi- 
tos laborales comprendidos en el numeral 1) 
del artículo 110 no puedan ser satisfechos en 
su totalidad, el Juez previa vista al síndico, po- 
drá designar depositaria de los bienes de la 
empresa, confiriendo facultades de uso preca- 
rio de los mismos, a una cooperativa de trabajo 
que se constituya con la totalidad o parte del 
personal (artículo 6* de la Ley N* 17.794, de 22 
de julio de 2004). 


Los créditos laborales privilegiados que pudie- 
ren existir en la masa del concurso serán com- 
pensados y computados como aporte de los 
trabajadores a la cooperativa constituida. 


El Juez del concurso podrá disponer que el or- 

ganismo de seguridad social correspondiente 
vierta la suma de la indemnización por seguro 
de paro, a los efectos de que sea computada 
como aporte de los trabajadores. 


3) Los bienes inmuebles, muebles y derechos de 
propiedad intelectual e industrial, se liquidarán 
de acuerdo con las disposiciones que regulan 
la vía de apremio. 


4) Los valores que tengan oferta pública se nego- 
ciarán en los mercados formales en que los 
mismos tengan cotización. 


Antes de proceder a la liquidación, las reglas con- 
forme a las cuales debe proceder el síndico a enaje- 
nar los bienes y derechos que integran la masa activa 
serán puestas en conocimiento del Juez del concurso. 


Artículo 175. (Liquidación anticipada de la masa 
activa).- Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar- 
tículo 174, en cualquier estado del procedimiento, en 
la Junta de Acreedores o fuera de ella, acreedores 
que representen la mayoría de los créditos quirografa- 
rios del deudor con derecho a voto podrán resolver la 


liquidación de la masa activa del concurso en los tér- 
minos de los artículos 171 a 174. 


El Juez, previa vista al síndico o al interventor y al 
deudor, dispondrá de inmediato la liquidación en la 
forma resuelta, transformando al interventor en síndi- 
co, si correspondiere. 


Artículo 176. (Bienes litigiosos).- La enajenación 
de los bienes o derechos cuya titularidad o disponibi- 
lidad se encuentre en litigio se realizará una vez re- 
caída resolución judicial firme, salvo decisión en con- 
trario de la Comisión de Acreedores. 


El Juez del concurso, oída la otra parte del litigio, 
podrá autorizar también la enajenación de bienes o 
derechos de imposible, de difícil o de muy costosa 
conservación o que corran peligro de sufrir grave de- 
terioro o de disminuir considerablemente de valor, 
antes de que recaiga resolución judicial firme. 


El producto de la enajenación se consignará a 
nombre de quien corresponda a las resultas del litigio. 


Artículo 177. (Pasivos del deudor vinculados a los 
activos, al establecimiento o a la explotación).- No se- 
rá de aplicación al adquirente de los activos del deu- 
dor, del establecimiento o de la explotación del deu- 
dor, enajenados en el proceso de liquidación de la 
masa activa, la responsabilidad que la ley pone a car- 
go de los sucesores o adquirentes por obligaciones 
comerciales, laborales, municipales, tributarias o de 
cualquier otra naturaleza. 


Artículo 178. (Información sobre la liquidación).- 
Cada seis meses, a contar desde la fecha de la re- 
solución judicial ordenando la liquidación de la masa 
activa, el síndico emitirá un informe sobre el estado 
de la liquidación, que entregará al Juez del concurso 
y la Comisión de Acreedores. 


Sin perjuicio de esto, el síndico deberá informar 
sobre el estado de la liquidación a la Comisión de 
Acreedores cada vez que sea requerido por ésta. 


Artículo 179. (Separación del síndico por prolon- 
gación indebida de la liquidación).- Transcurridos dos 
años desde la fecha de la resolución judicial ordenan- 
do la liquidación de la masa activa, sin que ésta hu- 
biera finalizado, cualquier interesado podrá solicitar al 
Juez del concurso la separación del síndico y el nom- 
bramiento de uno nuevo. 


El Juez, previa audiencia del síndico y de la Comi- 
sión de Acreedores, decretará la separación y el 
nombramiento de nuevo síndico si el informe de la 
Comisión de Acreedores fuera favorable a la separa- 
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ción y, aunque no lo fuera, si no existiera justa causa 
para la dilación. 


El síndico separado por prolongación indebida de 
la liquidación perderá el derecho a percibir las retribu- 
ciones devengadas, debiendo reintegrar a la masa 
activa las cantidades que, en concepto de retribución, 
hubiera percibido desde la resolución judicial de su 
designación. 


Artículo 180. (Solicitud de conclusión o de sus- 
pensión del concurso de acreedores).- Una vez que el 
producto obtenido en la liquidación de toda la masa 
activa haya sido íntegramente utilizado en el pago de 
los acreedores, el síndico presentará solicitud de con- 
clusión o de suspensión del concurso. 


CAPÍTULO Il 
PAGO A LOS ACREEDORES 


Artículo 181. (Pago a los acreedores con privile- 
gio especial).- Los créditos con privilegio especial se 
pagarán con el producido de la enajenación de los 
bienes gravados. 


Artículo 182. (Pago a los restantes acreedores).- 
En forma independiente del pago a los acreedores 
con privilegio especial, el síndico pagará con el pro- 
ducido de la realización de los bienes que integran la 
masa activa, por su orden, a los acreedores con pri- 
vilegio general, a los acreedores quirografarios y a los 
acreedores subordinados. 


Artículo 183. (Orden de pago a los acreedores 
con privilegio general).- Si la masa activa que queda- 
ra una vez satisfechos los créditos con privilegio es- 
pecial fuera insuficiente para satisfacer todos los cré- 
ditos con privilegio general, el pago se realizará por el 
orden establecido en el artículo 110, a prorrata dentro 
de cada número. 


Artículo 184. (Pago a los acreedores quirografa- 
rios).- Los créditos quirografarios serán satisfechos a 
prorrata, conjuntamente con los créditos con privilegio 
especial en la parte que no hubieran sido satisfechos 
con el importe de los bienes gravados. 


Salvo autorización del Juez del concurso, oída la 
Comisión de Acreedores, el pago de los créditos qui- 
rografarios se realizará una vez integramente satisfe- 
chos los créditos privilegiados. 


Artículo 185. (Cuotas de los acreedores quiro- 
grafarios).- El pago de los créditos quirografarios se 
efectuará en función de la liquidez de que dispongan 
los síndicos mediante entrega de cuotas a cuenta de, 
por lo menos, el 5% (cinco por ciento) del monto de 
los créditos. 


Artículo 186. (Reserva en favor de créditos condi- 
cionales y litigiosos).- Si existieran créditos condicio- 
nales o créditos litigiosos, el síndico reservará las 
cantidades correspondientes para poder atender al 
pago en caso de cumplimiento de la condición o cum- 
plir la resolución que recaiga en el litigio. 


Artículo 187. (Pago a los acreedores subordina- 
dos).- El pago de los créditos subordinados se reali- 
zará una vez íntegramente satisfechos los créditos 
quirografarios. 


Si los fondos que quedaran una vez satisfechos 
los créditos quirografarios fueran insuficientes para 
satisfacer a todos los créditos subordinados, el pago 
se realizará por el orden establecido en el ar- 
tículo 111, a prorrata dentro de cada número. 


Artículo 188. (Remanente de la liquidación).- Si 
una vez pagados los créditos subordinados quedara 
un remanente, el síndico lo distribuirá entre los acree- 
dores con privilegio general y quirografarios, a pro- 
rrata de sus respectivos créditos, con un monto má- 
ximo equivalente a la tasa media de interés del siste- 
ma bancario para familias, por plazos mayores a un 
año, que publique el Banco Central del Uruguay para 
créditos en unidades indexadas o, en su defecto, al 
interés legal computado sobre sus respectivos crédi- 
tos, por el plazo que medió entre la declaración judi- 
cial de concurso y el pago de los mismos. 


Si todavía quedara un remanente se realizará si- 
milar operación con los créditos subordinados, en el 
orden previsto por la ley. 


Artículo 189. (Pago de créditos y vencimientos).- 
Si el pago de un crédito anterior a la declaración de 
concurso se efectuara antes de la fecha en que hu- 
biera vencido de no haberse producido la apertura de 
la liquidación, se hará por su valor actual, realizando 
el descuento que corresponda. 


A solicitud del síndico, el Juez podrá autorizar el 
pago de créditos del deudor posteriores a la declara- 
ción de concurso que todavía no hubieran vencido, 
fijando el descuento que corresponda. 


Artículo 190. (Pago de crédito verificado en dos o 
más concursos de deudores solidarios).- En el caso 
de que el crédito hubiera sido verificado en dos o más 
concursos de deudores solidarios, la suma de lo per- 
cibido en todos los concursos no podrá exceder del 
importe del crédito. 


El síndico podrá retener el pago hasta que el 
acreedor acredite fehacientemente lo percibido hasta 
la fecha en los concursos de los deudores solidarios. 
Una vez efectuado el pago, lo pondrán en conoci- 
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miento del síndico o del interventor de los demás 
concursos. 


El deudor solidario no podrá reclamar de los co- 
deudores mientras que el acreedor no haya sido ínte- 
gramente satisfecho. 


Artículo 191. (Derecho del acreedor sobre la 
cuota del deudor solidario).- El acreedor que, antes 
de la declaración de concurso, hubiera cobrado parte 
del crédito de un fiador o avalista o de un deudor soli- 
dario tendrá derecho a que le sea atribuida la cuota 
que a éstos corresponda en el concurso del deudor 
hasta cubrir el importe total de su crédito. 


TÍTULO IX 
CALIFICACIÓN DEL CONCURSO 


Artículo 192. (Clases de concursos).- El concurso 
de acreedores se calificará como culpable o como 
fortuito. 


El concurso se calificará como culpable cuando en 
la producción o en la agravación de la insolvencia hu- 
biera existido dolo o culpa grave del deudor o, en ca- 
so de personas jurídicas, de sus administradores o de 
sus liquidadores, de derecho o de hecho. 


En los demás casos se calificará como fortuito. 


Artículo 193. (Presunciones absolutas de culpabi- 
lidad).- El concurso se calificará como culpable, ade- 
más, en los siguientes casos: 


1) Cuando el deudor se hubiera alzado con la to- 
talidad o parte de sus bienes en perjuicio de 
sus acreedores o hubiera realizado cualquier 
acto de disposición patrimonial o generador de 
obligaciones con la finalidad de retrasar, difi- 
cultar o impedir la eficacia de un embargo en 
cualquier clase de ejecución que se hubiera ini- 
ciado o fuera de previsible iniciación. 


2) Cuando durante los dos años anteriores a la 
fecha de declaración del concurso de acreedo- 
res los fondos o los bienes propios del deudor 
hubieran sido manifiestamente insuficientes o 
inadecuados para el ejercicio de la actividad o 
actividades a las que se hubiera dedicado. 


3) Cuando, antes de la declaración del concurso 
de acreedores, hubieran salido indebidamente 
del patrimonio del deudor bienes o derechos. 


4) Cuando no hubiera llevado contabilidad de nin- 
guna clase, estando legalmente obligado a ello, 
o cuando hubiere llevado doble contabilidad o 
hubiere cometido falsedad en la contabilidad. 


5) Cuando el deudor hubiera cometido falsedad 
en cualquiera de los documentos adjuntados a 
la solicitud de declaración judicial de concurso 
o presentados durante la tramitación del proce- 
dimiento. 


Artículo 194. (Presunciones relativas de culpabili- 
dad).- Se presume la existencia de culpa grave del 
deudor, salvo prueba en contrario, en los siguientes 
casos: 


1) Cuando el deudor hubiera incumplido el deber 
de solicitar la declaración judicial de concurso. 


2) Cuando el deudor hubiera incumplido el deber 
de cooperación con los órganos concursales, 
no les hubiera facilitado la información necesa- 
ria o conveniente para el interés del concurso o 
no hubiera asistido a la Junta de Acreedores. 


3) Cuando el deudor hubiera incumplido con su 
obligación de preparar, en tiempo y forma, los 
estados contables anuales, estando legalmente 
obligado a ello. 


Artículo 195. (Cómplices).- Se consideran cómpli- 
ces las personas que, con dolo o con culpa grave, 
hubieran cooperado con el deudor o, en el caso de 
personas jurídicas deudoras, con los administradores 
y liquidadores a la realización de cualquier acto que 
hubiera producido o agravado la insolvencia. 


Artículo 196. (Formación del incidente de califica- 
ción).- En la misma resolución por la que apruebe el 
convenio u ordene la liquidación de la masa activa, el 
Juez del concurso mandará formar el incidente de ca- 
lificación, que se abrirá con la solicitud de declaración 
del concurso de acreedores y los documentos adjun- 
tos y con la sentencia que lo hubiera declarado. 


No procederá la formación del incidente de califi- 
cación cuando concurran acumulativamente las si- 
guientes condiciones: 


1) El concurso de acreedores fuera voluntario. 


2) El convenio aprobado permita la satisfacción 
íntegra de los créditos concursales en un plazo 
no superior a dos años o, en caso de liquida- 
ción, que de lo actuado resulte que el activo del 
deudor es suficiente para satisfacer su pasivo. 


Artículo 197. (Comparecencia de los interesa- 
dos).- Dentro de los quince días siguientes a contar 
desde la publicación en el Diario Oficial de la resolu- 
ción judicial que ordene la formación del incidente de 
calificación, cualquier acreedor o persona que acre- 
dite un interés legítimo podrá comparecer ante el 
Juez del concurso, denunciando los hechos que con- 
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sidere relevantes para la calificación del concurso 
como culpable. 


Artículo 198. (Informe del síndico o del interventor 
y dictamen del Ministerio Público).- Transcurrido el 
plazo a que se refiere el artículo 197, el síndico o el 
interventor, dentro de los quince días siguientes, pre- 
sentará al Juez del concurso un informe documentado 
sobre los hechos relevantes para la calificación del 
concurso de acreedores, con propuesta de resolu- 
ción. 

Si se propusiera que el Juez califique como culpa- 
ble el concurso, expresará la identidad de las perso- 
nas a las que debe afectar la calificación, así como la 
identidad de las personas a las que debe calificarse 
de cómplices, justificando la causa. 


Del informe del síndico o del interventor se dará 
traslado al Ministerio Público para que emita dictamen 
en el plazo de cinco días. Si el Ministerio Público no 
emitiera dictamen, se entenderá conforme con la pro- 
puesta de calificación. 


Artículo 199. (Tramitación del incidente de califi- 
cación).- Si el informe del síndico o del interventor y el 
dictamen del Ministerio Público coincidieran en califi- 
car el concurso como fortuito, el Juez, sin más trámi- 
tes, ordenará el archivo de las actuaciones. 


En otro caso, emplazará al deudor y a todas las 
personas que, según resulte de lo actuado, pudieran 
ser afectadas por la calificación del concurso o ser 
declaradas cómplices, a fin de que, en el plazo de 
diez días, aleguen cuanto convenga a su derecho. 


Artículo 200. (Oposición a la calificación).- Si el 
deudor Oo alguno de los comparecientes formúlase 
oposición, el Juez la sustanciará por el procedimiento 
de los incidentes. De ser varias las oposiciones, se 
sustanciarán conjuntamente en el mismo procedi- 
miento. 


En caso de que ni el deudor ni los demás compa- 
recientes formularan oposición, el Juez dictará sen- 
tencia en el plazo de cinco días. 


Artículo 201. (Sentencia de  calificación).- La 
sentencia que declare culpable al concurso tendrá el 
siguiente contenido: 


1) La declaración del concurso como culpable, 
con expresión de la causa o de las causas en 
que se fundamente la calificación. 


2) La determinación de las personas afectadas 
por la calificación, así como de las personas 
declaradas cómplices. 


3) La inhabilitación del deudor o de los adminis- 
tradores o liquidadores, aun de hecho, y miem- 
bros del órgano de control interno de la perso- 
na jurídica deudora para administrar los bienes 
propios o ajenos por un período de cinco a 
veinte años, así como para representar a cual- 
quier persona durante el mismo período. Las 
inhabilitaciones se inscribirán en el Registro 
Nacional de Actos Personales. 


4) La pérdida de cualquier derecho que tuvieran 
los cómplices como acreedores concursales y 
la condena a reintegrar los bienes y derechos 
que pertenecieran a la masa activa, así como a 
indemnizar los daños y perjuicios causados, 
cuya cuantía se determinará en período de eje- 
cución de sentencia. 


En el caso de que el deudor cuyo concurso hu- 
biera sido calificado como culpable fuese una persona 
jurídica, la sentencia de calificación podrá contener, 
además, la condena a los administradores y liquida- 
dores, de derecho o de hecho, e integrantes del órga- 
no de control interno, o a algunos de ellos, a la co- 
bertura de la totalidad o parte del déficit patrimonial 
en beneficio de la masa pasiva. 


Las disposiciones sobre calificación del concurso 
se establecen sin perjuicio de las normas penales que 
correspondiera aplicar, en caso de que alguno de los 
involucrados hubiera incurrido en conductas delictivas 
tipificadas por las referidas normas. 


Artículo 202. (Sustitución de los inhabilitados).- 
En caso de inhabilitación del deudor persona física, 
el Juez, en resolución posterior, oídos previamente 
los interesados, nombrará un curador que se encar- 
gue de la administración de los bienes del inhabilita- 
do. 


En caso de que la inhabilitación de los administra- 
dores o de los liquidadores de la persona jurídica 
deudora impida a la misma formar su voluntad corpo- 
rativa, el síndico o el interventor convocarán una 
asamblea de socios o accionistas para el nombra- 
miento de administradores o de liquidadores. 


Artículo 203. (Cobertura de la totalidad o parte del 
déficit patrimonial).- Si en el convenio se hubiera 
acordado una quita al deudor de parte de sus créditos 
quirografarios, los importes que se obtengan en la 
ejecución de la condena a la cobertura de la totalidad 
O parte del déficit patrimonial, se destinarán al pago 
de la parte condonada. 


Si existiera un resto y el convenio contuviera una 
espera para el pago de los créditos quirografarios, las 
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cantidades a que se refiere el inciso anterior se desti- 
narán al pago anticipado de los últimos plazos. 


Artículo 204. (Calificación del concurso en caso 
de incumplimiento del convenio).- En caso de incum- 
plimiento del convenio el concurso se calificará culpa- 
ble cuando en ese incumplimiento hubiera existido 
dolo o culpa del deudor. 


TÍTULO X 
SUSPENSIÓN Y CONCLUSIÓN DEL CONCURSO 
CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES COMUNES 


Artículo 205. (Presupuestos para la suspensión y 
conclusión del concurso).- Para que el Juez pueda 
acordar la suspensión o la conclusión del concurso de 
acreedores será necesario que se den los siguientes 
presupuestos: 


1) Que exista causa legal de suspensión o de 
conclusión del concurso de acreedores. 


2) Que sea improcedente la reintegración de la 
masa activa o, en caso contrario, que se hubie- 
ran ejecutado íntegramente las sentencias fir- 
mes de las acciones revocatorias o adquirido 
firmeza las resoluciones judiciales que las hu- 
bieran desestimado. 


3) Que fuera improcedente la promoción del inci- 
dente de calificación, que el concurso hubiera 
sido calificado como fortuito o que se hubiera 
ejecutado íntegramente la sentencia firme de 
calificación del concurso como culpable. 


Artículo 206. (Informe sobre la reintegración de la 
masa activa).-En el caso de que exista causa de sus- 
pensión o de conclusión, el síndico emitirá un informe 
sobre la existencia de actos del deudor anteriores a la 
declaración judicial de concurso que sean suscepti- 
bles de revocación. 


Si el informe fuera favorable al ejercicio de accio- 
nes revocatorias, el síndico estará obligado a ejerci- 
tarlas en el plazo de treinta días a contar desde la fe- 
cha de emisión del informe. 


Si el informe fuera desfavorable, el acreedor o los 
acreedores cuyos créditos representen, al menos, el 
5% (cinco por ciento) del total pasivo podrán ejercitar 
las acciones revocatorias por cuenta de la masa, soli- 
citando expresamente en la demanda que se notifique 
al síndico. 


CAPÍTULO Il 
SUSPENSIÓN DEL CONCURSO 


Artículo 207. (Causas de suspensión del concur- 
so).- Será causa de suspensión del concurso de 
acreedores la inexistencia o el agotamiento de la ma- 
sa activa sin íntegra satisfacción de los acreedores. 


Artículo 208. (Procedimiento).- La solicitud de 
suspensión del concurso por inexistencia o agota- 
miento de la masa activa será presentada por el sín- 
dico cuando del estado de las cuentas de la liquida- 
ción surja que se ha producido la causal de suspen- 
sión prevista en el artículo 207. 


De la solicitud de suspensión y de las cuentas de 
las cuales surja la configuración de la causal se dará 
traslado al deudor, a la Comisión de Acreedores y a 
los interesados que hubieran comparecido en el pro- 
cedimiento, con la advertencia de que las cuentas 
quedarán de manifiesto en el Juzgado por el plazo de 
quince días. 


Dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior, 
cualquier persona a la que se hubiera dado traslado 
de la solicitud podrá oponerse a la suspensión del 
concurso de acreedores o impugnar las cuentas. 


En caso de falta de oposición y de impugnación, el 
Juez dispondrá la suspensión del concurso de acree- 
dores, con aprobación de las cuentas. 


En caso de oposición o de impugnación, éstas se 
sustanciarán por el procedimiento de los incidentes. 


Artículo 209. (Medidas cautelares en caso de 
suspensión del concurso).- La resolución judicial de 
suspensión del concurso de acreedores podrá dispo- 
ner las medidas cautelares que el Juez considere 
oportunas. 


Artículo 210. (Reapertura del concurso suspendi- 
do).- El concurso suspendido será reabierto a solici- 
tud del deudor o de cualquier acreedor concursal 
cuando, dentro del plazo de cinco años a contar des- 
de la firmeza del auto de suspensión, ingresen o apa- 
rezcan nuevos bienes o derechos en el patrimonio del 
deudor. 


En este caso, los acreedores posteriores a la sus- 
pensión concurrirán con los anteriores. 


CAPÍTULO II! 
CONCLUSIÓN DEL CONCURSO 


Artículo 211. (Causas de conclusión del concur- 
so).- Son causas de conclusión del concurso de 
acreedores: 
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1) El íntegro cumplimiento del convenio. 
2) La íntegra satisfacción de los acreedores. 


3) El transcurso de diez años desde la suspensión 
del concurso de acreedores, en los términos 
establecidos en el artículo 213. 


Artículo 212. (Conclusión del concurso en caso 
de cumplimiento del convenio o de íntegra satisfac- 
ción de los acreedores).- La solicitud de conclusión 
del concurso por cumplimiento del convenio o por ín- 
tegra satisfacción a los acreedores será presentada 
por el deudor acompañando la documentación en la 
cual se sustenta el pedido. 


En los casos en que el deudor estuviera separado 
de la administración de la masa activa, el Juez podrá 
pedir al síndico la presentación de las cuentas de la 
liquidación. 


El Juez dará traslado de la solicitud al síndico o al 
interventor, a la Comisión de Acreedores y a los inte- 
resados que hubieran comparecido en el procedi- 
miento. 


Dentro del plazo de quince días de haber sido no- 
tificados, las personas a las que se hubiera dado 
traslado de la solicitud podrán oponerse a la conclu- 
sión del concurso de acreedores o impugnar las 
cuentas presentadas. 


En caso de falta de oposición o de impugnación, el 
Juez pronunciará sentencia declarando la conclusión, 
con aprobación de las cuentas presentadas por el 
síndico, en su caso. 


Artículo 213. (Conclusión del concurso por el 
transcurso de diez años de la suspensión).- En el ca- 
so de que hubieran transcurrido diez años de la sus- 
pensión del concurso por inexistencia o agotamiento 
de la masa activa, sin que se hubiera reabierto el 
concurso suspendido, el Juez de oficio pronunciará 
sentencia declarando extinguidos los créditos concur- 
sales en la parte que no hubieran sido satisfechos y 
dando por concluido el procedimiento. Para que opere 
la extinción deberán concurrir acumulativamente las 
siguientes circunstancias: 


A) Que se trate de un concurso voluntario. 


B) Que el mismo hubiera sido calificado como 
fortuito. 


C) Que el deudor hubiera cumplido con su deber 
de cooperación con el alcance establecido en 
el artículo 53. 


Si el deudor fuera persona jurídica, la sentencia la 
declarará extinguida, ordenando la cancelación de su 
personería jurídica. 


TÍTULO XI 
ACUERDO PRIVADO DE REORGANIZACIÓN 
CAPÍTULO | 
CELEBRACIÓN DEL ACUERDO 


Artículo 214. (Oportunidad de suscripción del 
acuerdo).- Antes de la declaración judicial de concur- 
so el deudor podrá suscribir un acuerdo privado de 
reorganización con acreedores representativos del 
75% (setenta y cinco por ciento) del pasivo quirogra- 
fario con derecho a voto. 


Será de aplicación al acuerdo privado de reorgani- 
zación lo dispuesto en los artículos 140 y 145. 


Artículo 215. (Modalidades de acuerdo).- Una vez 
obtenidas las mayorías exigidas por el artículo 214, el 
deudor tendrá la opción de seguir el procedimiento 
puramente privado de instrumentación del acuerdo, 
requiriendo la actuación de un escribano público, o 
solicitar su homologación judicial. 


CAPÍTULO Il 
ACUERDO PURAMENTE PRIVADO 


Artículo 216. (Instrumentación).- De optarse por el 
procedimiento puramente privado, una vez obtenidas 
las mayorías del artículo 214, el acuerdo privado de 
reorganización será obligatorio para todos los acree- 
dores quirografarios y subordinados, siempre que se 
notifique a los acreedores no firmantes la adhesión al 
acuerdo de las mayorías necesarias, y que éstos, 
dentro del plazo de veinte días, no manifiesten su 
oposición al deudor. 


Artículo 217. (Notificación).- La notificación a los 
acreedores no firmantes se hará por medio de escri- 
bano público y al practicarse se acompañará la si- 
guiente documentación: 


1) Los documentos exigidos por el artículo 7” para 
la solicitud de concurso por parte del deudor. 


2) Propuesta de acuerdo privado de reorganiza- 
ción con el contenido previsto en los ar- 
tículos 138 y 139, suscrita por acreedores re- 
presentativos del 75% (setenta y cinco por 
ciento) del pasivo quirografario del deudor con 
derecho a voto, con indicación del nombre del 
acreedor firmante, el monto de su crédito qui- 
rografario, la fecha de la firma; en el caso de 
personas jurídicas se indicará además el nom- 
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bre del representante y el acto o negocio jurídi- 
co del cual emana su poder de representación. 
La firma puesta en representación de cada 
acreedor implicará declaración expresa del fir- 
mante de la existencia de facultades de repre- 
sentación y de la vigencia de su mandato. 


Los documentos mencionados en el presente ar- 
tículo deberán estar firmados por el propio deudor y, 
en el caso de personas jurídicas, por todos los admi- 
nistradores o liquidadores. Si faltara la firma de algu- 
nos de ellos, se señalará en los documentos en que 
falte, indicando la causa. 


Artículo 218. (Protocolización).- Si vencido el pla- 
zo de veinte días los acreedores no firmantes no pre- 
sentan su oposición al deudor, el acuerdo privado de 
reorganización se tendrá por aceptado. En tal caso el 
deudor deberá hacer protocolizar el acuerdo suscrito 
por la mayoría de acreedores, ante escribano público, 
con las diligencias de notificación a los acreedores no 
firmantes. Desde ese momento el acuerdo se tendrá 
por homologado y el escribano protocolizante podrá 
expedir a los interesados las copias que se soliciten. 


Artículo 219. (Publicación).- Será de cargo del 
deudor la publicación por tres días de un extracto del 
acuerdo privado de reorganización en el Diario Oficial, 
identificando al escribano público interviniente e indi- 
cando su domicilio. 


Artículo 220. (Oposición al acuerdo).- Si dentro 
del plazo de veinte días, cualquiera de los acreedores 
no firmantes quisiera oponerse al acuerdo celebrado, 
deberá notificar su oposición al deudor por cualquier 
medio fehaciente. Serán causas de oposición: 


1) Que el contenido del acuerdo es contrario a la 
ley. 


2) Que las firmas de acreedores por créditos deci- 
sivos para formar las mayorías requeridas le- 
galmente no corresponden a los titulares reales 
del crédito o han sido obtenidas mediante ma- 
niobras que afecten o puedan afectar a la pari- 
dad de trato entre los acreedores quirografa- 
rios. 


3) Que el cumplimiento del convenio es objetiva- 
mente inviable. 


4) Que existe ocultación o exageración fraudu- 
lenta del activo o del pasivo. 


En tal caso, el deudor tendrá un plazo de diez días 
para presentar ante el Juez competente los antece- 
dentes del caso a los efectos de que resuelva la opo- 
sición presentada y dicte la homologación judicial del 


acuerdo, en los términos establecidos en el Capítulo 
IV del presente Título, requiriendo la inmediata notifi- 
cación al acreedor o a los acreedores disidentes, 
quienes deberán ratificar su oposición en el plazo de 
seis días. 


De no presentarse el deudor al Juzgado en el pla- 
zo de diez días, cualquier acreedor podrá solicitar la 
declaración del concurso al Juez, quien la decretará 
sin más trámite. 


Será competente para entender en la oposición y 
en la homologación judicial del acuerdo privado de 
reorganización el mismo Juez competente para decla- 
rar el concurso. En el caso de que existiera una soli- 
citud de concurso en trámite el acuerdo privado de 
reorganización deberá ser presentado en dicho pro- 
cedimiento. 


CAPÍTULO II! 


ACUERDO SOMETIDO A HOMOLOGACIÓN JUDI- 
CIAL 


Artículo 221. (Requisitos).- De optarse por la ho- 
mologación judicial del acuerdo, el deudor deberá 
presentarse al Juzgado acompañando la documenta- 
ción referida en el artículo 217. La solicitud de homo- 
logación del acuerdo privado de reorganización, así 
como todos los documentos presentados deberán 
estar firmados por el propio deudor y, en el caso de 
personas jurídicas, por todos los administradores o li- 
quidadores. Si faltara la firma de algunos de ellos, se 
señalará en la solicitud y en los documentos en que 
falte, indicando la causa. 


El deudor deberá depositar además, a la orden del 
Juzgado, fondos suficientes para atender los gastos 
de inscripción y publicación de la resolución judicial 
que admita el acuerdo. 


Artículo 222. (Auto de admisión).- Presentada la 
solicitud en debida forma, con los requisitos estable- 
cidos en el artículo 221, o en el caso de presentación 
al Juzgado del acuerdo puramente privado con oposi- 
ciones, en las condiciones del inciso segundo del ar- 
tículo 220, el Juez deberá, en el plazo de dos días, 
dictar una resolución con el siguiente contenido: 


1) Admisión de la propuesta presentada. 


2) Suspensión del procedimiento de concurso, en 
caso de que el mismo hubiera sido solicitado. 


3) Inscripción de la sentencia en el Registro Na- 
cional de Actos Personales, Sección Interdic- 
ciones. 
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4) Publicación íntegra del auto de admisión y de 
un extracto de la propuesta de acuerdo privado 
de reorganización en el Diario Oficial, por el 
plazo de tres días, convocando a los acreedo- 
res concursales a presentar sus oposiciones en 
el plazo de veinte días a partir de la última pu- 
blicación. 


Artículo 223. (Inscripción del auto de admisión).- 
La inscripción del auto de admisión del acuerdo será 
comunicada por el Juzgado al Registro, dentro del 
plazo de veinticuatro horas de dictado el mismo. 


En caso de que no se realice la inscripción perti- 
nente, cualquier acreedor podrá solicitar el concurso 
al Juez, quien lo decretará sin más trámite. 


Artículo 224. (Publicación del auto de admisión y 
de la propuesta).- La publicación del auto de admisión 
y de la propuesta de acuerdo privado de reorganiza- 
ción será ordenada y tramitada directamente por el 
Juzgado, dentro de las veinticuatro horas de dictado 
el mismo. 


Artículo 225. (Efectos del auto de admisión).- El 
auto de admisión debidamente inscripto y publicado 
producirá los siguientes efectos: 


1) El deudor requerirá autorización del Juez para 
contraer, modificar o extinguir obligaciones; 
conferir, modificar o revocar poderes; o para 
realizar cualquier acto jurídico relativo a los 
bienes que integran su patrimonio. En especial 
requerirá autorización para la realización de 
actos relativos a bienes registrales, para la 
venta O arrendamiento del establecimiento co- 
mercial y para la emisión de obligaciones ne- 
gociables. Se encuentran excluidas del requi- 
sito de la autorización las operaciones ordina- 
rias del giro del deudor. 


2) No podrá declararse el concurso del deudor, 
excepto a su propia solicitud. Si existieran soli- 
citudes de concurso en trámite, las mismas 
quedarán en suspenso. 


3) No podrán promoverse ejecuciones contra el 
deudor por créditos anteriores a la presentación 
de la propuesta de acuerdo. Las ejecuciones 
que se encuentren en trámite y los embargos 
trabados sobre los bienes del deudor quedarán 
en suspenso. La moratoria provisional tendrá 
un plazo máximo de un año. 


4) En el caso de los créditos prendarios e hipote- 
carios no podrán promoverse las respectivas 
ejecuciones por un plazo de ciento veinte días 


a contar del auto de admisión y las ejecuciones 
en curso se suspenderán por igual término. 


5) El Juez que admitió el acuerdo privado de reor- 
ganización será el único competente para co- 
nocer en los procedimientos de ejecución y pa- 
ra disponer medidas cautelares sobre los bie- 
nes que integran el activo del deudor. 


6) El Juez, de oficio o a solicitud de cualquier inte- 
resado, podrá adoptar medidas cautelares so- 
bre los bienes que integran el patrimonio del 
deudor, en beneficio de toda la masa de acree- 
dores, en caso de considerarlo necesario. 


Artículo 226. (Oposición a la aprobación del 
acuerdo).- Dentro de los veinte días contados desde 
la última publicación del auto de admisión, podrán 
oponerse a la aprobación judicial del acuerdo los 
acreedores quirografarios o subordinados del deudor, 
con excepción de aquellos que lo hubieran suscripto. 
Serán causas de oposición las establecidas en el ar- 
tículo 220. 


CAPÍTULO IV 
TRÁMITE DE LA OPOSICIÓN Y HOMOLOGACIÓN 


Artículo 227. (Homologación judicial en caso de 
falta de oposición).- Transcurrido el plazo a que se 
refiere el artículo 226 sin que se hubiere formulado 
oposición o, de acuerdo a lo establecido en el inciso 
segundo del artículo 220, el acreedor no se presenta- 
re a ratificar su oposición, el Juez homologará el 
acuerdo privado de reorganización el primer día hábil 
posterior. 


Artículo 228. (Procedimiento en caso de oposi- 
ción).- En caso de oposición o de ratificación de la 
oposición, según el caso, el Juez designará un inter- 
ventor, durante el trámite de las oposiciones, el cual 
tendrá las facultades de control sobre la actividad del 
deudor que el numeral 1) del artículo 225 confiere al 
Juez. 


Tramitado el incidente, el Juez dictará sentencia 
homologando o rechazando el acuerdo, sin que en 
ningún caso pueda modificarlo. 


Artículo 229. (Publicidad de la aprobación judicial 
del convenio).- La resolución judicial por la que se 
homologue el acuerdo, una vez firme, será objeto de 
la misma publicidad que el auto de admisión. 


Artículo 230. (Efectos del acuerdo homologado).- 
A partir de la fecha en que alcance firmeza la resolu- 
ción judicial que lo hubiera homologado, el acuerdo 
privado de reorganización producirá los efectos pre- 
vistos por los artículos 158 a 161 para el convenio. 
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Artículo 231. (Efectos del rechazo del acuerdo).- 
En el mismo auto de rechazo del acuerdo privado de 
reorganización, el Juez declarará el concurso del deu- 
dor. 


En este caso el concurso se considerará declarado 
a solicitud del deudor. 


CAPÍTULO V 


CUMPLIMIENTO E INCUMPLIMIENTO DEL ACUER- 
DO 


Artículo 232. (Vigencia del acuerdo).- El acuerdo 
producirá sus efectos a partir de la fecha en que alcan- 
ce firmeza la resolución judicial que lo hubiere aproba- 
do o, en el caso del acuerdo puramente privado, desde 
el día siguiente a la última publicación. 


Artículo 233. (Cumplimiento total del acuerdo).- 
Una vez cumplidas íntegramente por el deudor las 
obligaciones emergentes del acuerdo, el deudor soli- 
citará al Juez que así lo declare, acompañando los do- 
cumentos que lo acrediten. En caso de existir un con- 
curso en trámite, solicitará además la conclusión del 
concurso de acreedores. 


Artículo 234. (Incumplimiento del acuerdo).- En ca- 
so de incumplimiento del acuerdo privado de reorgani- 
zación, cualquier acreedor podrá solicitar al Juez que 
declare el concurso. 


A petición del solicitante, el Juez del concurso po- 
drá adoptar las medidas cautelares que considere ne- 
cesarias para asegurar la integridad de la masa activa. 


Las medidas cautelares quedarán sin efecto una 
vez declarado el incumplimiento o desestimada la soli- 
citud. 


Artículo 235. (Declaración judicial de incumpli- 
miento del acuerdo).- Si el Juez considera acreditado 
el incumplimiento del acuerdo, dictará sentencia decla- 
rando incumplido el mismo y disponiendo la declara- 
ción de concurso. 


La declaración de incumplimiento del acuerdo de- 
terminará que el deudor pierda la facultad de proponer 
un convenio en el trámite del concurso, debiendo pro- 
cederse a la liquidación de la masa activa. 


Se suspenderá además la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso. 


TÍTULO XII 


PEQUEÑOS CONCURSOS Y ABANDONO DE LA 
EMPRESA 


Artículo 236. (Concepto).- Se consideran peque- 
ños concursos aquéllos correspondientes a los deudo- 


res que, a la fecha de declaración judicial de concurso, 
tengan un pasivo no superior a 3.000.000 Ul (tres mi- 
llones de unidades indexadas). 


Artículo 237. (Régimen aplicable).- Los pequeños 
concursos se regirán por las disposiciones comprendi- 
das en la presente ley, con las siguientes excepciones: 


1) La Junta de Acreedores será convocada con un 
plazo máximo de noventa días, dentro del cual el 
síndico o el interventor deberá realizar la verifi- 
cación de créditos. 


2) Los acreedores serán convocados exclusiva- 
mente a través de la publicación de la sentencia 
que declara el concurso. 


3) Los acreedores deberán presentarse a verificar 
sus créditos en un plazo de quince días a partir 
de la última publicación de la sentencia. 


4) El síndico o el interventor deberá presentar el in- 
ventario de la masa activa y la lista de acreedo- 
res dentro de los diez días siguientes. 


5) El plazo para la impugnación del inventario y de 
la lista de acreedores será de cinco días. 


6) El deudor podrá presentar una propuesta de 
convenio hasta cinco días antes de la fecha fija- 
da para la Junta de Acreedores. 


Artículo 238. (Abandono de la empresa).- Cuando 
existan exclusivamente acreedores laborales y el deu- 
dor no se hubiera presentado a promover su propio 
concurso, se podrá aplicar a solicitud de los acreedo- 
res la disposición del numeral 2) del artículo 174, asig- 
nando a la cooperativa de trabajadores u otra modali- 
dad empresarial que éstos determinen, en forma provi- 
sional, el uso precario de la empresa. 


En este caso, el Juez dará ingreso a la solicitud, 
que deberá contener los elementos necesarios para la 
admisión de acuerdo con el artículo 7%. Se harán las 
publicaciones con el llamado a acreedores y se notifi- 
cará personalmente al deudor. En caso de no presen- 
tarse otros acreedores que los laborales u oposición 
del deudor, la cesión precaria se transformará en defi- 
nitiva. 


Tanto la cesión precaria como la definitiva podrán 
otorgarse en caso de existir otro u otros acreedores 
que consientan expresamente esta adjudicación. 


La cesión definitiva podrá darse siempre que la co- 
operativa o la sociedad comercial esté integrada de la 
forma establecida en el literal b) del artículo 172. 
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TÍTULO XIII 
RÉGIMEN INTERNACIONAL DEL CONCURSO 
CAPÍTULO 1 


COMPETENCIA Y LEY APLICABLE AL CONCURSO 
CON ELEMENTO EXTRANJERO 


Artículo 239. (Competencia internacional para la 
declaración del concurso).- Los Jueces uruguayos se- 
rán competentes para declarar el concurso cuando: 


1) El domicilio o el centro efectivo de actividad del 
deudor se encuentre en territorio nacional. 


2) El deudor tenga o haya tenido oficina, estable- 
cimiento o explotación en territorio nacional, aun 
cuando su domicilio o centro efectivo de activi- 
dad se encuentre en el exterior. 


Artículo 240. (Bienes y derechos comprendidos).- 
El concurso del deudor comprenderá la totalidad de 
los bienes y derechos que formen el patrimonio del 
deudor, se encuentren éstos ubicados en el país o en 
el exterior. 


Se encuentra exceptuado el caso en el cual el deu- 
dor hubiera sido igualmente declarado en concurso, 
quiebra o similar en otro Estado, donde tuviera su do- 
micilio, centro efectivo de su actividad, oficina, estable- 
cimiento o explotación. En este caso, con relación a los 
bienes y derechos ubicados en el Estado extranjero 
donde el concurso, quiebra o similar se hubiera decla- 
rado, el concurso local incluirá en su masa activa el 
remanente de los bienes o derechos resultantes, luego 
de concluido el procedimiento. 


Artículo 241. (Ley aplicable al concurso).- La ley 
uruguaya será la aplicable a todos los concursos decla- 
rados en la República, con excepción de las normas 
relativas a los efectos de la declaración del concurso 
sobre los contratos celebrados por el deudor que se 
regirán por la ley aplicable al contrato. 


Artículo 242. (Principio del trato nacional).- No 
existirá ninguna diferencia en el tratamiento de los 
acreedores nacionales y extranjeros, salvo los créditos 
laborales con privilegio general, que tendrán preferen- 
cia para cobrarse sobre los bienes ubicados en el te- 
rritorio nacional. 


Cuando se acredite que en el Estado del domicilio 
del deudor los acreedores uruguayos no son admitidos 
en igualdad de condiciones con los nacionales, se es- 
tará al principio de reciprocidad. No se aplicará el prin- 
cipio de reciprocidad en el caso de los créditos prenda- 
rios e hipotecarios. 


CAPÍTULO Il 


EFICACIA EN EL PAÍS DE LAS RESOLUCIONES 
JUDICIALES EXTRANJERAS EN MATERIA DE 
CONCURSOS 


Artículo 243. (Requisitos para el reconocimiento de 
la sentencia extranjera).- La sentencia de Juez extran- 
jero declarando el concurso o quiebra de un deudor se- 
rá reconocida en nuestro país, siempre que: 


1) Haya sido dictada por Juez competente. 

2) La declaración judicial haya quedado firme. 

3) El deudor haya tenido oportunidad de defensa. 
4) No sea contraria al orden público internacional. 


5) Se cumplan los demás requerimientos contenidos 
en los artículos 537 a 543 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 244. (Medidas cautelares en caso de soli- 
citud de reconocimiento).- Al admitir el trámite de solici- 
tud de reconocimiento, el Juez podrá adoptar las medi- 
das cautelares que considere necesarias para asegurar 
la integridad del patrimonio que el deudor tuviera en te- 
rritorio uruguayo. 


Artículo 245. (Declaración de concurso en el país).- 
En el caso de declaración por Juez extranjero de con- 
curso o quiebra de un deudor que tenga o haya tenido 
su domicilio, centro efectivo de actividad, oficina, esta- 
blecimiento o explotación en la República, cualquiera de 
los sujetos legitimados podrá solicitar la apertura del 
concurso en el país. 


En este caso, existirá presunción absoluta de la in- 
solvencia del deudor y el concurso tendrá la calidad de 
necesario. 


Artículo 246. (Pluralidad de concursos).- En caso de 
existir más de un procedimiento de concurso o quiebra 
del mismo deudor, en nuestro país y en uno o más paí- 
ses del exterior, el Juez del concurso y el síndico o el 
interventor procurarán actuar en forma coordinada con 
sus similares del exterior, aplicándose a su respecto las 
normas que rigen la cooperación internacional. 


Los créditos, con excepción de aquellos con privile- 
gio especial, cobrados en el extranjero con posterioridad 
a la declaración del concurso en el país se imputarán al 
dividendo a ser percibido en el concurso local. 


CAPÍTULO Ill 
CONVENIOS INTERNACIONALES 


Artículo 247. (Prevalencia de los convenios interna- 
cionales).- Las disposiciones contenidas en este Título 
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serán de aplicación en defecto y en cuanto no se opon- 
gan a las de los convenios internacionales suscritos y 
ratificados por la República. 


TÍTULO XIV 
DISPOSICIONES PENALES 


Artículo 248. (Fraudes concursales).- El deudor que, 
fuera de lo establecido en el artículo 253 del Código Pe- 
nal y en oportunidad de la solicitud del concurso o en 
cualquier etapa posterior, exagere u oculte su activo O 
su pasivo, reconozca o aparente privilegios inexistentes 
o constituidos ilícitamente, sustraiga o esconda los libros 
sociales, acuerde u otorgue a sus acreedores con cargo 
a la masa activa ventajas particulares en razón de su 
voto, será castigado con un año de prisión a cinco años 
de penitenciaría. 


En el caso de las personas jurídicas, incurrirán en 
este delito los socios, directores, administradores, de 
hecho o de derecho, que hayan aprobado la realización 
O hayan realizado los actos constitutivos del delito. 


Artículo 249. (Obligación de denunciar).- El Juez del 
concurso, los síndicos, los interventores, los auxiliares, 
los técnicos o los peritos en el ejercicio de sus funcio- 
nes, que tuvieran conocimiento de hechos o circunstan- 
cias que en su opinión configuren alguno de los delitos 
previstos en el artículo 248 o de cualquier otra figura de- 
lictiva, tendrán la obligación de denunciarlo a la justicia 
penal competente. 


TÍTULO XV 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 


Artículo 250. (Incidente concursal).- En todos los 
casos en que la ley no disponga un procedimiento es- 
pecial o establezca plazos o soluciones procesales es- 
peciales, las oposiciones, impugnaciones y demás con- 
troversias que se susciten durante el trámite del concur- 
so serán sustanciadas ante el propio Juez del concurso 
por el procedimiento de los incidentes establecido en el 
Código General del Proceso, con las siguientes peculia- 
ridades: 


1) Se aplicarán en todos los casos las normas para 
los incidentes fuera de audiencia. 


2) Todos los actos procesales serán notificados en 
la oficina. 


3) El Juez deberá fijar los plazos para las actuacio- 
nes procesales, de modo que los mismos no de- 
terminen una demora respecto de los restantes 
plazos establecidos por la ley para las etapas del 
concurso. 


Artículo 251. (Publicidad de los procedimientos).- 
Todos los procedimientos referidos en la presente ley 
serán públicos, salvo resolución fundada del Tribunal. 
Se promoverá la difusión de las resultancias de los pro- 
cesos concursales a los efectos de informar a todas las 
personas directa o indirectamente interesadas en los 
mismos. 


Artículo 252. (Régimen de recursos).- Todas las re- 
soluciones judiciales recaídas en el procedimiento con- 
cursal y en cualquiera de sus incidentes serán recurri- 
bles con reposición, la que deberá ser interpuesta den- 
tro del plazo de seis días de notificada. 


Admitirán además recurso de apelación las resolu- 
ciones judiciales que se establecen a continuación: 


1) Con efecto no suspensivo: la sentencia que de- 
clare el concurso (artículo 19), la referente a la 
recusación del síndico o del interventor (ar- 
tículo 31), la pronunciada en caso de impugna- 
ción del inventario (artículo 78), la recaída sobre 
la impugnación de la lista de acreedores (ar- 
tículo 105), la recaída sobre la oposición a la de- 
signación de la Comisión de Acreedores (ar- 
tículo 132), la que declare el incumplimiento del 
convenio (artículo 167), la que disponga la liqui- 
dación de la masa activa (artículo 169) y la que 
declare el incumplimiento del acuerdo privado de 
reorganización (artículo 234). 


2) Con efecto suspensivo: la sentencia que recaiga 
en caso de observaciones a las cuentas rendidas 
por el síndico o el interventor (inciso tercero del 
artículo 40), la que acoja total o parcialmente la 
acción revocatoria (artículo 87), la que se pronun- 
cia sobre las oposiciones a la aprobación del 
convenio (artículo 155), la que resuelva las oposi- 
ciones a la calificación del concurso  (ar- 
tículo 200), la que resuelva las oposiciones o im- 
pugnaciones a la suspensión del concurso (ar- 
tículo 208), la que resuelva las oposiciones a la 
conclusión del concurso por cumplimiento del 
convenio o íntegra satisfacción de los acreedores 
(artículo 211) y la que resuelva las oposiciones al 
acuerdo privado de reorganización (artículo 228). 


Ninguna resolución judicial recaída en el procedi- 
miento judicial o en alguno de sus incidentes admitirá 
casación, con excepción de la sentencia que hubiera 
calificado el concurso como culpable (artículo 201). 


Artículo 253. (Derecho procesal supletorio).- En lo 
no previsto por la presente ley para la tramitación proce- 
sal del concurso de acreedores se estará a lo estableci- 
do por el Código General del Proceso. 
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Todos los plazos establecidos en la presente ley se- 
rán perentorios e improrrogables. 


Artículo 254. (Disposiciones tributarias). En los pro- 
cedimientos concursales se aplicarán las siguientes dis- 
posiciones tributarias: 


1) Desde la fecha del auto judicial de declaración de 
concurso, todos los créditos concursales serán 
considerados incobrables a efectos de los tributos 
recaudados por la Dirección General Impositiva. 
Los ingresos derivados de la cobranza de los re- 
feridos créditos concursales estarán gravados, 
cuando corresponda, por los respectivos tributos 
a medida que se produzcan los respectivos co- 
bros. 


2) El deudor tendrá la facultad de diferir hasta en 
cinco ejercicios la renta bruta generada por las 
quitas que obtuviera en el concurso. 


3) Estará exonerada de todo tributo, con exclusión 
del Impuesto al Valor Agregado y del Impuesto 
Específico Interno, cuando corresponda, la venta 
privada o en subasta pública y la cesión de bie- 
nes a los acreedores realizadas durante el proce- 
so de liquidación de la masa activa del concurso. 


4) No serán aplicables a los síndicos o interventores 
las normas sobre responsabilidad de los adminis- 
tradores representantes por obligaciones tributa- 
rias, salvo que hubieran actuado con dolo. 


TÍTULO XVI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


Artículo 255. (Vigencia).- La presente ley entrará en 
vigencia a los ciento ochenta días de su promulgación y 
será aplicable a los concursos promovidos a partir de di- 
cha fecha. 


En el caso de rechazos, anulaciones o rescisiones 
de concordatos preventivos o moratorias promovidos 
antes de su vigencia, el Juez dispondrá, de oficio, el 
concurso del deudor, aplicándose el procedimiento con- 
cursal previsto en la presente ley, con la sola excepción 
de que el concurso se considerará necesario y no será 
admisible la aprobación de un convenio por la Junta de 
Acreedores. 


Artículo 256. (Derogaciones).- A partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley, quedarán derogadas las 
siguientes disposiciones: el Libro IV, del Concordato 
Preventivo y de las Quiebras, artículos 1523 a 1781, in- 
clusive, el Título XIX, de las Moratorias, artículos 1764 a 
1785, inclusive, antigua numeración, y el numeral 2) del 
artículo 29, el primer inciso del artículo 69, los ar- 
tículos 113 y 131, el inciso cuarto del artículo 246, el 
numeral 2) del artículo 384, el inciso primero del ar- 


tículo 385 y el artículo 670 del Código de Comercio; los 
Títulos XVII, XVII! y XIX de la Parte Il del Libro IV, ar- 
tículos 2359 a 2389, inclusive (excepto el primer inciso 
del artículo 2372), y el numeral 6) del artículo 2086 del 
Código Civil; los artículos 13 a 41 y 45 a 75, inclusive, de 
la Ley N% 2.230, de 2 de junio de 1893; la Ley N* 5.548, 
de 29 de diciembre de 1916; la Ley N* 7.334, de 23 de 
diciembre de 1920; la Ley N* 7.566, de 12 de abril de 
1923; la Ley N* 8.045, de 11 de noviembre de 1926; el 
artículo 11 del Decreto-Ley N* 14.188, de 5 de abril de 
1974; el numeral 3) del artículo 24 del Decreto-Ley 
NO 14.827, de 20 de setiembre de 1978; el Decreto-Ley 
N* 15.119, de 8 de abril de 1981; el artículo 56 del De- 
creto-Ley N* 15.645, de 17 de octubre de 1984; los ar- 
tículos 31 y 32 del Decreto-Ley N* 15.646, de 11 de oc- 
tubre de 1984; los artículos 213 y 214 de la Ley 
N 15.851, de 24 de diciembre de 1986; los ar- 
tículos 114 y 396 de la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre 
de 1989; el inciso segundo del artículo 57 de la Ley 
N* 16.074, de 10 de octubre de 1989; el artículo 264 de 
la Ley N“ 16.462, de 11 de enero de 1994; el inciso se- 
gundo del artículo 12 y los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 
18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 28 y 29 de la Ley 
N9 17.292, de 25 de enero de 2001, y toda otra disposi- 
ción que se oponga a lo dispuesto por la presente ley. 


Artículo 257.- Mientras no exista un Tribunal de 
Apelaciones con competencia en materia concursal, la 
Suprema Corte de Justicia distribuirá la competencia 
entre los Tribunales de Apelaciones en lo Civil de forma 
tal que a uno de ellos acudan, en segunda instancia, to- 
dos los recursos de apelación contra sentencias de pri- 
mera instancia en materia concursal, liberándolos de 
doble número de expedientes provenientes de otras 
materias. 


Artículo 258. (Secretarios Contadores).- Créanse 
dos cargos de Secretarios Contadores (uno para cada 
Juzgado Letrado de Concursos) los cuales deberán te- 
ner título de contador público. A los efectos, habilítase 
una partida anual de 549.000 Ul (quinientas cuarenta y 
nueve mil unidades indexadas). 


Artículo 259. (Arancel de honorarios).- En un plazo 
máximo de ciento ochenta días a partir de la promulga- 
ción de la ley, el Poder Ejecutivo deberá aprobar una 
reglamentación estableciendo el arancel de honorarios 
aplicable a los síndicos, interventores, auxiliares, exper- 
tos en valoración y rematadores que actúen en los pro- 
cedimientos concursales. 


Artículo 260. (Unidad de Evaluación de Síndicos).- 
Créase la Unidad de Evaluación de Síndicos, depen- 
diente de la Suprema Corte de Justicia, integrada por 
cinco miembros: dos Jueces titulares de los Juzgados 
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de Concursos, uno designado por el Colegio de Aboga- 
dos del Uruguay, uno por el Colegio de Contadores, 
Economistas y Administradores del Uruguay, y uno 
nombrado por la Suprema Corte de Justicia. Tendrá por 
cometido dictaminar respecto de la actuación de los sín- 
dicos y de los interventores en los procesos concursales 
en que hubieran participado, a los efectos de lo estable- 
cido en el artículo 27 de la presente ley, en las condicio- 
nes que establezca la Suprema Corte de Justicia en 
ejercicio de su poder de reglamentación. 


Artículo 261.- Sustitúyese el numeral 5) del ar- 
tículo 159 de la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 
1989, por el siguiente: 


"5) Por la decisión judicial de liquidación de la masa 
activa del concurso". 


Artículo 262. (Privilegios marítimos y aeronáuticos).- 
Declárase que los privilegios previstos por los ar- 
tículos 1037, 1038 y 1193 del Código de Comercio y por 
los artículos 52 a 57 inclusive del Código Aeronáutico no 
resultan de aplicación en caso de concurso. 


Artículo 263. (Capacidad del deudor concursado).- 
Declárase que la norma contenida en el inciso primero 
del artículo 1280 del Código Civil no resulta de aplica- 
ción al deudor concursado. 


Artículo 264. (Armonización con el régimen ante- 
rior).- Las referencias a la quiebra y/o liquidación judicial, 
contenidas en los artículos 135 y 509 de la Ley 
NO“ 16.060, de 4 de setiembre de 1989, y en el ar- 
tículo 104 del Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de setiem- 
bre de 1977, deben entenderse realizadas a los casos 


de decisión judicial de liquidación de la masa activa del 
concurso. 


Las referencias a concurso, quiebra y/o concordato 
contenidas en los artículos 9 y 108 del Decreto-Ley 
NO 14.701, de 12 de setiembre de 1977, y en el nume- 
ral 6) del artículo 36 del Decreto-Ley N* 14.412, de 8 de 
agosto de 1975, deben entenderse realizadas a los ca- 
sos de concurso. 


Todas las demás disposiciones legales contenidas 
en leyes anteriores, cuando se refieran a situaciones de 
quiebra y/o de liquidación judicial deben entenderse rea- 
lizadas a la decisión judicial de liquidación de la masa 
activa del concurso. Cuando se refieran a situaciones de 
concurso, concordatos o moratorias deben entenderse 
realizadas a los casos de concurso". 


32.- Levantamiento de la sesión. 


SEÑOR ROBALLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Tiene la pala- 
bra el señor Diputado. 


SEÑOR ROBALLO.- Señor Presidente: mociono para 
que se levante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hernández).- Se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y seis en treinta y siete: AFIRMATIVA. 
Se levanta la sesión. 
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